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A 

Alvarcz tic Toledo, don Federico, contra la provincia de 
Buenos Aires. i>ur daños y perjuicios: sobre revocato- 
ria de un auto.. 7 

Alvarez. don N. Carlos, en autos con don Ramón O. 
í.eguizamón y don Juan M. Helotti. por calumnias e 
injurias graves venirlas |ior intermedio del diario "f,a 
Libertad" , 304. 

Anillo, don Francisco, contra la provincia de Sama Fe, 
|hif dañas y |>erjiueíos ; sobre conciencia 94 

Arce, don José, presidente de la junta ejecutiva del Par- 
tido Conservador de la provincia de Buenos Aires, for- 
mula denuncia contra el Juez Federal de Bahía Blanca 79 

Ayhar. don Francisco, contra l;i Cámara Federal ele La 
Plíita. jxir reianl.. de justicia. Recurso de flecho 356 



liagucar. dou Pedro, contra el Ferrocarril Unenos Aire- 
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al Pacifico, i>i>r daños y perjuicio*!. Contienda de com- 
petencia 267 

Baima y Bcssolino, contra ti Ciobkrno di! Paraguay; por 
cobro de pesos: sobre coni|ieteneia 58 

Bareejó. don Agustín, criminal contra. por homicidio, líe- 
curso de hecho .í5<í 

Barclay y Cía., Ilirshburg y Cía y Asworih y Cia en autos 
con don Santiago Irisso y otros, |>or cobro or4iriario de 
]K"sos. Contienda de eomj (Ciencia ... IQ 

Rarreiro. don Santiago, intorpr mo recurso de "halieas cor- 
pus" en favor de su hermano I lector totj 

Barrienio>. doña luana <",. de y >>tro, i it ant> »s con don U"- 
nne LangUitseo, imr cobro de lwnorafios i**" 

Barrios de Cá. doña Isidora * su concurso V, Contienda de 
competencia . . ■ -t.t 1 

Balaini, don Abrabam I.,. contra don KinMio C. Labore, 
¡Kir cumplimiento de contrato; sobre reposición del 
sellada de un documento y pago de multa 41.Í 

Bilbao, don Santiago (su concurso 1; contienda de compe- 
tencia i 7- 

BlaSCO Hume/, don Vicente y d»ui Maximino Uní/ Díaz, 
en "autos con la provincia de Corrientes; por disolución 
de contrato y reintegración ile dinero: sobre obligación 
de no invocar el estado de la cosa litigiosa - 1 - 

Btiecbi y Cin-, en autos contra Alfredo Tliiel. sobre cobro 
de pesos. Recurso de hecho 405 

Rurghi, don Juan C, en autos col] la Sn-iedad Argentina 
de Edificación, sobre cubro de . hi] miera. Recurso de 
hecho *7 

c 

Cámors, rfori Kniilio, Centra la siuv-ión de d.«u Lorenzo 
Navarro y otro, por cobro de nn crédito hipotecario. 
Contienda de competencia 145 
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CapaiK), don Francisco, contra don José Tragaut, sobre 
daños y perjuicio* .,. 379 

Casares, don Kinílío X.. en autos nm la provincia 'I*.- Una- 
nos Aires. sobre nulidad de laudo :irli¡i ral ... 114 

Cernadas, Juan José, en autos con ri nroenirador Fiscal, 
por infracción ;i la ley nacional de elecciones número 
8ij«>. Contienda de o nn|>eteneia 1 

Císari, f\ v Cía., cnnlra el l'Yrrncarril Central Vrgprittiiio, 
sobre cobro de pe*"S . , 313 

Ciovini. di mi AinlipKiio, imnidei.lc municipal de Coronel 
lírand/en. en autos con doña Josefa S. de Crriearriet. 
por interdicto de retener; sobre compricueia 29 

Comisión de lamento de Canadá de GólhCK, o-ntra el 
I-Vrroeavrii Central Ar^etii íllO; sobre cÓÍttO de pe «¡os 

Compañía Argentina de Navegación Nicolás Slínatiovicli 
Limitada, contra el Cioliierno Nacional, por índemuiza- 
eión de d finos y perjtiicios , 407 

Compañía Azucarera "Kl Paraíso", en autos &m el pisco 
de Tucumán. por cobro ejecutivo de p$sú&. Contienda 
de competencia 236 

Compañía <le Navegación Picolas Mihatiovieluen autos con 
el Fisco Nacional, por cobro de pesos; subre pereneióii 
de Ja instancia 4.1*1 

Compañía i'ermiere de Vichy lítat. comra el I .obicnio' 
Nacional, sobre devolución de impuestos 311 

Coronarlo, don Juan Kstehan. en auim con los señores 
YiiKiii, M aupas y Jáurcgui. sobro cobra dt pesos. K¡ t - 
eurso de hecho 143 

Correa, don Manuel I., tu aillos con la Municipalidad de 
la capital, sobre cobro de pesos. Recurso de hecho.* * . ¿SS 

Contó Manuel. Alfredo l.a^niz/t Rio y Américo IVisn, su- 
mario instruido ]h ir tentativa de defraudación. Con- 
tienda de competencia 4^ 
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Daguerre. doña María N, de, cu autos cófl dun Tito Sol- 
dan, |H>r cobro ile pesos, contunda ele competencia . i ,í 5 

Dartiguc] «yrou, eti autos con don Sebastián Olivera y 
otro,, por abuso de autoridad, Kceurso de hecho ..... 86 

Del Carril de Orne, doña María, en autos con doña Igna- 
. ia del Carril de t Irlnw^ky y otros, por desconocimiento 
hereditario. Recurso fie hecho 4-5 

Del Cioppo. don Eugenio, en autos con el Consejo Na- 
cional ile Educación. por daños y |>erjiiicios, Recurso 
de hecho 210 

Dclfino, don Félix (sus herederos» contra el Gobierno 
de la Nación. i*ir devolución de una suma de dinero. 
Contienda de Competencia ijM 

Dclor v Cia. y A. Delor v Cía. contra el Gobierno Na- 
cional. ]»or devolución de impuestos; sobre competencia 30»» 

Delzar. Aflicrtn. criminal contra, sobre nombramiento de 
curador. Recurso de hecho 68 

Direxione Genérale delle iSíyatiye del Regno d'ítatia, 
en autos con Jorge Durao. sobre imitación de marca. 
Recurso de hecho . v. .¿ . tm 

Domínguez. <lon Arturo, contra duna Rosa I^ópcz de 
Basavitt>aso. i»or reducción de arrendamientos, reposi- 
ción del sellado de un contrato y pago de multa 4'- 

E 

Empresa constructora del Palacio del Congreso "l'ablo 
Besana e hijos", contra el Poder Fjecutivo Nacional. 
SpDfe interdicto de obr;t nueva 300 

Empresa det Puerto del Rosario, en autos con don Ku- 
riuue Saint Girons, sobre expropiación 118 

Empresa de Muelles y De|wVitos fie las Catalinas contra 
ÓttO Franke y Cia.. iH>r daños y perjuicios; sobre eom- 
petencia 02 
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Fanra. Femando, criminal contra. |>or homicidio 

Ferrari* Agustín D. y otros, sumario instruido por infrac- 
ción al artículo 5." de la ley «le correos N." 876 1X4 

Ferrocarril Argentino del Norte cu autos con J 11:111 lo- 
renzo Tes i, |>or daños y perjuicios: sobre competencia 5 
Ferrocarril Buenos Aires al Pacifico, m autos con don 
Pedro llaguear. |*ir daños y perjuicios. Contienda de 

competencia 267 

Ferrocarril Central Argentino, en autos o ni don José 
Hidalgo, sobre indemnización de daños y perjuicios. 

Recurso de hecho 240 

Ferrocarril Central Argentino, cít autos cmi P. Césari y 

Cia.. sobre cobro de pesos . . 313 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con Comisión fie 

Fomento tic Cañada de Gómer, sobre cobro de pesos 347 
Ferrocarril Central Argentino, en antus con los señores 
Quilici l inos., por entrega tic carga, daños y perjuicios : 

sobre competencia, Recurso de hecho. , 3<jo 

Ferrocarril Central de Hítenos Aires, en autos cotí la 
Mutireipalid.id de Zárait jWir COÚro ejecutivo de |»esos: 

■ exección de falsedad e inhabilidad del título 2QI 

Ferrocarriles fusionarla Central Argentino y Unenos 
Aires y Rosario, en autos con la Municipalitlad del Ro- 
sario fie Santa Fe: sobre cobro fie impuestos 422 

Fisco Nacional, contra los «tenores José D. Demande?, y 

Luciano l'go. por reivindicación 285 

Fisco Nacional, contra la Compañía de Navegación Ni- 
colás Mihanovich. ¡>or cobro de pesos: sobre peiréución 

fie ta instancia 416 

Fraucioiñ Francisca y Cía., en autos con don Jorge Kin 

Moor«\ |H»r cobro de estadios, Eíecttrso de hecho 252 

Fraacr. James, criminal contra, jior homicidio on 

Funes/ t Ion Máximo 1 su concurso !, sobre competencia 1 J27 
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Craliastuti. doña Adelina, contra don Jacinto Lamota. 

sobre declinatoria de jurisdicción ni* 

Oarilüa. V^Ctttriandi criminal contra, i* ir homicidio 

Gámbaudl. don Sebastián ihuy siis aeccédores adjudicata- 
rios de lo* \üéi\<é$h en autos con don jnan Grosso, rp* 
cobro de pesos; Contienda de ecmipéccliicia 4'í 

Gastiabnrn. don P^uicísco (stts henderos), en autos con 
Pedro y Just- Terré, sobre reivindicación, líeeurso de 
hecho 

©ignrione de Iguirte, doña Airela;, contra don lizequtél 
Taljatiera (Hijo), por defraudación. Contienda de orón* 
peiencía - - * * ,,,ív 

C.igena fie CWvalán Nf tiidilahrir^n. doña María, eíi autos 
con el Gobierno Nacional, sobre ejecución di* sentencia. 
Recurso de hecho . * 33O 

Gobierno del l^aragiiay, en autos con los stíñorej llaiuva 
v liessoiino. p«.r cobro de ptmm: sobre competencia*.. 58 

Gojíjerno Ñacionai. en autos con don iVlix Píttftno ístts 

licreilcrOs), i»t dev-olucíón de una suma de diñCto. Con- 
tienda fie competencia ....... i$ 

Gobierno Nacional, en autos cOti don \n-u>t.» LitnonsiiL 
sobre reiyindicacióii • , -" ,< ' 

Góbkruo Nacional, en auto* con don Lucio Gorlíárán¿ 
entrega de tierra-: sobire competencia ■ ■- ■ ■ .V v 7 

Gobierno Racional en autos c* mi lMor y Cia. j V, pelor 
v Cia.. p<r devolUCtótt de impuestos: sobre competencia jot) 

Gobierno Nacional, en autos con J. í?, Macadam y Cía. 
sobre devolución de ¡nipuestos * * r 

GoliíernO Nacional, $11 auto, con |;i cotiipaíitit l'Vrimcrr 
de Viehv líial, sobre devolución d L . impluvios 311 

GoMerflP Nacional, en autos con la Compañía de Navega- 
ción Nicolás Mihnnovich Limitada. p"f indemnización 
di daños y perjuicio» ■ • - W 
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GonxálesE, di ni ttonprKi, m autos nin rtoii LAjltottio López 
Zamora, por calumnias e injurias. Kecnrso de hecho.. H- 

(lorharán. don Lucio, contra el Poder líjccutivo Nacional, 
por entrega de tierras; sulire roí upe leticia t \n~ 

GroMso. 4 li >n Juan, contra don Seliastíáu CiuiiitKUuli Hioy 
sus acreedores adjudicatarios de Irtenos i por cobro de 
(¡esos* Contienda de eiimpcieneia 4U 

f.uzzuni, «l'rti Franeiso en anio-i mu don lUuigno l'. Yi- 
íteg»!*. Sobro Cobro de Contunda de competencia ,157 



H 



Neiiu-mann, d*»n ( iiúllcru** 1 --n concurso*. Cóntiüutla tU 

competencia 4^9 

Uenekel. 1lt.11 Kieardo, cu autos crtn la Municipalidad 

de la Capital. sobre expropiación. Recurso de hecho... io¿ 

Hernández don |hm D. y ílgn Luciano L>j. en autos 

contra él Fisco Nacional, sobre reivindicación 2$_ 



In-ísn. ilttu Santiago y otros, contra los señores Barclav y 
Cia.. y Asworth y Cía, por cobro ordinario di* pesos. 
Contienda de competencia . r* 1 



Kaisas Turki mett. (lona Klsa. en autos con el juez letrado 
de Misiones, sohre danos y ]ht juicio*, Recurso de 
hecho , 

Krisdrí. David, en autos con el Procurador Fiscal, sobre 
anulación <le carta de ciudadanía 4J 
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labore, don Emilio C en aut* >s con don Abraliam L. 
Rataini. x**r cumplimiento de contrato; sobre rcjiosición 

del sellado <lc «ti documento y pago de umita 

Lamota. don Jacinto, cti anuís con doña Adelina Gabastou. 

sobre declinatoria de jurisdicción. 

tangu asco, tlpti Roque, contra doña juana tí, de Ma- 
temos v otro. jHir cobro de honorarios 1 180 

liona. Domingo, criminal contra. i»r los supuestos 
delitos de sustracción di- correspondencia y malver- 

saciótl de cándales públicos. Keciirso de liedlo 

Larreckca Mtifloz, don Pedro T. de (sti sucesión 1. en 
¡Hilos eon doña Josefa I.. M. de Escalante, por cobro 

de pesos. Recurso de hecho 

T«cczinski Ainc. don Zelmar. en autos eon don Mauriec 

Robín, sobre imitación de marea do fábrica 

Leguízamón. don Ramón O. y Juan $f« Bclotü, contra 
N. Carlos Alvares. |«>r calumnias c injurias graves 
vertidas por im cerned to del diario "La Libertad" ... 
Lértora de Oherii. dona Adelina, en autos eon don En- 
rique C. Cam>. sobre cobro de pesos, Recurso de hecho iK-r 
Linionsin. don ÁugiiMo. conira el Gobierno de la Nación, 

sobre reivindicación I5p 

López cte Rañavilbaso. doña Rosa, en autos con don Ar- 
turo Domínguez, por reducción de arrendamientos ; 
reposición del sellado de uu contrato y pago fie multa 412 
Lima. Mauricio L. : actuaciones en su contra. i*>r com- 
plicidad en la deserción riel soldado voluntario David 
Angel Lima 4'* 



252 
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acadam J. \\ y Cía., contra el Gobierno Nacional, sobre 
devolución de iuipu£3t0$ 31 1 
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Maríímv. clon Alberto, contra la sucesión tte don Nica- 
nor Uzoz. por cobro de un er&Hto hipotecarlo. Con- 
tienda de competencia M" 

Martinuccí. don Santiago y don José Fariuli, contra la 
provincia de Hítenos Aires, sobre pago de mi terreno 
Mari ¡mía* i. don Santiago y don José Farioli. contra la 

provincia t|e Hítenos Aire*, sobre expropiación 263 

Mases, don Leandro, contra don Claudio 1). Mcjía, ¡i*»r 

defraudación. Competencia negativa mj * 

Massone. don José, en autos con don Manuel A. Tapia. 

por injurias : sobre eoiu|H-Uneia 

Medina. Jt>st* Agustín, criminal contra, por hninicidio. . J75 
Mcjía. don Claudio M. en autos con don Leandro Ma<es. 

|Hir defraudación. Competencia negativa (93 

Molina Carranza, don Kmilio. por iuconoiitucimiaEidad 
de la ley y decreto del J'oder Kjeeiitivo fie Ja provincia 
de lluenos Aire 1 *, -obre reí noción de secretarios, Re- 
curso de hecho- 2tB 

Monassa. don Antonio, cu autos con los señores Aiunnio 
y Abraha.ni Dumii. sobre nulidad de un laudo arbitral, 

Recurso de liecbo 236 

Municipalidad de la Capital, en autos con don Manuel 
Aguirre (stí sucesión i sobre expropiación, Recurso 

de Iieebo 427 

Municipalidad del Rosario de Sarita Pe, contra las em- 
presas de ferrocarriles fusionados Central Argentino 
y Hueiios Aires y Rosario; sobre cobro de impuestos 422 
Municipalidad dr Zarate, contra el Ferrocarril Central de 
finenos Aires por cobro ejecutivo de |k&o$; excepción 

de falsedad e inhabilidad del t|tÜlo 

Munuee. don Martín M„ secretario electoral del juagado 
federal del Rosario, solicita aclaración ele las acordada* 
de la Corte Suprema de ta Nación y Cándara Federal 
del Rosario, sobre prohibición del ejercicio de su pro- 
fesión de aliogado , . ... 56 
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Navarro, don üircrtto i su siicosión i y <»iro, ¿ti autos con 
<|i>n Kmilio Camors, por cobro de ntt crédko hipoteca- 
rio. Contienda de comiwtcitcia . 145 



Ottp Frankc y Cia. centra 1:i Kinprcsa de Muelles y 
Opósitos de las Catalinas. por llanos y perjuicios; so- 
l>rc competencia 92 

í Jyiicla. (Ion Ignacio, cintra 1;l ] ir* >vincia tic Santiago del 
listero, por locación de servicios profesionales 330 



Paloski " l'aliln>ki. Casimiro, criminal contra, imputad" 
del delito tic circulación tté moneda falsa. Cpitljjctcncja 

negativa 220 

Pecoríñí de BíUleefeer, <Íona ISrminta t<n sucesión 1. Con- 
tienda de cotiipeteiicía 24 

pinche i ra. Adán, criminal contra, i*or homicidiu \ 23 

Poder Kjeemivn Xaeional. en autos coi) la empresa cons- 
tructora del Palacio del Congreso "I*al>li> Ik'sana u 

hijos", sobre interdicto fie obra nueva ,V»o 

TYiintis y Sala vil u en autos con rJon Manuel Tarasido 
sobre uso intlelvido % marca de fábrica y comercio. 

Recurso "de hecho 182 

l'onjttoy Meyer. en autos ton clon Jos¿ Forte, sobre cobro 

hipotecario, Iteeufso de licclm 87 

Purtaluppi. Juan Antonio y Francisco Polieastro. crimi- 
nal contra, por adulteración de documentos públicos, 
falsificación de firmas y estafa ; sobre competencia .... tío 
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Procurador Fiscal ele l;i Cámara Pederá) de Apelaciones 
fie Piala, en los autos seguidos por don Cr, Ventura 
n mira, la Comisión de la Rambla de Mar del Plata, 
sobre daños y perjuicios. Recurso ele hecho 85 

IViHiinnl.tr Fiscal contra don Juan Jpj4 Cernadas. |*>r 
infracción <le la ley nacional de elecciones N." 8i2y. 



Contienda tic competencia . . . - , M s 

Procurador fiscal de la provincia de Tucumáii. contra la 
compañía azucarera "El Paraíso" l>or cobra ejecutivo 
de peso*. Contienda «le competencia *5" 



FWnrador Fiscal, contra David Krisdri. .sobre anula- 
ción de carta de ciudadanía 4 20 



Provincia de Buenos Aires, en autos con don Santiago 
Martinueci y don José Farioli ; sobre pago de un 
terreno - 7° 

Provincia de Uueons Ains, en autos con don Federico 
Aharcz de Toledo. |¡or daños y perjuicios; sobre 
revocatoria fie un auto 77 

Provincia de Humos Aires, contra don Fmilio N\ Casa- 



res, sobre nulidad de laudo arbitra/ . 114 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Santiago 

Mariinucci y don José Farioli. sobre expropiación 263 

Provincia de Corrientes, contra don Vicente Masco lliáñcz 
v Maximino Rui/ Díaz. por disolución de contrato y 
reintegración de dinero; sobre obligación de no innovar 

el estado de la cosa litigiosa ai 2 

Provincia de Mendoza, en autos con don Germán Puebla. 

por devolución de impuestos. Recurso de revisión 214 

Provincia de Santa Fe. en autos con don Francisco Alie- 
lio. por daño- y perjuicios: sobre competencia ...... 94 

rovincia de Santa Fe en autos con don Felipe Yofre 
y Carlos Klchart. incidente sobre cobro de honorarios 
en los autos seguidos t*»r don Bernardo P. de Ilurras- 
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pe contra aquélla provincia sobre indemnización de 

daílos y perjuicios 36 1 

Provincia de Santiago del Estero* en autos con la socie- 
dad de Crédito Territorial de Santa Fe. sobre reinte- 
gración de área, daños y perjuicio* 22 j¡ 

Provincia de Santiago del Estero, en autos con don Igna- 

ció Oyueta, |»r Tacación de servicios profesionales 336 

Puebla, don Germán, contra el gobierno de la provincia 
, por devolución de impuestos, Recurso 
íón ¿\ \ 




Reyners. don Pedro, criminal contra, por homicidio. Re- 
curso de hecho *V) 

Ríos, don Ignacio f sucesor ele don Víctor Silveiro) en 
autos con don Antonio Y, Rui/, por reivindicación; 
sobre com|>ct encía , • 54 

Robín, don Maurice. contra don Zelmar Leczinski Aine 
sobre imitación de marca de fábrica ¿04 

Rojo, don Knrique (su concurso I. Contienda de com- 
petencia 259 

Ruíz. don Antonio Y., entura don (guació Ríos f sucesor 
de don Víctor Silveiro). por rei\ indicación : sobre com- 
petencia . 54 

Ruíjí Gutiérrez, don Antonio, en autos con l'.nteht y Cía., 
por cobro de pesos. Recurso de hecho 

s 

Saint (tiroiis, don Knrímie. con ira la Kmpresa del Puerto 

del Rosario, sobre ixpnipiación . 11K 

Saldivia. José, criminal contra, por homicidio 2ÍÍ8 

Sánchez Valenzuela. Carlos, criminal contra, por injurias; 
sobre competencia , . , 15- 
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Sánchez Yatenzuela. Carlos, criminal contra, por in- 
jurias i 20<| 

Sánchez Viamonic. don Julio, m autos con el iloc- 
Inr Ktnilin ( iinstíuiau. sobre falsedad. Recurso de 
heeh rafi 

Sarii Xrlin. criminal contra. por supuesta quiebra frau- 
dulenta. Recurso de hcchu (*) 

Sociedad Anónima "t.edcsma Silgar lístales and Keíi- 
iiítig Cy. \aV. úa autos con el Banco Francés del Río 
de la Mata, sobre nombramiento de administrador. 
Recurso <lc hedí 253 

Sf>c¡cdad di- Crédito 'IVrriturial de Sania l ; e, contra la 
provincia de Santiago del T**slt*r< >. sobre reintegración 
de área, daños y perjuicios 224 

Socieda General 0iiwnatojfrafiea Limitada, solicita el 
embargo y secuestro de la i»clícnla denominada "La 
íiltíina representación fie gala del circo Woífson o circo 
«le la muerte"* 385 

Sociedad "The Famatina I kvelopmcnt Corporation Li- 
mited", eu los autos fie su quiebra. Recurso de hecho 356 

Soldali. don 'Pito, contra la señora María N. de Hagne- 
rre. |Kir cobro de pesos: contienda fie competencia . . . L15 

T 

'Tabancni, don Kzcqtiiel flujo)-, en autos con doña Án- 
gela íiiannoiu* de Aguirre. por defraudación. Contienda 

de conijH'tencia 3tVi 

Tapia, don Manuel A., en autos con don José Massonc. 

por injurias: sobre competencia , - , 354 

Tarazi. Hofer. criminal contra, por substracción tic docu- 
mentos y revelación de secretos: sobre competencia.. 154 
ssi, don Juan Lorenzo, contra el Ferrocarril Argén- 
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tino del Nono, i>or daños y perjuicios; sobré eom|»e- 

tcncía , 5 

¡seyra ,4pn ^ibprio fsu sucesión». Contienda de con> 

¡K'tcncia Kji 

*oro Zelaya, son Domingo, formulando denuncia contri 
el Juez Federal de Mendoza, doctor Pedro T. Lucero, 1 

y solicitando la instrucción de un sumario ¿tjj 

Tragant, don José, en autos con don Francisco Capano, 
sobre daños y perjuicios 370 

u 

Uro, d'»« José Teodosio. en autos con Gregorio González, 
por reivindicación. Kecursn de hecho 357 

Urribelarrea. don Miguel X. i su sucesión) en autos con 
don Nemesio Kscoliedo, por cobro de pesos. Recurso 
de hecho , 00 

Urricartct doña Josefa S. de, contra don Ambrosio Cio- 
vini, intendente munici|ial de Coronel lintndzen. inter- 
dicto de retener: sobre competencia 

Uzoz. don Nicanor i su sucesión 1. en autos con di ni Al- 
herto Martínez, sobre cobro de un crédito hipotecario. 
Contienda de competencia 147 



Vega, don José María, en autos con don Kclipe Martines!, 
sobre cobro hipotecario. Recurso de hecho .... 

Villanueva. don Kuiilio C en autos e<m l;i Muiiiei|jalidad 
de ta Capital, sobre daños y perjuicios. Recurso ríe 
hecho 75 

Y ¡Marrubia Juslimano. criminal contra, por homicidio. 
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Villegas de Penen, (joña Cnrina, sobre ampliación de par- 
lición de herencia. Recurso (ic Hecho . 

Villegas, don Beni|fiif» t\, contra tton Francisoi tUníztmi. 
sobre cobro de pesus. Contienda cíe competencia 

Y 

Vofre, don Felipe y Oírlos Utuirígiiez Ktebart, incidente 
sobre cobro de honorarios cit los aotos seguidos por d«>n 
líernardo \\ de Iturraspe contra la provincia ele Sama 
Fe, sobre indemnización de daños y perjuicios 
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A 

Apelación para ante ia Corte Suprema. — Importando la de- 
manda la suma de diez mil quinientos noventa y u 
pesos*, procede el recurso autorizado por el art. 3.*, 111 
2." de la ley 4055. Pág. 4' f >- 

c 

Cesión de acciones, — Véase "Puerto de La Plata". 
Confesión. — La regla de la indivisibilidad de la confesión, 
sufre excepción cuando de las circunstancias del hecho 
resultan presunciones graves en contra fiel confesante. 
Pág. 238- 

confesión. — Cuando de las circunstancias del hecho que re- 
sultan del proceso surgen presunciones graves que tor- 
nan falsa e inverosímil la confesión del procesado, [Hiede 
ella ser dividida en contra de éste. Pág. 
Contienda de competencia, — Corresponde a las Cámaras Fe- 
derales dirimir las contiendas de competencia entre tos 
jueces federales. Pág- 85. 
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ontknda de compétmfáá, — Tratándose ele una conticmla de 
competencia, la Corte Suprema no puede rever una 
sentencia de una Cámara Federal, que establece *|»e ade- 
más del delito fulera) juzgado por ella, existen en la 
causa oíros de filen i común de competencia de los tri- 
humdcs ordinarios: y correspondiendo a estos resolver 
> i en realidad exislctl n no tales delitos ríe carácter 
común, y si deben o rio ser castigados con una penalidad 
distinta, iio hay cuestión cié las previstas en el artículo 9 
de la ley -J055: Pág. f 10. 
Contíctuía de 0m$etmctti; — Kl emplazado tute deja vencer el 
término acordado jmra (Jpítner las cxce|jeiones une auto- 
riza la ley. prorroga tácitamente la jurisdicción terri- 
torial del juez dd emplazamiento ; y consentida la pro- 
videncia por "la q«e se da por contestada la demanda, 
en rebeldía, y se «Velara competente al juzgado, no 
puede entablarse contienda de competencia por inhi- 
bitoria. Pág. 135. 
Cfutieuda de ii'Htf'i tt'tititL — fea circunstancia de 1ial>er el 
juez del domicilio del cOJicursatlo desestimado, después 
ríe comunicado al mismo el oficio de inhibitoria, una 
declina |i iría de jurisdicción promovida por mu» de los 
acreedores, no r< obstáculo a una contienda de com- 
petencia pnr inhibitoria promovida por distinta persona 
ante el otro juez. Pág. 250. 
¡¡tienda de rrwi/v/cnníi. — Corresponde ;i las cámaras fe- 
derales dirimir las contiendas de competencia une se 
susciten entre los jueces de sección. Pág. 2Ó7. 
Contu nda ríe competencia. — No hay contienda de competen- 
cia en condiciones de ser resuelta por la Corte Suprema 
en un caso en i|Ue. declararla su incompetencia por un 
juez rte instrucción militar, rio insiste en ella al serle 
deviu'lto el expediente i»or el otro juez a rp" cn consi- 
deró competente y qü¿ a su vez. se declara sin juri* 
dicción para conocer riel lucho. Art. 'i. inc. d. ley 4055 
y art. ií»l cód. de justicia militar!. Pág. 418. 
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Corte Suprema- - L^i Gofte. Stípíejiia de la Nación no puede 
rever las decisiones de 1» de Iíi provincia respecto a su 
propia coiiipctíMiCiá y la de sus respectivos jueces de- 
terminada en la Constitución y leyes locales- Páginas 
123. ico. 

Cártc Suprema. — La Gorfe Suprema no está llamada a de- 
cidir, interpretando tina constitución de una provincia, 
si un juicio jtor injurias es de í;i competencia de los 
tribunales ordinarios o del jurad'" di l:i misma. Página 

O 

¡fuños y perjtikíás. — T.n!.. aquél que por mis hechos o sin 
derecho, causa (latió a otr»». aun cuando un haya pro- 
cedido con temeridad ■> malicia, está obligado a repa- 
rarla 3'ág. 407. 
Declaración */■*/ procesado. -- $0 procediéndose en los tér- 
niínos de los artículos .l-'o > del Código de Procedi- 
mientos , M criminal, la declaración prestada por et 
procesado ante la policía no puede -er invalidada por 
la eme preste ante el juez de la causa. Pág, 275. 
Defmtidátíón a ta mita á* ("rrco.f. — Véase ''Infracción a 

la ley de Correos". 
Demandas contra la Nación, — Reconocido por el Poder 
Kjeeutivo el carácter de expedicionario al Kio Negro 
y el derecho (pie al mismo le asiste en tal concepto, a 
los premios consiguientes, conforme ¡1 la ley de sep- 
tiembre 5 «le 1HR5. las cuestiones que se promuevan 
Sobre *'l cumplimiento fie las obligaciones anexas a di- 
cho reconocimiento, están regidas i*»r el derecho común 
y :ifeet:m a la Nación en su carácter ríe persona jurí- 
dica: por lo que, en l;d caso, no es necesaria la venia 
del Congreso para demandar a la Nación, Pág. 307. 
Demandas contra la Haciáih — Las 'resoluciones condenato- 
ria*" de que se iteupa el an. 27 de la ley 3764, y que 
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autorizan para ocurrir, de acuerdo con el articulo 21 
ele la misma ley. ante la justicia federal sin la venía 
riel Congreso, son las que imponen multas y no las cpic 
liquidan u determinen el monto del impuesto y no lu- 
cieren lugar a la acreditación del importe de estampillas 
míe se dice» perdidas. Pag. 30*1. 
Demandas contra ta Nación. — Kn una demanda sobre am- 
paro en la |K>sestón y retención de la obra del Congresa 
y materiales existente* en la misma. 110 puede cotts* 
derarse como una reclamación ante el Poder Kjccutivo 
y la denegación de parte de éste que exige el artículo l.° 
«le la ley 3052 a los fines en él previstos, la manifesta- 
ción del demandante consintiendo en ta extracción <\" 
los materiales a costa del gobierno ni tíi nota de la Di- 
rección de Arquitectura comunicando que con tal fcelia 
daría cumplimiento al decreto del Poder Kjccutivo míe 
ordenaba el retiro ;i costa de aquel, de Jos materiales 
de la referencia. Pág, 31 o. 
Derecha de retención. — A los efectos del derecho de reten- 
ción que acuerda el articulo 2428 del Código Civil. la 
la excepción de prescripción treintenária es mía prueba 
contra la presunción dé buena fe en el poseedor que 
declara el artículo 23^2 del mismo código. Pág. 285. 
Desacato. — Las injurias inferidas a un cónsul extranjero im- 
portan el delito de desacato, castigado con arrestó de 
tres a seis meses, cuando ba sirio cometido en el local 
de! consulado. Pag. jocj. 
Domicilio. — Tratándose fiel domicilio. las constancias de 
documentos públicos no pueden ser contrarrestadas por 
el testimonio de personas más o menos calificadas. Pá- 
gina 24. 

Domicilio. - La traslación de una persona con su familia del 
lugar de mi domicilio real a otro, no importa cambio 
de domicilio en los términos del art. oj¡? fiel Código Civil, 
en un raso en que a la fecha en que los testigos declaran 
míe aquella se bailaba radicada con sn familia en el 
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lugar de su traslación y en que aparece firmando el 
legare que sirvió cíe liase al cOnteUfSO, la misma eom- 
V ¿é¿á liersonalmcnle. se notifica en la misma forma 
v constituye ctótiilciHo legal, en diversos juicios qué se 
le seguían en el (irirnCTO de los expresados lugares, 
ésto es. cti el de su primitivo domicilio real, ante cuyos 
tribunales le babiau sido, además, embargado >us bienes 
v trabado nos inbibieiniics generales. Pág, 12J. 

Domicilio. — Ninguna persona puede tener en el pais 

dóiníciiioS geiKnfe siendo el lugar donde reside hahi- 
tnatmciitc la familia el que determina la jurisdicción 
(leí juez del concursa aimque el concursado baya teñir" 
en Miro lugar habitación alternativa y necios valiosos. 

Kl hecho de haber firmado obligaciones para ser 
cumplidas fuera del don icilio real, no es una manifes- 
tación de minutad que descubra claramente la inten- 
ción de cambiar éste. Pag. )?-■ 

Domicilio. — Ni la iuscri]xión en las guias de teléfono ni 

dicho del mismo concursado al llamar a sus acreedores 
muí liedlos que prueben la intención de cambiar de do- 
micilio. Pág. 259. 



íintretja M inmueble rendid k Véase " I Ver-cnpción*. 

Exención He impuestos, ~ Kl art. 8." de la ley 5315 110 exime 
a las empresas ferroviarias de la obligación de pagar el 
impuesto de alumbrado y pavimento. Pág, 20'. 

Exención de impuesto. — Kl art. 8." de la ley 5515, no exime 
a las empresas ferroviarias de la obligación de alionar 
el impuesto de afirmados. — Pág. 31,1- 

Exención de impuestos. — Ka exención de impuestos a que 
se re fiere el art. 8." de la ley 5315. no compremle a los 
servicios de earúcter municipal como son los de alum- 
brado y riego. Pág. 347 

Exención dé impuestos, — Kl articulo 8." de la ley 5,^5 no 
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exime u las empresas ferroviarias ele la obligación tle 
abonar los servicios tic pavÍmento P alumbrado, limpien 
y barrido. Pág. 422. 
Expropiación. — La Nación o la empresa concesionario «leí 
Puerto del Rosario lio puede, a título de reglamentar el 
comercio y la navegación de los ríos y de habilitar puer- 
tos. i»cii]>ar gratuitamente terrenos r}tic se bailen nor- 
malmeme o de ordinario fuera de] agua. Pág. 118. 




Ferrocarriles. — Véase "Kxención de impuestos". 



; ■ 



Garantías constitucionales. — Wa<i' "Igualdad ante Ta ley" e 

"Inviolabilidad de la defensa en juicio'*. 
Gestiones administrativas. — Véase '*Prescripcióu". 



Homicidio. — \"u causa agravio al procesado la pena de diez 
y siete aiios y medio de presidio y accesorios legales 
impuesta por el delito de homicidio |>erpctrado sin cir- 
cunstancias atenuantes ni agravantes. Pág. 60. 
Homicidio. — Es justa la sentencia que condena a la pena de 
diez y siete años de presidio y accesorios legales al 
autor del delito 4e homicidio perpetrado con la cir- 
cunstancia atenuante de ebriedad parcial. Pág. 12$. 
Homicidio. — No causa agravio la pena de doce años de pre- 
sidio impuesta al autor de un homicidio con la circuns- 
tancia atenuante de amenazas u ofensas de parte de la 
víctima (inciso 4." del articulo 83 del Código Penal. 
Pág. 2j8. 

Homicidut. — Ks justa la sentencia que condena a la pena th 
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veinticinco años de presidio y accesorias legales, al 
autor de un homicidio perpétralo om la circunstancia 
agravante establecida en el art. 85 del Código Penal, 
Pág. 2fíS. 

Homicidio* — lis justa la sentencia que condena a la pena ile 
veinte años de presidio y accesorias legales al autor de 
un hrvtnicidin |XTpetrado con las circunstancias agrá- 
vanas establecidas j»or los artículos 84. inciso 13. pri- 
mera |»arte y 85 y RK del Código Penal, y atenuante del 
artículo inciso 1." del mismo código. Pág. 275. 

ífontirittw. — No causa agravio al procesado la pena de diez 
y siete años de presidio impuesta por el delito delloiTlH 
eidin perpetrado con las circunstancias agravantes de 
premeditación y noctuniidail. Pag, 

I 

Impuesto de sello, — Ks arreglada a derecho la sentencia que. 
de acuerdo enn lo dispuesto en el art. iy in fine de la 
ley ordena la re|msieión del sello c impone la 

multa correspondiente en 1111 boleto de compra- venta, 
«pie importa un contrato de sociedad celebrado en esta 
capital y sujeto por razón* del lugar a la jurisdicción 
nacional Pág. 413. 

hicoíistititeionúltdad de ordenanza, — La eonsiiuieionalidad o 
inconstitucioualidad de una ordenanza municipal que 
dispone l.i construcción de afirmados, no puede depen- 
der del valor de los inmuebles afectados a su pago. 
Pág- 5*3. 

ímonsíttne'tomdidad en ef Cád, de Prof. Crim. de Entre Rios; 
— Hl art. K_>8 del Código de Procedimientos en lo cri- 
minal ile la provincia de Kntre Ríos, que autoriza la 
declaración de relieldía del acusado jw»r calumnia, que 
deja transcurrir los términos legales, sin hacer uso de 
de su derecho. 110 es violatorin de la garantía consagra- 




t ■:■ 



* 



MIOS m LA CORTE SUPSEMA 

da |Hir el art. 18 de la Constitución Nacional, do la 
inviolabilidad de la defensa en juicio, Pág. .304- 
Indemnización. — Con arreglo a lo dispuesto por el art. 16 
fie la ley 189. la indemnización debida al propietaria, 
privado de su propiedad por cansa de utilidad pública, 
consiste en el pago del valor real de la cosa y del )kt~ 
juicio directo que le venga de la privación de la propie- 
dad; y el cobro de un impuesto de pavimentación fio 
constituye uno de esos perjuicios directos a que se 
refiere la ley, Pág. 2(1$. 
Informe tu voee. — K11 las causas en que t;i Corte Suprema 
conoce cu grado de apelación sólo corresponde a las 
partes presentar una memoria. 110 pudiendo en conse- 
cuencia, informarse en voce, Pág. hj8. 
Insf racción a la ley de Correos. — Por disposición del artículo 
6¿, inciso i." de la ley tic Correos número 876, excep- 
tuando de la prohibición de la conducción de corres- 
pondencia de primera clase que no baya sido despa- 
chada por la Administración de Correos a "las cartas 
que se envíen por un mensajero es|iecial". no se, refiere 
al que explota ese servicio en provecho propio y con- 
siguiente perjuicio de la renta correspondiente, atri- 
buida a la Nación jior el art, 4." de la Constitución. 
Pag. 184. 

Igualdad ante ¡a ley. — La igualdad que consagra el art. 16 
de la Constitución Nacional no es otra cosa que el dere- 
cho a que no se establezcan excepciones o privilegios 
que excluyan a los unos de lo que se concede a otro,* 
en iguales circunstancias. Pág. 106. 

Igualdad en los impuestos. — En materia de igualdad de im- 
puestos, no <>l>sta n dicho rergitisíto la |w>stbilidad de que 
los bienes afectados jior el gravamen no den. en el 
lucho, rendimientos normales por causas deludientes 
o independientes de los que deben alionar el impuesto. 
Pág. 313. 

Inhibitoria de jurisdicción. — Deducida la excepción de incom- 
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potencia por la vía declinatoria ante los tribunales loca- 
les, no puede admitirse la inhibitoria interpuesta ante 
la justicia federal. Pág. 198. 
innovación en el estado de la cosa. — No existiendo emljargo 
tratado sobre ta cosa litigiosa, el poseedor continúa en 
el goce de su posesión, y la obligación de no innovar 
significa que delre abstenerse dé todo acto de enajena- 
ción o deterioro de la cosa o que sea extraño a su des- 
tino, en cuyo caso no se encuentra la explotación de su* 
bosques. Pág. 212. 
integración de superficie. — I «a obligación integrar la super- 
ficie de un inmueble vendido en caso de que al hacerse 
la mensura convenida resultare tener aquél una exten 
sión menor que la que se le habla asignado a los efectos 
de la venta, empieza desde el momento en que. efec- 
tuada esa operación, se compruebe en que no estaba 
integra la superficie vendida : y desde la fecha de tal 
comprotiación comienza a correr irl término para re- 
querir el cumplimiento del contrato y para la prescrip- 
ción. Pág. 334. 
Interrupción de la prescripción. — Véase "Prescripción". 
Inviolabilidad de la defensa en juicio. — La garantía constitu- 
cional de inviolabilidad de la defensa en juicio no puede 
decirse desconocida cuando el litigante ha sido oído y- 
ha podido ejercitar sus derechos de defensa. Las moda- 
lidades del juicio dejjenden ríe las leyes procesales regla-» 
mentarías de dicha garantía y la interpretación de 
ellas sólo puede dar lugar al recurso de nulidad. Pá* 
(fina 253. 

inviolabilidad de la defensa en fumo, — La garantía de invio- 
labilidad de la defensa en juicio no puede reputarte 
violada cuando éste se ha seguido con todos los trámites 
marcados por las leyes de procedimientos. 110 impug- 
nadas como contrarios a dicha garantía. Pág. 388, 

inviolabilidad de ta defensa en juicio. — No puede decirse 
violada la garantía constitucional de la inviolabilidad 
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ríe la defensa cu j u icio, en un caso en ipie tratándose de 
una mierefla ]>or calumnias, el querellado fué. diario a 
juicio c inter vina en él ton ti*la la amplitud consagrada 
por las leyes procesales respectivas, según se hace mus- 
lar en In sentencia apelada, Pág. 304. 



I 
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Jurisdicción. — Xo corrcs(>onde a la jusiiria federal eí cortóci- 
uiiemo de «na demanda entablada contra un ferrocarril 
del Estado, |»or d:iños y perjuicios, derivados de hechos 
ilícitos y basada en distfosicioms del Código Civil, y 
* nu en leyes is|>ecinles del congreso. Pág. 5. 
Jurisdicción. — Al jueje fiel domicilio cnnMttuido ñor lo* liipti- 
fiadores de una sociedad establecida en el lugar del 
dicho domicilio, corresponde conocer de una demanda 
contra éstos, sobre cumplimiento de obligaciones emer- 
gentes de la liquidación. < Ari. Código Civil l. 
Pág. 19. 

Jurisdicción. — El conocimiento del juicio sucesorio corres- 
ponde al juez del lugar donde el causante tenia en la 
étnica de su fallecimiento el asiento principal ele sn resi- 
dencia y negocios, mirifptc haya fallecido y tenido bie- 
nes en otro lugar. 

Habiendo un solo heredero y aceptarla por éste la 
herencia, al juez de su domicilio corres|>onde el cono- 
cimiento ríe In sucesión. Pág. _*4. 
Jurisdicción. — Al juez del lugar en donde se cometió él delito 
corresponde el coi luctn liento de la causa, l,;i circuns- 
tancia de haberse sobreseído provisionalmente respecto 
fie algunos de Jos procesados no buce cesar ta jurisdic- 
ción ni con respecto a estos ni con resjiecto a un tercero 
procesado por el mismo delito. Pág. 43, 
Jurisdicción. — Clausurándose los procedimientos de la convo- 
catoria con 1;i adjudicación de los bienes del deudor y 
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su entrega a los acreedores, éstos substituyen al deudor 
en todos sus derechos y obligaciones y pueden ser de- 
mandados, como el concursado, ante el fuero que co- 
rresponda según la naturaleza «le las obligaciones. En 
consecuencia, corresponde al juez del lugar en el que 
fue constituida una hipoteca, se hallan situados los bie- 
nes gravados y fué convenido su cumplimiento, él 
conocimiento del respectivo juicin. Pág. 49; 
Jurisdicción. — Corresponde a la justicia federal el conoci- 
miento de una demanda entablada por 1111 extranjero 
contra una municipalidad por turbación de la poscsíí 
producida |)or la destrucción de un alambrado. La cir- 
cunstancia de atribuirse a! caso |>or el demandado un 
carácter contencioso administrativo 110 obsta al ejer- 
cicio ríe la jurisdicción federal dado f ¡ue las leyes locales 
no pueden alterarla, estando ella regida cn elusivamente 
por la Constitución y leyes nacionales. Tág. 29. 
Jurisdicción. — Corresponde a la justicia federal por razón 
ile la materia, el conocimiento de una demanda dedu- 
cida contra la empresa de Muelles y Depósitos de las 
Catalinas. jx>r ríanos y perjuicios que se dicen proce- 
dentes del incumplimiento de un contrato de depósito. 
I Se trataría de la aplicación de las Ordenanzas de 
Aduana ) . 1 'ág. . 
Jurisdicción. — K1 ejercicio de un derecho ante autoridades 
judiciales de jurisdicción concurrente, ya sea deman- 
dando, ya sea contestando, sin oponer excepción de 
incompetencia, importa renunciar al fuero de excepcií 
en míe habría podido ampararse aqUél en cuyo 1>ene- 
ficio se ha establecido. Substanciado un litigio ante los 
tribunales fie una provincia no puede ser traído des- 
pués a conocimiento de la Corte Suprema, sino en los 
casos especificados en el articulo 14, de la ley 48. Pá- 
gina 94, 

Jurisdicción. — Ni por razón de las personas ni por razón 

la materia corresponde a la justicia nacional el conoci- 
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miento de una demanda por devolución de suma de 
dinero abonada por concepto de contribución directa 
<ic un campo ubicado en un territorio nacional. (El 
Poder Ejecutivo actuó como jefe inmediato y local de 
la capitaf y territorios, y ta demanda se basó en la 
ley de contribución territorial para la capital y terri- 
torios nacionales). 

El juez que ha conocido de) juicio ejecutivo tiene 
jurisdicción para conocer del ordinario por repetición 
de lo pagado en aquél. Pág. 138. 
Jurisdicción. — Las acciones i*or cobro de un crédito hipo- 
tecario contra una sucesión no entran en la disposición 
de! inciso 4* del artículo 3284 *1e1 Código Civil. En 
consecuencia, el conocimiento de una demaiula por 
cobro de mi crédito hipotecario corresponde al juez del 
lugar donde se halla el bien hipotecado. Pág, 145. 
Jurisdicción. — Corres[ionde a la justicia federal el conoci- 
miento de una querella instaurada contra un ex jefe del 
registro civil ]>or retención indebida de libretas de enro- 
lamiento que le habían sido entregadas en aquel carác- 
ter y en el de jefe de ta oficina cnroladora. hecho con- 
siderado por el querellante como penado por Ta ley na- 
cional de elecciones en su artículo 19. Pág. 148. 
Jurisdicción. — T*a jurisdicción sobre ta sucesión corresjtonde a 
los jueces «leí lugar del último domicilio del difunto, 
determinándose dicho domicilio por el lugar en que 
está liabitiialmente establecida la familia, aunque se 
tenga habitación alternativa en diferentes puntos. Pá- 
gina 191. 

Jurisdicción. — No corresponde a ta justicia federal el cono- 
cimiento de una querella |x>r defraudación, en que los 
hechos no revelan friura facie, que se trate de un delito 
de malversación de candaos públicos que aquélla debe 
conocer en los términos del artículo 3. de la ley 48. — 
(En vi caso se trataba de una querella en que el quere- 
Itante, imputaba al querellado, tesorero de una sociedad 
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«le fomento encargada del servicia de balsas sobre «I 
Kío Negro, de haberse quedado con una suma de dinero 
<|ue aquél le entregó de fon dos recibidos de la Nación 
l»ara atender al pago de tos j>eones encargados de ese 
servicio), Pág. 193, 

Jurisdicción. — La circulación de fichas conocidas bajo el 
nombre de "Soberano Hanovcr*' que ]>or cierta seme- 
janza con fa libra esterlina pueden ser aceptadas como 
tales, no constituye el delito de falsificación de que 
trata Ta ley 30.7a, cuyo conocimiento deba atribuirse a 
la justicia federal. Pág. ¿20. 

Jurisdicción. — Al juez de ta quiebra corresponde conocer de 
las ejecuciones contra el fallido jxir cobro de impuestos 
fiscales. Pág. 256. 

Jurisdicción. — l¿\ jurisdicción local concurrente se entiende, 
prorrogada cuando se o|>onc una excepción que importa 
reconocerla por referirse al fondo del asunto, cual es, 
en el caso, la de falla de personería en el demanda- 
do. Pág. 357- 

Jurisdiccióu. — Kn las causas criminales su conocimiento co- 
rres] x>n de al juez del lugar donde se cometió el delito 
incriminado, reside el querellado, y. en el caso, se halla 
ubicada la cosa de cuya compra y venta emerge el de- 
lito de defraudación imputado: aunque en otro lugar 
se hubieran realizado lns actos preparatorios riel de- 
lito. Pág. 3O6. 

Jurisdicción. — tina causa sobre- retardo en et tranportc de 
mercaderías |mede ser de la competencia de la ji «ticia 
nacional, no ol»stante estar regula |>or el derecho común, 
si surte el fuero federal por la distinta nacionalidad o 
vecindad de los litigantes. Pág. 390. 

Jurisdicción. — Los juicios jwir cobro de impuestos son de la 
cotn|>ctencia de los tribunales locales respectivos de las 
provincias cuyas leyes u ordenanzas hayan establecido 
dichos impuestos, todo ello sin |>erjuicio del recurso 
del articulo 14, ícy 48. Pág. 422. 
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Jnrisíi*ceithr. — Concursado el tercer poseedor de un inmueble 
hipotecada, corresponde al juez del concurso el eono- 
cimiculo del juicio sobre ejecución del referido inmue- 
ble. Pag. 43i). 

Jurisdicción. — Concursado c! tercer poscetlof ríe un inmueble 
hijiotccado en garantía de un crédito, corresponde at 
jtuü del (¡Oiicursfi el eonocintiento fiel juiein por cobro 
de esC crédito, Pag .431. 

Jurisdicción. — Véase "Contienda de competencia". 

Jurisdicción orimnarhi. - - No corre.s|»onde a la jurisdicción 
originaria de la Curie Suprema el conocimiento de lina 
causa iniciada ante el local, en míe una provincia, citada 
por eviceión p«»r el actor, se hace |>arte en eí pleito 
«le^nié: di- e-tar o intestada la demanda. Pág, 54. 

Jurisdicción orif/inaria, Xo corresponde a la jurisdicción 
originaria de la Críe Suprema el conocimiento de una 
demanda entablada por un particular contra un gobierno 
extranjero, Pág. ;S, 

Jurisdicción origuumu. — No corresponde a ta jurisdicción 
originar in de la Curte Suprema el conocimiento fie pri- 
mera instancia de los casos de Mbeas Corpus. Pág. 109. 

Jurisdicción ori(tiiwrhé - Corresponde a la jurisdicción ori- 
ginaria «le la Corte Suprema el conocimiento de una 
causa criminal, por injurias de hecho y de glabras 
inferidas a un cónsul en ¿ti despacito y en el desempeño 
de sus funciones. Pág. 152. 

Jurisdicción oritjitmria. No corresponde a ta jurisdicción 
originaria de la Corle Suprema el conocimiento de una 
causa criminal instaurada por denuncia fie su lis tracción 
ile dee<irre*.|>ondeneia y violación de secretos-, formulada 
pur un cónsul extranjero contra un ex empleado del 
mismo. (Vi;;. 154. 

■ 

L 

Laúd**. N.. e> causa de nulidad de un laudo pronunciado 
p.r un tribunal de arbitros arbitradores. la circunstancia 



de no haberse consignado en el expediente respectivo, 
ai producirse ta discordia, el voto divergente de los 
arbitros nombrados por las partes, si en el compromiso 
no se estableció expresamente que debía precederse en 
esa forma. Tampoco lo es el que uno de los arbitros haya 
laudado mandando juagar cmno precio de los servicios 
cobrados la cantidad demandada por el actor y recha- 
zada |)or la sentencia del tribunal de jurisdicción nece- 
saria. Pag. ti 4. 

Locación de servicios. — listando comprobado que se presta- 
ron servicios y que estos no han sido remunerados, el 
precio que corrcsijonde pagarse por ellos, a falta de con- 
venio expreso, dclie ser fijado por arbitros, Pájj. 336. 

M 

" Miedo. — Para que el miedo exima de resfionsabilidad es pre- 
ciso que nerturlM? de tal modo el ánimo del procesado 
que le baga perder |K>r completo la conciencia de sus 
propios actos. Pag. 275. 
Municipalidades. — Las municipalidades 110 son más que de- 
. legaciones de los poderes provinciales, circunscriptas a 
fines y límites administrativos que la Constitución ha 
previsto como entidades del régimen provincial y su- 
jetas a su propia legislación (Constitución Nacional 
art para lo cual ejercen también facultades impo- 
sitivas y coextensivas c» la i»arte de poder que para 
este objeto le acuerdan las constituciones y leyes pro- 
vinciales, en uso de un derecho primordial de autonomía. 
Pag- 

N . M 

Nulidad de sentencia. — El hecho de que el juez de la causa 
no tome en consideración todos y cada uno de los argu- 
mentos que las fortes aduzcan para sostener ta proce- 
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dcncia o improcedencia de la acción entablada, no pue- 
de fundar el recurso de nulidad porque ninguna ley se 
lo ordena, ni el dejar de hacerlo implica violación de 
la* formas y solemnidades de los juicios que prescriban 
tas leyes» ni del derecho de defensa. Pag. 
Nulidad de un hndo. — Véase "Laudo '. 
Nulidad en el procedimiento. — No apareciendo vicio alguno 
en el procedimiento observado durante la substanciación 
de la ejecución, es improcedente la nulidad deducida. 
Pág. 364. 

P 

Pena. — Debe computarse doble el tiempo d<- detención su- 
frida a contarse desde la declaración indagatoria, en 
un caso en que por incidencias de la causa, aquélla no 
fué convertida en prisión preventiva. Pág, 209. 
Percudan de instancia. — La providencia He "autos" dictada 
después de contestada la demanda, importa una citación 
especial a las partes para dictar sentencia interlocutoria 
o definitiva, y la inacción de éstas después de pronun- 
ciada aquélla 110 supone abandono de Ta causa que jus- 
tifique una declaratoria de perdición de la instancia. 
Páf. 416. 

Personería. — Para ser declarado parte en juicio es menester 
presentar titulo bastante que justifique la personería, y 
en et de concurso, justificar el carácter de acreedor. 
Pág. 172. 

Poseedor de mata fe. — No es i>oscc<lor de mala fe a los efec- 
tos de la restitución de los frutos aquél que ocupa una 
cosa en virtud de nn título que pudo creer legítimo, 
cuando por nfra parte, el que lo otorgó tenía dudas 
respecto de la legitimidad de los derecbos a la misma, 
invocados por un antecesor en el titulo, del reivindi- 
cante. Pág. 159. 

Posesión de buena fe. — Una información producida par:i 
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acreditar la posesión treintena ria. ante un juez incom- 
latente, sin audiencia fiscal y sin que los testigos decla- 
ren en forma legal, no constituye un título que justi- 
fique la buena fe del informante. Pág. 285. 
Prescripción. — Una posesión de ocho años no opera la pres- 
cripción de derechos ó acciones, reales o personales, 
Pág. 159. 

Prescripción, — Kl requisito de la demanda exigido por la 
ley |iara la interrupción de la prescripción no puede 
considerarse cumplido por gestiones administrativas/ 
las míe no son indispensables para traer ante la Corte 
Suprema una demanda contra una provincia. 

Un decreto que establece «pie la actora "ño tiene 
derecho a exigir de la provincia reintegración de tierras 
que a sus antecesores se les vendió dándoles la propie- 
dad y posesión de todas ellas", importa un desconoci- 
miento categórico del derecho gestionado, y no un acto 
interruptivo de ta prescripción. La obligación de en- 
tregar un inmueble vendido, es personal y se prescribe 
a los términos del articulo 4023 A l Código Civil, con- 
tados desde la fecha del otorgamiento del título de 
propiedad. Pág. 224. 

Prescripción. — Debiendo ser la prueba testimonial de la pres- 
cripción treintcnaria clara y terminante, toda vez que 
ella es preval ente sobre el mejor de Tos títulos legales y 
puede oponerse contra el verdadero propeitario (art. 
3999 Cód. Civil l corresponde el rechazo de dicha ex- 
ección en un caso en que existe contradicción entre 
los testigos en un punto esencial, cual es la ubicación 
precisa, exacta del bien rjuc se pretende proscripto ; en 
que la razón del dicho de los testigos es insuficiente, y 
que la declarada continuidad de la posesión aparece 
contradicha ]mr los mismos títulos de adquisición pre- 
sentarlos por los demandados. Pág. 285, 

Prórroga de jurisdicción — Véase "jurisdicción". 

Prueba. — Ka falta tic ratificación durante el pleitario de las 
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declaraciones ele los testigos del sumario no las invalida 
si ellas n» lian síiln observadas en la estación oportuna 
del juicio. Pag 123. 
Puerto de la Plata. — l*J convenio celebrado i*>r la Nación y 
ta provincia «U .unios Aires, aprobado ¡mr la ley del 
Congrcs< » N.** 44/», en virtud del cual ésta transfirió a 
aquélla el |iuerio de La Plata y los lerrcum y construc- 
ciones que él se expresan, importa una cesión de 
acciones pv. la. eon arreglo a la disposición conte- 
nida en térm..ios genera les jtor el art. '444 del Cód 
Civil, ert virtud de la cual la Nación puede intentar 
en su interés las acciones que a ta provincia compitie- 
ran, entre ellas, la reivindicatoría, en >u carácter de 
dueña originaria de la cnsn. toda vez que el art. 2788 
y siguientes del mismo código permiten hacer valer 
contra el poseedor títulos «le propiedad como los de la 
provincia, anteriores a la posesión pretendida |x>r los 
demandados, Pág. 285. 

ir * 

Reconvención. — Ha pueden aceptarse en juicio las acciones 
y excepciones deducidas en una reconvención, cuanik) 
no se justifican en el término dc prueba. Pág. 336. 

Recurso de reposición. — Ho procede el recursp de reconsi- 
deración de un fallí» de la Corte Suprema. Pág. 101. 

Recurso de reposición. — Contra las sentencias definitivas de 
la Corte Suprema no pn>cerle el recurso de revocatoria 
Pág. iejg. 

Recurso de ret'isién. — No procede el recurso fie revisión pre- 
visto en el inciso 3." del art. 241 de la ley Ni? 5 o * c ' , * ,n " 
do lia sido interpuesto fue ni del término establecido en 
los artículos 243 y 244 de la referida ley, Pág. 214 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
* del art .14. ley 48. contra una resolución de mía Cámara 
Federal que declara la incompetencia dc la justicia 
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federal para conocer de una demanda deducida por un , 
extranjero contra «na municipalidad, fundándose en 
míe se trata de un caso contencioso administrativo de 
la competencia privativa de los tribunales de í>rovincia. 

Pág. 29. . 

Recurso extraordinario. — La interpretación y aplicación oc 
disociónos del Gódigp Civil no dan lugar al recurso 
extraordinario del articulo 14. ley 4&- Pág. 75- 

Recurso extraordinario. — La Corte Suprema de Justicia de 
la Nación no pucile rever las decisiones de las Cortea 
provinciales mp&io al alcance de la jurisdicción que 
les ha van atribuido las constituciones y leyes locales 
respectivas. t¡a garantía del artículo 18 de la Constitu- 
ción Nacional según ta eual ningún habitante de la 
Nación puedo ser «eado de, los jueces designados por 
la ley antes del hecho de la causa. 110 autoriza a la 
Corte Suprema a rever, mediante el recurso extraordi- 
naria del artículo 14. ley 4». 'a interpretación de las 
leyes locales hecha por los tribunales de provincia en 
cuanto deslindan la competencia de sus propios jueces. 
Pág. 82. 

Recurso extraordinario, — Para la admisibilidad de la apela- 
ción extraordinaria acordada por el art. 14. ley 48 y 6.°, 
ley 4055, se requiere, para dar curso a una demanda o 
acusación, míe baya juicio pendiente ante los tribunr 
los de euvas decisiones se recurre, o desconocímient 
en su caso, del fuero federal. Pág- N5. 

Recurso extraordinario. — La* disposiciones del Código de 
Procedimientos en lo criminal, amume extensivas al 
fuero federal, son de carácter simplemente locaL en 
cnanto determinan el procedimiento de los tribunales 
ordinarios de l:i capital ; por lo que, la interpretación 
*|uc éstos ttagan de sus disposiciones no es la de una 
ley de carácter general, y |>or io mismo, míe autorice 
el recurso extraordiunrio del artículo 22 del referir 1 * 
código. 14 de la ley 4» Pág- Bgi 
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Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario dlc art. 14. ley 48. contra una sentencia fundada 
en la interpretación y aplicación de disposiciones del 
Código Penal. La inviolabilidad de los papeles privados 
que consagra ct articulo 18 de ta Constitución hn Sitio 
reglamentada, entre otras, por las prcscrt|>cii)nes del 
referido código, Pág. yo. 
Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario del artículo 14. ley 48, contra una sentencia de la 
Cámara Federal, dictada en un juicio sobre imitación 
de marca, cuyo fundamento es una cuestión de hecho 
y de prttetia. Pág. 101. 
Recurso extraordinaria. — La interpretación y aplicación de 
la ley orgánica de la municipalidad de la capital, por 
su carácter local, son extrañas al recurso extraordinario 
previsto en el articulo 00 de la ley de organización de 
los tribunales, y 14 de la N." 48, En la misma condi- 
ción se encuentra la ley nacional de expropiación, nú- 
mero 189, como incorporad a la de 4 de noviembre de 
1884, de expropiaciones en la capital. Pág. 103. 
Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario del art. T4. ley 48 contra una resolución de la 
Suprema Corte de la provincia de Buenos Aires eme se 
limita a declarar que no corrcstxmdc a los tribunales 
ordinarios de la misma sino al jurado de magistrados, 
el conocimiento de ,una causa contra un asesor de me- 
nores, y que ese punto no se encuentra regido por la 
Constitución ni i* ir leyes de la Nación, Pág. 106, 
Recurso extraordinario. — No procede el recursu extraordi- 
nario del artículo 14. ley 48 y 6.°. ley 4055. contra una 
resolución que lo deniega fundada en haber sido inter-, 
puesto fuera de término, i La apreciación y cómputo de 
dicho término es materia extraña al referido recurso. 
Pag. 113. 

Recurso extraordinario. — FJ recurso extraordinario del art. 
14. ley 48. se refiere a casos determinados en que la 
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decisión judicial ha sido contraria a un derecho de 
carácter federal, invocado y cuestionado en el pleito y 
no a alegaciones aducidas con posterioridad a la deci- 
sión apelada. La cuestión de si uno de los miembros de 
ta Cámara de Apelaciones que pronunció el auto ape- 
lado, estalla o no habilitado para integrarla, examinada 
y resuelta en el mismo, está regida- por leyes organi 
• o de procedimientos y por lo mismo, ajena a la instan- 
cia extraordinaria. Pag. 143 

Rtrttrso extraordinario. — Él auto que deniega el fuero fede- 
ral cu ''que Se irata de honorarios devengados en un 
juicio ante el mismo (juez federal), que por esa ratón 
surte el fuero federal |>ara su cobranza como juicio 
derivado o dependiente del principal, según la juris- 
prudencia de todos los tribunales", no importa una de- 
cisión contraria a un derecho, privilegio o exención 
basado cu alguna cláusula de la Constitución, tratado o 
ley del Congreso, como lo requiere el articulo 14, in- 
ciso .V de la ley 48 para la procedencia del recurso 
extraordinario previsto en el mismo, que es de bíter* 
pretación restrictiva e improcedente en cuestiones me- 
ramente procesales. Pág, 180. 

Recurso extraordinario. — La cuestión de si una marca de 
fábrica o de comercio se presta o no a confusión 
iwcto de otra, es un punto de hecho que la Corte 
no puede rever tu causas que no van a su conc 
por la vía ordinaria de apelación. Pág. 182. 

Re curso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del art. 14, ley 48, contra una sentencia de trance y 
remate pronunciada por los tribunales de la provincia 
de Buenos Aires, en la que 110 se hace constar que 
ella no reviste carácter de definitiva. No corresponde 
apreciar en la apelación extraordinaria las leyes locales 
reglamentarias del procedimiento seguido en d jui- 
cio. Pág. 201. 

Recurso extraordinario. — No* puede ser revisada por 
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Corte Suprema tu el recurso extraordinario del ar- 
tículo 14. ley 48, una sentencia que, fundada en circuns- 
tancias de hecho y análisis de la pruelxi producida, 
declara que la palabra "Bromóse" empicada como marca 
de fábrica. |*ara distinguir artículos de las clases ti y 
79 del decreto reglamentario «le la ley número 30.75. no 
es nombre de fantasía para productos químicos y far- 
macéuticos en cuya com|xisicióii figure el bromo. Tam- 
j>oco puede ser revisada en la parte que resuelve guie no 
existe confusión de nombres cuando éstos, sí bien son 
idénticos en su radical, difieren en su desinencia, aunque 
sólo sea en una letra. I 1 : ig. 204. 
Recurso extraordinario. — La resolución de un tribunal local 
declarando su incompetencia ¡jara conocer de una cansa 
determinada, 110 está comprendida en ninguno de los 
casos especificados por los artículos 14, ley 4* y de 

la ley 405?* p ág. 
Recurso extraordinario. — Xo puede ser revisada t>nr la Cnrlc 
Suprema una resolución de ta de la provincia de Buenos 
Aires, que sólo im|x>rta determinar el alcance de la 
jurisdicción que atribuye a este último tribunal el art. 
137 de la eonst i Ilición provincial en lo relativo a de- 
mandas originarias de inconstitucional i dad de leyes n 
decretos sobre materia regida por la misma. Pag. 21 8, 
Recurso extraordinario. — Kl recurso extraordinario previsto 
en el art. 14 de la ley 48 no autoriza a la Corte Suprema 
a rever las decisiones que sobre su propia competencia 
pronuncien los tribunales de provincia aplicando leyes 
locales no impugnadas como violatorias de ta Cons- 
titución Nacional. Pág. 230. 
Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordi- 
nario del art. 14. ley 48 contra una resolución de última 
instancia pronunciada por un tribunal local (pie no 
contiene decisión alguna sobre la excepción de incom- 
petencia de los mismos, fundada en ser el juicio. 
ratione materue, del fuero federal, por considerarla re- 
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suelta definitivamente por el inferior en auto no ape- 
lad" por el recurrente. 

ta cuestión de si aplicando luyes procesales locales la 
exección de incompetencia es necesariamente de previo 
pronunciamiento v quedó ejecutoriada, constituyen pu 
tos ajenos al recurso extraordinario que la Corte Su- 
prema no puede rever en esta instancia. Pág. 24<>, 
Recurso extraordinario. — Impugnada en juicio una ordenanza 
que dispone la construcción de pavimento, como con- 
traria a la Constitución Nacional y l«is privilegios que 
se -fundan en una ley nacional, y habiéndose pronun- 
ciado )a justicia ordinaria en favor de 1;i validez de dicha 
ordenanza, procede el recurso extraordinario del artícu- 
lo 14, ley 4*- 

Kn la apelación extraordinaria, la Corte Suprema no 
puede revé! í? interpretación (pie los tribunales lócale* 
bagan de una ordenanza municipal sino para decidir si 
tal interpretación se halla o no en conflicto con las 
disposiciones constitucionales que sirven de base al 
recurso. Pag. ¿ 1 3. 
Recurso extraordinario, — Una sentencia que se limita a de- 
clarar cómo ha de determinarse la indemnización or- 
denada fior un fallo ejecutoriado, no tiene carácter de 
definitiva a los fines del recurso del art, 3 de la ley 

Recurso extraordinario. — \%> procede el recurso extraordi- 
nario del art. 14, ley 48 contra una sentencia ile un 
superior tribunal fie justicia que. interpretando el có- 
digo civil, crea, según él rcenrrente, para la transmisión 
de los immtehles. la forma del instrumento publico, nu 
autorizada por la ley. en lugar de la de la escritura 
pública establecida |»or el art.. 1184 del referido código, 
y que también según el recurrente "ha derogado, so 
pretexto de interpretarlas, otras disposiciones del códifo 
que establece, que las nulidades absolutas no son sus- 
ceptibles de confirmación, y que los documentos privados 
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firmados a niego, no tienen valor jurídico alguno'* ; sfa 
que el fallo apelado haya resucito ninguna (te las cues- 
tiones federales a que se refiere el art. 14 de la citada 
ley. ni se pretende que alguna de ellas haya sido discutida 
en el pleito f Art. 15. ley 48). Pág. 375- 
Recurso extraordinario. — No procede el recurso del art, 14, 
ley 48 contra una sentencia de la Cámara de Apelaciones 
de ta Capital, que fundada en disposiciones del código 
civil, declara la responsabilidad del recurrente por un 
accidente ocurrido a un menor en los talleres de éste, y 
desestima una defensa del mismo fundada en la ley N:' 
9688 sobre accidentes del trabajo, en virtud de tratarse 
de una ley de fecha posterior a la del suceso, cuestión 
ésta última, sobre rctroactividad de las leyes, ajena al 
recurso ordinario. Pág. 379. 
Recurso extraordinario. — No tiene carácter de definitiva a 
los efectos de autorizar el recurso extraordinario del 
art. 14, ley 48, una decisión de una cámara de apelacio- 
nes que ordena el levantamiento de nn embargo "sin 
perjuicio de lo que corresponda resolver en presencia 
de los justificativos que se ofrecen por el actor". Siendo 
el embargo una incidencia pn%esa1, no puede dar lugar 
a la instancia extraordinaria de apelación. Pág. 385. 
urso extraordinario. — No procede el recurso extraordi* 
nario del art. 14, ley 48. en un caso en que no se ha 
planteado por el recurrente durante el pleito ninguna 
de las cuestiones federales de que se hace mérito en la 
referida disposición legal, y en que se ha invocado una 
garantía constitucional al interponerse el recurso para 
ante la Corte Suprema. Pág. 388. 
Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14. ley 48, contra una resolución de los 
tribunales locales que no hace lugar a la excepción de 
incompetencia de jurisdicción, fundada en no haberse 
justificado los extremos exigidos por la ley respecto a la 
excepción por raüón de la distinta vecindad de las 
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partes y los hechos que podrían justificarla, invocados 
al deducirla. Es de la apreciación exclusiva de los tri- 
bunales tócales la interpretación y aplicación de sus 
leyes procesales respeto a los efectos del silencio de 
las partes sobre la vecindad y nacionalidad que se atri- 
buyen las partes como lo es lo que se refiere a 'la- pro- 
ducción dé las pruebas ofrecidas en segunda instancia y ' 
al resultado de las mismas. Pág. 390. 

Recurso extraordinario. -•- Para la procedencia del recurso 
extraordinario previsto |wr el art. 14, ley 48, 110 basta 
citar un precepto constitucional; se requiere que la de- 
cisión del pleito dependa de la inteligencia que se dé a 
la cláusula constitucional invocada. La pretensión de 
que el auto a|K-lado desconoce derechos garantidos por 
la ley fundamental, aducida después de pronunciado 
aquél, no puede suplir el requisito para la procedencia 
de este recurso, do que las cuestiones federales a que 
se refiere el expresado artículo 14. de la ley 48 hayan 
sido promovidas durante el pleito y resueltas por la 
sentencia recurrida. Pag. 405. 

Recurso extraordinario. — Las alegaciones hechas al inter- 
poner el recurso extraordinario del articulo 14, ley 48 
son extemporáneas a los fines del mismo. Pág. 412. 

Recurso extraordinario. — Un la instancia extraordinaria 
autorizada por el artículo 14, ley 48. no corresponde 
examinar el alcance de la disposición de una ley espe- 
cial que sirve de fundamento a la sentencia apelada, 
cuando el recurrente no ha basado en dicha disposición 
legal, derecho, privilegio o exención alguna, Pag. 413. 

Recurso extraordinario. — Una sentencia que anula una carta 
de ciudadanía. ¡x>r considerar falsa y nula la informa- 
ción de testigos producida |>ara obtener la carta, no 
puede ser revisada por la Corte Suprema en La instancia 
extraordinaria del articulo 14. ley 48. Pág. 420. 

Recurso extraordinario. — La ley fi." 1565, creando el Regis- 
tro Civil, es de carácter local, y su interpretación y 



aplicación no pueden fundar et recurso extraordinario 
del artículo 14, ley 48. Tampoco puede fundarlo la 
cosa juzgada, subordinada a condiciones regidas por 
el derecho común. Pág. 425. 
curso extraordinario, — Incorporada a una ley local de 
expropiación, la nacional N.° 189, reviste ésta aquel 
carácter y -su interpretación y aplicación no pueden 
motivar el recurso extraordinario del artículo 14, ley 
48. Pág. 427. 
Reimndieacum. — Véase "Puerto de La Plata". 

sHímiói: de frutos, — Véase "Poseedor de mala fe r . 




tecretarios electorales, — La prohibición de ejercer la pro- 
fesión de abogado establecida en las acordadas de la 
Corte Suprema de fechas abril 22 de 1911 y abril II 
de 1912. alcanza a los secretarios de juzgado de sección 
que desempeñan las funciones de "secretarios electo- 
rales". Pág. 5& 

Smpermtendencia de tas Cámaras Federales. — Corresponde 
a la su|Jerintendencia que la ley 7090, atribuye a las 
Cámaras Fedérale» et conocimiento de denuncias contra 
Jueces Federales, sobre irregularidades en el desempeño 
del cargo. — Pág. ,192. 

S»f>erhtteudetteia de ta Corte Suprema. — 1.a Corte Suprema 
nq es competente para conocer de una denuncia contra 
un juc7 federal, por la realización ele actos fuera de 
sus atribuciones, que a juicio del denunciante "revelan 
al par que desconticinuento de reglas jurídicas elemen- 
tales, una invasión a la jurisdicción provincial y un 
projiósito deliberado de intervenir en la lucha política". 
Pág. 79. 
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Testigos'. — \a\ no presentación fiel interrogatorio dentro del 
término de prueba, no importa omisión o negligencia, 
cuantío. |>or una liarte, el litigante cumplió en tiempo- las 
exigencias del artículo 120 de la ley nacional de pro- 
cedimientos, al indicar el nombre, profesión y domicilio 
de los testigos ofrecidos. Pág. 77, 
Testigos, — Véase "Prueba". 



Venta. — Puede válidamente enajenarse un terreno, ocupado 
provisoriamente ]x»r el listado particular con fine» de 
utilidad pública, si a la fecha de la venta el propietario 
no había sido citado aún al respectivo juicio de 
piactón ; por lo que, el comprador tiene derecho a exi- 
gir de aquél el t*go del valor del terreno y las indem- 
nizaciones correspondientes. Pag. 70. 

Vínculo matrimonial. — El divorcio y separación de bienes 
decretados cu el correspondiente juicio, son pruebas 
enneluyentes de haber existido el vinculo matrimonial, 
Pág. 172. 
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CALSA IX 

Do» Juan Lorenzo Tessi, contra d Ferrocarril Argentino del 
Norte, por daños y perjuicios; sobre eompsiencia 

Sumario ; No corresponde a la justicia federal el coiKKiiriíéfrto 
de una demanrla entablada contra un ferrocarril del Estado, 
l»or daños y perjuicios, derivados de hechos ilícitos y ba- 
sada en disposiciones del código civil, y no en leyes es- 
peciítJes 'leí congreso, 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

¡■KNTENCI A UV.L JU-Z VEDtiMAL 

O'.rJoba. Diciembre 30 dt t»U 

Autos y vistos: Los del juicio seguido poi el doctor Juan 
Lorenzo Te«i, contra el Ferrocarril Argentólo del Norte, por 
daños y perjuicios, resulta: 

Que en 13 de Marzo de 101,1, st presentó el apoderado del 
actor manifestando que su instituyente poseía en mancomún un 
inmncb'e situado e¡i Capilla del Motile de esla Provincia en el 
que tiene edificadas tres casas de las que él ocupa una con bu 
familia en el verano, estando destinadas para renta las otras dos. 

Que en Mamo de 191 2 la empresa demandada inició la 
construcción de una vía cuya apertura se hacía empleando di- 
namita, la (pie ha producido desperfectos en los edificios, los 
ha desvalorizado y los ha hecho inhabitables desde el año (Mi- 
sado y el año eii curso 1 itji * y lyi.Jl- 

Que las casas de la referencia han sufrirlo desperfectos en 
su-* muros y en >us lechos, y que la desvalor ización de ellas pro- 
venia de la proximidad a la vi a en que lian quedado y de la 
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trepklac¡ó;i producida por el paso de los trenes. Añade que han 
tenido que rescindirse, antes de su terminación los contratos de 
alquiler. Que «u mandante desocupó su casa habitación el 2fi 
de Febrero de 191 2 a pedido del representarte de la empresa. 
Que otra de las casas fué desocupada el 15 de Marzo del mis- 
mo año, y que la tercera fué entregada jwr el señor Julio Co- 
rrea en Marzo del mismo año iot2, estando desde esas fechas 
sin producir renta alguna, y suprimidos hasta los alquileres que 
hubieran correspondido a la estación veraniega de 1913. 

Termina manifestando que los daños y per juicios que viene 
sufriendo su representado, que calcula en cantidad no menor 
de veinte mil |>esos nacionales, están previstos en los arts. 1068 
y 1069 del Código Civil ; y pide en consecu encía que se condene 
al demandarlo a pagar la indemnización correspondiente con 
costas. 

El representante de la empresa, :i1 contestar !a demanda, 
opone en calidad de perentoria, la cxe,peión de falta de per- 
sonería en e! demandado, fundándose en las mismas ratone* que 
tuvo p ira oponer como flilaioria la cxccpckYi por defecto legal 
en el modo de proponer la demanda, por cuanto la Administra- 
ción General de Ferrocarriles que también representa por se- 
parado es la que hace !a reconstrucción de la vi a de! Ferroca- 
rril Argentino del Xortc de acuerdo coa las leyes fon. 6300. 
6360 y 6757; hiendo dicho ferrocarril una empresa de tráfico 
( art. 50 de la ley 2873 y 205 del GVdigo de Comercio % sin re- 
lación alguna con los trabajos de reconstrucción que se men- 
cionan. 

Al informar sobre esta eNcepciói en el alegato de fs. 97, 
sostiene el representante ríe la empresa que el caso no corres- 
ponde a la justicia federal, no obstante lo dictaminado por el 
señor fiscal a f<. 4, supuesto que el inc. 6 del art. 2 de la ley 
4#, invocado por dicho funciona rio se refiere a las causas en 
que la X ación, o un recaudador de sus rentas sea parte, mien- 
tras que la demanda interpuesta en el taso ocurrente se dirijíe 
contra el Ferrocarril Argentino del Xorte, que no es la Nación, 
ni un recaudador de sus rentas, ni la representa, porque es solo 
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u:ia empresa <le tráfico -tijaa a! derecho común y a los tribu- 
nales ordinarios según las disposiciones legales antes invocadas. 

Que e! representante de Tessi tampoco ¡ia tiiTzisia la cau- 
sa legal que le asiste para acogerse al fuero federal; y que las 
mismas disposiciones de la ley común en que funda la demanda, 
revelan a las claras que por razón de la materia tampoco surte 
el fuero federal, cuya declaración corresponde hacer con arre- 
glo a lo establecido en los arts. i y 3 de la ley N°. 50. 

Sobro el fondo de la cuestión dice que los trabajos enun- 
ciados han ocasionado algunos desperfectes en la casa del ac- 
tor más .próxima a la vía, por tuvo motivo se cambiaron pro- 
puesta» de indemnización que 110 fueron aceptadas. Que las 
otras dos casas distantes 57 y 100 metros respectivamente de 
la vía nueva, no han sufrido en sus construcciones, atribuyendo 
a la elevación del precio la falta de alquiler. 

Niega que la conmoción producida jior el paso de los tre- 
nes pueda perjudicar la estabilidad .le la casa-habitación del 
Dr. Tcssi, atenta la firmeza del terreno y la distancia de la 
vía; haciendo notar i|iie a la época de la interposición de la de- 
manda no corrían trenes por la nueva variante. 

¡Rectificando la afirmación correspondiente, tlice que no fué 
él quien pidió al Dr. Tessi que desocupara la casa para fines 
de Febrero, sino dicho doctor el que solicitó la suspensión de 
los tralíajos hasta la época mencionada en que tenía que regre- 
sar a la Capital Federal por motivos de familia. 

Que el constructor de la casa del demandante también ha 
empleado la dinamita jiara extraer piedras, causando así con 
ello los perjuicios que se achacan a la empresa únicamente. 

Termina manifestando que no son ilícitos los actos sino 
ruando violan las leyes (1066 C. Civil) por k> que en la sen- 
tencia se fijen lo> perjuicio- que en la demanda >e ofrecían con 
exceso. 

Abierta la causa a prueba, y producida por ambos litigan- 
tes la incorporada a fs. 34 a 87, quedaron estos autos en es- 
tado de sentencia desde el 24 de Octubre ppdo. y 
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Considerando : 

Que debe resolverse previamente la cuestión {le incompe- 
tencia promovida por el demandado, aunque no se haya de- 
ducido en fonna legal, por <ser improrrogable la jurisdicción 
federal. (S. C. — T. 3, pág. 139). 

Que solo corrcsiwndc a la justicia federal el conocimiento 
de las causas regidas por la ley de Ferrocarriles cuando se tra- 
ta de sus propias disposiciones, sin que se mencione siquiera di- 
cha ley en la demanda interpuesta en el caso ocurrente. Tomo 
76, pág. 121 — Cámara de Apelación de la Capital, Junio 26 — 
1910, pág. 850 — Jurisprudencia Xacional. n*no 86, pág. 384: 
t. 87, pág. 384: t. t)2 t pág. 181, 

Que los ferrocarriles del Estado no pueden ser confundi- 
dos con la Nación ni su> interese* con los del fisco nacional, se- 
gún lo tiene declarado la S. Corte con motivvn de! fallo cita- 
do en 22 fie Julio de IQIStj página 18. 

Que dichos íerrocarribs son empresa* argentinas de trans- 
porte; correspondiendo excesivamente al P, E. decretar la 
construcción de obra- ci.mn bis que se indican y a las que se 
atribuyen los daños y perjuicios demandados, í Cámara fiel Pa- 
raná, Diciembre 18 de 1012, pág. 03). 

Qur lus ¡ucees federales son incompetentes para entender 
cu ta demanda cuando la acción deducida no enctiarlra en algu- 
no de los incisos de la ley 48. 

Que las leyes sobre jurisdicción y competencia son de or- 
den público y no depende de la voluntad de las partes su apli- 
cación. 

Que la justicia federal e* improrrogable y aún de oficio . 
debe ser sostenida ( Art. r". ley 50 — S, Corte. T. 17 págs. 194 y 
472; T. 21, pág. ryy\ T. 27, pág. 449; T. 28, pág. 244). 

Que ate :i tas las reflexiones que anteceden no es oportuno 
considerar cosa alguna -obre !a excepción por falta de perso- 
nería opuesta por cí representante del ferrocarril, ni declarar, 
en consecuencia, quien debiá ser el demandado en el caso ocu- 
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r rente co:i arreglo a la citada ley 6757 en tjue dicha excepción 
se funda 

Por estas consideraciones se declara que no corresponde 
a la justicia federal el caso en cuestión, llágase saber, — P.. 
Carda Montano. 



Si; NT EN Cl A DI-: l,A CAMARA t'KDEUAL DK APKI.ACIONKS 

Córdobí, Aftdito IT di IW3. 

Y vistos: El recurso de apéteición interpuesto por el repre- 
sentante del actor, contra la sentencia del señor Juez Federal 
de esla sección, Córdoba, corriente de fs. 101 a 104 de fecha 
Diciembre 30 de 1914 y en la que resuelve: que no corresponde 
a la justicia, federal el ca~o en cuestión, y 

■ 

Considera mío; 

Que según el actor el presente caso eurrespoüde a la juris- 
dicción federal por estar regido |Jor las leyes especiales de la 
Nación que autorizaron la construcción de la via férrea cuyos 
tralia jos dieron 'lugar a los daños y perjuicios que demanda 
"desde que ]>ara determinar la existencia de éstos será necesa- 
rio establecer qué trabajos son aquéllos y si están comprendi- 
dos dentro de esas leyes". 

Que a pesar de esa manifestación del demandante es lo 
cierto que en este juicio no se ha discutido directa ni indirecta- 
mente la validez o interpretación de dichas leyes especules ni 
de cláitsuTa alguna de las mismas, habiendo la demanda plan- 
teadora cuestión de daños y perjuicios exclusivamente desde e! 
punto de. vista de simples preceptos del C. Civil relativos a 
los daños causados por hechos ilícitos y excepcionándose la par- 
te demandada en cuanto al fondo, alegando su falta de perso- 
nería o sea cit realidad falta de acción en el demandante, sin 
que éste pretendiera en ningún momento que los trabajos que 
según él le perjudicaron se hayan hecho en contravención a las 
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es referidas, de moda que ellas ni están en tela de juicio ni 
puede llegar el caso de interpretarlas cuando se trate de apre- 
ciar esos hechos y sus consecuencias jurídicas. 

Que no pertcnecictKio esta causa al fuero federal por ra- 
zón de la materia debe inquirirse si 1c corresponde por razón de 
las tiersotia* como lo sostiene el señor procurador fiscal y el 
mismo actor en esta instancia. 

Que para resolver esta cuestión es indispensable ante to- 
do lijar claramente cuál es la persona o entidad demandada en 
este juicio. 

El actor ha sostenido co:i insistencia en primera instancia 
que ha demandado a la Empresa del Ferrocarril Argentino del 
Norte "persona dcmandable" y no a la Administración de l ; c- 
rrocarriles de propiedad de la Xaciún, que no puede ser con- 
siderada cun personaría propia y distinta de ta de las empre- 
sas ferrocarrilera* que administra, añadiendo que el dem:trt lado 
para ser lógico, debió alegar en todo caso que la acción ha 
debido dirigirse centra la Nación, lo que demuestra que no ha 
entendido demandar a ésta, ni co i fundir su personalidad con 
la de! ferrocarril contra el que acciona. 

Que en consecuencia, sólo podria tenerse por demandada a 
la Nación si como; pretende el señor procurador fiscal,' ¡a ley 
K b t í>757, ha venido a h novar sobre la jurisprudencia existente 
en la materia negando a las empresas ferrocarrileras pertene- 
cientes al fctarto, personería -distinta del Estado mismo, desde 
el momento en que creó la Administración de Ferrocarriles Na- 
cionales como oficina dependiente del Ministerio d¿ Obras Pú- 
blicas que juega el rol de mandatatrio del poder ejecuttivo en 
todo lo concerniente a la construcción de vías férreas, expro- 
piación de los terrenos necoifrios para las mismas y compra 
de materia] ferroviario "representa al P. E. cu las operacio- 
nes pendientes de la explotación de las diferentes lineas del Es- 
tado y en todo pleito o reclame» a que ¿Ja pudiera dí.r lugar 
en las relaciones con el público y está obligada en lo que atañe 
al manejo de fondos a reglar sus relaciones con la Contaduría 
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General en la forma establecida por la ley de Contabilidad co- 
mo cualquiera otra repartición .nacional. 

Que estidiada la ley N°. 6757 en su conjunto, teniendo en 
cuenta sus antecedentes, la discusión a que ella dió lugar en el 
Congreso Nacional y relacionándola con la ley general de fe- 
rrocarriles, se llega a la conclusión de que ella no ha tenido por 
objeto producir en nuestra legislación ferroviaria la profunda y 
trascendente lisura reforma de sustraer a los ferrocarriles de 
propiedad de la Nación al imperio de preceptos legales que an- 
tes de su vigencia reglaban sin excepción alguna el tráfico y 
explotación de todo ferrocarril nacional cualquiera que fuera su 
propietario, que no otra cosa importaría quitar a los ferrocarri- 
les del Estado su condición de entidades del derecho comer- 
cial distintas de la Nación misma, para confundirlas con ésta 
transformadas en una rama de la a<ftninistración pública* En 
efecto: cuando en Agosto de 1906 el P. E. envió al rí. Congreso 
el proyecto de ley sobre administración de los fern ¡carriles de 
propiedad de la Nación, no dijo que se propusiera aquella re- 
forma sino tan sólo dar a éstos "la autonomía necesa>ria a fin 
de que pudiera:! desarrollarse en la forma más amplia posible", 
criando una repartición especial que tuviera a su cargo "toda 
la parte comercial y financiera de los mismos", y acordándoles 
amplias facultades con lo ctval esperaban que ellos alcanzarían 
el nivel de los de propiedad privada, y cuando el proyecto fué 
discutido, los miembros inf orinantes de las respectivas comi- 
siones de ambas cámaras que aconsejaron su sanción sin mo- 
dificaciones substanciales, no hicieron más que desarrollar con 
mayor amplitud la idea del Ejecutivo de crear independiente- 
mente de la Dirección General de Ferrocarriles a cuyo cargo se 
dejaba la función pública de velar por la fiel observancia de 
las leyes y reglamentos ferrocarrileros, una administración cen- 
tral que corriera con la parte puramente económica y financie- 
ra de las líneas de propiedad del Estado, cuyas administraciones 
particulares aunque sujetas a la superintendencia del Ministe- 
rio de O. Públicas se habian desarrollado en el aislamiento 
"perdiendo" a*¡ "la fuerza que de la acción conjunta podía y 
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debía resultar", y dotar a una institución ele la autonomía ne- 
faria para desenvolverse dándole al afecto faailtadcs como 
las de nombrar y remover el personal técnico y administrativo 
de su dependencia y fijar su remuneración, distribuir les fondos 
que en globo vyta el IT, Congreso, con destino a los ferroca- 
rriles, confeccionar el presupuesto de los gastos de explotación 
de caifa ferrocarril para >ometerlo a la aprobación del I\ E., 
dictar los recamemos de] servicio interno, ordenar la ejecución 
«le obras de carácter urgente fuera de presupuesto, etc. Kst*. 
fué, pues, cí propósito manifiesto del legislador al dictar la 
ley 6757; mejorar la administración de los ferrocarriles del Es- 
tado y fiarle vida autónoma ; ara que pudieran llenar su impor- 
tantísima misiriii y esto es lo que se dcspremle del conjunto de 
sus disposiciones tendientes tenias a esa finalidad, no que se 
haya querido cambiar la condición juridiea tle esos ferrocar ri- 
les autorizando al Ctohierno ])ara que traspasando los limites 
de su misión política ejerza directamente vi comercio y se con- 
vierta el empresario de transporta. Si tal innovación se btibie* 
ran pnvpucsto, el Ejecutivo f|iie proyectó la ley *► el Cougrcs ■■ 
que la sancionó, rió hubiera» ocultado sus fundamentos mucho 
menos si se considera que ella no solamente echarla por tierra 
los principios proclamados por -la jurisprudencia (pie el señor 
procurador fiscal combate 01 mi vista, sino también boda una 
decorosa tradición legislativa según la cual cada vez que. el 
Congreso lia creído necesaria la creación, aún cuando fuera de 
alta conveniencia pública de instituciones por su naturaleza co- 
mercia xs, le- ha dado invariablemeLite pers(*ialidad jnrktch 
distinta de la del Kstado aún cuando fueran de su propiedad. 
Ejemplo th eJlo son el antiguo Banco Nacional crea lo de 
acuerde) a la autorización conferida al Congreso por la Gen— 
titución s i su art. 67, inc. 5"., el líanro de la Nación Argentina 
que lo reemplazó y el Hipotecario Nacional, tíl proyecto primi- 
tivo de la iey 675; contenia un articulo (el 6) por el cual se 
declaraba que los ferrocarriles del Kstado quedaban mi jetos a 
la* disposi ¿iones de la ley general de ferrocarriles y Jos regla- 
mentos existentes o que en adelante se dictaran "ai igualdad de 
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condiciones a los ferrocarriles de propiedad particular'*, y aun 
cuando esc articulo no se sancionó porque ftíé suprimido por 
la comisión cid Senado sin duda alguna porque era una repeti- 
ción inútil <!e !o dispuesto en el art. 3". de la citada ley general 
de ferrocarriles (|Uc así lo establece y no lia sido derogado, no 
por elli> pierde su importancia corno e!cmcirto demostrativo de 
que nada se quería innovar en Ib coioerniente a ra personalidad 
ck: tas empresas ferrocarrileras de propiedad de-* Estado ya que 
esa lev que rige para todo ferrocarril nacional cualquiera que 
sea su dueño, colorándolos en un pie de perfecta igualdad les 
da -existencia jurídica propia desde el momento que les acuerda 
derechos c impone obligaciones como entidades del derecho co- 
merrinl en sus relaciones cutre si y con el público y los somete 
| la inspección gutk-rnativa por medio de la Dirección General 
de ferrocarriles. La jnrispnlduieia se lia pronunciado amplia- 
mente en este sentido en reiterados fallos entre los que basta 
recordar los más recientes de la Suprema Corte que se regis- 
tran en el tomo 108, págs. <jo y 2t>8 de la colección respectiva 
y en la publicación de la jurisprudencia de los tribunales corres* 
dondii-nlcs a-! me- th- Junio de l pág. i"). Rn el segtmtk» 

de dichos fallos C I alto tribunal, confirmando una sentencia de 
esta Cámara decía después de aceptar sus o ■ iclusíones "que 
]H>r más interés que tenga la Nación en los asuntos de sus fe- 
rrocarriles no llegan éstos a convertirse en el fisco como no 
llega el Manco de la Nación ni el Hipotecado que tienen sus 
representantes propios y no requieren para llevarlos a juicio 
el procedimiento administrativo y previo que exige el art. i\ 
de la ley 305.2. lo que importa consagrar el principio de que las 
instituciones de carácter mercantil |)ertenec¡entes al dominio 
fiscal deben tener y tienen por una necesaria ficción legal en 
cuanto a su comercio se refiere y a los efectos del mismo una 
personería distinta de la del Estafó*. Si se quisiera una prueba 
más de que la ley X". O757 no ha tenido otro objeto que refor- 
mar la administración de los ferrocarriles de ta Nación y con- 
cederles la antoiK/mía necesaria para desenvolverse conveníente- 
mc ite, bastaría observar que si antes, cuando esa administra- 
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ció» independíente 1» existía, la jurisprudencia declaró que 
eran entidades <lel derecho comercial representadas por sus ad- 
ministradores, distintas de la Nación misma, — con mayor mo- 
tivo lo debe declarar ahora que la ley les ha dado una direc- 
ción y gobierno central propios haciendo de este un organismo 
separado del organismo administrativo y acordándoles atribu- 
ciones que como Jas de nombrar y remover sus empleados y 
fijarles su remimeraciún no podrían concebirse cu una oficina 
pública administrativa sin aceptar la existencia de una delega - 
ciónó insconstitucioiial por parte íle los poderes Legislativo y 
Ejecutivo, de facultades que ellos solamente pueden ejercitar 
(arts. 67, inc 7 y 86, inc. 10 C. N.). La misma ley 6757 ha in- 
corporado integramente a sus disposiciones la lev anterior nú- 
mero 3896 sobre administración de ferrocarriles/ v esa ley fija 
con toda claridad e] caráota- jurídico de las empresas ferroca- 
rrileras del Estado, cunólo dispone que éstas aplicarán a fas 
transportes por cuntía de la Xadán y Prmincias h tarifa auii- 
narm con una reducción que las admin i si racionen li(|uidarán v 
presentarán mensualmcnte a las reparticiones n*ciounle< las 
cuentas de los transportes efechwlos y gestionarán su pago, y 
finamente que los saldos sobrantes de Ta explotación de las 
lincas férreas que resulten dej estado de entradas v gnstns que 
la administración pasará anualmente a la Omtaduria Nacional 
ingresarán en la Tesorería de la Nación, todo lo que equivale a 
establecer, como dcRÍa la Suprema Corte en uno de sus ffiÜmm 
fallos ya citados muy posterior a Ta sanción de Ta lev 6757 q„ 
"un ferrocarril de la Nación no puede ser ron fundido con la 
Nación misma ni sus intereses con los del fisco". V bien, si esta 
es la doctrina que residía del sentido general de la ley 6757. de 
sus cláusulas principales, de los principios que rigen en cita 
materia y la jurisprudencia de Tos tribunales, no cabe argumen- 
tar con las palabras de uno ríe sus artículos que aparentemente 
la contradicen, cuando dispone que la Administración de ios 
Ferrocarriles fiel Estado "tendrá la representación del P. K." 
en todo pleito o reclamo a que dé lugar la explotación de los mis- 
mos así corno 01 la-s relajones con c] público y las demás em- 
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presa* porteadoras porque no sólo es contraria a las leyes de 
buena interpretación suponer contradicciones en el legislador 
sino porque esas palalwas son susceptibles fie ser interpreta<las 
y fichen serio de modo que armonicen con el resto de la ley, 
en este sentido : c|uc la administración de ferrocarriles del Es- 
tado tfóite ía rcpresatfañóti de los munim en toda operación, 
p!eito o reclamo, arbitraje, contrato etc. a que dé lugar su ex- 
plotación asi como en las relaciones con el publico y demás em- 
presas ferrocarrileras, y es a esos efectos la personalidad que 
en interés de la Nación reemplaza al Poder Ejecutivo en esa 
gestión de Orden puramente comercial. Kn cnanto a las demás 
ttisposidones de la ley 6757 que cita el señor procurador fiscal 
c-.i apoyo de su tesis, baste decir que ellas no se refieren a la 
explotación de los ferrocarriles del Estado, sino a otras atribu- 
ciones conferidas a la administración general y en el ejercicio 
de las míe ésta obra en realidad cuino mamlatario "por cuenta 
de la Nación" y "en represen ación del V. E,'\ 

Que demostrado que los ferrocarriles de propiciad nacio- 
nal son en su carácter de empresa- de transporte entidades de- 
mam la bles como lo sostiene el actor y habiéndose dirigido la 
acción entablada ei este juicio contra un ferrocarril nacional 
vn dicho carácter como se ha visto anteriormente, su conoci- 
miento no corresponde a la justicia federal por razón de Jas 
personas ya que ni siquiera se ha pretendí fio que et señor Tessi 
sea extranjero, 

One aun en el supuesto de que la demanda contra un ferro- 
carril de propiedad nacional debiera entenderse como deducida 
contra la Nación, siempre la justicia federal carecería de juris- 
dicción para entender en esta causa mientras no se hubiera 
llenado el trámite administrativo previo exigido ]>or el art. I*, 
de la ley X „VJ5¿. jx>rqnc esa disposición rige para todos los 
casos en qne ta Nación sea demandada como persona jurídica 
sin qne la ley 0737, ni otra alguna, haya sancionado exoepcióa 
a esa regla. 

l'or estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada, «e la confirma, sin especial condenación en costas, por 
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nb encontrar mérito para pjmponcrias, dada la naturaleza tic la 
cuestión suscitada, en la forma en que ha sitio propuesta. H4- 
gase saber, transcríbase y reponiéndose lo? sellos, devuélvanse, 
Nemesio Goucátes. — A. G. Posse. — A. Berduc. 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Bueno* «irct, Octubre II tfe IQ15 

Suprema Corte: 

El recurso interpuesto es procedente, en virtud de estar 
comprendido en eí art. 14, inc. 3 de la ley 48, por cuanto lia 
sido denegado por la sentencia recurrida el fuero feikral hv<<- 
eado en et pleito. 

En cuanto al fondo, cabe declarar que el fuero federal 110 
corresponde en la presente causa. Se trata, en efecto, de uña 
demanda entablaba contra ta Empresa del Ferrocarril Argentino 
del Norte, sobre indemnización de daños y perjuicios. Fundán- 
dose en la causal de que la empresa demandada es un ferro- 
carril del Estado, el actor pretende hacer procedente la ju- 
risdicción de los tribunales nacionales para coiocer en el pre- 
sente juicio. Es de observar que la empresa en un caso contó 
el sub judice actúa como persona jurídica independiente del 
Esta<lo, toda vez que la adminístracúVi de los ferrocarriles; na- 
cionales tienen ta representación de los mismos, contratos, plei- 
tos y otras cuestiones que motiven su explotación y así tam- 
bién en las relaciones establecidas con el púb'ico y cc*i las otras 
empresas. 

Por otra parte, ta demanda instaurada, versa sobre una 
acción civil derivada de los hechos ilícitos que refiere, que 
está prevista per c! Código Civil, esto es, que se basa en la 
legislación común, sin que fuera menester suscitar un debate 
acerca de la inteligencia de la ley especial de la materia, quii 
podría determinar por tal razón la jurisdicción federal 

En atención a lo expuesto, y juris|>rjdencia de esta Corte 
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Suprema (tomo io8, págs. 90 y 298; tomo 115, pág. 373), pido 
a V. E. se sirva confirmar ta sentencia apelaba, declarando que 
110 procede la jurisdicción federal para conocer de la presente 
causa. 

Julio Botct. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buf noi Aires, FíbrtiD 15 de JW6. 

Y Vistos: Los venidos en apelación de sentencia <le la Cá- 
mara Federal de Córdoba, seguidos por el doctor Juan L. Tessí 
contra el Ferrocarril Argentino del Norte, por daños y per- 
juicios, 

•m 

Y considerando: 

(¿uc, nú;i cuando el demandante alega que tos perjuicios de 
que reclama tienen su origen en las leyes 6011 , O300 y 63ÍÍ9, 
para furnia r en ellas !a procedencia ttel fuero federal , la acción 
entablada se ha basado en los artículos 1068 y 1069 del Código 
Civi!, <1e cuyas prescripciones deduce el actor el derecho a ser 
indemnizado por los daños y perjuicios de que hace mérito en 
su demanda. 

Que con toda evidencia la acción de daños y perjuicios no 
deriva de las leyes fiorr, 6300 y 63*19, pues éstas no preven ni 
resuelven tas consecuencias posibles de hechos ilícitos, ni era 
necesario que se pronunciaran sobre la materia por ser del domi- ^ 
nio de la legislación común, -in que modifique esta conclusión 
la circunstancia de que los trabajos se hayan ejecutarlo en vir- 
tud tic esas leyes, porque el acto imputado es independiente de 
ellas, y no está "especialmente regido" por las mismas, requi- 
sito indispensable para (a procedencia <Ic la jurisdicción feder.il 
por razón de la materia (Art. 2°., í kíso i"., ley núm. 48) como 
lo tiene declarado esta Corte (Fallos, tomo 92, pág. 181). 

Que la validez de las leyes citada? no ha sido impugnada, 
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ni su interpretación ha sido objeto del litigio, porqu ± ninguno de 
estos extremos era necesario para resolver sobre l<>s daños que 
se dicen causados por hechos ilícitos que el actor atribuye a la 
empresa demandada, cuya responsabilidad, e.i caso de existir, 
del» ser juzgada i>or !os preceptos que establece el derecho co- 
mún al respeto. 

Que de la prupia tnamt testación del actor resulta explícita- 
mente demostrado que ha dirigido su acción contra la empresa 
del Ferrocarril Argentino del Norte como entidad jurídica 
distinta del Fisco no obstante que se trata de un ferrocarril de 
propiedad del Estado. Por la ley N°. 2875 de Noviembre 24 de 
1891, todos los ferrecar riles, sean particulares o de la Nación, 
quedan semetidos a un régimen uniforme en cnanto a los de- 
rechos de que gozan y a las obligaciones que se les imponen, es 
decir, en cuanto a su carácter de perso.ias jurídicas, y esta 
circunstancia concurre a robustecer el manifiesto propósito le- 
gislativo de que (os ferrocarriles del listado se desenvuelvan 
como entidades autónomas, independie uts «le la Nación*, la que, 
si bien mantiene sobre ellas relaciones :le contralor para asegu- 
rar y perfeccionar su funcionamiento, 110 las ha sustraído al 
imperio de Jas leyes a que delwn su jetarse ]>or igual Unías las 
empresas ferroviarias. 

Que, en consecuencia, el fuero federal por razón de las 
personas no surte en este caso atentas las conclusiones prece- 
dentes, pues los ferrocarriles del listado son considerados cono 
entidades tndepen dientes del litado mismo» con lo que 110 
es posible confundirlas (Fallos, tomo 108, páginas 90 y 298; 
tomo 117, página 35} tomo 121, página 8), sin que modifique 
esta conclusiút, el interés que Ta Nación pudiera tener. "No 
basta, en efecto, que la Nación tenga interés en un pleito para 
que el conocimiento de éste sea de la competencia de la jilstíaia 
federal, sino que es necesario que ella sea parte esi el mismo*". 
F.l fuero se da a la persona que es parte nominal y directa en 
el litigio, y no al que no interviene en la cattsa, sea cual fuere 
el interés que pueda tener en ella,, según lo ha establecido esta 



DE j UST1CIA DK LA NACJOK 



Corte en casos de evidente analogía con el sub lite (Fallos, tomo 
100, páginas 65 y i8ú>¿omo íí2, página 171 y otro*). 

Por estos fundamentos, y los concordantes de la sentencia 
te fojas 127, y atento lo dictaminado y pedido por el señor Pro- 
curador General se la confirma. Notifiques* original y devuél- 
vase, debiendo reponerse el papel amte el inferior. 

Nicanor G. del Solar. — D. E. 
Palacio. — J. Ficueroa Al- 
corta. 
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CAUSA X 



/ton Santiago írtsso y otros, contra los señores Barclay y Cía, 
Hirshburg y Cía. y Aszvorth y Cía., por cobro ordinario de 
pesos. Contienda de competencia. 

• » 

Sntnario: Al juez del domicilio constituido por los liquidadores 
de una sociedad establecida en el lugar del dicho domicilio, 
corresponde conocer de una demanda contra éstos» sobre 
cumplimiento de oblaciones emergentes de la liquidación. 
(Art, 1212 Cód. CivU). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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RESOLUCION DEL jm DE COMERCIO DE LA CAPITAL 

Btttnfti Alt*». Diciembre 3 di ItM. 

V vi*ttüs: 

De acuerdo con lo dictaminado i>or el señor agente fiscal 
en la vista qnc antecede y resultando qué en el presente caso 
se ejercita una acción personaC que compete entender a los jue- 
ces del domicilio del demandado, art. 4 <lel Código de Proce- 
dimientos, tanto más cuanto que, ce trata de una acción ini- 
ciada por ubi vecino de una provincia contra otro de la Capital 
Federal. Que por manifestación dé] .propio demandado la litis 
no lia sido trabada, de donde surge que el recurrente se en- 
cuentra en tiempo tic plantear <!a contienda de incompetencia. 

Por estas censideraciones, vista lineal citada, y lo dispuesto 
por el art. 415 del Código de Procedimientos el infrascripto de- 
clara haber lugar a la inhibitoria solicitada debiendo en conse- 
cuencia librarse oíkio al señor Juez de 1*. Instancia de ía Ciu- 
dad de Tucumán Dr. Amorortji l*ara que se inhiba de entender 
en la demanda de referencia, debiendo remitirla al preveyente 
a sus efectos. 

ft. M. Xavn, 

Ante mi: J. Arturo Ayuttor, 



A I!Tii Ufil, }\ v:t EN LO CIVIL V COMERCIAL 

Tucnnán, Junio 22 de 191 5. 

Autos y vistos: 

La cuestión de competencia por inhitoria promovida por el 
st ñor Juez de Comercio de la Capital Federal, Dr. Eduardo M. 
Xaón, y 



____ 
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Ci nsiderando : 



l." tjue don Santiago Jrisu, don Sergio Alvarez y D. Atali- 
va V. de Alvarez entalxan ilznian ía sobre cobro <!e ->esos contra 
ltiíJ añores Ha relay y Cía. Hirshbtirg y Cía Lda. y Asworth 
y Cía. firmas las últimas que constituyen la comisión designada 
por los acreedores de Alvarez, Terrasa y Cia, jara liquidar Jas 
existencias cíe 3a casa de comercio (¡ue éstos tenían en Tucuinán. 

2" (_hie la acción, pues, está dirigida contra Ja comisiím 
liquidadora de Ja casa Alvarez, Terrasa y Cía. 

3»* Que los demandados, siempre en su i, id i cada calidad 
nombraron mandatario en ésta a dan Vicente Minué, para que 
entendiera en tolos 'os asuntos que pudiieran suscitarse durante 
la liquidación. "También ío autorizan, dice el poder, que el juz- 
ga-do tiene a Ja vista, para que una vez aceptado dicho cargo, 
proceda a la liquidación de la sociedad Alvarez. Terrasa y 
Cia". A tal fitl se le confiere amplio mtindato para estar en 
juicio, ya sea como actor o demandado, )'*x|>cdicntc caratulado: 
AujprMo Alvares vj. Haro'ay y Cia, llirsliburg y Cía Lda. y 
Asworth y Cia, sobre cobro de pesos. 

4." Que en el convenio privado que celebraron Alvarez, 
Tcrrci-a y Cia. con su< acreedores y que corre agregado a fs. 91 
del mencionado espediente, se establece í cláusula 3'.) que la 
ccmisió-.i liquidadora designada "podía nombrar un represen- 
ta 11 te que permanezca en Tu cu man e intervenga en todas la* 
operaciones necesarias a los efectos de todo lo convenido**, 

(Jue el hecho de que la comisión liquidad, ra liaya insti- 
tuido tSEi mandatario en la provincia, en las condiciones que an- 
teriormente se expresa, importa establecer en forma clara y 
terminante que Jas obligaciones con los acreedores locales de- 
ben cumplirse en Tucumán, lo que es tanto más lógico cuanto 
que se trata de una sociedad comercial que ha tenido su único 
asiento de negocios en esta ciud.nl. 

6? tj-ue en razi'm de lo expuesto, es competente el stiscrip- 
lr )»ara entender en él juicio que motiva el exliorto del señor 
Juez fie Comercio de la Capital, desde que, tratándose do aceto- 
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ne» personales, constituye un principio inconcuso ele derecho 
procesal que es juez competente para decidir sobre ellas, ante 
todo d del lugar designado por convenio para el cumplimiento 
de ía obligación, principio que consagra el inciso 4 . del artículo 
3 del Código de Procedimientos Civiles <k la Provincia y el 
artículo 4 de! Código similar vigente ci la Capital Federal. 

Por tanto, 
Resuelvo : 

No inhibirme en el conocimiento <le! juicio iniciado i»r San- 
tóago Iriso, Sergio Alvarez y Ataliva U. de Alvarez contra 
la comisión liquidadora de la sociedad Alvarez, Terrasa y Cía. 

Comuniqúese aJ señor juez exhortante en !a forma preve- 
nida por el articulo 50 de 'la ley de Procedimientos Nacional, 
llenándose el requisito qtte prescribe el articulo 51 <le la misma 
ley. Repóngase. 

tf. Amororiu. 



DICTAMEN DEl Sr. PROCURADOR liliNKKAL 

Butiwt AIih, Dtciembrt 31 d« 1915. 

Suprema Corte: 

La íleniarula entablada ante el juzgado Civil de ¡a Provin- 
cia de Tucumán, lo ha -<wh> a mérito de las obligaciones contra!- 
das por los demandados, en su carácter de liquidadores de la 
razón social "Alvarez, Terrasa y Cia", contra la que los ac- 
tores poseían los créditos que han dado margen al pleito promo- 
vido. Los dv*manda<tos al proponer la contienda de competencia 
• por inhibitoria no han desconocido estos hechos, de los que 
tenían noticias por las copias que les fueron entregadas con 
las cédulas de notificación de la demanda, y su silencio debe 
reputarse como una aquiescencia de los mismos. 

Conforme a estos antecedentes, la jurisdicción para el co- 
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mtciniieiilf» dpi arroto e*lá determinada por el artículo 1212 ctd 
Cóittgo Civil , ¡según él cual, eJ juez competente para conocer de 
los pleitos en <jue se ejerciten acciones personales es eí <lel tot- 
ear designado explícita o implícitamente para el cumplimiento 
del contrato, ya se trate de prestaciones principales o accesorias, 
y en el' caso <le autos, 110 puede dudarse que al aceptar los de- 
mandado» hacerse cargo de la liquidación de una sociedad es- 
tablecida en la ciudad de Tuciuuán, han constituido ese domici- 
tío para las obligaciones emergentes de la liquidación. 

Por ello y jurisprudencia de Y. E. ( Fallos, tomo 1 13, gjfe 
guias 153, 356 y 392; tomo n& .pág. 341, entre otros), pido « 
declare competente para conocer e» este litigio al señor Juez 
<k T. Instancia de la ciudad de Tucumán. 

Julio BoM. 



FALLO DE LA CORTÉ SUPREMA 

Butnoi Alr«, Febrcrc. 15 de 1916. 

Vistos : 

l.os de competencia entre un Jue?. ile if Instancia en lo Ci- 
vil y Cmneráal de in Ciudad rk> Tucumán y otro de iguaJ clase 
en Ío Comercial de la Capital de la República, para eo íocer en 
el juicio <jue jxir cobro ordinario de pesos ba iniciado ante el 
primero cíe dichos jueces dn» Javier l T *andivara$ en represen- 
tación de Santiago Iriso, Sergio Alvares y Ataliva IT. de Alva- 
res, centra los señores Harclay y Cía., Jlirsliburg y C<a., y As- 
wttrth y Cía; comerciante- dnnieiliadns en esta Capital: y 

Considerarlo: 

Oite se-jun lo expresan los actores, sin contradiceióiió al- 
guna, fueron acreedores de la firma comercial Atvarcz, Te- 
rraza y Cía. establecida en la Ciudad de Tucumán, |x>r la 
cantidad que determinan, 
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Que íos demandados y otros, mediante los convenios que se 
manifiestan» tomaron a su cargo el activo y el pasivo de la re- 
ferida firma Alvarez, Terrasa y Cía. para liquidarla, nombrán- 
dose en comisión a los primeros, a cuyo efecto constituyeron 
su representante en la Ciudad de Tuciimán. 

Que los antecedentes recordados no han sido contradichos 
por los demandados ; amparándose éstos tan sólo en su domici- 
lio de la Capital para pretender que aquí se ventilen las ac- 
ciones de los acreedores de la firma en liquidación. 

Que la naturaleza de la obligación demandada, indka cla- 
ramente el lugar de su cumplimiento que lo es 'la Ciudad de 
Tttcumán; y la jurisdicción de los jueces de dicha ciudad está 
explícitamente determinada por el artiícuto 12 12 del Código 
Civil, ya qtfc no puede dudarse que al aceptar los demandados 
hacerse cargo de la liqtiiilación de una sociedad establecida en 
dicha localidad, han constituido eso domicilio para el ctimpli- 
míento de las obligaciones emergentes de la misma. 

Por ello y conforme con Jo expuesto y pedido por «I señor 
Procurador Genera!, se declara juez competente en los aútoi 
de la referencia a! de la chirlad de Tucumái. a quien se le re- 
mitirán, previa reposición de sellos, avilando»? por oficio al 
Juez de Comercio de esta Capital. Notifiqitesc original. 

A, Bermejo. — Nicanor G. uel 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Figukroa Aíxorta, 



CAUSA XI 

Doña Entuma Pccorim de HaUcckcr i su sucesión). Contienda 

de competencia. 

Sumario:, 1." Tratándose di! domicilio, las constancias de docti* 
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memos públicos no pueden ser contrarrestadas por el tes- 
timonio <le personas mas o menos calificadas 
z" El conocimiento del juicio sucesorio corresponde al juez 
del tugar donde el causa/ite tenía en la épora de su falle- 
cimiento el asiento principal de su residencia y negocio!;, 
afinque haya fallecido y tenido bienes en otro lugar. 
3." Habiendo un solo heredero y aceptada por éste ía. he- 
rencia, al juez de su domicilio corresponde el conociuden* 
to de la sucesión, 



Caso: !,o explican las piezas siguientes: 
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La Piitl, Abril 21 de WH 



m 



Autos v Vistos; 



Atento !o solicitado a fs. 28 y de conformidad con lo dic- 
Kiniinado por el señor Agente Fiscal en su precedente vista y 
de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 433 y 434 del Có- 
digo di: Procedimientos, líbrese exhorto al señor Juez de f\ Ins- 
tancia en lo Civil y Comercial de la Segunda NVminackm de 
ta Ciudad del Rosario de Santa Fe, doctor Mauricio J, Casal, 
pidiéndote quiera inhibirse de continuar entendiendo en d pre- 
sente juicio sucesorio por ser de competncia de este juzgado; 
debiendo acompañarse al exhorto testimonio del acta de de- 
función de fs. 15. de los escritos de fojas 28, 31 y 17; de las 
decía raciones de fojas 64 y 67 ; de los certi f i cae los de fojas 68. 
70 y 74» de la vista fiscal que antecede y de este auto, agregan* 
d<ise asimismo el testimonio de testamento corriente de fojas 
43 a 4'*. Repónganse las fojas. — Rodolfo Cncfcp. — Ante mi j 
Ramón V. Giménez, 
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DICTAME* DÜL Sr. roOCUHADOR GKN£RAL 



ftutoo» Atn», Ftbrcro 3 de 191fi 



Suprema Corte : 



Compete a V, E. dirimir la presente contienda de cumpe- 
íencia, a mérito de lo dispuesto en el art. (/„ inc. a) de la ley 
n muero 4055. 

En el testamento dejado por la causante instituye como 
única heredera a su señora madre, lo que hace de aplicación el 
art. 3285 del Código Civil, a efectn de determinar la jurisdic- 
ción competente pai.. la apertura de la sucesión l Fallos, tomo 
IJ 3* páff- ! 74)< >* teniendo en cuenta que dicha heredera, resi- 
dente c:i Italia, ha constituido su domicilio en la ciudad de l.a 
Plata, para la tramitación del juicio sucesorio, corresponde su 
conocimiento a los tribunales de la expresada ciudad. 

En el supuesto de que hubiera de aplicarse el art. 3284 del 
mismo Código, que atribuye la jurisdicción a los jueces del 
último domicilio del rli funto, es de observar que la cursante 
residía alte nía ticamente en La Plata y en Rufino, teniendo 
amuebladas en una y otra ciudad sus casa-habitación, que ocu- 
paba temporariamente, pero que el lugar que manifestó >er su 
domicilio, es la primera de el ¡chas ciudades, como se conipriteua 
con la escritura pública otorgada ante el escribano don Agustín 
Sarrias Benites, con fecha 4 de Febrero de IQ15, un mes antes 
de su fallecimiento, es de agregar a este antecedente, que en la 
partida de defunción se hizo contar que la cansante era vecina 
de La Plata, ]o que demuestra que asi se la considera l»a en el 
tugar en que falleció. Xo pueden destruir los elementos de jui- 
cio mencionados, la escritura pública otorgada por la cansante 
dos días antes de sü fallecimiento, porque ella no expresa cual 
fuera su domicilio, y se limita a decir que habita indistinta- 
mente en Buenos Aires y Rufino, ni tampoco son de tomar en 
cuenta las declaraciones de testigos, porque éstas además de 
sit deficiencia, no suministran ningún antecedente acerca de cuál 
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fuera el átiinio de la causante con respecto a la fijación fie su 
domicilio, que es lo que debe averiguarse, con arreglo al art. 97 
dd Cóódigo Civil» y solo puede resultar de sus propias mani- 
festaciones (Fallos, torno 113, pág. 19; tomo 1 17, pág. 396). 

Por lo expuesto pifio a V. E. se sirva declarar la compe- 
tencia del señor juez de lo civil de la ciudad de La Plata, — 
/?, (/. Parcra. 



FALLO DE LA CORTE SLTREMA 

Bastió* Alfft, Febrero IT de 1916 

V Vistos: 

Lps de Contienda de e&m¡ttteiK-ia entre un juez de T. Ins- 
ta icia en lo Civil de La Plata, Provincia dv Itucnos Aires y 
otro de igual clase del Rosario. Provincia de Santa Fe, para 
conocer del juicio testamentario de doña línninia Pecorini de 
llallccker; y 

Considerando : 

Qüé según consta en los testimonios de instrumentos pú- 
blicos <le fojas 10, 68, 120 y otros, la extinta manifestaba inva- 
riablemente en los mismos, tener domicilio en la Ciudad de 
La Plata, calle 58 número 1)72, entre 14 y 15. 

Que el último de los instrumentos citados antes, otorgado 
en esta Capital, tiene fecha 4 de Febrero de 1915, es decir, un 
mes antes de su fallecimiento, cuando anas, en el pueblo de Ru- 
fino, Departamento General López, Provincia de Santa Fe, lo 
rpte hace presumir que en tan corto espacio de tiempo no po- 
día manifestarse por liedlos da intención que se le atribuye de 
cambiar de domicilio. 

Que swi duda por ello, las personas que dieron cuenta de 
su deceso a la oficina del Registro Civil en Rufino, expresaron 
que dicha señora era vecina de La Plata, como se ve en la 



copia autorizada de la partida corriente a, fs. 15, lo que significa 
entre otras cosas que asi era considerada en el lugar referido. 

Que para desvirtuar tales antecedentes se invoca principal- 
mente lo que la extinta manifestó a fojas 121 (autos del Ro- 
sario) en escritura pública, que habitaba indistintamente en Ru- 
fino y en Buenos Aires, ante el escribano M. Vera Crouzellcs, 
uno de los qiie dijo que era vecina de La Plata, en el acta dé 
defunción ya citada. 

Que tal manifestación no significa un cambio ele domicilio 
tan rerteraíramente expresado por la señora en los documentos 
citados» y más teniendo en consideración que fué en "La Plata" 
donde ejecutó los actos más trascendentales de su vida como 
ser sus segundas mipcias en la ya citada casa habitación f fo- 
jas 109), su s juicios de íWvcrcio y separación de biene- (fojas 
68 y 70 respectivamente), sus peticiones de autorización para 
venderlos (fojas 74) y otros, diciéndose en todos ellos vecina 
y domiciliada en la mencionada ciudad, manifestaciones tan 
reiteradas, que no dan binar a duda acerca del domicilio real 
que tenia la extinta. 

Que aún aceptando li«a y llanamente la expresión de ha- 
bitación alternativa, no es dudoso que la señora Pecorini tenúi 
el asiento principal -de sus negocios en La Plata, no tan sólo por 
lo antes expresado, sino porque alli aparecen celebradas sus más 
importantes operaciones, como el contrato a que se refiere el 
poder de fojas 126 , el seguro de fojas 50, su cuenta corriente 
de fojas 51 y 53, el contrato de fojas 47, cualquiera que sea la 
eficacia (pie en oportunidad se le atribuya, todo lo (pie demues- 
tra que allí estaba, el giro de sus negocios, es tíecir su estable- 
cimiento principal (Fallos tomo 75, pág. 376 y otros). 

IJw tal declaración de la señora en la última escritura ríe 
poder suscripta en Rufino, aun asignándole toda la importancia 
que se pretende, estaría en pugna con todas sus manifestacio- 
nes y actos inmediatamente anteriores, a los que para nada so 
refiere el poder, lo que significa que ]a señora quiso expresar 
tan sólo que iba a Rufino accidentalmente sin que por ello en- 
tendiese tener una residencia alternativa, porque de no ser asi. 
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lo hubiera expresado relacionándolo cuando menos con el poder 
del mes anterior otorgado en esta capital y actos que ejecutara 
en La Plata (Fallos, tomo 6o, página 98). 

(Jue las constancias de documentos públicos no pueden ser 
contrarrestadas por el testimonio de personas más o menos 
calificadas, máxime cuando algunas de las ofrecidas ante el 
Juez <kt Rosario (fojas 94 y 07) deponen como las ofrecidas 
en La Plata (fojas 64 y 67), es decir, que el domicilio de ! Ia 
señora IVcorini lo fué en esta Ciudad. I Fallos, tomo p¡i- 

Que, si lo expuesto no fuera bastante para caracterizar el 
domicilio de la extinta y por consiguiente el juez que del)e co- 
nocer en su juicio testa-mcutarii », es de tenerse e:i dienta que 
la únka heredera ha constituido domicilio en Lü Plata y acep- 
tado la herencia l fojas gí ) lo qiie es bastante |«ira determinar 
el juez competente, en el caso, con arreglo a lo dispuesto ,en 
el articulo 3285 del Código Civil y Fallos de esta Corte, tomo 
113, página 174. 

Por ello y conforme con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General se declara que el juez de La Plata es el 
competente j>ara conocer en el juicio testamentario de <loña 
Krminia Pecorini de Mallecker: y vn consecuencia remítansele 
los autos previa reposición de sellos, avisándose por oficio al 
juez del Rosario. Notifíqnese original. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. 



CAUSA XII 

Doña Josefa .S*. de Vrriear'tet contra don Ambrosia Cioviui, 
intendente municipal de Coronel BrandzeH, por interdicto 
de retener; sobre competencia. 
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Sumario ; i* Procede el recurso extraordinario <lel artículo 14. 
fey 48, contra tina resolución de una Cámara Federad que 
declara la incompetencia de la justicia federal na ra conocer 
de una demanda deducida por un extranjero contra una 
municipalidad, fundándose en que se trata de un caso con- 
tencioso administrativo de la competencia privativa de los 
tribunales de provincia. 

2°. Corresponde a la justicia federal el conocimiento 
de una demanda entablada por un extranjero contra una 
municipalidad por turbación de la posesión producida por 
la destrucción de un alambrado. La circunstancia de atri- 
buirse al caso por el demandado un carácter conten^iosu 
administrativo no obsta al ejercicio de Ja jurisdicción fe- 
deral dado qire las leyes locales 110 pueden atorrarla» estan- 
do ella regida ex elusiva mente por !;i Constitución y leve- 
nacionales. 

Cttso; Lo explican la? piezas siguientes: 



SKXTKNC1A DKL JUK? iT.Itf.RAI. 

V Visto?, para resolver las cuestiones propuestas en d 
acta de juicio verbal de fojas 0« a 102, 

Considerando: 

En cuanto a la exección de falta de personería opuesta 
por el demandado: 

I o . Que regún se expresa en los escritos de fojas 75 y fojas 
79. la actóra dirige su acción contra don A. Ciovtni, Intendente 
de Coronel lírandzcn. 

2 a . Que Iíi acción deducida" es el interdicto de retener la 
posesión. 

3". (Jue como se desprende del contexto de los arts. 2469, 
2470, 2487» 24<jo. 240.1, 2402 y 2501 del Código Civil, los inter- 
dictos se fundamentan en ataques a la posesión de inmuebles, 
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que constituyen verdaderos cielitos civiles (arte. 2468, 246), 
2470 y 1072 j , que en ciertos casos, pueden degenerar en los de 
orden criminal fart. lijó, C. Penal), lo que lia motivado la 
reforma procesal de Estados adelantados en materia de legisla- 
ción, como la Provincia de Buenos Aires, imprimiendo a la 
substanciación de esa clase de acciones un procedimiento suma- 
rial, muy semejante al establecido ante la jurisdicción penal 
para la averiguación y constatación de los hechos sometidos a 
la misma (Arts, 587. 588, 58?;, 5t>o. yji y 592 del G. de Pro?. 
Civiles de la Provincia). 

4". Qnc siendo tal el fundamento y naturaleza rte los inter- 
dictes, es evidente que de concurrir los actos materiales reque- 
ridos para su procedencia dclw responsabilizarse de ellos a su 
autor. sea que obre mottt propio, sea que proceda por mandato, 
ya que según la- principios que rigen la responsabilidad, tanto 
civil como penal, se consideran autores principales del hecho, 
asi al que lo ejecuta directamente por su propia acción fautor 
inmediato) como al que lo ordena fautor mediato"). 

5". Que por consiguiente, reconociendo el demandada que 
es él quien ha tomado las decisiones que afectan a la actora 
f fojas ico 1 no existe la falta de personería que invoca, para 
apartarse del juicio, y está obligado a asistir a él, sin que la 
circunstancia de haber tomado aquellas decisiones por mandato 
o resolución de la Municipalidad de Jira'tdzen, pueda como se 
ha visto, modificar su situación jurídica, personal, en el caso 
sub judice. 

Por ello, se desestima la articulación de falta de personería 
promovida por el demandado, sin costas, por tratarse de una 
cuestión de puro derecho, y no mo mirar nurito para imponer- 
las el juzgado. 

Considerando en cuanto al fundo del litigio, atenta ta for- 
ma en que ha quedado resuelta la excepción itt sufra, .y teniendo 
en cuenta que en esta clase de juicios, no se admiten excepcio- 
nes previas, y debe resolverse la caiisa en un solo pronuncia- 
miento. 

l". Que en e! acta de fs. 98 la actora fundada en el domi- 
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1 nio que le confieren los títulos tle propiedad exhibidos de fa. i 
a fs, 72, afirma sir actual posesión sobre el inmueble sub iitcm, 
extremo que no ha sido desconocido por el demandólo, antes 
bien, aceptado, con Jo cual queda cumplido el primer requisito 
exigido por e! art, 574 del C. de 1*. C. Supletorio, para la pros- 
peridad de la acción. 

2'\ One lo mismo ocurre, con respecto a los actos mate- 
ria le* di* turbación en dicha posesión, atribuidos en la demanda 
al «temandado, o sea haber destruido violentamente con auxilio 
de la fuerza policial porte del alambrado circundante del campo 
de la actora, imponiéndole un camino de tránsito público, 110 
obstante halwrlo cercado con arreglo a las leyes rurales» dejando 
a su costado para ta circulación Ja faja correspondiente a ca£e 
pública (v, fs. 100), con lo cual queda llenada la exigencia del 
segundo req licito del art. 574 dcJ C, ile P. C. Sttplctorio, al 
mismo efecto. 

3* Que las concíusiones a que se arriba en los consideran- 
dos procedentes (I y U) hacon innecesaria toda diligencia de 
prueba. 

4". Que el flema ndado alega c:i su <"h>Targo, que al pr<j- 
ceder asi, entendía ejercitar el derecho míe le acuerda el art. 63 
de la ley de Cercos y Caminos de la provincia de 4 de Octubre 
de 1889 iv. fs. ioi vta.), pero esa disposición no es aplicable: 
al caso de autos, ni autoriza por consiguiente la apertura vio- 
lenta del campo fie la actora. ni !a restricción o servidumbre de 
tránsito que le ha sido impuesta. 

En efecto: el art. 62, se refiere a los caminos vecinales y a 
su desviación cuando se hacen intransitables, como surge de su 
correlación con la última parte del art. 61 que habla solamente 
de compostura de un camino vecinal; mientras que en el caso 
sub judie* se trata de una calle pública { fs. 100) que ¿to os por 
tanto camino vecinal (v. arts. i, 2, 5, 11 y 12 de la ley citada). 

Tal es la interpretación y alcance que ta jurisprudencia de 
la Suprema Corte de ía Provincia, tiene asignados a dicha dis- 
jxisición, 

• Ese alto tribunal, en su fallo del tomo I de la .«crie 5"., 
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causa H "Gómez de lo Vega Dionisia, deduciendo* interdicto de 
retener contra la Municipalidad, de un inmuehlc sito en dicho 
Partido lindero con la Estación Gómez" (ano 1900), declaró 
íiUífl y sin valor alguno, la resolución de ía citada Municipalidad 
m obl,fiaI>a a Ia ^«na-Klanle a dejar abierto una tranquera de 
m prcp.edad, y libre el tránsito público por su campo, debiendo 
advernrsc la perfecta identidad de antecedentes entre ese caso 
y el de autos, sintetizados así, en el primero: "La Plata. Sep- 
tiembre b de 1900. Y Vistos: Considerando ; 1?. O*, ios ante" 
cedentes acumulados a los autos, según los testimonio, de fojas 
48 a 57 y 58 adela-ite, demuestran que el único propósito de la 
Intendencia Municipal de Brandzen/al ordenar la apertura de 

juicio, ha sido suplir el camino 
intransitable y dar acceso a la Estaoón C^z. por ta tranquera 
on cuenta:, y campo de la demandante, r. Que no resulta pro- 
bado en forma alguna, que haya existido camina o tránsito 
ptbhcpi a travez de dicho campo en dirección ,le Brandzen a 
La Mata, y menos que la mencionada tranquera, hava cerrado 
(Mi canino existente, apareciendo :o contrario de los planos de 
fs. 42 y 91. Q lte estos hecho , ?on ¡ niipKcab , es , os 

arts. ó 2 y Ó5 de la ley 8 de Octubre de .880. que ha invocado 
el demandado; por r nrse el primero al caso de hacerse in- 
transible un camino abierto y alambrado por el dueño de T 
campo que cruza, y estatuir el segundo sobre la vialidad del 
municipio". 

El infrascripto hace suyas las precedentes concluyóles 
asr cn-mo los fundamentos consignados in extenso en el respec- 
tivo aa*rdo, por e! tribuna-I en pleno y por unanimidad. 
. . 5"- Qt!c por otra parte, según lo confiese el demandado 
ffs. 101) la reparación del camino público interrumpido, no se 
ha verificado, porque la cuadrtfla enviada al efecto no ha podiVlo 
trabajar en razó:, de la gran cantidad de agua detenida en él, 
que se ha aglomerado desde hace tiempo y que ha aumenta día 
a dta, debido a las continuas y excepcionales lluvias que son 
notonas. b que demuestra q«e el caso de urgencia o causaí 
que mot.vo ta perturbación de la posesión de 4a actora, es inde- 



84 CALLOS DS LA C01TJC 1UWUA 

finido, y su prolongación continúa bajo este segundo aspecto, 
una otra restricción indebida a su ejercicio. 

Por estas consideraciones falto esta causa, haciendo lugar 
al interdicto de retener deducido a fs. 75 y 79 (arts. 2487, 2495, 
2496» -Í501 del Código Civil, y 578 del C de P. C. Supletorio), 
con expi^^a condenación en costos y costas al demandado, sin 
perjuicio de! derecho que le otorga el artículo 579 del Código 
últimamente citado, quien deberá restituir a su costa la situación 
del inmueble al estado en que se encontraba antes de producirse 
los actos que han dado margen al presente juicio, dentro de! 
término de quince días, bajo apercibimiento de lo que hubiere 
lugar. 

Oficíese al Señor Jefe de Policía de la Provincia, para que 
proceda a retirar del campo de la aotora la fuerza pública sumi- 
nistrada al demandado. 

Asi lo pronuncio y firmo en 1.a Plata, a doce de Marzo de 
mil novecientos quince. Rep. las fojas. — Daimiro B. Ahina. 
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Visto* y considerando: 

Que no obstante haber el actor encuadrado su doman- la 
dentro de las formas de un interdicto, de la litis contestar io 
re»iilf;i que se ventila en este juicio el procetl i miento del Inten- 
dente Municipal de Brandzen, que, en su carácter de autoridad 
administrativa, ha tomado medidas sobre el terreno, que res- 
tringen el derecho de dominio del actor. 

En efecto, se dice en el escrito de ís. 75: *'Soy propietaria 
de un campo situado en el cuartel 7*., Partido de Brandzen, de 
cuyo goce he sido violentamente privada por la Intendencia de 

esta última localidad" "Se han simulado formalidades que 

se dicen de legislación rural para justificar este atentado pa- 
cientemente preparado. Dichas formalidades constan e:i el ex- 
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pedientc 204 que figura en -dicha Intendencia. Una simple lec- 
tura de la ley de Cercos y Caminos deja ver inmediatamente la 
1110*1 -tniosidad del ataque municipal! a mi propiedad. Dicha ley 
en su art. 62. habla de que los campos de propiedad particular 
podrán ser momentáneamente utilizados como caminos cuando 
los locales estuviesen impedidos de servir al u*o público míen 
tras dure su reparación..." 

Por su parte, la demandada, expone; "que los hechos que 
fundamentan te demanda no han sido producidos por el señoi 
C : r,i ini ; son actos de la Municipalidad de Brandzen, y el señoi 
Ciovirií ha tomado las decisiones que afectan al actor en w 
cankter de Intendente de la Municipalidad de Brandzen, er 
ejercicio de sus dereclios y en cumplimiento de sus deberes de 
tal. Si la demandante es afectada por ellos, deberá dirigir su 
acción contra la Municipalidad de Brandzen, puesto que ella 
queda obligada por los actos de sus representantes legales. 
Opone en consecuencia la excepción de falta de personería del 
demandado. Al disponer la apertura del alambrado del campo 
de la actora, a objeto de posibilitar el tránsito, la Municipalidad 
de Brandzen ha ejercido el derecho que le acuerda el art. 62 
de la ley de Cercos y Caminos. Ui calle pública frente a la 
propiedad de la actora está obstruida en una extensión de quin- 
ce cuadras más o menos, por enormes pantanos que hacen abso- 
lutamente imposible todo tráfico por el"a, en cualquier forma 
que fuera hecho, a pie, o a caballo o en coche. Es, en consecuen- 
cia, una razón de necesidad, la que lia motivado la decisión 
de la cual se queja ta actora y que ha calificado con términos 
tan duros como inconvenientes. Es el interés general gravísi- 
n lamente perjudicado, el que ha debido tener en cuenta la Inten- 
dencia Municipal, primando sobre el interés particular de la 
actora, la observancia de una restricción a sus derechos de do- 
minio que la ley establece.*' 

Como se ve por las transcripciones anteriores, y aun cuando 
el actor pretenda que el demandado es el señor Ciovini, no cabe 
duda que se trata de la impugnación de actos ordenados |ior 
éste, en su carácter <lc Intendente Municipal. 
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Así también resulta del expediente agregado N°. 204, invo- 
cado por el mismo actor. 

En dicho expediente constan actos administrativos y redí- 
melo.. es que son su consecuencia, ñor las cuales se ordena ia 
ejecución de los actos de míe se queja la actora. En consecuen- 
cia nos hallamos frente a un hecho ejecutado por el intendente 
Municipal de Drandzen, en ejercicio de la obligación que le 
impone la ordenanza N*. 46 de esa Municipalidad, y al interés 
privado del actor que se dice despojado por aquél. 

Y siendo asi, se descubre, sin ningún inconveniente, e! ver- 
dadero carácter de este asunto, desde que ta propia naturaleza 
de aquellos hechos revelan bien a las obras que el señor Cioviuí, 
al ejecutarlos, ha procedido, no cerno persona privada (pie 
ejercita derechos civiles, que le son propios, sino cuín» ;:iit >ri 
dad o representante de un régimen constituido que usa de atri- 
buciones de que se considera invertido. 

De esto se sigue que si el derecho de propiedad o posesión 
del actor pueda haber sitio realmente vulnerado, como él lo 
afirma, lo sería, no por una persona del derecho privado, sino 
por un |wider público, que invoca atribuciones que emergen lí- 
ese carácter para ejecutar actos en interés públfco, que si crean 
relaciones de derecho, elkis escapan a la competencia de la jus- 
ticia federal, para caer directamente bajo los dominios del de- 
recho administrativo, cuyo juzgamiento corresponde privativa- 
mente a sus jueces naturales que lo son los respectivos de la 
provincia. 

En efecto, el art. Sol 1 del Coligo Cívi! determina la ver- 
dadera naturaleza de los hechos materia de esta demanda, al 
establecer que "las restricciones impuestas al dominio privado, 
solo en interés público, son regidas por el derecho administra- 
tivo", estableciendo, al propio tiempo, una linea divisoria cutre 
el derecho civil puro y el derecho administrativo, y denotando, 
como lo han apuntado autoridades en la materia, que el roce 
de los intereses públicos con la propiedad privada, no engendra, 
eatfé el particular y !a administración del Estado, relaciones 
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llg gg sino £ e!ks *^ • * *** m 

La Corte Suprema de Justicia Xacional, ha dicho a este 

2^' ^ 377h qU€: ' Ííodo lo ™*niieiite a la 

apertura, dehneaaon y conservación de calles y camí** pro- 

vincule, y vec.nales, corresponde esencialmente a! ré~¡Ln 

mterno de Jas provincias, constituye su derecho municipal v 

es por tanto de su competencia excita. sín ow , Us foMonn 

a ese respecto, sean convenientes o inconvenientes, puedan caer, 

en ningún caso, ba JO la jurisdicción del poder judicial de la 

. Nación, que debiendo ser coexiensivo con e! Poder Legislativo 

no puede ju*gar sino de las «laterías sobre que puede legislar 

el Congreso, a menos que una Aposición expresa de la Con.ti- 

iSccST ICe SU ÍlriCÍ ° " e5 ° S Í " 

Con b expuesto, basta para demostrar que se trata de una 
cuesta regula por el derecho administrativo local, en que 
la Provincia de Buenos Aires y los diversos poderes en e' la 
constituios «on sopranos e independientes en virtud de ta 
autonorrua que Ies asegura el art. 105 de la Constitución Na- 
cional (Vista Dr. Malaver, T. 46, pág. 393 S. C). 

Por las consideraciones expuestas, oído el señor procurador 
fiscal, y atenta la reitera*, jurisprudencia de la Suprema Corte 
National, jjor e! citada, se declara que la justicia federal es 
inapetente para entender en esta causa, y por consiguiente 
nulo todo b actuado en ella. Devuélvase. — R. Guido Lawite 
-Joñ Manó. - Marcelino Escalada, F.n disidencia mr la 
procedencia de! fuero federal. 

Disidencia 

Descartada por la mayoría la couqtócncia de la justicia 
nacional ,>ara conocer en el asunto, solución que impide entrar 
a conocer sobre el fondo y con la cual no estoy conforme, debo 
lundar mi voto en contra, cen -la amplitud que lo exiee la 
trascendencia de !a cuestión. S 
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2". El interdicto deducido, se funda en actos de turbación 
o de despojo que se dice llevados a cabo con violación de mn 
garantía constitucional, cual la del art. 17, ya que según la 
actora ha sido violentamente privada, con el auxilio de la 
fuerza policial, puesta a disposición de la Intendencia, del goce 
de un campo que le pertenece, imposibilitándole todo acto de 
dominio. Se le ha abierto ai frente de stt campo tina calle pú- 
blica, se te ha echado al sítelo el cerco; se le ha convertido todo 
el campo en camino público y no habiéndose intentado, ni se 
intentará teíupoco en mucho tiempo la reparación del camino 
vecinal. 

3°.La parte de la municipalidad no desconoce los hecho* 
con excepción del <Ie la no rc-parackVi que dice haber intentado 
hacer y no haberla pedido conseguir a causa de los enormes 
pantano*!, arguyendo que en interés general, ha debido imponer 
una restricción al dominio privado, reconocido por la ley. 
* 4 o . I,a controversia versa pues sobre derechos de posesión 
y dominios garantidos en absoluto por la Constitución Nacional 
y las leyes civiles y de cuyo uso se dice privada la actora, per- 
sona de nacionalidad extranjera, litigando con una corporación 
reputada argentina a los efectos del fuero privilegiado. El caso 
cae pues bajo la disposición del art, 2.", inciso 2." de la ley do 
jurisdicción y competencia de 14 de Septiembre de 1863. 

5".Es verdad que las "restricciones al dominio privado, por 
los motivos fie salubridad o seguridad del pueblo o en consi- 
deración a la religión, son regidas únicamente por el derecho 
administrativo, pues aunque se vean en todos los códigos son 
extrañas al derecho civil (art. 2611 y su nota)". 

Es verdad que entre los poderes no detegados a la Nación, 
reservados a los Estados como necesarios para el mantenimiento 
del orden local, se encuentran ios policiales y "que este poder 
policial del Estado, comprende todas aquellas leyes generales 
de reglamentación interna, que son necesarias para asegurar 
la paz, la salud, el buen orden y confort de la sociedad y es del 
resorte de la legislatura determinar cuando existe la exigencia 
para e! ejercicio del poder policial (Decisiones Constitucionales 
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de liumps, N". 1343 y 1340J y del resorte de sus tribunales 
flücidir cuales son los casos especiales en que puedan ejerci- 
tarse". 

"Todo lo concerniente a la apertura, delincación y conser- 
vación de las calles y caminos provinciales y vecinales, corres- 
ponde exclusivamente al régimen interno de las provincias; 
constituyendo su derecho municipal y es j>or lo tanto de su 
competencia exclusiva. , ( Suprema Corte, tomo 9, pág, 277). 

(?. Pero no lo es menos que en el caso sub litan, no sé dis- 
cute a la municipalidad facultades que ella cree tener y que en 
realidad tiene con arreglo a ta ley de cercos y caminos, sino 
la forma en que se lia usado de ellas: si puede a su arbitrio 
dis|Kmer de la propiedad particular de un extranjero man ti mi- 
íi!'.:ri, sin previa mdem'tiración, 

I,a actora no desconoce que la ley de cercos y caminos ha- 
bh de que los campos de propiedad particular podrán ser mo- 
mentáneamente utilizado* como caminos, cuando los locales 
estén imposibilitades para servir al uso público mientras dure 
su reparación. 

Afirma si, que su campo no puede servir al lía público 
permanentemente, sin las formas de la expropiación. No es 
pues caso de puro contencioso administrativo, sino de una con- 
tención civil, entre personas que pueden acogerse al fuero pri- 
vilegiado. Se trata en una palabra de investigar el verdadero 
alcance de .una garantía constitucional. 

7 o . Acreditad, dice la Corte, en una especie análoga ( Yol. 
4<¡. pág- 389) la distinta vecindad, Ja acción debe entenderse 
regida por los incisos 2 y 9 art. 2". de la ley de jurisdicción y 
no obsta el ejercicio de esta jurisdicción el carácter contencioso 
administrativo atribuido a la demanda, ni la disposición de la 
Constitución y leyes locales de las provincias; que crean un 
fuero especial para las causas de este género. . . que así lo ha 
resuelto uniformemente haciendo jurisprudencia en los casos 
de Jos volúmenes 14, pág. 169; 31, pág. 270; 41, pág. 113 y 
42, pág. 222. 

Y la minoría en el vo! tunen 102, pág. 175, declaró que en 
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lo que hace al fuero del punto de vista de la naturaleza de 
la acción era de observarse que si bien tas autoridades de una 
provincia pueden estar habilitadas por las leyes, ordenanzas lo- 
cales, para la apertura, conservación de calles... tal facultad 
debe cnendersc sin perjuicio de las garantías acordadas por la 
Constitución Xacional y la ley común, a la propiedad y a ta 
jurisdicción creada ¡ior la Constitución y las leyes r&aottales, 
teoría ésta que había aplicado en el caso Casal v. Buenos Aires, 
7 de Junto de T902, y con perfecta razón, porque la jurisdicción 
de los tribunales federales se deriva únicamente de la Cons- 
titución y leyes del Congreso y no puede ser ampliada, disni 
nuida ni alterada por las leyes del Estado ( Obra citada, X*. ). 

Xo oculta al miembro en disidencia que la tesis de la 
mayoría, está abonada por la opinión de la Corte en el fallo 
del volumen Q, pág. 2i<), declarando que ni la Constitución ni 
las leyes de Ja Xación, atribuyen a los jueces federales el cono- 
cimiento de actos administrativos de empicados o eorpt (rado- 
nes -de la* provincias, debiendo ocurrir a tos superiores, con 
arreglo a sus leyes, tos que se creen con derecho a reclamar de 
cualquier falla, en el cumplimiento de sus deberes, pudiendn 
euiioeer los tribunales nacionales, en el caso que se verifique 1*> 
previsto en el inc. J.", art. 4." de la ley sobre jurisdicción. 

Y posteriormente en el caso de la página 277 del mismo 
volumen es más radical todavía, pues, declara que lodo lo con- 
cerniente a la apertura, delincación y conservación de calles v 
caminos provinciales y vecinales corresponde esencialmente al 
régimen interno de las provincias, constituye su derecho mu- 
nicipal y es por lo tanto de su competencia exclusiva, sin que 
sus decisiones a e^te respecto, sean convenientes o inconvenien- 
tes, puedan caer en ningún caso, bajo la jurisdicción del Poder 
judicial de la Xación. 

i 'ero entiendo que "la Constitución y las leyes tic la Xa- 
ciún, que en su consecuencia .-e dicten por el Congreso, son la 
ley suprema <!e la Xación, y las autoridades de cada provincia 
están obligadas a conformarse a ella, no obstante cualquiera 
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drsposieiun en contrario que contengan las leyes o constitucio- 
nes provinciales" ÍArt. 31 de la Constitución Nacional). 

Deju así fundarlo mi voto en disidencia, - Marcelino Es- 
calada. 
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Bunio» Alfil, Ftbttto 1» «e IMfl. 

Vistos y considerando : 

Que doña Josefa S. de Urricariet, demanda al Intendente 
.Municipal de lirandzen. Provincia de Buenos Aires, don Am- 
brosio Ciovini, a mérito, en lo substancial, de habérsela despo- 
jado de su propiedad de campo sita en el cuartel 7". (Altami- 
rano) partido Coronel Brandzen, arrancándole alambrado* 
construidos tle acuerdo con las leyes rurales; y todo a pretexto 
de mantener expedito el tránsito público, con violación del 
articulo 17 tle la Constitución y dis|x>siciones del Código Civil 
que invoca, amparando tales atropellos en ordenanzas munici- 
pales y leyes de dicha provincia, sin expropiación ni pago de 
las indemnizaciones correspondientes (fojas 75). 

Que en la audiencia de fs. 98, el demandado sin negar los 
hechos denunciados expuso en resumen a fojas 101 vta. que 
"La Municipalidad de Brandzen ha ejercitado el derecho que 
!c acuerda el artículo 62 de la ley de cercos y caminos, al hacer 
abrir el alambrado del campo de la actora; ha intentado reparar 
el camino, no lo ha hecho porque es imposible trabajar en la 
actualidad en él darla la cantidad de agua acumulada, Jo hará 
tan pronto sea jiosible iniciar esos trabajos". 

Que juzgado en tales términos el caso, el Juez de Sección 
de La Plata hizo lugar al interdicto entablado; y apelada la sen- 
tencia, la -¿niara Federal de la misma ciudad, en mayoría, de- 
cían) la inccm[M»tencia de la justicia federal para conocer de 
arpie] y anuló torio lo obrarlo, fundándose principalmente en 
que "si el derecho de propiedad o posesión del actor puede 
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haber sklo realmente vulnerado, como él lo afirma, lo .seria no 
por una persona del derecho privado, sino por un poder público 
que invoca atribuciones que emergen de ese carácter para eje- 
cutar actos en interés público, que sí crean retaciones de dere- 
cho ellas escapan a la competencia <le la justicia federa-I, para 
caer directamente bajo los dominios del derecho administrativo 
cuyo juzgamiento corresponde privativamente a sus jueces na- 
turales que lo son los respectivos de la Provincia". 

Que importando dicha resolución ama denegación del fuero 
federal invocado a su favor por un extranjero, procede el 
recurso extraordinario concedido, a mérito de lo dispuesto en 
el articulo 14, inc. 3 a . de la ley N n . 48- 

Que conociendo de dicho recurso cabe observar que las 
corporaciones municipales están reputadas a los efectos del fue- 
ro como ciudadanos argentinos, y la demandante ha acreditado 
ser extranjera según lo expresa la sentencia de fojas 103, por 
lo que la acción entablada debe entenderse regida por el artícu'o 
2*., inciso 2 . de la ley N u . 48. 

Que no obsta al ejercicio de esta jurisdicción ta circunstan- 
cin de atribuirse al caso un carácter contencioso administrativo 
o ser a juívi^ del demandado de aquellos regidos por el derecho 
administrativo a que se refiere el articulo 261 ! del Código 
Civil, entre otros motivos porque las leyes locales 110 pueden 
alterar la jurisdicción ríe los tribunales federales regida ex- 
clusivamente por la Constitución y leyes nacionales ( Fallos, 
tomo 46. página 380, y otros ) y además porque tales restric- 
cienes, cualesquiera que ellas sean no pueden entenderse ni 
ejercitarse con detrimento de las garantías consagradas por la 
Constitución y leyes comunes respecto de la propiedad privóla 
que invoca el recurrente según lo tiene reiteradamente resuelto 
esta Corte en repetidos casos análogos. 

Que el fallo del tomo 9, página 277 y vista fiscal en el del 
tomo 46 ya citadlo, no guardan analogía con el presente como 
lo estableció esta Corte, pues en aquél no se trataba de la pro- 
piedad y posesión del actor y <\ tan solo del ejercicio de facul- 
tades municipales sobre venta de terrenos de la comuna lo que 
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bien mi raí lo confirma la jurisprudencia <le1 tribunal sobre el 
particular; y te vista fiscal -de ta referencia no fué aceptada 
en sus conclusiones en el ya recordado fallo del tomo 46, 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el Señor Procurador General se declara la competencia de la 
justicia federal para conocer en el caso; y en consecuencia, 
vuelva a la Cámara Federal para que reasuma la jurisdicción 
de que se ha desprendido y conozca en el recurso que le ha sido 
llevado, con arreglo a derecho. Notifíquese original y repón- 
gase el papel ante dicho tribunal. 

A. IJkrmfjo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. 
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CAUSA XIII 



Sumario instruido a Manuel Cauto, Alfredo Lagitszi Rio v 
América Poso, por tentativa de defraudación. Contienda 
de competencia. 

Sumario: Al juez del lugar en donde se cometió el delito co- 
rresponde el conocimiento de la causa. La circunstancia de 
haberse sobreseído provisionalmente respecto de algunos 
de los procesados no hace cesar la jurisdicción ni con res- 
pecto a éstos ni con respecto a un tercer procesado por el 
mismo delito. 

Caso: La expican las causas siguientes: 
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AUTO Dl-L JUEJÍ DH INSTRUCCION 

Burnoi Atrt», Novkmbrt )Q de »¡5. 

Autos y vastos: Este sumario instruido contra Manuel Con- 
tó, Alfredo Lrguzzi y .Amcrieo Pozo, por el -delito de tentativa 
<le defraudación, y 

Considerando : 

Q-ik en 28 de Mayo del corriente año, se presentó ante él 
Juez del Criimn de la Ciudad de La Plata. Ernesto Durquci, 
en repre-entaci-'/n de Fermín Perícs, denunciamlo que su cliente 
lia sido victima de una defraudación |>or doce mil pesos y 
acusando ceino autor de ese delito a América Pozo, quien pre- 
tendía hacer efectivo el cobro de es 3 siana por la via judicial. 

Que llamado a declarar el damnificado Perícs ante la auto- 
ridad policial de La Plata, refiere que encontrándose enfermo 
en el Hospital Francés, lo entrevisto Alfredo Laguzzi, hijo de 
un amigo suyo riel mismo apellido, y le manifestó que sabier.-do 
q;ie Feries realizara frecne'itcs operaciones de compra-venta 
<lc propiedades, le ofreció sus servicios profesionales; que acep- 
tado el ofrecimiento de La^uzzi, Penes acompañado de Woir- 
gard, concurrió al escritorio de Couto, titilado en esta Capital, 
calle Lavalle 1169, con objeto de salvar un error de apellido 
contenido en una escritura de venta. Que ya en el escritorio de 
CotttO, y eslDiirlu presente Lagnzzi, Woigard y Couto, este úl- 
tinx> "tomando un pliego de papel de oficio (pie dohló en cuatro, 
dijo al declarante: Ponga bien su firma. aquí, efectuándolo asi 
el compareciente cen la lapicera que Ic alcanzó para el efecto, 
su acompañante'', "(Juc el 10 de Mayo al llegar a su domicilio 
fué enterado de que dos (lias a:ites, o sea el ocho, habia estad'"" 
allí el Escribano Francisco J. Silva domiciliado 46 n n . 737. 
acompañado de los perdonas con objeto de intimarle el pago 
de la suma de doce mil pesos moneda nacional iinnprte de un 
pagaré suscripto por el declarante manifestando que al no en- 
centrarlo, dicho documento seria protestado". 
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Oue per el escribano Silva, Penes conoció el documento de 
f¡> 9, tjue es un vale a la vista a favor de Américo Pozo por la 
suma de doce mil pesos m|n. ( pagaderos en la ciudad de La 
Plata. 

Que, según el denunciante esc documento de fs. 9 lia sidQ 
suscripta en blanco, en el escritoriu de Couto en la forma que 
lo ha referido. 

Oue habiéndose declarado competente el suscripto para en- 
tendel en esta causa, lo hi*o en virtud de los funda™? utos de 
la vista del señrr ís-gente fiscal de fs. 88, es decir, que este juz- 
gado debía de investigar si efectivamente Couto le había be- 
dio firmar a Feries un papel en blanco, ya que ta! hecho cons- 
tituye por si solo un delito formal. 

Que de las probanzas de este sumario, no se ha llegado a 
establecer que el documento de ts. 9, el mismo que Feries ha 
suscripto en la escribanía de Couto, lo tpic es indispensable pa- 
ra determinar la culpabilidad de éste. 

Que. por otra parte, si dicho papel estaba doblada en cua- 
tro partes no ha podido ni el denunciante, ni el testigo Woir- 
gawlj saber si estaba en blanco o ya estaba escrito; mie'itras 
que éstos afirman que Feries firmó en blanco. 

Que el documento argüido de falso, está suscripto a favor 
de Fozrt y no de Couto, lo que cominee a pensar que. mn ad- 
mitido que Feries haya firmado en bhnco, no debí- ir, lucirse 
necesariamente une Couto tenga participación en el hecho de- 
lictuoso que se investiga, desde que bien podría Pepo haberse 
incautado de ese papel, sin la ingerencia de Couto. 

Que en tales condiciones, ([iiedaria solo en pie el delito de 
tentativa de defraudación que habría cometido Fozo al pre- 
tender hacer efectivo el cobro del documento de fs. 9 l>°r * a 
via judicial, y este hecho que se habría cometido c:i la ciudad 
de La F/ata, escapa a la jurisdicción del suscripto, 

Que en cuanto a la situación del procesado Laguzzi, si bien 
es cierto que no existen en su contra presunciones vehementes, 
no ha di mostrado trmpoco de una manera evidente su no par- 
tí, -i pación ei el hecho que se investiga. 
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Por estos fundamento» y oído el señor agente fisca!, re* 
suelvo: i". Sobreseer provisionalmente con respecto a los pro- 
cesados Manuel Couto y Alfredo Laguzzi, de acuerdo con lo 
preceptuado por el art. 435, inc, i", del C. de F. en lo Criminal, 
y 3". declararme incompetente para conocer del delito de tenta- 
tiva de defraudación imputado al procesado Américo Pozo, por 
haberse cometido en la ciudad de l a Plata, y en virtud de ser 
improrrogable la jurisdicción criminal (art. 19 del Código 
citado ) ; consentido que sea este auto, remítanse las actuaciones 
al señor Juez del Crimen de la ciudad de La Plata, doctor Al- 
berto Gowlánd. Póngase en libertad al detenido Manuel Couto, 
librándose oficio al señor Alcaide de Policía. Hágase saber. — 
Jaime Uávaihl. — Ante ni i: Orcstcs D. Palito 

AUTo DE LA OM.\K,\ HE APELACIONES EX LO CRIMINAL 
Y CORRECCIONAL 

Burnoi Aire*. Dlciirnbtt 16 dt m:>. 

Y Vistos: 

Per sus fundamentos se confirma el auto apelado de fojas 
135 y devuélvase. — López García. — Secber. — Luco. — Ame 
mí: .í. PUujet. 

AUTO DEL JUEZ DEL CRIMEN 1 

La Plata. Entro 3 de I9IC 

Autos y Vistos; y Considerando: 

1 ". Que por resolución de fs, 83 el suscripto a cargo dJ 
juzgado del Crimen X". 3 se declaró incompetente para enten- 
der en esta causa estableciendo tpie, habiéndose cometido el 
delito <pie la motivaba en jurisdicción de la Capital Federa!, 
ella competía al señor Juez de Instrucción de dicha eiu !ad. 



DE JUSTICIA DE LA NACIO* 



47 



j". Que el señor agente fiscal de esa jurisdicción (ts. 88), 
dictaminó en el mismo sentido y ei señor Juez Dr. Llavallol 
(ís, 89) estimó lo mismo, avocándose el conocimiento del pro- 
ceso, llc-gamlo a dictar auto de sobreseimiento provisorio en 
favor de dos de los encausados. 

3 o . Que a fs. T35 el Señor Juez Dr. Uavallol establece que 
solo hay indicios' de la comisión del delito de tentativa de de- 
fraudación , y declarándose incompetente rcsjKrcto al delito que 
se dice cometido por Contó devuelve el sumario para que inter- 
venga cu él los tribunales de la provincia en este Departamento. 

4". Que la teoría sentada en la citada resolución, opina el 
siíscripto*quc es errónea,, desde que es de todo punto imposi- 
ble dividir la jurisdicción respecto de procesa tíos en la misma 
causa. Ello traería por consecuencia el desorden en el juicio y 
ta i es asi que si los ex procesados Manuel Contó y Alfredo 
Laguzzi, resolvieron presentar escritos solicitando medidas para 
obtener nn sobreseim' uto definitivo, no habría autoridad que 
lo resolviera, por cuanto el juzgado de esta Capital es incom- 
petente y el de la Capital de la Xación, se habría desprendido 
del conocimiento de la causa y no tendría en su poder los an- 
tevé lentes. 

Por estas consideraciones se resuelve, devolver la presente 
causa al juzgado de su procedencia invitando al señor juez 
remitente, para que, en caso de insistir en su resolución, dé por 
trabada la cuestión de competencia elevando los antecedentes 
ti ta Kxcma, Suprema Corte Nacional. 

Remítase por intermelio del Señor Jefe de Policía con- 
juniamuite con el detenido América Pozo. — IV. Ocampo. — 
Ante mí: Miguel Giménez Larrea. 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Biuaot Alrti. Frtrew 1 1 U IM. 

Suprema Corte: 
Corresponde a Y. Tí. dirimir la presente contienda de com- 
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potencia, a mérito de lo que dispone el art. 9"., inc. d) ele la 

»ey 4055. 

Establecido que el hecho delictuoso que lia dado motivo 
a este sumario, fué [«rpetrado en esta ciudad, delwn continuar- 
se ante los tribunales de la misma los trámites de! proceso in- 
coado con ese motivo, sea que se trate de juzgar ta falsificación 
-de documento o la estafa que pretendió cometerse mediante el 
«so de éste, porque todo ello, habiendo sido cometido pnr una 
persona, importa un soto delito que debe ser juzgado por e T 
tribunal que ha prevenido en su conocimiento. 

Por ello pido a V. E. se sirva declarar competente pan 
conocer en este proceso al Señor Juez de Instrucción de la Ca- 
pital Federal, 

Ricáráp Ü, Pttrcra. 
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BuCrtH Atrci, retorno 92 <tr 1916. 

Y Vistos: I«os de consttenda de competencia negativa entre 
uno de los Jnccc* de Instrucción en lo Criminal di; esta Capital 
y el del Crimen de la Ciudad de La Mata para cono.*er en la 
presente cansa seguida contra Manuel CoutO. Laguzzi Al f red.» 
Rio y Pozo Ainérico. 

Y considerando : 

Que corresponde a esta Corte conocer de U presente c;¡c-- 
tión ele competencia con arreglo a lo dispuesto en el átíísulo »> 
letra r/ de la ley número 4055 y artículo 43. inciso 3* del Código 
fie Procedimientos en lo Criminal. 

Oue según resulta de las constancias de autos, el debito ele 
falsificación <pie ha motivado la formadón de este proceso ¡apa- 
rece haber sitio cometiflo en esta Capital, en cuya virtud el se- 
ñor Juez de instrucción se declaró competente para entender en 
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la causa de conformidad con lo dictaminado por el agente fis- 
cal en su vista de fs. 88. Auto <Ie fojas 89. 

Qoc la circunstancia de haberse sobreseído provisional- 
mente respecto a dos de los procesados no ha hecho cesar la 
competencia del juez para continuar conociendo del proceso 
contra aquéllos, ni tampoco con relación a Américo Pozo, dado 
que sé trata del mismo delito de tentativa de defraudación y 
no podrían autorizarse dos jurisdicciones distintas para su co- 
nocimiento y decisión. 

Por ello do conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General, se declara nue el señor Juez de Instruc- 
ción de esta Capital es competente para conocer en la presente 
causa, a (juién se remitirán los autos, haciéndose saber por ofi- 
cio esta resolución al del Crimen de La Plata* 

\. lío mujo. — Nicanor G. uel 
Sola». — D. E. Palacio, 



CAISA XIV 



Don Juan Grosso, contra don Sebastián Gambaudi {hoy sus 
acreedores adjudicatarios de los bienes) por cobro de fé?, 
sos. Contienda de competencia. 

Sumario: Clausurándose los procedimientos de la convocatoria 
con la adjudicación de los bienes del deudor y su entrega 
a los acreedores, éstos substituyen a! deudor en todos sus 
derechos y obligaciones y pueden ser demandados, como el 
concursado, ante el fuero que corresponda según la natu- 
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raleza de las obligaciones. En consecuencia, corresponde 
al juez del lugar en el que fué constituida una hipoteca, 
se hallan situados los bienes gravados y fué convenido su 
cumplimiento, el conocimiento del respectivo juicio. 

Caso: Lo explican la- piezas siguientes: 



AUTO DEL JUEZ DE 1$ INSTANCIA EN LO CIVIL 

La Plita, Diciembre de mi. 

I 

Y vistos. Considerando : 

Según lo establece el articulo 432 del C. de Procs., las cues- 
tiones de competencia debesi ser promovidas antes de estar 
tralKnk> el pleito por demanda y contestación fart, 432 C. ci- 
tado), lo que no ocurre en el caso stib }niiicc t pues notificados 
los liquidadores a fs. 42 de la citación de remate, hecha en los 
presentes autos, fué dentro del término que ella fijaba para 
oponer excepciones o contestar que debieron plantear la cues- 
tión de competencia cpie creían procedente: no lo hicieron asi, 
en su" oportunidad, es más. notificados de la sentencia de rema- 
te la consinliero:i igualmente y ahora se trata tle! cumplimiento 
de la misma; en la que indudablemente es juez competente el 
infrascripto. 

!*• ir otra parte, aún admitiendo que se hubiera produci- 
do la inhibitoria dentro de los términos legales» el infrascripto 
110 la considera pertinente. La universalidad del juicio de quie- 
bra nace de lo dispuesto por e| art. 143Í1 del Cnligo de Comer- 
cio y no existe ninguna disposición que le de ese carácter a la 
convocatoria de acredores sea para proponer un concordato o 
para llegar a la adjudicación de bienes; es más, el art. T38S 
inciso 2'\ del Código citado establece (pie no deben suspender- 
se las ejecuciones que tienen por objeto e! cobro de créditos 
hipotecarios, y si ellas pueden continuar aún cuando sea ante 
oíros jueces que íos del concurso, lógico e> >u¡wmer que no esis- 
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te esa universalidad. Finalmente, invoca el señor juez exhortan- 
te en apoyo de su doctrina, la autoridad de Thallcr, pero no la 
considero de estricta aplicación al caso presente, desde que la 
adjudicación en pago, como solución preventiva de la quiebra» 
es un sistema propio de nuestra legislación. 

Por estas consideraciones, de conformidad con lo dictami- 
nado por el señor ágeme fiscal, diríjase exhoi to al señor juez 
de la Capital Federal, Dr. Eduardo M. Xaón, comunicándole 
con trascripción de este auto, que no es posible acceder a su 
pedido de inhibitoria a que se refiere su exhorto de fecha 23 
de Noviembre ppdo, por considerarse el infrascripto compe- 
tente para intervenir en estos autos, y requeriendole por consi- 
guiente para que dando por trabada la contienda de competen- 
cia se sirva ordenar la remisión de los antecedentes a la Supre- 
ma Corte de !a Nación (Art. 436, C, de P.) Rep. las fojas. 

Alberto Marcó del Poní. 

Ante mi ; /V/í.r D. Percira, 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Birtmoi Aira. F*bi«o II de \m. 

Suprema Corte: 

Corresjxjnde a V. E, dirimir la presente contienda de com- 
petencia, a mérito de lo que dis]>onc el articulo y inc d) de la 
ley 4055. 

Dentro del régimen establecido por el Cóitogo de Comercio 
para la adjudicación de bienes resuelta por los acreedores, la 
aprobación judicial de esa resc Ilición, tiene cerno principal con- 
secuencia la terminación del juicio (art. 1420), quedando los 
acreedores sustituidos al deudor en todas sus acciones, derechos 
y obligaciones, con relación a sus bienes, y podrán hacerse valer 
contra ellos todos los privilegios y acciones de los acreedores pri- 
vilegiados (art. 1414), para lo cual en el auto cjuc apruebe la 
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adjudicación, se dispondrá la entrega a los representantes de 
los acreedores, de todos los bienes, libros y papeíes de comercio 
del deudor (art. 1419). En presencia de estas disposiciones, no 
es posible sostener que la jurisdicción del juez que entendió en 
la convocatoria de acreedores, subsista después de ta adjudica- 
ción de bienes, en las mismas condiciones 'le que estaba reves- 
tirla durante tos trámites del juicio, porque el propósito bien 
manifiesto de la ley es entregar el activo y pasivo del deudor 
a la gestión de los acreedores, qtiiene» desde ese memento es- 
tán in vestidos de amplias facultades para proceder a la liqui- 
dación o para continuar el giro de los negocios (art. 1415), 
siendo consecuencia de esto, que desaparece el carácter univer- 
sal del juicio, porque ya no existe motivo alguno |*ara la acu- 
mulación de las acciones 0011' ra el deudor, desde que este ha 
sido sustituido por la entidad que constituyen sus acreedores, 
a los (fue puede demandarse por las obligaciones contraídas, y 
dcb;n seguir !as reglas generales que determinan ta jurisdicción 
de los tribunales. 

Kn atención a lo expuesto creo que es improcedente la in- 
hibitoria promovida por el señor juez ríe Comercio de esta Ca- 
pital y pido a V. K. se sirva declarar que el señor Juez :le 1". 
Infancia de la Ciudad de La Plata tiene competencia para en- 
tender en la ejecución iniciarla ante su juzgarlo. 

Ricardo (7. Par era. 



FALLO DE t,A CORTE SUPREMA 

StMim Alnt, Friimo 22 dt tftlC. 

Y vistos: Los de contienda de competencia entre un juez 
ele 1*. instancia en !o Civil de La Plata y otro de Comercio de 
la Capital para conocer en el juicio ejecutivo pur una obliga- 
ción hipotecaria iniciarlo ante el primero ríe ttiehós jueces por 
don Juan Grosso contra don Sebastián Gamba n di, hoy stM 
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acreedores adjudicatarios de los bienes, representados por ta» 
señores Eduardo Lacaze y Rafael Valle jo, y 

Considerando : 

Oite como lo expresa e! juez de Comercio de la Capital 
a fojas 255, ta aprobación de la adjudicación de bienes y su 
entrega a los acreedores, implica la clausura de los procedí' 
mientes de la convocatoria, con arreglo a lo dispuesto por el 
artículo 1420 del Código de Comercio. 

One en tal virtud los -acreedores sustituyen al deudor en 
todos sus derechos y obligaciones y pueden ser demandados 
exacta mente como el concursado y ante el fuero qtw corres- 
ponda según la naturaleza de las obligaciones que se per&igan. 

Que la hipoteca fué constituida en la Provincia, en bienes 
situados en la misma y para cumplir-e en ella según lo expre? 
mente convenido í fojas 4 y siguientes, autos de L,a Platal, 
no existen en eí caso motivo o conveniencias de otro orden que 
aconsejen alterar tales convenios. 

Por ello y lo expuesto y pedido por el señor Procurador 
(•enera! y lo resucito por esta Corte en el fallo, tomo i22 t pá- 
gina 308, se declara juez cow petante para entender e;i el juici 
i¡e que se trata, al de f.a Plata a quien se le remitirán los autos 
previa rejiosición de sellos, avisándose por oficio al de la Ca- 
pital. Xotrfíquese original. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. 
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CAUSA XV 



Pon Antonio Y, Rufc contra don Ignacio Ríos (sucesor de don 
Víctor Silvciro), por reivindicación; sobre competencia 

Sumario; \"o corresponde a la jurisdicción originaria de la 
Corte Suprema el conocimiento de una causa iniciada ante 
el juez local, en que una provincia, citada por evicción por 
el actor, se hace parte en el pleito después de estar con- 
testada !a demanda. 

Caso: \jo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN' Dtl Sr. PROCURADOR GENERAL 

Bumo* Aira, Ftbrtro 9de 1*6. 

Suprema Corte: 

La presentación a estos autos del gobierno de la provincia 
de Corrientes, asumiendo la parte del demandante, ha tenido 
lugar fuera de la oportunidad debida para alterar la jtirisdi- 
ción ante la que estaba radicado el juicio, por cnanto en éste se 
había trabado la litis contesta! io por demanda y contestación, 
cuyos términos no es posible alterar. 

En atención a lo expuesto, y jurisprudencia reiterada de 
V. E. (Fallos, tomo 97, pág. 300; tomo 99, pág. 19; tomo íoi. 
páff- 4°7; tomo 117, pág. 33), pido se declare que no corres- 
ponde el presente litigio a la jurisdicción originaria de esta 
Corte Suprema, y que el juez remitente debe continuar en el 
conocimiento del mismo. 

* 

R. C, Parera. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BvtfU» Alia. Ftbrtra U di » 6. 

Vistas y Considerando: 

Ouc según consta a fojas 317 y 449* ' a Provincia de Co- 
tí ieiHeh citada de evicción en Diciembre de 1913 se hace parte 
en el juicio en Mayo 30 de 1914* o sea, después de presentada 
at juez !á contestación del demandado de rei vindicación en 23 
del 3in\mo mes y año, según el cargo de fojas 321 vuelta. 

One los efectos de esa contestación respecto de la proce- 
dencia c improcedencia de la ampliación de la demanda de 
fojüs 2 hecha a fojas 449 en que el representante de la Pro- 
vincia expresa eme el fisco se hace cargo de !a demanda inter- 
puesta por el señor Ruiz y la toma por suya aparrando a éste 
del juicio, tienen que quedar librados a la decisión de los tribu- 
nales que tengan competencia en la causa. 

Que presentada esa contestación quedó radicada la juris- 
dicción del juez con relacción a las personas, independientemente 
de los cambios que respecto a las mismas pudieran ocurrir en 
la secuela del pleito. 

Por ello, lo dictaminado por el señor Procurador General 
y lo resuelto e:i casos análogo» (Fallos, tomo 117, página 33 
y otros \ se declara que el conocimiento de la presente causa no 
corresponde a la jurisdicción originaria de esta Corte y devuél- 
vase al juzgado de su procedencia, donde se repondrá el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — I>. £. Palacio. 
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CAUSA XVI 



Martín M. Mtmuce, secretario electoral del Juzgado Federal 
del Rosario, solicita aclaración de las acordadas de la Corte 
Suprema de la Nación v Cámara Federal del Rosario, sobr? 
prohibición del ejercicio de su profesión de abogado. 

io: La prohibición de ejercer la profesión de abogado 
establecida en fas Acortadas de la Corte Suprema de fe- 
chas Abril 22 de 1911 y Abril 11 de 1912, alcanza a los 
secretarios de juagado de sección que desempeñan las fun- 
ciones de "secretarios electorales". 

>: Don Martí n j|. Mimtice, secretario electoral de la sec- 
ción Rosario, se presentó ante el Juez Federal de la misma, 
solicitando una aclaración respecto a las Acordadas de la 
Corte Suprema de la Nación de 11 de Abril de 1912 y de la 
Cámara Federal de esa Circunscripción de 13 de Agosto 
de 1915 a fin de ser relevado de la prohibición' del ejercicio 
de su profesión de abogado, por conceptuar que las fun- 
ciones que ejerce, con carácter de exclusivas, no quedan 
comprendida* entre las que aquéllas sancionan, puesto que. 
siendo las funciones de la sccrenria electoral más de i 1- 
dole administrativa, que judicial, no concurren con las 
del ejercicio de la profesión de abogado en los tribunales 
*le la provincia. 

Llevada !a consulla a la Cámara Federal, ésta manifiesta 
que, e:i conocimiento de que no era observada la incompa- 
tibilidad que la Corte Suprema declaró por resoluciones de 
22 de Abril de 191 1 y Abril 11 de 1912, entre las fundones 
de secretario de Juzgado Federal y las de Escribano de 
Registro, abogado y procurador y atento los serios incon- 
venientes que presentaba y a las irregularidades a que con- 
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< lucía tal inobservancia, la Cámara dictó la acordaba de 
referencia en cumplimiento de la disposición del inciso i", 
articulo 2 de la lev* 7099; agregando además, que la secre- 
taría electoral no tiene una función permanente como ta!, 
-i no en ocasión de los actos preparatorios de las elecciones 
nacionales, por cuya razón dicho secretario denominado 
" electora]" suple a sus colegas en caso de impedimento o 
licencia en la tramitación de las cansas, como ocurre en 
ta actualidad en que el solicitante desempeña una de las 
secretarias de actuación por c=tar impedido el titular 
:!c ella. 

Elevada a conocimiento de la Corle Suprema, se pro- 
dujerun las piezas siguientes: 

DICTAMEN I 1.1. Sr. l'ROCt'R.MJOR CKNliRAl. 

Buen 06 Alm, Pifaren 15 ét 1916. 

Suprema Corle: 

Xo creo que la situación del señor secretario Dr. Munuce, 
difiera subsiaucialmcntc de la de los demás secretarios de juz- 
gado, en razón fie qne desempeña funcione* análogas y susti- 
tuye a los otros secretarios de actuación en los casos de vacancia 
o impedimento, por lo que pienso que le son aplicables las 
prohibiciones establecidas para el ejercicio de la profesión de 
abogado, y pido a V. E. se sirva así declararlo. 

B: G. Pare -a. 



RESOLUCION- DE LA CORTE SUPREMA 

BtiMN Alm , Fcfcftro 31 4* IM6. 



Atento lo resuelto en las Acordadas de esta Corte de Abril 
22 de 1911 y Abril 1 1 de 1912 y lo observado por la Cámara Fe- 
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dora', de Apelación del Rosario al final de su nota de fojas 6, 
adóptase cerno resolucióón el precedente dictamen del Señor 
Procurador General. Hágase saber y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Soi.AH. — D. p:. Palacio. 
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Señores Raima y Bessotmo contra el Gobierno del Paratjtta\< 
por cobro de pesos; sobre competencia 

Sumarie: No corresponde a la jurisdicción originaria de la 
Corte Suprema el conocimiento de una demanda entablada 
por un particular contra un gobierno extranjero. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DrCTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenei Alm, Dicicabrt 31 U Wo 

Suprema Corte: 

La demanda interpuesta se dirige contra el gobierno de la 
República del Paraguay, según lo expresa el recurrente, lo que 
la hace improcedente desde que la Con&tttuctóón Nacuma! en 
sus artículos 100 y roí, y por consiguiente la ley 48, en su art. 1*. 
al enumerar las causas cuyo conocimiento atribuye a la juris* 
dicciúnó originaria de esta Corte Suprema, no incluyen las ac- 
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eiuncs contra un gobierno extranjero conforme a los principios 
del derecho internacional que reconocen la independencia juris- 
diccional de los Estados (Fallos, tomo 79 página 124). 

Por ello, pitlo a V. E. se sirva declarar que la presente de- 
manda no corresponde :il conocimiento de esta Corte Suprema. 

Julio Botet. 



F Al f O DE LA CORTE SUPREMA 

Bumot Airct. Febrtra 36 dt 19». 

Vistas y Considerando: 

One con arreglo a lo dispuesto en c! articulo 101 de la Cons- 
titución, en los casos previstos en el articulo 100, la Corte Su- 
pmna ejercerá su jurisdicción por apelación según, las reglas 
y excepciones que prescriba el Congreso : pero en todos los 
asuntos concernientes a Kmbaj adores. Ministros y Cónsules 
extranjeros y en los que alguna provincia fuera parte la ejercerá 
rá ordinaria y exclusivamente. 

Que la demanda interpuesta por la razón social Baima 
y Bessolino no es dirigida contra el Señor Ministro del Para-, 
guay, «ino contra el gobierno de esa Nación que no puede ser 
Nevado a juicio ante el tribunal de otra nación sin su consen- 
timiento y que, en el caso, no corresponde a la jurisdicción ori- 
ginaria de esta Corte. 

Que el inciso 3".. articulo r. <Ic la ley de jurisdicción y 
cmn¡>~tencia número 48. que también se cita, carece de aplica- 
ciónó pues se refiere a las causas en que es parte una provincia. 

Que la jurisprudencia nacional concordante con la de otros 
tribunales que han aplicado disposiciones constitucionales aná- 
logas a las que nos rigen, ha establecido que la jurisdicción ori- 
ginaria de esta Corte, no se extiende a las causas entre una na- 
ción a gobiernos extranjeros y un particular. (Fallos, tomo 79, 
Ingina 124; II Wall. 164. The ship Saplinc v. Xapolcón H1; 
£tnrv, Comtn. II, párrafo 1699). 
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Que si una provincia demanda a un Estado o gobierno 
extranjero o es demandada por éstos el caso corresponde orun- 
naria y evclusivamente al conocimiento de esta Corte (Articulo 
lo i, Constitución y artículo t% inc, 2". ley X". 48!, pero si «n 
particular es el demandante contra un gobierno extranjero debe 
ocurrir al juez dé sección para quiiOstc trasmita la demanda por 
intermedio del Poder Ejecutivo Nacional al represéntame de h 
Nación demandada une aceptará o declinará a su arbitrio la 
jurisdicción, no ptidicndo ser otro el alcance de la cláusula final 
del articulo too de nuestra Constitución, introducida en !a Go¿ 
vención de Sania Fe de reproduciendo la cláusula 2*.» 

artículo II! de la Constitución Americana, que extiende la ju- 
risdicción federal a las causas (pie se susciten "entre una pro- 
vincia o sus vecinos, contra un Estado o ciudadano extranjero". 

Por estos fundamentos y de «informidad con lo dictami- 
nado ]>or el Señor Procurador General, se declara qu¿ esta 
Corte carece de jurisdicción para conocer originariamente.' en la 
presente causa. Xutifiquese, y repuesto el papel archivase, de- 
volviéndose al interesado los documentos agregados a su de- 
manda. 

A. Bermejo. — Nicanor G. i»Er, 
Solar; — D. E. Palacio. 



CAUSA XVI II 



Criminal, contra James Frazcr, f>or homicidio 

Sumario: Xo causa agravio al procesado la pena de diez y siete 
años y medio de presidio y accesorios legales impuesta por 
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el delito tle homicidio perpetrado sin circunstancias ate- 
nuantes 11 i agravantes. 

Caso: Lo explican la* piezas siguientes: 



SENTENCIA I>Kí, JVVJt LKTRAlXi 




Riwtrn, Dttk mbt* 31 de 1014. 



\ ista esta causa criminal seguida de oficio contra James 
Frazer, con el apodo rlc Santiago Fila, escocés, soltero, pana- 
dero, domiciliado en Trclew, por el delito de homicidio de 
Williams Flcy Jones ct dia 30 de Agosto último «1 l'itcrio Ma- 
dryn. Resulta, que a las dos de la tarde de ese dia, c) señor co- 
misario de policía por denuncia de don Pedro P. Igoa, encontró 
a la distancia de más de 250 metros de la estación del ferro- 
carril Central Chulmt y a más de cuarenta metros de la vía 
férrea el cadáver de Williams Fley Jones en jiosición de cubito 
dorsal, que presentaba una profunda herida en el cuello como . 
de quince centímetros de longitud: que lo mandó trasudar a 
ta comisaria, concurriendo al hallazgo los vecinos Igoa, Carlos 
Arbert, Pedro Mes y José Mazza, quien, este último, dijo al 
comisario que aunque no conocía al muerto por su nomhre, pero 
te vio dias pasados almorzando en su casa en compañía de un 
sujeto cuya filiación dió y a quien reconoció en cierto individuo 
que, eitrc muchos, curioseaba la conducción del cadáver y lo 
indicó al comisario, quien se separó inmediatamente a tomarlo, 
con mayor empeño cuando ese sujeto, apercibido, huyó y se 
metió en la casa de Yanone y Landerson, donde lo capturó sin 
resistencia, resultando ser el acusado Frazer, quien confesó en 
seguida, ser el autor del homicidio de Jones, en las circuns- 
tancias de su declaración de fs. 5 vta. Elevada la prevención 
el expresado Frazer rindió su indagatoria <k fs. 36, declarando 
que desafiado [>or Jones se trabaron en un duelo en el que con- 
siguió, defendiéndose, herir en el cuello, repetidamente, a Jones, 
con un cortaplumas qtte !e arrebató al mismo agresor. Cerrado 
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el sumario por el auto de prisión preventiva ele fs. 38. se pasa- 
ron los autos al señor fiscal, quien a fs. 40 acusó a Frazer por 
homicidio, en duelo irregular, requiriendo que se le aplicase la 
pena de diez años de penitenciaria, máximum de la que esta- 
blece el articulo 17, inciso 4?., letra B de la ley S". 4189, y 84, 
inciso 3 o . y 1J del Código Penal, Corrido traslado, el defensor 
de pobres que lo era del acusado, contestó la acusación fiscal 
alegando, que tratándose de tíos amigos víctimas del alcoho- 
lismo, que determinó la lucha provocada por la víctima, sin pre- 
meditación alguna y en legitima defensa, solo cabía castigar a 
Frazer con el mínimum de la pena requerida. Recibida la causa 
a prueba ambas parten renunciaron a e!la y a todo otro proce- 
dimiento, quedando el proceso lisio para sentencia. 

V Considerando: 

I* Que el cuerpo del delito de homicidio resulta plena- 
mente comprobado con la ina|iección policial de fs. 1, con los 
informes médicos de fs. 28 y 31 y con la partida de óbito de fo- 
ja- 30 y con las propias confesiones del acusado en sus dos 
declara cíones de fs. 5 vta. y fs. 24 y fs. 36. 

2". Ksa confesión que es calificada, pruelia también la res- 
nsabilídad del acubado Frazer en la extensión que de ella 
ulta. a saber: Que e:í duelo irregular aceptando el desafío 
Williams Fley Jones, salieron éste y el acusado de su domi- 
cilio común y en la misma pieza de un hotel de Madryn y se 
encaminaron a unos 250 metros de la estación del ferrocarril 
Central Chubut, donde comenzó la lucha, envistiendo primero 
el hoy finarlo Jones con un corta] ij unías que le arrebató, siendo 
entonces (pie Frazer recibió la lesión que presenta en el dedo 
pulgar de la mano derecha, cual consta de! informe de fs. 28. 
Que en las peri|»ecias de la lucha, a brazo partido, consiguió 
dominar a Jones, "a quien volteó, le pasó la mano izquierda 
por el pecho y con la derecha le clavó en la garganta cí corta- 
plumas y le dió el corte de derecha a izquierda. Que como el 
arma no cortaba lo suficiente, hizo un gran esfuerzo para que 
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t;rtrara. repitiendo por tíos veces la operación, hasta cjue cortó 
¡M>r completo el conducto" ; y entonces se sentó a fumar, espe- 
rando <]iie se desangrara ta victima, y que cvtamk» espiró, levantó 
el cadáver cargándolo hasta fuera de la vía donde lo dejó de- 
trás de una mata, regresando a la funda a comer, lavándose 
las manos ensangrentadas en el camino y después en su ha- 
bitación. 

3". Tratándose de este hecho y descripción horripilante, he- 
cho que no tuvo más testigo que Dios, pues pasó lejos de! 
puerto y cerca de la noche, no caben más que las dediiciones que 
fluyen de las propias palabras del acusado, según las cuales el 
homicidio fué el resultado de un duelo irregular que concluyó 
con la muerte de la víctima, producida con un cortaplumas. 
Sobre esta base y por las demás consideraciones expuestas, a 
fojas 41 via. el señor defensor de pobres rebate la acusación 
solicitando el mínimum de la pe™ establecer la verdad 

de los hechos nos falta la prueba completa de ellos, desde que 
*1 Ministerio público al que la ley encarga la pruclw de ellos 

a »ículo y del procedimiento criminal ha renunciado a 

clin y a todo otro procedimiento fs. 43, opinando que la cau<a 
debe decidirse conforme a la con festón calificada c indi visible 
del acusado. 

4°. Los hechos no pasaron, no pudieron pasar como 'os re- 
lata la confesión de fs. 36. Muy raro parece ese duelo, entre 
dos sujetos, que recién s<? conocían en Madryn dos dias antes y 
se juntaron desde ct primer nmmento al calor y simpatía de su 
igual nacionalidad, para comer, beber y dormir fraternalmente, 
uno al lado del otro, sin separarse más que por la muerte de 
Fley Jones. El duelo presupone hechos de tal gravedad que no 
admiten otra solución que lo que se llama campo del honor, 
hechos que no sucedieron, no cabiendo aceptar la realidad de 
*in duelo solamente porque así lo afirma el acusado. Más rara 
es todavía la verdadera degollación de Jones con un simple 
cortaplumas de dos hojitas de las cuales la mayor mide apena 
poco más de dos centímetros, hojas pésimamente afiladas, ade- 
más, como se advierte por el examen de ese verdadero chi>me 
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de bolsillo. Para que de ima lucha que debió de ser a brazo par- 
líclo entre dos hombres igualmente robustos y jóvenes» et acu- 
sado de veintinueve años y la victima de dos o tres años más. 
resultase uno con el pescuezo totalmente dividido por un corte 
tero* que seccionó la. vena yugular y ta arteria carótida, es 
inexcusable establecer que el arma homicida nunca pudú ser 
ese cortaplumas. El mismo acusado se ha dado cuenta de esta 
ínomalta casi absurda y la enmienda diciendo que al notar que 
el primer corte no fué suficiente lo repitió y lo profundizó más 
hasta c] resultado de! degüello, piro es increíble que esa en- 
mienda o nuevo corte hubiese coincidido ta:i exactamente sobre- 
el anterior hasta producir el solo y único corte que presentaba 
el cadáver. Otra circunstancia que excluye el duelo, es la ins- 
pección ocular de fs. I, en que el experto comisario de Madrvn 
señor De! Piano y las cuatro personas del vecindario del Puerto 
que 'e acompañaban, después de la más atenta observación y 
ccmnnilKición u firma que no había absolutamente signo alguno 
de lucha, ni más rastro entre el lugar de la degollación y el en 
que se haüó el cadáver que el de una sola persona. Podria pen- 
sarse que las observaciones plenamente probadas a que nos refe- 
rimos, pudieran ser dudadas; pero no es así cuando han resul- 
tado ¡llenamente con f i miadas por el informe del señor médico 
de la Asistencia Pública, doctor Kruesto J. Cano, quien a fs, 31, 
certifica: "una herida curiante que abarca toda la región añtero 
lateral del cuello que seccionó todas las partes blandas, la trá- 
quea, el exófago, las arterias carótidas, bs venas yugulares, y 
nervios, que produjeren la muerte por hemorragia". "Que el 
corte fué producido por una arma de varios centímetros de lar- 
go y de mucho filo", cr, nclusiones que excluyen definitivamente 
que el crimen se hubiese consumado con el mohoso y pequeño 
cortaplumas del acusado. 

5". Si el acusado hubiese consumado el homicidio del infor- 
tunado Fley Jones en defensa legitima, como dice en la inda- 
gatoria de fojas 38, se habría presentado inmediatamente a la 
autoridad efcmo manda el articulo 85 del procedimiento criminal 
a «lar cuenta del hecho; empero obró en sentido contrario, ocul- 
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U- minio mañosamente. Los testigos que declararon de fs. i a 
te. 2$, lo interpelaron, nada menos, sobre lo que había pasado 
a su compañero, cuando lo vieron sentarse tranquftamcntc a, 
initu-r en ta nuche del 30 de Agosto, solo, contestando el acu- 
sado, que no tardaría cu llegar. 13c lo único que se ctticló fué 
de lavarse las manos y la rcj>a tintos en sangre y preparar su 
fuga, percatándose del ]>asajc de fs. 34 para el vapor Asturia 
no que partió el 31 de ese mes para la Capital Federal ; pasaj 
no para él o con su nombre de James Frazcr, sino para Jorge 
Yenge, mimbre supuesto con el cual habría imposibilitado su 
persecución y captura. El provecho pecuniario del crimen no 
resulta de ]a prueba cuya deficiencia hemos notado en el nú- 
mero 3 de esta sentencia ; empero y aunque no conste de nin- 
guna foja del proceso, los que aquí vivimos sabemos que el fi- 
nado era dueño desde pocos meses atrás de mi hotel donde vi- 
vía con su esposa, habiéndose trasladado Jones al Tuerto de 
Marirrn, ocasionalmente y con el objeto de recoger ciertos 
muebles que debía, traerle un va|>or del Norte, cual consta de 
la declaración de su cónyuge viuda corriente a fs. 13. El hecho 
es que el homicidio ha dejado en descubierto a los caballeros 
ingleses David Evans y John E. Jones que prestaron los seis 
mil [>esos de precio del hotel a que nos hemos referido. 

ó". Las consideraciones precedentes determinan la diver- 
sidad entre ct criterb de la acusación fiscal y el del prove- 
yere que considera que el duelo irregular, el homicidio en 
legitima defensa, son simples excusas ideadas por la fantasía 
del acusado como que no tienen más fundamento ni prueba que 
la |ialabra de él que no puede aceptarse en juicio. El delito 
es el de un homicidio común legislado por el articulo 17* inciso 
i", de la ley N°. 4189, que lo castiga con la pena de diez a 
veinticinco anos de presidio, cuyo promedio corresponde al 
acosado o sean diez y siete años de presidio. 

En su mérito, fallo: declarando a James Frazer de las 
generales de fs. 36 autor convicto y confeso del delito de ho- 
micidio de Williams Fley Jones con la circunstancia atenuante 
de embriaguez y conforme a las leyes citadas, le condeno a 
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sufrir la pena de diez y siete años de presidio que purgará en 
h Penitenciaría Nacional o donde designe el P. E. Xotifíquese 
el acusado y a su defensor. Pronunciado en la sala de mi des- 
pacho en Rawson en la fecha expresada al exordio. Tórnese 
razón. — Lux* Navarro Car caga. — Ante mi : Juan A. Mayo. 
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U PUto, AfMla 13 4t ItlS. 

Vistos y Considerando: 

Que la confesión calificada del procesado no puede divi- 
dirse en sw perjuicio y los distintos hechos y circunstancias 
que ella contenga no importan excepciones cuya prueba in- 
cumba a) procesado, salvo cuando por !a calidad de las per- 
sonas, sus antecedentes u otras circunstancias del hecho, re- 
sulten presunciones graves en su contra (art. 318 del Código 
ite Procedimientos), lo que no acontece en el caso. 

De la dicha confesión, se desprende que el delito llevado 
cal» por el procesado, no es el de homicidio provocado con 
injurias u ofensas ilícitas y graves, como equivocadamente sos- 
tiene la acusación fiscal, y a que hace referencia el articulo 17. 
delitos contra las personas (4, letra a) ley de reformas al Có- 
digo Penal, sería el especificado en el inciso l°. del articulo 
mencionado, reprimido* con la pena de 10 a 25 años de presidio. 
Que mucho menos aparece como homicidio legwl, desde 
el mismo procesado confiesa que aceptó voluntariamente 
el desafío de ta victima y mal puede acogerse al beneficio de 
la legitima defensa, el que voluntariamente ha aceptado el 
¡xJigro de ser herido o muerto. 

Que concurre en el hecho la circunstancia atenuante de 
provocación por parte de la victima (articulo 83, inciso 4) con 
ta agravante en este caso, del artículo 84» inciso Código 
Penal. 

Por las consideraciones expuestas, se confirma la senten- 
cia apelada en cuanto a la calificación del delito, pero se «indi- 
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fica en cuanto a ta represión la que se fija en die* y siete 
años y medio de presidio, sus accesorios legales y costas. De- 
vuélvase. — /t. Cuido ¿.avalle. — Marcelino Escalada. — José 
Marcó. 
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Visto* y Considerando: 



Que está plenamente comprobado el homicidio perpetrado 
en la persona de Williams Fley Jemes, como lo demuestra el 
informe pericial de fs. 31, partida de defunción de fs. 30 y 
demás diligencias del sumario instruido por las autoridades de 
la Policía det Chtibut, Puerto Madryn, en cuya jurisdicción 
fué cometido. 

Que está igualmente comprobada ta responsabilidad del 
procesado Fraier James, como autor de este hecho delictuoso, 
según k> reconoce en su confesión de fs. 5 vta. a fs. 9, ratifi- 
cada ante el juez de la causa a fs. 36, en la que mantfi 
después de dar muerte a Williams Fley Jones» en la forma 
relacionada en la sentencia del inferior, fs. 43 vta., y para que 
nadie pudiera verlo trasladó su cadáver al lugar donde fué en- 
contrado por la policía. 

Que aún admitiendo la provocación de la victima, resulta 
de la propia confesión del procesado que aquélla no tenía 
arma que un pequeño cortaplumas que le fue arrebatado por 
su victimario y que con ella le dió muerte clavándosela por dos 
veces en la garganta, hasta "que cortó por completo el con- 
ducto" 

Que dados estos antecedentes y no existiendo debidamente 
comprobada circunstancias atenuantes ni agravantes, la pena de 
diez y siete anos y medio de presidio impuesta al procesado 
con arreglo a lo dispuesto por el artículo 17, Capítulo l". t inciso 
I a , de ta ley de reformas al Código Pena!, no causa agravio en 
el caso. 
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í'or cito y su* fundamentos concordantes, se confirma la 
sentencia apelada de fojas 6o, con costas. Xotifiquesc origina! 
y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — D. E. Palacio. 



NOTAS 

liii 8 de Febrero de 191 6, la Corte Suprema no hizo lugar 
al recurso de hecho deducido |>or Justiniano Villar rubia» con* 
deitado a presidio ¡lerpetuo por el delito de homicidio, solici- 
tando sé le aplique una pena más benigna, por cuanto no apa- 
rece que para ante la Corte se haya interpuesto recurso alguno 
que Te hubiera sido denegado. 



En 24 del mismo, la Corte no hizo tugar al recurso de he- 
dió interpuesto por el penado Alberto Detzar, solicitando la 
nulidad de una resolución de la Cámara de Apelaciones en lo 
Criminal que le denegó el pedido de nombramiento de un cu- 
rador, jx>r no tratarse de un caso de los previstos en los artícu- 
los 14 y 15 de la ley número 48. 



Kn la misma fecha, se declaró bien denegado el recurso 
deducido por doña Cor i na Villegas de Penco, sobre ampliación 
de pariidóti de herencia, por cttantn la sentencia recurrida sé 
limitó a aplicar disi>osic¡oiies de derecho común y la invocación 
(-institucional recién fué hecha al interponerse el recurso de 
hecho ante la Corte. 



DE JUSTICIA W, LA NACION 09 

En 26 <lcl mismo, fué igualmente declarado bien denegado 
el recurso interpuesto por la sucesión de don Miguel NT. de 
Uribelarrea en autos con don Nemesio Escobe do, por cobro 
<Ie pesos, por haberse deducido fuera del término seña latió por 
el artículo 208 de la ley nacional de procedimientos, y porque 
la invocación del articulo 17 de la Constitución Nacional fué 
hecha al pedirse rectificación de la sentencia recurridas o sea 
fuera de oportunidad. 



lín la denuncia formulada por Nelio Sarti — procesado 
l*or el delito de supuesta quiebra ira 11. Intenta — por ausencia 
del Juez Letrado del Territorio de Fonnosa, y en la que pedia 
&¡ designare un Juez Letrado interino o suplente a fin de que 
<c avocara el conocimiento de las causas paralizadas por tal 
motivo, la Corte Suprema en 26 de Febrero de 1916, resolvió • 
Se hiciera saber al peticionante que sus quejas por retardo d 
justicia debia dirigirlas a la Cámara Federal del Paraná, y que 
en cuanto a la designación de juez suplente, no existe ley alguna 
(¡ir* autorice a la Corte a verificarla 



Kn Ta misma fecha, la Corte Suprema no hizo lugar al 
recurso de hecho interpuesto por Pedro Rcyners, condenado a 
presidio perpetito por el delito de homicidio, solicitando la re- 
visión del proceso por defectos de nulidad, ¡nconstttucionaüdad 
e iitaplicabilidad de ley, por no existir contra las sentencias 
definitivas de la Cámara de Apelaciones en 1< Criminal de la 
Capital, otro recurso para ante la Corte que el extraordinario 
del artículo 22. inc, 2 . y artículo 550 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal que, en el caso, no aparece interpuesto 
aittü aquel tribuna!. 
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CAUSA XIX 



Don Santiago Martinneei y don Jos¿ Farioii contra la provincia 
1 rff Buenos Aires, sobre pago de un terretio 

Sumario: Puede válidamente enajenarse un terreno, ocupado 
provisoriamente i>or el Estado particular con fines de uti- 
lidad pública, si a la fecha de ta venta el propietario no 
había sido citado aún al respectivo juicio de expropiación : 
por lo que, el comprador tiene derecho a exigir de aquél 
el pago del valor del terreno y las indemnizaciones co- 
respondicntcs. 

Caso : Resulta del siguiente 
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Pnmm Atol. Mino 1H ét 19». 

Vistos estos autos de los qtie resulta: que don Filemón 
Siiárcz Martínez en representación de los señores Santiago 
Martinucci y José Fariolt, deduce demanda contra el Gobierno 
de la provincia de Buenos Aires sobre expropiación de un terre- 
no de propiedad de sus representados, ocupado por aquél con 
destino a un camino, en mérito de lo dispuesto por la ley de 
la provincia de 23 tic agosto de 1895. 

Expone que este terreno forma parte del que en mayor 
extensión pertenece a los actores, adquirwlos por ellos en 2 de 
noviembre de 1914 de la sucesión de don Federico Gatteineycr. 
según escritura otorgada |ior ante el escribano don Agustín F. 
Acosta, que no acompaña por habérsele traspapelado y qitv 
ofrece presentar. 
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Que el terreno ocupado por el gobierno está ubicado en el 
cuartel 4% manzanas C y E del partido de Avellaneda en una 
extensión que resultará de tas mediciones que se llagan oportu- 
namente, pero que oscila entre dos mil ochocientos y tres mil 
metros cuadrados, cuyo precio estiman atenta su situación en 
vtinte | »esos moneda nacional el metro, independientemente de 
la indemnización que corresponda, invocando en su favor la 
ley de expropiación y de la que dice surge la obligación del 
gobierno de abonar el justo im|»rte de cuanto ha ocupado con 
el destino mencionado. Termina pidiendo la condenación del 
gobierno al pago de la suma que en definitiva se determine con 
intereses ^ costas. 

Acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte en mé- 
rito de la información ofrecida y corrido traslado de la deman- 
da (ior la resolución de fojas 6. fué contestada |n>r el repre- 
sentante de la provincia, exponiendo : 

Qu el gogbjerno ha ocupado efectivamente el terreno de 
que se trata para el camino afirmado de Avellaneda a La 
I Mata en una extensión de dos mil setecientos veinte y siete 
metros ochenta y cinco centímetros cuadrados niñeado en el 
paraje indicado, y que esta ocupación o toma de posesión fué 
solicitada con fecha 9 de abril del año 1912 por el señor Fiscal 
de Kstado en el juicio rcsjiectivo promovido al efecto ante el juz- 
gado en lo civil y comercial en tumo de La Plata en cumpli- 
miento de las resoluciones administrativas que menciona y 
acontada judicialmente atenta la urgencia del caso y lo dis- 
pttestp por el artículo 1". de la ley de 2$ de agosto de 1895, por 
auto de fecha 11 del mismo mes de abril. 

Que los actores Martinucci y Farioli contra quienes o|nhic 
en primer término la falta de acción, no son ni han podido ser 
propietarios de la fracción de tierra a que aluden en la demanda 
la que perteneció al señor Oattemayer y no pueden por lo tanto 
reclamar un precio y una indemnización que sólo corresponde 
al propietario, carácter que ellos fundan en la escritura de dos 
de noviembre de 1914, mientras que la provincia ocupó el 
terreno con las formalidades del juicio de expropiación con 
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mucha anterioridad a la fecha de su supuesta venta, drcuiis- 
tancia por la que los compradores no han podido adquirir la 
propiedad que invocan por falta de tradición que la sucesión 
Gattcmeyer no ha podido tampoco natural ni legalmente hacerla. 

Qué el contrato de compraventa a que aluden los actores 
soto crea relaciones entre ellos y la sucesión de Gattemeyer y 
no lo pueden oponer a la provincia ni fundar contra ella ningún 
reclamo o acción para obligarla al juicio de expropiación, desde 
que ese contrato sólo crea relaciones entre tas partes contra- 
tantes que lo firmaron y porque en el caso sub- judie c el juicio 
de expropiación está abierto y si algún derecho pretende al 
precio han debido hacerlo valer ante la autoridad judicial di- 
ta provincia, por tocio lo que pide el rechazo de la demanda y 
las costas del juicio, 

La causa fué recibida a prueba por auto de fojas 15 > 
producidas las que expresa el certificado de fojas 113 K " a 
marón los autos definitiva después de agregados los ale- 
gatos presentados |ior las iiartes. 

Y Considerando: 

Que está plenamente acreditada la ocupación del terreno 
a que se refiere la demanda, ocupación que se ha hecho por 
parte del Cobierno con destino a un camino público como se 
reconoce en el escrito de contestación y resulta además de los 
planos de fojas 94 y 05 e informe pericial de fojas 98. 

Que está igualmente acreditado que este terrero) es jiarte 
de los que en mayor extensión adquirieron los actores a título 
de compra de la sucesión de don Federico Ciattemeyer coifto 
consta de las escrituras públicas respectivas que en testimonio 
corren de fojas 17 a fojas 75> estando en estas esccritnras com 
prendidos todos los derechos y acciones que la sucesión de 
ííattemeyer tenía sobre todos y «nía uno de los terrenos ven 
dídos a los compradores Santiago Martinucci y José Farioli. 

Que el hecho de haberse solicitado por el Gobierno la 
ocupación provisoria de las tierras cuestionadas con arreglo a 
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ta ley de expropiación de la provincia y acordado judicialmente 
con anterioridad » la época de su adquisición por los actores, 
como comprendida en el título que les fué otorgado por la 
sucesión de Gattemeyer en 2 <le noviembre de 10,14. dado que 
hubiese impedido la tradición de esa tierra, no podría sin em- 
bargo oponerse al derecho que corresponde a los actores para 
poder ejercitar en su interés propio las acciones de sus causan- 
tes desde que la escritura de fojas 62. en que fundan su demanda 
importa una cesión de acciones permitida con arreglo a las 
disposiciones contenidas en términos generales en el artículo 
1444 del código civil y puesto que los artículos 278*) y siguientes 
permiten hacer valer contra el (foseedor títulos de propiedad 
anteriores a su posesión. (Fallos, tomo 83, pág. 223 i. 

Que por otra parte es de observarse que si bien es cierto 
que el gobierno de la provincia demandada, representado por 
su fiscal de estado se presentó en el me* de abril de 1012 pro- 
moviendo el juicio de expropiación ante el juca en turno de La 
Plata, por quien se ordenó la ocupación, no es menos cierto que 
en dicho juicio no se ha dado participación alguna a ( "latteme- 
yer ni a sus sucesores hasta el presente, como no se ha acredi- 
tado tampoco que aquéllos hubieran tenido conocimiento de 
dicha gestión. 

Que asi resulta en efecto de lo informado por el señor 
juez de primera instancia en lo civil de La Plata ante el que 
se promovió aquel juicio, quien en contestación al oficio que le 
fué dirigido, manifiesta: "Que del examen del expediente de 
expropiación letra G, N*. 95. año 1912. presentado por el señor 
Fiscal de Estado, resulta: Que el señor F. Cattemeyer no ha 
sido notificado del juicio de expropiación, ni se ha celebrado 
Midiencia para la designación de peritos, ni hay constancia de 
que haya presentado escrito alguno ni consentido la jurisdk- 
1 km del j tugado, cuya intervención en el expediente se reduce 
1 acordar al gobierno de la provincia ta ocupación del terreno 
expropiado al señor Gattemeyer en Avellaneda, de acuerdo con 
k> dispuesto en el art. i", de la ley de 23 de agosto de 1895 y 
disponer la entrega al señor Gattemeyer de la suma de dos mil 
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ciento tres pesos con ochenta y cinco centavos depositados por 
el gobierno de la provincia, si asi lo solicitara, según consta He- 
las actuaciones de foja» 9 y 10," 

Que dados estos antecedentes ta sucesión de (lattenieycr 
pudo transferir válidamente a los actores todos los derechos 
y acciones que a su causante te correspondían sobre el dominio 
y | «sesión de los terrenos expresados, desde ipte hasta el lini- 
mento ele su enajenación la sucesión podía considerarse en el 
pleno goce de esas tierras estimándolas como de su legitima 
propiedad y podia por lo tanto venderlas por cuanto la enaje- 
nación no le estaba prohibida. Art. 1327 código citado. 

Que las gestiones practicadas ante el juzgado de primera 
instancia de La Mata tendientes a obtener la posesión provisoria 
solicitada \tor parte de la provincia 110 puede en el caso oponerse 
f. la procedencia de la demanda deducida por los actores, por- 
que esas gestiones carecen de todo valor y fuerza legal con 
respecto a Gatteincyer y a la sucesión por haberse verificado 
sin su citación y audiencia y porque- hasta el presente no se les 
ha dado intervención alguna de la que pudiera inducirse que 
hubieran consentido en ellas y aceptado ta jurisdicción de lo* 
tribunales locales, siendo de agregarse que aún en el supuesto 
de que la venta hecha a los autores no pudiera considerarse 
como transmisión de la propiedad sino tan sólo de los derechos 
y acciones que pudieran cor responderle ál causante Gatteineyer 
o a la sucesión, en tal concepto el conocimiento de la presente 
cansa pertenecería a la justicia federal, desde que el derecho 
que se disputa ha pertenecido originariamente a vecinos de dis- 
tintas provincias y los actores han acreditado la misma circuns- 
tancia. Escritura de fojas 62. Fallos, tomo 81 . pág> 33R Ley 
20. título 22, partida 3*. 

Que por lo que hace a la verdadera extensión 'del terreno 
que ta demandada ha ocupado con destino al camino mencio- 
nado, ella ha sido fijada en 2.300,07 metros cuadrados, según 
resulta del plano de fojas 95 e informe de fojas 98, correspon- 
diendo tan sólo determinar el precio que esa tierra tenia en la 
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éfioca «le la ocupación, en el mes de abril de 1912 y la indem- 
nización respectiva. ( Tomos 95, pág. 384, y 108, pág. 344). 

Por ello se declara que la provincia demandada debe abo- 
nar a los actores el valor del terreno indicado a la época de 
su ocupación (abril de 1912) con las indemnizack 
fundientes por la expropiación, <jue serán fijadas por perito», 
cotí más los intereses a estilo de Banco desde la notificación 
de la demanda. Las costas se pagarán en el orden causado por 
ihj haber prosperado la acción deducida en todas sus partes. 
Nuti fuñiese original y repuestas las fojas archívense en su 
oportunidad. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Sola*. — D. E. Palacio. — 
J. FfCUEItOA Alcorta, 



CAUSA XX 



hnt Hmith C. yUlauiieva. ett autos con ta Municipalidad il- 
la Capital, sobre daños y perjuicios. Recurso de hecho. 



Sumario: La interpretación y aplicación de disposiciones del 
código civil no dan lugar al recurso extraordinario del 
artículo 14. ley 48, 

C 'aso : íai explican las piezas siguientes : 
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DICTAMEN HV.h Sr. rftOCmADflft «KKKRAL 




Airtft. j»lk» 2 ¿t 1115 

Suprema Corte: 

La sentencia apelada se ha limitado a aplicar disposiciones 
de ta legislación común, en orden a las cuestiones sobre respon ■» 
sahilidad por actos ilícitos que constituyen el fundamento de 
la demanda entablada, en razón de ello, el recurso extraordí- 
dente, conforme al articulo 15 de la ley 48 
aplicación que hagan los tribunales de la Repú- 
blica de las prescripciones del Código Civil, no pueden motivar 
la jurisdicción de apelación de esta Corte Suprema. ^ Palios, 
tomo 120, páginas 250 y ano). 

La invocación hecha por el recurrente del artículo 33 de 
onstitución Nacional, al deducir el recurso para ante V. E. 
además de ser extemporánea y por consiguiente ineficaz, a 
los efectos del expresado recurso, no 4* adrián en manera alguna 
habilitar a este tribunal |Kira entrar a conocer en el pleito, por 
cnanto no aparece que la expresada cláusula constitucional 
nga una relación directa e inmediata con respecto a los pim- 
disctitidos y resuellos en litigio, que ha sido resuello |ior 
cación de disposiciones del Código Civil, sin que. en ningún 
momento, se haya fundado un derecho en e! precepto del artículo 
ile la Constitución ni en otro alguno. ( Fallos, tomo 1 ir>, pá- 
gina 61 : tomo \20. páginas 32. 323 y 329). 

Por lo expuesto pido a Y. K. se sirva declarar bien dene- 
gado el recurso deducido. 

Julio Botct, 



FALLO DE LA 



Alm, Mino » ét 1116. 



tos y Vistos: el recurso de hecho por apelación dene- 
terpuesta por don Emilio C. Villanucva contra semen- 
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t-ia de la Cámara l\ de Apelación en lo Civil de ta Capital en 
el juicio seguido por aquél contra la Municipalidad de la mis- 
ma sobre daños y perjuicios. 
Y Considerando: 

Que Ta sentencia apelada se tunda en la interpretación y 
aplicación de disposiciones del Código Civil extrañas al recurso 
extraordinario del articulo 6*. de la ley 4055 según el artículo 
15 de la ley núim ro 48. 

Que si se admite que el caso sub-judice no ha sido prwktu 
|»or el artkulo 14 de la ley de 14 de septiembre de 1803 se reci>- 
micc implícitamente que está fuera de la jurisdicción extraor- 
dinaria de apelación de esta Corte, une debe ser ejercida "según 
las reglas y excepciones que prescriba el Congreso" conforme 
al articulo 101 de la Constitución. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador llcneral se declara bien denegado el recurso. 
Jíepuesto el papel archívese y devuélvanse los autos principales 
con testimonio de esta resolución. 

A. Bes me jo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio, — 

J. FlGUEROA ALCORTA. 



CAUSA XXI 

Pon Federico Alvares de Toledo, contra la provincia de Buenos 
Aires, por daños y perjuicios: sobre revocatoria de un auto. 

Sumario : La no presentación del interrogatorio dentro del tér 
mino de imieha. no im|iorta omisión o negligencia, cuando. 
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|ior otra parte, el litigante cumplió en tiempo las exigen 
ciai del artículo t ao de ta ley nacional de procedimiento, 
al indicar el nombre, profesión y domicilio de lo* testigos 
ofrecidos. 

Caso : El representante 6YI actor interpuso recurso de reposición 
de «n auto de la Corte Suprema en el que se ordenaba — 
"por estar vencido el término de prueba" — la devolu- 
ción de los interrogatorios presentados a cuyo tenor debe- 
rían ser preguntados los testigos por él ofrecidos. 

Alegaba, que si bien es cierto que el término de prueba 
había vencido, la presentación de los interrogatorios nada 
tenia que ver con ello, puesto que la había hecho a fin de 
ilar cumplimiento a diligencias proliatorias pedidas y *>rdc- 
nadas dentro del término de prueba y que no se trataba de 
una petición extemporánea, sino de la realización y cum- 
plimiento de las ordenadas oportunamente. 

Corrido traslado, el representante de la demandadi 
fe evacuó, manifestando; Que el tribunal por auto de n 
de Diciembre último, ordenó que, con respecto a los men- 
cionados testigos debía cumplirse con lo dispuesto en el 
articulo 120 de la ley nacional de procedimientos y además, 
presentar los interrogatorios respectivos para proveer lo 
que correspondiese, y que la Corte ha debido necesaria- 
mente dictar el auto de referencia, porque, presentados en 
8 de Febrero los interrogatorios exigidos el 1 1 de Diciem- 
bre estando el término ya vencido, habría importado recibir 
y ordenar una diligencia de prueba fuera del término li- 
batorio. 

RKSOU'CION DR LA COSTE SÍ PRIÍMA 

Imm éknt» Mtfs» 19 át W*. 

Vistos el incidente promovido a fojas 22 del cuaderno de 
prueba del actor sobre la providencia, fecha 12 de Febrero, 
respecto a los interrogatorios presentado» por el mismo. 
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Y Considerando: 

Que habiéndose cumplido en tiempo las exigencias del 
artículo 1 20 de la ley nacional de procedimientos al indicar lo* 
nombres, profesión y domicilio de los testigos del actor, como 
consta a fojas 8 del cuaderno de prueba del mismo, no pu- 
diendo imputársele omisión o negligencia respecto a la presen- 
tación anticipada del interrogatorio respectivo, déjase sin efecto 
la providencia de fecha Febrero 12 y hágase saber. Repóngase 
el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D, E. Palacio, — 

J. FlGUEROA ALCORTA. 

* 



CAUSA XX JI 



Don José Arce, presidente de la junta ejecutiva del Partido 
Conservador de ta provincia dt Buenos Aires, formula de- 
nuncia eontra el Juez Federal de Bahía Blanca. 

Sumario: La Corte Suprema no es competente para conocer 
de una denuncia contra un juez federal, por la realización 
de actos fuera de sus atribuciones, que a juicio del denun- 
ciante "revelan al par que desconocimiento de reglas jurí- 
dicas deméntales, una invasión a la jurisdicción provincial 
y un propósito deliberado de intervenir en la lucha política". 

Caso : Don José Arce, como presidente del partido conservador 
de Buenos Aires, se presentó en queja contra el juex federal 
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<le Bahía Blanca, doctor Emilio J. Marenco. con motivo de 
diversos acto» realizados por éste, que consideraba fuera 
de bus atribuciones porque invadían la jurisdicción provin- 
cial y denotaban propósitos deliberados de intervenir en la 
actual lucha política. 

Se sostenía que dicho funcionario intervenía en un 
asunto sobre carta de ciudadanía solicitada por don Miguel 
]>t Sarli y que al requerirse los antecedentes policiales del 
caso y tener conocimiento que en proceso seguido al soli- 
citante ante la justicia provincial con motivo de un delito 
privado, se decretaría su prisión preventiva, dispuso ta 
detención de Di Síarli y su remisión a La Plata a la orden 
del señor juez del crimen, sin que existiera contra dicha 
persona auto de prisión emanado de juez provincial alguno. 

Manifestaba también que, como el comisario de policía 
encargado de ejecutar la orden de prisión no la cumpliera 
con la rapidez que dicho juez de sección deseara, le aplicó 
ocho días de arresto en concepto de pena disciplinaria. 

* 

DICTAMEN' DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

BufMi Aliw. Mirtt W4*mt. 

Suprema Corte: 

Ya sea que. los hechos atribuidas al Señor Juez Feilcral de 
{Bahía Blanca en el precedente escrito se consideren como viola- 
ciones tle la ley electoral, como desconocimiento del derecho do 
las personas que se dicen agraviada!, o como simples faltas en 
c] desempeño de sus funciones judiciales. V. E. es incompe- 
tente jara pronunciarse en el caso, pidiendo se sirva así decla- 
rarlo y mandar que el recurrente ocurra donde corresponda. 

Ér\ el primer supuesto, el juez denunciado habría caído 
dentro de lo estatuido por los artículos 16 de La ley 8130 y 8-> 
de la ley «871, teniendo para ello juez (juicio político) que en 
ningún caso seria V. E. 
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En el segundo, competiría a los agraviados ejercei «u 
acciones ante las autoridades judiciales correspondientes, y 
sea originariamente o por recurso. 

En el supuesto, por fin. de tratarse de una simple falla 
susceptible de caer lia jo la superintendencia, su conocimiento 
correspondería exclusivamente a la Cámara Federal de La 
Mata, dentro de cuya jurisdicción actúa el juez denunciad 
(inciso 4°.. art. ley 7pt)9, y jurisprudencia de V. K., toni 
117, página 381 y tomo H% ingina 170), 

Julio Bótei. 



FALLO DF, LA CORTE SUPREMA 

Bwtno* Alte», Mirto 38 de 1116. 

Vista la denuncia presentada por el doctor don José ¿ 
respecto a hechos atribuidos al señor juez Federal de Bahi 
Blanca y los antecedentes acompañados por el mismo al Mi 
nisterio de Justicia y pasados a esta Corte por el Poder Eje 
cutivoj y 

Considerando ; 

Que los actos relacionados con la solicitud de carta ck* ciu- 
dadanía de Miguel di Sarli han p< *ltdo y debido ser reparados 
por las vías legales llevando las resoluciones de aquel juzgado 
a la revisión de su superior inmediato la Cámara Federal de 
Apelaciones ele La Plata. 

Que los artículos 10 y 11 de la ley número 4055 que se ci 
tan. sobre las facultades de superintendencia de esta Corte, na- 
daron modificados por el artiaüo 2* de la ley N.° 7099 qu 
atribuyó esas funciones a las Cámaras Federales de Apelación, 
habiendo sido interpretado j*>r esta Corte en el sentido de que 
a ella corrcsfiondían únicamente las medidas de carácter ge 
neral y a aquéllas los casos concretos de "falta o negligencia e 
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cumplimiento de sus deberes ' por parte de los jueces y el 
de su respectiva circunscripción (Fallos, tomo 1 14, 
pif. 190; tomo 115, pág. 17; tomo 116, pág. 304; tomo 117. 
pág. 381 y otros). 

Que con arreglo al artículo 86 de la ley número 8871 los 
miembros de la justicia federal y otros que no cumplan los de- 
le» o procedan con parcialidad en el desempeño de las fun- 
ciones que esta ley les impone» incurren en falta grave a los 
efectos del juicio político. 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido i>or 
el Señor Procurador General, se declara que no corresponde a 
esta Corte el conocimiento de la presente denuncia. Hágase sa- 
ber. 



o. — Nicanor G. del 
ola*. — D. E. Palacio. — 

J. FlGUEROA ALCOtTA. 




José Maria l'cffa, en autos con do» /v/r>r Martínez, sabr? 
cobro hipotecario. — Recurso de hecho 

Sumarios La Corte Suprema cié Justicia de la Nación no puede 
rever las decisiones de las Cortes provinciales respecto al 
alcance de la jurisdicción que les hayan atribuido las cons- 
tituciones y leyes locales respectivas. La garantí) 
tículo 18 de la Constitución Nacional según la cual nin- 
gún habitante de ta Nación puede ser sacado de los jueces 
designados por la ley antes del liecho de la cansa, no auto- 
riza a la Corte Suprema a rever, mediante el recurso ex- 
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traordinario del artículo 14, ley 48, la interpretación de las 
leyes locales hecha por jos tribunales de provincia éri cuan- 
to deslindan la competencia de mis propios jueces. 

\js<> : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Bu*ne* Airta, Febrero 15 de 191C 

Suprema Corte: 

No procede el recurso que se trae a conocimiento de V. K. 
no sólo porque la sentencia recurrida ha tomado exclusivamen- 
te en cuenta las cuestiones debatidas en el pleito respecto de la 
Omstiuicicin ile la Provincia de Buenos Aires, aplicando única- 
mente esas disposiciones locales, sino en ra/.ún de que la Su- 
rema Corte de la expresada provincia no es en e1 orden local, 
como lo tiene declarado V. K. reiteradamente, el tribunal de úl- 
tima instancia a que se refiere el artículo 14 de la ley 4S, con- 
cordante con el artículo fi." de la ley 4055 (Fallos, tomo 116, 
página 138; tomo 118, página 338). 

Por tp expuesto y jurisprudencia citada, pido a V, E. se 
ir va declarar improcedente la queja deducida. 

R. C. Forera. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Unenos Air», Minen 30 de 1916 

\uti>s y vistos: ti recursn Av hecho por apelación denega- 
da interpuesto por don Joie María Vega contra sentencia de 
a Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, 
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en los autos ejecutivos seguidos por don Felipe Martínez sobre 
cobro hipotecario. 

Y considerando : 
Que en el informe expedido por la Suprema Corte de Jus- 
ticia de la Provincia de Buenos Aires, consta que la resolución 
que ha' motivado la presente queja, se ha limitado a declarar 
bien denegado el recurso de i n con st i nacionalidad deducido para 
ame aquélla; por aplicación de los artículos 318- 3'9 y 3*9 del 
Código de Procedimientos de la misma Provincia. 

Que esta Corte Nacional no puede rever las decisiones de 
la de la Provincia respecto al alcance de la jurisdicción que 
le havan atribuido la Constitución y leyes locales que le corres- 
ponde interpretar y aplicar con arreglo al artículo 105 de la 
Constitución (Fallos, tomo 86, pág. 324: tomo 94. pá& 35°; to- 
mo ni, pág. 274)- , . . , . ¿ fl 
Que por lo demás la garantía de la clausula del artteulo 18 
«le la Constitución que se invoca, según la cual ningún habitan- 
te de la Nación puede ser sacado ele los jueces designados por 
ta ley antes del hecho de la causa, directamente acordada a los 
procesados, no autoriza a esta Corte mediante el recurso ex- 
traordinario del artículo 14 ley 48. a rever la interpretación de 
las leves locales hecha por tribunales de Provincia en canto 
deslindan la competencia de sus propios jueces. El propósito de 
esa cláusula ha sido proscribir las leyes & fiost facto y los jui- 
cios por comisiones nombradas especialmente para el caso sa- 
cando al acusado de la jurisdicción permanente de los jueces 
naturales para someterlos a tribunales o jueces accidentales o 
de circunstancias f Fallos, tomo 17 página 22; tomo 114, pagina 
8g; tomo 116. página 106). 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el se- 
ñor Procurador General se declara improcedente la queja de- 
ducida. Repuesto el pajel, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Son*. — D. E. Pawcio. — 

J. FlCCKROA AlCORTA. 
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Procurador Fiscal de la Cámara Federal de Apelaciones de La 
Piala, en los autos seguidos don G. Ventura contra la Co- 
misión de la Rambla de Mar del Flota, sobre daños y per- 
juicios. Recurso de hecho. 

Sumario i Corresponde a las Cámaras Federales dirimir las con- 
tiendas de coin]>etencia entre tos jueces federales. 

2°. Para la admisibilidad de Ta apelación extraordina- 
ria acordada por el art. 14. ley 48 y 6*., ley 4055, se rc- 
<|ii¡orc para ciar curso í» una demanda o acusación, que 
haya juicin (endiente ante los tribunales de cuyas decisio- 
nes se recurre, o desconocimiento, en su caso, del fuero 
federal. 

Caso : Lo explica el siguiente : 
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B<(Mi Aire» Mino 30 ét IMS. 

Autos y vistos, considerando : 

Que según lo expresa el Fiscal de la Cámara Federal de 
Apelación de La Plata ha pedido ante ésta la declaratoria de 
incompetencia de los dos jueces federales de la Capital y de 
Había Blanca, míe se disputan la competencia para conocer del 
juicio promovido por don G. Ventura contra la Comisión de 
la Rambla de Mar del Plata sobre daños y perjuicios, y 

Considerando : 

Q\k con arreglo al articulo 19 de la ley número 4055, las 
Cámaras Federales conocerán en las cuestiones de competen- 
cia que se susciten entre los jueces de sección, entre los jueces 
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de los territorios nacionales y entre estos y aquéllos, 
endo excluido esas contiendas de las que por el articulo 9". 
misma ley ha deferido a la decisión de esta Corte. 
Que como se ha observado en la causa que se registra en 
el tomo 122, página 244 de los fallos de esta Corte, la ley re- 
quiere para la admisibilidad de la apelación extraordinaria con- 
cedida por el artículo 14 de la ley número 48 y 6.° de la ley 4**55 
que haya juicio pendiente ante los tribunales de cuyas resolu- 
ciones se recurre o desconocimiento en su caso, del fuero fede- , 
ral para dar curso a una demanda o acusación. 

Por estos fundamentos no ha lugar a la queja que se de- 
duce y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Ficueroa Alcorta. 



NOTAS 



En II de Marzo, la Corte Suprema 110 hizo lugar a la que- 
ja deducida por don Juan Dartiguepeyron en autos con Sebas- 
tián Olivera y otro por abuso de autoridad, solicitando revisión 
de la resolución de la Cámara en lo Criminal. i>or no proceder 
contra las resoluciones de las Cámaras de la justicia ordinaria 
otro recurso que el extraordinario de los artículos 6 ■ de la ley 
4055, 22 Código de Procedimientos o 14, ley 48. 



El 14 del mismo, se ordenó que "ocurra donde correspon- 
da", doña Elsa Kaisas Purkonen por cuanto se trataba de Una 
demanda por daños y perjuicios, contra el juez letrado de Mi 
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siones, que no correspondía a la jurisdicción originaria del tri- 
bunal. 

El 16. fué rechazada ta queja interpuesta por dotr Juan C. 
Iíurghi en autos con Sociedad Argentina de Edificación, sobre 
cobro de hipoteca, por cuanto la aplicación del articulo 235 del 
Código de procedimientos no puede autorizar el recurso extra- 
ordinario, como tampoco la invocación del artículo 17 de la 
Constitución hecha al interponerlo. 



En 25 del mismo, no se hizo lugar a la queja de Meycr 
Porqnoy en autos con José Forte, sobre cobro hipotecario, por 
no aparecer que se hubiera resuelto por sentencia definitiva al- 
guna cuestión federal de las previstas en el articulo T4 de la 
ley 48. 



Dou Honorio González, en autos con dan Antonio Upes Za- 
mora, por calumnias c injurias. Recurso de hecho. 

Sumario : Las disposiciones del código de procedimientos en 
lo criminal, aunque extensivas at fuero federal, son de 
carácter simplemente local, en cnanto determinan c! pro- 
cedimiento de los tribunales ordinarios de la capital : por 
lo que, la interpretación que éstos hagan de sus disposi- 
ciones no es la de una ley de carácter general, y por lo 
mismo, que autorice el recurso extraordinario del articulo 
22 del referido ródigo, 14 de la ley 48. 

Caso: I,o expljcan las piezas siguientes: 

■ 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Air», Dlclcmbrt 30 de 1«J3. 

Suprema Corte: 
La jurisprudencia uniforme de V. E, ha establecido que 



■ 
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los códigos de procedimientos sancionados por el Congreso no 
revisten el carácter de leyes federales, por cuanto su aplicación 
esta circunscripta a los tribunales del orden nacional, de suerte 
míe la interpretación que éstos den a sus disposiciones no puede 
dar lugar al recurso extraordinario previsto en el articulo 22. 
inciso 3*. del Código de Procedimientos en lo Criminal, con- 
cordante con el articulo 14 de la ley 48 y at^lo 6&; de la ,e * 
4055 (Fallos, tomo 67, pág. 275 ! tomo 90, pág. 239; tomo 1 12. 
página 75) . 

Además, se trata en el caso de autos de la aplicación de un 
precepto del Código Penal, que tampoco puede dar lugar al 
mencionado recurso con arreglo al artículo 15 de la ley 48, 

Para terminar observo que, como lo dijo V. E. en un caso 
análogo, aún en el supuesto de que se considerara el Código de 
Procedimientos como una ley de carácter general para la Na- 
ción, no estaría comprendido el recurso en lo dispuesto en el 
art. 22, inc. 2-. del citado Código, desde que el tribunal a qtto. 
estimando que existe un conflicto entre aquel Código y el Penal, 
se ha limitado a declarar de preferente aplicación el segundo 

(Fallos, tomo 114. pág- i45>- 

Por ello, pido a V. E. se sirva no hacer lugar al recurso 

ÍnterpU " t0 Julio Batel 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bm»« Uft*. Abril 4 it 1*16. 

Autos y Vistos: el recurso de hecho por apelación dene- 
gada interpuesto por el representante de don Honorio Gonzá- 
lez contra sentencia de la Cámara de Apelación en lo Criminal y 
Correccional de la Capital en el juicio por calumnias e injurias 
que le sigue el doctor Antonio López Zamora. 

Y Considerando: 
Que la queja por denegación del recurso extraordinario del 
inciso 2°., párrafo t°. artículo 22 del Código de Procedimientos 
en lo criminal concordante con el inciso 1*., artículo 14 de !a 
ley número 48 se funda en que por aplicación del articulo 186 
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del Código Penal se ha denegado al recurrente el pedido de 
sobreseimiento que ha basado en el artículo 595 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, ofreciendo retractación de una 
manera pública de la calumnia c injuria que han dado lugar a 
la acusación. 

Que como lo ha observado esta Corte en casos análogos, 
la legislación procesal o de forma, como la de que se trata, co- 
rresponde a las respectivas legislaturas de provincia, y en lo 
referente al procedimiento de los tribunales ordinarios de la 
Capital al Honorable Congreso, en su carácter de legislatura 
local (artículo 67, incisos 11 y 27 y artículo 104 Constitución). 

Que las disposiciones del Código de Procedimientos en lo 
Criminal sancionado por la ley número 2372 de 4 de Octubre 
de 1888 aunque extensivas al fuero federal, son de carácter 
simplemente local en cuanto determinan el procedimiento de 
los tribunales ordinarios de la Capital, para los cuales fueron 
dictadas por et Congreso en el carácter que le atribuye el inciso 
27, articulo 67 de la Constitución. 

Que, por consiguiente, la interpretación de esas disposicio- 
nes, dada para los tribunales ordinarios de la Capital, no im- 
porta la de una ley de carácter general, y por lo mismo no 
autoriza el recurso extraordinario previsto por et artículo 22 
del citado Código y 14 de la ley número 48, con el objeto de 
garantir la supremacía de la autoridad y prescripciones del 
orden federal consagrada por el artículo 31 de la Constitución 
(Fallos, tomo 104. página 439). 

Que en cuanto a la interpretación y aplicación del artículo 
186 del Código Penal, están fuera del alcance del recurso inter- 
puesto con arreglo a lo establecido en el articulo 15 de la ley 
número 48. 

Por ello, de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General, se declara bien denegado el recurso, 
Reouesto el papel, archívese y devuélvanse los autos principa- 
les con testimonio de la presente. 

A. Bermejo. — Nicanor C, del 
Solai/ — D. E. Palacio. 
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Don Mauro A. Fernández en autos con don José de Martuw y 
otros sobre substracción de documentos privados y revela- 
ción de secretos. Recurso de hecho. 

Sumario : No procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48 contra una sentencia fundada en la interpretación y 
aplicación de dis|>oskionea del código penal. La inviolabi- 
lidad de los papeles privados que consagra el artículo iS 
de la Constitución ha sido reglamentada, ent e otras, por 
las prescripciones del referido código. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL Sr. TROCURADOR GENERAL 

Bucnoi Airei, Septttnbrt 10 de 1*15, 

Suprema Corte: 
El hecho sobre que versa la querella de que se trata, al si-r , 
especificado por el querellante y al ser considerado por los 
tribunales que en su juzgamiento entendieron, motivó en todo 
caso un debate sobre si constituía o no el delito previsto en los 
artículo 173 y 175 del Código Penal, que es lo que unicameute 
ha tomado en consideración la sentencia apelada y la que ésta 
confirma: esto es, solo han sido materia de la presente causa 
debates sobre disposiciones de derecho común, que están ex- 
cluidas <K1 recurso extraordinario, con arreglo a lo prescriptü 
en el artículo 15 de la ley 48 (Tomo 119, pág. 154: tomo 120. 
[ agina 259'), 

Por lo demás, la tacha de inconstitucionalídad que formula 
el recurrente es extemporánea, como que la deduce al ihte4$0" 
ncr el recurso extraordinario, pretendiendo que el hecho acu- 
bado es violatorio del artículo 18 de la Constitución Nacional, 
con lo que se daría at proeeso una ampliación ulterior en ciiantr» 
a la aplicación de preceptos e invocación de principios, mien- 
tras que con los que te son propios había quedado definitiva- 
mente juzgado. 

Por lo expuesto y jurisprudencia invocaila pido a V. K, se 
sirva declarar bien denegado el recurso deducido. 

Julio Bote!. 
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pallo di: la corte suprema 

Btienot Aitti, Abilt 6 dt r 16. 

Autos y Vistos: vi recurso tic hecho por apelación dene- 
gada interpuesto por don Mauro A. Fernández contra sentencia 
de la Cámara tle Apelaciones cu lo Criminal y Correccional de 
la Capital en la causa segtiida contra José tle Martino y otros 
sobre substracción de documentos privados y revelación de 
secretos y 

Considerando : 

Que como consta en los autos remitidos por via dv informe 
(fojas 12 y 238) el recurrente en su querella reclamó la apli- 
cación de los artículos 173 y 175 del Código Penal y la sentencia 
apelada se funda precisamente en la interpretación y aplicación 
de esas prescripciones y sus correlativas del mismo Código. 

ijue la inviolabilidad de Ins papeles privados consagrada en 
el artículo 18 de la Constitución que también se cita en la que- 
rella, lia sido reglamentada entre otras, por las prescripciones 
del Código Penal en que se liasa la sentencia y que no han sido 
tm pugnadas en la causa como violatorias de aquélla, habiendo 
invocado el mismo querellante como lo expresa a fojas 14 "la 
Constitución y la ley penal en vigencia' 1 . 

Que con arreglo a) artículo 15 de la ley de jurisdicción y 
competencia número 48 y lo reiteradamente resuelto por esta 
Corte, esas decisiones fundadas en el derecho común, son ajenas 
al recurso extraordinario interpuesto. 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el Señor Pro- 
curador General, se declara bien denegado c] recurso. Repuesto 
el panel, archívese, y devuélvanse los autos remitidos por vía 
de informe con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — D. Palacio. — 
J. Figueroa Alcorta. 




Otto Franke y Cía. contra la Empresa de Muelles y Depósitos 
de !a,s Catalinas, por daños y perjuicios; sobre competencia. 

Sumario: Corresponde a la justicia federal por razón de la 
materia, el conocimiento de una demanda deducida contra 
la empresa de Muelles y Depósitos de las Catalinas, por 
daños y perjuicios que se dicen procedentes del incumpli- 
miento de tul contrato de depósito. (Se trataría de ta apli- 
cación de las Ordenanzas de Aduana). 

t 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

AUTO DEL JUEZ PE COMERCIO 

Bueaoi Altet, S*pllt»brt 29 dt IV». 

Y Vistos: para resolver la excepción de incompetencia de 
jurisdicción opuesta por el demandado a fojas 14. 

Y Considerando: 

Que las Ordenanzas de Aduana disponen sobre los depósi- 
tos particulares de Aduana, para cuyo objeto se ba constituido 
The Catalinas Warehouses and Mole Company Limited, j>or lia 
que se hacen aplicables las prescripciones respectivas contenidas 
en los artículos 269. 270, 273. 299. 3 00 * 3 o1 - 3"* 3*3. 3 6 4 a 
308 etc., de las ordenanzas indicadas. 

Que correspondiendo el conocimiento de los asímtos de 
Aduana a la Justicia Fcderal.'ésta es la competente para enten- 
der en el presente juicio, que como resulta de la demanda se 
trata de una cuestión de "depósito Aduanero'*, regido por las 
ordenanzas de Aduana, que es ley nacional y por lo tanto en- 
cuadra en la ley 48 del año 1863. 

Por esto y atento lo dictaminado por el Señor Agente 
Fiscal, se hace lugar a la excepción de incompetencia de juris- 
dicción de fojas 14 y en consecuencia el infrascripto se inhibe 
de seguir entendiendo en este juicio, y debiendo pasar los autos 
al señor Juez de lo Federal que corresponda en orden de turno 
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regulándose los honorarios del doctor Orina en doscientos pesos 
y las del aiwderado Borré en setenta j>esos moneda nacional. 
Ré£ la foja. — Félix Martín y Herrera, — Ante mi : A. N. 
Xhtticnco. 

ALTO DE LA CAMARA DI-I COMERCIO DE LA CAPITAL 

Buut«a Alrti, Noviembre « ét 1915. 

Y Vistos: 

Considerando: Que la demanda deducida persigue la in- 
demnización de daños y perjuicios que el actor atribuye a accio- 
nes n omisiones de una empresa particular de depósitos, daño? 
y perjuicios que no constituyen tin punto regido por las Orde- 
nanzas de Aduana especialmente y en Ja extensión requerida 
j>ara que su conocimiento sea privativo de ta jurisdicción fede- 
ral ( Fallos de la Suprema Corle de Justicia, Tomo 96. página 
349) y une no pueden afectar los intereses fiscales (Ordenan- 
zas, articulo 299). 

Por elto y de conformidad con la doctrina que informa et 
auto de este tribunal, registrado en el tomo 5 ., página 18 de 
la Recopilación, se revoca el auto apelado, con costas (artículo 
24. ley 4128). Repóngase el sello y devuélvanse. — Castillo. — 
Mhidea. — Cramvetl. — Ante mí: Alfredo Fox, ' 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Suenas Air*», Abril 6 U 1*16. 

Y Vistos: 

Los seguidos por los señores Otto Frankc y Cia, contra 
la Kinpresa de Muelles y Depósitos de las Catalinas, por daños 
y perjuicios que se dicen procedentes del incumplimiento de un 
contrato de depósito, venido en apelación de sentencia de la 
Cámara de Comercio de la Capital. 

Y Considerando ; 

Que la demanda tiene por origen un de|>ósito de carácter 
aduanero, pues 110 obstante ser una empresa particular, el de- 
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positario, éste se halla en tal carácter equiparado al f ¡sen. según 
lo tiene declarado esta Corte en casos análogos (Fallos, tomo 

51 , página 75 y otros). 

Que para resolver el litigio deben aplicarse las ordenanza* 
de aduana, que son Ins que establecen las indemnizaciones qut 
corresponden, determinan los casos en que deben hacerse efec- 
tivas y fijan 1as reglas a seguir i*ra su estimación i Ordenanzas 
de Aduana, artículos 287. 288 y 289"!. 

Que los asuntos referentes a las Aduanas de la República 
así como los que conciernen a los depósitos particulares que han 
sido equiparados a los de aquéllas, corresponden al fuero fede- 
ral por razón de la materia Helios, lomo 79, págs. 300 y 401*1. 

Por t-stos fundamentos, y oído el señor Procurador Gem- 
ía!, se refroca el auto apelado de fojas 32 declarándose, en con- 
scatencia. que el conocimiento de la presente causa corresponde 
a la justicia federal Notifíquese origina! y devuélvase, debiendo 
reponer los sellos aníc el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlGb'EROA AlXORTA. 



Don Francisco Anelio. contra lo provincia de Santa Fe. por 
dallos y perjuicios: sobre competencia 

Sumario : VA ejercicio de un derecbo ante autoridades judiciales 
¿te jurisdicción concurrente, ya sea demandando, ya sea con- 
testando, sin oponer excepción de incompetencia, importa 
renunciar al fuero de excepción en que habría podido am- 
pai irse aquél en cuyo l»enef¡cio se ha establecido. Suhs- 
tar ;iado un litigio ante los tribunales de una provincia no 
p- ede ser traído después a conocimiento de la Corte Su- 
prema, sino en los casos, especificados en el art. 14, de 
la ley 48. 
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Cojo : Lo explican las piezas siguientes : 

É 

DICTAMEN OEU Sr. PROCURADOR GENERAL 

Butoet Airci, Julia I dt 191». 

Suprema Corte : 

Los antecedentes agregarlos durante la estación de prueba, 
han comprobado un hecho que no aparecía en autos citando se 
produjo el dictamen de fojas 34. por lo que debo hacer mérito 
de esc hecho t a objeto de fundar mi opinión acerca de la com- 
petencia de V. lí. para conocer del presente juicio. 

Se ha justificado qtte el actor ocurrió anteriormente a 
ejercitar los mismos derechos que invoca en este litigio al juez 
do lo civil de la ciudad de Santa Fe, quien se declaró incom- 
. |x tente, siendo su resolución confirmada por el Tribunal de 
Apelaciones, por tratarse de un juicio contencioso administra- 
tivo. La sola circunstancia de haber el demandante ocurrido 
; nte los tribunales locales de la Provincia de Santa Fe. some- 
tiendo a su decisión la acción que intentaba, implica de acuerdo 
con lo proscripto en el articulo 12, inc. 4°. de la ley 48, la re- 
nuncia al fuero federal, prorrogando la jurisdicción de los tribu- 
nales ordinarios, en caso de que le hubiera correspondido aquel 
privilegio por razón de su nacionalidad (tomo 33. pág. 285; 
tomo 112. pág. 203: tomo 118, pág. 308; tomo 120. pag. 75 I. 

Además, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 14 de 
!a ley 48, tina vez radicado im juicio ante los tribunales de 
provincia será sentenciado y fenecido en la jurisdicción pro- 
\ incial. por lo que no es posible en el presente caso recurrir a la 
jurisdicción originaria de V. E, una vez que han entendido los 
tribunales provinciales de la acción instaurada. 

Cabe agregar que el auto que establece que corresponde 
una jurisdicción especial para entender en la demanda instau- 
rada, importa solo ta decisión de un punto de competencia den- 
tro de la organización administrativa y judicial local, sin exten- 
derse a la jurisdicción prevista en el inciso 2 ., art. 2*. de la 
ley 48, con arreglo a los artículos 12 y 14 de la misma ley. V. E. 
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ha resuelto en el fallo registrado en el tomo 120, página 75 ya 
citado, reproduciendo jurisprudencia anterior, que, entablada 
una causa ante determinados tribunales provinciales, la juris- 
dicción concurrente de éstos, en general se entiende prorrogada, 
aunque se hayan considerado incompetentes por considerarla 
de carácter administrativo o del fuero fie otros tribunales de ca- 
rácter local, o se declare nulo lo actuado. 

Por lo expuesto y jurisprudencia invocada, pido a V. K. se 
sirva declarar su incompetencia para conocer en la presente de- 
manda. 

Julio RoicL 

FAt.LO DE LA COHTR SUPREMA 

Buenas Áiít* t Abfil B d« 1*16. 

Y vistos : Los seguidos ¡mr don Francisco Ancllo contra la 
Provincia de Santa Fe, por daños y perjuicios, de los que re- 
sulta : 

Que a fojas 5 y con los documentos habilitantes del caso, 
íc presenta ante esta Corte don Alfredo M. Üaray en repre- 
sentación de don Francisco Ancllo, cesionario de don Amo 
Pfaffer. y expone: Que el gobierno de la Provincia demandada 
licitó la construcción de un edificio para la jefatura Política y 
Cuerpo de Bomberos de la Ciudad de Rosario, a fines de 1909. 

Que el señor Pfaf fer concurrió a la licitación, y después de 
los trámites de práctica, el Gobierno de aquella Provincia dictó 
un decreto, en 3 de Febrero de n;io, aceptando esa propuesta 
por considerarla la más ventajosa de las presentadas. 

Que en cumplimiento de un cláusula del pliego de condi- 
ciones que había servido de base a la licitación, el contrato de- 
finitivo debía firmarse dentro de los quince dias de aceptada la 
propuesta, y que al presentarse el actor en Febrero 17 de 1910 
a subscribir la correspondiente escritura pública, le fué informa- 
do por el Tvscribano de Gobierno que esa escritura no había si- 
do extendida, circunstancia que hizo constar en un certificado 
que requirió a! efecto del citado funcionario. 
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Que instó at Gobierno de Santa Fe por medio de apodera- 
do para que formalizara el contrato suscribiendo la escritura co- 
rres] K>n diente, y aquél, por razones de diverso orden, concertó 
aplacamientos reiterados, obligando al actor a deducir la refe- 
rida acción judicial. 

Que algunos días después de iniciado dicho juicio, el Go 
, bienio de la Provincia dictó un decreto postergando para otra 
oportunidad la construcción del edificio, y dejó sin efecto la ad- 
judicación de la obra verificada en la licitación <ie que se ha he- 
cho mérito. 

Que al comparecer a juicio la demandada opuso la excep- 
ción de incompetencia, a la acción deducida, que se tramitaba 
ante la justicia local, y que esa defensa prosperó, quedando fir- 
me por sentencia del Superior Tribunal de Santa Fe. 

Que razones de orden político impidieron fuese renovada 
la demanda, pero regularizada la situación y el funcionamiento 
de los poderes locales, era llegada la oportunidad de reprodu- 
ciria ante esta Corte, 

Que por su sola voluntad, el Poder Ejecutivo de Santa Fe 
no ha podido dejar sin efecto la adjudicación hecha a favor del 
señor Pfaffer, pues la aceptación de la propuesta presentada 
por éste, y la adjudicación subsiguiente, ha creado una relación 
de derecho que solamente podría destruirse por el desistimiento 
del Gobierno de ejecutar la obra, de acuerdo con el artículo 17 
de Ta ley de obras públicas de la Nación, vigente en provincia de 
Santa Fe. 

Que el decreto del Poder F.jecutivo postergando la cons- 
tnieeión del edificio para otra oportunidad, no importa el de- 
sistimiento legalmente requerido, pues la obra estaba ordenada 
por ley vigente de la Legislatura que es la única habilitada para 
desistir de la construcción o |>ostcrgar1a, no obstante lo cual, la 
Provincia se niega a cumplir las obligaciones que le incumben, 
incurriendo en las responsabilidades que establecen, los artícu- 
los 51 1, 512. 519, 520 y concordantes del Código Civil. 

Que teniendo en cuenta la importancia de la obra y los com- 
promisos contraídos para su ejecución, la inmovilización del 
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fuerte capital necesario para realizarla y el margen de utilidad 
tiientc en trabajos de esta clase, el señor Pfaf fer apreció 
.„ ...juicios sufridos en cuatrocientos cincuenta mil pesos, re- 
mitiéndose en todo caso, al que fijaran peritos c» oportunidad, 
estimación que mantiene el cesionario del señor Pfaf fer, i«>r 
todo lo cual pide se condene a la Provincia de Santa Fe a abo- 
nar al actor la suma indicada como indemnización de daños y 
perjuicios, o la que fijen arbitros. 

Que a fojas 8 vuelta esta Corte dispuso que se justifique 
su jurisdicción originaria, y el actor produjo la información su- 
maria de fojas 16 vta. en cuya virtud se dió por acreditada en 
cuanto hubiere lugar por derecho (fojas 20) y se corrió trasla- 
do de la demanda a la Provincia de Santa Fe. 

Que a fojas 31 contesta la demanda el representante de la 
Provincia y manifiesta que la acción es improcedente porque el 
caso de que st trata es por su naturaleza uíi caso contcncioso- 
administrulivo que está sujeto a la jurisdicción y leyes procesa- 
les de la Provincia de Santa Fe, jurisdicción y leyes que el ac- 
tor intenta eludir porque su cedente incurrió en errores funda- 
mentales de trámite al gestionar judicialmente los derechos in- 
vocados. 

Que la propuesta del señor Amo Pfaf fer para construir el 
edificio de Policía y Bomberos de la Ciudad del Rosario, 110 
obstante haber sido reconocida como ventajosa, se anuló por ha- 
berse postergado la ejecución de esa obra en razón de que por 
la ley número 1640 se ordenó el retiro de los títulos de edifica- 
ción escolar y edificación pública emitidos por leyes anteriores 
y destinados exclusivamente a los fine» que su denominación 

expresa. ¿ 

Que las disposiciones de la ley de referencia, al dejar siti 
efecto las que autorizaban la emisión de títulos, modificó las 
condiciones de pago, haciendo imposible abonar las obras en la 
forma establecida en la licitación, siendo esta consideración y 
otras que consultaban las exigencias públicas del momento, lo 
que decidió ni Poder Ejecutivo a hacer uso de la facultad que 
le confiere la ley de obras públicas, de suspender total ti parcial- 
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mente toda construcción, aún después de contrata di y en vía de 
ejecución. 

Que aplazada así !n construcción de la obra aludida, el se- 
ñor Pfaffer creyéndose perjudicado, dedujo acción sobre cura- 
plthatentp de contrato jK>r ante el juez de la. Instancia en la 
Ciudad de Santa Fe, a cuya acción el gobierno demandado opu- 
so la e acepción de incompetencia de jurisdicción, en virtud de 
que el artículo 1247 del Código de Procedimientos de la Provin- 
cia establece que "toda persona que se crea damnificada en 
asunto enntencioso-administrativo. podrá ocurrir al Superior 
Tribunal en resguardó de sus derechos". 

One el actor pretende eludir las leyes y la jurisdicción de 
las autoridades de la Provincia, y que la instancia federal es 
incompetente para juzgar de la validez de las leyes provinciales 
y de los procedimientos de los funcionario encargados de su 
cumplimiento, y en consecuencia está fuera fie la jurisdicción de 
este tribunal la potestad de juzgar si el Poder Ejecutivo de la 
Provincia de Santa Fe al anular la propuesta Pfaffer, ha inva- 
dido o no funciones privativas de la Legislatura, citándose en 
apoyo de estas manifestaciones los fallos de esta Corte, tomo 7, 
Rg. 375 y 9> Pgs. 219 y 225, 

Que estando establecida en el artículo o,r inciso 2", ele la 
Constitución de la Provincia, la atribución del Poder Ejecutivo 
de conocer originariamente y resolver en las causas contencioso- 
administrativas, con los recursos que la ley determina para ante 
el Superior Tribunal de la Provincia, corresponde que esta Cor- 
te se declare incompetente para entender en el sub lite, agre- 
gando, además, que la indemnización de perju icios que se recla- 
man no podrá nunca justificarse, y pide, en consecuencia, que 
por las razones indicadas, se rechace con costas la demanda. 

Que pasados los autos a dictamen del señor Procurador Ge- 
neral ffs. 33). éste se expide manifestando que la competencia 
originaria de esta Corte está suficientemente acreditada con 
arreglo al artículo ioi de la Constitución y artículo 1 • inc. 1," 
de la ley 48, no obstante lo cual, y atentas las circunstancias ex- 
puestas en la contestación de la demanda, difiere su dictamen 
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definitivo para después de agregadas por las partes las proban- 
zas del caso. 

Que a íojas 35 vta., se recibió la causa a prueba, y las par- 
tes han producido las cjue se indica en el certificado de fojas 
167, después de lo cual las partes afianzan sus respectivos de- 
rechas presentando los alegatos de fojas 171 a fs. 178, y previo 
dictamen del señor Procurador C.eneral ( fs. 76), se llamó autos 
para definitiva. 

Y considerando : 

Que está suficientemente probado que con anterioridad a 
la iniciación de este juicio el actor se presentó al Juez en lo Ci- 
vil de la Ciudad de Santa Fe a ejercitar los mismos derechos 
que aquí se invocan, y que aquella causa concluyó por sentencia 
ejecutoriada del Superior Tribunal de la Provincia de Santa Fe, 
confirmatoria de la decisión en que* el juez de I? Instancia se 
declaró incompetente para entender en el litigio, dado su carác- 
ter de contencioso-administrativo. fundando su incompetencia 
en prescripciones de la Constitución y ley de procedimientos lo- 
cales. 

Que en la decisión de referencia se ha precisado con clari- 
dad cual t*s el punto de competencia (pie resuelve, en cuanto se 
declara, en io substancia!, que no procede la demanda ante los 
tribunales inferiores cuando ta materia cae bajo la jurisdicción 
de lo contencioso-administrativo, que tiene determinado por la 
ley una jurisdicción especial. 

Que como consecuencia de lo expuesto, resulta que la sen- 
tencia del Siqjerinr Tribunal de Santa Fe ha resuelto un punto 
de competencia dentro de la organización administrativa y ju- 
dicial de la Provincia, extraña a las cuestiones de competencia 
federal sobre que legisla la ley número 48 (Fallos, tomo 120, 
página 74 >. 

Que los antecedentes relacionados demuestran que se subs- 
tanció ante los tribunales de la Provincia el mismo litigio trai- 
llo interiormente a conocimiento de esta Corte, y la circuns- 
tancia de ejercitar un derecho ante autoridades judiciales de jtt- 
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risdiceión concurrente, ya sea demandando, ya sea contostando 
sin oponer ta excepción de incompeetneta, importa renunciar al 
fuero de excepción en que habría podido ampararse aquél en 
cuyo beneficio se lia establecido. 

Que prorrogada por el actor la jurisdicción, la causa debe 
substanciarse y decidirse por los tribunales provinciales, sin 
que pueda ser traida por recurso alguno a la jurisdicción na- 
cional, salvo los casos especificados en el articulo 14 de la ley 
48, según se expresa claramente en el artículo 12 inciso 4. de 
la ley citada, y lo reiteradamente resuelto por esta Corte (Fa- 
llos, to'iio 57, |«'igma 382 y otros). 

Que según lo expresamente dispuesto en el artículo 14 de 
la ley 48 "una vez radicado un juicio ante los tribunales de pro- 
vincia, será sentenciado y fenecido ante la jurisdicción provin- 
cial" y de consiguiente la reparación de los derechos que se con- 
sideran afectados debe gestionarse por los medios establecidos 
al efecto por las leyes locales, salvo los precitados casos pre- 
vistos por la ley de jurisdicción y competencia. 

Por ello, y atento lo dictaminado por el Señor Procurador 
General, se declara que esta Corte es incompetente para cono- 
cer de la presente demanda. Las costas se abonarán en el orden 
causado dada la naturaleza de la cuestión resuelta. Notifiquese 
original y repuesto el papel, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — D. E. Palacio. — 
J. Figueroa Alcorta. 



Direzionc Generales dellc Prkatirc del Retino di taita, en autos 
con Jorye Üurao, sobre imitación de marca. Recurso de hecho 

Sumario : 1." No procede el recurso extraordinario del art. 14, 
ley 48, contra una sentencia de la Cámara Federal dictada 
en un juicio sobre imitación de marca, cuyo fundamento es 
una cuestión de hecho y de prueba. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



a. c No procede el recurso de reconsideración de un fallo 
de la Corte Suprema. 
Caso : Resulta del siguiente : 

FALUJ DE LA CORTE SUPREMA 

Biií no» Alie*, Abril H de 1916. 

Autos y vistos, considerando: 

Que la apelación denegada se basa en que la sentencia de 
la Cámara de Apelaciones en lo Federal se funda en que Duran 
ha usado una marca registrada por don Pedro Trías y que en- 
tretanto la demanda no se funda únicamente en que Trías huya 
falsificado las marcas cuyos números indica sino también otras 
no registradas por nadie a no ser por su mandante. 

One tal fundamento como cuestión de hecho y de prueba no 
puede motivar el recurso extraordinario del artículo 14 ley 48. 
cu el que no se encuentra comprendido el de nulidad según lo 
reiteradamente resuelto. 

Que a ello se agrega que en la queja presentada ante esta 
Corle\ampoeo se ba hecho constar qué artículo de ley especial, 
constitución o tratado le ha concedido un derecho que la senten- 
cia hubiera desconocido f artículo 15 ley 48). 

One carece de aplicación en el presente, el caso que se cita 
registrado en él tomo lio, página s de los fallos de esta Corte. 

Por ello no se hace lugar a la queja que se deduce y archí- 
vese reponiéndose el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. PAUcro. — 

J t FlCUEROA AlCORTA. 



Solicitada reconsideración por la recurrente, el tribunal die- 

ó la siguiente : 

Bueoot Alnt , Abril 15 dt 1916. 

Por los fundamentos de la resolución de fojas 3 X conside- 
rando además que en ella se reproduce los hechos en los mismos 
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términos en qtic fueron consignados por el recurrente, a lo que. 
se agrega la improcedencia del recurso de reconsideración, con 
arreglo al artículo 10 de la ley N°. 27, no se hace lugar a lo so- 
licitado y estése a lo resuelto a fojas 3- 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio.— 
1. Ficleroa A [.CORTA, 



Don Ricarda Henckel. en autos con la Municipalidad df la Ca 
pitai sobre expropiación. Recurso de hecho 

Sumario : La interpretación y aplicación de la ley orgánica de la. 
municipalidad de la capital, por su carácter local, son extra 
ñas al recurso extraordinario previsto en el articulo qo iW 
la ley de organización de ios tribunales, y 14 de la N°. 48. 
En la misma condición se encuentra la ley nacional de ex- 
propiación. N d . 189. como incorporada a la de 4 de Noviem- 
bre de 1884, de expropiaciones en la capital. 

Cuso 1 Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL ST. PROCURADOR GENERAL 

Bvtoat Alna, Octubre 2S «■ HtC 

Suprema Corte: 

El recurso que se ¡rao a conocimiento de V. E. no es pro- 
cedente, cu razón de que no encuadra dentro de los términos del 
art f* de b ley 4055 y su correlativo el 14 de la lev 48. 

La sentencia recurrida no puede dar base al recurso ex- 
traordinario pues que se deja a salvo al demandante ejercitar 
las acciones que le competan y en la forma que corresponde. 
\*o contiene, además, ningún pronunciamiento que contraríe un 
un derecho fundad» • en ley nacional ni en cláusula alguna de la 
Constitución, ya que se Umita a declarar improcedente la acción 
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instaurada con la salvedad ya referida en favor del actor, i»r 
cuya razón no se ha considerado ninguna cuestión acerca de. la 
ley de expropiación en que se funda la demanda promovida, ni 
tampoco respecto del artículo 17 de la Constitución, invocado 
por el recurrente al pretender que dicha cláusula ampara sus 
gestiones. Hl tribunal que conoció en primera instancia de la de- 
manda así como el de apelación estimaron que no estaba dentro 
de la órbita de sus facultades entender en las cuestiones promo- 
vidas por el demandante, reputando, en efecto, que tal decisión 
la determinan los preceptos de la Constitución Nacional, relati- 
vas a la expropiación, la legislación sobre la materia, la organi- 
zación judicial del país, la distribución e independencia de los 
poderes y las mismas normas del derecho administrativo que se 
consideran no han sido observadas en el caso sub jitdice, faltan- 
do el requisito de entablar con anterioridad a la demanda ante 
los tribunales una reclamación contencioso-administrativa por 
!a vía correspondiente. 

Los fundamentos de los conceptos expresados, son los que 
determinaron el rechazo de plano de la demanda interpuesta, por 
lo cual no hubo lugar a que se entrase a considerar cuestione* 
sobre las cláusulas que prevé el recordado art. 14 y a que, a mé- 
rito de las mismas se dictara una decisión contraria al derecho 
fundado en alguna de esas cláusulas. 

Étl atención a lo expuesto y jurisprudencia de V. E. (To- 
mo 114. pág. 209; tomo 120, pág. 302; tomo 121, págs. 435 >' 
459), pido a V. Bi se sirva no hacer lugar al presente recurso, 



FALLO DE LA CORTÉ SUPREMA 

Bicho* Afftt, Abril 15 4t mñ 

Autos y Vistos : el recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por don Ricardo Hcnckel de sentencia de la Cámara 
Primera de Apelación en lo Civil de la Capital en la causa se- 
guida contra la Municipalidad de la misma sobre expropiación y 
Considerando : 



Julio Botei. 



1 
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Que como consta en los autos remitidos por vía de infor- 
mes fa sentencia .apelada confirma la del inferior en cuanto 
rechaza la demanda de Henckel contra la Municipalidad por 
expropiación, sítt perjuicio de que intente las acciones que pue- 
dan corresponderle. 

Que esa decisión se funda en que la ley orgánica municipal 
atrihuye al Concejo Deliberante la facultad de decretar la aper- 
tura y el ensanche de las calles del municipio y en la circunstan- 
cia de que este no se ha pronunciado en definitiva respecto a la 
forma en que se prolongará la calle Humbold, de tal suerte, 
se expresa, que por el momento no es posible determinar si la 
propiedad del actor quedará o no afectada y si. por consiguien- 
te, quedará o no convertida en caite pública. 

Que la interpretación y aplicación de la ley orgánica mu- 
nicipal, por su carácter local, son extrañas al recurso extraordi- 
nario que se ha interpuesto, o sea, el previsto en el articulo 90 
de la ley de organización de los tribunales y 14 de la de 14 
de Septiembre de 1863 (Fallos, tomo 48» página 71). 

Que en la misma condición de la ley orgánica municipal se 
encuentra ta ley número 189 cuyos artículos 4 y 5 se invocan 
para fundar la queja deducida, puesto que, incorporada esa 
ley a la de 4 de Noviembre de 1884 de expropiaciones en 1a 
Capital, ella reviste, en el caso, el mismo carácter local de aqué- 
lla y queda fuera del recurso extraordinario interpuesto y dene- 
gado (Fallos, tomo 121, página 409). 

Que están igualmente fuera del alcance del mencionado 
recurso los puntos de hecho y apreciación de la prueba de los 
mismos con arreglo a lo reiteradamente resuelto ( Fallos, tomo 
48, página 480 ; tomo 97. página 403 ; tomo 1 13. página 89 ; tomo 
1 18, página 236 y otros), 

Que las conclusiones de hecho a que se hace referencia en 
el considerando 2°. dejan fuera de cuestión la garantía del 
articulo 17 de la Constitución sobre inviolabilidad de la pro- 
piedad reduciéndose el alcance de la resolución de la causa a 
una cuestión dtf forma o meramente procesal. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo dictami- 
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nado por el Señor Procurador Genera!, se declara bien dene- 
gado el recurso y repuesto el papel archívele. Devuélvanse lo* 
! autos principies con testimonio de la presente. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solas. — D, E. Palacio.— 
J. Kicueroa Alcorta, 



Don Julio Sunches Viamontc, en autos con el doctor Emilio 
Giustinian, sobre falsedad. Recurso de hecho 

Sumario : i'\ No procede el recurso extraordinario del artículo 
14, ley 48 contra una resolución de la Suprema Corte de 
la provincia de Buenos Aires que se limita á declarar que 
110 corresponde a los tribunales ordinarios ele la misma sino 
al jurado de magistrados, el conocimiento de una cansa 
contra un asesor de menores, y que ese punto no se en- 
cuentra regido por la Constitución ni por las leyes tic la 
Xación, La Corte Suprema de la Nación no puede rever 
las decisiones de la de la provincia respecto a su propia 
competencia y la de sus respectivos jueces determinada en 
la Constitución y leyes locales. 

2 o . La igualdad que consagra el art. 16 de la Constitu- 
ción Nacional no es otra cosa que el derecho a que no se 
establezcan excepciones o privilegios que excluyan a los 
tinos de lo que se concede a otros en ¡guales circunstancias. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Bmh Alrta, Septiembre^ de 1015- 

Suprema Corte: 

De acuerdo con la jurisprudencia establecida por Y. K. en 
reiterados casos ( Fallos, tomo 114, fiág. ló: tomo 116, pág. 158; 
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tomo iiS, pág. 338 )» no hay lugar al recurso extraordinario 
proscripto por los arts. 14 de la ley 48 y 6 de la ley 4055, contra 
las sentencias dictadas por la Suprema Corte de ta Provincia ie 
Buenos Aires, por cuanto este tribuna] no es en el orden local 
el tribunal de última instancia a que se refieren los citados 
artículos, en razón de que, como lo ha decidido en este y en 
muchos otros casos anteriores, no le incumbe decidir las cues- 
tiones que se susciten acerca de la inteligencia o aplicación de 
la Constitución Nacional y leyes de carácter federal, qu° for- 
man la materia propia cid recurso extraordinario de apelación. 

Con arreglo a lo anterior, la sentencia dictada en este 
juicio por la Suprema Corte Provincial, se limita a jtizgnr el 
caso planteado a través de los preceptos |>ertinentes de la Cons- 
titución y leyes de la Provincia, — a mérito de las cuales ha 
dado su fallo, — sin aludir a las cláusulas de la Constitución 
Nacional, en que concurrentemente se habían fundado tos de- 
rechos invocados en la querella. 

Por consiguiente, no existiendo en la sentencia afielada 
una decisión referente a la validez o inteligencia de una cláu- 
sula de la Constitución Nacional, ley o tratado del Congreso, 
no r* procedente el recurso extraordinario deducido, y pido a 
V. E. se sirva asi declararlo. 

Julio Bútct. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BufMt Airct, Abril 29 M I9W. 

'Autos y Vistos: el recurso de hecho por apelación dene- 
gada interpuesto por el doctor Julio Sánchez Viamonte contra 
sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de 
Buenos Aires en la causa promovida contra el Asesor de Me- 
nores doctor Emilio (üustinian por el delito de falsedad. 

Y considerando: 

Que consta en los autos remitidos por vía de informe, el 
recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley na- 
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cional de 14 de Septiembre «le 18^3 se ha fundádo en que. 
según el apelante, lia sido desconocida la garantía de la igualdad 
ante la ley que consagra el artículo 16 de la Constitución en 
razón de que "por las sentencias que se han dictado y que V. F,. 
(la Suprema Corte de la Provincia) confirma, se decide que 
c! acusado doctor Emilio Ginstinian no puede ser juzgado por 
la justicia ordinaria mientras el Juri. de Enjuiciamiento de 
magistrados no lo declare culpable". 

Que como lo hace constar la Corte de ta Provincia al 
denegar et recurso que motiva la presente queja, "la sentencia 
final dictada en esta causa se limita a mantener la decisión 
por ta cual se declara que no corresponde a los tribunales ordi- 
narios sino al jurado de magistrados conocer directamente en 
la acusación promovida por el doctor Julio Sánchez Viamontc 
contra et Asesor de Menores doctor Oiustinian |»or delitos que 
se dicen cometidos en el ejercicio de sus funciones", agre- 
gando que ese punto relativo a la jurisdicción de sus tribunales 
no se encuentra regido por la Constitución ni por las leyes de 
la Nación. 

Que en efecto, como lo ha declarado este Corte en repeti- 
dos casos, no le es dado rever las decisiones de la de la Provincia 
respecto a su propia competencia y la de sus respetivos jueces 
('¿terminada en la Constitución y leyes locales (Fallos, tomo 
86, página 324; tomo 114. página 16; tomo 116. página 138). 

Que la discusión de la causa ha versado sobre la inteli- 
gencia de los artículos 193 y 199 de la Constitución de la 
Provincia respecto a la organización del jurado que debe cono- 
cer y resolver en las acusaciones contra los funcionarios que 
intervienen en tos juicios y si clla.crea o no dos jurados inde- 
pendientes, uno para jueces y otro para asesore* y fiscales por 
motivos y con propósitos distintos, todo lo que es ajeno al 
recurso extraordinario interpuesto con arreglo a lo establecido 
en el artículo 105 de la Constitución, 14 y 15 de la ley nacional 
de jurisdicción y competencia y la jurisprudencia uniforme de 
esta Corte (Fallos, tomo 92, página 219; 94, página 363; 120, 
página 2iñ y otros). 
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Que la organización de los tribunales que deben asegurar 
la administración de justicia, la determinación de la compe- 
tencia y procedimientos de los mismos, ya sean ordinarios o 
jurados es de incumbencia de las provincias, en el orden local, 
con arreglo a lo dispuesto en ios arts. 5, 67, inc. 11, 104 y 105 
de la Constitución. 

Que además puede agregarse que el sometimiento de las 
acusaciones contra asesores de menores o jueces al conoci- 
miento y decisión de un jurado, no puede decirse que sea vio- 
latorio del principio de igualdad ante la ley que consagra 
articulo ifi de la Constitución, pues que P como lo ha hecho cons- 
tar esta Corte, esa garantía no es otra cosa que el derecho a 
que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan 
a unos de lo que se concede a otros en iguales circunstancias, 
de donde se sigue que la verdadera igualdad consiste en aplicar 
la ley en los casos ocurrentes según las diferencias constitutivas 
de ettos y que cualquiera otra inteligencia o acepción de est¿ 
derecho es contraria a su propia naturaleza y al interés social 
(Fallos, tomo 16, página 118). 

Por estos fundamentos y lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, no se hace lugar a la queja deducida y 
repuesto el papel archívese. Devuélvanse tos autos remitidos 
j>or vía de informe con testimonio de esta resolución. 

■ 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. K. Palacio. — 

J. FlGUEROA AtXORTA. 



Don Santiago Barreiro interpone recurso de "babeas cor, 
en favor de su hermano Héctor 



Sumario : No corresponde a la jurisdicción originaría de la 
Corte Suprema el conocimiento de primer*, instancia de 
los casos de hobeas corpus. 




FALLO DE LA CORTE SUPREMA < ! > 

Butnot Aire», Atar» 29 4t 19:6. 

No corrcs|x>ndicn<k> n la jurisdicción originaria de esta 
Corte determinada en el Artículo ioi de la Constitución el 
conocimiento en primera instancia tic los casos tic habeas Cor- 
pus con arreglo a lo reiteradamente resuelto, hágase saber al 
interesado epte debe ocurrir ante el juez de la causa (artículo 
618, Código de Procedimientos en lo Criminal; Fallos, tomo 
32. página 120; 40. página 386; 62, página 239; 88. página 44- 
y otros). Notifimiesc al doctor don Manuel Mora y Araiijo 
como se solicita. 

A. Bermejo. — Nicanor C. i»rt. 
Solar. — D. E. Palacio. — 
T. Fi cuero a Alcorta. 



Criminal contra Juan Antonia Porlalttpfi y Francisca Poli- 
CQstro, por adulteración de documentos púWicas t falsifica- 
ción de firmas y estafa; sobre competencia. 

turnarlo'. Tratándose de una contienda fie competencia. Ja Cor- 
Suprema no puede rever una sentencia de una Cámara 
Federal, qite establece c|ue además del delito federal 
juzgado por ella, existen en la causa otros de fuero común 
de competencia de los tribunales ordinarios; y correspon- 
diendo a éstos resolver si en realidad existen o no tales 
delitos de carácter común, y si deben o no ser castigados 
con una penalidad distinta, no hay cuestión de las previstas 
en el artículo o de la ley 4055, 



(]) En la misma taha tt* dictó íjuíiI resolución en el recurso de hateas eofjms 
deducido por dafla Panuira R. de Lfijwi en favor de su esposo Donato Lope*. 
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Cajo : Ante el juzgado federal de ta capital fueron denunciados 
los sujetos Juan Antonio Portahippi y Francisco Policastro 
como autores de los delitos de estafa y falsedad en docu- 
mentos públicos» Substanciada la causa >' convicto Porta- 
luppi, dictóse sentencia condenándolo por el segundo de 
los delitos imputados, a la pena de dos años de presidio y 
multa, y fosando la cansa al juez de instrucción en turn 
a los fines correspondientes y de acuerdo con lo dispuest 
en el art. 38 del código de procedimientos en lo criminal. 
Esta resolución fue confirmada por la Cámara Federal de 
la Capital. Remitido el proceso a la justicia ordinaria, el 
señor juez del crimen, se declaró incompetente, devol- 
viendo la causa al juez federal, en razón de míe la dispo- 
sición del art. 38 citado era aplicable tratándose de delitos 
indei>eiidienies y no a los conexos, como sucedía en el caso 
de autos, en que el delito de falsedad, juzgado por el juez 
federal, sirvió de medio ¡«ira cometer la defraudación. La 
Cámara en lo Criminal confirmó esta declaración. 

Kl juez federal, considerando que la jurisdicción na- 
cional es restrictiva y que siendo la estafa de autos, un 
delito común, cometido cu lugar de jurisdicción ordinaria, 
rio competía su conocimiento a la jurisdicción federal, 
mandó devolver la causa al juez del crimen, pidiéndole 
que en caso de disconformidad la remitiese a la Coi 
Suprema. 

DICTAMEN DEL Sr PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Alm, Abril 98 ó* 1»1fi. 

Suprema Corte: 

Con arreglo a lo que manifesté en la causa seguida contra 
Vito BlaÉco Gómez, y a lo resuelto por V. E. en el mismo 
expediente (Fallos, tomo 122. |Kig. 306), corresponde que esto* 
obrados sean devueltos al señor juez del crimen de la capital, 
a efecto de que, entrando a conocer de los delitos de carácter 
común que se han imputado a los procesados, decida si existen 
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en realidad y si corrsponde su juzgamiento con independencia 
de los delitos ya juzgados ante el fuero federal o si debe con- 
siderarse involucrada su penalidad en la que les lia sido im- 
puesta. 

Por ello, pido a V. E. se sirva ordenar la devolución de 
este expediente al juzgado de su procedencia. 

Julio Bota. 

FALLO DE LA CORTE SLTRCMA 

Bueno* Alrti, Abril »4l IM6. 

Autos y vistos, considerando: 
Que ia remisión de la causa a la justicia ordinaria se ba¿n 
en que la sentencia ejecutoriada de la cámara federal de la 
capital, al confirmar la del juzgado de sección, afirma que 
además del delito federal de falsedad juzgado l»r cita, apa- 
rece cometido el de estafa perpetrado en perjuicio de particu- 
lares del conocimiento de la justicia ordinaria: y esa sentencia 
no puede ser revisada por esta Corte fuera de los procedi- 
mientos de apelación establecidos por las leyes. 

Que corresponde a los tribunales ordinarios resolver si 
esos delitos distintos e independientes de carácter común, que 
se dicen imputables a los reos con independencia de lo ya juz- 
gado, existen en realidad y si deben o no ser castigados con 
una penalidad distinta, de ta ya impuesta por otro tribunal. 

Que en estas condiciones no existe en realidad una cues- 
tión de las previstas en el artículo 9 o - de la ley N*. 4055- 

Por ello y lo dictaminado por el señor Procurador Gene- 
ral, devuélvanse estas actuaciones al señor juez del crimen de 
la capital para que Heve adelante sus procedimientos. 

A. Bermejo. — Nicanor G. v$l 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. FicuKhoa Alcorta. 
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NOTA 



Hn trece de Abril no se hizo lugar a la queja deducida 
don Santiago Matoq en autos con Juan C. Llames Mi 
sobre danos y perjuicios, contra sentencia de la Cámara Fe 
de la Capital, por cuanto el fallo apelado se ha fundado en la 
autoridad de la cosa ju¿&ad;t que depende de circunstancias de 
derecho común ajenas al recurso extraordinario. 




Dominga Lambona, c« la cansa criminal que se te sigue, 
ios supuestos delitos de substracción de correspondencia 
y malversación de caudales públicos. Recurso de hecho. 

Sumario : No procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48 y 6. ', ley 4055, contra tina resolución nue k> deniega 
fundada en haber sido interpuesto fuera de término. (La 
apreciación y cómputo de dicho término es materia extraña 
al referido recurso). 

Caso : Lo explica el siguiente 



faixo de irA corre surten a 



Airas, *br* B * l«l 

Autos y vistos: 

Considerando: Que en la exposición precedente se hace 
constar que la negativa del recurso extraordinario det artículo 
6." de la ley ¡fe 4055 y 14. inciso 3 * de la ley N .• 48, ha sido 
fundada en que el mencionado recurso fue interpuesto fuera 
del término legal. 

Que la apreciación de esc término y el cómputo del mis 
desde la notificación de la sentencia al defensor del procesado 
concordante con la jurisprudencia de esta Corte (Fallos, tomo 
91. fiágina 302 », se ha liasado en la interpretación y aplicación 
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de leyes procesales extrañas al reaireo extraordinario inter- 
puesto con arreglo a lo reiteradamente resuelto. 

Por ello no se hace lugar a la queja deducida. Hágase sa- 
ber por oficio al Director de la Cárcel pública de la Rioja, y 
archívese. 

A. BtiMEjo. — Nicano» G. del 
Solak. — D. E. Palacio, — 
J. FlGUttOA Alccbta. 



Provincia de Buenos Aires, contra don Emitió Ñ. Casares, 
sobre nulidad de laudo arbitral 

Sumario : No es causa de nulidad de un laudo pronunciado por 
mi tribunal de arbitros arbítradores la circunstancia de no 
haberse consignado en el expediente respectivo, al produ- 
cirse U discordia, el voto divergente de los arbitros nom- 
brados por las partes, si en el compromiso no se estableció 
expresamente que debía procederse en esa forma. Tam- 
poco lo es el que uno de los arbitros haya laudado man- 
dando pagar como precio de los servicios cobrados, la can- 
tidad demandada por el actor y rechazada por la sentencia 
del tribunal de jurisdicción necesaria. 

Caso : Resulta del siguiente : 

m 

FALLO DE LA CORTE SUPMMA 

tatao* Alrtt. Maya 4 é* ItU. 

Vistos : Don Emilio N. Casares entabló demanda contra la 
provincia de Buenos Aires por cobro de honorarios ante esta 
Corte Suprema, i>or su intervención en la negociación del em- 
préstito autorizado por la ley provincial de 22 de noviembre 
de 1910. (Expediente letra C. N.° 317)- 
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La Corte falló el juicio aludido declarando que la deman- 
dada debía pagar al actor por sus servicios el precio que fijaran 
arbitros ; y constituido el tribunal arbitral, por el doctor Enri- 
que Smíth, designado i>or Casares, el doctor Ensebio Gómez 
por la provincia, y el doctor E. Lobos, por este tribunal, para 
el caso de discordia, los primeros no pudieron ponerse de acuer- 
da, ordenando se notificara la discordia al tercero. Reunidos 
los tres arbitros nombrados y después de haber pronunciado su 
fallo, el doctor Sinitli fijando como retribución la cantidad de 
cuarenta y cuatro mil cien pesos oro sellado, la de cinco mil 
pesos moneda nacional el doctor Gómez y la de veinticinco mil 
pesos oro el doctor I,o1>os, los tres dispusieron que "se tuviera 
como sentencia del tribunal el precedente laudo del arbitro 
tercero". 

FJ doctor Juan K. Sola, por la provincia de Buenos Aires, 
interpuso acción de nulidad, contra el indicado laudo, fundán- 
dola: i,™ en que los árbítros primeros, doctores Gómez y Smk... 
no han dictado su laudo y los tres arbitros se han reunido for- 
mando tribuna!, antes de que hubiera discordia legalmente esta- 
blecida; 2." en que admitiendo por hipótesis la existencia de 
una discordia legalmente establecida, el voto del tercero no la 
había resuelto; y 3° en que el laudo recae sobre puntos no com- 
prometidos, violando el compromiso y ta sentencia. 

Don Emilio N. Casares pide el rechazo de la acción, con 
costas, alegando: que para que sea válido el laudo pronunciado 
por arbitros arbitradores. hasta que exista esc laudo en que 
ellos diriman las diferencias sometidas en su albedrio, sin ser 
necesario que. para su preparación, se hayan ajustado aquéllos 
a procedimientos que no sean los estrictamente fijados en el 
compromiso por las partes ; que los arbitros no han estado- obli- 
gados a presentar por escrito sus laudos respectivos refren- 
dándolos con la firma del secretario y a llamar al tercero tan 
sólo en el caso de que en la lectura de ellos apareciese discordia : 
que no hay tres laudos distintos, sino uno solo, pues los dos 
arbitros doctores Smith y Gómez se pusieron de acuerdo para 
fijar la cantidad a pagar mandando fuera la laudada por el 
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; y que un lando arbitral sólo puede ser atacado por 
de forma y nunca de fondo. 



Y Considerando: 
Que en el compromiso de fs. 99 ™> » c estableció expresa- 
mente que los árbitros doctores Smith y Gómez, en caso de dis- 
cordia y antes de imponer de ella al tercero doctor Lobos, de- 
bían consignar en el expediente por escrito sus respectivos votos 
limitando así las amplias facultades que en la tramitación y 
forma de fallar les acordaba el art. 802 del código de procedi- 
mientos de la capital, supletorio de la ley 50, con arreglo a la 

ley N.° 3081. , . 

Que es exacto que en el compromiso se dijo que si U>s 
árbitms arriba nombrados no se pusieran de acuerdo sobre el 
precio, deberán comunicar su discordia al arbitro tercero por 
lo menos diez días antes del vencimiento del plazo fijado para 
el laudo definitivo. . pero de estos conceptos no se infiere 
necesariamente que la discordia aludida tuviera que resultar 
de un lando anterior escrito, porque éste en tal caso no podía 
existir y si tan sólo votos discordantes (Caravantcs. Procedi- 
mientos Judiciales II, número 387) ; y porque pudo calificarse 
de definitivo el laudo en el sentido que iba a poner fin a la 
contienda, como las sentencias a que se refiere el art. 13 de la 
ley número 50. 

Que la formalidad pmndicada no se imponía, por otra 
parte como elemento necesario para el mayor acierto del laudo, 
desde que nuestra ley, antes de la reunión de los arbitros para 
el pronunciamiento del latido, no requiere cambio de ideas o 
discusiones previas, ni ordena, como otras leyes, que se haga 
conocer la discordia a las partes para que puedan enterarse de 
sus fundamentos y atacarlos ( Caravantcs, número 387), ó para 
que el juez la resuelva (Manrcsa. IV f pág. $2 y siguientes^. 

Que el Jando dictado el 3 de Septiembre del año anterior 
110 es nulo a causa de haberse dictado atando faltaban sólo tres 
días para el vencimiento del plazo f ijado en el compromiso, pues 
el término de diez días dentro de los cuales debía comunicarse 
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la discordia al arbitro tercero, respondía al propósito manifiesto 
de que éste tuviera el tiempo necesario {jara estudiar el caso 
I fojas i y 2 del expresado laudo arbitral > y para ello no era 
indispensable que conociera los votos escritos de ios otros arbi- 
tros, según lo dicho en el considerando precedente. 

Que no existe tampoco nulidad por el hecho de halwr con- 
signado sus votos por escrito los primeros arbitros el 3 de Sep- 
tiembre, y antes, desde qne. como se ha visto, rio estaban obl* 
gados a proceder en esa forma. 

Que establecida así la discordia mientras corria el plazo 
de treinta días fijados para laudar ffs, 2) el arbitro tercero 
tiene jurisdicción para dirimirla, aún cuando no hubiera estada 
justificada su intervención en el acti de fojas t expediente 
citado en que se convinieron los dias durante los cuales estudia- 
rían separadamente tos arbitro* la causa. 

Que aún prescindiendo de los considerandos consignados 
en el fallo del tomo 1 10, pág. 185 que se impugnan por el actor, 
basta observar que, en el caso los tres arbitros, de común acuer- 
do, mandaron se tuviera como sentencia del tribunal el laudo 
del arbitro tercero, ]>ara que no pueda decirse que la discordia 
no ha sido resuelta. 

Que el laudo resuelve la cuestión comprometida, aún cuan 
uno fie los arbitros en su primer voto, se hubiera apartado de 
las conclusiones contenidas en el considerando 5." de la se 
tencia de fojas 80 ( autos principales y, en cuanto al precio de 
los servicios, máxime cuando la parte final o dispositiva de 
dicho laudo acuerda menos que lo pretendido |x)r el actor y 
rechazado por esa sentencia. 

Que con arreglo a los términos del articulo iíí.27 del Códi- 
go Civil, articulo 808 del Código de Procedimientos y a la juris- 
prudencia establecida, es inadmisible la acción de nulidad ba- 
sada en la apreciación excesiva del precio de los servicios pres- 
tados por don Emilio K. Casares a la provincia (Fallos, tomo 
45. página 78 y otros k 

Por estos fundamentos, se declara improcedente la ac- 
ción de nulidad deducida por el representante ríe la provincia 
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de Buenos Airea, sin especial condenación en costas, atenta la 
naturaleza de las cuestiones controvertidas. Notifiquen con 
el original y repóngase el papel. 

A. Behhgjo. — NiCANot G. del 
Solas. — D. E. Palacio. — 

J. FlCUEÍOA ALCOtTA. 



Don Enrique Saint Girons contra ta empresa del Puerto del 
Rosario, sobre expropiación 

Sumario: La Nación o ta Empresa concesionaria del Puerto 
del Rosario no puede, a título de reglamentar el comercio 
y la navegación de los ríos y de habilitar puertos, ocii|»ar 
gratuitamente terrenos que se hallen normalmente o de 
ordinario fuera del agua. 

Caso : El señor Enrique Saint Girons se presentó ante el Juez 
Federal del Rosario entablando demanda de reivindica- 
ción contra el fiobierno Nacional, de una fracción de te- 
rreno situada en el liajn del rio Paraná, de una super- 
ficie total de nueve mil ochocientos noventa y dos metros, 
catorce decímetros cuadrados, de la que el demandado se 
había apoderado por medio de las oficinas de su depen- 
" dencia. y lo tiene como suyo. Posteriormente el actor ma- 
nifestó que, luego de presentar su demanda, había sido 
notificado de que la Empresa del Puerto del Rosario había 
instaurado juicio de expropiación del terreno objeto de 
la demanda, declarado expropiable, y no pudiendo recla- 
mar la entrega de la cosa, variaba la acción .reduciéndola 
a que se declarara su mejor derecho al precio de la expro- 
piación, intereses, daños y perjuicios y costas. 

Corrido traslado al representante del Puerto del Ro- 
sario, éste expuso que el actor, si tiene alguna acción, debía 
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ejercitarla con quien celebró el contrato de compra- venta 
de k» terrenos en cuestión, porque, admitiendo que el 
Gobierno Nacional ocupara indebidamente, lo que no acep- 
taba en ningún caso, la ocupación de aquél había sido de 
cosas que no le pertenecían, pues jamás adquirió su do- 
minio por no habérsele hecho tradición de la cosa, y ter- 
minaba pidiendo el rechazo de la dem- .da por las consi- 
deraciones expuestas. El Juez Federal, por idénticas 
consideraciones a las «leí fallo del tomo 122, página 209 y 
otros anteriores, falló el asunto declarando que la Empresa 
del Puerto del Rosario estaba obligada a expropiar 
terrenos en litigio. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Rourto.AUr* 31 4f ItU). 

Y Vistos: 

Considerando que ta Empresa demandada deduce el re- 
curso de nulidad y lo funda: i.° En que la sentencia recurrí'?., 
no toma en cuenta la defensa basada en la falta de posesión del 
demandante sobre el inmueble objeto de la acción, por no 
haberle hecho tradición su vendedor; 2. a En que no resuelve 
tampoco sobre la cuestión que promovió en la contestación a 
ta demanda que el señor Saint Girons no podía deducir la 
presente, estando iniciado el juicio de expropiación, al cual 
debía ocurrir a hacer valer los derechos que pretende; $* En 
que el dispositivo de la sentencia no encuadra en el petitorio 
de la demanda. 

Que la sentencia recurrida ha resucito implícitamente el 
primer punto expresado, estimando, con razón o sin ella, sufi- 
cientes las consideraciones que aduce para resolver el litigio, 
estimando fundada ta acción deducida; de consiguiente, ta 
omisión observada puede constituir motivo de agravio y no 
de nulidad. 

En cuanto al segundo punto, resulta que no solo Saint 
Girons se presentó al juicio de expropiación, sino que con 
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anterioridad a la fecha de la sentencia recurrida ( Julio 19 de 
ígii ) se había resuelto i»r sentencia ejecutoriada de la Cámara 
Federal de Paraná (Abril 28 de 1904) en dicho juicio.de 
expropiación, que debia discutirse previamente en juicio ordi- 
nario el mejor derecho al terreno, que es lo que se ha discu- 

tido en el presente. 

En cuanto al tercer punto es evidente un error material 
consistente en tomar en el dispositivo de la sentencia al deman- 
dado por demandante, a cansa, sin duda de que la Soeicdad 
Puerto del Rosario, demandada en el presente, ha actuarlo 
como demandante en numerosos juicios análogos que el a qko 
ha resuelto por sentencias idénticas. 

Resultando claro el concepto de la sentencia del contexto 
de la misma, conteniendo decisión expresa, positiva y precisa 
con arreglo a la acción deducida f art, 13 ley de procedimientos ) 
y siendo la nulidad de estricto derecho, no deben considerarse 
tal los defectos anotados. 

Por tanto no se hace lugar al recurso de nulidad deducido: 

Considerando respecto al recurso de apelación: Que la 
empresa demandada no ha negado la posesión de Pepper. ven- 
dedor a Saint Girons, de quien ta solicitó al iniciar el juicio de 
expropiación, y si bien no consta la tradición de Pepper a Saint 
Girón?, éste puede accionar, conforme lo ha hecho, como cesio- 
nario o en su propio interés. Por otra parte debe tenerse en 
cuenta que a la fecha de la compra de Saint Girons. Agosto 11 
de 1903. d inmueble estaba ya afectado por la ley que lo de- 
clara «V utilidad pública a los fines de la construcción del 
Puerto de Rosario, y que al dia siguiente (Agosto 13) se 
deduce la demanda de expropiación y se pide en su virtud la 
posesión provisoria, la que es tomaila el 19 del mismo mes V 
año, lo cual imposibilitaba la tradición a raiz de la escritura- 
ción de la compra-venta (fs. 14 vta. y 16, exp. de expropiación ». 

Que además de la posesión prohada y reconocida en los 
causantes de Saint Girons, éste ha presentado los títulos qu<> 
obran de fs. t a 3 y 60 a 67 de estos autos y 67 a 77 de los 
autos caratulados "Empresa del Puerto con Waltcr L. Pepper. 
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Expropiación", tenidos a !a vista, que acredita» su derecho al 
dominio del inmueble litigado. 

Que la demandada, que en la primera instancia sostuvo 
cure el terreno de la referencia pertenecía at dominio público 
nacional, pretendiendo por ello poderlo ocupar sin indemni- 
zarlo, a Jos fines de la construcción del Puerto como concesio- 
naria det Gobierno de la Nación, no insiste en esa alegación 
según manifiesta en el escrito de expresión de agravios (fo- 
jas 296 > en razón de los fallos dictados jwr la Suprema Corte 
de justicia desconociendo ese dominio ; pero sostiene que puede 
ocuparlos sin indemnización, de acuerdo a lo resuelto en Je 
mismos fallos, a saber, que no se del* indemnización poi 
tierra bajo el agua de los ríos navegables que se ocupe para 
mejorar la navegación y que no haya sido antes utilizada con 
muelles etc., por concesionarios o adquirentes de los estados 
particulares. 

Que del informe del perito ingeniero Ptaggio (fs. 149 y 
150) y de los mismos títulos resulta que no se trata de terreno 
permanentemente cubierto por las aguas del río Paraná y por 
tanto no está comprendido entre los que pueden ser 
a los fines de la navegación, sin indemnizarlos. 

Por esto, de acuerdo a lo resuelto por la Suprema Corte v 
este tribunal en numerosos casos análogos y por los funda- 
mentos concordantes de la sentencia apelada corriente de fojas 
267 a 281, se la confirma, haciendo lugar a la demanfla y decla- 
rando en consecuencia, que debe proceder se con arreglo a la 
ley de la materia, a la expropiación del terreno objeto de este 
juicio ocupado por la empresa demandada. Sin especial con- 
denación en costas en razón de la dificultad de las cuestione* 
debatidas conforme ha declarado la Suprema Corte en los 
citados casos análogos. Notifiquese. insértese y devuélvase al 
juzgado de su origen donde se repondrá el sellado. — /. P. 
Luna. — Nicolás Vera Barros. — José del Barco. 
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Vistos y considerando: 
Que como se reconoce por el representante de la Sociedad 
Puerto dd Rosario, las cuestiones de que se trata en el presente 
juicio, en su parte ñindamcntal puede afirmarse que son una 
reproducción de las ya debatidas y resueltas i>or esta Corte en 
otros juicios análogos, seguidos por la misma Sociedad con 
los herederos Grandoli, Soriano y otros. Memoria, de fojas 

Que según los planos a que se refiere el informe de foja* 
140 a 150. el terreno motivo del juicio no se encuentra ubicado 
en su totalidad dentro de la playa o ribera interna del Río 
Paraná, limitada por la cota más 5-*> centímetros que fija 
el Gobierno Nacional, como línea donde llegan las mas altas 
aguas del río en sus crecientes ordinarias, agregando que la 
fracción de terreno correspondiente a la ribera extema mide 
una superficie de dos mil cien metros con seis mil trescientos 
doce centímetros cuadrados". 

Que el resto, es decir, los comprendidos dentro de la cota 
5 20 hasta completar los terrenos cuyo pago se solicita en la 
demanda de fojas 70 y qtic se refiere al titulo de fojas 71 *> 
manifestaciones de fojas 77 Y C8tán normalmente o de ordi- 
nario fuera del agua según se comprueba en el informe pericial 
antes referido y lo acredita además el hecho de haber estado 
ocupado y tener la Empresa necesidad de solicitar judicial- 
mente dicha ocupación, previa consignación del valor estimado 

, por la misma- 

Que en tales condiciones la Nación o la Empresa conce- 
sionaria a título de reglamentar el comercio y la navegación de 
los ríos y habilitar puertos no puede ocupar esos terrenos gra- 
tuitamente para la construcción del Puerto del Rosario, como 
se tiene declarado en repetidos fallos que se registran en los 

tomos ni, páginas 179 y »97í tom° ll6 > I**™* 365¡ tomo I2 °' 
página 154; tomo 121, página 348 y tomo 122, página 209. 
Por ello, los fundamentos de los fallos citados y los con 
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cordantes de la sentencia apelada de fojas 329, se ta confirma 
sin especial condenación en costas atenta la naturaleza de las 
cuestiones debatidas. Notifiquen original y devuélvase repo- 
niéndose los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. DIL 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Ficukioa Alcobta. 



Criminal, contra Adán Pinchcira, por homicidio 

Sumario : lis justa la sentencia que condena a la pena de diez 
y siete años de presidio y accesorios legales al autor del 
delito de homicidio perpetrado con la circunstancia ate- 
nuante de ebriedad parcial. 

La falta de ratificación durante el plenario de las 
declaraciones de los testigos del sumario no las invalida si 
ellas no han sido observadas en la estación oportuna del 

juicio. 

Caso 1 . Lo explican las piezas siguientes: 

SE NT KN CIA DKL JUEZ LETRADO 

Rf» OlIbfOl, JuH» 13 ét l«S. 

Vista esta causa criminal seguida de oficio contra 
Pinchcira, chileno» de cuarenta y dos años de edad, con siete 
de residencia en el país, sin sobrenombre ni apodo, soltero, 
jornalero, domiciliado en Rio Rubén, jurisdicción de este de- 
partamento, por el delito de homicidio perpetrado en la per- 
sona de Amador Estrada, de cuyas constancias resulta: 

t.° Que el día siete de enero de mil novecientos doce se 
dirigían a la estancia Olcncros. Amador Estrada y Willíam 
Coll. encontrándose en el camino con Adán Pinchcira y sin 
que mediara causa alguna, éste armado de un rebenque agredid 
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a Estrada sin conseguir golpearlo, porque to evitó refugián- 
dose en la estancia ya citada, donde trabajalmn en calidad de 
peón, victima y victimario y testigo William Coll. 

2° Que una vez llegado a dicho establecimiento, llego 
también Pinchetra y encontrándose en la cocina de los peones 
con Estrada lo atropello nuevamente con el rebenque, no con- 
siguiendo golpearlo porque el agredido, tomando una escoba 
pudo |>arar los golpes que le dirigía su agresor. 

y Que en estas circunstancias salieron fuera de la cocina, 
donde la* víctima quedó desarmada por halársele rolo el palo 
de la escoba que esgrimía, dándose entonces a la fuga, en cuyo 
momento el agresor desenvainando una cuchilla, lo persiguió, 
y una vez que lo hubo alcanzado le infirió varias hendas por 
la espalda v en el pecho al pretender darse vuelta, siendo a 
principal y causante de la muerte una inferida en el costado 
izquierdo.' que le interesó las arterias intercostales. Véase in- 
forme médico de fojas siete. 

4. " El reo presta declaración indagatoria a fojas ocho y la 
ratificación a fojas veinte y siete y manifiesta que no puede 
precisar la forma como ocurrieron los hechos porque cuando 
ocurrieron, él se encontraba en completo estado de ebriedad. 

5. » Elevada la cansa a plenario, el Agente fiscal ad-hoc. 
a fojas cuarenta y siete pide que se le imponga al acusado h 
i«na de veinte v cinco años de presidio y accesorios legales, 
cuyo dictamen es impugnado por la defensa que sostiene que 
deiic ser absuelto jior estar encuadrado el liccho en el me. i. n 
del art. 81 del Código Penal. 

No habiéndose producido pruebas por las partes, m infor- 
mado iu v&ce se llamaron autos para sentencia. 

Y considerando: 
u * Ouc consta el delito y % persona del delincuente por 
el infonne de fs. 7. jttrtida de defunción de fs. $2 a fs. 3* 
arma empleada y reconocida por el procesado a fs. 9 vta., de- 
nuncia de fs. I v declaraciones de Williams Coll. fs. 12. Ramón 
Maldonado. fs/ 14. Vicente Peña. fs. t^ vta.. Juan Bauprés. 
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fs. 20 vta. Leonardo González, fs. 22 y Manuel Antonio Mon- 
tenegro, fs. 23 y declaración prestada por el procesado a fs. 8 
a 19 y 27 y siguientes. 

2. " Que el caso que motiva esta causa lo constituye el de- 
lito de homicidio previsto y penado en el articulo 17, inciso i." 
de la ley 4tft>. no debiendo ser tomado en consideración to ale 
gado por el reo por cuanto ello se encuentra plenamente desvir- 
tuado cu autos. 

De la prueba testimonial que corre acumulada en autos, 
resulta que el procesado obró en el hecho que motiva esta 
causa con premeditación y alevosía. 

3. Que no concurren en favor del procesado ninguna 
circunstancia atenuante, pues no es i*is¡blc admitir como tal 
la ebriedad alegada, por cuanto ella no se encuentra justificada 
en autos. 

Por estos fundamentos y de conformidad en lo pertinente 
con lo dictaminado por el señor agente fiscal ad-hoc — Fallo: 
Condenando a .V Pincheira a la pena de veinte años de 
presidio, diez din e reclusión en los aniversarios del crimen, 
tres años de vigilancia después de cumplida la condena y costas 
procesales. 

Hágase saber, regístrese, notífíqucsc y si no fuera apelada 
elévese en consulta a la Exma. Cámara Federal de Apelación. 
— Federico Badelf. — Ante mí: Francisco J. Cubas. 

SENTENCIA DÉ t,A CAMARA PEDERA L UE LA PtATA 

U Pléti, Dtefeafef* 14 d* 1*19. 

Vistos ; Considerando : 

I. Que de las piezas de autos, invocados por el a quo, re- 
sulta probado que el reo, es el autor responsable del homicidio 
de Amador Kstrada, en la forma y circunstancias expresadas 
en fa sentencia de fojas 64. 

II. Que la eximente de ebriedad, aducida por la defensa 
en esta instancia, no está probada; solo parece resultar de las 
declaraciones de Coll (fojas 12) y Beaupenis (fs. 20 vta.). que 
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d reo hubiera obrado en estado de ebriedad parcial y tal cir- 
cunstancia, en el mejor de los casos y computada a su favor 
con arreglo a la regla del artículo 13 del Código de Procedi- 
mientos, solo podría constituir una circunstancia de atenua- 
ción, artículo 83, inciso i," del Código Penal, 

III. Que no existen acreditadas en el proceso las agra- 
vantes de premeditación y alevosía, toda vez que de las decla- 
raciones de los testigos presencíales, no resulta que el matador 
concurriera al sitio del crimen con el objeto exclusivo de per- 
petrarlo, ni que obrara fríamente o a traición, sino después de 
una provocación de hecho con el rebenque que motivo la débil 
defensa de la victima con el palo de la escoba. 

IV, Que en consecuencia no existiendo otras agravantes y 
computada a favor del reo la embriaguez incompleta» corres- 
ponde modificar la pena impuesta, disminuyéndola de acuerdo 
con la regla del articulo 52 del Código Penal, pero sin conceder 
mayor importancia a dicha atenuante, que, en realidad poco 
desvirtúa la gravedad del hecho cometido. 

Por estos fundamentos v sus concordantes, se confirma la 
sentencia en cuanto a la calificación legal del delito y se la 
modifica respecto de la pena, la que se reduce a diez y siete 
años de presidio. Devuélvase para su cumplimiento. — K. bui- 
do Lovalte. — Usé Marcó. — Antonio L. Marccnaro, 

FALLO Mt LA CORTE SUTKUA 

■MMtAlm, Mijo « * *6. 

Vistos y considerando: 
Que las constancias de autos comprueban el homicidio 
perpetrado en la persona de Amador Estrada el día 7 de enero 
de J0I2 en la Estancia "Oleucros". jurisdicción de Rio Ga- 
llegos y la responsabilidad del procesado Adán Pinchara como 

autor de este delito. . 

Que así resulta en efecto del sumario de prevención wsr 
fruido con tai motivo i>or las autoridades de policía del lugar 
del suceso inmediatamente de ocurrido el hecho, fojas 1 a 25. 
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Que de estas diligencias aparece que las heridas que cau- 
saron la muerte de Estrada le fueron inferidas algunas de ellas 
en la espalda y en momento en que huía, sin más armas con 
qué defenderse en la persecución de su agresor y victimaría 
Informe pericial de fojas 7, declaraciones de fojas 12 a 23, 
Partida de defunción de fojas 32. 

Que por lo eme respecta a la falta de ratificación de las 
declaraciones de los testigos del sumario, a que se refiere la 
defensa en esta instancia, es de tenerse presente que ellas no 
han sido observadas en la estación oportuna del juicio como 
pudo hacerse con arreglo a lo dispuesto por el artículo 484 del 
Código de Procedimientos y qtte por lo tanto no las invalida la 
circunstancia expresada. Fallos, tomo 114, página 204. 

Que no existe mérito para disminuir la pena de diez y siete 
años de presidio y accesorios legales que se han impuesto 
al reo con arreglo a lo establecido por el artículo 17, inciso i." 
de fa ley N.° 4180 de reformas al Código Penal, dadas las con- 
diciones en que aparece cometido el delito sin provocación de 
parte de la victima, pena que no podría por otra parte modi- 
ficarse en contra del procesado por no haber sido apelada por 
el Ministerio Fiscal. 

Por ello se confirma la sentencia de fojas 75, con costas. 
Nplifíqucse original y devuélvanse al tribunal de su proce- 
dencia. 

A. Bermejo, — Nicanor G, del 
Solas. — D. E. Palacio.— 

J. FlGUlUOA A ¡.CORTA. 



Pon Máximo Funes (su concurso) ; sobre competencia 

Sumario ; La traslación de una ¡wrsona con su familia del 
lugar de su domicilio real a otro, no importa cambio de 
domicilio en los términos del artículo 97 del Código Civil, 
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en un caso en que a la fecha en que los testigos declaran 
t|ue aquélla se hallaba radicada con su familia en el lugar 
de su traslación y en que aparece firmando el pagaré que 
sirvió de base al concurso, la misma comparece personal- , 
mente, se notifica en la misma forma y constituye domU 
cilio legal, en diversos juicios que se le seguían en el 
primero de los expresados lugares, esto es, en el de su 
primitivo domicilio real, ante cuyos tribunales le habían 
sido, además, embargados sus bienes y trabado dos inhi- 
biciones generales. 
Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

AUTO mi. JL'Kü V.S W CIVIL Y COM KBCI AL DR I.A PLATA 

La Plata, Marzo 16 fe Itts. 

Autos y vistos: 
Que en este concurso civil se libró exhorto al señor Juez 
del Rosario de Santa Fe, Dr, Juan Alvarcz, rogándole remi- 
tiera a este juzgado un juicio seguido por el Banco de la Na- 
ción contra don Máximo Funes. Diligenciado dicho exhorto, 
resulta que la medida solicitada no ha podido cumplirse, en 
atención de que don Máximo Funes ha sido concursado ante 
el señor juez de segunda nominación del Rosario, Dr. Mauricio 
J. Casal. A juicio del infrascripto el auto de fs 4 concursando 
a don Máximo Funes, es arreglado a derecho porque el art. 713 
del C. de Procs. Civiles atribuye comiwtencia l»ara declarar 
el concurso al juez del domicilio de la persona deudora. Está 
acreditado en autos que el concursado tiene su domicilio real 
en esta ciudad calle 60 N. n 420. no solo porque el asi lo mani- 
festara y también su acreedor don Ramón Carreira. sino que 
lo ha probado mediante la información testimonial agregada 
a fs. 26. La disposición citada bastaría al infrascripto para 
considerar como lo hace que sn competencia procede en el 
caso sub judicc; pero así también lo ha resuelto la S. C. de 
Justicia de la Nación en los casos de competencia que ante 
ella se han llevado; su pronunciamiento ha sido dado siempre 
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en el sentido cíe que el domicilio real del deudor o sea el lugar 
donde reside con su familia fija la competencia del juez para 
la declaración del concurso civil del mismo (T. 64, pág. 149). 

Líbrese el exhorto pedido al señor juez doctor Mauricio 
Casal para que. en mérito de lo expuesto se sirva desprenderse 
del conocimiento del concurso formado a don Máximo Funes 
y de sus incidentes, debiendo remitir tales autos al infrascripto. 
Hágase en dicho exhorto las siguientes transcripciones: el pre- 
sente auto, copia del pagaré de fs, 1. constancia de los domi- 
cilios del ejecutante y del concursado, como asimismo copia 
de la información de fs. 26, También se liará constar que D, 
A. U. Guzmán domiciliado en el Rosario podrá diligenciar 
dicho exhorto. — Alberto Marcó drt Pont. — Ante mí : Juan 
C, Deihcyt. 

AUTO TOX JVtU 1ÍN 1/1 CIVIL Y COMfiRClAI, Dít ROSARIO 

Rourlo, Scytkwbn 10 d« I9U, 

Autos y vistos: La contienda de competencia propuesta 
l>or el doctor Alberto Marcó del Pont, Juez de Primera Ins- 
tancia en lo Civil y Comercial del Departamento de la Capital 
de la Provincia de Buenos Aires en el exhorto corriente de 
fs. 20 a 25 de estos autos caratulados "Máximo Funes, con- 
curso civil". 

Y considerando: 
Que según lo dispuesto en el art. 073 del Código de Pro- 
cedimientos Civiles el juez del domicilio del deudor tiene juris- 
dicción exclusiva para conocer del juicio de concurso de 
acreedores. 

Que, el domicilio real de las personas, es el lugar donde 
tienen establecido el asiento principal de su residencia y de 
sus negocios íCód. Civil art. 89. I> partcL Para que la habi- 
tación cause domicilio, la residencia debe ser habitual y no 
accidental, aunque no se tenga intención de fijarse allí para 
siempre ('art. 92, Código citado). 
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W> VAiu» M la com suram a 

£1 domicilio, dice Aubry y Rau (parágrafo 141, nota 1.*) 
es la relación jurídica existente entre una persona y el lugar 
en que se encuentra, en cuanto al ejercicio r*é sus derechos, 
la idea del domicilio, reposa, pues, sobre la intención del indi- 
viduo de permanecer en un lugar; pero la ley al indicar los 
hechos que deben ir unidos a la voluntad de residir permanen- 
temente en ese lugar, toma como elementos de criterio, el 
asiento principal de su residencia y de sus negocios, y como 
elemento que puede venir a modificar ese domicilio, la residen- 
cia de la familia, y cuando amitos se encuentran en o|x>sicióii 
le dá preferencia al último. 

Ks imposible fijar la voluntad variable del hombre, y ante 
esa dificultad, el legislador debe atender a los hechos que la 
demuestren. La residencia habitual, por oposición a la ocasio- 
nal o momentánea, es una de esas manifestaciones. En muchos 
tugares de nuestro Código se usa de la palabra "residencia" 
como sinónimo de "domicilio", lo que introduce cierta pertur- 
bación en las ideas. En general, el simple hecho de la residencia 
no basta para constituir domicilio, es necesario que vaya unido 
al ánimo, que la ley supone cuando la residencia es habitual. 
(Véase Freitas, art. 186 y su nota). 

Que. partiendo de estas ideas y en presencia de los ante* 
cedentes que suministran por una parte, el presente juicio de 
concurso civil de don Máximo Funes iniciado ante este juz- 
gado, y por otra, las transcripciones insertas en el exhorto 
venido del señor Juez de la ciudad de La Plata, debemos con- 
cluir en que, es un hecho fuera de discusión que el domicilio 
del concursado era hasta hace muy pocos meses en esta ciudad. 
En efecto: en todos los expedientes seguidos contra don Má- 
ximo Funes, ante los tribunales de esta ciudad, y que en nú- 
mero de cinco corren agregados por cuerda floja al presente 
juicio, hay pruebas conchiyentes de que su domicilio ha sido 
el Rosario; aquí ha residido su familia, aquí ha estado el prin- 
cipal asiento de sus negocios, aquí están todos sus bienes, aquí 
ha hecho, si no todas, a lo menos sus principales operaciones. 
La verdad de estas afirmaciones aparece abonada por 
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hechos y actos emanados del propio concursado; así, en el expe- 
diente sobre cobro de pesos seguido por el Banco de la Nación, 
don Máximo Funes aparece interviniendo personalmente, y 
con su intervención se nombra tasador del inmueble embargada 
a don Ovidio Rodrigue*. Acepta la jurisdicción de los tribuna- 
les de esto ciudad porque acá tenía su domicilio; ello ocurría 
a mediados de Octubre del año pasado. 

En el expediente que te sigile el Banco Es|íañol de esta 
ciudad, que también corre agregado por cuerda separada, Fu- 
nes se presenta en 17 de Septiembre del año pasado y denuncia 
su domicilio en la calle San Lorenzo N* 1516 de esta ciudad; 
el 29 de dicho mes se le cita de remate en dicho domicilio, y 
no habiéndose opuesto ninguna excepción por parte del ejecu- 
tado, se dictó sentencia de remate que le fué notificada el 16 
de Octubre, sin que nada objetara respecto a la jurisdicción 

del tribunal. . , 

En el expediente seguido por el Banco Provincial de esta 
ciudad, también agregado a fs. 7. comparece el concursado a 
reconocer la firma del documento con que se le ejecutaba, 
denuncia su domicilio en la calle Sarmiento N." 650, que era 
donde vivía entonces con su familia. Interviene en toda la 
secuela del juicio, se le cito de remate personalmente y después 
se le notifica la sentencia de remate, y en ningún momento 
alega la incompetencia de jurisdicción, como hubiese podido 
invocarla, caso de no hallarse domiciliado en esta ciudad. 

Pero se va a La Plata y firma un pagaré el 18 de Sep- 
tiembre ppdo. a treinta días, expresándose en dicho documento, 
que «ría pagadero en dicha ciudad, y con esto es declarado su 
concurso el 16 de mano del corriente año, cuando ya habla 
sido concursado civilmente aquí desde el 20 de Febrero del 
mismo año (véase auto corriente a fs. 8). Todo esto es muy 
sugerente, e induce a suponer que don Máximo Funes se 
trasladado a La Plata con el único y exclusivo proposito de 
eludir las leyes procesales de esta provincia, haciéndose de- 
clarar concursado en aquella ciudad donde el procedimiento es 
más benigno con el deudor concursado. 
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Que, por lo demás, fa sumaria información que ha servido 
de base a la declaración del concurso en ta Plata, no basta 
para acreditar el domicilio del concursado en aquella ciudad, 
porque ella aparece destruida por todos los antecedentes feha- 
cientes que he recordado más arriba y que constan en los dis- 
tintos expedientes agregados. Habrán si :1o, acaso, testigos 
complacientes, y aun cuando no lo fuera, sus deposiciones no 
pueden tener mayor fuerza probatoria que la prueba fehaciente 
del domicilio del concursado, emergente de todos y cada uno 
de los referidos juicios seguidos ante los tribunales de esta 
ciudad. 

Que, de esta última prueba resulta, a la vez, que el con- 
cursado no sólo ha constituido en esta ciudad el domicilio re- 
querido jiara el cumplimiento de obligaciones exigióles, a plato 
fijo, por importantes sumas de dinero, sino que por la jurisdic- 
ción de esta ciudad le han sido trabado numerosos embargo- 
e inhibiciones. 

Que, finalmente, no hasta la simple residencia- del con- 
cursado durante unos pocos meses en la provincia de Buenos 
Aires para considerarlo allí domiciliado a los efectos del fuero, 
toda vez que, según lo acreditan las propias constancias de 
autos, no tiene en ilicha provincia bienes de ninguna especie, 
constando, por el contrario, que todos sus bienes y sus obliga- 
ciones — a excepción del documento firmado en 18 de Sep- 
tiembre de 1914 — han sido constituidos en esta ciudad del 
Rosario, 

Que el concursado ha debido y ha podido proveer el con- 
curso iniciado, en virtud de sus obligaciones contraidas en esta 
ciudad- y no debe un cambio tan inmediato y voluntario de 
residencia modificar los efectos del fuero correspondiente por 
razón de los bienes y obligaciones que los afectan. 

El art. it de la ley sobre jurisdicción y competencia de 
los tribunales nacionales, cuya letra y cuyo espirito conviene 
tener presente para la mejor dilucidación del caso sub judie*' . 
es categórico al respecto, y la jurisprudencia que se registra 
en el tomo 23 de los Fallos de la Suprema Corte de Justicia 
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Nacional ha establecido de acuerdo con dicho precepto legal, 
que la vecindad en una provincia se adquiere a los efectos del 
fuero, por la residencia continua de dos años, o por tener en 
ella propiedades raíces o un establecimiento de industria o 
comercio, o jK>r hallarse establecida de modo que aparezca el 
ánimo de permanecer. 

Pór tanto: 

Kn mérito de las precedentes consideraciones, de confor- 
midad con lo aconsejado l>or el Ministerio Fiscal a fs. 33. y 
demás constancias de autos, en definitiva Resuelvo: Desesti- 
mar la reclamación doj señor Juez del Departamento de la Ca- 
pital de la Provincia de Buenos Aires, de que instruye el ex- 
horto corriente de fojas 20 a 25. y mantener la competencia 
de este juzgado par? seguir conociendo en el presente concurso. 
Comuniqúese esta resolución al mencionado señor juez para 
que. dando |»r formada la cuestión de competencia, se sirva 
elevar el expediente a ta Suprema Corte Nacional, de acuerdo 
con lo establecido |x>r la misma en el tomo 17, pág. 109. gjg? 
r ¡e 2— v en el art. y. de la ley nacional de Septiembre 3 de 
1878. Remítase el presente juicio y todos los expedientes que 
corren jKir cuerda floja a dicho tribunal, con el oficio de estilo, 
y suspéndase entre tanto los procedimientos sobre lo principal, 
insértese, hágase sa1>er y rejíóngase. — Mauricio /. Casal — 
Ante mí : Adrián A. Madrtl, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Ba«*M Alte*. W«V* • *• »*»* 

Vistos : 

Los de contienda de competencia trabada entre el señor 
Juez de 1 * ln: táñete en lo Civil y Comercial del Departamento 
de la Capital J la Provincia de Buenos Aires y el de igual clase 
segunda nominación de la ciudad del Rosario, provincia de 
Santa Fe para conocer del concurso formado a don Máximo 
Funes. 
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Y considerando; 

Que como lo reconocen los señores jueces que reclaman 
la competencia para conocer del concurso de don Máximo Fu- 
nes ella corresponde al del domicilio real del deudor con arre- 
glo a lo dispuesto en las leyes de procedimientos de la Pro- 
vincia de Buenos Aires y de la de Santa Fe y lo establecido 
por la jurisprudencia de esta Corte en repetidos fallos. 

Que en los expedientes agregados consta qtie don Máxi- 
mo Funes estaba domiciliado en la ciudad del Rosario de San- 
ta Fe, donde siguió personalmente los juicios ejecutivos que 
allí le promovieron, teniendo en aquella ciudad su familia y 
el asiento principal de sus negocios (Estado de fojas 8, expe- 
diente seguido en La Plata; Expedientes seguidos en el Rosa- 
rio por el Banco de la Provincia de Santa Fe. fojas 7 y 17 vta. ; 
por el Banco de la Nación fojas 4, 63; por el Banco Español 
del Río de la Plata fojas 10. 12 vta. y 15 vta). 

Que el único fundamento en que el señor Juez de la Plata 
se basa para admitir que el domicilio de Funes era la ciudad 
de La Plata al promover el concurso, es ta declaración de don 
Miguel A. Isabel y don Francisco Hegoburu quienes lian ma- 
nifestado que conocían a don Máximo Funes "desde el mes fie 
Octubre del año 1914 en que el mencionado señor se radicó en 
La Plata con su familia" í fojas 26 y 27, expediente respectivo t. 

Que en esa época I Octubre de 1914) don Máximo Funes 
comparece a una audiencia ante el juzgado del Rosario para 
nombrar tasador en el juicio que le seguía el Banco de la Na- 
ción (fs. 63), se notifica de la sentencia de trance y remate 
en la ejecución promovida por e] Banco Español del Río de 
la Plata, fojas 11 1 ta., constando en el mismo expediente, fs. 10. 
que en 17 de Septiembre de 1914 la víspera fiel día en que 
aparece firmando en la ciudad de La Plata un pagaré por mil 
pesos con que se promueve allí su concurso, toma parte en el 
juicio constituyendo su domicilio en la ciudad del Rosario ca- 
lle San Lorenzo número 1516, 

Que en esas condiciones y supuesta la traslación del señor 
Funes con su familia a la ciudad de La Plata en Octubre de 
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ior 4 para hacer la manifestación de fs. i y 4 y presentar el 
csl Ldo del activo y pasivo de fojas 8 del expediente seguido 
ante el Tingado de La Bata, cuando sus bienes estaban env 
barrados en el juicio seguido en el Rosario por el Banco de 
la Nación y pesaba sobre él inhibición general dictada a soli- 
citud del Banco de la Provincia de Santa Fe en 23 de Abnl 
de 191 4 (ís. 11 ) y del Banco Español en Septiembre it> (ts. 
11 vta,) de! mismo año, no podría decirse que se operara el 
cambio de domicilio a que se refiere el artículo 97 <W Cod, K° 
Civil que requiere la traslación de la residencia de un lugar a 
«tro t con ánimo -le permanecer en él y tener allí su principal 
establecimiento (Fallos, tomo 112, página 333; 
gina 247)* 

Por ello, oído el señor Procurador General, se declara com- 
petente para conocer del concurso formado a don Máximo Fu- 
nes al señor Juez del Rosario de Santa Fe a quien se le remi- 
tirán los autos, dando al juez de 1'. instancia de La Plata, el 
correspondiente aviso. Repóngase el papel. 

A, BíaMfifo. — Nicanor C, drl 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J, Figueioa Alcorta. 



Don Tito So!4ati contra la señora María N. de Daanerre, por 
cobro de pesos, contienda de competencia 

Sumario: El emplazado que deja vencer el término ai 

para oponer las excepciones que autoriza la ley, prorroga 
tácitamente ta jurisdicción territorial del juez del empla- 
zamiento : y consentida la providencia por la que se da por 
contestada la demanda, en rebeldía, y se declara compe- 
tente al juzgado, no puede entablarse contienda de com- 
petencia por inhibitoria. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



Fallos ds la corte suprema 

auto ni!i. si: Sor juez DE comercio de la CAPITAL 

Bueno* Atril, Febrero 22 ét 1*J0. 

Autos y vistos : 

]>e autos resulta qiie la demanda, luí sido contestada en 
rebeldía, habiendo rjuedado en consecuencia trabada la litis; 
rebeldía que fué notificada con fecha 28 de Agosto de 191 5 
(ver fs. 15 vta.l. Con mucha posterioridad, en trece de Di- 
ciembre del mismo año ífs. 20) la demandada inició la cues- 
tión de competencia por inhibitoria ante el Juzgado de Paz de 
25 de Mayo ( Estación de Buenos Aires K es decir, después fie 
trabada la litis coutestaíh, y por consiguiente después de la 
oportunidad señalada en el articulo 414 del Código de Proee- 
dimientos. 

Por estas consideraciones se resuelve no acceder a lo soli- 
citado por el juez reqnirente e invitándolo, para une dada por 
trabada la cuestión de competencia, remita los antecedentes a 
la Suprema Corte de Justicia Nacional, Líbrese el corres pon- 
diente exhorto con transcrq>ción de la presente. Suspéndase el 
procedimiento Tart. 120 C. de Procediruíentos ) . Repóngase h 
foja, — .1/. Xüótt, — Ante mi : /). Ganzákz Gowland. 

DICTAMEN DEL Sr, PROCURADOR GENERAL 

tuentM Atfti, Abfil 10 4t 1916. 

Suprema Corte: 

Consta en autos que la demandada fué notificada con fe- 
cha 10 de Julio del año anterior, de la demanda promovida 
ante el Juzgado fie comercio de la Capital Federal, y que en 
35 de Dicit nbre del mismo año se presentó ante el juzgado 
de paz de 25 de Mayo a promover esta cuestión de comiwtcn- 
cia. De esto se desprende que la inhibitoria interpuesta es im- 
procedente, porque esta clase de cuestiones deben deducirse 
dentro del término del emplazamiento para contestar la de- 
manda, con arreglo a lo que dispone el artículo 45 de la ley 
nacional de procedimientos y a lo resuelto en casos análogos 
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|ior esta Corte* Suprema (Fallos, tomo $6, página 321; tomo 
no, página 253). 

Por lo expuesto pulo á V. K. se sirva declarar improce- 
dente la inhibitoria formulada y ordenar la devolución de los 
expedientes remitidos. 

Julio fiotet. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

But noi Aire*. Muy* & itt 1*16. 

V vistos: 

Para dirimir la cuestión de competencia suscitada entre 
un Juez de Comercio de esta Capital y el Juez de Paz de 25 de 
Hayo (Provincia de Dueños Aires ) en ta causa seguida por 
don Tito Soldati contra la señora María X. de Daguerre. por 
cobro de pesos. 

Y consideran do: 

Que según resulta de autos, la señora de Daguerre, fué 
emplazada a fin de oue compareciese a estar a derecho, en 
Julio 10 de 1915. fecha desde la cual comenzó a correr el tér- 
mino para oponer las excepciones que autoriza la tey (artícu- 
los 17, 72 y 73 inciso 1." deja ley número 50) ya sea formando 
articulo previo a la contestación de la demanda, ya alegándo- 
las al contestarla, (Fallos, tomo 20, pág. kjR; tomo 56, pá- 
gina 371). 

Que en el supuesto de que \xx inexistencia del convenio, 
invocado jmr el actor, el Juez de Comercio de la Capital hu- 
biese carecido de jurisdicción pira conocer en estos autos, la 
circunstancia de <|tte la demandada 110 lia hecho uso, en el tér- 
mino legal, de los recursos establecidos para el caso, ha prorro- 
gado tácitamente la jurisdicción territorial del juez del em- 
plazamiento, prórroga autorizada ftor ias leyes locales de pro- 
cedimientos de ambos distritos judiciales ( articulo i"., Código 
de Procedimientos Civil de la Capital y articulo 1* Código de 
Procedimientos de la Provincia de Buenos Aires l. 
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Que tra1>aüa la Mis eontestatio cii tas condiciones referi- 
das, la demandada abandona la defensa de sus derechos, hasta 
t notificada del decreto de embargo de fs. 17 vta., mani- 
la que el día anterior ha comárcenlo por apoderado a 
promover la cuestión de competencia jjor inhibitoria, no obs- 
tante haber consentido el auto en que el Juez de Comercio de 
la Capital tiene por contestada la demanda en rebeldía y de- 
clara su competencia. 

Que el auto de fs. 17 vta. hace cosa juzgada porque se 
dictó con audiencia tic la demandada 1 fs. S vta. ) y fué con- 
sentido por ella (fs. 15 vta.), y en consecuencia, si la cuestión 
de cotiijjetencia por inhibitoria promovida, fuese procedente, 
reabriría ta discusión sobre un punto ya decidido, que no puede 
ser materia de nuevo pronunciamiento ( Fallos, tomo 03, pá- 
gina 252). 

Por las consideraciones expuestas, y atento lo dictami- 
nado y pedido por el señor Procurador (ícneral. se declara que 
el Juez de Comercio de la Capital es el competente para conocer 
en esta causa. Remítansele, en consecuencia, los autos, y avísese 
jior oficio al Juez de Paz de 25 de Mayo. Notifiques* original 
y repóngase el papel ante el inferior. 

A, Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D, E. Palacio. — 
J. Figueroa Alcorta. 



Don Félix Del fino (sus herederos) contra el Gobierno de ta 
Nación, por devolución de una suma de dinero. Contienda 
de competencia. 

Sumario : Ni pur razón de las personas ni por razón de la ma- 
teria corresponde a la justicia nacional el conocimiento 
de una demanda jwr devolución de suma de dinero abo- 
nada ]xir concepto de contribución directa de 1111 campo 
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ubicado en un territorio nacional, (Kl P. Ejecutivo actuó 
corno jefe inmediato y local de la Capital y territorios, 
y la demanda se basó en la tey <fc contribución territorial 
para la Capital y territorios nacionales). 

2." Kl juck que ha conocidn del juicio ejecutivo tiene 
jurisdicción para conocer del ordinario poí repetición de 
lo pagado en aquél. 

Caso: Lo explican tas piezas siguientes: 

AUTO UEL Jl'EZ FEDERAL 

ButnOl Alrci. DíclMibrc 1 <t 1914. 

Autos y vistos: 

Tratándose de < m demanda contra la Nación y siendo 
la justicia federal la competente para entender en ella, según 
lo dispone la ley N. 1 * 48. art, 2," inc. 6. a : y de acuerdo con lo 
solicitado jor el señor procurador fiscal, este juzgado se de- 
clara competente: y. en consecuencia, líbrese oficio al señor 
juez en lo civil de la capital, doctor Roberto Repetí», a fin de 
que se inhiba de entender en et juicio que don. Aníbal Z. Cas* 
tiglioni en su carácter de representante de la sucesión de don 
Félix Del fino ha promovido contra el Gobierno Nacional, y 
remita a este juzgado el expediente. Deberá acompañarse al 
oficio, tr .timonío del presente auto, del escrito del procurador 
fiscal, del decreto del P. & y del dictamen del señor Procura- 
dor del Tesoro. — Manuci fí. de AnchoreHa, 

AUTO DEL .H EZ KN" 1.0 CIVIL 

Bueno» Aire*, Mina IR tt IBIS. 

Autos y vistos: 

Que el inciso 5 del ari. 111 de la lev de organización de 
los tribunales, concordante con el art. 2" de la lev K." 48, des- 
pués de atribuir a la justicia federal el conocimiento de todas 
aouellas causas en que la Xación o un recaudador de sus ren- 
tas sea parte, dice que en tal disposición 110 se comprenden 
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las acciones fiscales por cobro t> defraudación de rentas o 1111- 
pitstos que sean exclusivamente para la capital y no generales 
para la Nación. 

Que la jurisdicción ordinaria de la capital para conocer 
de la presente acción no puede nacer de la ultima parle del 
precepto transcripto, sea porque él alude a las acciones del 
ftsco contra los particulares y en el caso de autos la que se 
ejecuta es de éstos contra aquél, sea en mérito de lo prevenido 
por el áfj, 2". de la ley ^cAí. el cual al disponer el ingreso del 
impuesto en su máxima parte a rentas generales hace surgir 
la jurisdicción federal para tnda acción que como la presente 
tenga por fin ithtener la devolución de sumas incorporadas 
al patrimonio de la Nación. 

Por tilo déjase sin efecto el auto de fs. 10 vta. y remi* 
tanse sin más trámite al señor juez exhortante. — Roberto Re- 
pcito. — Ante mi: José A, Quinto Costa, 

Interpuesta apelación por el representante de los actores, 
se produjo el siguiente: 

M'TO I>K l-.Y CAMAMA l\ |-N LO CIVIL 

Bueno» Airas, Junio 3 de 1919, 

Y vistns: considerando: 

Que aunque se trate de una demanda contra él Fisco Xa* 
cíonat. ella se funda en la iiiaplicahilídad de una ley de carác- 
ter' local para la capital y lerritorins nacionales, como t?s la de 
Contribución Territorial: y para obtener la repetición de mía 
suma cobrada en virtud de esa ley. 

Que el fuero federal con relación a la persona deman- 
dada, no corresponde cuando el Poder Kjecutivo Nacional no 
actúa como Gobierno General de la Nación, sino como simple 
jefe inmediato y liwal de la Capital o de los Territorios Na- 
cionales. 

Por ello, y de acuerdo con lo resuelto ]jor la Suprema 
Corte en el juicio seguido por JL lí. Font contra el Superior 
Gobierno por cobro de pesos; se revoca el auto apelado. IV- 
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vuélvanse y repóngase los sellos. — Giménez uaphh. — ÍFi- 
Uiams. — Juárez Cclmati. — Ante mí: Jorge Sonrc 

' DICTAMEN DEL SI\ rROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Corresponde a V. E. dirimir la présenle contienda de com- 
petencia, a mérito de tó que prescribe el articulo 9 inciso c t 
de la ley 4055. 

Se trata en el presente caso de una demanda ordinaria 
promovida como consecuencia de juicio de apremio seguida 
por el Fisco de la Nación contra los actores, por cobro del im- 
puesto de contribución territorial correspondiente a un campo 
de pertenencia de estos últimos situado en el territorio del 
Chaco. Bastan los antecedentes expuestos para deducir la in- 
competencia de la jurisdicción federal, desde que la demanda 
versa sobre !a aplicación de una ley referente al gobierno y 
administración de la Capital Federal, \h>t lo que quedan ex- 
cluidos de su conocimiento los tribunales del orden nacional 
conforme al art. ni iiic. I o . in fine» de la !cy 181)3. concordante 
con fo preceptuado en los incisos 14 y 2~ del art. í>7 de la Cons- 
titución Nacional (Fallos, tomo 110. página 148 1. 

Por otra parte, el Fisco ocurrió a los tribunales ordinarios 
Insiguiendo el cobro de los impuestos de que se consideraba 
acreedor, y habiendo obtenido su pago, con la reserva hecha 
por el demandado de reclamar la devolución de lo pagado, dclic 
considerarse establecida la jurisdicción de aquellos tribunales, 
porque et juicio ordinario promovido no es sino la consecuen- 
cia de la vía ejecutiva iniciada en primer término (Fallo, tomo 
90, página 260). 

Por to expuesto pido a V, K. se sirva declarar la compe- 
tencia del señor juez de lo civil de esta capital para conocer 
en este expediente. 

Julio Botct. 
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FALLO DC LA CORTE SUPREMA 

B««0« Alrtt. Miy« • ét )M. 

Y vistos: 

Los cíe contienda de competencia entre el Juez de i\ Ins- 
tancia en lo Civit de ta Capital y otro federal de la misma sec- 
ción para conocer en el juicio ordinario promovido por los he- 
rederos de don Félix Dclfino contra el Gobierno de la Nación, 
por devolución de tina suma de dinero alionada por aquéllos a 
éste en concepto de contribución directa de un campo ubicad" 
en el territorio iiacional del Chaco, y 

Considerando: 

Que la demanda se basa en la dispuesto por el articulo id 
y otros de la ley de contribución territorial para la capital y 
territorios nacionales número 5062, limitándose a pedir la de- 
volución de lo pagado, en aplicación de dicha ley. 

Que la causa está así regida por una ley que se refiere al 
gobierno y administración de la capital y territorios naciona- 
les y por lo mismo comprendida en la excepción que consagri 
el artículo i ir inciso i u . de la ley orgánica de los tribunales de 
aquélta n u . 1803, en concordancia con lo dispuesto en los incisos 
14 y 27, articulo 67 de la Constitución. 

Que tampoco corresponde al fuero federal en razón de la 
persona demandada, desde que el Poder Ejecutivo no lia ac- 
tuado en el caso sino como jefe inmediato y local de la capital 
y territorios, encargado de hacer recaudar esa renta (artículo 
86, inciso 3 o . de la Constitución. Fallos, tomo 110, página 148 1 
Que por otra parte la demanda interpuesta por tos suce- 
sores de Delfino no importa sino la promoción del juicio ordi- 
nario que viene a consecuencia del ejecutivo que le sirve de 
causa; y habiendo la parte del fisco ocurrido a los jueces a 
objeto a ser legado de la cantidad de pesos de que se considero 
acreedora y obtenido esc |»ago con la reserva que el deman- 
dante expresa haber hecho de las acciones que le competan 
para hacerlas valer en juicio al objeto de la devolución de la 
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suma indebidamente pagada, la jurisdicción del juez queda 
por el hecho establecida porque es de derecho que cita pueda 
ejercitarse para ¿1 conocimiento del juicio ordinario emergen- 
te del ejecutivo al pago de la deuda demandada (Fallos, tomo 
90. página 258 y otros). 

Que así resulta en lo que al Fisco respecta ele los ar- 
tículo- 75 y siguientes de la ley de contabilidad y organiza- 
do . (L la Contaduría Nacional y asi lo tiene resucito esta Cor- 
te Suprema en casos análogos (Fallo citado). 

]■*;; su medito y conforme con lo expuesto y pedido por el 
«cñot Procurador General se declara la competencia del juez 
de 1* instancia en lo civil de la capital ; y en consecuencia re- 
mítanselo los autos avisándose por oficio al juez federal. No- 
tífíquese original y repóngase los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nica no» G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlCUEROA AlCORTA. 




Juan Esteban Coronado en autos con his señoras V\neni 1 
M aupas y hntrcgm, sobre cobro de pesos. Recurso de hecho. 

Sumario: El recurso extraordinario del articulo 14, ley 48, se 
refiere a casos determinados en que la decisión judicial , ■ 
Uz sido contraria a un derecho de carácter federal, invo- 
cado y cuestionado en el pleito y no a alegaciones aduci- 
das con posterioridad a la decisión apelada. La cuestión 
de si uno de los miembros de la Cámara de Apelaciones 
que pronunció el auto apelado, estada o 110 habilitado para 
integrarla, examinada y resuelta en el mismo, está regida 
\m leyes orgánicas o de procedimientos y por lo mismo, 
ajena a la instancia extraordinaria. 

Caso- Lo explican las piezas siguientes: 



■ 
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DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOS GENERAL 

BliMM ¿irtt. Pklcn»f«3l d* 1915. 

ÍMiperma Corte: 

TVl informe de la Exma. Cañara que considero suficiente 
| : ra juzgar acerca de ta procedencia del recurso, se desprenda 
que !;t resolución de dicha Cámara se refiere a cuestiones re. 
¡ati\a- n !a organización y funcionan. lento de un tribunal lo 
cal, lo t|tte es extraño a la jurisdicción de ablación de V. E. 

Además, la invocación de la cláusula del artículo 18 d** 
la O iistitución que hace el recurrente, no puede fundar h 
apelación extraordinaria cu virtud de que no ha sido matCMt 
úk'\ litigi> trabado, y la decisión de la Exma. Cámara no lia 
cov. ¿triado derecho alguno que se fundara en la expresada 
clausub. (Fallos, tomo ií2. pág. 108; tomo 121, pág. 34). 

r.n r tención a lo expuesto y jurisprudencia citada, pid-i 
a V 1£ se sirva no hacer lugar al recurso deducido. 

Julio Botet 

FALLO DE LA COETE SUPREMA 

BucaM Altt», Mtyo II dt 1916. 

Autos y vistos: 

Kl recurso de hecho por apelación denegada de sentencia 
pronunciada |>or la Cámara t\ de Apelación en lo Civil de ta 
Capital en los autos promovidos por los señores Vinent, M au- 
pas y Játtregui contra don Juan Esteban Coronado sobre cobro 
de pesos. 

Y considerando: 
Que para fundar el recurso extraordinario <Tcl artículo i,| 
de lo ley fie jurisdicción y competencia número 48. se alega 
que la resolución del tribunal, de fecha 2 de Diciembre último, 
que no hiüo lugar a ta anulación de un pronunciamiento ante- 
rior del mismo, era violatorio del articulo 18 de la Constitu- 
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ción parque había sino dictada por tres de sus miembros, en- 
contrándose imo de ellos recusado por el apelante, 

Qi'e ese recurso, que no comprende el de nulidad segúu 
lo reiteradamente resuelto (Fallos, tonto 102, pág 43; 108, 
pág. 59: íl 5> pág. 12 y otros), se refiere a casos determinados 
en que Ta decisión judicial lia sido contraría a un derecho de 
carácter federal, invocado y cuestionado en el pleito y no a 
alegaciones aducidas con posterioridad a la decisión apelada 
(Faltos, tomo 75, páginas 183 y 104 y otros). 

Qvc en el juicio no se ha discutido la inteligencia del ar- 
ticula 18 d • la Constitución y la cuestión de si uno át los 
miembros del tribunal estalla o no habilitado para integ-arlo. 
examinada y resuelta en el auto apelado, está regida por le es 
orgánicas o de procedimientos y por lo mismo es ajena a esta 
instancia extraordinaria. (Fallos, tomo 116, pág. 30). 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador General, no se hace lugar a la queja de- 
ducida. Repóngase el papel y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dil 
Sowar. — D. E. Palacio. — 
J. FicueiOA Alcorta. 



Don Emitió Camors contra h sucesión de don Lorenzo Nava- 
rro y otro, por cobro de un crédito hipotecario. Contienda 
de competencia. 

Sumario : Las acciones por cobro de un crédito hipotecario con- 
tra una sucesión no entran en la disposición del inciso 4°. 
.. del artículo 3284 del Código Civil. En consecuencia, el 
conocimiento de una demanda por cobro de un crédito hi- 
potecario corresponde al juez del lugar donde se halla el 
bien hipotecado. 
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Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

AUTO DEL SEÑOR JUEZ LETRADO 

«ttiitmcli, Octubre 31 útiW 

Autos y vistos: 
La excepción de falta de personería opuesta a fs. 51, y 

Considerando : 

Que debe tenerse como juez competente para entender en 
juicio en que se entablen acciones reales sobre inmuebles el 
del lugar donde éstos estén situados ; 

Que si bien el juicio sucesorio como universal, atrae a 
todos los asuntos pendientes contra el difunto y los que pudie- 
ran iniciarse, debe exceptuarse la acción real, por cuanto ésta 
va escrita sobre la cosa misma y las sigue al lugar de su si- 
tuación ; 

Que en las escrituras de venta e hipoteca de fs. 1 a fs. 8 
consta que la operación se realizó en esta Capital y que el in- 
mueble se halla situado en este territorio como también de que 
el señor Lorenzo Navarro era vecino de Vera, Provincia de 
Santa Fe fver fs, 7^ circunstancias éstas que autorizan al 
acreedor a perseguir el cumplimiento de la obligación donde 
donde está situado el inmueble ; 

Que justificándose por el testimonio de fs. ñ$ t que el jui- 
cio sucesorio del demandado Navarro se tramita por ante el 
juzgado del doctor Arturo Seeber de !a Capital Federal, no 
puede el presente caso considerarse encuadrado en lo dispuesto 
por el art. 80 del C. de Proc. Civil por cuanto él se refiere a 
"personas inciertas y domicilio ignorados". 

Por esto resuelvo: i°. Mantener la jurisdicción de este 
juzgado; 2°. Exhortar al seiíor juez de 1* instancia en lo Ci- 
vil ae la Capital Federal, doctor Arturo Sceber para que no- 
tifique a los herederos de don Lorenzo Navarro de esta pro- 
videncia y de la de fs, 30 vta.. a fin de que comparezcan a 
estar a derecho dentro del término de diez días, bajo aperci- 
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binik-iito de darse intervención al señor defensor de ausentes. 
Notif Mínese y repóngase, — Caríos A. Cantilo, — Ante mí: 
Lnis Cordero. 

FALU» DK U.\ CORTtí SUPREMA fl) 

Boom AirM. Maro II d* I9M. 

Y vistos: 

Los de contienda de competencia entre un juez de I*, ins- 
tancia en lo Civil de esta Capital y otro de igual categoría de 
Resistencia, Territorio Nacional del Chaco para conocer del 
cobro de un crédito hipotecario— y 

Considerando : 

Que en el mes de Julio del año 1913 se abrió en esta ciu- 
dad el juicio sucesorio de don Lorenzo Navarro; y en el de 
Junio de 1914 se presentó ante el Juzgado de Resistencia <t>n 
Emilio Camors cobrando ejecutivamente un crédito garantido 
con hipoteca, que el causante le adeudaba juntamente con don 
Hugo Pertinari (fojas 6 y 12 de los autos respectivos). 

OiH- requerido p««r él juei de esta Capital, el de Resisten- 
cia, para que se inhiba de conocer en dicho juicio y le mande 
los autos allí iniciados, por ser universal el de sucesión y deber 
acumularse al misino todas las acciones personales contra aqué- 
lla, el segundo de dichos jueces se negó a ello porque tratán- 
dose de acciones reales como era la interpuesta por Camors, 
deben ejercitarse en el lugar donde está situado el inmueble 
máxime cuando se había convenido que allí se cumpliría la 
obligación; y en consecuencia quedó en esos términos trabada 
la presente contienda de competencia. 

Que con arreglo a lo dispuesto en el artículo 5284. ine. 4*. 
del Código Civil, deben entablarse ante el juez de la sucesión 



(I) En ■! «fiilldo t id li m¡«ma fecha *« irtohrtó ti contienda de n«- 

pittneU tratada «Bife «1 juez de i> Instancia en lo Civil dt tato Capital y el da 
igual cute de lo dudad de la Plata, para conocer del Juicio efentfvo por cobro d« 
un «rédito Uaottcario ««suido por don Alberto Martin», contra ta mttiém dedeo 
Nicanor Uzoz. 
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las acciones personales de los acreedores del difunto, antes de 
la división de la herencia. 

Que en ct caso, la instaurada por Camors, ante el juez 
de Resistencia, es por cobro de un crédito hqiotccario como 
queda dicho; >* como tal no está comprendido en la disposi- 
ción del inciso 4'. artículo 3284 antes citado (Fallos, tomo 82, 
pág. 193; tomo 98, pág. 359; toi" no ' P*M* 2, 7)- 

Por ello y oído el señor Procurador General se declara 
Juez competente al de Resistencia, para conocer del juicio en- 
tablado por don Emilio Cainors contra la sucesión de don Lo- 
renzo Navarro; y en consecuencia devuélvansele los autos de 
la referencia, avisándose por oficio al de la Capital a quien se 
le mandarán así mismo los sucesorios respectivos. Notifíqucse 
original, debiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

A, Bes y e jo. — Nicanos G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlCUEROA AtCORTA. 



Procurador Fiscal contra don Juan José Cernadas, por infrac- 
ción de la Ley Nacional ác elecciones AT\ Si 29. Contienda 
de competencia. 

Sumario: Corresponde a la justicia federal el conocimiento de 
una querella instaurada contra un ex-jefe del registro ci- 
vil por retención indebida de libretas de enrolamiento 
que, te habían sido entregadas en aquel carácter y en el 
de jefe de la oficina enroladora, hecho considerado por 
el querellante como penado por la ley nacional de eleccio- 
nes en su artículo 19. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

Apreciadas prima fació las circunstancias en que el hecho 
denunciado se ha producido, de acuerdo con la regla del ar- 
ticulo 34 del C. de P. Criin, resulta evidente que e! supuesto 
.delito corresponde í» la jurisdicción y competencia de U. S 

En efecto: consta que el señor Juan José Cernadas era 
jefe du la oficina enroladora de Necochca y (pie después de 
separado de su puesto, ha retenido indebidamente en su poder, 
una cantidad de libretas de enrolamiento que le fueron secues- 
tradas por ta policía. 

Prima facic, este hecho importa una violación flagrante 
del artículo 19 de la ley 8129 que establece: '%ps jefes de ofi- 
cinas enrotadoras que otorguen libretas de enrolamiento sin 
inscribir lns enrolados en las listas originarias de enrolamien- 
to, concedan libretas de enrolamiento sin corresponder, o los 
tjtte tas retengan indebidamente, serán penados con dos años 
de prisión". 

Él señor Cernadas era jefe de la oficina enroladora de 
Necochea, y en esc carácter le fueron entregadas y recibió las 
libretas de referencia y al renunciar o ser separado de su pues- 
to, las retuvo indebidamente en su poder, hasta que le fueron 
secuestradas por la policía, lo que constituía una falta, porque 
su deber era devolverlas o restituirlas a su reemplazante. Al 
no hacerlo ha incurrido cu la infracción prevista en et artículo 
19 de la citada ley. 

La jurisdicción de U. S. surge de ta naturaleza ile la ley 
violada y a mérito de lo dispuesto en los arts. 3 . ¡nc. 3 de la 
ley 48 y 23 inc. 3*. del Código de Procedimientos. 

Bajo otro punto de vista, debería encuadrar el delito den- 
tro de fa disposición del articulo 54 de la ley penal n°. 49. 

Dice dicha disposición: "Los que sustrajeran, destruyeren 
o robaren tos procesos o actuaciones seguidos por ante ta jus- 
ticia nacional u otros papeles, registros, actas y efectos, custo- 
diados en los archivos, oficinas o depósitos públicos, ó entre- 
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fiados a un empicado público como tal. sufrirán la pena de tra- 
liajos forzados, etc. 1 '. 

Ahora bien» pienso qiie paéée íMÚáñmW* sltp^ner^ 
que el procesado, /id sustraído de una oficina púhltca (la ofi- 
cina cnroladora), efectos que le han sido entrenados en castor 
dw v en su carácter de empleado público, como lo demuestra 
la circunstancia de haber sido secuestradas por la policía de 
su poder, las libretas de enrolamiento, que te fueron entrega' 
das por las autoridades militares. 

F.l hcclio asi considerado, reúne los caracteres esenciales 
del delito previsto en la disposición legal mencionada y la com- 
peteneia de U. S. resulta de las prescripciones de la ley 4 R v 
Código de Procedimientos, ya citadas. 

En virtud de lo expésto a U. S. pido: 

t* Que declare de su competencia el conocimiento de 

esta cansa. , , - 

2* Que atento lo manifestado \mr el señor Juez del Cri- 
men de Dolores de por trabada la contienda de competencia. 

3". Que de conformidad a b< dispuesto cu el nrt. o", me li) 
de la ley 4055, remita estos antecedentes a la Suprema Corte 
de Justicia a fin de que dirima la cuestión suscitada, invitan- 
do al señor Juez del Crimen para que proteda en idéntica 
forma. — /. Mac Romero. 

E\ señor Juez Federal por las razones expuestas en la 
vista que antecede, se declaró compéleme. 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Burnoi AErtl, Mayo 2 Út l»)6 

F.xmo. Señor : 

La présenle contienda de comi>etencia iraUida entre el 
señor Juez Federal de Haliía Blanca y el seflor Juez del Crimen 
de Dieres, a propósito del secuestro de libretas de enrola- 
miento existentes en la oficina del registro civil de Mccochca. 
se resuelve por aplicación fiel articulo V'. del Código de Proce- 
dimientos, que prevé la comisión por una misma persona de 
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delito* que pertenezcan, uno al fuero federal y otro al fuero 
ordinario, y decide que. en tal caso, el procesado deberá ser 
juzgado primero por la justicia federal. 

Esto sentado, y puliendo apreciarse, prima faac, que el 
hecho imputado está comprendido en lo dispuesto por el ar- 
ticulo 19 de la ley & J9. cuyo conocimiento está deferido a los 
tribunales nacionales, con arreglo a lo proscripto por el ar- 
ticnlo 3". inieso y. de la ley n». 48. pido a V. E. se sirva de- 
clarar competcnlc para proseguir en el conocimiento del suma- 
rio al señor lucz Federa) de Rabia Blanca, sin perjuicio del 
conocimiento ulterior que pueda corresponder a la justicia 
provincial. 

Mié Botct. 

FALLO DE LA CO*TF. SUPREMA 

BiHH Airts, M*yo Ir» <?« 1016 

Vistos: Ins de contienda de competencia entre el señor 
Juez Federal de Rabia Blanca y el del Crimen y Correccional 
de D. -lores. Departamento del Sud de la Provincia de Rueños 
Aires, para conocer de la denuncia sobre substracción re- 
tención de libretas de cnrolamientr.. 

. Y considerando ; 
Que según resulta de los autos respectivos ipie se tienen 
a la vista, ante el primero de li»s jueces nombrados se ha pre- 
sentado el Procurador Fiscal entablando querella criminal con- 
tra el ex- jefe de la oficina del Registro Civil de Necocbea, 
don fuá" José Cernadas, a quién se hace cargo de que "rete- 
nia indebidamente una extraordinaria cantidad de libretas de 
.-nrolamiento que le habían sido entregadas en su carácter de 
jefe de la oficina enroladora y de jefe del Registro Civil do. 
Mccinrliea. las que sustrajo dé la oficina al dejar el puesto", 
como se afirma en el escrito de querella, expresándose, además, 
que estos hechos, denunciados ante el Poder Ejecutivo y que 
motivo el decreto de 23 de Marzo último mandando promover 



1» 





FALLOS DE LA CORTE SUl'REM A 



esta querella, constituyen actos delictuosos, previstos y pena- 
dos por la ley nacional fie elecciones en su articulo íg y por 
la ley número 49 en el articulo 54, 

Que dados estos antecedentes, el conocimiento de los he- 
chos delictuosos por lo míe respecta a la violación de la ley 
nacional de elecciones imputados al querellado, corresponde 
a la justicia federal, con arreglo a lo establecido por el articulo 
3\ inciso 3°. de la ley numero 48 y 23 inciso 3*. del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, aun en el supuesto de la exis- 
tencia de otros cuyo conocimiento pudiera corresponder a la 
jurisdicción ordinaria o local a ta que seria sometido el encau- 
sado después de juzgados Ins prin^í**. Articulo 38. Código 
citado. 

Por ello y de confitrnmtod con lo pedido por el señor Pro- 
curador General se declara que el señor Juez Federal de ! la- 
bia Blanca es competente para continuar conociendo en esta 
causa a quien se remitirán tns autos haciéndose saber por ofi- 
cio esta resolución al dd Crimen de Dolores. 



Criminal contra Carlos Sánchez Vaknzacht. por injurias: iúbt<i 

competencia 

Sumario : Corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte 
Suprema el conocimiento de una causa criminal, por inju- 
rias de hecho y de palabras inferidas a un cónsul en su 
despacho y en el desempeño de sus funciones. 



A. Bermejo. — Nican-or G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Ficueroa Alcorta. 



Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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AUTO DEL SH. JUEZ rKPI-RAU KN UO CRIMINAL V CORRECCIONAL 

BiraOt Alrti. Mif» 17 «l ttl6 

Autos y vistos; considerando: 

Que en el caso se trata ríe injurias de palabra y <le hecho, 
inferidas a un cónsul en su despacho y en el desempeño de sus 
funciones. 

Que tales hechos están comprendidos entre las cansas que 
debe conocer originariamente la Suprema Corte de Justicia 
Nacional, porque cllns afectan la libertad y seguridad, sin las 
que los cónsules no podrían desempeñar hicn su mandato —Ar- 
tículo 16. inc. 4*. de la ley h* 4 48 y fallo tic la Corte Suprema 
tomo 10. página 324. 

Por estos fundamentos y lo dictaminado |>or el señor Pro- 
curador Fiscal en la precedente vista, resuelvo: declararme 
incompetente para entender en esta causa, mandando elevar 
estos autos a la Suprema Corte de Justicia Nacional, poniendo 
a disposición de la misma al detenido Caí los Sánchez Valen- 
zuela, a cuyo efecto se librarán los oficios de estilo, — Jantus 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Alrct , Mayo 13 de l»IC. 

Suprema Corte: 

VA caso que se plantea en estos ¡tutos corresponde al co- 
nocimiento de V. E. con arreglo a lo dispuesto en el artículo 
i°. inc. 4 1 '. de la ley 48, que defiere a la jurisdicción originaria 
de esta Corte Suprema las causas en que versen los privi- 
legios o exenciones de los cónsules o vicc-eónsulcs. Se trata 
de injurias inferidas al señor cónsul general de Chile, en su 
oficina consular y con motivo del desempeño de sus f 11 liciones 
especiales, por lo que se hallan comprometidas las prerroga- 
tivas de su carácter público y la lilwrtad y seguridad sin las 
qttó no podría desempeñar bien su mandato, lo cual determina 
el ejercicio de la jurisdicción que compete a este tribunal, con- 
forme a lo resuelto en casos análogos (tomo io r pág, 324; 
tomo 22, pág. 176). 
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Pnr ello pido a V. E. se sirva Aclarar su competencia 
para conocer en este sumario. 

Julio Botet. 

FALLO DE m CORTE SUPREMA 

Bueno» Aire*, Miro 18 de l9lfi. 

Autos y vistos, considerando: 
0üé con arreglo a lo dispuesto en el articulo 101 de la 
Constitución, articulo ].", inciso 4." de la ley de jurisdicción 
y competencia de 1863 y lo establecido ]x>r la jurisprudencia 
de esta Corte (Fallos, tomo 10. |>ágim 324 1 el conocimiento 
de la presente eau^i contra Carlos Sánchez Valenzuela por 
actos que afectan las prerrogativas fiel Señor Cónsul de Chile, 
en su carácter publico y con motivo de! desempeño de sus fun- 
ciones, corresponde a la jurisdicción originaria de esta Corle, 
lo que así se declara ; y de las act ilaciones practicadas vistas al 
al señor lWnrador General, 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — D. E. Palacio. — 

J. FlCÜEROA AlCORTA. 



Criminoi contra iiofer Tarad, por substracción de documentos 
v revelación de secretos: sobre evm¡tctcmia 

Sumario: No corresponde a la jurisdicción originaria de la 
Corte Suprema el conocimiento de una causa criminal ins- 
taurada por denuncia de substracción de correspondencia 
y violación de secretos, formulada por un cónsul extran- 
jero contra un ex empleado del mismo. 

Coso: Lo explican las piezas siguientes: 
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SKN TKNCIA DE LA CAMARA FEDERAL DK APELACIONES 

Bueno* Alrtt, 5cptl*»bré 25 de 19». 

V istos y considerando: 

1. " Que esta catísa íuc iniciada ante la justicia local «le 
la Capital, cuyo juzgado en lo correccional se declaró incom- 
petente i f*. ■>> i jwir tratarse de un asunto concomiente al 
Consulado de %rq«ta y atento lo áspltesto en él art. loo de 
la Constitución Nacional, 

2. " Q¡te< si bien el juez de sección doctor Jáñtus, lia subs- 
tanciado y fallado la causa. la jurisdicción que fia asumido no 
está conferida a los jueces de sección por el artículo 23 del 
Código de Procediriiiétitós en materia penal, ni por el articulo % 
de la ley X. 4053, qué son las disi^lciones relativas a la 
comi>etencia de dichos magistrados en esa materia. 

.V Que í ,nr consiguiente debe declararse mito el auto de 
fojas Q3 vía. i>or el cual el juez a qiu> asumió la jurisdicción de 
que se había inhibido el juez local en lo correccional- 

Por estos fundamentos y atento lo dictaminado |ior el 
seu"0t Procurador Fiscal y lo resuello por la Corte Suprema 
en el tomo to t página 324 de sus fallos, se declara que el señor 
juez a t¡no lia carecido de jurisdicción, siendo nulo todo lo 
actuado desde el auto de fojas <i,V 

Notifíquesc y devuélvase al juzgado de sección a sus 
efeoos. _ n. VUhfaüc. — A. Ferrñra Cortés. — Daniel Goy- 
tíá, — . ífiitstht UniiuiiiToin. — J. A r Móttenso. 

PICT AMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Aire», Febreio 24 de tt!6. 

Suprema Güftc : 
Los delitos que han rlado motivo a la formación de este 
sumario, referentes a la sustracción de documentos y revela- 
ción tle secretos, efectuados cu perjuicio del Cónsul General de 
Turquía, no pueden dar lugar a la jurisdicción originaría de 
esta Corte Suprema . en razón de no estar comprendidos en 
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la situación prevista por él artículo i.", inciso 4.'' de la ley 48. 
que defiere a su conocimiento las causas en que se versen los 
privilegio* v exenciones de los cónsules y vice-cónsulcs en su 
carácter público. Para precisar la distinción a estanteccr entre 
la situación prevista por el mencionado inciso y el art. 2. a . in- 
ciso 3- de la misma ley, que atribuye a los jueces de sección 
el conocimiento de las causas que versen sobre negocios parti- 
culares de un cónsul o vicc-cónsut extranjero, conviene desde 
luego prestar atención a los términos en que está redactada 
una y otra disposición, refiriéndose la primera de ellas a los 
privilegios y exenciones acordados a los cónsules en su carácter 
público, mientras que la segunda alude en términos generales 
a tos negocios particulares de los cónsules, de lo que se deriva, 
que la competencia atribuida a la Corte Suprema, está limitada 
a Jos casos especificados en el art. *.* inc, 4 y todos los demás 
se involucran en la conferida a los jueces de sección por el 
art. 2. u . inc. 3.°. 

lvsta distinción rescinde al concepto corriente en la doc- 
trina internacional, según la cual los cónsules carecen de ca- 
rácter diplomático y por consiguiente 110 gozan de las exencio- 
nes e inmunidades que acuerdan a los embajadores, ministros, 
etc., etc.. pero en razón de ejercer la representación del país 
que los envía, del que reciben una delegación de poder para 
el desempeño de las funciones que le están confiadas, les son 
acordados ciertos privilegios indispensables twtra llenar su mi- 
sión, por ser inberentes al ejercicio de la jurisdicción atribuida. 
Es en esta inteligencia que la ley 48. en sn art. I." circunscrito 
la competencia originaria de la Corte Suprema, a los casos en 
que se afecten tos privilegios y exenciones de los cónsules, en 
su carácter público, a diferencia de lo que ocurre en las causas 
concernientes a los embajadores u otros ministros diplomáticos 
que están sometidos sin limitación a aquella competencia ori- 
ginaria, del modo que una Corte de justicia puede proceder 
con arreglo al derecho de gentes. De manera que para deter- 
minar si liay lugar a que esta Corte Suprema entre a conocer 
en una cansa referente a un cónsul o vicc-cóusut, es iwlispen 
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sable averiguar previamente cuál es el privilegio o exención 
acordado en su carácter público, sobre que versa el asunt > 
^metido a la decisión judicial. pirque es esa la única tualeri i 
que cae bajo Ja competencia del tribunal, siendo entendido que 
fuera de ese supuesto esta Corte Carece de jurisdicción y el 
casn estará comprendido en la deferida a los jueces de sección 
para entender en los negocios particulares de los cónsules o 
vice-cónsules extranjeros. 

Sentado lo anterior, se llega a In conclusión de fpie en el 
hecho denunciado por el Cónsul General de Turquía, no existe 
una afectación de. los privilegios o exenciones que le son con- 
cedidas en la República, para el ejercicio de su ministerio, por- 
que dichos beneficios atañen a la plenitud de las funciones que 
están a su cargo, y éstas en manera alguna se han visto trabadas 
jior los delitos imputados al acusado, que se encontraba al ser- 
vicio del denunciante. T.a revelación de secretos, ha tenido lugar, 
según resulta de las constancias de autos, con referencia a asun- 
tos privados de! cónsul, y su objeto ha sido poner esos asuntos 
en conocimiento del gobierno Turco, al que el acusado de- 
nunció las irregularidades que. en su concepto, aquel cometió. 
No existiendo, por tanto, afectación de los privilegios conce- 
didos en la República a los cónsules extranjeros para el desem- 
!>cuo de su ministerio, no compete a V. E. el conocimiento de 
esta causa, y pido se ordene su remisión a la Cámara Federal 
a los efectos de que entienda en el recurso interpuesto de la 
sentencia de primera instancia. 

Julio Botit. 



FALLO DE LA CORTÉ SUPREMA 

Buena* Atrei, Maro IB 4* !•!«. 

Autos y vistos, considerando: 

La presente causa fea sido iniciada a mérito de la denuncia 
sobre sustracción de corresjiondcncia y violación de secreto* 
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formulada por el Cónsul General de Turquía ante las autori- 
dades de indicia de esta Capital, por las qtíi fué instruido el 
sumaria respectivo y pasado al Juez Correccional, quien se 
declaró incompetente para conocer en ella ( auto de fs. yo>. 

Que remitidos los autos al señor juez Federal doctor Jan- 
tus, éste previa declaración c!e su enmpeteneia (fs. 93 vta.) ha 
sentenciado y fallado la causa imponiendo al acusado la pena 
de tres meses de arresto y el pago di las costas procesales invo- 
cando lo dispuesto en el artículo 175 del Código Penal (fs. i/0>- 

Que de conformidad a lo establecido |>or la ley N.° 4« 
sobre jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales, 
esta Corte Suprema solo conoce originariamente de la causas 
concernientes a Cónsules y Vice-Cón*ulcs extraiijcrns. cuando 
en ellas se trata de los privilegios y exenciones inherentes a 
su carácter público, como se lia establecido también p<»r la 
jurisprudencia 1 Fallos, tomo 10, pág. 334: tomo 19, pág, 187: 
tomo SS. pág. 42). 

Que en las demás causas corresponde a los jueces de sec- 
ción conocer en ellas en primera instancia con arreglo al inciso 
3." del artículo 2." de la referida ley. en cuyos términos gene- 
rales y sin distinciones deben entenderse comprendidos lauto 
tos asuntos criminales como los civiles ( Fallos citados>. 

Que en tal virtud y dados los antecedentes relacionados, 
el caso presente es de la competencia del Juez Federal en lo 
Criminal de esta Capital, puesto que se trata de un proceso 
contra un ex empicado iniciado ante la justicia local a ins- 
tancia del mismo Cónsul y seguido después ante lo federal por 
el hecho de que como se expresa en la acusación fiscal. *'le 
habia sustraído ñafíeles privados, remitiendo su mayor parte, 
al Ministerio de Relaciones Exteriores de su país con el pro- 
pósito de perjudicarlo en su reputación y tratar de que se le 
exonerara de su cargo" ( fs. 176). 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado y pedido 
ppr el Señor Procurador General, así se declara. Kn su con» 
si-cueucía. remítanse los autos a la Cámara Federal de Apela - 
ciones para que asumiendo la jurisdicción que le corresponda 
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entienda eti el recurso inteippc>tü centra la sentencia det 
i n ferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — D. E. Palacio. — 

J. FlGUEROA ALCORTA. 



¡ion Awjusto I.iittüitsin. omira r! Gobtrntn de hi Nación, sobre 

rtwiiidicacién 

Sumario: i." Una posesión de ocho años nn opera la prescrip- 
ción ríe derechos o acciones, reales ó |jersona1es. 

2." Xo es poseedor de mala fe a los efectos de la res- 
tittirión de los frutos aquel (pie ocupa una cosa en virtud 
de un título que pudo creer legitimo, ruando por otra 
IKirte. e) que lo otorgó tenia dudas respecto de la legiti- 
midad de los derechos a la misma, invocados por un ante- 
cesor en el titulo, del reivindicante. 

Cajo : Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ l'KDERAI. 

Vistos estos autos seguidos por don Augusto Limousin 
contra el Gobierno Nacional por reivindicación. 

Refiere la demanda que la Provincia «V Unenos Aires 
enajenó a la Nación, como es notorio, el Puerto de La Plata, 
traspasándote la posesión del mismo y de todos los terrenos 
que entonces ocupaba a sus alrededores: <¡ue según el art, a.* 
del respectivo contrato, quedaban comprendidos en la venta 
todos los terrenos alli enumerados, con Jas excepciones estable- 
cidas \k*t el art. .v* : y una de las excepciones que éste estable- 
ció se refería a "los terrenos comprendidos dentro de la zotn 
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propia del puerto que no hayan sido aun expropiados por !a 
Provincia". Que entre estos terrenos hay uno de propiedad del 
actor que és la manzana N.° i del plano de sus títulos; y des- 
pués de realizada la venta del puerto, el actor, como otros 
propietarios en iguales condiciones, ocurrieron al gobierno de 
la provincia, quien les expropió las partes de sus tierras ocu- 
padas por canales, diques y calles, porque entendió de buena fe 
que ellas habían sido comprendidas en la enajenación en virtud 
del art. i.° t pero por la parte de dicha manzana N.° i ocupada 
por la Nación con instalaciones diversas, ocurrió al Gobierno 
Nacional en devolución o expropiación de la tierra, el que 
resolvió en definitiva rechazando el pedido, a pesar de la cla- 
ridad de lo* antecedentes y del favorable dictamen del señor 
Procurador General de la Nación. Examina los fundamentos 
del decreto del Poder Ejecutivo que rechazó su reclamación; 
y entrando a probar el derecho de dominio que tiene sobre e! 
inmueble, afirma que la manzana de tierra N.° i es parte de 
una mayor extensión que fué declarada de propiedad de doña 
Dominga Durañona (x>r el Juzgado fie Paz de Quilmcs en juicio 
contencioso contra la antigua municipalidad de la Ensenada: 
cjiie a pesar de tal sentencia el Gobierno de la Provincia se 
apoderó de esas tierras alegando que él era el propietario y 
declarando que no se refería a ellas la resolución del juzgado 
de Paz: que uno de los propietarios don Miguel Arguello, 
ocurrió entonces a la Corte Suprema Federal la que declaró 
que la sentencia del Juez de Paz de Quilines tenia el valor de 
cosa juzgada para las partes litigantes o sus sucesores, y se 
refería a las fracciones detentadas por la Provincia. Que a 
consecuencia de ese fallo, la Provincia de Buenos Aires devol- 
vió a muchos propietarios los terrenos de que se había apode- 
rado, devoluciones que fueron interrumpidas por la enajena- 
ción del Cierto. Que el título del actor proviene de la señora 
Durañona quien vendió a don Luis dell Isola en Abril de 1888; 
qué éste vendió a su vez un año después a don Juan José La- 
nusse. quien fué puesto en posesión judicial en pleito que si- 
guió al vendedor |K>r cumplimiento de contrato; que Lamíase 
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fué despojado por la Provincia de Buenos Aires, que construyó 
mi dique, hizo calles, instaló oficinas públicas que hoy pertene- 
cen a la Nación y arrendó a particulares lo que hace lanihién la 
Nación actualmente ; que desde Laiiusc hasta el actor hubo va- 
rias enajenaciones hasta que el último adquirió la tierra en Sep- 
tiembre de iodo con las acciones necesarias para recuperar la 
pfüMÍón y obtener tas indemnizaciones debidas, según título 
que obra en el expediente administrativo. Kn mérito de estos 
antecedentes, demanda a la Nación por reivindicación de tres 
fracciones de terreno compuestas de 0.582 metros y fracción, 
según plano que acompaña, terrenos que están situados ro- 
deando la cabecera del dique ir. i del Puerto de La Plata; y 
pide se declare su derecho y que la Nación debe entregarle la 
posesión de esa tierra, con más sus f ni tos c intereses y las 
costas del juicio, salvo el derecho que reconoce a la Nación fie 
indemnizar el precio fie la tierra, intereses y costas. 

Habiéndose corrido traslado de la demanda en los términos 
prevenidos por la lev 3.052, el señor procurador fiscal, ejer- 
ciendo la representación del í'<of tierno de la Nación en virtud 
del decreto que corre a fs. 50, contestó la demanda manifes- 
tando que ta acción deducirla rio corresponde |>or ías siguien- 
te* razones: al que la provincia de Rueños Aires fué deman- 
dada |w>r particulares como Miguel Arguello que se encontraba 
en idéntica situación jurídica que el actor, |*>r el pago del pre- 
cio de indemnización del área total de la manzana de su pro- 
piedad, y aquélla fué condenada a ese pago por sentencia de la 
Corte Suprema Federal: b) que la excepción del inciso 7". del 
art. 3". del contrato, lógicamente interpretarla, sólo ha |>odÍdo 
referirse a terreno* no expropiados por la pro\ ,icia que fue- 
ron especialmente citados en el contrato: pero nunca en el 
concepto general ijue i>ermTta aplicar esa excepción a cualquier 
reclamo que se inicie de tierras situadas en la zona vendida, 
que según el art. 2." del contrato la provincia se obligó a sanear 
en caso de evición ; c ) la provincia ha considerado, at vender 
el puerto, que los terrenos reclamados le pertenecían, y ta 
prueba de que elh no los consideraba comprendidos dentro 
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de los terreno* no expropiados, es que discutía en juicio con 
los interesados su mejor derecho a tales terrenos; d) que c! 
art. V' debe ser í"t c n iretatl ° concordándolo con el 4-" q"*-' 
obliga a Ja provincia por la evicción: e) que ta acción reivin- 
dicatoría, con respecto a la Nación es impr*Kcdente. ^rque 
los terrenos están incoqxirados desde hace mucho más de 
diez años al dominio público de la provincia primero y de la 
Nación después, que sucedió a aquélla ; y tratándose de biene* 
incorporados al dominio público, no susceptible de expropia- 
ción privada. s.-Io hay respeto a !<>s particulares el derecho 
de uso y goce, ponpie tales bienes están fuera del comercio y 
la acción rvivindical»ria nace del dominio que cana uno tiene 
^.hrc cosas particulares, art. 27 5 R del Código Civil. La acción 
del aetor seria cuanto más personal |H,r cobro del precio y i sa 
acción está preseripta por el transcurso (1c diez años y f l. que, 
finalmente, en el caso de ser procedente la acción reivindica- 
toría, la obligaciéti de la Xación se referiría solo al área que 
resultare ocupar, la que seria mecsano determinar oportuna* 
mente. Pút tales razones pide se rechace la demanda, con 
costas. ■ 

Tramitado el juicio en la forma ordinaria, como corres- 
ponde a la naturaliza de la aceión deducida, se dictó la pro- 
videncia de autos que ha quedado consentida. 

Y considerando ; 
Primero: Que la propiedad de don Augusto Union sin al 
inmueble qjfe reivindica, está probada en autos. La escritura 
de fs. 85 del espediente administrativo agregado a los ani-- 
como parte de pruelia. y el certificado del actuario de fs. ?y y 
siguientes, demuestran de un modo indudable (pie la propie- 
dad que invoca el actor deriva, por sucesivas transmisiones, 
de la que correspondió a la sucesión de don Martin Durañona, 
en virtud de la sentencia dictada |"-r el Juez de Paz de «¿mi- 
mes en juicio seguido con la Municipalidad de la Knsenada. 
Consta también a fs. fu y 62 de estos autos, que la posesión 
judicial de la tierra qite hoy se reivindica fué dada judicial- 
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mente a don Juan José Lanuse, uno ile los antecesores del 
actor. 

Segunda : — Que consta también de autos la desposesión eme 
sufrieron los antecesores del actor y así lo reconoce el Minis- 
terio Fiscal al contestar la demanda. No se niega, por otra 
l>arte. f¡ue la Nación esté en actual posesión de la tierra. lo 
que consta, además, detalladamente en el informe y plano de 
fs. 74 y siguientes del expediente administrativo. 

Tercero: — Que teniendo el actor acreditados los extre- 
mos exigidos por el art. 2??,$ del Código Civil, corresjxnule 
examinar las defensas opuestas por el Ministerio Fiscal para 
oponerse a la devolución de la tierra que la Nación detenta, o 
su precio, como lo pide la demanda. 

Cuarto: — Que el hecho efe que la provincia de Unenos 
Aires haya sido condenad» a pagar, en juicio en que el actor 
no era parle, el área total de ta manzana en que se encuentra 
la tierra en litigio, no perjudica tos derechos fiel ador a dirigir 
su acción contra el poseedor, ni exime a la Nación de la obli- 
gación en que está de devolver la tierra qtje posee, sino jus- 
tificara 1111 mejor derecho; y tal semencia sólo podría servir 
de antecédeme a la parte demandada para repetir de la pro- 
vincia, si a ello hubiera lugar, con arreglo al contrato cele- 
brado entre ai ni ios. 

Quinte»: — Que la defensa fundada en la interpretación 
del art. 3.". iuc. 7. del contrato de venta del Tuerto de Ka 
Plata, celebrado entre la Nación y la Provincia de Buenos Ai- 
res, es completamente inadmisible. Kn efecto, según el referido 
art. 3.". quedaron exceptuados de la venia los terrenos enu- 
merados en los siete incisos que él contiene; en los seis pri- 
meros se concretan determinadas extensiones enajenadas ante- 
riormente |»or la Provincia de Buenos Aires, y en el séptimo 
teniendo en vista, indudablemente, otras extensiones que no 
pertenecían en propiedad a la provincia y cuya especificación 
no era posible, se exceptúan también "los terrenos comprendi- 
dos dentro de la zona propia del Puerto que no hayan sido 
expropiados aún por la Provincia". Sostener, entonces, que ese 
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artículo sólo lia podido referirse a terrenos" no expropiados que 
fueren especialmente citados en el contrato, es ir contra la 
letra y el espíritu claramente expresados en la dis|*osición 
referida. 

Sexto: Que no obsta a esta interpretación, sino que la 
confirma la circunstancia de que {a provincia de Buenos Aires 
haya discutido en juicio con los interesados su mejor derecho 
a las tierras que hoy se reivindican, porque justamente la 
sentencia que dt-seslimó sus pretensiones, hizo necesaria la 
expropiación para que la provincia fuera duúena y hubiera po- 
dido transferir su derecho a la Nación. 

Séptimo: — Qtic tampoco Obsta a la interpretación del 
art. ,V que queda establecida, la obligación de la provincia d: 
Buenos Aires al saneamiento en caso de evieción. establecida 
en el art. 4" del contrato; porque tal obligación, como es evi- 
dente jH>r su naturaleza y por expresa estipulación contenida 
en dicho articulo, sólo ha podido referirse a los terrenos trans- 
feridos a la Nación y no a los que no lo fueron por cláusula 
del contrato, entre los que estaban comprendidos los del pre- 
sente inicio. 

Octavo: — Qne la acción reivindicatoría deducida no es 
improcedente, como se afirma, en cuanto es dirigida contra 
la Nación por terrenos que se dicen incorporados al dominio 
público. Kn primer lugar, porque no está demostrado que las 
extensiones demandadas hayan sufrido efectivamente esa in- 
corporación, deduciéndose lo contrario del informe y planos 
de fs. 74 y siguientes del" expediente administrativo. Kn se- 
gundo lugar, porque constituyen una teoría peligrosa y lesiona 
abiertamente la garantia establecida ix>r el artículo 17 de la 
Constitución Nacional, sostener el derecho de la Nación a 
incorporar al dominio público los bienes de los particulares, 
negando a éstos las acciones que da la ley para recuperar tos 
inmuebles de que hubieren sido desojados, y el hecho de que 
éstos estuvieran efectivamente aplicados al uso público, no 
impide el ejercicio de las acciones reales que. de conformidad 
enn lo que establece el art. 14 de la ley nacional de expropia- 
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ción, se ejercitaría sobre su valor en dinero, ja que los dere- 
chos del redamante se consideran transferidos de la cosa a su 
precio. 

Noveno : — Qne ta prescrijk'ión de ta acción deducida, 
que el Ministerio Fiscal presenta también como defensa, no 
está probada en autos; y en cambio el ador lia denu^trado que 
ni él ni sus antecesores han permanecido inactivos por un esp- 
eto de tiempo que baya dado lugar a que la prescripción se 
produzca f véase fs. 69 y siguientes). 

Décimo: — Q«<? ta última defensa aducida |wr el Ministe- 
rio Fiscal consiste en que la reivindicación, en caso de ser 
procedente, sólo obligaría a la Nación por el área que resul- 
tare efectivamente ocupar, lo q>te es evidente; pero del plano 
de fs, 8 y de la demanda" por una parte, y del informe y plano 
ya citados del expediente administrativo f fs. 74 y siguientes) 
por otra, resulta que la Nación ocupa integramente la super- 
ficie reclamada. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con las disposiciones 
legales invocadas y lo prescriptd ]*n el articulo 243$ y artículo 
7." de la ley 3952. de 6 de octubre de hjoo, declárase el dere- 
cho de Augusto Limousin a que la Nación le devuelva la pose- 
sión ele la tierra dcslimlada en la demanda, con más tos frutos 
percibidos desde el dia en que ésta le fué notificada 0, en su 
defecto, le indemnice por el valor de la tierra y sus interese 1 *, 
con costas. — Nulifique», regístrese y repóngase el sellado. 

Asi lo pronuncio, mando y firmo en la ciudad de La Plata, 
a diez y nueve de diciembre de mil novecientos catorce. 
Antonia /*. Marccuaro. 

SENTENCIA DE UA CAMARA FKDtlRAI* DE APtv I.ACJONfíS 

U Plttl. Jtnlo » dt 1615 

Vistos y considerando: 
I. — Según el art. 2758 del Código Civil, la acción de 
reivindicación nace del dominio que cada uno tiene de cosa* 
particulares. |wr Ja cual, el propietario que lia perdido la iwse- 
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sióii la reclama y la reivindica de aquel que se encuentra en 
posesión «le ella. 

De acuerdo con los términos de esa disposición corres- 
|»owlc. por lo tanto averiguar, si el actor lia justificado los 
extremos a míe ella se refiere, es decir, su dominio, la posesión, 
la pérdida de la misma y la retención del bien por la de- 
mandada, 

II. — Los tres últimos requisitos no han sido objeto de 
discusión, estando implícitamente reconocidos ]>or la parte de- 
mandada y expresamente comprobados, además, por las prue- 
bas de fs. 52 e informe de fs. Kó in fine, agregadas pnr el actor. 

III. ™ J-a cuestión queda por lo tanto reducida a decidir, 
si ha sido comprobado en debida forma el dominio sobre el 
bien reivindicado. 

Kl actor ha presentado para ello su titulo de propiedad 
debidamente inscripto en el registro respectivo (fs. B5 del ex- 
pediente agregado* y copia simple de los títulos anteriores, 
autenticados |ior el informe del actuario del juzgado, fs. y*). 
que demuestran las tranMiuMoiies sucesivas a partir desde doña 
Dominga Pura ñoña, sobre cuyo titulo, de mayor superficie, 
existe el pronunciamiento favorable de la Suprema Corle Na- 
*¡6nat, invocado jw»r Liinousín (tomo 95, página 

Kstablceida así la propiedad del actor, sobre el bien rei 
vindicado, ). . cual n* > ha sido, j>or otra parte, objeto de discu- 
sión y comprobados los flemas extremos legales, es indudable 
su derecho a reclamar la devolución del mismo o su precio, 

I V. — I^as cuestiones articuladas \h*t el señor Procurador 
Fiscal para oponerse a la demanda carecen en efecto, ele toda 
eficacia, como bien lo establece el señor Juez a tjuo en los con- 
siderandos 5." y de su sentencia. 

Son articulaciones que no afectan cu .forma alguna la 
prueba producida por la parte de Limousin. respecto de los 
requisitos exigidos por la ley para que proceda la acción y 
cuya ineficacia seria asimismo manifiesta, aun juzgada con el 
propio criterio de la demandada. 

Kl convenio celebrado entre el Gobierno de la Nación y 
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el 4é la Provincia, con f celia »y de agioto fie 1904 (fojas i) 
determina, en efecto, expresamente en el aVtíeiilo 1," la ci tía- 
vendida y sus accesorios y en el artículo 2." los terrenos com- 
prendidos en la venta. 

El artículo .V 4 del mismo contrato establece de mía manera 
expresa, las excepciones al inciso a) del artículo 2, cutre las 
cuates se encuentra la del ind*ü 7." q«* se refiere a los terre- 
no* comprendidos dentro de la «¿fia propia del Puerto que no 
lucieran sido aún expropiados por la Provincia actor afir- 
ma (¡ue los terrenos que reivindica se encuentran en estas con- 
diciones y efectivamente, del estudio de los títulos y planos 
presentados resulta comprobado su aserto. 

\\ ta defensa, según la cual la recordada excepción 

idealizaría tan 9ÓÍ0 a los terrenos que hubiesen sido expresa- 
mente mencionados en el contrato. e<¡ en consecuencia, inacep- 
table, tanto arifce los términos mismos del ¡tic que no admi- 
ten esa interpretación forza'da. cnanto bajo el punto de vista 
de los particulares afectados a quienes 110 podria legítimamente 
Oponerse, ni la forma ni aún el fondo de cláusulas de contra 
t.-s pasados sin su intervención, una vez que han probado sa- 
tisfactoriamente su dominio y las demás condiciones legales. 

VI. — I,a obligación de evieeióu y saneamiento pactada 
entre los O .bienios de la Nación y de la Provincia es igual- 
mente res ínter olios arta, para los terceros ajenos al contrato, 
y aparte de que. aun i>ani los propios contratantes, ella se 
refiere a las tierras no exceptuadas de la venta (art. 4." de 
contrato», demuestra la ix>ea importancia que la parte deman- 
dada concede a esta defensa el hecho de no haber citado de 
i viceión a la provincia, citación que no hubiera omitido, si a su 
juicio el terreno reclamado, hubiera estado realmente compren- 
dido en el contrato de compra-venta. 

VJJ. — Del>e también desecharse la argumentación fun- 
dada en que la en que la tierra que motiva este juicio pert? 
nece al dominio público de la Nación, pues como se desprend 
del plano agregado a fs. 78 del expediente administrativo e 
informes de fs. 74 del mismo y fs. 8í> del presente, que del>en 
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compararse con el plano de fs. 20, donde se demuestra la ubi- 
de los terrenos reivindicados, éstos no pueden conside- 
rarse comprendidos en la categoría de bienes públicos del 
estado general o de los estados particulares, que establece el 
art. 3340 del Código Civil. 

VIII. — La solución <|uc precede dada a la defensa res- 
pectiva de la demandada, alegando la incorporación del liien 
fjtte se reivindica, al dominio público de! estado, desvirtúa la 

xgumentación de aquélla, con respecto a la prescripción de diez 
os, pero a mayor abundamiento ef actor ha demostrado su 
improcedencia con la prueba agregada a fs. y i de la cual resulta 
ha gestionado continuamente su derecho sin haber hecho 
dono de los mismos, durante el término antes mencionad) « 

Considerando en cuanto a los frutos, 

IX. — - ¡>i bien la excepción contenida en el articulo 3 del 
ntrato de compraventa obligaba al Gobierno Nacional a pfo- 

cou la mayor cautela, al ocupar lo adquirido, no puede 
irse en realidad la existencia de mala fe, dada la extensa 
perficie de los terrenos comprendidos en la venta y aun la 
propia excepción, antes referida, que hadan necesarias opera- 
ciones complejas para su determinación precisa. 

En consecuencia, es aplicable al caso el art. 2433 del Có- 
digo Civil, y la devolución de frutos debe hacerse desde el dh 
en que se hizo salier la demanda al Poder líjecnlivo. 

A este respecto la demanda del» considerarse notificada 
en la fecha de la iniciación de la gestión administrativa, toda 
vez que la presentación previa al P. K. es trámite indispensa- 
ble en esta clase de juicios (art. i,\ ley $)S2). sin el cual no 
es jx>sible la acción judicial, ya que a éstas "no se les dará 
curso, sin que se acredite halter precedido la reclamación de tos 
derechos controvertidos ante el P. K. y su denegación p. >r 
parte de éste". 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia ape- 
se confirma ésta en lo principal, modificándose solamente 
to a los frutos, y en consecuencia se declara el derecho 
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del actor a que la Nación le devuelva la |x>sesión de la tierra 
deslindada en la demanda, cotí mas sus frutos desde la fecha 
de la iniciación del expediente agregado N.° 4566, letra L. f o 
en su defecto, le indemnice el valor de ta tierra y sus intereses,., 
con costas. Devuélvase. — Marcelino Escalada. — /?. Guido 
1 .avalle. — Mariano Castellanos, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buimí Aire», Mayo 20 4t I91ú 

V Vistos: lus seguidos ]>or don Augusto Liniousin .contra 
el Gobierno Nacional, por reivindicación u indemnización de 
los terrenos deslindados en estos autos venidos en apelación 
de sentencia de la Cámara Federal de La Plata. 

Y considerando: 

Que la litis lia sido planteada eu los términos que expresa 
el representante del Gobierno Nacional al establecer "que el 
Gobierno de la Nación en ningún momento ha desconocido el 
origen del título del actor. Si ha rechazado la acción reivindica- 
toría es porque ella 110 procede respecto de terrenos situados 
dentro de la zona habilitada del puerto, por tratarse de tierras 
libradas al servicio público, que están fuera del comercio, y 
si también se ha opuesto a la indemnización del precio, es 
porrpie se halla preseripta la acción respetiva" (memorial de 
fojas 141 ). 

Que el Gobierno de la Nación ocupa los terrenos de refe- 
rencia desde el año p«t sí y 11 ó como continuador de la 
¡>osestón rpie tenia respecte) de ellas el Gobierno de la Pro- 
vincia de Jlucnos Aires, yo que tales derechos no le han sido 
transmitidos según resulta del decreto de Junio 5 de lyrjf), 
eslimoniado a fojas 71 de autos. 

Que en el decreto aludido, el Gobierno de la Provincia 
de Buenos Aires hace constar expresamente, al determinar ta 
superficie que dice le corresponde expropiar: "que sobre d 
resto de la manzana conserva todos sus derechos et recurrente. 
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toda vez que, de acuerdo con el inciso f* «leí artículo 3." <K-1 
contrato respectivo, el Gobierno no ha enajenado los terrenos 
que no hubiera expropiado en la fecha de la venta". — mani- 
festación que. correlacionada con la expropiación que se dis- 
pone en el mismo decreto respecto de una parte de esos terre- 
nos, demuestra que el Cobiertto de la Provincia no ha trans- 
mitido esos derechos posesorios, sea cual fuere su importancia, 
ni ha considerado que la ocupación fie más de quince años lo 
autorizaba a invocar la prescripción liberatoria para resistirse 
a indemnizar los terrenos de propiedad del señor T.anusse. 
causante del actor. 

Que la posesión del Gobierno Nacional data del áfSo 1904 
(te. 71) y la demanda se dedujo en Julio 17 de 1912 I fojas 
28. * y en consecuencia, no han transcurrido términos légale* 
que puedan determinar, en el caso, la prescrqxión de derechos 
o acciones, reales o personales. 

Que tos fundamentos enunciados en los considerandos que 
anteceden, dejan establecida la improcedencia de la prescrip- 
ción invocada y así se declara. 

Qilc la posesión de esos terrenos por el Gobierno Nacio- 
nal no puede ser calificada Opino de mala fe a los efectos de 
la restitución de los frutos, poique esa posesión reposa sobre 
un titulo que el Gobierno pudo creer legitimo desde «pie en el 
contrato de adquisición del Puerto de l& Plata 110 se lia espe- 
cificado con precisión cuáles fueran Ins terrenos exceptuados 
de la venta, hecho que está suficieutement acreditado por la 
dtida que el propio Gobierno de la Provincia demostró tener 
cu cuanto a la legitimidad de los derechos invocados por La- 
nusse. pues no obstante datar la ocupación, del ano 1889 ( fs. 
72 vía.) y estar iniciadas las reclamaciones administrativas del 
caso desde 1898. se dictó resolución favorable a los peticionan- 
tes recién el año 1909, antecedentes (pie no acreditaban los 
derechos indubitables invocados para deducir la mala fe que 
se atribuye a la Nación. 

Que si bien es cierto que el artículo 3.". inciso 7." del con- 
venio de adquisición del Puerto de La Plata exceptuó de la 
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venta "los terrenos comprendidos dentro de la zona propia 
déi puerto que lio huhicsen sido expropiados aún |K>r la Pro- 
vincia", delie entenderse que esa excepción i|iiedaba subordi- 
nada a la existencia de derechos bien definidos e incontestables, 
en virtud de los cuales la provincia estaba o podía estar obli- 
gada, en cualquier momento, a expropiar e indemnizar lo que 
no |o hubieran sido al tiempo del convenio. 

Que la obligación de expropiar c indemnizar, vigente y 
susceptible de ser demandada judicialmente. com|>nrlal*a ero- 
gaciones que ta Provincia de Buenos Aires excluyó del conve- 
nio, pactando con el Gobierno Nacional la excepción del ar- 
ticulo inciso "," recordado; y de consiguiente, el Gobierno 
Nacional pudo creer, como creyó, eme para que un lerreno 
determinado estuviese comprendido dentro de los que se ex- 
ceptuaron de la venta era requisito indispensable que existiese 
■ n el acto de la venta o con anterioridad a ella, un derecho 
incontestable, en virtud del cual la Provincia hubiese estado 
obligada legalmente a expropiarlo o indemnizarlo» sin requisito 
de trámite previo alguno. 

One esa obligación incontestable no existía en el año 
1004. según resulta del propio decreto del Gobierno de la Pro- 
vincia que pone término a una larga tramitación administra- 
tiva veinte años después de comenzada la ocupación, estable- 
ciendo que esta databa del mes de Abril de iHK*;. 

Que en mérito de tales antecedentes, no puede decirse 
que el Gobierno de la Nación haya litigado con temeridad ni 
poseido de mala fe, al contestar el derecho del actor, y que sea 
jiasible de la sanción que la ley aplica a los poseedores de ma- 
la fe. porque hasta por razones de índole moral ha estado 
obligado a extremar sus procedimientos de defensa ante la di- 
versidad de criterios y opiniones contradictorias de las ofici- 
nas técnicas y asesores legales, de que hay constancia en autos. 

Que con arreglo al artículo 2433 del Código Civil, el |to- 
scedor de buena fe es responsable de los frutos percibidos 
desde el día que se le hizo saber la demanda, y de tos que por 
negligencia hubiere dejado de perbir ( Fallos, tomo 65, pág. 
286; tomo 79. pág. 152 y otros). 
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Por estas consideraciones se confirma la sentencia apela- 
da en la parte que declara el derecho del actor a que se 1c de- 
vuelva la iwsestón de la tierra deslindada en la demanda, o cu 
su defecto se le indemnice su valor a opción del Gobierno Na- 
cional ; y se le modifica en cuanto a los frutas, o los intere- 
ses en sn caso, con declaración de que la devolución de los 
frutos percibidos deberá hacerse efectiva desde la fecha de 
la notificación de la demanda. En caso que se resolviera in- 
demnizar el valor de la tierra, se abonarán, también desde la 
fecha preindicada y sobre dicho valor, los intereses cor re- 
tundientes a estilo del Banco de la Nación Argentina. Las 
costas se pagarán en el orden causado. Notifiquese original 
y devuélvase, debiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

A. Bhkmkjo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. Fl GÜERO A AtCORTA. 



Dtm Santiago Bilbao i su poMiirtó) ; rtxit 'tcttda de competencia 

Sumaria: Para ser declarado parte en un juicio es menester 
presentar título bastante que justifique la personería, y en 
el de concurso, justificar el carácter de acreedor. 

fl¿ El divorcio y separación de bienes decretados en el 
correspondiente juicio, son pruebas coiieluyeiites de haber 
existido el vinculo matrimonial. 

3°. Ninguna persona puede tener en el país dos domi- 
cilios generales, siendo el lugar donde reside habitualiueu- 
te la familia el que determina la jurisdicción del juez del 
concurso, aunque el concursado haya tenido en otro lugar 
habitación alternativa y negocios valiosos. 

El hecho de halicr firmado obligaciones para ser cum- 
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piulas fuera del domicilio real, no es una m.i'ufestación 
de voluntad que descubra claramente la intención efe rntn- 
biar éste. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



¡Itrio mu jt*Kz en* U) civil 

U Plita, Mivo»dt 1914. 

Y vistos: los que corresj>oiidcn a esta inhibitoria en el 
juicio caratulado "Whíte de Bfflmo doña Margarita contra el 
concurso Bilbao Santiago, sobre inhibitoria". 

Y considerando : 

i", (Jiic el domicilio cuya prueba incumbía a la parte ac 
tora lia quedad" probado plenamente pitr medio ríe la prueba 
producida es decir que el domicilio del señor Santiago Bil- 
bao fuese en la provincia de Unenos Aires al iniciarse el jui - 
fio sobre divorcio y separación de bienes, entablado con fe- 
cba [6 de Marzo de 1914 por ante el juzgado a cargo del doc- 
tor Cortés, secretario I escaño. 

En efecto, de la prueba producida consistente al en ta 
declaración del testigo Sánchez, fs. 28; Rolla, fs. 20,; Ilasile 
fs* 33 >* Darderc*. fe 34. 'resulta : Que basta mediados de 
Abril de 1913. Bilbao tuvo su domicilio real en Adrogué, vi- 
viendo allí con su familia, trasladándose en esa época a Lomas 
de Zamora con la misma, ocupando la casa que ct mismo al- 
quiló a don Lorenzo Dardercs; casa que actualmente habita 
su esposa e hija. Que Bilbao nunca manifestó intención de tras- 
ladar la residencia de su familia a otro punto, siendo pagados 
los alquileres de la casa ]M>r éste basta principios del año 1914 
f declaración de Dardercs. fs. 34 y de Kolla fs, 2f>, contestan- 
do a la cuarta pregunta del i nter nugatorio inserto en el ofi- 
cio de fs. 24). 

Que desde la fecha de la iniciación del juicio de divorcio 
don Santiago Rillao no ha tenido jtaradern fijo según re- 
sulta de los informes de la Policía de la Capital Federal, co- 
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mentes a fs. 19 — carta de fs. 3 del presente juicio y partida 
de fs. 2 — cédulas de fs. 40 --50 y escrito de fs. 53 del inci- 
dente sobre alimentos venido a cffectum ridcntH con motivo 
de esta iuhif >itoria y míe el infrascripto tiene a la vista. 

One según resulta del oficio de fs, 35. O011 Santiago Bil- 
bao, socio fundador del Club Social de Adrogué ha continua - 
do perteneciendo a él basta ta fecha del oficio (Noviembre 7 
de 1914. como socio activo!. 

igualmente ha resultado plenamente probado por la de- 
claración de los testigos Sánchez, Rolla, liasile y Dardetfes 
contestando a las preguntas <** y 9* del interrogatorio de fs. 
24: <|iie Bilbao nunca manifestó intenciones de cambiar de do- 
micilio v que la mayor parte «le los bienes de éste estaban si- 
tuadas en la Provincia de líneims Aírc>: cosa esta última epte 
también se comprueha om el testimonio de fs. $t a fs, $Q Vta, 
Que |«>r otra i>arte don Santiago Bilbao ha reconocida 
implícitamente e! hecho de tener sti domicilió real en la pro- 
vincia al conferir poder a su mandatario don Agustín Jauna- 
rena a fs. 32 y escrito de fs. M y no declinar Osle de jurisdic- 
ción al ser emplazado a contestar la demanda de separación de 
bienes v divorcio promovido por Mi señora. 

Din- del testimonio de escrito de presentación de Bilbao 
haciendo cesión de bienes resulta qúé entre 1as causas ipie dice 
l.i obligan a illa están las "discusiones conyugales las cuales 
trajeron como consecuencia la instauración (leí juicio de di- 
vorcio y separación de bienes por parle de su esposa y la con 
siguiente inhibición general contra él decretada a instancia > 
de la miMiia..."; discnciones todas estas rjüe forzosamente se 
debeti haher producido en el domicilio de log esposos; domici- 
lio que según se lia demostrado plenamente en amos, por la 
prueba producida, estaba co: -.muido en la provincia de Unenos 
Aire-. Lomas de Zamora taris, i)3, 04. 07. o£ y t/) del Código 
Civil y Machado, tomo \", pags. 164 a tf*j y l2fj Zacharie. 
tomo \:\ págs. 124 a (26 vta.). Tribunales ante los cuales se 
iniciaron los juicios de divorcio y separación de bienes e inci- 
dente -obre alimentos y ante los cuales debió el señor Santiago 
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ttillmo promover su juicio sobre concurso civil de acreedores 
de acuerdo con lo dispuesto por el art. 713 del Código de Pro- 
ceñimientos. 

Que como muv bien lo sostiene el actor cu su escrito de 
fs. 5 a tj de acuerdo con Zacharic. Freitas y Anbrv Kan. cuan- 
do tina persona ha abandonado su domicilio ignorándose cual 
es el nuevo elegido, la lev reputa que tiene el antiguo. 

l.os autores han equiparado éste al caso de la posesión, 
en que. basta la intención para conservarla, con el domicilio 
que se conserva con la sola intención de no cambiarlo: hay 
derechos que no necesitan estar en actividad para conservarse, 
Hasta rpte un individuo haya elegido un domicilio, para que 
lá ley sujxiuga que quiere conservarlo, mientras no haya actos 
exteriores que demuestren lo contrario. 

Se autoriza para caminarlo inmediatamente por el hecho 
de la traslación seguido de la voluntad y en algunas naciones 
se autoriza a tomar vecindad, declarando ante la autoridad 
competente la voluntad de domiciliarse en el lugar í Freitas. 
tomo 1 jjí'isí. 10Á art. tSt)', /.adiarte. tohiO l.% págs. 124 a 
ijo. párrafo 00; Auhry Rau. lomo i/\ págs. 582 a pá- 
rrafo 144 i. 

!'*»r éstas consideraciones, las de los escrito*; de fs. ^ a 
0. 43 3 45 que el infrascripto reproduce en lo pertinente, de 
acuerdo con lo dictaminado pitr el Ministerio Fiscal a fs. .15 
vía., declárase competente el proveyente j>ara coiifx'er en este 
juicio y llágase saber al señor juez doctor Mclcudc/ a los efec- 
tos consiguientes cotí copia de este auto, de l< s escritos de fs, 
5 a 9» £3 a 45 y dictamen fiscal de fs. 45 vta. Kep. las fojas, 
Art. i"-* del Código de Procedimientos Civiles y Comerciales, 
lista inhibitoria ha sido dictada en tres fojas que el infras- 
cripto rubrica en su encabezamiento. — Pairo fi, Qmrpga. — 
Ante mí : ilvraán .4. Caico. 

Al'To IIKI, JU KZ RN- LO CIVIL 

Bucnoi Air», Julio 5 d* 1015. 

Autos y vistos; Considerando en cuanto al pedido de 

inhibitoria formulado en el exhorto de fojas 153. 
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Que cíe los antecedentes transcriptos j>or el señor jue-. 
exhortante resulta halwrse justificado que don Santiago Bil- 
bao estaba domiciliado en jurisdicción «le la Provincia de Pani- 
nos Aires cuando solicitó la formación de este concurso. 

Que diclia justificación fué promovida por doña Marga- 
rita Whitc de Bilbao invocando el carácter. de acreedora del 
concursado. 

Que. a pesar de lo resuelto por el señor juez exhortante 
con respecto ni domicilio de Billiao. no conteniendo el exhoro 
de referencia elementos que demuestran que la señora Whitc 
de Bilbao ha probado cu forma el carácter de acreedora que 
se atribuye, debe desestimarse el jjedido de inhibitoria, toda 
vez que la ausencia de tal comprobación la inhabilita para p; 
ticíonar en la forma que lo lía hecho en el escrito testimoniado 
en el exhorto de fojas 153. 

Por esto y las consideraciones concordantes del escrito 
de fojas 175, no se hace lugar a la inhibitoria solicitada. 

Hágase saber at señor juez requi rente para míe, dando 
por formada la contienda de eoni|ietencia, remita los antece- 
dentes a la Exorna. Suprema- Corte, donde se elevarán igual- 
mente estas actuaciones. — Pedro Mcíéndes. — Ante mí: 
Alberto C. Oderigo, 

FALLO DE LA CORTÉ SUPREMA 

Sueno» Alf ct, M»yt 23 d« 1»IG. 

V vistos: la contienda de competencia suscitada entre un 
:z de primera instancia en lo civil de esta capital, y otro de 
primera instancia en lo civil y comercial de la ciudad de La 
Plata, para conocer del juicio de concurso ile don Santiago 
Bilbao, 

Y considerando: 

Que en esta contienda de competencia se ha discutido, 
adema.- del domicilio del concursado» la calillad de csjHiüa y de 
acreedora de quien ha solicitado que se promueva, circunstan- 
cia que hace necesaria la resolución previa de! segundo punto 
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debatido, porque si fuera exacto que ta esposa no ha acredi- 
tado tal carácter ni tiene acreencia alguna que afecte los bie- 
nes del concursado y que deba satisfacerse con ellos, su inter- 
vención seria indebida {Fallos, tomo 33. página 675) y 
debería declararse, por no existir el título que justificara la 
acción ejercida (Fallos, tomo 7. página 9). 

Oue. en efecto, se lia sostenido por el síndico del concurso 
(fojas 175) que la esposa no ha justificado el vínculo ni la 
condición de acreedora al promover la contienda, conside- 
raciones que se admiten por el juez «le esta capital como fun- 
damento |*ara insistir en su competencia, no porque el referido 
funcionario rechace la afirmación según la cual el concursado 
tiene su domicilio cu la provincia de Buenos Aires, lo que por 
el contrario se da por justificado (fojas 183) sino porque en- 
tiende que no habiendo acreditado su personería la señora de 
lírthao no está habilitada para peticionar en el juicio, y en 
tal caso, su competencia no ha sido discutida a requisición de 
[tarte legítima. 

Que las manifestaciones hechas por el Síndico t fojas 175V 
según el cual la esposa de Bilbao no ha acreditado el vínculo 
ni su carácter de acreedora al promover la cuestión de compe- 
tencia, son erróneas y de autos resulta todo lo contrario. Para 
probar ambos extremos el representante de la esposa de Bil- 
lón solicitó que se agregara ad cffeetum videndi (fojas 8, 
autos sobre inhibitoria » el expediente sobre divorcio y separa- 
ción fie bienes que se sigue contra el concursado; y esa me- 
dida aparece decretada (fojas it. autos citado) reiterada y 
cumplida (fojas 45 y 45 vta. * ,os mismos). 

Que sino se hubiese acreditado el vinculo, el juicio de 
divorcio y separación de bienes no habría podido prosperar» 
ni hubiera podido decretarse el embargo de tos bienes del con- 
cursado para garantir la pensión alimenticia, porque la acción 
itace del vínculo, cuya justificación es previa (artículo 60a 
Código de Procedimientos de la Capital ; y artículo 626 Código 
de Procedimientos de la provincia de Buenos Aires). 

Que el Juez de La Plata no ha tenido por qué relacionar 
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las constancias del referido juicio de divorcio, siendo sufi- 
ciente, al objeto propuesto, que ese juicio le haya sido traid-» 
corno prueba, permitiéndole formar criterio al respecto. 

■ Que por lo demás, carece de toda eficacia el argumento 
de que no se lia probado el vínculo matrimonial, desde que 
está suficientemente justificado por expreso reconocimiento 
de Bilbao y del mismo sindico (fojas 3 y 107. autos del con- 
curso ) . 

One la acreencia de donde emana el titulo de la señora 
Bilbao, también está justificada, pues a fojas 105 del expe- 
diente del concurso existe un auto dictado con carácter de para 
mejor proveer, en el que se dispone requerir el informe del 
caso al Jue* de La Plata, para establecer si el embargo que 
dió origen a esta cuestión de competencia, se trató parií res- 
ponder al payo de la pensión alimenticia de la esposa del 
concursado; y d síndico a objeto, según dice, de evitar de- 
moras y gastos, manifiesta espontáneamente, que el embarga 
tiene por objeto responder al irago de dicha pensión alimen- 
ticia (fojas 107). 

Que el crédito de la csixjsa. nace pues, de una sentencia 
judicial que ha creado para el concursado la obligación de pa- 
gar una pensión alimenticia a la familia, la que tiene que ha- 
cerse efectiva en bienes del concurso, y de consiguiente h 
señora White de Bilbao, es parte en virtud del interés que esa 
sentencia judicial le atribuye, sin que [Hieda argüirsc que dicha 
señora ha litigado sin venia., |xjrqne no la necesita (Ley de 
Matrimonio Civil, artículo 57), ya que litiga persiguiendo mi 
derecho contra el csjwtfo, que debe hacerse efectivo sobre bie- 
nes del mismo, que fueron cedidos con posterioridad a la ini- 
ciación del juicio de divorcio y seiiaración de bienes y (mando 
sus facultades de administrador de la sociedad conyugal ha- 
bían sido trabadas por la sentencia* que decretó contra él inhi- 
bición general para disponer de sus bienes o gravarlos en esta 
Capital y en la Provincia de Buenos Aires. 

Que, además, resulta de la prueba producida, que el con- 
cursado tiene su domicilio en la provincia de Buenos Aires, 
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Kl testigo íx>renzo Dardircs, dueño de la casa de Lomas <fc 
Zamora ocupada por la familia del concursado, declara a fs, 
34 djíl expediente sobre inhibitoria, que Bilbao ha vivido con 
su familia en Adrngué hasta mediados de abril de 1993 { se- 
gunda pregunta del pliego de fs. 24) y que en esa época se 
trasladó a Ironías de Zamora donde alquiló una casa dé decla- 
rante, pagando los alquileres basta principios del año 1914 
< preguntas 3 * y 5.* del pliego de fs. 24 í y que ta familia se- 
guía domiciliada allí el 30 de octubre de [0,14. lédü de ra 
declaración. 

Que la probanza de que se ha hecho mérito está corrobo- 
rada por las declaraciones de los testigos Francisco V. Sán- 
chez (fs, 28) y Ceferino R. Rolla (fs. 20 ». y por la manifes- 
tación del propio concursado ífs. 3, autos del concurso} pues 
como lo dice el Juez de I<a Plata al fundar su competencia 
( fs. 159 in fine) las disendones conyugales que. entre otras 
cansas, lo han decidido a concursarse, lian debido forzosa- 
mente producirse en el domicilio de los esposos, porque si 
fuera exacto lo que afirma el síndico ('fs, 170 vía.) "que el 
concursado hacia más de seis anos que vivía separado de la 
esposa" esas diseneiones no habrían podido revestir el carác- 
ter que les atribuye Rilbao. calificándolas como causal deter- 
minante de su concurso. 

Que del balance de fs. 1 resulta, además, que la mayor 
parte de los bienes del concursado están situados en jurisdic- 
ción de la Provincia de Rueños Aires, jurisdicción que corres- 
|ionde asimismo a un gran número de sus acreedores. 

Que según lo lia establecido esta Corte, ninguna persona 
puede tener en el país dos domicilios generales (Fallos, tomo 
fío, página siendo el lugar donde reside 1 tal» tu aliñen te la 
familia el que determina la jurisdicción del juez del concurso, 
aunque el concursado haya tenido en otro lugar habitación 
alternativa y negocios valiosos i Fallos, tomo 64. pág. 149: 
tomo 67, |iág. 426). 

Que la afirmación del interesado no es liastante para de- 
terminar el cambio de domicilio |»or la sola intención, la que 
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debe manifestarse por actos comprobados, tales como el de 
trasladar la familia en forma que descubra claramente "esa 
intención (Fallos, tomo 119, págs. 179* y 347). sin <l ue ef * a * 
manifestaciones de voluntad puedan suplirse por el hecho de 
haber firmado obligaciones para ser cumplidas fuera del do- 
micilio real (Fallos, tomo 115, pag. 227) que es el que deter* 
mina la jurisdicción del juez del concurso (Fallos, tomo 60. 
pág. 113; tomo 69. pág. 311; tomo 113, pág. 22; tomo 121. 
pág. 3 80 y otros). 

Por las consideraciones expuestas, y oído el señor Procu- 
rador General, se declara que es competente |>ara conocer en 
el juicio de concurso de don Santiago Bill)ao el Juez de lo Civil 
y Comercial de la Ciudad de La Plata. Remítansele en conse- 
cuencia, los autos, y avísese por oficio al juez de esta Capital. 
Notifíquese original repóngase el papel. 

A. BERMEJO. -- 11. E. PALACIO. 
— J. Flf.ri'RO v Aíjüorta. 



Don RíñiUC Lumjuasca contra doña Juana (i. de fíarricntot 
y otra, por cobro de h"n orar ios 

Sumaria: Kl auto que deniega el fian» fedrral fundado en 
"que se trata de honorario* devengados en un juicio anu- 
el mismo l juez federall. que ]mr esa razón surte el fueru 
federal para su cobranza cuino juicio derivado o depen- 
diente dei principal, según la jurisprudencia de todos loa 
tribunales*', no importa una decisión contraria a un de- 
recho, privilegio o exención basado en alguna cláusula de 
la Constitución, tratado o ley del Congreso, como lo re- 
quiere el artículo 14. inciso y de la ley 48 para la proce- 
dencia del recurso extraordinario previsto en el mismo, 
que es de interpretación restrictiva e improcedente en 
cuestiones meramente procesales. 



Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buertoi Alrei, Mayo Í3 de 1916. 

Vistos y considerando: 

Que la sentencia apelada de fajas 6o por su referencia á 
la de! inferior c|ue confirma, se limita a <leclarar que estando 
aliierta por la ley la sucesión de la demandada doña Juana G. 
fie Barrientes, corresponde, de conformidad al articula 2." de 
la ley 027, el conocimiento de esta causa at juez de la sucesión. 

Que el fuero federal cuyo desconocimiento motiva el re- 
curso ( fojas di") ha sido fundado en Ja consideración de "que 
se trata de honorarios devengados en un juicio ante el mismo 
( juez federah. que por esa razón surte el fuero para su co- 
liranza como juicio derivado o dependan ti- del principal, según 
la jurisprudencia de lodos los tribunales tan uniforme como 
abundante" (fojas 5$), 

Que fundado en esos términos el derecho del recurrente, no 
puede pretenderse que la sentencia apelada im|Jorlc una deci- 
sión contraria a un derecho, privilegio o exención basado en 
alguna cláusula de la Constitución, tratado o ley del Congreso, 
como lo requiere el articulo 14. inciso 3.' de la lev número 48 
para la procedencia del recurso extraordinario previsto en 
el mismo. 

Que con arreglo a la jurisprudencia estahlceida. 110 hasta 
la denegación del fuero federal para la procedencia de ese 
recurso cuando ha sido fundado, no en disposiciones del de- 
recho federal sino en las prescripciones o doctrinas del dere- 
cho común (Fallos, tomo r 14. pág. atjo: tomo ng. pág. ttl)> 

Que el recurso extraordinario del artículo 14. ley 48 es de 
interpretación restrictiva ( Fallos, tomo o?, pág. 2%) y no 
procede en cuestiones meramente procesales como es la que se 
refiere a ía competencia para el conocimiento de las causas 
incidentales con relación a la del juicio principal de que ellas 
derivan. 
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Por estos fundamentos, oído ei señor Procurador General, 
se declara improcedente él recurso interpuesto. Notifíquesc y 
devuélvase, debiendo re]xmcrse los sellos ante el inferior. 

A. HlvRMEjO, — D. K. P ALACIO, 
— J. FlCUEHOA A f. CORTA, 

NOTA 

Eñ 27 de mayo, no se hizo lugar a la queja deducida por 
doña Adelina Lértnra de Obcrti en autos con Knrique C. Cano 
sobre cubro fie pesos, por cuantió la Corte Suprema no puede 
rever las resoluciones de la Corte de la provincia de Buenos 
Aires en qué, interpretando y aplicando la constitución y leyes 
locales se limita a declarar bien denegado líH recurso inter- 
puesto para ante la misma, poff no hallarse comprendido en 
ninguno de los casos previstos en el artículo 14 de la ley 48 y 

6,* de la ley 4°55- 

Solicitada revisión no se hizo lugar y se mandó estar a lo 
resuelto porque este recurso sólo procede en las causas de ju- 
risdicción originaria con arreglo al inciso 1." del artículo 241 
de la Ley Nacional de Procedimientos. 



Señores Pointis v Salaria en autos con Manuel Tarasido, sobre 
uso indebido de marca de fabrica y comercio. — Recurso 
de hecho. 

Sumario: La cuestión de si una marca de fábrica o de comercio 
se presta o no a con fusión respeto de otra, es un punto de 
hecho que la Corte Suprema no puede rever en causas 
que no van a su conocimiento [kir la via ordinaria de ape- 
lación. 

Coso: Resulta del siguiente: 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



188 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Air», Junto 3 4t M6. 

- 

Autos y vistos; el recurso de hecho por apelación dene- 
gada interpuesto por Pointis y Salavin contra sentencia de la 
Cámara de Apelaciones en lo Federal en la causa seguida con- 
tra el señor Manuel Tarasí do sobre usurpación y uso indebido 
de marca de fábrica y ele comercio, 

Y considerando: 

Que para fundar los recursos de nulidad y apelación (pie so 
deducen invocando los artículos 14. inciso 3." de la ley número 
48 y d de la ley 11". 4055. se alega <|Ue "la sentencia recurrida 
se limita a consignar que el conjunto de rayas agrupadas un la 
parte cilindrica de la bisagra que se te atribuye al querellado 110 
se presta a confusión con el dibujo que constituye la marca de 
lus señores Pointis y Salavin. destinada a aplicarse según el fa- 
llo a la superficie plana de los objetos que distingue, y por ello, 
confirma sin más consideraciones, con cosías la sentencia aje- 
lada*', 

Que no procede, en el caso, el recurso de nulidad ¡>or no 
bailarse comprendido en el ele apelación que autorizan los 
artículos que se citan de las leyes número 48 y 4055 (Fallos, 
tomo 102. pág. 43; 108. pág. 59; 115, pág. 12 y otros). 

Que si una marca se presta o 110 a confusión respecto de 
otra es un punto de hecho que esta Corte 110 ptiedc rever en 
causas que 110 vienen a su conocimiento por la vía ordinaria 
de apelación, como se ha resuelto en casos análogos y se des- 
prende de los artículos 6." ley 4055 y 14 ley número 48 (Fa- 
llos, tomo O?, página 319; tomo 10 i, pág. 98. 

Por ello, no se hace lugar a la queja que se deduce y ar- 
chívese. 

A. BERMEJO. — D. E. Palacio. — 
J. FimEKOA Ai. corta. 
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Sumario instruido a Agustín D. Fenari y otros, por infracción 
ttl articulo $¿> de lo Ley de correos N. a 87Í1. 

Sumario: La clisiiosíón del artículo 6.* t inciso i.° de la Ley de 
Correos mimen» 876, exceptuando de la prohibición de la 
conducción de eorres|iondcncia de primera clase que 110 
haya sido despachada por la Administración de Correos 
a "las cartas ípÉ se envíen |Kir un mensajero especial", no 
se refiere at <|ue explota esc servicio en provecho propio y 
consiguiente perjuicio de la renta correspondiente, atri- 
buida a la Nación por el articulo 4; de la Constitución. 

Caso: t.i. explican la* piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL Jl'KZ FEDERAL 

Btiioot Aire», Diciembre 15 de 10M 

Y vistos: Esta causa seguida a Agustin IX Ferrari. Fedfir 
rico Portee de León. Kduardo Moschini, Carlos Raffo, Juan 
Pedro* Amestov. Fausto Sarriatcgui. Juan M, Picos. Juan B. 
Monguillol. Manuel Ualislesa, Sociedad Anónima Mensajeros 
de la Capital. Kvaristo Ai*a. Antonio A. Maglini. Carlos Tes- 
sore, [orge L'rbaneja, Manuel Calderón ríe la Barca, Arturo 
Capradella. Honorio Jaimes. Juan M. YillarrueL Repina A. 
de Rivas y Knhnen Láser, acusados de infracción al artículo 5." 
de la ley de correos, y 

Considerando: 

i.' Que ;i fs. K)0 el señor Procurador Fiscal se presenta 
ante el juzgado exponiendo: .pie de las actuaciones remitidas 
a esa Fiscalía por la Dirección C.eiicral de Correos y Telégrafos 
resulta ijue las empresas particulares mencionadas a fs. 151 y 
, 52, han infringido la disposición del artículo 3 " de la expre 
sada lev v lo dispuesto en el decreto del Poder Ljeeimvo 
líaetona! de 24 de Marzo de 1912: i>or lo «ue solicita del Juz- 
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gado se sirva ordenar la instrucción del sumario corrcs|w)n- 
diente. 

2. * Que atento lo solicitado por el señor fiscal el juzgado 
procedió a recibir indagatoria a los propietarios de las agen- 
cias y empresas de mensajeros acusados de esa infracción, de- 
claraciones que obran de fs. 162 a 199 de estos autos. 

3. " Que el señor Procurador Fiscal sostiene en su dictamen 
de fs. 2io que dichos propietarios lian infringido la disposición 
conten ida en el articulo 5 de la lev de correos, pues no puede 
decirse que el servicio por ellos prestado sea el de que habla 
el inciso t * del artículo 6." No debe entenderse por mensajero 
especial el que habitual mente hace profesión de ese sistema de 
conducción de cartas, sino que por una eventualidad adquiere 
aquél carácter, sin que el cumplimiento de su cometido sea un 
modus vizvudi o una característica única del une lo ejecute. 

Que. en consecuencia, el Ministerio Fiscal solicita del juz- 
gado se imponga la pena de multa determinada en el articulo 
143 a la Sociedad Anónima Mensajeros de la Capital y pro- 
pietarios de las agencias enunciadas, cuyos nombres se eNpresa 
al principio de esta resolución. 

4. a Que los diversos defensores de los procesados arriban, 
en sus escritos de fs. 233, 236, 280. 291. 312. p4k 344. >" 
370 a las siguientes conclusiones: ■ 

Que la conducción de la correspondencia en la forma que 
se lia practicado po* las empresas de mensajeros de la Capital 
importa tin servicig ,|Ue no está comprendido en la prohibición 
del artículo 5 de la ley de correos, puesto que ese servicio cons- 
tituye tina de las excepciones a dicha prohibición, determinada 
expresamente en el artículo íí*. inciso i.° de la misma ley: 
"las cartas que se envían por mensajero especial". 

Que al establecer la ley esta excepción no ha podido refe- 
rirse a la calidad de la persona que hace el servicio, o si este 
es eventual y único para cada caso, sino a la forma especial en 
que esc servicio se realiza, el que, |X>r su celeridad, discreción 
y otras modalidades es esencialmente distinto del que presta la 
administración postal. 
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Que el servicio ile mensajeros por empresas particulares 
sitio establecida en esta Capital desde largos años y con 
anterioridad a la lev misma de correos, Se ha constituido ade- 
más una sociedad denominada Mensajeros de la Capital, cuyos 
estatutos han sido aprobados por el Gobierno Nacional, ha- 
biéndose utilizado sus servicios por importantes reparticiones 
nacionales. Tanto esa sociedad como otras agencias de mensa- 
jeros batí oblado la patente de ley. 

Que todos estos hechos demuestran que la correspondencia 
de cartas y tarjetas, distribuidas dentro del radio urbano de 
la Capital en la forma que lo hacen dichas empresas, es un 
servicio perfectamente lícito y que no afecta al monopolio pos- 
tal del Estado. 

5> ft Que las pruebas que existen en autos respeto de la 
cuestión en debate son: 

De las diversas diligencias que obran en el sumario admi- 
nistrativo, las declaraciones indagatorias corrientes a fojas ií>2 
y siguientes y la confesión expresa de los defensores de los 
procesados, resulta prolmdo que éstos han hecho conducir v 
distribuir por mensajeros a su servicio cartas cerradas. 

Por decreto del F. E. fie fecha 24 de marzo de 1912 (fojas 
no"! se establece un servicio especial de mensajeros y se acuer- 
da a las empresas particulares de este servicio un plazo impro- 
rrogable de dos meses para suprimir el postal que efectúan por 
medio de mensajeros. 

Los estatutos de la sociedad anónima "Servicio Mensaje- 
ros de la Capital'" y la aprobación de los mismos por el Go- 
bierno Nacional corriente a fojas 247. 

Las patentes correspondientes a la misma sociedad obla- 
das por el año 1912 i fojas 272 y siguientes). 

La utilización de los servicios de esa misma sociedad por 
diversas reparticiones nacionales, comprobada por los informes 
sác fojas 204. 290.. 303, 304. etc., existiendo en esas reparti- 
ciones los aparatos de dicha sociedad denominados "llamado- 
res de mensajeros". 

Finalmente, el informe de la Dirección General de C"- 
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Freos y Telégrafos (Je fs, 331, expedido a petición de uno de 
los defensores doctor A. h. Cámpori, en el que se establece en 
qué condiciones es permitido el transporte de cartas cerradas 
por mensajeros en Jos principales países acibérenles a la Unión 
Postal Universal, y si en ellos se admite el establecimiento de 
empresas o agencias de mensajeros, según se deduce de las dis- 
posiciones legales que rigen el monopolio del Estadp en e! ser- 
vicio de correos. 

Y considerando : 

1/' Que el articulo 5." de la Lev de Correos prohilw en 
absoluto a toda persona la conducción de la .correspondencia de 
la primera clase que no haya sido despachada por la Adminis- 
tración de Correos ; y el art, 2." establece que corresponde a 
esa primera clase las cartas y toda la correspondencia que pague 
el porte de las cartas y tarjetas postales. 

2* Que de las pruebas de autos resulta que las distintas 
agencias de mensajeros, cuyos propietarios han sido acusados, 
hacían conducir cartas cerradas dentro de la Capital, efectuan- 
do así el servicio postal prohibido por el citado articulo. 

3." Que el Gobierno Nacional toleró este funcionamiento 
en razón de no existir un servicio especial de mensajeros dentro 
de la administración postal: |icro el Poder Ejecutivo, por de- 
creto de fecha 24 de marzo de 1912 ífs. 150), a! aprobar ese 
servicio especial creado por la Dirección General de Correos, 
acordó a dichas empresas particulares un plazo improrrogable 
de dos meses para suprimirlo, no obstante lo cual éstos conti- 
nuaron efectuándolo. 

4. Que no puede decirse que la conducción de correspon- 
dencia, en la forma fjue la han practicado las referidas empre- 
sas, esté comprendida en la excepción del artículo 6.", inciso t.' 
de la expresada ley, l\l mensajero especial de esta excepción 
se refiere a personas que se hallen al servicio exclusivo de 
f|tticn las manda, que no llaga profesión de conducir y distri- 
buir correspondencia y que no dependan de empresas particu- 
lares. Solamente así se ha permitido el transporte de cartas 
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cerrada* por mensajeros en los principales países adhercntes a 
la Unión Portal Universal. Véase informe de fs. 331. 

5. * Que aún cuando fuera exacto que el servicio postal 
urbano que se hace por las agencias de mensajeros pudiera 
ofrecer algunas ventajas sobre el del Estado, esa circunstancia 
no sería suficiente para excepcional© de la prohibición de la 
ley; por cuanto de otro modo podría sostenerse, con ese mismo 
argumento, que él podría extenderse a la correspondencia den- 
tro y fuera del país, lo que sería admitir una o varias admi- 
nistraciones privadas frente a la administración postal nacional, 
en contra del principio que consagra el monopolio del Estado 
en esta materia. 

6. a Que la infracción cometida cae bajo la sanción dil 
artículn 1 f,l de la Ley de Correos, por lo que corresponde 
aplicar tu el caso la pena de multa de "cien a quinientos pesos" 

Por estns fundamentos, fallo: condenando al pago de la 
multa de trescientos pesos y costas procesales a Agustín D. 
Ferrari, Fuderico Ponec de León, Kduardo Moschini, Carlos 
Raffo. Juan Pedro Amestoy, Fausto Sarriatcgui. Juan M. 
Picos. Juan R. Monguillnt. Manuel Ratistesa. Evaristo Alza, 
Antonio A. Magliani. Carlos Tessore. Jorge Urbaneja, Manuel 
Calderón de la Barca. Arturo CapradeHa. Honorio Jaimes, Juan 
M. Yillnruel, Regina A. de Kivas y Kalman Láser, Y en cuanto 
a la sociedad anónima "Mensajeros de la Capital*', no pudiendo 
ejercerse contra ésta acciones criminales en su calidad de per- 
sona jurídica íart. 33. inc. 5. * y 43 del Código Civil) y i* 
habiéndose individualizado la persona o personas autores de 
la infracción comproltada. corresponde sobreseer provisional- 
mente a su respecto. Artículo 435. inciso ,\° del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal. — Miguel L, Jantus. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Bueno» Aire», Noviembre 35 4* 1*15. 

Vistos y considerando: 
i," Que según el artículo 67, inciso 13 de la Constitución 
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Nacional corresponde al Congreso "arreglar y establecer las 
postas y correos generales de la Nación", a consecuencia de 
lo cual y en ejercicio de aquella facultad, fué dictada la ley 
N." 876 de lo de octubre de 1876. 

2.° Que el Poder Ejecutivo que tiene a su cargo la 
nislración general del país y ejercitando atribuciones que 
Constitución le confiere {artículo 86, incisos l.° y 2,*} expidió 
el decreto de 24 de Marzo de tojz por el cual se establece un 
servicio es|>ecial de mensajeros y de distribución a domicilio 
de cartas, mensajes, tarjetas, etc., con las tarifas- respectivas, 
fojas 159. 




"*' U 

3." Que por el mismo decreto se acordó a las empresas 
particulares de mensajeros un plazo improrrogable de dos me- 
ses para suprimir eí servicio postal que efectuaban por medio 
de mensajeros, no obstante lo cual los demandados en estos ' 
autos continuaron practicando el mismo servicio, con lo 1 
se infrinja el artículo 5." de la expresada ley N. a 876 que 
prohibe a toda persona la conducción de cartas y tarjetas pos- 
tales ( correspondencia de la primera clase, art. que no 
haya sido despachada por la Administración de Correos. 

4? Que tal infracción encuéntrase sometida a la disposición 
pena! del articulo 146 de la expresada ley. 

5. Que el articulo 6.° de la misma ley exceptúa de ta 
prohibición creada por el artículo 5* las cartas que se envían 
por un men-xijero especial. Esta disposición ha sido invocada , 
en defensa de los demandados ; pero como bien se expone en 
la sentencia recurrida, el mensajero especial previsto en la 
excepción no es aquel que haga profesión de conducir y dis- 
tribuir correspondencia, sino la persona que se halle al servicio 
exclusivo de quien lo manda, y que no dependa' de empresas 
1 articula res. Estas conclusiones túllanse de acuerdo con las 
prácticas observadas en los principales países adherentes a la 
Unión Postal Universal (informe de fojas 331). 

6.° Que atentas las circunstancias especiales de esta causa, 
es- de considerarse el caso sub judice, comprendido dentro de 
las previsiones del artículo 83, incisos 3.* y 7° del Código Penal 
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Por estos f undamentos y concordantes de la sentencia ape- 
1 Jada de fojas 377. se la confirma con las siguientes modifica 
dones; I a Respecto de la multa impuesta a las personas de- 
mandadas, se reduce a la suma de cincuenta pesos moneda na- 
cional cada una. 2. En cuanto a la sociedad anónima "Mensa- 
jeros de la Capital", no habiendo podido ejercitarse acción de 
carácter criminal contra ella, por tratarse de una persona jurí- 
dica (articula 43, Código Civil), la acusación entablada por lo 
que le concierne, es improcedente, y así se declara; debiendo 
esto entenderse, sin perjuicio de las acciones a que individuai- 
mente hubiera lugar con motivo de la infracción sub hhm 
(nota del codificador al mismo artículo 43)- 

Notifíquesc. devuélvase y repónganse las fojas en el jua- 
gado de origen. - £ VUiofañe. - Daniel Goytia. - J. A. 
M atiento. — Marcelino Escalada. 
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Bueno» A¡re«. Junio 3 de 1910. 

Vistos y considerando: 
Por los fundamentos de la sentencia apelada y conside- 
rando ademas : 

Que dis^niendose por el artículo 4 ^ Constitución ente 
ios fondos del Tesoro Nacional se forman, cutre otros derechos, 
de ta renta de correos, es evidente que ninguna persona puede 
atribuirse esa renta explotando en su provecho el servicio que 

la produce. t « 

Oue por consiguiente. ;il disponer el articulo 6,*, inciso I, 
de la lev' numero 87* que se exceptúan "la* cartas que se en- 
vían por un mensajera especial" de ta prohibición de la con- 
ducción de la correspondencia de la primera clase (cartas y 
tarjetas postales} que no haya sido despachada por Ja admi- 
nistración de correos, no ha jpo&fr referirse al que explota 
ese servicio en provecho propio y consiguiente perjuicio do 
la renta correspondiente atribuida a la Nación. 

Por ello se confirma la sentencia de fojas 399 en la parte 
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que lia sido materia del recurso. Notifíqucse y devuélvase, re* 
poniéndose el papel en el juzgado de origen. 

A, Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlGUEROA ALC0RTA. 




Han Libaría Tiseyra (su sucesión). Contunda de competencia 

Sumaria : La jurisdicción sobre Ja sucesión corrcs|)ondc a los 
jueces del lugar del último domicilio del difunto, deter- 
minándose dicho domicilio por el lugar en que está habi- . 
tualmcntc establecida la familia, aunque se tenga habita- 
ción alternativa en diferentes puntos. 



Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

•••i . . 

BvtnM Airci» Mir» 27 út 1916. 

Suprema Corte: 

Corresponde a V. E. dirimir la contienda de competencia 
suscitada en estos autos, conforme a lo dispuesto en el artículo 
9, ¡nc. d> de la ley 4055. 

Corresponde declarar competente para conocer de la pre- 
sente causa al Señor Juez de Mercedes, por cuanto según consta 
de estos obrados el causante de la sucesión de que se trata, 
falleció en el Partido de General Y ¡amonte, en cuyo pueblo 
t nía su residencia habitual y el asiento principal de su f amiba 
y de sus negocios, como lo prueban tas diversas diligencias 
realizadas en el domicilio de ese lugar (art 93. Código Civil), 
sin que sea óbice a esta conclusión la circunstancia de que el-, 
caúsame hiciera viajes a esta Capital, y permaneciese acci- 
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drntahncnte y aún que tuviera un centro de operaciones en 
la misma, puesto que tales circunstancias son secundarías frente 
a los extremos enunciados, qne deben prevaleer legalmente 
en ta justificación del domicilio del causante. 

Acreditado el último domicilio del causante en el partido 
de General Viamonte, corresponde a la jurisdicción de ese 
lugar et conocimiento del juicio sucesorio respectivo, con arre- 
glo al art 3284 del Código Civil. 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva declarar competente 
al señor Juez en lo Civil de la ciudad de Mercedes, para enten- 
der en el presente juicio. 

Julio Botct. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* AlTti, Judio 8 di I9I6. 

Y vistos los de contienda de competencia entre el señor 
Juez de I* Instancia en lo Civil de' esta Capital y et de igual 
clase de la ciudad de Mercedes, provincia de Buenos Aires, 
para conocer en el juicio sucesorio de don Uborio Tiseyra. 

Y considerando : 

Que según resulta do los certificados que corren en autos, 
el causante de la sucesión se encontraba domiciliado en la é| ¿a 
de su fallecimiento ocurrida el 30 de abril de 1914. *' P» cWíl 
de General Viamonte, en cuya jurisdicción contrajo matrimonio 
y tuvo lugar el nacimiento de sus hijos, como lo acreditan las 
partidas respectivas corrientes a fojas 1, 3. 5» T* 9 V 10 
expediente tramitado ante el juzgado de esta Capital. 

Que la esposa y herederos del causante estaban también 
domiciliados en el mismo partido de .General Viamonte como 
lo demuestra el testimonio de la escritura de poder agregada 
a fojas 3 del expediente mencionado, escritura que fué otor 
gada con fecha 4 de mayo del mismo año, cuatro días después 
del fallecimiento del esposo y padre de los otorgantes. 

Que de los informes recogidos por la Policía de esta Capí- 
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t;tl en 28 de Mayo último resulta que el causante de la Sucesión 
"ilon Liborio Tiseyra no ha vivido en la casa Sarmiento j+St»" 
y que, "donde tuvo hace tres años escritorio comercial en 
sociedad con don Martín Silvano fué en la calle 25 de May 
140, y allí dicen que aquél falleció hace dos años en Los Toldos 
F. C. Oeste, en cuya localidad poseía una casa de comercio". 
1 ti forme de fojas 51 vuelta, expediente citado. 

Que dados estos antecedentes y aún admitiendo una habi- 
tación alternativa o negocios en diferentes lugares por part • 
de Tiseyra es indudable que su domicilio debe considerarse qiu- 
es aquel donde tenía su familia conforme a lo establecido por 
el Código Civil y por consiguiente que la jurisdicción sobre la 
sucesión corresponde a los jueces donde aquél se encontráis 
últimamente domiciliado. Artículos 93, 94 y 3284. Código citado. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador General se declara eme el señor Juez de 
i." Instancia en lo Civil y Comercial de Mercedes es el compe- 
tente para conocer en este juicio a quien en consecuencia se 
remitirán los autos haciéndose salicr por oficio esta resolución 
al Juez de esta Capital. Molifiqúese original y rejpónganse 
las fojas. 

A. Bermejo. — Nicanor f,. del 
Solar. — D. E. Palacio. 



Don Leandro Mases contra Don Claudio D. Me fia. pnr 
defraudación. Competencia negativa 

Sumario : No corresponde a la justicia federal el conocimiento * 
de una querella por defraudación, en que los hechos no 
revelan prima facic. que se trate de un delito de malver- 
sación de caudales públicos que aquélla deba conocer en 
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los términos del artículo y ele la ley 48. (En el caso se 
traía de una querella en que el querellante, imputaba al 
querellado, tesorero de una sociedad de fomento encargada 
del servicio de balsas sobre el Río Negro, de haberse que- 
dado con mía suma de dinero que aquél le entregó de fon- 
dos recibidos de la Nación para atender al pago de los 
peones encargados de esc servicio). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

vista fiscal 

Señor juez : 

Resultando del escrito de querella y antecedentes respec- 
tivos suministrados por el Ministerio de Obras Públicas de la 
Nación, que los hechos delictuosos imputados a Claudio D. Me- 
jia se refieren al manejo e inversión de rentas nacionales des- 
tinadas por ley y acuerdos fie gobierno al sostenimiento, con- 
servación y funcionamiento de las balsas de propiedad del Es- 
tado en Icis pasos Choele ■ Chocl y Peñalva del Rio Negro, es 
indudable a juicio de este ministerio que el conocimiento de ta- 
les luchos corresponde a la jurisdicción federal con arreglo a 
lo que dispone el art. ¿¿ inc 3". del C. de P. en lo Criminal y 
su correlativo art. 3 ¡nc. 3 de la ley número 48. 

Kn consecuencia, dclie U. S. asi declararlo disponiendo 
que estas actuaciones sean pasadas al señor juez de sección a 
los efectos que corresponda. — C. B. Vaidcz. 

.U'TO DEL SESOR JUEZ DE INSTRUCCION 

Bnoot Alf re, Marzo 15 de 

Autos y vistos : 

Por los fundamentos fie la vista que precede, declárase el 
juzgad" ineonq tétente para conocer en este sumario, y remítase 
al señor juez de sección que corresponda. — R. Oríic de Rozas. 

Ame mi : J. F. Calvo. 
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VISTA FISCAL 

Señor Juez Federal: 
Kl presente sumario seguí (I41 por querella iniciada por Lean- 
dro Mases contra Claudio D. Mcjía, presenta dos faces: 

La primera, o sea la defraudación que se denuncia, con- 
giste en que ei querellado en su carácter de tesorero de la so- 
ciedad de Fomento de Rio Negro, ha retenido sin entregar al 
querellante la suma de mil doscientos noventa pesos moneda 
nacional de los fondos que la sociedad recibía como subven- 
ción del Estado para alionar los gastos de empleados por él 
lervicio público dé dos balsas, establecidas sobre el Río Negro 
en los pasos Cboele - Choel y Peñalva. 

La segunda faz. se Tefiere a la malversación de caudales 
públicos, por considerarse al querellado como tesorero de una 
institución dependiente de la Nación y haber distraído los fon- 
dos recibidos en provecho propio. 'sin llenar los fines para uni- 
eran destinados. 

Como se desprende de los propios términos del escrito de fs. 
i, del decreto del P. £. que en copia obra a fs. 14 ¥ tlel infor- 
me de fs. 20, la sociedad Fomento de Río Negro es una aso- 
ciación particular, cuyo objeto es propender al desarrollo del 
territorio expresado. Kn tal carácter obtuvo del Gobieuo Na- 
cional el servicio y administración de las balsas en los pasos 
Choele - ChocJ y Peñalva, los que se encontraban a cargo inme- 
diato del querellante por delegación. 

Note U. S. que se trata de una institución particular sub- 
vencionada por el Gobierno con novecientos pesos mensuales 
|>ara atender este servicio, subvención que le fué entregada al 
querellado con esc fin hasta el mes de Octubre de 1014. por ha- 
l»cr quedado sin efecto desde esa fecha, por decreto de diciem- 
bre 14 (fs. 17) la concesión que te había sido acordada con 
anterioridad. 

La cuestión suscitada entre querellante y querellado, miem- 
bros de la misma institución, por no haber recibido aquél de 
éste los fondos que había anticipado para efectuar pagos, no 



puede en manera alguna venir a conocimiento y resolución de 
ja justicia federal, por no encuadrar el caso en la disposición 
de los arts. 23, me. 3°. del Código de Procedimientos en lo Cri- 
mina] y 3". inc. 3 o . de la ley n*. 48, citados en la vista de fs. 
y en los que se funda la resolución de fs. 38 vta. para declarar 
su incompetencia H señor juez de instrucción. 

F,n lo referente a la denuncia sobre malversación de cau- 
dales públicos que se hace derivar de la falta de rendición de 
cuentas fie los fondos (percibidos de Ja Contaduría ("leñera! de 
ta Nación, en mayor cantidad de la que se dice defraudado el 
querellante, ello esta previsto en los arts. 74 y 75 de la Ley de 
Contabilidad nuc autoriza a dicha repartición a dictar la reso- 
lución del caso para obtener del Poder Ejecutivo la incitación 
del Ministerio Fiscal |>ara deducir las acciones que corres])oii- 
dan. 

Por lo expuesto, este ministerio considera que U. S. es in- 
competente para conocer en la presente querella y que así de- 
be declararlo. — B. A, \ r acar Anckorené. 

AUTO DEL JVV.Z FHPERAt 

Buenos Mi ti. Mino 2» it 

Autos y vistos: 

i'or las consideraciones aducidas por el Ministerio Fiscal 
en la vista (|iit* antecede y las constancias de autos, declárase 
inc impelen te este juzgado para entender en la presente causa. 
Kn su consecuencia, devuélvanse estos autos al señor juez orí- 
binario, haciéndose presente que si insiste en sostener su ín- 
competencia* se digne elevar tos autos a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, para que dirima la contienda de compe- 
tencia negativa suscitada, — Jantus. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

ñutnm» Airtt. Junto 10 «1 1016, 

Autos y vistos: I„os de contienda de competencia negativa 
entre un juez de sección de la Capital y otro ordinario de in<- 
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micción de la misma para conocer de la querella sobre de- 
fraudación promovida por don Leandro Mases contra don Clau- 
dio D. Mejia y 

Considerando : 

Oue a fojas i vta de ¡as autos, el querellante expresa categóri- 
camente que don Claudio D. Mejia. tesorero de la sociedad "Fo- 
mento de Río Negro", lo lia defraudado cu la suma de pesos 
mil docicntos noventa, que facilitó de su peculio particular pa- 
ra el pago de peones encargados del servicio de balsas en los 
lasos de Choele-Choel y Pevalva, de diebo territorio. 

Que no obstante baber recibido Mejia fondos fie la tesore- 
ría nacional, con el expresado destino, y a pesar de las gestio- 
nes privadas que ha practicado, no ha podido ser reintegrado 
en dicha suma. 

Que de esa manera resulta defraudado en la cantidad an- 
tes expresada, j»or la cual se querella, ratificándose en el núme- 
ro i del |>ctitorin de fojas 3 iu fine. 

Que consecuente con tales conclusiones pide la aplicación 
del inciso 6.", articulo 23 de la ley 4189. 

' Que esos hechos no revelan prima facic un delito de mal- 
versación de caudales públicos, del que deba conocer la justicia 
federal en los términos det artículo 3.°, inciso 3" de la ley 
número 48. máxime cuando la Contaduría General de la Nación, 
rtp ha hecho aún los cargos correspondientes a la sociedad "Fo- 
mento de Río Negro" por Jos meses de Julio a Octubre de 1914. 
según se ve en los informes de fojas 29 y 30. ni el querellan!-- 
ha denunciado en forma dicho delito de malversación, mencio- 
nándolo incidan taimente como razón de más para hacer pros- 
perar su acusación de carácter particular. 

Que. \xít otra fiarte, no aparece que Mejia haya dejado de 
abonar a los peones de las balsas en la inedida de las sumas 
recibidas del Tesoro Nacional a tal objeto, distrayéndolas en 
provecho propio; y por lo tanto, si hubiera algún damnificado, 
lo sería el querellante y ello a mérito de acuerdo"; partícula ro- 
que confiesa halier celebrado. 
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Por lo expuesto y oído el señor Procurador General se 
declara que la justicia federal es incompetente para conocer 
de la defraudación acusada. En tal virtud remítanse los autos 
al juez de instrucción, avisándose por oficio al juez federal. 
Notifíqucse original. 

A. BiiRMKjo.— D. l\. Palacio.— 
J. &CUEROA Alcohta. 



Doña Adelina Gabastoit contra don jacinto Lamota, sobre 
declinatoria de jurisdicción. 

Sumaria; Kn las causas en que la Corte Suprema conoce en 
gratín de ablación sólo corres|ionde a las partes presentar 
una memoria, no pudiendo cu consecuencia, informarse 
in voce. 

2.» Deducida !a excepción de incompetencia por la 
vía declinatoria ante los tribunales locales, no puede ad- 
mitirse la inhibitoria interpuesta ante la justicia federal. 

3. Contra las sentencias definitivas de la Corte Su- 
prema 110 procede el recurso de revocatoria. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

Resultando de los dos exjKtlicntes remitidos por el Juzgado 
de Paz de la Sección 4." que el recurrente no tiene contrato de 
locación, corresponde, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo- 
13, inciso 3. de la Lev de Justicia de \>.tí de la Capital, que 
U. S, se declare incompetente para entender en el presente jui- 
cio, y devuelva las referidas actuaciones sin más trámite at 
juzgado de su procedencia. — Saúl Ai. liscobar. 

Febrero 24 de J916. 
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AUTO DIÍL SEÑtlR JUEZ I'EDEHAl, 

Buenos Airen, Martü 2 4* «16. 

Y vistos: 

])c acuerdo con lo dictaminado por el señor fiscal declaro 
la incompetencia «Leí tribunal |Kira el conocimiento ele este 
asunto. Kn su consecuencia devuélvanse los autos traídos, con 
las presentes actuaciones a los efectos legales que haya lugar, 
Uep. las f tijas. — T. Arias, 

■ 

RESOLUCION DE &A CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Bueow Atnt. Abril 27 de 1916. 

Vistos y considerando; 

Que las cuestiones de competencia pueden promoverse por 
declinatoria o por inhibitoria ; pern según el artículo 41* del 
Código de Procedimientos de la Capital de aplicación supleto- 
ria en los tribunales federales, el litigante que hubiere optado 
por uno de estos dos medios no iwdrá abandonarlo y recurrir 
al otro: ni podrá emplearlos sucesivamente, debiendo pasar 
]Kir el resultado de aquel a que haya dado la preferencia. 

Que como lo hace notar el señor fiscal de cámara en el 
dictamen que precede, el precepto legal referido ha sido apli- 
cado por la Corte Suprema en numerosos casos análogos al 
presente. 

Que, por tanto, habiendo ya promovido don Jacinto La- 
mota. cuestión de competencia por declinatoria ante el Juez de 
Paz de la sección 4.* en el juicio de desalojo promovido por 
doña Adelina Gabastou. no ha podido promoverle nuevamente 
per inhibitoria ante el juez de sección. 

Por ello, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador Fiscal de Cámara, se confirma, con costas, 
el auto apelado de fojas 5 vta.. en cuanto desestima la cuestión 
de competencia planteada a fojas 1. Notifíquesc. devuélvase y 
repónganse los sellos en el juzgado de procedencia. — Daniel 
Coxtia. — /. A/. Matienso. — H, VÉ$0& — Marcelino Es- 
calada. 
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UtCTASlKX DE SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bufirol Aire», junio 8 de 1916. 

Suprema Corte: 

Consta de estas actuaciones que el demandado había opues- 
to ante el juzgado de paz que conociera primitivamente del 
asunto de que se trata, la declinatoria de incompetencia por 
razón de ln dis tinta nacional id ¡id de las partes, la que fué re- 
chazada por ese juzgado de paz, lo que implica ciertamente qm- 
el exeepcionante hubo usado del medio referido para promover 
la cuestión de competencia, circunstancia que lo inhabilita para 
emplear la inhibitoria que dedujo ante el juez federal, porque 
si bien tales cuestiones pueden promoverse por inhibitoria o 
por declinatoria íart. 412 del Código de Procedimientos en ío 
federal) en la aplicación de ese precepto se ha entendido por 
reiterada jurisprudencia de V. E. (tomo 80, pág. 216; tomo 8H. 
pág. 229: tomo 91. pág. 234), que el que hubiese optado por 
uno de esos medios, no puede después abandonarlo y recurrir 
al otro, ni podrá emplearlos sucesivamente, debiendo estarse 
;i1 resultado de aquél que ha preferido, sin perjuicio de lo*, 
recursos que por derecho procedieran. 

Por lo expuesto y jurisprudencia citada, pido a V, E. se 
sirva confirmar la sentencia apelada. 

Julio Botet. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aliti, Junio 10 de ItIG. 

Con arreglo al artículo 8 de la ley 4055, en los casos en que 
esta Corte Suprema conoce en grado de apelación, sólo corres- 
ponde a las partes presentar una memoria que se agregará a 
los autos, quedando la causa sin más trámite conclusa para 
definitiva. Por ello y de acuerdo con lo resuelto en el tomo 
1 16. página 65, de los fallos de este Tribunal, no ha lugar al 
informe í» vocc solicitado. 

A. Bermejo. — D. E. Palacio.— 
J. Fjgueroa Alcorta. 
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Bucmi Aira. Junio 10 fe I9W. 

Vistos : — 

Por los fundamentos de la sentencia de la Cámara Federal 
de la Capital de fojas 14, lo resuelto por esta Corte en casos 
análogos estableciendo que deducida la excepción de incompe- 
tencia por la vía declinatoria ante los tribunales locales no 
puede admitirse la inhibitoria interpuesta ante un juzgado fede- 
ral (Fallos, tomo 80. página 216 y otros, y de conformidad 
con lo expuesto y pedido por el señor Procurador General, se 
confirma con costas la resolución a¡K'1ada. Notifíquese y de- 
vuélvase reponiéndose el papel ante el juzgado de procedencia. 

A. RCrmkjo.— D. E. Palacio.— 
J. FlC.t'KROA Alcorta. 

Solicitada revocatoria de la resolución que antecede fun- 
dándose en (pie no se había abierto a prueba la articulación 
promovida, se dictó el siguiente : 

BvtüM Alrrt, Junto 17 di ttlfl. 

Autos y vistos : no procediendo el recurso de revocatoria 
contra las sentencias definitivas pronunciadas por esta Corte 
Suprema (Tomos 97, pág. 39; lio, pág. 177 y otros), no ha 
lugar al interpuesto, y devuélvase como está ordenado, sin más 
trámite. 

A. Bhrmkjo.— D. E. Palacio.— 

J. FlGUERGA Al.CORTA. 



Municipalidad de Zarate contra el Ferrocarril Central de Bue- 
nos Aires por cobro ejecutivo de pesos; excepción de fal- 
sedad e inhabilidad del titulo. 

Sumario: Procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 48, contra una sentencia de trance y remate prouun- 
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ciada jior los tribunales de la provincia tic Buenos Aires, 
en la que no se hace constar que ella no reviste carácter 
de definitiva. No corresponde apreciar en la apelación 
extraordinaria las leyes locales reglamentarias del procedi- 
miento seguido en el juicio. 

2.° El artículo 8." de la ley 5315 no exime a las empre- 
sas ferroviarias de la obligación de pagar el imuucsto fie 
alumbrado y pavimento. 

Caso : T.a Municipalidad de Zarate demandó al Ferrocarril Cen- 
tral de Buenos Aires p<>r cobro ejecutivo de pesos, prove- 
nientes tic los gravámenes* de pavimentación y alumbrado 
K1 demandado opuso la excepción de inhabilidad de título, 
fundándose en que, ijor hallarse acogida a la lev número 
estaba exonerado del pago de todo impuesto, lista 
defensa fué rechazada j>or el juez de primera instancia de 
la ciudad fie La Plata mandando llevar adulante ta eje- 
cución. 

Apelada dicha resolución la Cámara r." de Apelacio- 
nes en lo Civil de la misma ciudad, adujo entre otras con- 
sideraciones, en e) aeucrflo respectivo, que la excepción de 
inhabilidad de título, sólo puede fundarse en defectos* o 
vicios del título mismo, lo que no ocurría en el caso (pie. 
aun en el supuesto de (pie la mencionada excepción pudiera 
fundarse en la circunstancia de que hacía mérito la em- 
presa demandada, ella no podría prosperar si se tenían 
en cuenta las palabras del diputado doctor Caries, miem- 
bro informante de la comisión respectiva de la H. Cámara, 
al presentar el proyecto de ley, que luego fué la N." 5315, 
ijite por ella no se eximía a las empresas ferroviarias del 
pago de los servicios comunales que los beneficiaran, dic- 
tando en consecuencia, la siguiente 



SlíNTliSCIA 

La Pliti, Octubre », de 1915. 

Y vistos: 

Considerando (pie en el acuerdo se ha resuelto: 



I . < -J 
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i." Que no es procedente la excepción de inhabilidad del 
título apuesta por la empresa demandada. 

2" Que el pronunciamiento que corresponde dictar cu estos 
autos es el de confirmar la sentencia apelarla que rechazando 
la excepción fie falsedad e inhabilidad del titulo opuesto manda 
llevar adelante la ejecución promovida por la Municipalidad de 
Zarate contra la empresa del Ferrocarril Central de Tíllenos 
Aires, hasta hacerse al Rcrcedor íntegro pago fiel capital recla- 
mado, intereses y costas. 

3-° Que las costas de amlms instancias deben imponerse a 
Ta empresa ejecutada. 

Por ello y demás fundamentos del acuerdo ípte precede, 
se confirma la sentencia afielada que rechazando la excepción 
ele falsedad c inhabilidad del título opuesta, manda llevar ade- 
lante la ejecución promovida por la Municipalidad de Zarate 
contra la empresa del Ferrocarril Central de Buenos Aires, 
hasta hacerse al acreedor íntegro pago del capital reclamado, 
intereses y costas, con costas, a cuyo efecto se confirman las 
regulaciones practicadas en la sentencia recurrida. Repónganse 
las fojas, notifííiuesc y devuélvanse. — Alfredo del Campillo. 
— Maximiliano Acuitar — Ante mi: Raúl ArUleym. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bvtai» Alte*, Junio 10 de 1016. 

Vistos y considerando: 

Que el recurso extraordinario autorizado |>or los artículos 
14 de la ley número 48 y 6,° de la 4055 es procedente en mérito 
de haberse desconocido por la sentencia apelada la garantia 
fundada por el Ferrocarril Central de Buenos Aires, en el 
artículo 8 de la ley nacional 5315. 

Que no obstante el carácter ejecutivo del juicio, es de- 
tenerse en cuenta que él tribunal local no hace constar en su 
resolución que ella no revista el de definitiva : y no corres- 
ponde apreciar en la ablación extraordinaria las disposiciones 
del Código de Procedimientos de la Provincia, invitadas por 
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el representante de la Municipalidad de Zarate, para pretender 
la improcedencia del expresado recurso que viene concedido 
(Fallos, tomo 121, página 140 y otros). 

Kn cuanto al fondo: > 

Por sus fundamentos y lo expuesto en el fallo de esta 
Corte Suprema tomo 1*0. página y¡¿ y otros, se confirma la 
sentencia recurrida de fojas 73 en la parte que ha sido materia 
del recurso. Notifíquesc original y repuestos los sellos devuél- 
vanse al tribunal de su procedencia. 

A. BEhmkjo.— D. K. Palacio.— 
J. Fif.rfiHo.i Alcorta. 



Hoh Nourkc Rohm contra don Zcimar Lccsinskt Ainc. sobre 
imitación de marca de fabrica. 

Sumario: No puede ser revisada por la Oírte Suprema en el 
recurso extraordinario del articulo 14, ley 48, una sentencia 
i|ue. fundada en circunstancias de hecho y análisis de la 
prueba producida, declara que la palabra "Bromóse" em- 
pleada corno marca de fábrica, para distinguir artículos de 
las clases 11 y 7<j del decreto reglamentario de la ley nú- 
mero 3975. no es mmibre de fantasía para productos quí- 
micos y farmacéuticos en cuya composición figure el Bro- 
mo. Tanqíoco puede ser revisada en la parte que resuelva 
que no existe confusión de nombres cuando éstos, si bien 
son idénticos en su radical, difieren en su desinencia, aun- 
que sólo sea en una letra. 

Caso: explican las piezas siguientes: 
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SKNYKNClA DE LA CAMARA l'KDKKAI. DK ABLACIONES 

ButitM Aire». Octubre 21 de KM5. 

Vista tu apelación la causa seguirla por Maurice Robín 
contra Zelmar I^eczínski. por imitación fraudulenta de marca 
de fábrica, resulta lo siguiente: 

Se ha probado con los documentos de fojas 142. traducido 
a fs. 150 que la |>alabra francesa "Bromovose" fué registrada 
en Francia por la sociedad Brochard ct Compagine como marca 
de fábrica para distinguir un producto químico y farmacéutico, 
en 18 de Marzo de 1009, y que dicha composición fué presen- 
tada |>or don Zelmar Leezinski al Departamento Nacional de 
Higiene de la República en 21 de Diciembre de tojo, con el 
mismo nombre de B romo vos e, y esa oficina autorizó su expen- 
dio el 21 fie agosto de [912, (Informe de fojas 225). 

Se ha probado que la composición Broinovose se vende en 
las droguerías de Hítenos Aires desde el año roto (véase decla- 
ración de los farmacéuticos Badaraco, a fs. 68, Soulignac. a fs 
76, y facturas de fs, 46 y 47) y se receta por los médicos '( de- 
claraciones del doctor Llobet. a fs. 1 rfí, del doctor Cüemes, a 
fs. 125. del doctor Castro Escalada, a fs. 140). 

No se ha probado ni intentado prolíar que la composición 
farmacéutica preparada por Brochare! y Compañía con los 
componentes cuya combinación ha aceptado et Departamento 
Nacional de Higiene, tenga en las farmacias y en la práctica 
médica otra denominación usual que la de Rromovose. 

Esta denominación está evidentemente formada con radi- 
cales de las palabras Bromo ovusn (huevo! jiara indicar los 
elementos principales de la combinación, siguiendo la costumbre 
de los fabricantes de productos químicos y farmacéuticos, y no 
es por consiguiente un simple nombre de fantasía, sin relación 
alguna con Ja naturaleza del producir». 

En estas condiciones, la jialahra "B renovóse" no es una 
marca de fábrica, sino uu término que el público tiene el dere- 
cho de usar para nombrar una comfwsición farmacéutica deter- 
minada, que no es conocida por otra denominación. No puede. 
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pues, imputarse intención criminal a quien empica dicho nom- 
bre* para denotar el producto que lo lleva. 

V.\ hecho fie que el querellante Mauricc Robin haya regis- 
tnulo en la Oficina fie Patentes una palabra parecida, "Bro- 
móse*', como marca de fábrica para distinguir productos quími- 
cos, farmacéuticos, veterinarios, antisépticos, fotográficos y de 
curtiduría, no obsta al uso licito del único nombre conocido del 
públim para el medicamento antedicho, porque ninguna marca 
de fábrica puede producir esc efecto legal. El objeto de la 
marca es distinguir una mercadería de otras de diversa fabri- 
cación o propiedad, pero no trabar la circulación de tas demás, 
ni menos obligar al público a alterar su lenguaje. 

Por otra parte al registrar la palabra "Bromóse" en 15 de 
rnayo de 1900. Robin no la indicó como nombre de una espe- 
cialidad farmacéutica, ni siquiera mencionó la existencia de la 
especialidad que más tarde en ¿ de octubre de 191 1. presentó 
al análisis del Departamento de Higiene, el que autorizó su 
expendio en 4 de mayo de 1912. 

No puede, pues, alegar queja Oficina de Patentes de in- 
vención le haya concedido el uso exclusivo de la palabra Bro- 
mos? para distinguir una preparación medicinal compuesta de 
bromo y albúmina y para oponerse al uso de toda otra }>alahra 
parecida aunque fuera destinada a denominar al bromo y sus 
derivados. Para que una palabra se repute de fantasía del>e ser 
inventada y no debe contener indicación alguna a la naturaleza 
11 origen del producto. Tal es la doctrina admitida i>or la juris- 
dicción argentina y extranjero. "Bromóse" no es nombre de 
fautasia para productos químicos y farmacéuticos en cuya com- 
posición figura el bromo. 

Solo puede aplicarse como nombre de fantasía a mercade- 
rías en que no figura tal metaloide. Y como Robin registró la 
palabra como marca de una cantidad indeterminada de pro- 
ductos varios, la validez de ese registro está legalmente limi- 
tada a todos aquellos que nO contengan bromo como compo- 
nente importante. 
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Su derecho de perseguir en juicio penal a las imitadores 
ile la palabra "Bromóse" tiene la misma limitación. 

Otra interpretación del título del querellante llevaría al 
absurdo de darle derecho de acusar a todos los industriales y 
comerciantes míe fabrican expenden bromo, bromol, bruna 1. 
bromuros, brómalos, y demás compuestos de dichos metaloides. 

El mismo Robin comprende que el nombre Bromóse no 
excluye la existencia de nombres de idéntico radical, puesto 
que ha dado a otra preparación suya el nombre de Btomone 
( informe de fs. 10S). Ks sabido (me, en la nomenclatura quí- 
mica, los cuerpos compuestos llevan nombres idénticos en su 
radical cuando el elemento principal es el mismo y solo dife- 
rentes en la desinencia. Las terminaciones oso, osa. ka. ato. ita, 
¡na. o!, son de uso común en el lenguaje químico para indicar 
la naturaleza de la combinación en que entre el cuerpo designa- 
rlo por el radical, listando así leves diferencias de sonido o 
de ortografía para distinguir unos compuestos de otro*. Sulfato, 
sulfilo, bisulfato, bisulfito, sulfuro, sulfúrico, sulfuroso, son 
términos que pueden servir de ejemplo de este procedimiento. 

Por consiguiente, tratándose de preparados químicos y 
farmacéuticos, no se puede decir que hay confusión de nom- 
bres cuando éstos sí bien son idénticos en su radical, difieren 
en la desinencia, aunque solo sea en una letra. 

Desconocer esta conclusión, llevaría a conceder la posibi- 
lidad legal de que un fabricante o comerciante adquiriera el 
monopolio de una basta clase de productos químicos y farma- 
céuticos, con solo registrar el nombre técnico de un cuerpo con 
una ligera variante de ortografía, monopolio no autorizado {w>r 
la ley de marcas y expresamente prohibido por la Ley de Pa- 
tentes de Jn vención respecto de las composiciones farmacéuticas 
(articulo 4/'). 

Finalmente, no resulta de autos que las partes hayan obra- 
do con propósito de engañar al público respecto de la naturaleza 
de los productos en cuestión. 

Kstas consideraciones bastan liara la resolución del presen- 
te caso, limitado a examinar sin hay o no delito e intención cri- 
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minal en los hechos imputados al acusado, quedando a salvo 
las acciones civiles que pudieratl corresponder a los interesados. 

Por estas consideraciones, se revoca la sentencia apelada 
v se absuelve al acusado Zelmar Lcczinski, sin costas. Notífí- 
nuess v devuélvase la causa al juzgado de sección, donde se re- 
podran tas fojas. — & VUtafañr. — A. Vrémarrmn. — Dauu'í 
Goythi. — /. A f . Moticnco, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buinoi Airet, Junio 13 4c 1916. 

Vistos y considerando: 
pie la sentencia apelada, en mérito de consolaciones de 
lucho, establece en lo substancial, que la marca de fábrica 
■líroinosc" corriente a fojas 6 bajo el número 23140 ¡'¿ra di?- 
ligtur artículos de las clases 11 y 79 del decreto reglamentario 
dé la lev número 3975. rio es nombre de fantasía para productos 
i(iiiimt™ y farmacéuticos en cuya composición figure el bromo; 
1 fojas vuelta) y que. por consiguiente, la marca extranjera 
"lír-nnovuse" incriminada no constituye imitación fraudulenta 
de aquella, j jorque tiene la misma base del bromo como eoiupo- 
nente principal; y además, porque no se ha probado ni intenta- 
t|n probar que esta conqxjsición farmacéutica con los componen- 
tes cuya combinación ha aceptado el Departamento Nacional 
de Higiene, tenga en las farmacias y en la práctica médica 
otra denominación usual que la de "Itromovosc". 1" que entre 
„tras razones que se indican, hace que dicha palabra sea un 
término que el público tiene el derecho de usar para nombrar 
una composición' farmacéutica determinada que no es conocida 
por otra denominación ; y que por lo tanto no puede imputarse 
intención criminal a quien emplea dicho nombre |iara denotar 
v\ producto que lu lleva. 

Que en este y otro orden de consideraciones, la misma sen- 
tencia agrega que tratándose de preparados químicos y farma- 
céuticos, no se puede decir que hay confusión de nombres cuan- 
do éstos, si bien son idénticos en su radical, difieren en la de- 
sinencia, aunque sólo sea en una letra í fojas 231 vuelta 
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í jue en virtud de tales fundamentos y otros fie naturaleza 
idéntica, «licha semencia juzga, que ellos bastan para la resolu- 
t ión del préseme caso limitado a examinar si hay o no delito e 
intención criminal en los hcel.os imputados al acusado: y en su 
mérito lo absuelve. 

One con los referidos antecedentes y cualquiera que sea la 
amplitud que el apelante atribuya a la desición recurrida, es in- 
dudable que en cuanto declara, fundada en circunstancias de 
hecho y análisis de la prueba prodticida. que la palabra "Tlro- 
niose" 110 es de fantasía ]>ara productos químicos y farmacéu- 
ticas en cuya composición figure v \ bromo, no puede ser revi- 
sada |Mir esta Corte en el presente recurso, porque ello impor- 
taría constituirse para el caso en tribunal ordinario de apelación. 
(Fallos tomo oj>, página 371 : tomo 121. página 

Qtte lo propio debe decirse acerca de lo resuello respecto 
a que no existe confusión tic nombres cuando éstos, si bien son 
iflciiticfis en su radical, difieren ea su desinencia aunque sólo 
sea en una letra; y porque tal apreciación de hecho es discre- 
cional en los tribunales que juzgan, sin que ello se refiera a la 
inteligencia de alguna de las cláusulas de la ley (Fallos, tomo 
24. página 522 : tomo 30, página 421). 

Por ello se declara 110 hal>er lugar al recurso. Xotifiquese 
original y repónganse los sellos ante el juzgado de origen. 

A. Be» m fijo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Figueroa Alcobta. 



Criminal contra Carlos Sánchez lalcnstnia, fiar injurias. 

■ « 

Sumario : Las injurias inferidas a un cónsul extranjero impor- 
tan el delito de desacato, castigado con arresto de tres a 
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seis meses, cuando ha sido cometido en el loeal del consu- 
lado. 

2". Debe computarse doble el tiempo de detención su- 
frida a contarse desde la declaración indagatoria. 'en un ca- 
so en que j>or incidencias de la causa, aquélla nn fué con- 
vertida en prisión preventiva. 

Caso : Resulta del siguiente 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airtt, Junio 17 de 1W¡. 

Y vistos: los seguidos contra Carlos Sánchez Valeiuuel;i. 
sin sobrenombre ni apodo, chileno de veintiocho años de edad, 
casado, foguista y domiciliado accidentalmente en esta Capital, 
por desacato, de los que resulta : 

Que el veinticuatro de Febrero CA corriente ano. el pro- 
cesado fué detenido en el local del Consulado de Chile, por ha- 
ber inferido agravios de palabra y de hecho al Señor Cónsul 
General dé aquel país, don Rafael Pm-lnia Moreno, en presen- 
cia del personal del Consulado, del Capitán del liaren mercante 
"Gobernador tíories". y del propio agente de policía llamado pa- 
ra reprimir el desorden que el procesado promovía i fojas 
vuelta ^ . 

Que instruido el correspondiente sumario por la Policía <k 
la Capital, esas actuaciones fueron elevadas al Señor juez Fe- 
deral (fojas 40> el míe se declaró incompetente (fojas 4.V en 
virtud de lo establecido- por el artículo 1°. inciso 4 Ü - de la ley 
número 48. confirmándose esa resolución por esta Corte (fojas 
48) por cuanto la causa seguida contra Carlos Sanche* Valen - 
zuela tiene por origen actos que afectan las prerrogativas del 
señor Cónsul de Chile en su carácter público y cotí motivo del 
desempeño de sus funciones. 

Que habiéndose llenado las formalidades establecidas ftoí 
el artículo 370 del Código de Procedimientos eu lo Criminal 
con las diligencias practicadas por la Policía de la Capital y por 
el Señor Juez Federal de Sección se dió vista al señor Procura- 
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dor General, quien al expedirse I fojas 40 > manifiesta que el he- 
cho imputado a Sánchez Valenzucla está probado y es el com- 
lirendido por el articulo 237. inciso i n . riel Código Penal corres- 
pondiendo aplicarle la pena establecida en el artículo 238 del 
misino, después de lo cual se señaló audiencia a los fines del ar- 
tículo 570, del Código de Procedimientos citado. 

Que cu el juicio verbal correspondiente ffs. $2) el señor 
Triturador General reproduce su acusación, y el señor Defen- 
sor de Pobres. Incapaces y Ausentes, sin entrar a discutir la 
culpabilidad o inocencia de Sánchez Valenznela. pide su inme- 
fliaia libertad en virtud de que el procesado se halta detenido 
desde el veinticuatro de febrero de este año y prestó declara- 
ción indagatoria el tres de marzo, debiendo computarse dobles 
los días de prisión sufridas, atentas las disposiciones legales 
que invoca. 

Y considerando : 

Que al prestar declaración ante la Policía ele la Capital, 
el procesado manifiesta "que insultó al Cónsul en la peor 
forma que le fué posible y le escupió en la cara jwra asi dar 
motivo a que se le detuviera y evitar que se reprodujera lo 
míe le había ocurrido de pasarse tres días sin comer y dur- 
miendo a la mlemi>cric donde lo tomaba la noche" {fojas 22). 
ratificándose en estas afirmaciones al prestar declaración inda- 
gatoria •'fojas 41) cirennstancia que surte los efectos legales 
de la confesión ('Código de Procedimientos Criminal, artículo 
la que está corroí íora da. además, por los testigos Fran- 
cisco Siciliano i fojas 8); Manuel A, Aranguíz (fojas 16) y 
Francisco Pérez ( fojas 18), 

Que el agraviado es funcionario público desde que ha 
recibido el exequátur del Gobierno Argentino para desempe- 
ñar oficialmente, como Cónsul de Chile, las funciones de ca- 
rácter público que corresponden a su cargo. 

Que siendo así, el procesado ha cometido el delito de 
desacato (artículo 237. incisos i'Jt y 2." Código Penal) casti- 
gado con arresto de tres a seis meses ( artículo 238) |*>r ha- 



213 FALLOS DE LA CORTÉ SUPHKMA 



berse ejecutado el delito en el local del Consulado de Chile. * 

Que no habiéndose alegado ni apareciendo comprobadas 
circunstancias aparentes o atenuantes corresponde se arique 
al reo el término niedio de la pena señalada en el articulo u,v^ 
citado del Código Penal o sea cuatro meses y medio de arresto 
y las coatas procesales (articulo 144 del mismo Código 

Que de acuerdo con lo pedido por la defensa (fojas 5-' 
■ vuelta!, míe el reo fuera condenado ordenando al propio 
tiempo su libertad, del» darse por compurgada la pena im- 
puesta, con la detención sufrida con interioridad a la decla- 
ración indagatoria de fojas 41. 

Por estos fundamentos, declarándose compurgada la (felfa 
impuesta al reo Carlos Sánchez Valcimiela con la detención 
sufrida, líbrese oficio al señor Jefe de Policía para míe sea 
puesto en libertad Fecho que sea. archívese. 

A. BttRMKjQ. — U. K, Palacio.— 
j. Ficukroa Alcorta. 

i»? - • 

• 



Corrientes la provincia de, contra don Vicente Mosco Ibáñez 
V Maximino Rute Días, por disolución de emirato y 
reintegración de dinero - sobre obligación de no innovar 
el estado de la cosa litigiosa. 

Sumario 1 No existiendo embargo trabado sobre la cosa liti- 
giosa, el poseedor continúa en el goce de su posesión, y la 
obligación de 110 innovar significa que debe abstenerse de 
todo acto de enajenación o deterioro de ta cosa o qttk fea 
extraño a su destino, en cuyo caso no se encuentra la 
explotación de sus bosques, 

Caso: F.l representante de la provincia adora manifestó, un.' 
según comunicaciones recibidas, los demandados explota- 
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han los Imstjues y hacían carbón, teniendo abandonado* 
liis materiales y maquinarias que se colocaron para la 
efectividad de la concesión de una colunia agrícola, lo 
■ fin- importaba innovar, durante el pleito, el estado de la 
cosa litigiosa en su perjuicio evidente. 

Por proveído déla Corte dictado a pedido déla ado- 
ra, se hizo saber a los demandados que se encontraban 
obligados a no innovar el estado de las cosas objeto de 
la litis. 

Él demandado Máximo Niiiz Díaz, expuso, en con- 
testación, que la provincia está equivocada en su deman- 
da, pues lo trataba eoino concesionario que ha recibido un 
favor, cuando en iva ti dad se trataba de una venta hecha 
por la demandante a él y a su socio; que ha tenido lugar 
la tradición del inmueble, se ha pagado parte del precio 
y ejerce, por lo tanto, la ¡*>sesión y explotación del bien 
adquirido; que la juctición de la provincia importaba Tilin- 
tar el derecho de propiedad y alterar la. condición jurídica 
de ta propiedad en cuestión. 

Que. en este caso, innovar sería vender en fracciones 
el terreno, disminuyendo su importancia. 

Concluía pidiendo se declarase que la explotación 
agrícola en todas sus faces no i m portaba innovación y se 
hiciese saber al (lobieruo de la provincia que debía abste- 
nerse de toda intervención policial o administrativa a fin 
de no perturbar su explotación, 

Corrido traslado al representante de la provincia, 
expuso que su denuncia, aparte de ser cierta, importaba 
una innovación en el estado de la cosa litigiosa porque, 
dado el dominio precario de los demandados y los térmi- 
nos y bases de la concesión. la tierra debía ser destinada 
sólo a una colonia agrícola de cultivo intensivo y no podía 
caber dentro de ese destino la explotación de los bosques 
•para hacer leña y carbón y entregarlos a la venta o arren- 
damientos de subconcesioiiarios. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butiioi Alrtt, junio 30 de 1916. 

Y vistos: Iíis peticiones formuladas a fojas 70 y lo mani- 
festado a fojas 86. 

Y considerando: 
(Juc no existiendo embargo iraliado sobre la cosa litigiosa 
el poseedor continúa en el goce de su posesión y h obligación 
de no innovar solicitada por el actor y reconocida por el de- 
mandado significa que uno y otro deben abstenerse dé Uní* 
acto de enajenación ó deterioro de* la cosa o que sea extraño :i 
los objetos de la concesión. Asi se declara, y hágase saber a 
las partes a sus efectos. Repóngase el papel. 

A; Bermejo. — Nicanor ü. uki. 
Solar. — D. K. Palacio. 



A n Germán Fucbfa contra el GoMérm de la Provincia de 
Mendosa, por devolución de impuestos. — Recurso di- 
revisión. 

Sumario: No procede el recurso de revisión previsto en el, 
inciso 3. del articulo 341 de la ley H¿ 50. cuando ha sido 
interpuesto fuera del término establecido en los articulos 
243 y 2.44 ile la referida ley. 

Caso : Resulta del siguiente 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Atret, junio 20 dt IMfi. 

Vistos : 

Kl doctor don Damián M. Tbriilb en representación de la 
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Provincia de Mendoza deducé el recurso de revisión previsto 
en el inciso 3." del artículo 241 de la ley nacional de proce- 
dimientos federales, de la sentencia de fojas 175, haciendo mé- 
rito del documento de fojas 224 en que consta míe clon Germán 
puebla en 2f> de Hayo de 1914 recibid de la Tesorería General 
de ía Provincia la cantidad tic dos mil setecientos veintiún 
l>esos con sesenta centavos moneda nacional, ' l por concepto dé 
transacción en el juicio que se inició contra el Gobierno de 
la Provincia". 

Que el doctor Germán Pnelila o|>one a esa revisión que 
ella se encuentra fuera de termino y que lia podido desistir 
de esa transacción con arreglo al artículo 87 2 ilel Código Ci\ % 

Y considerando: 

IJue prescindiendo de los dispuesta en el artículo 8$B del 
Código Civil respecto a la transacción que versa sobre derechos 
ya litigiosos, lias ta observarse que, en el caso, el recurso lia 
sido deducido fuera del término establecido en los artículos 
243 y 244 dé la ley nacional de procedimientos N.° 50. 

Que en efecto, según esas disposiciones, el término de 
«Krbo días para la interposición del recurso "empezará a correr 
desde el día en que los nuevos documentos se descubriesen 
o recobrasen" j Artículo 244. lev X* 50; Fallos, tomo 12, pá- 
ÍP»a 513). 

ÍJue notificada la sentencia en 3 de septiembre de 1914 
f fs. 180 » el recurso aparece interpuesto en 28 de marzo del 
corriente año, constando en autos ( fojas 183) que en sep- 
tiembre de aquel año el Gobierno de Mendoza y su represen- 
tante en ésta invocaban el mismo documento que no puede 
decirse ahora que era ignorado ni se encontraba extraviado o 
detenido por fuerza mayor o por obra de la parte en cuyo 
favor se hubiese dictado la definitiva como !o requiere el 
inciso 3.'*. artículo 24 1 que se invoca para fundar el recurso. 

Que el mismo recito en que se funda el pedido de revisión 
de fojas 257, obra en estos autos presentado por el represen- 
tante de la provincia desde el 7 de octubre de 1914 (fojas 230 L 
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Por estos fundamentos, no se hace lugar con costas, al 
recurso de revisión interpuesto a fojas 257. Repóngase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D, K, Palacio, — 
J. Fir.uEROA Alcorta. 



Don iiiujcnio del Cioppo en autos con ct Consejo Nacional de 
Educación, por daños y perjuicios. Recurso de hecho 

Sumario : La resolución de un tribunal local declarando su 
incompetencia para conocer de una causa determinada, 
no está comprendida en ninguno de los casos especificados 
por los artículos 14. ley 48 y 6.° de la ley 4055. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

- 

DICTAMEN' I>E SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Alrei, Febrero 24 de 19MV 

Suprema Corte: 

No procede el recurso interpuesto, en razón de rio hallarse 
encuadrado dentro de los artículos íí." de la ley 4055 y sn corre- 
lativo el 14 de la ley 48. 

La naturaleza del asunto, en que se trata de obtener la 
reposición de un funcionario público, cuyo nombramiento y 
remoción delude «le las autoridades encargadas para ello por 
la Constitución Nacional, esto es. una facultad gubernativa, 
lia determinado que la sentencia de la ftxma. Cámara esta- 
blezca que tal cuestión escapa a lo que puede ser materia de 
un pronunciamiento judicial, pues de lo contrarío se conduci- 
ria a una subversión de principios fundamentales que garanten 
la independencia y regular funcionamiento de los poderes del 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



317 



Estado, De manera, pues, que resulta que la sentencia apelada 
no ha tomado en cuenta sino que ha prescindido explícitamente 
de la cuestión planteada i>or el recurrente. Por tanto, una sen- 
tencia en tales condiciones, excluye todo pronunciamiento que 
contrarié un derecho fundado en cláusula constitucional o de 
la ley nacional, previstos en el recordado artículo 14 de la 
ley 48, 

En atención a lo expuesto, pifio a V. E. se sirva no hacer 
lugar a la queja deducida. 

R, G. Forera. 

F,\ IJ.O PJS LA CORTE SLPRKMA 

Butnoi Alm, junio 22 de Iflie. 
Autos y vistos? el recurso de queja por apelación dene- 
gada interpuesto por don Eugenio riel Ciopi>o, contra senten- 
cia de la Cámara 1* de Apelaciones en lo Civil de la Capital 
que declara la incompetencia de los tribunales ordinarios para 
conocer del juicio instaurado por dicho señor del Cioppo con- 
tra el Consejo Nacional de Educación ptj* cobro de pesos, etey 

Considerando : 

Que la resolución de un tribunal local declarando su in- 
competencia para conocer de una causa determinada, no está 
comprendida en ninguno de los casos especificados por los 
artículos 14 de Ja ley número 48 y 6* de la ley 4055, (Fallos, 
tomo 20. página 109). 

Por ello y conforme con lo dictaminado por el señor Pro- 
curador Central, se í leda ra hicn denegado el expresado recur- 
so. Notifújuese original y repuesto el papel archívese devol- 
viéndose los autos principales con testimonio de esta resolución. 

A Bkrm iíjo,—- D. E. Palacio.— 
J. Kigueroa Alcorta. 
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Don Emilio Molina Carranza por inconstitucionalidad de la 
ley y decreto del Poder Ejecutivo de ta Provincia de 
fíueiios ¿tires, sobre remoción de secretarios. Recurso de 
hecho. 

i 

Sumario ; No puede ser revisada por la Corte Suprema una 
resolución de la lYovinria de Buenos Aires, que *ólo ini- 
,»orta determinar el alcance de la jurisdicción que atri- 
buye a este ultimo tribunal el articulo 157 constitn 
ción provincial en lo relativo a demandas originarias de 
inconstitucionalidad de leyes o decretos sobre materia 
regida por la misma. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes. 

DICTAMEN D£ SEÑOR PROCURADOR GEíSERAL 

Buena» Alrci, N<Wlt«bre 8 de 19Í5. 

Suprema Corte: 

La sentencia apelada se Umita a juzgar del derecho que 
asiste al recurrente, para presentarse ante la Suprema Corle 
Provincial solicitando la declaración de inconstitucionalidad 
de un artículo fie la ley de presupuesto vigente y resuelve que 
carece de acción para ocurrir a ese tribunal promoviendo la 
demanda deducida, en razón de no atacarse por el expresad*, 
articulo, ninguno de los derechos y garantías individuales ase- 
gurados por la Constitución y que pudieran motivar el ejerci- 
cio de una acción particular. Resuelto en este sentido el pleito 
tramitado ante el tribunal provincial, y fundada la sentencia 
dictada exclusivamente en disposiciones de la Constitución de 
la Provincia y en el art. 371 del Código de Procedimientos, no 
es procedente el recurso extraordinario, iior 110 encuadrar en 
los casos previstos por el art. 14. »fey 48 y art. 6 ley 4055. 

Kl recurrente sostiene en apoyo de su recurso, que ante 
el tribunal provincial invocó oportunamente las cláusulas con- 
tenidas en los arts. 5 y 31 de la Constitución Nacional, lo cual 



1 - \ : " • -•■'v ..' n o • •• • •••• " ,-" l-' 

OR JUSTICIA DE LA NACIOM 219 

es exacto, puro es de observarse que dichas cláusulas tío han 
sillo tomadas en cuenta por el tribunal, ni lia sido desconocido 
implícita y expresamente el derecho que en ellas se ampara, 
por planto el fallo de que se recurre no entra al examen del 
fondo de la cuestión planteada, y rechaza la demanda por falta 
de acción en el demandante. En tales condiciones, no puede 
avocarse V, K. el conocimiento del recurso interpuesto, porque 
no existe una decisión de otro tribunal sometida a la revisión 
de esta Corte Suprema, lo cual es indispensable para el ejer- 
cicio de la jurisdicción de apelación que le está deferida f Fa- 
llos, tomo 117, pág. 38(1: tomo ti8, págs. 31, 134 y 338). 

Delw agregar que la invoción del art, 5,* de la Constitu- 
ción Nacional no puede amparar el recurso deducido, porque 
los hechos en que se funda la arción promovida no son bas- 
tantes para considerar alterada la fonr republicana de go- 
bierno, acerca de cuyo régimen la cxjv «la Constitución no 
fija regla alguna. i»r lo que no es posible entrar al examen 
de las violaciones que alega el recurrente (Fallos, tomo 33, pá- 
gina I4í>), 

Por lo expuesto y fallos de V. E. tomo 120, págs. 329 y 
435, y tomo I2f, pág. 72. pido se declare improcedente el 
recurso deducido. 

Julio fíotet. 

FALLO DI; LA CORTK SUPREMA 

Rusa** Alrn, Junio 72 it I9W. 

Autos y vistos: el recurso de hecho por apelación dene- 
gada interpuesto por el doctor Emilio Molina Carranza contra 
sentencia de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos 
Aires en la demanda de inconstitucionnlidad de una ley y de- 
creto de fas autoridades locales. 

Y considerando : 

Que la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la 
Provincia por aplicación del artículo 157, inciso i, n de la Cons- 
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titiición P desconoce la personería del actor para llevar ante 
ella esa demanda originaria de inconstitucional"^! del articulo 
^ inciso 3 * de la ley de presupuesto y decreto de ao de di- 
ciembre de aduciendo que para la procedencia de la m.s- 
nm c* requisito esencial que el demandante se considere agra- 
viado por alguna autoridad en los derechos, exenciones o 
garantías acordadas por alguna cláusula de la Const.tuc.oii 
local, lo que, según se expresa, no ocurre en el caso en que el 
demandante se encuentra en el ejercicio de sus funciones de 
secretario v no defiende derechos individuales. 

fUic ello sólo importa determinar el alcance de la juris- 
dicción que atribuye a aquél tribunal el artículo i 57 de h 
constitución provincial en lo relativo a demandas originarias 
de inconstitucionatidad de leyes o decretos sobre materia 
regula i*>r la misma, lo que no puede ser traído a la revisión 
de cMa Corte Suprema con arreglo a lo dispuesto en el arti- 
culo 10; de la Constitución Nacional y la jurisprudencia uni- 
forme al respecto (Fallos, tomo 86, página 324: l >4. Ingina 
*«0i Tí l, página 274 ¡ 1 1**- página 338 ). 

' * Por ello v de conformidad con lo pedido por el señor 
Procurador General se declara impaciiente el recrtrsí^ dedu- 
cido. Xotifíqucsc v repuesto el pai*i arebivése. devolviéndose 
los autos remitidos por vía de informe con testimonio de esta 
resolución. 

A. Bkkmuto. — Nicanor G. del 
Solar. — T). R. Palacio. 




Criminal, contra Casimiro Paloski o PabloskL imitado del 
delito de circulación de nutneda ¡ falsa. — Competencia 
negativa. 

Sumario ; l.a circulación de fichas conocidas bajo el nombra 

■ 
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ile "Soberano Hanovcr" que por cierta semejanza con la 
libra esterlina pueden ser aceptadas como tales, no cons- 
tituye el delito de falsificación de que trata la ley 3975, 
cuyo conocimiento deba atribuirse a la justicia federal 

(ajo: Lo explican las |>iezas siguientes: 

r 

AUTO T)£L JUEZ DEL CRIMEN 

U PtMta, AMI 28 «• 1916 

Autos y vist<»ü : 
Notando el juzgado <jue el delito que se imputa al preved 
nido es pnrtta facic el previsto por el artículo 5/* de la Ley • 
Xncional 3972* mte corresponde a la competencia de los jueces 
federales según se desprende de la ley nacional número 4& :V,J 
remítanse estas actuaciones al señor Juez Federal, haciéndose 
saber a la Policía para la anotación del preso, — W. Ocam' 
— Ante mí: Eiégctfio S. Ahina. 






AUTO PEI, SESOK JUEZ FEDIÍKAI. 

UMl, Miyo t4 4e 1016. 

i * 

Considerando : Que si bien ta moneda falsa difiere de la 
verdadera, y solo guarda con ella semejanza de caracteres 
pueden originar su confusión, como ocurre con las ficlias 
culadas por el procesado según el punto d) del informe de ta 
Casa de Moneda, respecto fie la libra esterlina, y ha ocurrido 
en el caso en virtud del cambio de «lidias fichas asignándosele 
el valor de- !a libra, se lia establecido í|íic las fichas en 
tión no constituyen moneda falsa, así por causa de estar per 
mitida su venta, y portme piezas de condiciones análogas cotí 
relación a la moneila nacional, no han sido conceptuadas roo- ,. 
neda falsa, según resulta del articulo 9 de la ley 3)72, se 
resuelve : Declarar que el caso snh judice no corresponde a ta *¡1 
jurisdicción de este juzgado por no referirse a delito com- 
prendido en la citada ley 3972. ni estar regido por otras leve* '¿ 
qtle sancionen su jurisdicción <|iie su juzgamiento compete a 



ta justicia ordinaria en cuanto puede importar delito previsto 
l por el artículo 202 del Código Penal, como se ha interpretado 
en la declaración de fojas 50, y que por consiguiente se de- 
vuelvan estos autos al juzgado de origen, bajo prevención de 
que -sino acepta su competencia, de por planteada cuestión 
negativa sobre ella y pase nuevamente los autos a este juz- 
gado para su elevación a la Exma. Suprema Corte de !a 
Nación a fin de que dirima la contienda, conforme al artículo 
9, inciso b> de la ley N.° 4055. Oficíese a la Policía para que 
ponga al detenido a disposición del señor Juez del Crimen 
doctor W. Ocampo. — R. A. RossL 

l>ICTAMRN DE SKÑOH PROCUltAnoK CÜNERAL 

Buenos Jual« 21 de 1916. 

Suprema Corte: 
A. V. H. compete dirimir la cuntienda de competencia 
suscitada en estos autos, conforme a lo que prescribe el artículo 

9 de la ley 4°55< 

Corresponde declarar competente para conocer ,dc la pre- 
sente causa a) señor juez ordinario de ta ciudad de La Plata, 
por cuanto el delito imputado no es de los previstos en la ley 
3072. pues que, piezas de las condiciones de las que se trata, 
con respecto a la moneda nacional 110 deben reputarse falsas, 
de conformidad al artículo 9 de esa ley, sino que. el hedió 
imputado se comprendería en el articulo 202 del Código Penal, 
por cuya virtud es a los tribunales ordinarios a los que com- 
pete el conocimiento del mismo, ya que se trata .de la aplica- 
ción de ese cuerpo de leyes y no de una ley especial del Con- 
greso que motivaría la procedencia de la jurisdicción federal, 
con arreglo al artículo 3.*. inciso 3. de la ley 48. 

Kn atención a lo expuesto y jurisprudencia de V. E. 
(Tomo 117, páp. 247; tomo n& pág. 156) pido a V. E. se 
sirva declarar competente para el juzgamiento fie la presente 
1 causa al señor juez ordinario de la ciudad de La Plata. 

Julio BoM. 
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SitiH Alrt». Imto 21 * M. 

Autos y vistos : los ríe contienda negativa de competencia 
entre el juez federal y el del crimen de la ciudad de La Plata, 
provincia de Buenos Aires, para conocer del delito imputado 
a Casimiro Palos k i o Pnhloski, de circulación de moneda 
falsa, y % 
Considerando : 

Que según se expresa en la diligencia de fojas i y denun- £ 
cia de fojas 2 el prevenido abonó en la casa de negocio de 
Salomón Guinpel, vecino de dicha ciudad, el importe de cinco 
pesos por una silla y una mesa, con «na moneda libra esterlina 
inglesa, recibiendo además de dichos objetos, el vuelto de cinco 
pesos con sesenta centavos, teniendo presente el cambio de oro 
a papel 

One de los antecedentes del sumario v en especial del 
informe de la Casa Nacional de Moneda (fojas 59 vta.) apa- 
rece "que las piezas adjuntas no son monedas, son fichas co+ i: 
nocidas bajo el nombre de "Soberano Hanover" míe por cierta 
semejanza con la libra esterlina puede ser aceptada como tal'*, 
circunstancia que impide sea considerada como «na falsifica- 
ción de que traía la ley nacional número 397a. , 

Que siendo esto así, los hechos a que se refiere la dili- 
gencia de fojas 1 y denuncia <le fojas 2, no presentan los carac- 
teres de delincuencia que por -razón de la materia pudieran 
clasificarse entre los sometidos a la jurisdicción y competen- 
cia de la justicia federal que es restrictiva y no puede ín 
nir en otros casos que los que expresamente le están 
por derecho ÍLcy número 48. articulo 3. . inciso 3. ; Código 
de Procedimientos en lo Criminal, artículos 19 y 23). • 

Que por otra parte, de los antecedentes del sumario se 
desprende también que no concurre circunstancia alguna por 
la que la justicia nacional deba intervenir por razón de 
personas o del lugar en que se dicen cometidos los hechos 
1 icluosos de que se trata, debiendo en tal caso considerarse 
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efe la jurisdicción de los tribunales del lugar en que se Hall 
producido (Fallos, tomo 118, página 156 y otros). 

Por ello y conforme con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se declara que el conocimiento de la pre- 
sente causa no corresponde a la justicia federal, y en conse- 
cuencia, remítanse los autos al juez del crimen de La Plata, 
avisándose en la forma de estilo al juez federal. Notifiquen 
original. 

A. Bermejo. — Nioaxor G. del 
Solar. — D. E. Palacio, — 
J. Fl GU ERO a Alcorta. 



Sociedad de Crfdito Territorial de Santa Fe contra ta Pro- 
vincia de Santiago del Estero, sobre reintegración de área, 

daños y perjuicios. 

V ' . ." • 

Sumario: 1» La obligación de integrar la superficie de im 
inmueble vendido en caso de que al hacerse la mensura 
convenida resultare tener aquél una extensión menor que 
la que se le había asignado a los efectos de la venta, em- 
pieza desde el momento en que, efectuada esa operación, 
se compruebe en que no estaba íntegra la superficie ven- 
dida; y desde la fecha de tal coinprol»ación comienza .1 
correr el término para requerir el cumplimiento del con 
trato y para la prescripción. 

2. a El requisito de la demanda exigido por la ley par;* 
ta interrupción de la prescripción no puede considerarse 
cumplido por gestiones administrativas, las que no son 
indispensables para traer ante la Corte Suprema una de- 
manda contra una provincia. 

3. Un decreto que establece que la adora "no tietio 
derecho de exigir de la provincia reintegración de tierra*- 
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que a sus antecesores se les vendió dándoles ta propiedad 
y posesión de todas ellas", importa un desconocimiento 
categórico del derecho gestionado, y no un acto interrup- 
livo de la prescripción. 

4." La obligación de entregar un inmueble vendido es 
jítrsotial y se prescribe en los términos del artículo 4023 
del Código Civil contados desde la fecha del otorga- 
miento del titulo de propiedad. 

Caso: Resulta del siguiente: 

KM.M> W m CORTE SUPREMA 

Bu*ilM Alftí. Jiik i4 4» 1910. 

Y vistos: los seguidos por la Sociedad de Crédito Terri- 
torial de Santa Fe contra la Provincia de Santiago dd Estero, 
de los que resulta : 

Que a te. $7 y con los documentos agregados de fs. 1 ?. 
36, don Juan A, García Victorica. en representación de la 
sociedad referida, se presenta a deducir la demanda de que 
se hará mérito, exponiendo que en el año 1887 e! Poder Eje- 
cutivo de la Provincia de Santiago del Estero, debidamente 
autorizado por la ley de la Legislatura de 29 de mayo de aquel 
añOi vendió a los señores Emilio Casares, Tomás Torres 
Agüero, y Emilio Chaila trescientas setenta y seis mil sete- 
cientas cincuenta y tres hectáreas de tierras fiscales. 

Que en el articulo 4 del contrato de compra-venta se esti- 
puló que, si verificada la mensura, no resultaren dentro de 
los lotes números t y 2 las doscientas leguas y seiscientas cua- 
renta y ocho hectáreas, o sean trescientas setenta y seis mil 
setecientas cincuenta y tres hectáreas enajenadas, el Oolncrno 
de Santiago del Estero se obligaba a integrar el número de 
leguas medidas con las tierras fiscales disponibles, debiendo 
preferir para la integración tas .que estuvieran contiguas a lo* 
lotes materia de la compra. 

Que una parte de las tierras vendidas a los señores Casa- 
res, Torres Agüero y Chaila. situadas en el Departamento 28 
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de Marzo fueron adquiridas por la adora, de la Sociedad 
Anónima "Tierras del Inca" establecida en París. 

Que practicada Ta mensura en el año 1904, por el agri- 
mensor Tutici Roger, se tomó jjosesión de 138.838 hectáreas, 
74 áreas*. 38 ectitiárcas. faltando jiara completar la extensión 
que determinan ios titulos de la Sociedad de Crédito Territo- 
rial de Santa Fe, una fracción de +261 hectáreas, 25 áreas y 
0$ centiárcas, míe según el actor, deben integrarse de acuerdo 
con la cláusula 4.* del contrato de compra-venta celebrado 
entre sus antecesores y la Provincia de Santiago del Estero. 

Oue la fracción cuya integración se pide, se halla super- 
puesta a otra de propiedad derivada del fisco, enajenada por 
el O. .bienio de Santiago en el año 1856 a doña Justa Carolina 
Escudero de Etchccopar. según así lo ha informado el Fiscal 
de Estado, la que pertenee actualmente al doctor Giménez 
Rcltrán. y que a ello se debe la falta de la fracción cuya inte- 
gración se reclama. 

Que el Gobierno de Santiago del Estero vendió dos veces 
el mismo lote de tierra: en 1856 a Ta señora Etchecopar, y en 
188; a los antecesores de la Sociedad de Crédito Territorial 
de Santa Fe. 

Ouc es indudable que al redactar la cláusula 4-' «el con- 
tratiwlc compra-venta, el Gobierno de la Provincia de San- 
tiago del Estero procedió con prudencia y con fundadas dudas 
sobre la posibilidad de cumplir estrictamente el contrato, y asi 
se explica que se coleara en una situación cómoda, reinte- 
grando con otras tierras la que faltara de la superficie vendida. 

Que la mensura practicada en 1890 por el agrimensor 
Elguera para ubicar las tierras de los señores Mackinlay y 
Viseóme Venosta. sucesores de la señora Etchecopar. demostró 
con toda evidencia que faltaban las 4.261 hectáreas. 25 áreas, 
65 centiáreas compradas por la Sociedad demandante. 

Que presentada la reclamación del caso al Gobierno de 
Santiago del Estero, éste después de oir a sus asesores, dictó 
el decreto que en copia se acompaña a la demanda {fojas 26 
de autos) en el que se excusa de cumplir sus obligaciones i>or 
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tma supuesta culpa o negligencia de la parte actora en la de- 
fensa de sus derechos. 

Que en concepto del Gobierno de Santiago del Estero ha 
debido ser atacada legalmente la mensura practicada por El- 
gnern, y la actora o sus antecesores debieron oponerse a que 
se diera posesión a los señores Mackinlay y Vtsconte Vcnosta. 
sin <|»e se diga en el decreto la clase cte excq piones que pu~ 
dieran alegarse, ni se indiquen los medios legítimos que se 
debían emplear para impedir que los señores Mackinlay v 
Vísconte Venosta tomaran posesión de lo suyo. 

Que el título de los señores Mackinlay y Viseóme Venostn 
era muy anterior al de los actores y tenía el mismo origen, y 
las disposiciones del Código son tan terminantes at respecto, 
que habrían sido condenados en costas como litigantes teme- 
rarios, por lo qtie creyeron del caso a justar su conducta a lo 
dispuesto en el art 2111 del Código Civil. 

Que en el decreto agregado a fojas 26 de autos, se bace 
referencia a otro de 20 de agosto de i88q. en que el Poder 
Ejecutivo de la Provincia de Santiago del Estero, a solicitud 
de los señores Casares, Chaila y Torres Agüero, les reintegró 
vn las hectáreas que fallalmn según la mensura ejecutada por 
el agrimensor Higuera, con lo que aquel Gobierno entiende 
haber cumplido la cláusula 4 " del contrato, a pesar de lo cual, 
la reintegración aludida no debió ser bien hecha, desde míe 
resulta que la sociedad actora no tiene toda la extensión de 
tierra que le dan sus títulos, y en consecuencia el gobierno de 
la demandada no ha cumplido la cláusula 4* del contrato, y 
su decreto tiene por base datos erróneos y mensuras incom- 
pletas. 

Que el contrato de 1887 sigue shndo la ley de las partes, 
v con arreglo a los artículos 1409 3 M27 M Código Civil, 
deben cumplirse estrictamente todas sus cláusulas, debiendo 
integrar el Gobierno de Santiago del Estero a la sociedad dc~ 
mandante la totalidad del área vendida y pagar los daños y 
perjuicios originados por su mora en el cumplimiento del 
contrato, según lo dispone el artículo 1423 del Código Civil. 
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Que en virtud de las consideraciones expuestas, pide se 
condene en oportunidad a la Provincia de Santiago del Estero 
a entregar cuatro mil doscientas sesenta y una hectárea, vein- 
ticinco áreas y sesenta y cinco centiáreas de campo contiguas 
si fuera posible, a las que fueron vendidas a la actora, con 
más tos daños y perjuicios sufridos, y costas del juicio. 

Que declarado insuficiente el poder de fojas 33. por reso* 
Ilición de fojas 41 vta., como medio de acreditar la vecindad 
de la parte actora, ésta produjo la información corriente a 
fojas 44 vta. y 45, en cuya virtud se dictó la resolución de' 
fojas 4Í1 teniendo por acreditada la jurisdicción originaria de 
esta Corte y se corrió traslado de la demanda. 

Que a fojas 83 comparece el doctor Migue! A. Garnieiidia 
en representación de la Provincia de Santiago del Estero, y 
contesta la demanda pidiendo su rechazo con expresa conde- 
nación en costas en virtud de ser manifiestamente temeraria. 

Que reproduce en todas sus partes los fundamentos conte- 
nidas en el decreto de fecha ió de julio de 1907 que denegrí la 
solicitud de reintegración de la superficie rechinada adminis- 
trativamente por la adora, y pide que ese decreto se tenga 
comn liarte integrante ele la contestación de la demanda, que- 
dando asi reconocida la autenticidad del decreto aludido. 

Que reconoce los hechos expuestos en la demanda, cuyo 
significado precisará y aclarará, invocando además otros he- 
. chos que destruyen el derecho que persigue la acción ins- 
taurada. 

Que efectivamente, la Sociedad actora adquirió una exten- 
sión fie tierra niñeada en el Departamento 28 ríe Marzo. Pro- 
vincia de Santiago del Estero, con la superficie y ubicación 
que se consignan en los testimonios de escrituras agregadas a 
la demanda, por compra hecha a la Sociedad Anónima "Tie- 
rras del Inca". 

Que los primitivos adquirenlcs fueron los señores Emilio 
Chai la. Ti unas Torres Agüero y Emilio Casares, por compra 
hecha en delñda forma al Gobierno de la Provincia de Santiago 
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del lvstero según escritura otorgada ante el escribano de 
Gobierno y Hacienda, con fecha 22 de Julio de 1887. 

Que el actor no puede .ornar posesión de una parte de la 
superficie que compró por estar supuerpuesla a una fracción 
actualmente poseída por un tererro que invoca como titulo una 
venía anterior hecha por el gobierno de la provincia deman- 
dóla, y jjosteriores enajenaciones. 

Que ese tercero. la señora de Klchw>par. Vísconte Vellos- 
ta, GhiK-itcz Beltrán. no aparece peyendo parte alguna de las 
tierras vendidas y entregadas por la provincia a Chaila. Casa- 
res y Torres Agüero. 

Que la fracción de campo cuya reintegración reclama el 
actorTes parte, como éste mismo lo recohoce, de la extensión 
de tierra vendida en julio de 1887 a las personas ya citadas, y 
el contrato de compra-venta fué cumplido en tocias sus partes, 
como lo expresa el decreto agregado a fojas gj, 

Oue se efectuó una primera mensura en julio 20 de 1888. 
y como resultase faltar una [wqueña fracción, la mensura fué 
rectificada, integrándose el total de la superficie vendida, con 
tierras fiscales linderas, contiguas a la zona adquirida por 
Casares Cbaila y Torres Agüero, aprobándose jndicialincnto 
en julio de i8t)0 la ampliación de la mensura. 

Que de lo expuesto residía que el Gobierno de la Pro- 
vincia de Santiago del Estero vendió en 22 de julio de 1887. 
a los señores referidos tas ya mencionadas doscientas, leguas, 
más seiscientas cuarenta y ocho hectáreas de tierra, obligán- 
dose los compradores a medirlas, y practicada la mensura, 
de la tme resultó que faltalwi una fracción, cuya reintegración 
solicitaron los compradores, se dictó un decreto en 20 de 
agosto de 1889 y se les reintegró la tierra que faltaba, esto es. 
la superficie dé diecinueve mil ciento veintinueve hectáreas, 
treinta y tres áreas, .siete centiáreas. a cuyo efecto se practicó 
una uneva mensura que fué aprobaila judicialmente. 

(Jue perfeccionado asi el contrato de compra-venta, los 
compradores tomaron jKJsesión de la totalidad de las tierras, 
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sin oposición alguna, y en consecuencia el contrato quedó 
■ cumplido en todas sus partes. 

Que lo expuesto está relacionado en el decreto de fojas • 
2Ó que el actor invoca sin desconocer su exactitud, no obstante 
lo cual la demandada producirá las pruebas del caso para 
acreditarlo en oportunidad. 

Que los primitivos compradores transfirieron a la Socic- 
dad Crédito Territorial de Santa Fe. por medio de la sociedad 
' Tierras del Inca", tres suertes de campo ubicadas en el IXpar- 
tamento 28 de Marzo, antes Mailin, habiéndose practicado la 
correspondiente mensura por el agrimensor Julio Koger. la que 
quedó terminada cj w de diciembre de 10.04. y que en i&jíí. dice 
años después de ta fecha de venta a los señores Casares, Cliaih 
y Torres Agüero, aparecieron en Santiago del Estero los títulos 
correspondientes a una pretendida enajenación que se decía 
efectuada con anterioridad ]>or el propio Kstado provincial en 
el año 1856 a doña Justa Carolina Ktehccopar, de una suerte de 
tierra donde aparece comprendida la superficie cuya reintegra- 
ción se solicita. 

Que los señores Mackinlay y Viseonte Venosta. sucesores 
de la señora de Ktehccopar , solicitaron y produjeron la men- 
sura de las tierras de que se decían dueños, mucho después que 
la Sociedad Crédito Territorial de Santa Fe tomara posesión 
real y efectiva, previa mensura y sin observación ni protesta 
alguna, de la extensión tota! que había adquirido. 

Que dicha sociedad no hi'.o absolutamente nada pata 
mantenerse en la posesión que tenía a titulo de dueño, com- 
señor de dominio perfecto, ejercitando las acciones del caso 
contra los que venían a perturbarlo, permitiendo que se consu- 
maran hechos de la mayor gravedad, sin protesta alguna, sin 
provocar las decisiones judiciales del caso sobre quién delúi 
ser amparado en la posesión, quién tenía derecho a poseer v 
quién era el venia dero dueño de la tierra,, entre los dos que 
exhibían títulos emanados del mismo origen. 

Que estos hechos han sido implícitamente reconocidos por 
el actor al ito objetar las consideraciones del decreto de ló de 
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Jtuiü de k/í/, pues el ador solo hace brevísima* observaciones 
acerca de la prioridad <lcl título de Mackinlay y Viscontc Ve- 
tusta, declarando ej título de éslos superior al suyo, y alegando 
que nada hizo ni pudo* hacer para defender la posesión que 
tenia de hecho y de derecha. 

Que entregadas las tierras en la extensión total requerida 
por el contrato, la tradición no fué objetada por nadie, p«es 
en la época en que se consiimalmn estos actos no habia un 
tercer poseedor a titulo de dueño, y conforme a lo dispuesto 
en los artículos 2379, 2380 y 2384 del Código Civil, la tradi- 
ción se efectuó por actos posesorios realizadas por el adqui- 
rente. cumpliéndose las obligaciones recíprocas emergentes del 
contrato de compra- venta, pues la provincia demandada hizo 
la prestación convenida (Código Civil artículo 1100.) sin que 
pudiese exigírsele más, salvo el caso de evicción. que no ha 
tienrrido. pero cine pudo ocurrir si los adqtiirentes hubiesen 
mnntenido su |»osesión y sus legítimos derechos. 

Que si al hacerse la mensura del campo de U>s señores 
Mackinlay y Visconte Venosta se tomó parte del terreno que 
ftié vendido por la provincia a Casares, Cliaila y Torras Agüe- 
ro, en la parle transferida a la Sociedad Crédito Territorial de 
Sania Fe, la superstición se consumó debido únicamente a la 
negligencia y atandonn injustificables de aquellos legítimos ad 
qnirenles que estando en posesión como dueños, con títulos 
perfectos, no intentaron las acciones legales del caso. 

Que los hechos y fundamentos legales invocados, son su- 
ficientes por sí solos para contestar los derechos que se atri- 
buye el actor, sin que sea necesario entrar a estudiar la validez 
de los títulos de los señores Mackinlay y Viscontc Venosta. 
pnr ser cuestión ajena a esta Itis y que tendría que resolverse 
en otro juicio. 110 obstante lo cual y subsidiariamente, afirma 
que el actor pudo y debió invocar a su favor los treinta años 
de quieta y pacífica jioscsión de sus antecesores, durante cuyo 
tiempo se habría cumplido con exceso el periodo señalado 
para la prescripción adquisitiva. 

Que en el juicio eorres|H>ndieme que el actor o su ena- 
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jante debieron provocar, ese punto tenia que resolverse, Ip 
mismo que las condiciones y eficacia de la venta hecha a la se- 
ñora de Etchecopar por gobiernos cuyos actos podrían no 
obligar a la provincia como persona jurídica. 

Que ta actitud de la actora y su antecesor inmediato, elu- 
diendo el juicio corresj>ondiente, lia dado margen a que se con- 
sumara la superposición que ellos debieron evitar, y que en el 
escrito de demanda empeora la situación legal en eme se baila, 
al afirmar que "los señores Mackinlay y Visconte Vcnosu 
tomaron posesión de ío suyo", y que el título de éstos era muy 
anterior al de la actora y tenía el mismo origen, en cuya virtud 
creyeron del caso que debían ajustar su conducta a lo dispuesto 
en el artículo 21 n del Código Civil. 

Que sin juicio previo, sin discusión y sin prueba, el actor 
reconoce y declara la superioridad del titulo de los sucesores 
de la señora Etchecopar, renunciando a la corre* poml i e mi- 
acción reindi vicatoria y en consecuencia no es del caso invo- 
car el artículo jim del Código Civil, porque en este juico» 
no se pretende q|ie la Provincia asuma la defensa del adqiii- 
rentc ¡mes no lia «ido citada de evicción y lo que se reclama 
es simplemente integración de superficie que se dice no ¡me- 
drada, e indemnización de los daños y perjuicios emergentes 
ile la mora en la cnlrcga de la ensa vendida. 

Que los faltos de esta Corte registrados en los tomos '»'». 
pa& 3<>$ y ( *A -^7 » a " mentado una doctrina aplicable a 
las defensas que alega en su favor. 

Que l>or lti demás, ta tierra vendida fué entregada en su 
totalidad en i88y y las diligencias de mensura fuemn apro- 
badas en Julio de í«n a raíz de lo cual los compradores to- 
maron la posesión de toda la superficie adquirida, y de con- 
siguiente la acción estaría prescripta, por el leiinpo transeu- 
rrido desde arntetta fecha hasta la iniciación del presente jui- 
cio, pues han corrido más de los diez años que se requieren pa- 
ra la prescripción de las acciones personales, y que también 
iiivrjca la prescripción tilieratoria a favor de la provincia. 
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One iic* existiendo mura, dado fltt« la provincia entregó 
las tierras en tiempo propio, la acción cié daños y perjoftp», 
, |lwr también se deduce, es insubsistente y carece de funda- 
mento legal : y en fin. fine por todo lo expuesto, solicita el re-, 
cíiazo de la demanda en todas sus partes. 

One a fojas m SC <lió traslado de la eNcei>ción de pres- 
cripción deducida por la demanda, el que fué evacuado a fo- 
jas (>_> |xtr la |>arle actora. quien sostiene en lo substancial : a i 
<jiie en el decretó ele Julio 16 de nto?. el Gobierfíís de Santiagn 
del Rsteto lia reconocido implícitamente los derechos de la «ie- 
lora: bl que ese reconocimiento (articulo 3989 « «Í>K ( > CiviH. 
seria un acto interrupliv.. ríe la preseri]RÍó.i. supuesto que ella 
hubiera comenzado a eorrer, cosa que no ha sucedido, pues las 
m-ííociacioues relativas al cumplimiento exacto del contrato de 
eotnpra-venta continuaron durante los años pasados y en uin- 
gurt momento se pudo pensar que la cuestión estuviera con- 
cluirla: c) que mientras se discutía la gestión administran va- 
nóme la prescripción no corría, y desde 190; basta la fecha 
de la demanda no transcurrieron los años necesarios para que 
se extinga la acción, razones en virtud de las cttales pide el 
rechazo de la excepción deducida con costas. 

Que abierta la causa a prueba (fojas 94) las partes han 
producirlo las que se indica en el cerlificadn tic fojas 234. des- 
pués de :.. cual afianzaron sus repectivos derechos con los ale- 
ctos de fojas 239 y 251 y se llamó autos para definitiva (fo- 
jas 2=v4 vuelta ). 

V considerando en cuanto a la prcscri|rión : 
i? Oue está suficientemente probado que el Gobierno de 
la Provincia demandada- previa autorización de la legislatura, 
vendió en el año 1887 a los antecesores de la actora. trescientaj 
setenta y seis mil setecientas cincuenta y tres hectáreas rk* 
campos fiscales (fojas 22. 37 vta. 1 ! imponiendo a los compra- 
dores la obligación de hacer la mensura de las tierras vendidas 
en el plazo ríe un año des>!e la fecha de la escritura de venta. 
2.° Que el Gobierno de Santiago del Kstero. contrajo, por 
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el contrato de compra-venta, la obligación de integrar la supe?? 
fície de los lotes vendidos en caso de que al hacerse ta men- 
sura esos lotes resultaran tener una extensión menor qne la 
«pie se les había asignado a los efectos (le la venta. 

3. " Que por la cláusula del contrato, mencionado en A 
considerando anterior, se pactó una obligación de dar. que por 
expresa definición legal "tiene por objeto la entrega de lina 
cosa, mueble inmueble, con el fin de constituir derechos rea- 
les o de transferir solamente el uso o la tenencia, o de resti- 
tuirla a su dueño", (Código Civil, articula 574 L, ya que I"* 
derechos reales no quedan adquiridos sino cuando el contrato 
se perfecciona |>or la tradición de la cosa qite constituye su 
objetó ( Código Civil, articulo 57?! 

4. " Que en consecuencia, para que en el caso sitb /wdítv. 
existiera título de obligación, era indispensable que la mensura 
comproliara q«e no estaba integra la superficie vendida: v 
desde la fecha de esa comprobación comenzaba a correr el ter- 
mino para requerir el cumplimiento del convenio y para la 
prescripción (Código Civil, artículo 3956; Palios, tbmb <K>. 
página 17. considerando 10). 

5. " Que atenta la forma en que ha quedado indiada la 
litis, es innecesario investigar si la provincia demandada (lió 
cumplimiento a la obligación de integrar la superficie que fal- 
taba una vez hecha la mensura, bastando consitiera r. para re- 
solver la cuestión planteada, si desde la fecha del título rjuo 
hizo exigtbie la obligación, es decir, desde la fecha de la men- 
sura (año i8u2k se ha reclamado, por los medios que corres- 
ponde el cumplimiento de esa obligación. 

6* Que a fojas 111 existe testimoniado un auto del juez 
de 1* instancia de Santiago del Estero, fechado en veintidós 
de agosto de mil ochocientos noventa y dos, en el qué para 
aprobar la mensura del campo vendido se invocan, sin contra- 
dicción de |iarte. los fundamentos siguientes: a) la citación 
en forma, y aprobación de los colindantes: b) la opinión favo- 
rable del Departamento Ti*]>i>grafico de la Provincia: c) la 
conformidad del representante legal de los compradores. 
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Que la mensura y deslinde de que se lia hecho mérito 
es un acto iwscsorio (Código Civil, artículo 2384) ejercitado 
«por los compradores sin oiXísición alguna (-£ódigo Civil, artícu- 
lo j^Ho\ v en consecuencia, con la entrega de la cosa, la obli- 
gación estaría extinguida (Código Civil» artículos 724 y 72$) ; 
néros en el supuesto que se hubiese entregado a los compra- 
dores una superficie menor que la que les corres|wndiese por 
su contrato. la diferencia ha debido reclamarse a partir de 
la fecha de la mensura, en forma y tiempo propios, para 
obtener la reintegración {pie persigue esta demanda. 

8," Que al contestar el traslado de la excepción opuesta 
pot el representante de la Provincia de Santiago del Estero, 
el actor alega que la prescripción 110 Ha corrido, y <|ue en el 
peor de los casos, ha sido interrumpida por el decreto corriente 
a fojas 26. de julio 16 de 1907. en el que dice "se reconocen 
implícitamente" los derechos de su representada f fojas 92}. 

rj,° Que respecto del argumento según el cual la prescrip- 
ción 110 ha corrido mientras se discutían administrativamente 
las cuestiones materia de esta lilis, cabe observar que. con 
arreglo a lo establecido por el artículo 3986 del Código Civil, 
v lo reiteradamente resuelto por esta Corte, la prescripción se 
interrumpe por demanda f Fallos, tomo rao, pág. 94 y juris- 
prudencia allí citada |. sin que tal requisito pueda amsidcrars- 
cumplido por gestiones administrativas, las que* l>or otra parte 
no son indisi»eiisables para traer ante esta Corte una demanda 
contra una provincia {Fallos, tomo 94. Ingina &n tomo 113. 
página 144J. 

10. Que por lo que hace a la interrupción de la prescrip- 
ción, en Virtud del decreto corriente a fojas 26. ese decreto 
no constituye un acto interruptivo como se pretende, porque 
ni expresa ni tácitamente ha reconocido él derecho del actor, 
condición requerida por el artículo del Código Civil (Pa- 
lios, tomo lió, página 37). 

11, _ Que el desconocimiento del derecho del actor no 
puede ser más categórico en el considerando XIV del docu- 
mento aludido, en el que se establece "que la Sociedad Crédito 
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Territorial de Santa Fe no tiene derecho de exigir a la provin- 
cia reintegración de tierras que a sus antecesores se les vendió 
dándoles la propiedad y posesión de todas ellas", y en conse- 
cuencia, resuelve no hacer lugar al pedido de reintegración 
formulado, lo que importa decir que carece de base lo soste- 
nido por el actor atribuyendo a ese documento el carácter de 
un acto interrnptivo de la prescripción, en las condiciones del 
artículo 3980. del Código Civil, ya citado. 

12. Que según lo ha establecido la jurisprudencia de esta 
Corte en en sos que guardan analogía con el presente, ta obli- 
gación de entregar un inmueble vendido es personal y se pres- 
criben en los términos del articulo 4023 eje) Código Civil, con- 
tados desdé la fecha del otorgamiento del título de propiedad 
(Fallos, tomo 90. página 103. considerando secundo: 10.1. \á- 
gina 119; t-jo. página 94^ 

Por lo expuesto, se absuelve de la demanda de Fojas 37 i 
la Provincia de Santiago del Kstero. sin especial condenación 
en costas, atenta la naturaleza de la excepción resuelta. Xotifi- 
tjitese original, repóngase el papel y archívese. 

A. Bermejo, — Nicanor 0. del 
Solar. — D, E. Palacío. — 
J. FlGUEtOA Alcorta. 



ihitt Antonio Monassa en antas con los señores Antonio y 
Abraham Duntit, sobre nulidad de un lando arbitral. ¡<e- 
atrso de hecho. 

Sumario : YA recurso extraordinario previsto en el artículo 14 
* de la ley 48 no autoriza a la Corte Suprema a rever las 
decisiones que sobre su propia competencia pronuncien los 
tribunales de provincia aplicando leyes locales 110 impng 
nadas como violatorias de la Constitución Nacional, 

Caso: ko explican las piezas siguientes: 



DE JUSTICIA DÉ LA NACION *» 

IMCTAMKJÍ DE SRÍÍOR PROCURADOR GENERAL 

■uta o* Alni, Abril M i* 1411 

Suprema Corte ;^ 

Ul recurso interpuesto no es procedente, en razón de que 
las cuestiones sobre que ha versado el debate sostenido en el 
pleito, se refiere» a la aplicación de disposiciones de derecho 
común y de orden procesal. c|ue no pueden motivar la jurisdic- 
ción de apelación de esta Corté Suprema, circunscripta a los 
casos enumerados en el artículo 14 de la ley 48. Agrego, que la 
resolución dictada por ta Suprema Corte de la Provincia de 
Mendoza, contra la que se interpone el recurso extraordinario. 
110 contiene decisión alguna referente a los puntos controverti- 
dos én el litigio, y se limita a denegar la apelación deducida 
para ante dicho tribunal de la sentencia dictada por la Cámara 
de Apelaciones, la que a su vez denegó el recurso promovido 
contra el laudo arbitral que dtó término al juicio de arbitraje, 
instaurado por el recurrente. 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva declarar improce- 
dente la nucía deducida. 

Julio BotcL 

V.\LW DE LA CORTE SUPREMA 

■ara» Aire*, Junto 27 d* YM. 

Autos y vistos: el recurso de. hecho por apelación dene- 
gada interpuesto contra ta sentencia de la Suprema Corte de 
Justicia de la Provincia de Mendoza en los autos seguidos por 
don Antonio Monassa contra Antonio y Abrabam Dumit sobre 
inconstitncionalídad. 

........ ^ ^ 

Y considerando: 
Que la sentencia apelada corriente a fojas 13 de los aut.* 
remitidos con el informe del caso se limita a declarar bien 
denegada la apelación llevada ante la Suprema Corte de la 
Provincia de Mendosa por aplicación de la Ley Orgánica de 
Tribunales. 
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Que con arreglo a lo dispuesto cu el artículo 105 «le ia 
O institución y lo reiteradamente resuelto, el recurso extraor- 
dinario previsto en el artículo 14 ríe la ley 48 no autoriza a esta 
Corte a rever las decisiones que sobre su propia competencia 
pronuncien los tribunales de una provincia aplicaud - leyes 
locales no impugnadas como violatorias de la Constitución Na- 
cional (Fallos, tomo 86, página 324; III, página 274; 1 rrt. 
página 338 y otros). 

Por ello y tic conformidad con lo expuesto y pedido por 
é seño* Procurador General se declara improcedente la queja 
deducida, y repuesto el pai»el archívese. Devuélvanse los auto? 
principales ¿ota testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — t). E. Palacio. — 

J. FlCÜEROA A Í.COSTA. 



Criminal, contra Victoriano {¡úciiña. f>or íwmicktio 

Sumario. 1." La regla de la indivisibilidad de la confesión, 
sufre excepción cuando de las circunstancias ilel hecho 
resultan presunciones graves en contra del cem fe ante. 

2." No causa agravio la jiena de doce años de presidio 
impuesta al autor de un homicidio con la circunstancia 
atenuante de amenazas 11 ofensas de [jarte de la víctima 
unciso 4.* del articulo 83 del Código Petiah. 

SENTENCIA liEt. J t'EZ LETRADO 

Rawton, Atollo 13 de 1915. 

Vista esta causa criminal seguida ele oficio, contra Viclo- 
riaiM 'Wilúa, sin amorfo, de treinta y cinco años, chileno, sol- 
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tero, criador, domiciliado, dice, en El Tatuen ignorando la ubi- 
cación de esc paraje que está a dieciocho leguas de Tclseu. 
jurisdicción de este territorio nacional ; por el delito de homi- 
cidio perpetrado en la persona de Juan Maliquco. Resulta : 
Que el 17 de noviembre de 1913 el señor jefe de policía, me- 
diante el oficio de fs. 3, dirigióse a este juzgado dando cuenta 
de que el acusado Gacitúa, analfabeto, se había presentad» 
ante el comisario Dclpiano acusándose autor del homicidio de 
un tal Peñe el dia R del mismo mes, acompañando, el jefe, la 
declaración de fs. t. Que, posteriormente, en n de diciembre 
de 1913. el repetida jefe de policía, elevó a la prevención poli- 
cial de fs. 4 a 22. expresando que la víctima se llamaba Juan 
Coliqueo <> Maliquco. Dispuesta seguidamente la organización 
del respectiv.. sumario criminal, el sindicado Gacitúa rindió 1;i 
indagatoria de fojas 23 declarando que el día 8 de noviembre 
ile dicho año fué con dirección al puesto de Juan Maliquco a 
pedirle a éste aparte de sus ovejas. Oue lo encontró como 1 
dos cuadras de ta casa, carneando nn cajún, y que al pedirle 
el aparte de sus ovejas. Maliquco. por todu respuesta, lo aco- 
metió at declarante revólver en mano, en vista de lo cual cogió 
a Maliquco dé la mano en que tenía el revólver y empezó a 
aplicarle golpes ron el rebenque temiendo que Maliqueo ln 
hiriese de l>ala t pues ya le había disparado dos tiros sin lograr 
herirlo. Que cuando cayó la victima el declarante montó a 
caiiallo y regresó a su puesto, de donde dos días después se 
dirigió a esta Capital de Rawson a dar cuenta de lo sucedido. 
Que nadie presenció el hecho. Presentados al declarante un 
cuchillo cuya hoja está partida en tres pedazos y un rebenque, 
soto reconoció el rebenque como suyo, negando que el cuchillo 
fuese de su propiedad. Cerrado el sumario por ct auto de pri- 
sión preventiva de fs. 32 se pasaron los autos at señor fiscal, 
quien a fs. 33 acusó a Gacitúa como autor de homicidio com- 
prendido en el artículo 17. inciso 4. letra A de la ley 4189 y 
requirió que por concurrir igual número de circunstancias 
agravantes y atenuantes se le aplicase el término medio de la 
pena establecida por esa ley o sea seis anos y medio de peni- 
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tcnciaría. sus accesorios y costas. Corrido traslado al procura- 
dor don Mauro Prieto, defensor del acusado, contestó que no' 
existiendo más cargo que ta confesión de Gacitúa. qtie era 
indivisible en cuanto a La provocación y agresión de la victima, 
debía ser aquél absuelto de culpa y cargo. Recibida la causa \ 
prueba por auto de 3 de agosto de 1914. 4* ít¡j» las partes 
renunciaron a ese término, por lo cual en el auto de 12 tic agosto 
se pidió autos para sentencia, señalando la audiencia del dh 
17 para que informasen ítt roce las partes, quienes a fs. 44 
renunciaron a verificarlo. 

Por auto del 3 de septiembre de 1914. y a mérito tlel in- 
í.utne que el actuario prestó el día 30 del mismo, se ordenó al 
señor jefe de policía la devolución de las diligencias que le 
fueron encomendadas bajo el oficio N.° 303, contestando dicho 
jefe que esas diligencias se encomendaron al sulwomisario de 
Telsen señor Luis C. Fonda, que no las había devuelto, infor- 
mando a fs. 45 y 46 que el informe pericial y otras diligencias 
ordenadas se recomendaron por dos veces. Por oficio del if» 
de noviembre último repitió la jefatura excusas análogas; 
hasta que las tales diligencias, con el resultado frustráneo que 
sí advierte, fueron recién devueltas en febrero del corriente 
a no y que estos autos pasaron al despacho. |>ara sentencia, en 
Í6 <lc junto anterior, cual consta de fs. 55. 

Y considerando : 

t." Que el cuefpo del delito de homicidio de Juan Máliquco, 
resulta comprobado con el certificado de óbito de fs, 13, con 
el acta i>oliciaI a que se refiere la declaración del cabo de po- 
licía Santiago Villablanca. y finalmente con la propia confe- 
sión del acusado y las declaraciones de los testigos oculares 
Valentín Oayuri fs y Nicolás Calluqui fs. 7. El cabo Villa - 
blanca quien fué él primero que recibió la denuncia del crimen, 
informa que se trasladó inmediatamente al rancho de la vic- 
tima, donde después de la inspección del cadáver se cercioró 
de que el finado Xfaliqueo presentalla muchas lesiones todas 
graves, siendo !;i principal un Uilazo en el costado izquierdo 
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del tórax y varios garn pí* « en la cabeza, inferidas al parecer 
con un relx-nquc. no pudicud< ■ verificar si existían más lesiones 
en la caja riel cuerpo a causa de que el cadáver, insepulto desde 
hacia dos (tías- estaba ya en avanzada descomposición. 

_*." La rcs|>onsahiLidad del acusado resulta plenamente 
acreditada con sus dos confesiones, ÍH primera prestada a fs. i 
ante el señor jefe de |*>lieia a quien se presentó voluntaria - 
mente, a los ocho dias después del crimen, y la segunda ante 
este juzgado al rendir su declaración indagatoria de fs. 23. 
listas confesiones míe son calificadas, delien sin eiuliargo, divi- 
dirse, porque a más de ser contradictorias entre sí resultan des- 
mentidas imr la pruelwi testimonial de fs. 7 a fs. en partea 
esenciales cotilo se verá seguidamente. Asi se declara. 

3." La substancia de las declaraciones de los testigos San- 
tiago VillahTanca. fs. 4: Xietilás Calinqui. fs. 7: Kvan John 
jones, fs. o vta.; Valentín Cayun, fs. 14 y Juan Cafmlef. fs. 17. 
es la siguiente: Cuando el finado paliqueo cu la tarde del día 
S de noviembre de se encontraba tomando mate en su 

rancho, con sus amigos Calhiqui y Cayun. y deseando rete- 
nerlos a cenar un asado se fué hasta donde pacía su majada 
a mías tres o cuatro cuadras del rancho con el objeto de car- 
near un eapÓn* sin llevar, es claro, más que el cuchillo para el 
caso. Répentinameilte y a pocos instantes sus dos amigos que 
esperaban oyeron tres detonaciones de arma de fuego que lo* 
sorprendió, decid iéndolos a dirigirse al lugar donde sonaron 
Ins tres tiros. Cuando se aproximaban a ese paraje, vieron con 
tern>r que el acusado Victoriano Oacilúa se alejaba fugando 
a caballo y qi*C su compañero Juan Maliqueo yacía tendido en 
el suelo. Procedieron a si'R'orrcríp. trasladándolo hasla el rancho 
donde lo acostaron sobre unos pellejos, prodigándole cuantos 
recursos pudieron, todo» inútiles, en esa soledad donde el 
infortunado iVfaWqucq murió hacia las dos de la mañana. Inte- 
rrogado |*ir sus tíos amigos, les relató que cuando había ya 
degollado el eajión y procedía a faenarlo. lo asaltó inopinada- 
mente el acusado Victoriano Oacilúa a balazos, disparándote 
tres tiros que lo hirieron, derribando]., al suelo, donde Gacitúa 
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continuó dándole garrotazos pót el cuello y la cabeza con el 
mango de un rebenque, hasta que sin «luda, al sentir la proxi- 
midad de otras personas, emprendió Gatitón la fuga. Oiu- l;i 
sorpresa y stts heridas le imposibilitaron lucia defensa, Cuando 
1«m* dos amibos de Maliqttco llegaron donde cayó éste, im en- 
coiUranm irás que sii cuerpo y cerca del capón el cuchillo con 
que lo faenaba; ihto a «nos qcho . . diez pasos ile distanci-i 
encontraron el cuchillo del agresor < •aeiuia. roto en tres partea 
cerciorándose fié, que había habido lucha pues se notaban pasos 
cu tina extensión del terreno arenoso y la* huellas de ]<><•> pies 
de Cachúa que estaba calzado y del pobre Malupieo que estalW 
descalco, pites sus ¿artillas las había dejado al lado del capón. 

La forma en i|iic el acusarlo Cácitua hoyó a caballo rápi- 
damente y la necesidad de auxiliar a Maliquco. impidió la 
persecución del malhechor, pues urgía primeramenie, amparar 
al herid i que se quejaba lastimosamente. Tal es la substancia 
y el resultado de la prueba testimonial 1 1* - !• ■> do* testigos que 
pueden reputarse presenciales del hecho su!* iutiW. t¿\% OtrCis 
tres testigos más. que después acudieron al rancho del ya fi- 
nado ¡Maliqueo y r|ue revisaron el paraje del crimen y vieron 
las varias heridas que presentaba el cadáver, aseguran míe 
Maliqueo presentaba entre otras, una herida de bala en el pecho 
cerca fie la tetilla izquierda, herida necesariamente mortal que 
hubo ríe tender exánime a Maliqueo. a tal punto que los poste- 
riores garrotazos que Gacilúa le aplico por d mello y la cabeza 
con la parte metálica de su rebenque, eran inútiles y solo reve- 
ladores del furor que dominaba al acusado. 

4." Después de esta compulsa de la prueba testifical, vea* 
mns lo que expresa la confesión del anisado, en sus dos decla- 
raciones de fs. r, ante la policía y de fs. 2% ante este juzgado. 
La substancia di? esas dos confesiones en la siguietue: One al 
cerrar ya el día K del ñus de noviembre de tul A. fue el acubado 
a la casa de «n hombre conocido por Ceñe, a pedirle mi aparte 
de ovejas (este Peñe es Maliqueo». Que a este l'eñc lo encon- 
tró antes de llegar a su casa y como a unas tres cuadra* de 
ella, agachado en la faena de carnear un capón, m cuya 
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circunstancia le pie! tú cuic le diese aliarte de su majada ; pero 
ijtti'. como esc Pene, por toda contestación acometió a Inala- 
dos ai acusado, éste le tomó la mam» con que empuñaba el 
revólver, incitando una porfiada ludia, durante ta nial y 
temiendo por su vida, le acomodó a Peñe unos garrotazos en 
la cabeza en la región occipital que dieron en tierra con Peñe; 
retirándose después a cabáttb a su casa, donde Mino que 
Peñe había muerto a las pocas horas. Que entonces se quedó 
el acubado en su ¿asa espera ido a la |jolicia para entregarse, 
pues supo también que se había dado ya parle a la auto- 
ridad; peíro como ésta tío se presentó, resolvió presentarse 
espontáneamente dirigiéndose desde Tatúen jurisdicción de 
Telseii, donde pasó el liedlo, hasta esta Capital de Kawsott, 
donde prestó ante el señor jefe de policía su primera declara- 
ción de fs. t. I.a simple transcripción de las confesiones del 
aciiSado tan diamet raimen le contrarias a lo que resultó sobre 
el campo eu qué fué muerto el infortunado Mal ¡«juro, paten- 
tizan su falsedad. Kl acusado tergiversó, mejor dicho invirtió 
los papeles que en el drama dtél 8 de noviembre de hji,* desem- 
peñaba el acusado y su víctima ; a tal extremo que quien apa- 
rece a bala/os. es i-l pohr* Maliiitieo que no tenía ni podía tener 
revólver, pues acababa ■ le- separarse de sus dos amigos, «pie 
dejó en el ¡rancho, con el único ohjelo íle carnear un capón para 
invitar un asado. Totalmente in verosímil y contraría a la ver- 
dad, es que Maliquco hubiese llevado revólver, desde que bajo 
solamente con él solo objeto de carnear un cordero, como que 
el mismo acusado confiesa que en esa forma lo encontró aga- 
chado. Cabe afirmar que Maliqmo no tenía revolver líi minea 
msÓ tal arma, puesto que la poli™ <( ,u ;t sU ™ , »* hn "° SL ' 
incautó demá« qiíc el cadáver sin encontrar en el rancho nin- 
guna anua, pues todo quedó en el campo del crimen. 

5." Es de este lugar compulsar a esle pm|>ós.ito. la ins- 
pección «leí teatro del crimen, que cuatro días después de su 
perpetración verificó la ¡Milicia mediante el sargento Villablan- 
ca a fs. 4. de donde resulta (pie el cadáver fie Malenco presen- 
taba una herida de hala en la tetilla izquierda apañe (pie mu- 
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chas lesiones en el enero y en 1a región occipital de la cabeza 
Revisado el lugar donde pasó el hecho, distante nrias tres eua 
«tras del rancho de la víctima, no se encontró más armas del in- 
fortunado Maliquco que el cuchillo con que carneaba el cor- 
fiero y su rebenque, sin i|üc se hubiese encontrado ningún re- 
volver. Estudiadas las confesiones de fs. i y ¿3, el acusado 
afirma, que no conocía «■ nombre ni el apellido de Maliquco. 
puesto que le aseguró al jefe de policía fs. l. haber herido a 
un hombre que se conocía ]H>r Pene. Inverosímil y falso es es- 
to, desde que ninguno de los numerosos testigos que han de- 
clarado de fs. 7 a se refiere más que a Juan Maliquco. an- 
tiguo y bien conocido vecino del lugar, sin a|mdo alguno, y no 
se alcanza a comprender el objeto con que el acusado le cambió 
el nombre a su víctima con el apodo de Peñe. Si fuera cierto que 
el acusado tuvo dificultades con su victima a causa de la mez- 
cla de ovejas, fluye que conocía perfeet amenté el nombre y 
apellido do Maliqueo. i Uro punto en que se descubre también 
la falsedad fie la confesión es el en «pie el acusado no reconoce 
como suyo un cuchillo que, sin duda a causa de la lucha resul- 
tó fraccionado en tres pt*dazoS que se tienen n la vista, cuchillo 
propio del homicida, eoimcido romo de él por lo* testigos ^íleo- 
las Calluqui. fs. 7, Kv:m John Jones fs. q, y Juan Cauulef fs. 
17, y que puesto a la vista fiel ¡tensado, dijo que 110 1<> conocía. 
K>e vestigio que revela la forma desesperada con que Maliquco 
se defendió contra e-e cuchillo, revela que primeramente fué 
Matíquco acometido ¡1 cuchillo, hasta que fue ultimado a bala- 
zos. Por fin, la falsedad de que el pobre Midiqm-o hubiera aco- 
metido a balazos al acusado, tirándole frente a frente, sin acer- 
tar un sota tiro es simplemente inverosímil, a todos luces ina- 
ceptable. 

6." Las esforzarlas defensas de los procuradores Mesa de 
la Vega y Mauro Prieto de fs. 37 a fs. 42, alegan que el acu- 
sado hirió en legitima defensa de su vida, que nunca pudo es- 
lar amenazada, cual acabamos de demostrar. V no hay liase 
alguna para admitir .mejante excusa, cuando no resulta pie 
ñámente probados los tres requisitos establecidos por el art. 
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8t inciso 8 del Código Penal. Monstruoso seria establecer es» 
eximente por la sola palabra del acusado, tanto y más cuando 
éste, después de una Jucha resultó sin un rasguño siquiera ni 
la más pemuua lesión, como ijue se presentó ante le jefe de po- 
licía a hacer su primera denuncia dé fs, < . perfectamente sa- 
no y bueno. Kn tales circunstancias la acusación fiscal cíe fs. 33, 
que da |í*ir supuesto un duelo irregular, requiriendo en tal 
sentido, m> la pfita de homicidio común legislado por el articulo 
17, inciso i." sino la de homicidio provocado legislado \n>r el 
inciso -4 letra Á de la lev 4189. no puede ser más favorable al 
acusado al requerir que se le aplique solamente la |>cna de seis 
años y seis meses de ]>cn{tciK'¡aria, término inedia de la estable- 
cida por esc inciso. Así se declara. 

IfaNo: Por las consideraciones precedentes, fallo; Decla- 
rando a Victoriano ('•acítúa de las generales fie fs, jj. autor 
convicto y confeso dé! dclho de homicidio provocado, sin cir- 
eiinstaneias agravantes ni atenuantes, y conforme a ta ley ci- 
tada le condeno a sufrir la pena de seis años y seis meses de pe- 
nitenciaria, que purgara en la Penitenciaria Nacional, con des- 
cuento del tiempo de su prisión preventiva, a sus accesorios del 
articulo 07 y al pago de las costas procesales. Notifii|tiese al 
acusado y a su defensor señor Prieto, y sino fuese apelada 
elévese a la Kxma Cámara Federal de Apelación a los efectos 
del art. ojjo del Procedimiento Criminal, dictado en la <a1a de 
mi despacho en Rawsun» el día dbee de Agosto de mil nove- 
cientos quince. Tómese razón. — Luis fávwrra CqKüifQ, — 
Ante mí ¡ Juan A. Mayo. 

SIEMl'M IA m US VAMAiíA I I IJI-HM. I)R AI'l-I.ACloNIíS 

U Plaii, Mano ti á* 1916. 

V vistos: 

Considerando que la eximente de legitima defensa po está 
prolunL-f Mita se Ijasa en la confesión del reo que dice: '*QUC el 
día H riel mismo mes y año. siendo próximamente la seis p. m. 
se dirigió el dejXHiente al puesto de una persona que ignora su 



FALLOS DE LA OÍKTE gL'FREMA 



nombre. |h.to que conoce por Peñe, al solo electo que fe ajera 
aparte de las ovejas que se habían entreverado, que una vez 
que Peñe supo el motivo que llevatia el deponente. In insultó 
groseramente y le tlijr » yo te voy a matar, y sin fiar lugar a nada 
sacó un revolver y le descerrajó dos balazos a una distancia ¿fe 
dos metros más p menos, que el deponente viendo su vida en 
peligro, se acervó a su agresor tomándole fuertemente del lira 
zó. que IVfie. siguió lloviendo disparos pero sin poder herir- 
lo pues el de|Ktnente le desviaba la puntería, cjne no puede pre- 
cisar cuantos fueron en total los disparos hechos por su agre- 
sor, perp como viera su vida en inminente peligro, le dió unos 
golpes en Ja cabeza en la región occipital que dieron en tierra 
con Peñe. <|ue el dejjonente 'viendo en tierra á su adversario 
creyó qlie estuviese desvanecido y se dirigió a su puesto..." 

lista confesión aparece |*>r lo pronto en contradicción 
Con las manifestaciones míe Malíquco hizo a <n pariente Cayu- 
qtto. a su peón Valentín Callun o Gayan y al vecino Juan Jones, 
a quienes dijo míe (lacitúa fo había atacado de improviso en 
circunstancias en «pie camelia un capón de su propia majada 
I tV 7. 14 y o vía, res] lectivamente 1. y tales manifestaciones han 
sido hechas en forma concreta a cada uno de los nombrados, 
inmediatamente de producido el hecho y momentos antes de 
fallecer el declarante, circunstancias que revisten a su dicho 
de la seriedad y veracidad necesarias para prestarle fe. unido 1 
Otros antecedentes de la causa, 

Por otra parte la confesión del reo. contiene particulari- 
dades que la hacen inverosímil. Según e! procesado babriase 
encontrado completamente desarmarlo frente a Malíquco, pin 
visto de revolver y cuchillo, lo que no se explica ante el ante- 
cedente que Inte la misma confesión, fs. I vía. de que dias an- 
tes había pedido a Malíquco ese mismo aparte y se lo había ne- 
gado con insultos y amenazas de sacar armas. Luego es real 
mente inverosímil que el reo haya podido escapar indemne y 
ha va resultado muerta la víctima, no uniendo ni habiendo hecho 

- 

uso el primero de otra anua que de su rebenque: tanto ma- 
níanlo que según GacitÚa, Maliqttco le tiró por dos veces a dos 
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metros de distancia; ¡jorque tina do las dos: 4» éste descargó su 
arma sobre aquél cuando aún estaba a eahallo. v en tal caso es 
aún más difícil e inverosímil que el procesado Injiriera escalado 
ron vlíla. n bion (iaeítúa se aneó antes de tuda agresión, lo que 
era innecesario |>ara el objeto que ío llevaba e inexplicable, dado 
que r¡-. era amigo sino ntás bien lo eoutrario do Maliqueo. 

Por último, Gacitúa afirma que solo hirió con el rol>cnque 
a la victima, lo que resulta Inexacto, pues ésta aparece herida 
de bala en t-l costado izquierdo a la altura de la tetilla. I.a de- 
ícn>a cu oía instancia alega fjuc esa herida lia podido inferír- 
sela el tnistríQ Maliqueo en 1*»s movimientos y esfucrzíjs de la 
ludia cun el procesado: pero aparte fie que el arma de la víc- 
tima ha *ido encontrada, (",aeitna no lia n<»tad<> esa herida 
tillé el mismo Maliqueo se infiriera, ni se le ha ocurrido en 
momento alguno atribuirla a mi accidente semejante. 

I'or l>> tanto, la confesión fiel procesado es divisible, de 
conformidad a la prc>eripción del articulo 31R del Código de 
i Yocerltmientos, y delie ser admitida sólo en cuanto esté con- 
firme coa los demás antecedentes que arroja la causa. 

Considerando p ' otra parle, que tamfKico aparecen lie- 
1 1:1 r t> >- lo* extremos remiendos por la ley para que el hecho de 
autos pueda ser considerado un homicidio provocado (Ley do 
refoiinas, art. 17. capitulo 1.". inciso 4'- fcttai Ai; i»orquc a 
otar a los antecedentes qtie quedan referidos la agresión no 
partió de la victima sino del procesado; y las ofensas e injurias 
anteriores, aunque fueran ilícitas y graves. 110 sirven para 
en ai adrar el hecho en la prcset-qición recordada, que requiere 
la agresión simultánea o inmediatamente anterior al delito. 

Considerando |>or último, que la calificación que cnrrcs|M>nde 
al delito es la de simple homicidio previsto por el artículo 17, 
capitulo i»", inciso 1.". con la atenuante 4* del art, 8$ del Có- 
digo IVual: pirque *i bien los actos de provocación anteriores 
al hecho son insuficientes para considerar el cas*» de autos 
como homicidio calificado especialmente, han constituido causa 
mediata que puede y debe atenuar la rcsiHinsahilidau penal, 
ya qtte indudablemente ha infinido en la comisión del delito. 



**8 FALLOS Oí LA CORTE SCPRKMA 



Tale» actos de provt nación están representados por los insulta 
y amenazas míe refiere la indagatoria y aparecen confirmados 
por la declaración de Junes, ya citada. 

Por éstos fühdaiftcriitG* se reforma la sentencia arlada, 
elevándose a doce años de presidio ja pena qtie, debe sufrir el 
reo Victoriano (iacitüa. con los accesorios legales, y las costa-; 
del proceso. 

Notifímiese y devuélvase. — A'. Guido bát'aile. — José 
Manó. — Antonia L. MorcsmmK 

■ 

IWI.LO f»K LA t'ORTK SE'I'KKMA 

Bueno* Aire», Junio 27 dt 1916. 

Vistos y considerando : 

Oue c¡ principio de indivisibilidad de la confesión estable 
cfdo por el Código de Procedimientos m lo Criminal en el 
artículo 318 sufre esec|H*ióu cuando de las circunstancia* de! 
hecho rcsuilaii presunciones graves en contra «leí confesante, 
como se ha declarado también \»*r esta Corte c:i repelido-; 
fallos. ("Tomo 6u, páginas \(») y 371 ; tomo 74. página 
tomo 85. página 287 y tomo 90, página 144 entre otrosí, 

One las constancias de autos relacionadas en ta sentencia 
del inferior de fojas $6 sirven para desautorizar la excepción 
de legitima defensa con <jue el procesado ha calificado su con- 
fesión de fojas t y fojas pues, de esos antecedentes resulta 
(pé el cailáver de la victima presentalla varias lesiones siendo 
la principal una herida de hala en vi costado izquierdo del 
tórax y varias contusiones en el cráneo y cuello como const-á 
de la diligencia a míe se refiere el calió encargado de la subco- 
misaría de policía del Chubut. en su ileclaración de fojas 4. 

Que esta circunstancia y las i|Ue resultan i|e las deniás 
diligencias del sumario desautorizan como se lia dicho lo maitt- 
feslado por el reo en su confesión de fojas 1 y ofrecen presun- 
ciones graves en su contra. 

One jior lo tanto, la calificación tpic eorn>p ->i¡de a este 
delito es la dé un homicidio previsto y castigado y^r el articulo 
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17, capíttiít* i.", inciso i," de la ley de reforma* al Código IVnal 
y no pueril* decirse fjue en el caso cause agravia al reo la [* j na 
rie doce años ric* presidio i|tie se le ha impuesto. 

Por ello y sus fundamentos se confirma la sentencia ape- 
lada de fojas 76 vuelta con costas. Noli fugúese original y de- 
vuélvase. 

A. Ukkmkjo. — Nicanor G, del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FmUKRflA A I. CORTA. 



fiéwóéárril Cent raí A r y? tilmo t>n autos coa do ti José Hidah/o, 
sobré indemnización de daños v perjuicios. Recurso de 
flecho. 

Sumario : Nn procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48 contra una resolución de última instancia pronun- 
ciada por un tribunal local míe no contiene decisión alguna 
sobre , la excepción de incompetencia de los mismos, fun- 
dada en ser el juicio, rtítioiié materioc, del fuero federal, 
jtor considerarla resuella definitivamente por el inferior 
en auto 110 apelado pur el recurrente. 

J." l,a cuestión de si aplicando leyes procesales lócale* 
la excepción de incompetencia es necesariamente de previo 
pronunciamiento y miedo ejecit tonada, constituyen puntos 
ajenos' ai recnrsn extrnordinario t\m la Corte Suprema 110 
puede rever en esta instancia. 

Caso: J«o explican Jas piezas siguientes; 

0ICTA5I EX Olí SKÑOK l'RoCCR AI'M >K CICMvKM, 

Suprema O irle: 

Kl recurso interpuesto es manifiestamente miproeedente 
toda vez tjüé se trae a conocimiento de V, E. sin halarse deriu- 
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cid'» ■previamente ante el Superior Tribunal que conoció \**r 
apelación de la causa de que se trata y denegado por el mismo, 
lo cual, con arreglo a lo dispuesto en él art. 2Jt> y correlativos 
de la ley de procedimientos, es condición sine t¡ua non pira 
hacerlo viable. Tor ese solo motivo queda absolutamente deter- 
minada ta improcedencia de Ta apelación deducida; pi diendo 
hacerse notar, a mayor abundamiento, que si bien el recurrente 
alegó la competencia de la jurisdicción federal para la subs- 
tanciación de este juicio* lo que fué desechado, esa denegación 
del fuero se declaró )>or resolución del Juzgado de Paz de San 
Nicolás, que- fué consentida: de manera que la decisión del Juez 
de ú* instancia no se pronuncio sobre la excepción de incom- 
petencia opuesta, incurriendo en consecuencia, que la sentencia 
definitiva recaída en el juicio no ha contrariado derecho algún*» 
fun dado en la ley nacional, 

lín atención a lo expuesto y jurisprudencia de Y, lv (tomo 
11M. pagina 193), pido a Y. K. se sirva no haccT lugar a la 
queja deducida. 

Julio Rofct. 

PALLO OE LA CORTE SUPREMA 

Bmni Ain», junio 21 é* IM6. 

Autos y vistos: Él recurso de hecho |n>r apelación denegada 
interpuesto por la empresa riel Ferrocarril Central Argentino 
de sentencia del Juez de i. n Instancia de San Nicolás de los 
Arroyos, Provincia de Buenos Aires, en los autos seguidos por 
don José Hidalgo, sobre indemnización de daños y perjuicios. 

Y considerando: 
One fiara fundar t-l recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48. se alega que: "1.a empresa al contestar la demanda 
observó la incompetencia del juzgad" por ser el juicio por ra- 
zón de la materia ríe fuero federal, fie acuerdo con lo dispuesto 
en el articuló 2.". inc. 1." de la ley nacional N." 48. Después 
de los trámites del caso se dicto sentencia condenatoria para 
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la empresa, desestimándose la incompetencia de jurisdicción 
.nlcgada. Apelado este pronunciamiento él Juzgado de r* lus 
tanda de Sari Nicolás a cargo del doctor t ~zal Dehcza, secre- 
taria de R. IX Movano. lo lia confirmado, resolviéndose así. 
en definitiva, la excepción de incompetencia". 

Que |íara la procedencia del íjectirso deducido se requiere 
((Me la decisión sea contraria a ta valideü del título, derecho, 
privilegio o exención que se funda en una cláusula de la Cons- 
titución, tratado o ley especial que haya sido materia del litigio. 

Que cuino consta en los autos remitidos a solicitud del 
señor IVn-uratlor General, la sentencia arlada de última ins- 
tancia no contiene decisión alguna sobre la inomipelt-ncia refe- 
rida |N«r considerarla resuella definitivamente por el anterior, 
como aparece, en efecto, cu la del Juzgado de Paz de fojas 10 
y i 4 ; vuelta en resolución no apelada |n>r el representante de 
la empresa. 

íjne *i cotun se admiie. jior referencia a esa resolución 
de fojas 10 aplicando las leyes procesales de la Provincia, 
la exección de incompetencia es necesariamente de previo pro- 
nunciamiento y miedó ejecutoriada, constituye un punto ajeno 
al recurso interpuesto y fpte esta Corte rio está llamada a 
rever, en recursos de la naturaleza del presente < Fallos, tomo 
rí|i página 3.18. considerando 5»). 

l*or ello y de conformidad con lo |»odido por el señor Pro- 
curador General 110 se hace tugar a la queja dedueida. y re- 
puesto é) papel archívese. Devuélvanse los autos principales 
con testimonio de esta resolución. 

A. Bkbmejo. — Nica no» G. i>kl 
Sm.aí. — D. E. Palacio. — 
J. Figueroa Aixorta. 

NOTAS 

í£n tres fie junio se declaró Uietl denegado el recurso inter- 
puesto ]»or don Antonio líiii* (iiiticrrei! en autos con l'raclit 




•• •• ' ■ . , * ' 

V FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

y Cía. sobre cobro de pesos, pon|ttc contra la semencia proium- 
ciada |>or la Cámara Federal de la Caí mal 11,1 procedía el re- 
curso ordinario de a|>clación. dado ipie no se había planteado 
ni resuelto en el pleito ninguna de las cuestiones previstas en 
el articulo 14. ley 4* y o, ley 4055. recayendo dicha sentencia 
sobre cuestiones dé hecho y de derecho común extrañas al 
recurso extraordinario. 



Fu ócliO «leí mismo no >e hizo lugar a la queja deducida 
|ior Francisco Francioiu y Cía. en autos con Jorge Kin Stüore 
por cobro de estadía?. I^r tomar en los documentos acompa- 
ñados ijue los recursos de apelación y nulidad denegados por 
la Cámara Federal eran los que autorízala el articulo 3/' di- 
ta ley número 4053 y refiriéndose este artículo a las causas 
contra la Nación, las del fisco y otras de carácter criminal 
entre la* míe no [hm!¡;i encontrarse comprendida la tic autos, 
a lo rpie podía agregarse <|iie ta interpretación y aplicación de 
leyes procesales no impugnadas de incoustihicionattclad lio 
autorizan tampoco el recurso extraordinario. 



Con fecha veinticuatro no se íiisto lugar igualmente a la 
í[ttcjá deducida )Hir la sucesión del Dr. Pedro T. de tan-echen 
Muñoz én autos con Josefa I,. M. de Ksealautc sobre cobro de 
pesos; |mri|uc la causa a cjite se háeé referencia está sometida 
a un juez de la provincia tic Santa Fe a cuyos propio-, tribu- 
nales corresponde determinar hi eom|>eteueia entre los jueces 
locales y tto se alcudia i¡ue la recurrente haya invocado \ K- 
hubiera sido desconocido rl fuero federal. 



« 



t 
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SWiedmi Anónima "Ledcsma Stujar Estofes and Refimmf C." 
tjd." en autos con et /hinco Frunces del Rio de la Plata, 
sobre ttomhramictíto de administrador, Recurso de hecho. 

Sumario: l,n garantía constitucional de inviolahilidad de la 
defensa en juicio tm | mede decirse desconocida ruando el 
litigante ha sido oído y ha \**\uh* ejercitar sus derechos 
de defensa. Las nioilalidades del juicio dependen de la< 
leyes procesales^ reglamentarias de dicho garantía y la 
interpretación de ellas sólo puede dar lugar al recurso de 
nulidad. 

Cuso; \¿* explican las piezas siguientes: 

OICT\MI'N m SI'VOK l'KiiCl KMXtK CKN'KIMI. 

Bueno» Aire», Jiini* 2Qát lfi*r 

Suprema Corte: 

10 recurso extraordinario que se deduce es improcedente 
en razón de lio estar comprendido en los casos erttliftefatlos en 
el arlíeulo 14 (le 1¡I ley 4K. 

Desde; luego, el recurso de fórmula contra un auto ttiler- 
loeittorio cjue resuelve una incidencia «leí juicio, sin dar término 
a éste, ni decidir las cuestiones controvertidas y los fundamen- 
tos cu ijuc se apoya la Kxnia. Cámara, consistentes etl precep- 
to:» de derecha común, aplicados a la cuestión de hecho creada 
|>or partes* de 10 que se desnn ude que. ni por el carácter 
de la resolución ajelada, «i [>Qf la naturaleza de la* disposición 
nes legales que la motivan» corresponde a V. K. conocer del 
recurso promovido con arreglo a Jo dispuesto en los artículos 
1 1 y |,tj de la citada ley 4M. 

La invocacidtl del articulo iA de la C'onstil lición Nacional 
carece dé valor, desde que la parle recurrente, etl la oportuni- 
dad que determina la ley procesal, ha defendido sus derecho* 
con la amplitud que e^ permitido etl esa instancia, con lo que 
está satisfecha la garantía constitucional de la defensa en juicio, 
que se entiende sometida a los trámites del procedimiento. \o 
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más valedera la alegación de halarse desconocido la validez 
de actos del I*ntler Ejecutivo, desde qtic la intervención de este 
pudor on el funcionamiento do las asociaciones civiles q cdíner 
cióles, consiste únicamente en ta concesión de la personerín 
jurírlica, cuando so encuentren reunidas las condiciones nece- 
sarias para su existencia, y en ol retiro ríe la misma si fallaron 
diclias condiciones: pem el ¡listo del pudor administrador que 
concede isa personería mi exime a las asociaciones <U la apli- 
cación de las reglas do la legislación eomún. que tienen on visia 
las entidades del déreélio privadu. y |ior consiguiente, el curtí* 
plintiento do un precepto do aquélla legislación* nn puedo en 
manera reputarse coBtrario a la validez fiel acto administrativo : 
a la inversa, el hecho de quq la decisión apelada súmela a la 
sociedad anónima recurrente a una uurma legal relaiiva a si t 
funcionamiento, implica reeou ver su jtlena exlsténcia y dis- 
poner la manera de solucionar tas controversias planteadas 
a ni o tus trihunale*. 

Pór ln expuesto, pido a V. ]•'„ ^< declare bien denegado t í 
recurso deducido. 

Jui'w Bétef, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Alm. julio I Út lllfr. 

\ntr.s y vistos: 10 recurso do hecho por apelación dene- 
gada interpuesto por la Sociedad Anónima "l.edcsma Silgar 
Catates and Reíitttn C." J,td,*\ contra sentencia de la Cámara 
rio Apelación en lo Comercial de la Capital en lus autos segui- 
da por el R-nieo Francés del líio de h Plata, sobre adininis- 
i r;n ión. y 

G Hisiderando: 

Que para fundar sil queja pir denegación del recurso 
extraordinario previsto en H artículo 14 de la ley de 14 de 
septiembre de 1863 y articulo 0/1 do la Ley Orgánica 'le lo*s 
Tribunales ríe l:i Capital se alega por la sociedad: i." Que so 
ha transgredido la garantía c<>n-uilueional de inviolabilidad de 
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ta defensa en juicio consagrada por el artículo iÜ de la Cons- 
titución, porqué ante una simple petición del Banco ilg designar 
un administrador, si» tramitarla o suhordinarla al juicio ordi- 
nario previo que ella trac aparejada se lia dado por apartad-i 
su propia administración, y -\ Oue la sociedad ha sido auto- 
rizada para funcionar por un Decreto del Gobierno Nacional 
y el pronunciamiento de la Cámara lo invalida colocando el 
caso dentro del inciso i * del recordado articulo 14 de la ley 
ile septiembre de 1803. 

One la garantía constitucional invocada no puede decirse 
desconvida cuando el litigante ha sido nido y lia pulido ejer- 
citar sus medios de defensa, como li;i ocurrido en t*| caso según 
consta a fojas 4,í y Sj- de los autos remitidos por vía de informe 
Kallos, tumos 100. |iág. 40S: in). pá,:. iyj vnXrv otros). 

Mué las modalidades del juicio dependen de las leyes pro- 
cesales reglamentarias de t¿sa garantía eonstitncional y ta inter- 
pretación de ellas sólo puede motivar nti recurso ordinario de 
nulidad, como el i|Ue lia sido interpuesto para ante la Cámara 
fie lo Comercial y resuello en los dos primeros considerandos 
de su sentencia de fojas 114. 

One no se lia tratado dé) retiro de la personería jurídica 
de la sociedad sino del nombramiento de un administrador 
provisorio de la misma <|iie el recurrente lia impugnarlo a 
fojas 87 y la cántara de apelación lia confirmado a fojas 114, 
invocando antecedentes de Hecho y fundamentos de dere- 
cho ajenos al recurso extraordinario interpuesto o mi arréelo 
a lo *¡iif prescribe el artículo fj; <k la lev de jurisdicción y 
competencia número 48. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido |hu* 
« I señor Procurador f General se declara bien denegado el re- 
iitrso, Xotifitjitese y repuesto el [Kipel archívese, devolviéndose 
tos autos remitidos por vía de informe con testimonio de e*ta 
resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 

Soi.AK. — D. K. PAtACtÓ; — 
J. FlGÜEROA Al.CoHTv. 
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Procurador Fiscal de pro; lucia de fiicimáli, contra la Com- 
fakía Acucaren "tti Paraíso", por cobro ejecutivo de 
pesos. Contienda de competencia. 

Sumaria: Al juez , de la ([ttielini corresponde conocer de (as 
ejecuciones contra vi fallido ptiii cobro cíe impuestos fú- 
tales. 

Ow: 1/' explican las piezas simientes: 



REHURTO 

hrm 11, Kstrada. Juez ele Comercio de la Capital LYderal. 
al de igilál dase cu 1" Civil y Comercial de la .V Nominación 
de la. ciudad lie Tuemním. ductor Manuel Baéz de la Torre, 

Saluda y hace saber: Que i>or ante su ju^ad" y secretaria 
del autorizante tramitan les autos del cpn^rso formado a ta 
Suciedad Xnóninw Gompáfita Azucarera "l'-l Paraíso", en tos 
cuides a solicitm! clel rciif^entánte de l«»s síndicos Itun ¡dadores 
se ha díspuesW dirigir a l\ S. el i presente a fin de ((lié — y 
en virtud de la universalidad del juicio di- .[iiielira inhi- 
biéndose ck- seguir interviniendo en el juicio Seguido atllC cw 
jugado por el fisco de e*n provincia contra la sociedad con- 
eursada. sé sirva ordenar la suspensión del reman- decretado 
vn los auto? de la referencia y si- envíen a la vez los- antos indi- 
cados a este juagado y secretaria del autorizante. 

rfagü presente a EJ> S. ttttc el señor Bélisarip C. Oarvía 
está autorizado para diligenciar el presente exhorto y presen- 
tar los escritos une rorrcs]>ondan. 

Ruego y exlmrtn a U. S. quiera dar su delnd" emnpli 
miento al présenle obligándose este juzgado ;i la reciprocidad 
de estik» en casos análogos. 

Dado y firmad.» en el salón del juzgado a los quince días 
del mes de julio de mil hoyetíentos (|uiuee. — Juan R Estrada. 
— Ante mi : Martin /. Casi ¡arma. 
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VUTO OKI. Ji a l»K 1." lX$T.\Sl'lA KN U> CIVIL Y CpAtERClAt. 

Tucumla, Scptiimbic 22 de 1915. 

Y vistos ; 

I,m Milk'il.-td" ni el préndenle exhorto del señor juez de 
Comercio (le la Capital I'Vderal. úéctm Juan B. Ksirada. a fin 
de que se inhiixi c*l suscripto de r-egiiír' murvimendn en e\ jüfcio 
seguido por el fisco »k esta provincia muirá la Sociedad Anó- 
nima Ccrtíinañíá Azucarera U K1 Paráis* f en razón de estar 
dicha sociedad concursada ante el juez exhortante y efi virtud 
tic la universalidad del juicio di quiebra. 

I... expuesto y i^did.' en colutorio \m% el señor agente 
fiscal y el fiscal de ftóhterho, y 

Considerando : 

iV Chte corresponde, no liaeer lugar a lo solicitado en el 
predicho exhorto por caxoties de forma y de fondo: lo primero, 
porqtte ti-» \ieiie con 1-«s recaudos respectivos í artículo 40 de 
1.1 ley de prneediinientn nacional). Lo segundo, iio T que el juicio 
seguido por el fisco de t -t:* provincia contra la sociedad con- 
cillada de referencia es nna ejedictón |«t cobro de impuesto-i 
ül azúcar, eontribiición directa y patentes. qite nó es aeiimn- 
láhle atento I" dispuesto |»»r el artieuío 3^7*i #1 Código Civil, 
iuc. y ártículíis 10, inc S* y «o. parágrafo g¿« de la ley 
número 0*56. 

_v í itit en este sentido, bay #n jurispriKleiicta sentada por 
la Suprema Corte ele la Nación. 

|>or tanto se resuelve: No hacer lugar al pe$do de inhibí- 
loria a que se refiere el precedente exhorto del señor Juez de 
ln Capiial Mera!, doctor Juan lí. Kstrada, y devuélvase con 
la nota di- estilo, rlágaSC saber, rep; W¿s tic ht 7V»rr& 

hl( ¡Wll-X p$L SI'AOK I'UoH'KMMiK l*,t?Xtó»AL 

Bueno* Alftt» Uní» 24 üc M6. 

Suprema Gortc : 
Al resolver la presento contienda de competencia, a mérito 
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de lo dispuesto en el artículo *i de la ley 4055. eorrespnndv 
declarar tftic es el Juez «le Comercio de esta Capital, (filien ¿jebe 
conocer ríe la ejecución promovida ante l<»s tribunales de la 
provincia de Tueumán. 

Con arreglo a lo que tlisixnic el artículo 5K (le la ley 
la declaración de (|iiiebra atrae al juzgad" de la misma todas 
las acciones judiciales contra el fallido con respecto a sus bie- 
nes, y dentro íle esta regla están comprendidas las accione-, 
provenientes de créditos privilegiados o quirográf icos, porque 
la naturaleza tjel crédito no modifica la jurisdicción establecida 
|>or la ley para el trámite tic 1<»s procedimientos de la (pliebra, 

IX- acuerdo con este criterio. V. Rí lia establecido tjtie no 
Hay disposición legal alguna f|ue sustraiga al conoditiietíto del 
juez de la íptiebra los créditos privilegiados, y (jue. i>or el con- 
trario, la ley respectiva los toma en cuenta a los efectos de su 
graduación, y en otras prescripciones regíame tita rías de la íjttie- 
bra ( Fallos, lomo 03. pág. j ^7 : tonto o", pág. r 54 i tomo 110, 
Pág. 397). 

Por lo expuesto ptiíb a V, K. se sirva resolver como lo 
digo en el exordio. 

JitU'i Ihttrt. 

Vmam 01! LA cokti: Sl l'ltKM v 

Bmhoi A¡m, Julio 4 de M>. 

Autos y vistos: la contienda de competencia entre un 
Juez de Comercio de esta Capital y otro de t,* Instancia eil lo 
Civil de la ciudad de Tucunián para conocer de] cobro judicial 
de créditos por impuestos fiscales en la quiebra de la Compañía 
Azucarera "Kl Paraíso", y 

Considerando: 

Que ante la primera ele las jurisdicciones expresadas se 
tramita el concurso de atjuella sociedad, por teiieí aquí su 
domicilio, circunstancias tjue 110 lian sido puestas en duda en 
la presente contienda. 
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(Juv con arreglo a Ui dispuesto por el artículo 1436 del 
Código de Comercio, la declaración He <juicbra atrae al juzgado 
dé la misma, todas las acciones judiciales contra H fallido con 
relación a su* bienes. 

(¿ue las flis|MisifÍMius legales invocadas a fs. 125 pnr los 
tritíimales de la provincia, no consagran una excepción al prin- 
cipio antes consignado, poique no sólo no hay aposición legal 
alguna que sustraiga del conocimiento del juez de la (juiebra 
los créditos |>cjr impuestos fiscales, sin» t\i\e al contrario el 

Citado Código de C ercio los incluye al Iratar en los artículos 

Hí>o. 1 47J y sigtncutes, de las diferentes clases de créditos y 
de su graduación y en varias otras de sus prescripciones regla- 
mentando las quiebras (Fallos, tomo |»ág, 10,3; tomo 0,3. 
pág. i.í;: tomn , 19. |ág. (V ,;i. 

Kh sn mériio y conforme con lo expuesto y pedido |>or 
el señi»r JWnrador Cencral. se declara tjtte el Juez de Co- 
mercio de la Capital es el competente |«ira conocer del cobro 
del etedito \*>r impuestos fiscales tjue adeuda la rniiehm de 
"\'A Paraíso" :il Fisco provincial de Tucumáu. l-'n tal virtud, 
remítansele tos autos, avisándose \*>r oficio al juez ele la 
espresada provincia. Xmifimiese original y repóngase el papel 
ante el inferior. 

A. Bermfjo. — Nicanor O. dei, 
Solar. — D, K, Palacio. — 
J. Figukroa Alcorta. 



I>nn ¡inrujiw Rfijo \stt fotititrsin. Cmiticuda de competencia. 

Sumaria: \'i la inscripción en las guias de teléfono ni el dicho 
del mismo concursado al llain.ir a sus acreedores son he- 
chos míe pruelnn la intención de caminar de domieilio. 
La circunstancia de haber el juez del domicilio del pon- 
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cursado desestimado, después *le comunicado al mismo rl 
oficio de inhibitoria, tina declinatoria de jurisdicción pro- 
movida por uno de los acreedores, no es obstáculo a mu 
contienda de coni|ictcucia por inhibitoria promovida p.r 
distinta persona ante el otro juez. 

Caso: I,o explican las piezas siguientes: 

AUTO Mil, Sl'ÑoK Jt'tíZ lili t" INSTANCIA Oí: l.\ \/ \oMIWU10X 

Córdoba. Diciembre 3 de jfl& 

V vistos; Los caratulados "línneo dé Córdoba contra l\u- 
riqüe R'ijitr Inhibí hiria sobre el coílCtirsí) civil", de los qitc 
resulta : 

One el referido l lauco se tunda para hacer cuestión de 
competencia por inhibitoria, en «¡ue el doctor Rujo, ha teñid" \ 
tiene su domicilio real en esta provincia, departamento Unión, 
pedania "Litin'\ por ser aijui el asiento principal de su residen- 
cia y ele sus negocios y tener su único establecimiento aerícola, 
denominado "La Ja viera**. 

Y considerando : 

tjiit; el juez del domicilio del deudor tiene jurisdicción pa 
ra conocer del juicio civil de concurso de acreedores, art. fififi 
del C. de Procedimientos Civiles: Mué rl domicilio rea] de las 
personas es el lugar donde tienen establecido el asiento prin- 
cipal de su residencia y de su> negocios; art. 8o. del C. Civil, 
siempre ipie la residencia sen halntual y no accidenta! para mu 
la habitación cause domicilio, art. *jj del Código citado. 

(Jue la prueba testimonial y documental, rendida en auto 
justifica en el caso xuh ¡Hdtce tUté el doctor Enrique Rojo l<íi 
tenido su domicilio en el lugar expresado de esta provincia, y 
no en la ciudad de La Plata al iniciarse el juicio de competen- 
cia, de conformidad a los artículos precedentes. 

Que el cambio de domicilio se verifica pir el hecho de la 
traslación de la residencia de un lugar a otro coii ánimo de per 
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manceer en él, y tener allt su ]rriiit-íi*;jl establecimiento, ari. 07. 
l i jjiu- ti- residía ilt-1 examen de autos. 

I *i >r estas consideraciones y citas legales ( fundamentos del 
escrito de f*. 1 y - y del mimsierio fiscal, se resuelve declarar 
•jiic el infrascripta es eomiHtente para entender en el Juicio fté 
concurso civil del diKHnr Knríi|ue Kojo. y diríjase exhorto *\\ 
señor jiieü en lo civil y comercial de la ciudad de La Mata, 
doctor Pedro R, Quiroga, solicitándole se inhiba de entender 
un el referido concurso y remita l« >s autos a este tribunal, ílá- 
ií:i> ( saber. ffltofoéi H.\r*¡fautr. — Auto mi: fí. I í . ArtjÜelb*. 

Al TO 1HX )VY.7. EN I.O CIVIL V COMERCIA!. 

ti PliU. Mino 2 de ¡ttfc 

Y vr*a<»s: 

Cun-iderando : 1." (Jiie en los recaudos consignados j>or 
el señor jiieü exhortante, no resulta iruc el concursado doctor 
Rnritine Rojo, eil la época cu (¡iu- solicitó ser concursado eiril- 
mcute tuviera su domieibo nal en la provincia de Córodoba. 
Dcparíainento Urifán, pedanía "Litiu". 

(Jue en los autos principales del concurso se ha resuel- 
to la cuestión ele competencia p^r /¡declinatoria promovida por 
señor j. Uieardo tíómez cu reprrsumLeión de don Agustín 
L Viílarroei, en él sentido de no hacer lugar a 1" solicitado y 
declararse el infrascripto cbin'pleteijitf' para enu-nder en los au- 
tos principales c incidentes tari. 715 del Cód. de l'roesl. 

(Jue siendo ello asi, no es posihlc. pOf mandato de la 
misma ley. que es de urden público ' :irt. $0 del Código citado), 
usarse sucesivamente, de los medios de declinatoria e inhibito- 
ria, tratándose de jueces qué ejercen diferente clase de juris- 
dicción «art. 4^0 del Código mencionado), por cuanto resul- 
taría interminable el juicio universal si cada acreedor prouin- 
viese inciden les "le competencia, no siendo óbice, a criterio del 
infrascripto, fu no sea la misma persona la míe lia promovido 
ambas contiendas, 

IW esif.s fundamentos y citas leales mencionada*, aten- 
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tu el dictamen que antecede del ministerio fiscal, resuelvo no 
hacer lugar a la inhibitoria solicitada y en consecuencia, dán- 
dose |Kir formada la contienda de competencia, remítanse los 
antecedentes a la Suprema Corte Nacional. — Lnh Ki-yna! 
O'Comivr. — Ante mí: Juan Pclilti 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BfltnM JUn*, Julio 18 út ttl«. 

Autos y vistos: los de contienda de competencia entre un 
juez de r.* instancia de ta Provincia de Córdoba y otro r|c í*a 
Plata. Provincia de Huimos Aires. para conocer del concurso 
civil de acredóres del doctor don Riiriquc Rojo; y 

Considerando: 

Que las declaraciones de fojas 7 y H. autos di- Córdoba 
acreditan rjne dicho doctor l-íojn. ha vivido muchos años en su 
establecimiento de cauipo "Ka Javiera". peda nía "l.itin". IK- 
parlamento "l'nión" de dicha provincia de Górdoba. 

Que tilo está con firmado con la circunstancia cíe haber el 
ductor Rujo, ejercitado funciones de carácter político y admi 
nistrativo. y haberse además inscripto en los padrones electo 
ales diciéndose domiciliado en la Provincia mencionada, corno 
comprueban l"s certificados de fojas 15 vta y 17. 

Que si bien los testigos manifiestan tjne hacía algún tu-m 
qité el doctor líojo se había ausentado del lugar, éíVa no es 
suficiente para acreditar un cambio de flomicilio a tos efectos 
de (|iic si* trata, porque ta intención en el caso debe manifes- 
tarse con hechos mu* no aparecen invocados ni justificados en 
las diligencias mandadas |jor el Juez de La Plata, pues nu pin- 
dén reputarse tales la inscripción en las guias de telefono ni 
el dicho del concursado al llamar a mis acreedores < | ; allos. to- 
mo tu. iKtg. 333; lomo 122. pág, 247; tomo 12$ |Kig, r27). 
Que el hecho de que el juez di* "l.a Plata, haya desesti 
iadn después de comunicado al mismo el oficio de inhibitoria, 
na declinatoria de jurisdicción, promovida |*or uno de jos 
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acreced >h?>. ih> puede ser obstáculo ¡i la entiendas p< mjuc como 
so expresa, entre otros motivos. ttO es !a misma persona i|iueii 
promueve l;i mhtbitoriü ante el juez de Córdoba. 

Que es indiferente si el j'lifii coiiipétcíttc es el que pro- 
mueve la contienda o el letrado del departamento Unión, por- 
gue ello m» viene al juicio «le esta Corte y además porque sería 
en todo caso, el corresjiondiente tribunal de Córdoba, imien 
estaría llamado a dirimir esa contienda si se promoviese. 

Por lo expuesto y oído ei señor Procurador tVeneral. se 
declara jttfeü competente para conocer en el concurso civil fie 
acreedores «leí doctor Enrique Unjo, al de la provincia «le Cór- 
itoba, a i|uien se le remitirán los aiiliw. previa reposición «le 
sellos, avisándose |H>r oficio al Juez de La Plata. N'otifí.mcse 
i trigina! , 

A. Behmejü. — Nicanor G. del 
Solar, — D. I Palacio. — 
J. Fi güero a Al orta. 



Dan Sattiuti/o Mnrtintnei y don Ío& Vttrwti. contra ta 
. proi'incUi de /hu nos Aires, sobre $jtfm0a¿Bú 

Sumario : Con arreglo a lo dispuesto por el articulo i(> de la 
ley 1K0, la indemnización <lebida al propiciar in, privado 
de sn propiedad pur causa de utilidad pública, consiste en 
el |«igo del valor real de la cusa y del |>erjnieio directo 
«pie le venga de la privación de ia propiedad; y el cobro 
de un impuesto de pavimentación no constituye uno de 
esos perjuicios directos a qtic se refiere la ley. 

í 'aso : Resulta del siguiente : 



FALLOS PE LA CORTE SUPREMA 

FALLO filí Li\ VOKTK SÜFft^tfA 

Butnoi Aira*. júiUt M4* 1916. 

Vistos y considerando: 

fjuc los dictámenes periciales de fojas 140 y fojas 14J. 
están di* acuerdo en la superficie del terreno tomado por el 
Gobiénio de la provincia a don K. Gattéinayer. hoy de los se 
flores Martiuucci y Fariojí, COll destino al camino de La Hala 
a Avellaneda y que es de 3,3PpVp7 metros cuadrados lo que 
[xir otra rfciíe quedó establecido en el falto de esta Corte a 
fojas 128. (1 ) 

Qüc cualquiera que sea el mérito que se atrilmya al dic- 
tamen pericial en los juicios de expropiación, es de observarle 
en el casi » que el perito destinado [>or la |tartc de Martinucci 
y l'arioli. tasa el metro cuadrado en dieciseis pesos, sin otro 
fundamento que el tic hafier los martilieros Fiorito Unos, ven 
did<> lenvnos iiuuediatos. en los años mil y vn¿ con 1111 
:iedio de diecinueve y diecisiete pesos, respectivamente, el 
nu tro cuadrado: y porque el Gobierno de la provincia dé Rué 
nos Aires luí pagado dieciocho pesos por terrenos líhderos'en 
la misma época, ''según consta de la sentencia tlefinitiva dic- 
tada por la Exenta, Cámara Primera de Apelaciones en su 
fallo, el 1 1 de jltTio de 1015. en el ex ] «diente "CutIÍ Antonio, 
expropiación**, Cámara de la Provincia"*, 

Que además, estima ta indemnización que se CÍphe ;i* h».* 
expropiados en un 25 pfo del valor del terreno por el gravamen 
que afirma se produce como consecuencia de la misma expro 
piación (articulo |0. ley iKrji y jKtrqUe siendo segtin la ley. el 
terreno expropiado, para la construcción dv un camino ■pavi- 
mentado tic La Wata a Avellaneda, esa ley se ha cumplido y sr 
ha tomado el terreno y se ha construido et camino con pavi- 
mento de granito y como consecuencia el propietario ha sido 
graU.tdo cmi el costo de ese pavimento en tuda la extensió!. 
que le toma, di manera que dehe pagar j>or el pavimento cutis 

ID Víi« lomo 12.1 pc$ ro. 
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i ruido sobre su propio terreno a razón de pm& ciiccfecis fl 
metro euadrado. |M>nmc cortando el camino al terrino le eo- 
rros|)oude el jiagp |mr los dos frentes y ésto resulta mucho mús 
gravoso si so tiene en cuenta la des valorización de la propiedad 
raiü producida inmediatamente después ríe 1912. siendo del 
dominio público ijttc hace más di 1 dos años «pie no es |tosil>le 
nalizar por un precio razonable venias de terrenos de la eon- 
dieiófi del tjue nos ocupa resultando pues un verdadero perjui- 
cio para su propietario tener fjne jKigar un pavimento ijue 
représeme muclio dinero y ck¡ un valor unitario suprior al del 
1 erren» 1. y es tai tibien justa ta indemnización por cuanto tanto 
en los expedientes administrativos cotilo en los judiciales de 
ex propinen mes efectuadas coii este mismo fin e igual propó- 
sito, h» lia pagado constantemente una indemnización de ¡23 ola 
y so ' 1 en el caso de !a expropiación del terreno lindero en el 
expediente citado de "Antonio Gerli. expropiación". la Kxma. 
(.'amara de la Provincia fijó la indemnización de 20 ojo |>or 
tratarse ilc una superficie do diez mil metros Cuadrados. 

Qtic el perito de la provincia hace constar que se trata 
ríe terrenos Ijajos, con ealles inlemnnpidas y poca población en 
>it alrededor, i|iie en é|iocas ríe lluvias frecuentes es notorio 
el uso fie canoas para trasladarse a puntos seguros, cuyas cons. 
trueoiones vecinas están en su mayoría cimentadas sobre pilotes 
de madera, sin poblaciones ni cultivos, poco adaptables pan 
Ta edificación, fábricas, etc.. siendo negativa Ta producción de 
renta o fructificación alguna y valorizado en todo sentido |»>r 
la obra misma. 

Que dos de las muy pocas ventas al contado de terreno* 
en las proximidades de la zona de que se trata se realizaron, 
una en o; 10 a pesos tres con emcuenla y tres centavos y otra 
en Hjfl a |jcsos tres con treinta y óclló centavos y ventas a 
ochenta meses de plazo, en cinco pesos con sesenta y dos cen- 
tavos y ocho con tres centavos, respectivamente el metro cua- 
drado, años 1010 y 1013. 

One en la variedad de venias en condiciones tan diversas 
y flemas ci reí instancias que menciona, considera prudente esti- 
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r como valor del terreno la suma elle pe$a$ cinco con ein- 
eenlavos el metro cuadrado y una indemnización del 
ojo mu indicar para ello motivo al^un* >. 
Qiu* dados ios antecedentes de autos y compro! ra cienes 
establecidas en las pericias antes referirlas delie estimarse rinim 
equitativo el precio ele cinco pesos con cincuenta centavos |mr 
imn» cuadrada, pues en las venias que menciona el pcftfc 
de la liarte de Martiuueei y Fariolh realizadas por Fit^Hli ■ 
Hermanos, de terrenos inmediatos, no se indican las condicio- 
nes en que Id fuer- ai j lu dase de los inferno* y los qU£ se dicen 
ttgndus i»or el Gobierno de la provincia a don Antonio drli, 
*ta observar, entre otros motivos para establecer la diferen- 
cia, ijue se encuentran ubicados sobre la estación del ferroca- 
rril. como lo demuestra el plano ríe fojas 04 y <>5 

( hit* en cuanto a la indemnización |>or perjuicios sólo de- 
lien estimarse conforme a lo dispuesto \*>r el articula ií> de la 
ley X." ift). con árréglo al cual la jurisprudencia de esta Corte 
tiene establecido c-mr la indemnización debida al propietario, 
privado de su propiedad (»or causa de utilidad pública ha de 
consistir en el pago del valor n-ttt de la cosa y del perjuicio 
éitctto que le venga de la privación de la propiedad etc. íl ; a- 
Hos. tomo 47. |u'ig. 4J4 y otrosí. 

íjue no se pue«> decir ípé el cobro tic un impuesto de 
pavimentación constituya uno de esos perjuicios directo" a 
mtv se refiere la ley citada. porque tal obra beneficia notoria- 
inenle la> propiedades linderas al camino, mejorándolas J 
aumentando su valor. 

One tampoco de tenerse en cuenta (íara determinar t>er- 
juicio, el Hecho ele que el Gobierno de la provincia y aun los 
tribunales de la misma hayan fijado el 25 o' o como indemni- 
zación aplicando sus leyes locales: y además porque pueden 
l"s reconocido jtor motivos reales que no se mencionan 
el caso presente. 
Oue tales antecedentes inducen a fijar como precio e 
indemnización de l"S terrenos expropiados la suma de cinco 
pc>ov con cincuenta centavos moneda nacional el metro eu-t- 
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drado, los intereses con arreglo a I» sentencia «le fojas i¿j y 
las costas de la pericia y ]»apel de actuación tn la misnia. que 
debe abonar el expresado liolricrno a los demandantes. Noli- 
ftíjuese original y repuesto el pape) archívese. 

A. Iíermejo. — Xicanor G. DEL 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Fiul*i:»oa Alcoktv 



/fon Pedro Hooneor. contra W Ferrocarril Humos ,-lires 
Piáctfkó, por daños y perjuicios. Contienda de compe- 
tencia. 

Sumario: Corres junde a las Cámaras Federales dirimir las 
contiendas de comjKrteticia que se susciten entre l«»s jueces 
de sección. 

Caso: Kntre el juez de sección de la capital, doctor Ancliorciia. 
y el de [.a Plata, se tralió contienda de competencia i>os*- 
ttva [jara conocer del juicio seguido p>r don Pedro 1 Sa- 
quear contra el Ferrocarril Jíueuos Aires al Pacifico, por 
daños y perjuicios. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

■m«m Aiiti. jun* n #* tm 

Atento lo dispuesto en el artículo h> di- la ley N." 4055 y 
lo resuelto \*>x esta Corte en 12 ele abril de tgp*, en la causa 
fie José Caldera**", devuélvanse estos autos al señor Juez Fe- 
deral tle La Plata a fin de que los remita a la Cámara Federal 
de esa circunscripción, sin más trámite. 

A. Bermejo. — Nicanor d. nKL 
Solar. — D. K Palacio. 
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Crimina!, cent™ Josc Saldh'ia. f>vr hnmtcutiu 

Sntwnn: t." Cuando de las circunstancias del hecho, que rebul- 
lan flt*l proceso sttrjfi-n presunciones graVe* qtie tormn 
falsa e inverisímil la ranfesjoti del procesado, puede vil « 
■ir dividida en contra de éste. 

á* Es jnsia la sentencia que contiena a la pena de 
veinticinco afíos cíe presidio y^áccesoriás legales, al autor 
de mi linniintli" ¡«iTjjetratio con la circunstancia agrá- 
yante establecida en el articulo S; (lel'ci'icíígo i$n*Í¡ 

f usa: Lo explica» las pieza* sigtiientes; 

WXa nKi, m-Sor juíz i.r. trido 

Vtedm*. Stplifittljrf 24 de 1914. 

N ■ 

Y vistos: Kstos auto- seguidos d<- oficio a José Satdivta; 
1110, de veinlidós años de edad, qj^b, agente efe policía, 
¡ciliado en BariloeUc, t«ir homicidio cu la jíérsotia de Jasé 
is y lesiones graves inferidas a Ignáeib ^rencañárico: 

C< instderandn : 

i, Que tle las constancias ele aritos resulta que habién- 
dosele encqnientlsid^ al prevenido una euiuisicta de servicio 
conducir détaíttlo a José Y;irfí;i> y por el camino encontró a 
Ignacio Trencananot a quién después tle breves palabras lo 
hizo seguir jmito con Vargas y a ikwo andar b»s hizn [Kmer 
en fila, dieiénd" 4es que b is il»a a malar disparándoles nn tiro 
lié carabina qíte produjo la muerte tle Vareas y una lesión 
grave con pérdida de [Jarte fiel brazo a Treiicañaneo, 

.?.' Óuc los testigos fiel ¡anuario de prevención Dionisio 
v ínan ArreUd v luán tle Dios Saiiltañez declaran «lie acotn* 
pañaron al agente Fernández y varios vecinos que salieron 
para detener a Siblivia y que vieron el cadáver de Vargas el 
f¡ue presentaba nn balazo en la espalda y si¿irieritio el 
«■tr.- del agerittt cneomrciroii el sal «le (le é*tc nolirc una niat: 1 
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de "neuco *". el revólver más adelante sobre el misino camino v 
más lejos Hallaron la carabina enterrada, al pie ríe una lomita. 
agregando Juan Arreliol, qfte mientras examinaban el cadáver 
de Vargas llegó iVdm M animan a dar cuenta que esa noche 
había llegado el agente Saldivia diciendo que l» habían asal- 
t;ul< > litios bandidos en el camino y *|iie ignora! ia si habían 
muerto a m cnmfWiterb bargas, manifestando también el tes- 
tigo Arrclml. r|iu- cuando le preguntó el agente IVrnánde* a 
Saldívia por site amas éste k contestó "míe los fundidos se 
tas habían quitado*' í fs. o y 14 I. 

,V* Que Ignacio Tírencartánco Herido gravemente \*>r el 
prevenido declara a fs. 15, que viniendo j>or el camino con una 
majada fie ovejas encontró a un agente de policía con José 
Vargas, qnitu le Ordenó que siguiera en calidad de detenido 
y que después de caminar tinas cuadras le hizo hacer alto para 
preguntarle |Hir el paradero de la mujer de Avila y como él k 
1 Manifestara que lio sahia nada de to que le preguntaba el 
agente enojándose les dijo que Ins iha a matar y enseguida 
echó man* i al bolsillo y sacó un puñado de l»atas y cargó la 
cara bina v les «lió orden que se pusieran en linea y sin decirles 
nada les hizo un disparo Éáyeiido al suelo Vargas y el decla- 
rante, thte a los ikicos momentos v pasado el aturdimiento el 
declarante *e levantó del Mielo y vió que el agente il>a disf»a- 
raml" a caballo y que su compañero Vargas estaba muerto, y 
entonces consiguió montar a caballo y se fué a su puesto, avi- 
sando I" que le habia 6cnrriuo a nomingn Antilef ; que creía 
que Saldivia estaba un poco ebrio, que ttái han tratado de fu- 
garle ni se insolentaron con el agente y que éste después de 
preguntarle |mt la mujer de Avila, se enojó y le dijo que lo 
iba a malar y fué cuando le apuntó y Vargas le dijo al agente 
"si lo va a matar a mi compañero, máteme a mi también" y 
se pusii adelante, cayendo al suelo cuando el agente tiró, agre- 
gando que también Vargas estaba ebrio. 

4." One indagado el procesado, manifiesta a fs. 2% ratifi- 
cado a fs. 29, qui en cumplimiento de una comisión fué a citar 
a losé Varga- y que en compañía de éste se dirigió a citar a 
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un tal (salíanlo, encontrando |m ir el camino un despacho ilc 
bebidas donde se pusieron a tomar varias copas y que sigutend > 
la marcha encontró en et camino un individuo que decía míe 
buscaba unas ovejas, el cual le pidió i>enniso para hablar cíhi 
Vargas y como ét fes manifestara que terminaran de conversar, 
porque se iba haciendo tarde, los dos sujetos es decir Yardas 
y el otro desconocido que resulta ser Ignacio Trenca fia neo. lo 
atropellaron cuchillo en mano dicicudole que lo jijan a carnear 
en el campo, que no estallan en el pueblo, por lo que no tuyo 
más remedio que echar mano riel sable para defenderse, to- 
peando en ese momento la carabina que llevaba terciada a la 
espalda de la cual se escapó el tiro que pegó a los dos sujeh.s 
al mismo tiempo, los cuales cayeron en tierra, y que viendo 
esto el declarante disparó a. caballo sin dirección cayendo al 
suelo por haberlo desmontado agregando que no se encentraba 
ebrio y que no recuerda haber enterrado la carabina ni escon- 
dido las armas. 

y,." Que el procesado en su indagatoria incurre en una serie 
de contradicciones y retala los hechos de una manera tan inve- 
rosímil que es manifiesta la falta de verdad y la sinceridad de 
su declaración. Kn efecto, primero da cuenta a Marihitan que 
lia sirio asaltado por unos bandoleros y que no sabe si éstos 
habrán muerto íi Vargas, diciendo en esa circunstancia, que 
éstos, es decir, los bandidos, le quitaron las armas: después 
dice que al pretender sacar el sable para repeler la agresión ríe 
Vargas. Treneañaneo golpeó !a carabina que llevaba terciada 
a la espalda y salió el tiro que mato a Vargas e hirió grave- 
mente a Treneañaneo. ¿Cómo es posible creer que et tiro dispa- 
rado casualmente de ta carabina al ser golpeada por Saldivia 
pueda herir a los dos desgraciados presos de frente v a la 
altura del tórax, cuando por la |x»sición del anua necesaria- 
mente, tendrá que salir el tiro para arriba o para abajo? 

ó." KI informe médico ríe fs. tg vta. expresa con elari'lar! 
(fue el cadáver de Vargas, presenta una herida producida f .->:' 
arma ríe fuego, proyectil de gran calibre, tirado ríe bien ncf«. 
situado debajo de la últimn vértebra cervical, siendo la trayee- 
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tnriíi del proyectil horizontal y oste» corrolx>ra en un todo la 
declaración de la victima Trencaiiauco. quien dice que los puso 
en fila haciéndoles Fuego: esta declaración que por su sencillez 
y precisión con (mi- roíala los hechos partee sincera, corrolio- 
rada jmt las conclusiones del informe médico y en | jarte |Kir 
la declaración del reo unido a tas circunstancias que éste His- 
pa ró a c a hallo sin dirección despuJs de cometer el hecho y las 
declaraciones de los testigos que encontraron las armas qué 
había escondido el agente Saldivia, son indicaciones tan preci- 
sas y concordantes que forman un núcleo de presunciones que 
a juicio del suscripto llenan aealwidamentc las condiciones y 
exigencias del art. fti* del Código ¡fe Procedimientos en lo 
Criminal, haciendo adquirir en el espíritu la intima convicción 
de ítuc et procesado es el único autor resjjousahlc de la muerte 
de 1< ist* Vargas y de las lesiones graves inferidas a Ignacio 
Treue.iñaneo; Que el cuerjxj del delito se encuentra en conse- 
cuencia prohado, asi como la persona y responsabilidad fie sit 
autor, pnr la partida de defunción de fs. 23, informe médico 
de fs. U) a 21. por la indagatoria del procesado y demás cons- 
tancias de autos, encuadrando el caso sitb yWuv en el art II. 
Cap. !. inc. 1." de la ley 41»;. concurriendo en contra del preve- 
nido jas agravantes 2." y 4* «le! art. 84 del Cód. de Procs. en 
In Criminal, y a más de las lesiones graves inferidas a Tr enca - 
ñaneo. que le ocasionó la [térdida del brazo derecho y ninguna 
atenuante, en razón de no poder considerarse la ebriedad del 
procesado que no está comprobada en autos y que no puede 
haber influido en su ánimo puesto qtlf. le permitió disparar en 
su caballa, después fie cometer el delito. 

Por estos fundamentos, consideraciones legales, concor- 
dantes y constancias de anuís. Fallo: condenando al procesado 
fosé Saldivia a sufrir ia |nnn «le veinticinco años de presidio, 
rostas y accesorios legales. Xoliftquese original, tómese razón 
y sino fuere a peí a ( la. elévese a la ívxina. Cámara Federal en 
ct insulta. — /*. S. Atjmlar. — Ante mí: Ramón /:, llspcclw. 



FAIAM DE LA CORTE SUPREMA 

SENTENCIA DK LA CAMARA FEDERA!. ]>j; APELACIONES 

La Píate, Wcltvbf t 31 de Ií»i5. 

Vistos: Considerando: 

L El hecho imputado al mi José Saldivia está comprobad! i 
en autos, |ior su propia confesión de fa; ¿£, ¡ti forme médico de 
fs. 19, y partida de defunción de fs. 23. De estas piezas resulla 
que el procesado, agente de policía, dió muerte al sujeto José 
Vargas e hirió gravemente a Ignacio Trciieaiianco, con un 
tiro de carabina, en circunstancias que conducía detenido al 
primero y en que el segundo se le acercó para conversar con 
aquél, en el camino. 

II. Saldivia, al reconocerse autor del hecho, lo califica, 
alegando la agresión a mano armada de parte de las victimas 
y el disparo casual del arma de fuego. 

Dice a fs. 33 vía. "que después de una hora y media de 
marcha, más o menos, en el camino, encontró a un sujeto cuyo 
nombre no conoce y el cual según manifestó andaba buscando 
unas ovejas, y pidió permiso ;d declarante para hablar cor 
Vargas, lo que le concedió; que a breves instantes el declarante 
les dijo: termine de hablar que es tarde, pues serían las cuatro 
pasado meridiano, más o menos, y sin mediar más palabras lo 
afropellaron Vargas y el otro sujeto, cuchillo en maní», dieién- 
dolé que aMi en el medio del campo lo ilwin a carnear, que no 
estallan en el pueblo; visto lo cual el declarante echando mano 
al sable para su defensa, golpeó con éste la carabina {pie llevaba 
colgada a la espalda, de la cual esea|>ó un tiro que |x>gó a los 
dos sujetos al mismo tiem|>o, los cuales cayeron en üerra... 
que disparó después a caballo y... que no recuerda haber 
enterrado sus armas. 

III. Las circunstancias del hecho, que residían del pro- 
ceso, autorizan a dividir la confesión en contra del confesante, 
pues de ellas surgen presunciones graves que la tornan falsa 
e inverosímil fart. 31ÍÍ. ines. 5.". 7- y 318 Código de Proce- 
dimientos Criminales). 

Kn efecto: es imposible que los hechos hayan ocurrido 
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en la forma presentalla ui Jas fotografías de fs, 65, en que los 
atacantes de SaMivia, están aml>os cíe frente a' él, \mr cnanto 
según el informe médico de fs. 19 la herida de Vargas revela 
"ta entrada de la líala a siete centímetros abajo de la última 
vértebra cervical", que se encuentra a ocho o diex centímetros 
delta jo del hueso occipital o mica. listo demuestra i|ite la victi- 
ma recibió el balazo estando de espaldas a su matador o popo 
menos. 

La declaración del herido Trencañaneo concuerda con Í6 
(pie resulta del citado informe cuando dice: "Que el agente 
Saldivia, se enojó con el declarante porque no le había dichc 
dónde vivía la mujer del finado Avila y entonces le dijo rjitc 
lo il>a a matar y fué cuando le apuntó y <¡ue Vargas le dijo al 
agente: si lo va a matar at compañero, máteme a mi también, 
y se puso delante del declarante y cayó al suelo cuando el 
agente tiró". 

Además el testigo Dionisio Arrelml ( fs, 7) afirma ijue el 
cadáver de Vargas presentaba un balazo que "entrando |*ir 
entre las paletas, le salió sobre la tetilla derecha en el |jecho". 
y Juan Arrebol, dice, que encontraron el cadáver de José 
Vargas, el cual tenia un balazo en la espalda ( fs. 10). 

Del* oWrvarse que ni al lado de la víctima, ni en las 
proximidades del hecho, se hallaron los cuchillos que empuña- 
ban los pretendidos agresores y que, respecto de Vargas, hu- 
biera sido muy raro, que siendo conducido por la policía se le' 
hubiera dejado llevar amias consigo. 

La forma casual en que el reo dice se produjo el disparo 
fatal, es también inverosímil, por cuanto Nevando la carabina 
"colgada a la espalda" para desenvainar el sable no hay necer' 
sidad de tomarla de la manera que detalla la fotografía de 
fs. 65. que resulta muy forzada, y es en extremo difícil que 
un golpe produzca el disparo en un arma como la carabina, que 
necesariamente, no llevaría el gatillo montado desde que el 
vigilante andaba a caballo. 

Por último, el hecho comprobado en autos de lial>er aban- 
donado Saldivia su sable y su revólver, ocultando la carabina 



enterrándola, es otra fuerte ¡frcsunción en contra de la since- 
ridad de su confesión. 

IV. A juicio del tribunal, las circunstancias apuntadas y 
las que hace resaltar ta sentencia apelada, estando probado el 
hecho tic autos, forman la prueba legal de presunciones, exa- 
minadas éstas de acuerdo con los principios establecidos en 
los artículos 357 y 358 del Código de Procedimientos Cri- 
minales. 

En consecuencia, debe considerarse al procesa*), convicto 
del delito de homicidio comprendido en el artículo 17. inciso i. u , 
ley 4189, con la agravante del art. 85 del Código Penal |ior la 
grave lesión inferida a Trencañanco. 

Por estos fundamentos y sus concordantes se confirma 
con castas la sentencia a¡ielada de fs. 45. Y notando esta Cá- 
mara que en estos autos, hay antecedentes de la posible comi- 
sión de otro delito en la persona de Juan Avila, delito no inves- 
tigado en este ex|>cdicntc, sin que aparezca bailarse formado 
otro proceso i*>r serrado, llámese la atención del juzgado y 
del ministerio fiscal *|»ara que provean lo que corrcs|>onda. De- 
vuélvase. — R, Cttidt* Lai-aUe. — José Marcó. — Antonio L. 
Marcenaron 

KAJ.tO DE LA CORTE SUPRKMA 

Buho* Aír». julio 22 4t 1*6. 

Vistos y considerando: 

Que la existencia de los delitos imputado* al procesado 
como autor de la muerte de José V argas y lesiones graves infe- 
Vidas a Ignacio Trencañanco resultan plenamente comprobadas 
|K>r ta confesión de fojas 25. informe médico de fojas itj. par- 
tida de def unción de fojas 23 y .de las «lemas diligencias prac- 
ticada* durante la substanciación de la causa. 

Que de los hechos y circunstancias relacionados en la sen- 
tencia del inferior corriente a fojas 45 y las que hace resaltar 
la Cámara de Ablaciones en ta de fojas <*l resultan sobrados 
elementos de prueba que autorizan para dividir la confesión 
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del procesado y establecer su responsabilidad de acuerdo con 
lo dis|Hiesto por el Código de Procedimientos en lo Criminal 
artículo 318 y lo establecido al respecto por esta Corte, Fallos, 
tomo oy. |iág, 169 j 74. pág. 283; 85, pág. 287 y 90 |>ág. 144, 
entre otros». 

Que por lo tanto la calificación legal que se ha dado a 
estos «Mito* en la mencionada sentencia de fojas f\) es la que 
corresponde por estar efectivamente comprendidos entre los 
previstos y castigados por el articulo 17. Capítulo I. inciso i. 1 
de la ley de reformas al Código renal, con la agravante esta- 
blecida por el artículo 85 del mismo Código ]x>r lo <|uc res* 
fwcta al de la herida inferida a Trencañanco. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma la sentencia ape- 
lada de fojas con costas. Notifiques*- original y devuélvanse. 

A. Bermejo. — N'icaxor G. «l 
Solar. — D. E. Palacio. 

|. FlCUEROA ALCOftTA. 



Criminal contra José Aynstin Medina, por homicidio 

Sumario : if No precediéndose en los términos de los artículo* 
320 y 331 del Código de Procedimientos en lo Criminal, la 
declaración prestada |ior el procesado ante Ta policía no 
puede ser invalidada por la que preste ante el juez de la 
causa. 

Para que el miedo exima de responsabilidad es 
preciso que perturbe de tal modo el ánimo del procesado 
que le haga |>erder |*>r completo la conciencia fie sus pro- 
pios actos. ' 

y Es justa la sentencia que condena a la pena é; 
veinte años de presidio y accesorias legales al autor de un 



homicidio perpetrado con tas circunstancias agravantes 
establecidas por los artículos 84. inciso 13. primera parte. 
85 y 88 del Código Penal, y atenuante del artículo 83, 
inciso i." del mismo código. 

Caso ; Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA J»K!. JUEZ UITRADO 

Vista esta causa criminal sentida de oficie» contra Agus- 
tín Medina, sin apodo, de cuarenta y un años, chileno, jorna- 
len), domici liado en Caminí ver. eom prensión de < «astro : por 
el delito de homicidio |>crpctrado en la persona de Pablo Cióme* 
y. además. |>or el de heridas inferidas con arma de fuego en 
el mismo acto, contra José Díaz. Resulta: que el dia 24 de 
octuhre de 1912. el sefior comisario de (lastres don Julio O. de 
Antueno, recibió la carta de fs. 1. datada en Carhué Xcyeo a 
2$ del misino mes, en la cual José Díaz le denunciaba que se 
encontralta herido y lo hahia sido por José Agustín Medina. 
Trasladándose inmediatamente, dicho señor comisario, al lugar 
de los hechos, donde instruyó la prevención de fs. 2 a fs. 17, 
míe la jefatura de policía elevó con el oficio de fs. 18 en 20 
de diciembre, en cuya misma fecha este juzgado ordenó la 
organización del Mima río criminal correspondiente, recibiendo 
la indagatoria del acusado José Agustín Medina quien declaró, 
confesando »er autor del homicidio de Pablo (lómez y de las 
lesiones a José Díaz, confesando, también, que alando notó 
que Gómez falleció, tomó el cadáver y fijándolo a la cincha 
de la montura de su catado, lo arrastró hasta unas quince cua- 
dras donde lo echó a un lado de la vía pública. Confesó, por 
fin. ser también autor de las lesiones inferidas a José Diaz. 
Cerrado el sumario por el auto de prisión preventiva de fs 23. 
se pasaron los autos al señor fiscal, «filien a fs, 24 acusó a José 
Agustín Medina, como autor de ambos delitos, requiriendo que 
se le aplicase la pena de .yeinticineo años de presidio por tra- 
tarse de homicidio alevoso. Corrido traslado contestó el acu- 
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sado, mediante su defensor don Rafael Mesa de l.i Vega, ale- 
gando que el crimen lo cometió Medina liajo la impresión de 
la embriaguez, del miedo y |»or fin en defensa propia, solici 
tando su absolución de ctilfxi y cargo. Recibida la cansa a 
prueba, la produjo solamente el acusado» la que sale de fs. 30 
a fs. 30.. en qué a requerimiento fiscal, se pidieron autos, prf>- 
v i delicia que se notificó al defensor del acusado a fs. 40. en 20 
de marzo de kj»i 4. K11 este estado, el proceso, con el certificado 
de! actuario de fs. 40 vía., fue traído al despacho el día 12 de 
abril próximo pasado, en cuya misma fecha se pidieron nueva- 
mente los autos para sentencia, señalándose la audiencia del 
día 2 \ de abril anterior |Kira que las partes informasen 111 toce, 
lo que lio verificaron, renunciando el señor fiscal a todo otro 
procedimiento ciial consta de fs, 41. 

Y considerando ; 

1." (Juc el cuerpo del delito de homicidio de Pablo Gómez, 
resulta plenamente acreditado con el reconocí miento empírico 
de* fs. 1 1 vta. verificad*» por los señores Régulo Ton i y Moisés 
Alfaro. |H>r falta de facultativo en la comarca de Cari nú- Ni- 
veo; quienes certifican liajo juramento, que vieron el cadá- 
ver de PaMo Gómez en un sitio que da vuelta el mayín de 
don Tomás González, corito a veinte cuadras sobre la vía, con 
Iris pies juntos y cruzados como señal evidente de haber sido 
arrastrado pnr larga distancia, "Que presentaba vestigios de 
grandes quemaduras en la calieza. pecho y espaldas, producidas 
por el roce por el suelo, lo que linee stqioucr ha sido llevado a 
la cincha del caballo, porque dejaba un rastrillado en todo el 
trayecto. Que. además, presentaba una herida de líala en el 
costado izquierdo, alia jo del brazo, que debió producir la 
muerte". A fs. 17 corre la partida de defunción de la victima. 
VA cuerpo del otro delito de lesión grave de José Díaz resulta- 
igualmente comprobado por el reconocimiento verificado por 
los empíricos Marcelino López y Ramón Mella, fs. t4 vta 
quienes acreditan bajo juramento, "que presentaba una herí fia 
de hala en la pierna derecha arrília del tobillo que cortó, no 
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solamente ta carne y los nervios, sino que fracturó todo el 
hues«>. k> que le imposibilitaría permanentemente el uso de 
esa pierna". 

2, " La responsabilidad del acusado, resulta plenamente 
acretlitada por sus propias confesiones de fs. 13 y fs. 10. aqué- 
llas rendida ante la policía, en la misma época del crimen, y 
después ante este juzgado en su indagatoria <fc fs. 19. donde 
declaró, en substancia: "Que al acercar ya la noche del 22 de 
octubre de 1912, el acusado, después de comprar víveres en la 
casa de Peirano y Podcslá. donde se encontraban, también. 
José Cides. Carmen Clallcgre y el infortunado Pablo Gómez, 
quienes to<los se fueron a cenar en el rancho de Tomás Gon- 
zález, lo cual es falso, pues fué en el rancho de doña Ktén de 
Sepúlvcda donde el acusado y los otros comensales compraron 
carne: retirándose todos cada cual con el trozo de carne rpie 
tenían, a sus respectivas casas. Que durante la comida en el ran- 
cho de Tomás González. Pablo Gómez propúsnle al acusado co- 
rrer Una carrera, desafío míe éste declinó por no tener ovejas, 
que era el precio de la apuesta. Que cuando los comensales 
ya se retiralKin y el acusado montó a su yegua, montó también 
el desventurado Pablo Gómez a su caballo colocándose, no 
solamente a la par sino delante riel acusado, quien |>or solo eso 
y temiendo que Gómez tuviese mala intención, hizo eontra él 
tres tiros de su revólver, hasta dejarlo muerto: dis|»arando. 
también contra Juan Díaz míe les seguía, no sabiendo si hirió 
a éste. Que luego de cerciorarse que Gómez vacia muerto, el 
acusado se desmontó y atando e | cadáver a la montura de su 
yegua, arrastró ese cuerpo inanimado por más de quince cua- 
dras, arrojándolo fuera fie la vía. Esta confesión, paladina, 
■une la meditada acusación fiscal de fs. 24, ha estudiado y co- 
mentado con celo, le ha conducido a concluir rpic se trata de 
un homicidio alevoso, que no tiene atenuante alguna y merece 
que el asesino sea castigado con el máximo de la pena de vein- 
ticinco años de presidio establecida por el artículo 17, inciso 
K" de la ley N." 4181). 

3. " La vigorosa defensa del acusado, que corre de fs. h \n a 
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35. reconociendo los sólido» fundamentos de la acusación fis- 
cal, busca una explicación del crimcii y alega tres excusas que 
pasamos a considerar separadamente, a saber: la embriaguez, 
el miedo y la defensa legítima. Comenzando |x>r la excusa de 
embriaguez, ella no resulta comprobada en forma alguna. Todo 
lo que consta es, que desde la casa de iVimno y Podestá. donde 
el acusado compró algunos víveres, y por acercarse ya la noche 
se retiró al rancho de Tomás González, que ese día haliía car- 
neado, con el objeto de cenar, yendo allí también con el mismo' 
objeto José Codos, Carmen Gallegrc y los infortunados Pablo 
Gómez y José Díaz. Durante el asado, es probable que los ¡co- 
mensales libaran algo de vino. i>cro minea en cantidad tal. «me 
les produjese la embriaguez completa a que alude el art. 81 
del Código Penal.: pero ni siguiera la embriaguez parcial cjjtie 
confonne al art. 84 fuese circunstancia atenuante de la respon- 
sabilidad criminal. Concluida la frugal tena, cada cual se retiró, 
yéndose victima y victimario al |»a1cnquc jiara tomar sus ca- 
ballos con intención de dirigirse a sus res|»eclivas casas. Tan 
pronto como Pablo Gómez y el acusado montaron a sus res» 
lectivos caballos, fué «pie el chileno acusado, desnudó su revól- 
ver e hizo fuego contra Gómez, dcrriliándoln del catadlo con 
el primer tiro que dió en el blanco. Kl herido caído en tierra 
gritó. al acusadu José A. Medina que no le tírase más; ]>ero 
éste siguió acribil lamiólo con dos o más balazos hasta darle 
muerte, hiriendo también gravemente en la pierna a José Díaz 
que se interpuso |tara evitar el crimen. Tan inteui|iestívo e 
inmotivado resulta que la acusación fiscal de fs. 24. no ha 
vacilarlo en concluir que se trata de un' homicidio alevoso. 

4." I-a minuciosa declaración de la señora chilena Kten de 
Scptilveda. en cuya casa cenaron los antes expresados, des- 
miente cu absoluto, todas las excusas del acusarlo de quien 
era a >m patriota, quien en esa declaración que sale de fs. 5 a 
fs. 10 relata Ui extenso cuanto pasó en la noche aquella en su 
presencia, asegurando que cuando el acusado y su victima, 
awW a caballo, se disponían a iwirtir. después de cenar, a sm 
respectivas casas. Merlina sin causa alguna dió muerte a Pablo 



Gómez, desoyendo sus clamores, e hirió al propio tiempo a José 
Díaz. Afirma que de los protagonistas expresados, quien pa- 
recía bastante embriagado era el finailo Gómez, pero que su 
matador apenas si tomó ni revelaba borrachera. Tan. cierto es 
esto y de que el acusado se dio perfecta cuenta de sus actos, 
es que arrastró el cadáver de su víctima con el designio pro- 
bable de hacerlo dcsafwrecer. designio que le resultaría irrea- 
lizable. Entonces regresó al día siguiente, a la casa de sil com- 
patriota la señora Eten de Sr.púlveda con el doble plan de indu- 
cirla a que esa señora ocultase el hecho sin fiar de él cuenta a 
nadie; y al mismo tieni|Mi le pidió le projiorcionasc un poro 
de aceite para limpiar el revólver con que dió muerte a Gómez, 
y con que hirió también a Díaz, verificándolo así y mandándose 
a mudar hasta que fué capturado por la policía. Hechos son 
estos tollos, que revelan claramente que ei homicidio fué inmo- 
tivado y fruto únicamente de sentimientos mezquinos contra 
la víctima. 

5« q igualmente antojadizas son las otras dos excusas del 
acusado |x»rque la de legítima defensa no puede ser más atre- 
vida, si se considera que no hubo provocación y menos agre- 
sión alguna de Ta víctima contra su matador, ni medio racional 
en acometer inopinadamente, a rc]jctidos balazos a quien solo 
hizo clamar para que no lo ultimase. I<a otra excusa de que el 
homicida delinquió 1»ajo la impresión del miedo grave, es más 
viable, aunque palmariamente contradictoria, con la ante- 
rior de legítima defensa. Kse miedo solo puede explicarse 
supon tendo que tuviese alguna causa, pues no hay efecto que 
no la suponga . ¿ Hay en autos algún antecedente que hubiese 
hecho generar en el alma fiel homicida ese miedo que le hu- 
biese colocado en la terrible disyuntiva de morir p fie matar? 
No. Todo cuanto jiasó y hubo durante el breve momento en 
que la víctima y el victimario cenaron juntos, es según afirma 
el acusado, aunque ello no consta, que diz que Gómez lo hu- 
biese desafiado a correr una carrera apostando unas ovejas. 
En la gratuita y bondadosa hipótesis de ser eso cierto, lo 
que no consta, salta a la vista que ese solo antecedente no 
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podía producir en el alma del acusado un terror tal que lo 
hubiese dejado sin otro camino que matar al infortunado Gó- 
mez. Suponemos mucho más cu favor del acusado, y es que 
esa misma noche o al siguiente día. hubiese tenido lugar la 
carrera ilesa fiada y que la apuesta hubiese sido ya perdida 
|K>r el acusado, quid jura? VA resultado habría sido que el 
acusado tuviese que t<;;¿;;¡r Uha. dos o más ovejas: pttQ i*>r 
mucho que se esfuercen las deducciones no se alcanza a enten- 
der que ese fuese causa de un miedo cerval, y mucho menos 
que no admitiese otra resolución c|iie la de dar muerte a Gómez. 

PÍO obstante la futilidad de esla excusa, sin embargo y en 
acto fie mera equidad y condescendencia, damos |>or probado 
que el acusado obró por miedo, ya míe esta situación fiel espí- 
ritu no puede subordinarse a reglas de exactitud matemática, 
timonees el caso de excepción qíie contempla el caso 5." del 
art. Si del Código Penal. lam|K*co comprendería al acusado» 
desde que no obró violentado i»or fuerza irresistible física o 
moral, según los términos literales ele, la ley. Prestando fe a 
la afirmación del acusado sobre que no pudia competir con 
Gómez en la carrera desafiada |*>rqtic la yegua que montaba 
aquél estuviese cansada, es indiulable que ese solo antecedente 
no le autorízala pira dar muerte a Gómez, ni siquiera antes 
de que la carrera se hubiese virificado. Por consecuencia ese 
miedo detrás del cual se parapeta el acusado, seria apenas un 
temor que solo resultaría comprendido, como circunstancia 
atenuante entre las que establece el art. 83. inc. t. ü del Código 
Penal. 

fV* líu resumen el delito resulta comprendido en el art. 17. 
inc. 1." de la ley 41 So,, que lo castiga con la pena de diez a vein- 
ticinco años de presidio, tal cual así lo demuestra la acusación 
fiscal de fs. 24. con la única divergencia de una circunstancia 
atenuante, la indicada en el número anterior, circunstancia que 
impide aplicar al acusado el máximum de la |»ena referida, 
limitándola a la de viente años de presidio. 

Por lo expuesto. Tallo: declarando a José Agustín Me- 
dina fie las generales de fs. ü). autor convicio y confeso del 
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delito de homicidio perpetrado en la persona 'le Pablo Gómez, 
y delito de lesión grave «pie en ese misino acto mí i rió a José 
Díaz : con una circunstancia atenuante y las agravantes 2. a . jt\ 
13 y 18 <tel art. 84 del Código IVnal : y te condeno a sufrir la 
]»ena de veinte años de presidio, sus accesorios del art. 63 y al 
pago de tas costas procesales; con descuento del tiempo de su 
prisión preventiva; pena míe purgará en la Penitenciaría Na- 
cional o en otro presidio (pie señale el Poder Ejecutivo. Pro- 
nunciado en la sala de mi despacho en Kawson, el día ochó de 
mayo de mil novecientos quince- Tómese razón y elévese a la 
Kxma. Cámara de A [ilación en o insulta con forme el art. 00,2 
del Procedimiento Criminal. — Lt4ts Navarro Carcai/a. — 
Ante mi: 0&ár RirltrUt. 

SKNTKKCIA DK I. A CASI A KA l f Kl>KRA|. |>K Al'KLACIOXKS 

La Pial*. Pcbrtfo i» <tt 1*16 

Y vistos: Considerando: 

íjue en este proceso hay prueba plena de la existencia de 
los delitos de homicidio en Ta persona de Pahfo Gómez y de 
lesiones inferidas a José Díaz; como la hay también de ente el 
autor de ambos delitos es el procesado José Agustín Medina; 
no discrepando la acusación y la defensa sobre estos hechos, 
Sitio acerca de la responsabilidad que en ellos incumba al [tro- 
cesado. 

Que ta defensa ha aducido en favor de éste las eximentes 
señaladas |xir et art 85. ines. 1." y 8," alegando que Medina 
ha procedida' tajo la influencia de una doble j>erturbaeióii. 
ocasionada |>or el estado de embriaguez en (jiie se encontraba, 
y i»*r el miedo que le infundió Gómez con su actitud provoca- 
dora; y cpie. agrediendo a éste ha obrado en defensa propia; 
circunstancias tonas rpie lo eximen de responsabilidad penal. 

Oue la eximente de embriaguez no sólo 110 está justificada 
en autos, sino que sus constancias la desautorizan completa- 
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mente. \mr lo que no puede tomarse en cuenta, ni aun como 
causa ele atenuación. 

íjue tauqioco está probada la defensa legitima, pues no hit 
mediado agresión alguna de jjftictc de Gómez que pudiera justi- 
ficar el usii que el procesado hizo fie su revólver, Kn su pri- 
mera declaración dijo Medina, ante la |*olicía. que cuando él 
.salir» j«tra montar a caí sillo, salió Gómez '"a hacer igual cosa 
n a agredirlo" ; y tal declaración fué plenamente ratificada 
ante el juez de la causa. No obstante, allí, después de ratificar 
su declaración primera, el procesado agrega detalles que están 
en completa contradicción con aquélla, asegurando que Gómez, 
cuando salió fuera, "se le fué encima. |mr Jo que d declarante 
disparó hacia el i»alciiquc. donde se encontraba atado su caldi- 
llo, con intención de subirlo e irse, pero que Gómez no le díó 
tiempo. i»or lo que el declarante, dejando su catadlo dónde 
estalla, se disparó hacia un mallín y que después regresó, y en 
cuanto subió a caballo corrió Gómez y se le pliso delante, y 
que en estas circunstancias fué que el declarante le hizo el 
primer disparo", etc. Tero esta declaración, que no puede inva- 
lidar la primera mientras no se proceda en los términos de los 
nrts. 3 jo y 32 1 del Céidigo de Procedimientos, está desautori- 
zada |»or los testimonios de Diaz y la Sefntlveda, Esta no ha 
visto tal provocación y aquél dice que Gómez "al ver que había 
montado su compañero, como estuviese algo tomado, trató de 
irse él también, haciéndose acompañar fie Merlina", -con quien 
había venido : luego agrega : "que conforme montó Gómez. 
Medina le disparó un tiro y lo volteó del caliallo : tirándote 
en seguida otro ; diciéndole Gómez desde el suelo que no le 
tirara más, pero que siempre le tiró dos más..,'' 

Que en lo referente a la otra eximente que la defensa lia 
alegado, la de que el procesado ha obrado bajo la influencia 
fiel temor que le produjo la actitud de Gómez, deln observarse 
que esa causal sólo eximiría de responsabilidad si el miedo 
hubiera |*Tturliado «te tal modo el ánimo del procesado que le 
hubiera hechu ¡terrier |»r completo la conciencia de sus propios 
actos. Pero las constancias de autos no revelan fie |wrtc fie 
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Gómez «na actitud «|ul* pudiera determinar ese temor excesivo 
en Medina. <pic estalm armado con cuchillo y revólver, un 
criando solo, y se encontraba por último, frente a un beodo 
cuyos ataques podía ventajosamente repeler. 

Que no oí atante las preeer lentes consideraciones, no h:>v 
duda ile que Medina, lejos de provocar a su víctima lia tratado 
ile eludir la disensión que había trabad) i eon ésta; y a ese tm 
alzó la carne «pie constituía su cena y se dispuso ;i marcharse. 
Ha temido unes, :i sn contendor y ba tratado di- abandonar <l 
terreno peligroso en que se encontrad, ante fiómez excitado 
por la bebida. Asi, cuando montó a caballo |iara abandonar 
casas y he visto la actitud de Cómc* «pie si- disponía a seguirlo, 
es fundado afirmar que ha temido encontrarse solo con él en 
las sierras: y aun sin que íiónie/ nada hiciera de i>articutar 
que pudiera interpretarse como una provocación, puesto que 
su actitud hizo creer a Oía;: que solo buscaba :n-o,npañarse 
con Medina para rio irse solo porque cstalta ebrio, y el misun. 
Medina, cuando sr dispuso a retirarse y llegó Gómez, no supo 
bien si éste il»a "a hacer igual cosa o a agredirlo", el procesado, 
desconfiando d» la futura actitud de «".ónu-z. ha preferido «de- 
sde y liquidar una situación que ha considerado peli- 
grosa, si se dilataba. Mero estos antecedentes, asi interpreta- 
dos en favor del procesado en todo lo que ofrezcan de rn-bu- 
1< sos, llegan apenas a fundar una causa de ateuunació» en su 
favor, en los términos del art. 83, htc, 1." del Código I Vital, 
Kxisten eii cambio, la agravante del inciso 13. primera 
parte, art. R4, y la del otro delito de lesiones |>orque también 
se le acusa, plenamente probado en autos, arts. y H8, todos 
del Código Penal 

Por estos fundamenlos v sus concordantes, se continua 
11 costas, la sentencia apelada de fojas _|t ; y devuélvase — 
. Gttidti Larulíe. — José Marcó. — Antonio L. Morcsmira. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

B«t>«» Aire* lulio 23 U IV». 

Vistos y considerando: 
Mué está plenamente comprobado en estos autos el homi- 
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cidio iK-riwtrado en ta persona de Pablo Gómez y las herida* 
inferida* a José Díaz, según resulta de la propia con fisión dtel 
procesado y de los demás antecedentes de la causa relacionados 
en la sentencia de fojas 41 a 44 y 56 a 59. 

Que estos a «tecei lentes demuestran que los delitos que 
causaron la muerte de Gómez y la herida de Díaz, no fueron 
consumados en «ti estado de perturbación dé los sentidos ((lie 
hubiera impedido a su autor tener la conciencia de esos actos, 
circunstancia, que |Jor otra |>artc, contradicen sus propias ma- 
nifestaciones de fojas y fojas 19 en las que expresa cómo 
se realizaron los hechos delictuosos de que se trata. 

tjne us además de tenerse presente que no se lia ofrecido 
en esta instancia observación alguna que contradiga la verdad 
de los hechos fie que se hace mérito en ta sentencia que condena 
al reo a la iicna de presidio por el termino de veinte años con 
arreglo a lo establecido en el artículo 17, capítulo 1.", inciso 1 * 
fie la ley de reformas al Código Penal y sus accesorias legales, 
después tle tomar en consideración en su favor la atenuante 
(leí artículo 83, inciso 1." del mismo Código. 

Por ello y sus fundamentos se confirma ta sentencia a|xr- 
lada de fojas 56, con costas, Notifíqucsc original y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 

Sol.AR, — D. K. PAtACTfl.— 
J. Kir.UlvROA A MURTA. 



Fisco Nacional, contra los señores José Í>, Hernández y 
Luciano (Jija, por reivirnikacián 

Sumario ¡ 1." Kl hecho de que el juez de la causa no tt ue en 
consideración todos y cada uno tle los argumentos qtíe las 
lurtes aduzcan para sostener la procedencia o ¡tnprocc- 
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dcncia tic la acción entablada, no puede fundar el recurso 
de nulidad, porque ninguna ley se lo ordena ni el dejar 
de hacerlo implica violación de las formas y solemnidades 
de los juicios que prescriben las leyes, ni del derecho de 
defensa, 

3." El convenio celebrado |x>r la Nación y la provincia 
de Buenos Aires, aprobado |wr la ley del Congreso nú- 
mero 443Ó. en virtud del cual ésta transfirió a aquélla 
el puerto de La Plata y los terrenos y construcciones que 
en él se expresan, ¡injerta una cesión de acciones permi- 
tida, con arreglci a la disposición contenida en términos 
generales por el articulo 1444 del Código Civil, en virtud 
de la cual la Nación puede intentar en su interés las accio- 
nes que a la provincia compitieran, entre ellas, la reivindi- 
catoría, en su carácter de dueña originaria de la cosa, torta 
vez que el articulo 2788 y siguientes del mismo código i*er- 
miien hacer valer contra el poseedor títulos de propiedad, 
como los de la provincia, anteriores a la .posesión preten- 
dida por los demandados. 

3. " Debiendo ser la prueba testimonial de la prescrip- 
ción treintenaria clara y termina He, toda vez que ella es 
prevalente sobre el mejor de los títulos legales y puede 
oponerle contra el verdadero proletario (art. 3<>jy Cód. 
Civil ) corres|xmde el rechazo de diclia excepción en un 
caso en que existe contradicción entre lt*s testigm en un 
punto esencial, cual es la ubicación precisa, exacta del bien 
que se pretende presen pto; en que la razón del dicho de 
los testigos es insuficiente, y en que la declarada continui- 
dad de la |>osesión aparece cont radicha por los mismos 
títulos de adquisición presentados |>or los demandados 

4. " Una información producida (jara acreditar la po- 
sesión treintenaria, ante un juez ¡ncomjwtente. sin audien- 
cia fiscal y sin (pie los testigos declaren en forma legal, 110 
constituye un título que justifique la buena fe del infor- 
mante. 

5. " A los efectos del derecho dé retención que acuerda 
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el articulo 2428 del Código Civil, la excepción de pres- 
eripoión treintenaria es una prueba contra ta presunción 
de turnia fe en el poseedor que dectara el artículo 2362 del 
misino Código. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
SENTENCIA DEL JUEZ FEDEltAI, 

Y vistos estos autos seguidos ]M>r el ministerio fiscal con? 
tra José D. Hernández y Ron Luciano L'go |x>r reivindicación : 
de los míe resulta : 

Que el Ministerio Fiscal en representación del fisco de la 
Nación y en cumplimiento de instrucciones recibidas, deduce 
la demanda para recuperar un terreno «Ríe los demandados po- 
seen en la isla Santiago, compuesto de noventa mil doscientos 
veinte metros cuadrados, aproximadamente, con los linderos 
<|ue se indican. Dice <|iic los demandados invocan la prescrip- 
ción treintenaria. lo que al Gobierno no le consta, ni acepta ; y 
<|Ue los demandado* están dispuestos a reconocer el dominio de 
ta Nación con la sola exigencia de que le sean indemnizadas 
tas mejoras introducidas en el fundo. Recuerda que Ugo fué 
vencido en el interdicto míe dedujo ante este juzgado por esta 
misma tierra, pirque no llegó a acreditar siquiera la posesión 
anual. Fundando los derechos de dominio que corres|Kit«leu a 
la Nación, dice inte la isla Santiago está comprendida dentro 
de los limites jurisdiccionales de la provincia de Buenos Aires, 
como *v desprende de la respectiva carta geográfica, dé la Cons- 
titución provincial y de las leyes correlativas; que la provincia 
ha ejercido sobre ellas el dominio privado y el eminente, en los 
términos establecidos t*>r el Código Civil, ejecutando actos de 
propietario di un modo reiterado y público. Cita en apoyo de 
esta última afirmación el decreto de 17 de Diciembre de iAjo 
que ordenó al liepartamento de Ingenien* la mensura de las 
tierras de la isla o monte Santiago. operación que fué realizada 
en iflrja ; el decreto de 24 de febrero de 1904 que emplazó a 
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|ímU>s los ocupantes de la isla para que dentro de un término pe- 
rentorio se presentaran a la oficina de tierras públicas y 
solicitaran en arrendamiento los lotes que ocultaban. Iiajo 
apercibimiento de inmediato desalojo |x>r la fuerza pública, 
habiéndose presentado numerosos ocupantes que reeunocicron 
el carácter precario de su posesión. Hace notar que ninguno 
de tos demandados se presento ni protestó del citado decreto; 
ni tan -poco figura ninguno de ellos como tales ocupantes en la 
mensura de 18**2 practicada por el ingenien 1 Kratissc: y amitos 
actos, decreto y mensura, afectaban indiscutiblemente los dere- 
chos posesorios que pudieran tener los demandados en la isla 
Santiago e importaban una interrufición de totla prescripción 
posterior y una mutación en la cansa misma de la posesión, que 
quedaba con el carácter de precaria. Afirma también que la Pro- 
vincia de Hílenos Aires, por la ley de 11 de cuero de iftft" declaró 
inajenables los terrenos de la isla Santiago: y esa ley estuvo 
en vigencia hasta KJ04 en que la legislatura ratificó el contrato 
fie venta del puerto de La Mata a la Nación dentro del cual iba 
comprendida la citada isla : y s'endo inajenable* esas tierras, 
no lian jiodido ser objete» de api^piación particular, ni aún por 
prescripción, porque sólo se admitieren por este medio las cosas 
que están en el comercio; y no lo están aquellas cuya enajena- 
ción fuere expresamente prohibida, según reglas establecida* 
por el Código Civil. Finalmente, menciona la venta del puerto 
a ja Xacióu por contrato de »y de Agosto de 1904. ratificado 
l*or la ley nacional .4436 y |>or la provincial de 4 de Octubre de 
10x4; y en la primera ele ellas se estableció que el hecho de la 
cesión del puerto no suponía el reconocimiento como de pro- 
piedad privada de los terrenos e instalaciones existentes en 
poder de particulares, sin titulo legal, y por el contrario la pro- 
vincia transferia a la Nación todos los privilegios, derechos y 
acciones para hacerlos valer en su portunidad, inodo y forma 
que creyere conveniente. Sostiene que los particulares a que 
alude la ley son ios no expresamente reconocidos como tale* 
en el artículo 3.". incisos t." a 7." del contrito citado. El Gobier- 
no ríe la Nación, sucesor tegal del dominio y ]m «sesión fie los 
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derechos y acciones qne tenía el tic la Provincia sobre la isla 
Santiago, ejercita en estos, autos la acción rei vindicatoria, ha- 
biendo ii«*r su jarte ejecutado actos de j*wesión y dominio como 
son la mensura, ordenada |*>r decreto de 30 de Marzo de 10,05, 
paretieada j>or los injenicros Valentín Virasoro, Víctor M, 
Herrera y Justo V. Kscoljar, y el acto de toma ele posesión to- 
mada jior el .Ministerio de .Marina el 15 de Diciembre de tq») 
de la paite de la isla Santiago comprendida entre el canal de 
entrada del Río Santiago y el Río dé, la Plata. Concluye pidien- 
do en virtud de tales antecedentes y de las disposiciones del 
Código Civil míe cita, se condene a los demandados a la res- 
tituctón del terreno que detentan, con todos sus accesorios, fru- 
tos y productos percibidos, tos míe hubieran dejado de percibir 
y las costas del juicio. 

Contestando la demanda, el representante de los deman- 
dados afirma, en primer lindar, mte el Gobierno de la Nación 
110 lia adquirido del de la provincia la propiedad de la tierra 
que viene a reinvindicar en este juicio; en segundo lugar, que 
el gobierno de la provincia jicrdió el dominio por prescripción 
operada en su contra; y por último que quizá nunca tuvo ese 
dominio la provincia por haber salido del «Lominio fiscal el 
monte Santiago desde el año iftift. Fundando estas conclusio- 
nes y contestando los hechos fu n< laméntales en que se apoya 
la demanda, sostiene que los actos de mensura constituyen ac- 
tos posesorios cuando se practican entre |Kirticnlares con cita- 
rión dé linderos y con ocupación real de la tierra : pero no lo 
es el simple deslinde iK-rimctral realizado por la autoridad 
pública con terrenos colindantes del puerto y riberas, que es 
de presumir practicado en razón de alguna ol»ra pública; que 
el decreto provincial de iijo^. lejos de jtcrjiuficnr a los deman- 
dados, consolida si es posible su derecho de posesión, porque 
el hecho de i|ue los demandados no hayan sido desalojados de- 
muestra que mi se t ra tafia de simples ocupantes de ocasión, 
como los que se presentaron reconociendo el dominio fiscal, 
siini de poseedores a titulo de propietarios; que no conoce la 
mensura «le Kraussc. pero si ha sido bien hecha, delw figurar 
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como propietario Luciano Ugo. pues la documentación que 
acompaña prueba que cataba establecido con anterioridad a 
1880 y que en 1903 enajenaba ya a Tomás RaiKiUini- los ilt-se- 
chos y acciones que poseía desde niuchu tiempo ; cjnc la pro- 
vincia no ha peni ido declarar inajenables tas tierras de la isla 
Santiago, porque tul declaración sólo ha" podido hacerse por el 
Congreso Nacional, pues de lo contrario listaría una ley pro- 
vincial iwra dejar sin efecto disposiciones terminantes del Có- 
digo Civil, según las cuales puede prescribirse contra la Nación, 
las provincias y tas municipalidades ; que |*tr otra parte, la Tey 
que se invoca, sólo tiene nn alcance meramente administrativo, 
aplicación interna en la administración de la provincia, pe- 
ro ella no lia impedido que la prescripción se opere, coiim se 
ha operado por la («osesión irciutenaria, que ojíOrjttuia¡neiité 
se proliará. y (pie está \*w lo pronto constatada por los .-Lim- 
pios montes de sanees, álamos, ele, cuya edad puede determi 
narse fácilmente por los entendidos. Sostiene que hahtcnd" 
penlido la provincia el dominio de la tierra cu litigo, la Na- 
ción no ha adquirido derecho alguno por el liedlo de la cesión 
del puerto; y asi en el acta del 21 > de agosto de 10x14 que cons- 
tituye la liase del título invocado i*>r la Nación, se dice que 
se exceptúan de la venta las construcciones de determmadi >< 
térra** y lf»s demás vendidos o enajenados de otro modo a 
particulares, con lo que anillos contratantes preveían un mudo 
de enajenación distinto de la venta, que no podría ser otro qije 
la tolerancia en la prescripción ; que esto aparece más claro eu 
el artículo 2." en que se declara vender una superficie aproxi- 
mada de trece millones de metros eu la isla y monte Santiago, 
"sin perjuicio de legítimos dereehns de terceros"; y consi- 
dera evidente que tales derechos, genérica e indeterminada- 
tc expresados no han podido referirse sino a los ocupantes 
con derecho de prescripción: y que. por último, la cláusula 
especial que resiionsalñliza a la provincia |»or la evieción. 
pmeki que los contratantes previeron que había legítimos de- 
rechos de terceros que ta Nación se vería obligada a reconocer. 
Afirma que la Nación nunca lomó posesión de la tierra que 
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hoy viene a reivindicar, y la mejor 'pfíiéíá de ello es el acta 
de posean que aa amaña la demanda, cuya lectura revela que 
se trata de una diligencia de mera fórmula, realizada en una 
oficina pública, pero que no se lia producido legalmente, núes 
ile lo contrarió habría sido subscripta |*>r los ocupantes. Re- 
montándole a los antecedentes coloniales dice i|iie procurará 
establecer m la época oportuna del juicio que en tojíí más o 
menos el C.ol>ernador liernandarias de Suavedra hi/.o donación 
de esas tierras a don Bartolomé l/ipcx. quién la vendió en 
parte a don Antonio l'.utiérrez llarragán. cuyo dominio dió 
mimbre a toda í;i fcpria. Penetrando en los detalles de la de- 
manda, el demandado se sorprende que el actor funde su afir- 
mación de que, los demandados están dispuestos a reconocer e! 
dominio fiscal, exigiendo solo el pago de las mejoras, en la 
carta de su letrado, que no inqnirta confesión alguna de la pro- 
piedad del gobierno, y si soío una propuesta de arreglo que él 
mismo reproduce en el interés de evitarse mi pleito, lo que 
revela su buena fe y propósito eonciliador. Acompaña el titulo 
que acredita la posesión treiiitunaria del actor ofrccien<tn ade- 
más otras pruebas eonctuyeiiles en su o|Jortunídad. Concluye 
negando (pie su |mscsTÓn dale decién de looo, pues la inscrip- 
ción fiel título en el Registro de la propiedad es de 1003: niega 
asimismo que el interdicto se hubiera perdido |w>r la razón que 
se consigna en la demanda, pues solo se falló en primera ins- 
tancia, rechazándose allí la acción posesoria \n*r 110 haberse 
determinado cotí claridad que el titulo se refería al mismo 
terreno; y en el hecho no se siguió el trámite, porque se 
juró la posesión ele la tierra, Pide, en consecuencia, el rechazo 
ríe la demanda. COU costas, a menos que el ministerio fiscal 
convenga desde ahora en la designación de |>critos para ta esti- 
mación de las mejoras, según la propuesta que dejan formu- 
lada: y sulísidiariameiite. |>ara el caso improbable de que fuera 
admitida ln reivindicación, invoca el derecho de retención esta- 
blecido jMtr el artículo 2.128 del Código Civil, hasta tanto te 
sc;in pagadas las mejoras necesarias y útiles. 

Transmitida esta proposición de arreglo al ministerio fií 
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cal, no fue aceptada, continuando el juicio sn curso, con la pro- 
ducción <lc las pruebas que ha certificado el actuario a fs. 178. 
y los alefatos de ambas partes, con los <juc. consentida ta pre- 
videncia de autos, c|iiedó esta cansa en estado de sentencia. 

Y considerando: 

l.° Que las tierras denominadas antiguamente Monte 
Santiago y Hoy isla Santiago, lian sido consideradas siempre 
como tierra firme, nunca como islas formadas en el lecho del 
fío» que las colocara en !a categoría de bienes del -dominio pú- 
blico con arreglo al art. 2340. inciso 6¿* del Código Civil. La 
construcción del puerto ha convertido artificialmente parte de 
ese monte en una isla, y de ahi su nombre actual ; pero se trata 
de bienes privados del Estado, y asi han sido siempre conside- 
rados, como lo demuestran las diferentes leyes <\m- cita la 
demanda y lo reconocen ambas partes, 

2/ 1 Qav 110 hay pmelia de míe la Corona de l-'^paña se 
haya dcspremliflo del dominio de esa parte del territorio < [tu- 
se denominó después monte o isla Santiago. La prueba traída 
a los autos por los demandados, es insuficiente para dar por 
constatado ose hecho. Kn efecto, la Merced Real <|itc se lee en 
testimonio a fs. 134 hecha al Licenciado Pablo Francisco de 
,f dos suertes de cabezadas" en el pago de la Magdalena, evi- 
dentemente no se refieren a los terrenos anegadizos de los ijitr 
son hoy Monte e Isla Santiago, como lo demuestra el IVpar 
tamento de Ingenieros, fs. 152; y en cnanto a hi merced de 
de l'tcnavidcz I fs. i.V 1 '■ s ¡ bien se refiere a terrenos 
anegadizos como los «le autos, faltan datos suficientes para 
establecer la uliieaeíón exacta une eom sponde a las tierras de 
esa Merced en la costa de la Knsonada. Prnelwi de la insufi- 
ciencia de esta documentación, es la investigación que los mis- 
mos demandado- hacen en el Archivo de Indias, según mani- 
festación de fs. 187 vta. 

3 " Qne l M>r 1° tanto, tas tierras del Monte e Isla Santiago, 
aparecen incorporadas al dominio privado de la provincia de 
Buenos Aires, la que ha legislado sobre tilas en tal carácter, y 
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entre otras, calie mencionar la ya recordada ley de tierras de 
10 de enero de ¡8ó~, la «|iic según a f in naciones de la demanda, 
las declaró i nen ajen a bles. Tal declaración ha podido lia. cria 
la provincia jx>r ley de su legislatura en los términos del art. 
-\*37 «1*1 Código Civil : y los escribidos de la i>arte demandada 
■perto a las facultades de la provincia para legislar en tal 
sentido, se disipan fácilmente con sólo o nwiflftvr "qué los sjm: 
pies particulares pueden poner fuera de comercio, las cosas 
de su dominio. i*»r actos entre vivos o disposiciones d<- última 
voluntad, articulo citado,- inciso 2", Pero es el caso que la ley 
provincial de rX'i/ no ha hecho tal declaración de menaje- 
uahilidad. La palabra inWafeMbÍc t no existe. por lo pronto 
en la citada ley; la ipie al dividir la tierra del dominio de K 
provincia en cuatro categorías a los efectos de su precio \ sec- 
ción segunda» colocó en la cuarta a "todos los demás partido? 
que no se hallen comprendidos en las denominaciones ante 
riores, c$gfpt$mté# los terrenos sobre los que se legisla sepa 
nulamente i»or las leyes especiales de de julio de 1857. tictii 
lite 06 de octubre ¿¿ y .25 de 185K, hs Mtitites drf T t>rtliUo 
y la Pítala y Monte í/c Santiago cu el Partido tic la llnsrttiuia'\ 
Como se ve. 110 puede deducirse de estos términos mu* la ley 
haya substraído al eomcreio las tierras de autos: y lo más que 
podría deducirse de ¡os términos transcriptos, es míe se reser- 
vaba su venta pitra otra oportunidad, o en mira de someterla 
también a una legislación especial, que no aparece dictada, n 
ha sido invocada en autos. * 

4. " 0,lte. por lo tanto, las tierras del Monte e Isla Santiaj 
no lian estado fuera del comercio mientras han permanecido 
bajo el dominio privado del estado provincial, y ellas han po- 
dido ser objeto de una transmisión o enajenación, contó parece 
indudable lo fueron, en parte, j»or diversos actos que se men- 
cionan en este juicio. ITan |x>d¡do ser también adquiridas por 
prescripción, 

5. " One la documentación i!e fs. ly y .siguientes, presentada 
al contestar ta demanda, es notoriamente insuficiente c inhábil 
pira probar por sí sitia la posesión treintenaria. t*>r las d 
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ciencias que señala el ministerio fiscal al alegar sobre la 
prueba. 

fy.° Qiie esa qK>ses¡ón sin cmlwrgo resulta de la prueba 
tcstiuu tnial producida |wr, los demandados. IX* los testigos 
presentados. Vandalio Mnldonado afirma t0 hace treinta y 
dos años habita la isla y que ya enlmiccís l T go había hecho 
plantaciones en los terrenos que ocupa; kuis Fánessi declara 
que hace treinta y un años conoció a don Luciano Ugu y que 
en esa épotó ya íiacía un tteiiqio que Ugo jKtseía los terrenos 
que oettpa; Ntoodcmo Ruseitti.. dice que en el año 1882 lo ha 
visto ya a Ugo poseyendo esos terrenos. éjioca en que todavía 
los estallan plantando y traliajando; en igual sentido declaran 
Francisco S. Váiqüejs y Nicolás Di Lorenzo, aunque su cono- 
cimiento solo se remonta a veinticinco anos : el último declara, 
sin embargo, que los primeros fíalos de sauce que tuvo que 
adquirir, los Compro a l'go m el terreno ime tralKijalm. lo qne 
diea que éste poseía, ya entonces, monte de algunos años 
edad. 

7. " (Jtie el ministerio fiscal ha deducido lachas contra lo* 
t: gos r|e la parte contraria, l,a que se refiere al testigo Ma- 
chiega, el juzgado la encuentra justificada teniendo liw autos 
que mencionan a fs. 170 vta. a la vista, por lo que ha prescin- 
dido de su testimonio. Uis tachas de falsedad opuestas a los 
testigos Yásqiiez y Maldmiado, fundadas en qi* «Sitos han afir- 
mado una posesión tranquila y no interrumpida, cuando 1 
juicio del tachante existen hechos notorios que demuestran lo 
contrario, sobre lo que el juzgado se prenunciará más ade- 
lante, son infundadas: porque en el supuesto de que fueran 
exactos los aet«»s intorruptivos que el ministerio fiscal tiene 
alegados en contra de la prescripción adquisitiva, los testigo^ 
se han limitado a afirmar aquella posesión tranquila, justa- 
mente porque ignoran V* hechos dé internqicióii aludidos. 

8. " Que el ministerio fiscal ha objetado también en con- 
junto la jíruelifl testimonial de los demandados por halier sido 
primitivamente recibida ame el Juez de Taz de ¡a Ensenada 
contraríamenio a ío resuelto después |>or la Kxma. Chinara 



0K JUSTICIA DE LA NACION 



Federal a fs. <jH: pero este yícfd que no pudo evitarse, fue sal- 
vado (Hir ti aillo de fs. 125, o infirmado por la Kxma. Cámara 
a fs. 147: y esas declaraciones, que fueron reprndnridas anu* 
el juzgado a fs. 170 y siguientes, con modificación del n*s|>ee- 
tivo < interrogatorio j«ira satis facer justas oliscrvacinnes del 
actor. f|«ien además hizo uso de los medios de defensa que la 
ley le da. tachando y repreguntando a los testáis de la contra- 
ria, lió pueden ser razonablemente objetados. 

o." Qjue la (posesión treintenaria de jos demandados, acre- 
ditada por la prueba testimonial, acrece corroborada |>or el 
informe de los peritos, quienes asignan una antigüedad de vein- 
ticinco ¡1 más de treinta años a los montes existentes en las 
tierras ocupadas j*»r los demandados. 

10. " One la posesión de 1c ts demandados, que no reijuiere 
titulo, ni buena fe. 110 ha podido ser interrumpida ;i los efectos 
de la prescripción, sino por albino de los medios establecidos 
|Kir el capítulo II. lílulo I. sección III. de! libro IV del Código 
Civil; y según sus disjtosic iones la prescripción se intertiñnpe 
l«r |>rivación del goce fie la cosa que tiene el poseeilor. p<jr 
más de un año. o por demanda. o |tor compromiso arbitral, o 
por reconoeiu liento expreso p tácito del derecho de la persona 
contra quien se prescribe, 

11. " Oue ni el decreto fie (7 de diciembre de i¡S>>n, ni la 
mensura de Kr:msse (jue fue su consecuencia : ni el decreto de 
24 fie febrero de mkm citando a los ocupantes de la isla San- 
tiago, ni el decreto del 1'. K, Nacional de 30 de marzo de u.kj;. 
ni la consiguiente mensura practicada en u/17, son actos que 
hayan tenido la virtud de privar a los demandado* de su i»ose- 
sión: y aun cuando el citado decreto provincial de 1004. ame- 
nazaba con el desalojo a los ocinKinlcs que no se presentaran 
solicitando las tierras en arrendamiento, tal a|>ercibiinÍcnto no 
parece haberse llevado a efecto. Kn cuanto a la turliaeión lle- 
vada a la ]*> ■sesión de Ugo que « trigino el interdicto deducido 
|M»r éste contra el Jefe del Apostadero del Río Santiago, exa- 
minados los autos. íio resulta la tnternipción anual que la ley 
retiñiere sino una simple turliación consistente en ej corte de 



una parte del manlc, completamente insuficiente para intc- 
mnnpir la prescripción que corria a favor fio kw demandado*. 
Cabe oliservar aquí que en ese juicio rio liay. hasta hoy. sen- 
tencia consentida : y esta demanda es la mejor demostración 
de que Ugo continuó en la posesión de la tierra. 

12. " Que no habiendo en autos ningún antecedente que 
demuestre la existencia de una demanda o de un compromiso 
arbitral, capaces de invalidar ía posesión ejercida |n»r los de- 
mandados, solo queda por examinar si existe algún hecho 
imputable a los demandados, que importara el reconocimiento 
implícito o explícito del derecho del actor : pero no se descubre 
de parte de ellos ningún acto de asentimiento a las diversas 
tentativas que aparecen en autos ejercidas, ya iw*r el estado 
provincial, ya ¡kjt el nacional, para incor¡K>rar de una manera 
efectiva a su dominio, tierras que estaban de hecho en poder 
de los demandados. Cuando la mensura provincial de i&>j. los 
demandados no tuvieron intervención alguna porque fué hecha 
sin intervención de linderos n\ ocupantes ( fs. 5-^: Y cuando 
en 1004 el Gobierno de ta provincia intimó a los ocupantes que 
se presentaran a solicitar la tierra, en arrendamiento, reconn- 
ciendo así el dominio fiscal, los demandados no concurrieron, 
sin que el Gobierno hubiera hecho efectivo et apercibimiento 
de desalojo que el emplazamiento contenía. Igual ineficacia 
ofrecen en tal sentido los demás actos relacionados en el con- 
síderando anterior, Kn cnanto a la propuesta de arreglo hecha 
por tos demandados que la demanda menciona, carece del signi- 
ficado que allí se le atribuye, como jó demuestra la contesta- 
ción de la demanda: y ella solo importa el ejercicio de una 
facultad que tiene toda |>ersona. de renunciar a una parte de 
sus derechos para evitar un litigio, 

13. " (¿ue por lo tanto la tierra fiscal de la isla Santiago 
que ocupan los demandados ha sido adquirida por ellos por 
prescripción de treinta años: y en tales condiciones el juzgado 
encuentra que l*go y Hernández se han opuesto justamente 
al total abandono de sus derechos en favor riel fi^eo, sin remu- 
neración ni reembolso fie laS importantes mejoras introducida* 
l>nr su trabajo |>crsonaL 
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Por estos fundamentos v detinilivanunie juzgando fallo 
rechazando la demanda de reivindicación, con costas. Regís- 
trese y notifiqucsc. 

Asi 1<> pronuncio, manilo V firnm en la Ciudad de La Plata, 
a treinta y un dias de diciembre del año mil novecientos treces 
— Antonia L. Marcenan*. 

SENTENCIA b| UA CAMARA FKDERAt. DE AI'EI. ACIONES 

L* PUtt. Octubre T 4t 1914, 

Vistos : 

Hl Gobierno de la Nación demanda a José 1). Hernández 
y a l'go Luciano |»or reivindicación de un terreno, situado en 
la isla Santiago, con los linderos siguientes : S. K. (.avalle y 
MédtCÍ y el Arsenal del RÍO de la Plata; N, K. Antonio 
calza. .1. lí, Faeetti y Angel ííaronne: S. O. Anílial Sierra y 
O. Antonio Malcasa. Alega el dominio privado, ejercido 
por el Gobierno ele la provincia de Rueños Aires, diverso* 
actos, reiterados y públicos de propietario, ejecutadas por el 
Ciobicrnn de la Nación, ta incnajcnahilidad de la isla Santiago, 
establecida en ta ley de la provincia de 1 1 de enero de 1867. 
ixir consiguiente la imposibilidad de la prescripción y por 
último la transferencia del dominio del Puerto «le La Plata, 
hecha por el Gobierno de la provincia a favor de la Nación. 

Responde en síntesis la demanda, que quizá la provincia 
nunca tuvo el dominio por balier salido de la propiedad fiscal 
el monte o isla Santiago ríesele ifn" a mérito ríe la donación 
hecba por el Gobernador I iernandarías a Bartolomé 
el cual vendió parte a Barragán; que el Gobierno de la Na- 
ción no adquirió del de la provincia la propiedad ríe la tierra 
reivindicada, desde que estaban excluidos de la venta, las tie- 
rras que reconocieran legítimos derechos de terceros, es decir 
de ocupantes que hubieran proscripto como los demandados: 
la Nación i>or otra jarte nunca había tomado jiosesión de la 
tierra reivindicarla y por último que el Gobierno de la pro- 
cia habría perdido el dominio por prescripción treintena ría. 
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Y cí msidcraiulo : 
Qík conw lo establece acertadamente la sentencia tle pri- 
mera instancia, en el considerando skígiin^oi no hay pnicba en 
tutos de «(lie la Corona de Kspuña. se haya desprendido del 
dominio de esa |»artc del territorio qué *e denominó después 
monte i> isla Santiago. Los demamkulos mismos no han hceilo 
al respecto Utia afirmación categórica. "(Juizá" minea tuya ese 
dominio : tienen la referencia procuran establecer en el 
cursi» de la lilis (dicen en el escrito de contestación a la de- 
manda i. 

V.l mismo historiador Azara, agregan en el alegato, .fs. iK; 
vta. "Kn su obra sáftfco el Kío de la (Mata, habla del Rio San 
tiago y de mercedes hechas |xir el rey en el Arroyo Santiago v 
Knsenada de llarragán. Dichas mercedes han sido pedítlaS pri* 
vadamenle al \rchivo de ludias, existentes en los archivo< 
reales de Madrid, peto sobre su resultado ntitht pueden ¡idelan 
lar qué haga más luz en las anteriores de míe hacen mención 
y íjue son instrumentos públicos". Ahora hien. la ineficacia de 
eso* documentos público», ha sido establecida |mr el juez, en 
el c ttisiderandt * reo »rdad< >. 

One por otra (jarte es inaceptable la afirmación hecha |*ir 
I representante del fisco nacional; al argumentar eme la- isla 
Santiago fué declarada iiiciiajcnable, y que habiendo estado" 
fuera del comercie?, es improcedente con respecto a ella todo 
titulo basado en la prescripción. K1 irilmnal reproduce acerca 
riel tópico. |H>r encontrarla arreglada a derecho, la argumenta- 
ción de los considerandos tercero y cuarto de la sentencia 
apelada, 

One la Nación es sticesora del (lobierno de la provincia 
en Mos los derechos, acciones y privilegios, referentes a los 
bienes que se reivindican, a mérito de la cesión del Puerto de 
La Plata, según resulla de los antecedentes corrientes a fs. o. 
cesión cuya eficacia legal de forma y fondo no ha sido ohjc- 
tada. quedando |jor consiguiente fuera de discusión la legiti- 
midad del título fiel < Hibierno de la Nación y solamente ¡lerle- 
neec al juicio, el examen tle la eficacia de la prescripción, ya 
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que no iHTtMiieitin — fiadas las conclusiones 11 que se ha :irr¡- 
IkkIo en los considerandos anteriores. — por parte de los 
demandados, para oponerse a la acción reivindicatoría, otro 
título de dominio, que el de la prcseri|>ción tretntennria. 

Que de acuerdo entonces cotí la legislación a 
en vigor y lo dispuesto eti el articulo ¿342. inciso i," de 
Civil, no puede discutirse eficazmente el dominio originario de 
la provincia sobre las tierras en cuestión, situada dentro de 
sus límites territoriales, siempre que eareaean «le otro dueño 
y basta ese dominio que Grotius llamaba eminente, como título 
suficiente para la reivindicación, sin necesidad de posesión 
como equivocadamente suponen los demandados. 

Que no puede tampoco ponerse en tela de juicio que U: 
Nación, como sucesora singular de los derechos de la provincia 
sobre la isla Santiago, donde está situado el terreno que 
reivindica, no los tenga sobre él, a menos de promediar dot 
uio por liarte de tos demandad* *s : consolidado ya por la 
eripeión, en tiempo de la iniciación fie la demanda. 

Que la propiedad declarada en el artículo e inciso citado 
anteriormente implica el dominio y éste da derecho a la acción 
de reivindicación que acuerda el articulo 2758 del Código 
Civil, sin necesidad de otra prueba, fuerza es repetirlo, que la 
simple invrn-ación del dicho artículo, pues de otra manera serta 
ilusorio el derecho míe él declara. Kilo no implica en forma 
alguna un privilegio de orden civil para el estado. Este es c 
stderado como dueño primen» de todo el territorio y los títulos 
de propiedad fie los particulares, como desprendimiento necesa- 
rios de ese dominio originario, delten lasarse o liien en volun- 
tarias transferencias por títulos graeeahles o actos simplemente 
civiles o hicn en la prescripción, 

F.l listado tiene por consiguiente iududalrie derecho a de- 
mandar la reivindicación de sus bienes privados, como cual- 
quier particular con las reservas de ta prueba producida y lia jo 
el pie de la más estricta igualdad. Kstá sometido a las inferna^ 
prescrifx-iones que los fmrticulares. en cuanto a sus bienes o 
derechos susceptibles de ser propiedad privada: puede i|nial- 
mente oponer la prescripción ( artículo $152 Código Civil). 
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Que establecido como ha quedad* * tútv la provincia no se 
ha desprendido por acto alguno di* su dominio sobre el total 
de Iíi isla y que ni en el hecho, ni en el derecho existe, ní ha 
existido la pretendida inenajenahilidad de esa parte del terri- 
torio que después se llamó Monte o isla Santiago, debe dilu- 
cidarse !a materia de este pleito, es decir, determinar si lo* 
demandados han justificado haber consolidado su presunto 
dominio |w>r prescripción, 

Que el ari. 2524 del Código Civil, establece los modos en 
virtud <Ic lo$ cuales, se adquiere el dOmjñio y figurando entre 
ellos, "la jMtsesión de treinta anos, con ánimo de tener la cosn 
para sí. sin necesidad de titulo y buena fe i articulo 4015 Có- 
digo citado 1 debe estudiarse la pruelia producida al respecío, 

KHa es a ti «das luees deficiente. L*t instrumentai en primer 
término, porque a estar a los términos del artículo 4010, los 
instrumentos de fs. 10 a 22 carecen de todo aspecto legal, y las 
escrituras de fs. 2¿ a J5. aun supuestas en ellas las condiciones 
legales, 110 prueban el tiempo de la prescripción, comparando 
sus fechas con la de la iniciación del presente juicio, que lo es 
el mes de junio de njit. 

La pericial carece de eficacia, porque los demandados no 
han justificado que las mejoras y trabajo* anteriores a treinta 
aiios. sean debidos a ellos o a sus antecesores legales en la pose- 
sión, Y en cuanto a la testimonial, no ha conseguido establecer 
como fuera menester, la ubicación exacta del terreno reivin- 
dicado, como tampoco el ticmjm necesario |vira la prescrifkión. 
hiii/i tftoporis. 

Desde luego los testigos en la audiencia actuada difieren 
al determinar los linderos, circunstancia grave y sugerentc, si 
se tiene en cuenta que fundan sus declaraciones en la resi- 
dencia en la región por dilatados años y que existe por Otra 
parte, otro terreno sobre el cual pretende ti ha ejercido dere- 
chos, uno fie los demandados. Luciano, como resulta de la 
exposición tlel letrado patrocinante < fs. 173! lo cual ha podido 
inducir en error a los testigos. 

Saudalio >faltlonarto. fs. 1*2 vía. ubica el Apostadero 
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Naval ¡il Norte del bien que se reivindica, mientras que Vas- 
quéz y Fancssi lo liaevti al Sud y Bacltíega al Sud-lístc. de 
licúenlo o ni el interrogati >rio y el escrito de demanda. 

Maldonado ubica al Oeste el arroyo 'i,a Multa" y ¡a 
Vuelta y Yásquez. parte del arroyo "f*tmta del Monte", situado 
en un paraje bástanle lejano <le los anteriores (véase plano 
de f<. S)> Ningún otro testigo, ni el interrogatorio, ni el escrito 
de demanda determina qtie el terreno siifr lite linde con arroyo 
alguno. t 

Di Lorenzo (fs. 170» mi fija rumbo alguno, pero asimismo 
aparece en contradicción con Fancssi y Vásquez, al determi- 
nar el lindero Faeetti " Sierra y en cuanto al lindero Sierra, 
acrecen diferentes las declaraciones de Maldonado. que lo 
ubica al liste. Vásquez. Machiega y Fanessi al Oeste y el inte-' 
rrogátorio y la demanda que lo coloca al Sud-<>estc. Y es de 
Observar que los testigos Maldonado. Kachtcga. Fanessí, Vás- 
quez y Di Lorenzo, al declarar ante el Juez de Paz de la Knse- 
nada, se mostraron conocedores de los limites del terreno 
señalando como, exactos los determinados en ta segunda pre- 
gunta del interrogatorio, siendo de ti «lo punto extraño que 
ante el Juez a quo. rectifiquen esos límites, estableciendo una 
ubicación distinta, circunstancia esta que torna en compla- 
cientes las primeras declaraciones. 

La pnielia testimonial de la prescripción treintcnaria. lia 
de ser clara y terminante, más que cualquier otra en materia civil, 
toda vez qué ella es prevatcnte sobre el mejor de los títulos 
legales y puede oponerse contra el verdadero propietario íart. 
m Wt. Código Civil). 

Aparte de la contradicción de los testigos, que afecta un 
punto esencial, cual es la ubicación precisa, exacta del bien que 
se pretende prescripto. la razón del dicho de los testigos es 
insuficiente. 

Maldonado { fs. 103). después de expresar en la tercera 
pregunta que hace treinta y dos anos conoce la posesión, sin 
dar razón de su dicho, declara ( pregunta séptima) que reside 
ta isla ilesde 1882: desde esa fecha a la de la presentación 
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la demanda (junio lyti > no ha transcurrida el tiempo ne- 
cesario de treinta años. 

Rachiega ífs. 104), conoce los terrenos únicamente desde 
veintiocho años a contar desde su declaración l uji2) : Ruscitti 
(fs. 105) desde 1882 (tercera y séptima preguntas l . Vas(|iie7 
desde veinticinco años al tiempo de su declaración ( tercera y 
séptima preguntas). Di lorenzo también desde liace veinti- 
cinco años en las mismas condiciones, y por fin Fanessi desde 
treinta y un años al día de su declaración (agosto de 19121 lo 
qitc implica menos de treinta anos al día de la interposición de 
la demanda fjnttin t^Ii)- No cabe tanateo tener en euenla 
la manifestación del Sub Prefecto del puerto de esta ciudad 
ífs. 123), por inocua. Ktt efecto, solicitado |*ara que informe, 
si'le consta que Ugo Luciano lia Iciiidr» la |>osesión del terreno 
y en caso afirmativo desde qué año. dice que no existe constan- 
cia, pero que hace como tres años constató por intermedio de 
antiguos vecinos, que aquél tenia la posesión treintenaria. ante- 
cedentes que fueron pasados al trihunal. 

Que la insuficiencia de la prueba rendida, exime al trihu- 
nal, tle apreciar !oü actos de interrupción de la prcscri|jción ale- 
gados por el representante del Pisco Nacional. 

Considerando en cuanto al derecho de retención : 

Que el derecho invocado píír los demandados fundado en 
el art 2428 del Código Civil, no procede, pues él compete úni- 
camente al poseedor de buena fe y los demandados no pueden 
pretender ese carácter, desde pe no hay pruebas nt indicios, 
que por ignorancia o error de hecho, estuviesen persuadidos 
de la legitimidad de su posesión íart. 23|6 del Código Civil 1 y 
contra la presunción del art. 236*. existen las pruebas de 
autos y entre ellas. la propia prcscri¡»ción treintenaria. 

No basta. i»ara justificar la 1 Hiena fe del poseedor la exhi- 
bición del títuíii de fs. 21. título (¡ue nn es tal fior adolecer de 
vicios substanciales fie forma. Kn efecto, trátase de una infor- 
mación hecha ante el juez incompetente sin audiencia fiscal y 
sin que los testigos declaren en fomin legal. 



)*TÍ 



DC JUSTICIA Dft LA NACION 



El poseedor en vüftííd de esc título* uo puede estar legal- 
mente persuadido de sn legitimidad, porque su error no 
de hecho, siiiü dé derecho; consistiría en la ignorancia de 
fcyes del país y esto no puede servir de excusa. 

IXI error que dé ocasión |>ara omsiderar al |«tscediir como 
de buena fe. no delic consistir en creer que es válido io que por 
derecho es ¡Hilo, enseña el doctor Ucrena. de acuerdo con las 
fuentes del art. jájjG y la jurisprudencia i Véase Goyena. ar- 
ticulo 4jS, ionio I»á#í- ,\77^- 

Por las coiisidcraeimics expuestas, se revira la sentencia 
apelada de fojas J44, haciendo lugar en consecuencia a la 
acción deducida y ordenando a los demandados restituyan a" 
actor la iioscsión del biéii reivindicado con más los frutos 
que hubiere lugar y sin perjuicio de !«• dispuesto en los artícu- 
los _>_úo y 2441 del Código Civil, Se é clara que las costas 
deberán satis facerse en el orden cansado. Devuélvase. — 
/V. Cauto ítewHk — Marcelino Escalada. — í'. Amohino. 
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Bveitei Alnt, JuHo 32 4* ltl« 

Vistos y considerando: 

Que el recurso de nulidad se funda en que habiendo les 
apelantes observad» que lns terrenos de que se trata, nunca 
1.js adquirió la Nación de la provincia, ni tomó posesión de los 
mismo*, ta sentencia ajielada no se ha ocu|>ado de ello, puesto 
que se limita a consiílerar y desediar la defensa de prescri| 
etón treiiitenaria opuesta i»or los demandados a la acción 
dicaloria entablada i»or el Gobierno Nacional. 

Que aunque fuera venlad lo expuesto precedente 
es de observarse qne. cuando los recurrentes sostienen 1*» at 
expresado, se basan principalmente en el alcance e inteligencia 
del demiento de Jo] as o. diciendo que tal título no se refiere 
al bien cueslionado. )iorque eslalw ya «cujado |*>r ellos, como 
dueíVts. cuaiidn ta provincia vendió a la Nación el Puerto de. 
La Plata. 
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Que tales apreciaciones no pueden fundar un recurso de 
nulidad porque no se refieren a las formas de fa sentencia ni 
a vicios de procedimiento, siendo objeciones í|ite pueden ser 
revisadas en esta instancia no obstante míe los aislantes pidie- 
ron a fu. 274, la confirmación del fallo de fs. 244 (artículos 
14 y 233 N." 50, Fallos, tomo 54. pág. 1 17 y otros). 

Que además, esos rejaros no son excepciones, sino argu- 
mentos para sostener que en el caso sub judke corresponde 
resolver negativamente la cuestión capital que entraña la de- 
manda de fs. 6 o sea Fa procedencia o improcedencia de la 
acción deducida en dicha demanda, que tenía por objeto reivin- 
" dicar una propiedad, cuestión que la Cámara lia resuello en 
su fallo, por razones que ha considerado suficientes a su objeto, 
sin estar obligada, para producir sentencia válida a examinar 
todos y cada uno de los argumentos que en favor de su tesis 
han hecho Ugo y Hernández, porüuc ninguna ley se lo ordena, 
ni el dejar de hacerlo implica violación de las formas y solem- 
nidades de los juicios fjiie prescriben las leyes, ni del derecho 
de defensa, como lo sostienen los recurrentes a fu jas yy\ 
( Fallos, tomo 94, pág. 140 y otrosí. 

Por ello, no ha lugar al recurso de nulidad ; y o mode- 
rando eii lo que respecta al de apelación: 

Que a fs. 328 vta. se expresa categóricamente une "nadie 
discute que la provincia de Buenos Aires, como listado, no sea 
dueña de los terrenos dentro de sus limites y <|iie no tengan 
otro dueño: nadie ha discutido tauqueo la legitimidad del 
título de la Nación a la propiedad del Puerto de í,a Plata y 
buena (Kirte ele los terrenos anexos" observándose tan sólo 
que la Nación no adquirió rfichos terrenos cuestionados ni tomó 
nunca Ta posesión de (os mismos. 

Que en corroí oración se afirma que en el acta de 29 de 
agosto de HK14 que sirve de antecedente y forma parte fiel 
titulo de la Nación se declaran exceptuadas de la venta las 
construcciones en tales y cuales terrenos "y en los flemas ven- 
didos o enajenadas de otro modo a f>artinthrrs" cláusula ésta 
significa otro modo de enajenación, fuera de la venta. 
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observándose que en la misma acta se liabla de que se vendí 
la superficie que ella expresa "sin perjuicio ile legítima dere- 
chos tic terceros". 

Que lo que ha debido probarse por el actor, agrega, es si 
tiene tífafe a esc terreno y no lo ha hecho, desdé el momento 
que tos apelantes, según dice, han probado que cuando el Go- 
bierno Nacional compro el Puerto, la fracción que reivindica 
estalla ocupada \K*r ellos a título de dueños, y comprendida por 
tanto en la excepción del acta que salva derechos de terceros y 
excluye ciertos terrenos de la venta, los que de acuerdo con el 
articulo 278c; del Código Civil, la Nación no lia podido rei- 
vindicar. 

Que no discutiéndose la bondad y legitimidad del testi- 
monio de fs. o cabe examinar si eji alguna de sus cláusulas está 
contenida la exclusión del terreno, que se trata de reivindicar. 

Que el art. 2." del convenio mi rcféPéñWüitt, celebrad 
entre la Nación y la provincia fie Ttnenos Aires. aprobado por 
ley del Honorable Congreso N. ! ' 4436. se detallan los terrenos 
comprendidos en )a venta del Puerta sin perjuicio de legitimo* 
derechos de terceros: y el artículo tercero enumera lodos los 
terrenos exceptuados fie la venta. Kn el artículo *>ctavo la Na- 
ción reconoce las concesiones precarias hechas a la empresa 
del frigorífico, a la del Mercado de Abasto sobre el canal del 
Oeste y a la Sociedad del Tiro Federal de 1.a Plata, 

Que si hubiera otros además de los expresados en el con- 
venio, la provincia es re-qiortsable |*>r ellos ante la Nación, en 
virtud del artículo cuarto: pero tal cláusula en manera alguna 
puede importar un reconocimiento de derechos sobre fraccio- 
nes no determinadas, en virtud de enunciaciones de aquél, coino 
citadas, porque precisamente en el caso se trata de averi- 
r la legitimidad de los derechos invocados por los apelantes. 
Que estando aceptado (|Ue la tierra de la referencia nunca 
salió del dominio de la provincia, en virtud de un titulo otor- 
tdo por ésta u otro debidamente reconocido, la Nación como 
adquircnic |>or compra pude intentar en su interés la acción 
reivindicatoría que compete a aquella, jorque entre otros moti- 
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vos, el título ilc fs. 9 importa una cesión fie acciones permitida 
con arreglo a la clisftnsiciún contenida en términos generales 
por el artículo 1444 riel Código Civil y puesto que el artículo 
27811 y siguientes del mismo Código permiten hacer valer contra 
el poseedor titulo* de propiedad como los de la provincia, ante- 
riores a la posesión pretendida t>or los demandados t Fallos, 
tomo i*4- 1>ag. 62 y otrosí. 

(*ue «por otra |»arte l'go y Hernández, a la época en que 
la provincia vendió a la Nación el Puerto, ivo eran poseedores 
(K* la tierra, puesto que ellos adquirieron tales derechos pose- 
sorios en 22 de septiembre de io«8. según se comprueba de la 
escritura de fs. 25 y no a | ja rece en autos t|iie su cedente Kapa- 
llini la hubiese tenido en dicha época, no obstante lo que ex- 
presa tal escritura. 

Que en otro orden de considerar/iones y i»or lo que hace 
a ta prescripción treintena rb invocada por los apelantes como 
defensa princi|>al. es de observarse que los documentos de 
f*. 1*1 a 22. en concepto de los recurrentes (fs. ,13o \, podrán 
no ser el justo título suficiente fiara la prescripción de diez o 
veinte años, entre presentes o ausentes; pero es una prueba 
de la posesión en íSftj y en la fecha a que esa infor- 
se remonta. 

le atiiwfue así fuera, es fie tenerse en cuenta que la 
posesión de Lígri. cesó el 4 de marzo de ífs. 23 > fe-ha 

en qtte ta transfirió a Rapalliui, artículo 2453 Código Civil, 
sin que en forma alguna se haya justificado que éste continuó 
aquella hasta el 22 de septiembre fie n)oK l fs, 25 ) el que a su 
vez la trasmitió a Ugo y Hernández. 

One esto demuestra, además de los vicios apuntados en 
la sentencia, la ineficacia de la prueba testimonial de fojas 103 
a 108. que aparece acreditando una posesión continua, no obs- 
tante lo que consta en los títulos de Ugo y Hernández (fs. 2j0 
* ya referidets y a pesar de que Hernández, en 1904. 'fcspués de 
ta venta del Puerto, solicítala del Fisco provincial, el arren- 
damiento de |Kirtc de esa tierra (documento de fs. 71 ), en la* 
circunstancias que mención» dicho documento: y con tal ante- 
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«te hó pede decirse poseedor de buena fe de la mitad 

a que se refiere el título de fs. 27. 
Qiic en cuanto a la retención los recurrentes la invocaron 
como poseedores de buena fe al contestar la demanda ampa- 
rándose en el artículo 2428 del Código Civil ffs. 3* vía.) V 
«lesconocido tal carácter en la posesión solo podrían preten- 
derla con relación a tos gastos necesarios hechos en la cosa 
con arreglo al artículo 2440 del mismo Código y 110 respecta 
a las mejoras útiles que hayan aumentado el valor de la misma, 
que sólo pueden rc|»ctir hasta la concurrencia del mayor valor 
existente y que son comi>ensab1cs con los frutos percibidos o 
que hubieren podido percihir (artículo 2441 Código Civil). 

T\>r ello y fundamentos eoncordartes* se confirma el fallo 
apelado sin especial condenación en coMas atenta la naturaleza 
de las cuestiones controvertidas. Notifiques? con el original y 
devuélvanse reuniéndose los selltw ante el juzgado de origen. 

A. Bermkjo. — Nica no* G. peí. 
Solar. — D. E. Palacio. 

J. FlCUEltOA AI.CORTA. 



Don Lado (turbarán ronlra df Poder Hjcctttko Nacional 
sobre entrega de térras 

Sumario ¡ Reconocido por el Poder Ejecutivo el carácter de ex- 
|>edicioiiario al Río Negru y el derecho ct«c al mismo le 
asiste en tal concepto, a los premios consiguientes, confor- 
me a la ley de septiembre 5 de 1885. las cuestiones que se 
sobre el cumplimiento de las obligaciones ane- 
xas a dicho recoiu>cmiiento. están regidas por el derecho 
ctjmún y afectan a la Nación en su carácter de persona ju- 
rídica ; por lo que. en tal caso, un es necesaria la venia del 
Congreso para demaiular a la Nación. 

Casa: Lo explican las piezas siguientes: 



AUTO Dlvl. SIÍSOR JUEZ FEDERAL 

Bueno* Airtt, Jrfo IT ét IMS. 

IX*niandáudosc al Poder Kjecuiivo Nacional en su carácter 
de entidad soberana, es indispensable la presentación de la venta 
atontada i»>r el Honorable Congreso Nacional, no siendo razón 
atendible para dejar cío presentar ésta el hecho de que se haya 
seguido otro juicio, sin exigirse esa venia, ni hacerse cuestión 
sobre esc punto, Kn su consecuencia, resérvese estas actuacio- 
nes en secretaría hasta tanto el interesado presente ta referida 
venia, si viere convenirle. Repónganse las fojas. — sirias. 

5ENTEXC1A DE LA CAMARA FEDERAL DP, APELACIONES 

Bumqs Aires, Abril II * 1916. 

Vistos y considerando: 

i." Que el jjoder Ejecutivo, al desestimar por decreto de 
Junio 7 de n>oi. el pedido de entrega de certificados de premio 
que formulara e! actor, no desconoce el carácter «le expedicio- 
nario al Río Negro que invoca don Lucio Cortarán, ni el dere- 
cho adquirido por éste, conforme a la ley de Septiembre 5 de 
1885. 

2 .* Que la denegatoria se funda, principalmente, en que el 
-mió reclamado por Gorbarán fué ya cobrado inir un repre- 
ntatite suyo en Junio de 1892. 

$. v Que tina vez reconocido por el Poder Ejecutivo el ca- 
rácter de cx|tcd : cionario que el actor invoca y el derecho que 
fe asiste en tal concepto, a [os premios consiguientes, las cues- 
tiones que se promuevan sobre cumplimiento de las obligacio- 
nes anexas a aquel recoiutciinieiHo rstán regidas por disposi- 
cíones del derecho común y afectan a la Nación en su carácter 
de jicrsona jurídica. 

4." Que siendo ello así. el caso suh judicc se encuentra 
comprendido en los términos del artículo 1 « ley 3952, y en 
consecuencia el actor no ha necesitado autorización previa del 
Congreso para interponer su demanda. 
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Por ello, nido el señor procurador fiscal tic Cámara, se 
revoca al atito apelado de fojas jo. Xoitfímtese. devuélvase y 
repónganle las fojas en el juzgado de origen, — J. N. Matfcn- 
zo. — Vitiafañc. ~~ Marcelino liseafada. 



i ai.i.o m: la corte suprema 



25 df i§ t€. 



Y vistos : 

Pór los f mu lamemos de la sentencia apelada de fs. 3j y 
lo resuelto por esta Corte en las causas «¡tic se registran en el 
tomo ío,V|>;i£Íiih ^03 y torno 100. págin:i 355 de sus fallos, se 
l;i ci infirma. Devuélvanse y repónganse h *s sellos ante el juz- 
gado de origen. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. K. Palacio. — 
J. FiGuEnoA Alcorta. 



helor y CUt, y .1. l*efar y Chi. contra el Gobierno de ta Nación, 
jcohre devolución de impuestas. 

Sumario: has "resoluciones condenatorias" de míe se octt[>a el 
articnlo 27 de hi ley ffi*4. y que autorizan para ocurrir, de 
acuerdo con el art. ji de la misma lev. ante la justicia fe- 
deral sin la venia del Congreso, son las une imponen mul- 
las y 110 las míe liquidan o determinen el monto del im- 
puesto y no hicieren lugar a la acreditación del importe de 
estampillas que se dieeil |>erdidas. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO niíL SEÑOR JVM FEDERAL 

Bu**a* Alrtt, Octubre 1 4c NÉi. 
Por presentado, constituido domicilio legal, |mr parte* en 
mérito del poder aeom| viñado y por enfaldada la presente acción, 
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No oltslante la precedente vista fiscal, fie «la por compe- 
tente el juzgarlo. de aciicrclo con el artículo 27 fie la ley n°. 
37*4 > a mérito de las constancias «leí cxpe< líente administra- 
tivo agregado, que comprueban que la resolución 4el Poder 
Ejecutivo no lia sido dictada en virtud de apelación de lo» 
peticionantes, a quienes no se les «lió intervención td ser elevada 
su solicitud al Ministerio de Hacienda, 110 existiendo, por lo 
tanto, la renuncia del presente recurso que prevé* el art 28 de 
la ley. I>e la demanda, traslado por el término de ley al P. K. 
por intermedio de S. Tí. el señor Ministro de Hacienda a quien 
se librará oficio; debiéndose notificar al señor procurador fis- 
cal ; Martes y Viernes para notificaciones cu secretaria. Al 
primer otr<» sí. téngase presente. — Anchorvna. 

SI-NTKNCtA l«í LA CAM Alt A FKnKKAL Hit APKI.AOIOM-S 

iwiiof á\n%, Ncriambrs 13 ét IttS. 

Vistos y considerando: 

Que la parte actora l)éíor > r Cia. y A. IX-lor y Cía. entabla 
demanda ordinaria contra el Gobierno de la Nación, pidiendo 
que en definitiva se le condene a devolver setenta y dos tntf 
fajas de segunda categoría, de veiiile centavos cada una para 
belridas alcohólicas, que se |ierdíeron \h*t haberse echado a pique 
el vapor "('.nadalon-ie" en que se conducían a l'wropa. o que en 
defecto de esa devolución el dobierno le entregue el importe de 
torce mil cuatrocientos |>esos |iercibidos por ellas. 

Que según se desprende de los expedientes administrativos 
que corren agregados ]>or cuerda separada, los señores I>elor y 
Cía. solicitaron de la Administración de Tin puestos Intentos se 
les acreditase el importe de dichos valores, previa deducción 
del gasto <|e impresión correspondiente, y la Administración 
"por tratarse de casos esi>cciales*' elevó esa solicitud a conside- 
ración del Ministerio de Hacienda. 

Que se desprende de lo exf tuesto que np se lia seguido 
contra la compañía actora. ante la Administración de impuestos 
internos, procedimiento alguno por infracciones a la ley 3704 y. 
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en consecuencia, no ae luí producido |>or la Adiu ilustración 
mencionada, la "resolución condenatoria" después de la cual 
se puede octirirír por la ví¡i contenciosa a la justicia federal 
lart. 271. 

Que, por consiguiente, no siendo d caso .ffr/> jí(dj¡Ct' vi 
contempla el recordado artículo 2" de la lev 3704. y siendo ob- 
vio que el Gobierno de la Nación al dictar el decreto de Agosto 
ir de 10.15, i|iic la parte acmra pide se deje sin efecto, ha pro- 
cedido como iPódfer Administrador y" no cómo persona jurídica, 
es indispemaMe )a venía previa fiel Congreso para demandar 
;i la Xaeión por el motivo a míe se refieren K >s presentes actuá- 
is «nes. 

Pb* Cijo y de acuerdo con io pedid" |*f>r el señor procura- 
dor fiscal de Cámara, se revoca el auto afielado cíe fs. 12 vta. 
y se declara <|iie 110 corrt's|Kmfle dar curso a la demanda inter- 
puesta. 

Xotifinuesc. devuélvase y repónganse las fojas en el juz- 
gado de origen. — ViUafañc. — A, Urdvtarráih, — fiam 
Cttyt'nt. — J. K. S f ática za. — Marcelina Escalada. 

I'A < O DE f.A CORTE SUPREMA fl> t 

Bmh* AlfM, Julio ** l«C. 

Vistos y eortsiderandi 1 : 

Que para fundar el recurso extraordinario previsto en el 
articulo 14. inciso y de Iíi ley n'\ 4$, se ha alegado el privi- 
legiu que se dice acordado por el articulo 27 de la lev n". 3764 



ll) En la intima lecha at dkto reaol libón análoga en la cauai Atgoida por la 
Compajtnic Fermterr de Vfchy Etat, contra el íloblenio Nacional, aobre dtvoluctó* 

(-*) En U mlira* Irth* *e dictó Ixual retal «ctón rn la cauta Ccgalda por J. P. 
Matada* y Cía. contra el Gobterao de la NacMo, aobrt dtvoliicMa de napnutao, 
aKTtgiodoac el alffokat* natManodoi «Qwe la ter N.* 3ÍW lavo por obfrl* retía- 
mentar ta recaudación de loa impútate* lotera oa f la RncaJixaclon e aaipotdoai de la* 
indoaitiaa afectada* por coa, coa el propótiUi naniteatado e* loa antecedente* per- 
tamefllailoa. de hacer mis eficiente la acción dd poder adabibtralhro co lo retorhpo 
w t cohro de etoa impuesto* y evHar dilaciones perjudkialr* para el flaco (diario de 
S calmea, Diputado*, Irf». lomo i.*, pagina t!«|. ► 
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pan demandar a la Nación sin requerir la venia previa rfci 
Honorable Congreso, declarada indispensable por la sentencia 
apelada, en la que se hace constar que no se lia producirlo por 
la Administración de Impuestos Tnternos la "resolución conde- 
natoria" después de la cual se puede ocurrir por la vía conten- 
ciosa a ta justicia federal. 

Que como le ha declarado esta Corle, las "'resoluciones 
Condenatorias" de que se ocujki el artículo 27 de la ley ¿704. 
son las que imponen multas y no las que liquidan o determinan 
el importe del impuesto y puede agregarse en el caso, las que 
no hicieren lii^nr a la acreditación del importe de estampillas 
que se dicen perdida > í Paltos . tomo un. 175 l 

Que ei alcance del articulo 21 de esa lev, en cuanto atri 
bttye competencia a los Jueces Federales y Letrados, respecti- 
vamente "en las causas en que se trate de la apÜración de Ls 
leves de impuestos interno*", det)é ser determinado apreciando 
todo el contexto de la ley y relacionando las diversas disposi- 
ciones que contiene, Asi considerado, el artículo 2\ se comple- 
menta y explica con los artículos 25 y 20 que autorizan la vía 
de apremio para el eofcro «te los impuestos internos con !a sim- 
ple boleta de la oficina recaudador* y las inultas que hubieren 
quedado ejecutoriadas, como l:nnl>ién las medidas de seguridad 
en el caso de mora en el pago del impuesto resultante de reso- 
lución administrativa, entre otras, y entonces era natural que 
la ley determinara ante qué jueces debía» hacerse efectivos usos 
procedimientos, así como ha establecido igualmente en el ar- 
> 27 ante fjtié jueces debía iniciarse la vía contenciosa míe 
el mismo artículo autoriza contra las resoluciones condenato- 
rias del contribuyente que ía administración dictare. 

Por estos fundamentos, los de la sentencia apelada \ í . 
resuelto en el fallo citado tomo 101, página 175. se confirma 
la de fojas 10. Níotif íquese -y devuélvase, debiendo reponerse 
los sellos ante el juzgado de origen. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Stir.Mt. — D. V., Palacio. — 

J. FirU EROA A1.C0RTA. 
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P Césari v Cía; coftifa la ¡impresa tfti Ferrocarril Central 
Argentino, sobre cobro de pesas 



'timarlo: i." Impugnada en juicio una ordenanza que dispone 
la construcción de pavimento, como contraria a la Consti- 
tución Nacional y los privilegios c|iié si- fundan en una ley 
nacional, y habiéndose pronunciado la justicia ordinaria en 
favor de la valide/ do dicha ordenanza, procede el recurso 
extraordinario del artículo 14, ley 4S, 

_v La constitucional idad o iuconslitiicionaltdad de 
tina ordenanza municipal que diapone la construcción de 
afirmados* no puede depericteF del valor fie los inmueble? 
afectados a su pago. 

3. " Kn materia de igualdad de impuestos, no obsta a 
didio requisito );t posibilidad de <jue los bienes afectados 
jMir el gravamen no den. en el hecho, rendimientos- ñor» 
inales jM>r causas dependientes o independientes de <lo9 
que deltcn alionar el impuesto. 

4. " Las municipalidades 110 son mas qtte delegaciones 
de los poderes provinciales, circunscriptas a fines y limites 
administrativos qtfé la Constitución ha previsto como enti- 
dades del régimen provincial y sujetas a su propia legisla- 
ción i Constitución Nacional, art. 5*) j»ara lo ,-uaI ejercen 
también facultades impositivas y eoextensivas «¡n la paré" 
de poder une para este objeto le acuerdan las constitucio- 
nes y leyes provinciales, en uso de un derecho primordial 
de autonomía. 

5. * fin la ablación extraordinaria. )a Corte Suprema 
110 [tuede rever la interpretación qué K>s tribunales locales 
liagau tfe una ordenanza municipal sino para decidir si 
tal interpretación se halla o no en conflicto con las dispo- 
siciones constitucionales que sirven de base al recurso. 

í»" Kl art. 8." do la ley 53 1 5. no exime a las empresas 
ferroviarias de la obligación de abonar el impuesto de 
afirmados. 
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Coso : Lo explican las piezas siguientes : 

SKNTKXCíA HKl. }V\iZ EN t'IVII. 

■wat* Aire*. Afeito 16 d* IftS. 

Y vistos: estos amos de lo* que resulta: Que a fojas siete 
se presentaron los señores V. Ce sari y Cía. promovieiid" fie- 
manda por cobra de la suma de veintidós mil quinientos sesenta 
y tiu |>csos con treinta y tres centavos monería nacional contra 
la empresa del Ferrocarril Central Argentino, a cuyo pago 
solicita se lo condene con mas sus intereses y costas, a méritn 
de los siguientes antecedientes : Que de acuerdo con una orde- 
nanza del 20 de septiembre de 1912, la Municipalidad de Olivos 
contrató previa licitación, la construcción del adoquinado de 
distintas calles de esa localidad por escritura pública pasada en 
12 de marzo de 19134 ante el escribano de La Mata don 0B¿ár 
González, Que entre las calles adi ^trinadas se encuentran la-* 
íjuc dan frente a propiedades del Ferrocarril Central Argen- 
tino, de lo <|tie informaban las tres cuentas debidamente visada 
que acompañaba, cuyo importe debió ser abonad" |»or la em- 
presa dentro de los quince días siguientes al del recibo por la 
Intendencia de cada cuadra pavimentada y acordonada. Que 
los propietarios de los inmuebles cuyos frentes se adoquinan fie 
acuerdo con las ordenanzas, decretos y trámites miinici|>ale.; 
cstaljan obligados al pago en la parte correspondiente y la orde- 
nanza de 2í* de septiembre de no 2. dictaita por la Municipa- 
lidad de Olivos, transcripta a la vuelta ele cada cuenta, asi lo 
déte rni i nal ta. Que era público que el Ferrocarril Central Ar- 
gentino y los ferrocarriles en general habían pretendido estar 
exonerados del pago de pavimento en virtud de la ley nacional 
5,115. pero los diversos fallos dictados, lian sentailo como inter- 
pretación irrevocable que la ley no comprende el pago 
de pavimentaciones, entre los impuestos exonerados ]>ara las 
empresas de ferrocarril. 

Despuvs de citar resoluciones recaídas sobre el punto, baci 
presente que según el artículo 5." del decreto reglamentario de 



Dí JUSTICIA DS LA NACION 



815 




la ordenanza citada» los vecinos r|uc opten \n>r pagar el importe 
a plazos, deberían manifestarlo así a la intendencia municipal 
t»»r escrito desde el comienzo del trabajo de cada cuadra hasta 
el día de su entrega y lus que no lo hicieren, se les consideraría 
conformes en parirlos al contado. One como la empresa ale- 
ndada ni» lialña hecho tal opción, se encontraba en el scguiu 
caso y lerminalm solicitando, se condene al pago de la snti 
reclamada, intereses y costas. 

íjue corVido traslado de la demanda, lo evacuó la empresa 
del Ferrocarril Central Argentino, por medio de apoderado a 
fs. ly, manifestando: Ouc la demanda tenia \mr objeto el cobro 
del afirmado construido sobre propiedades del ferrocarril, fun- 
dada en la ordenanza de 2ó de septiembre de mjij dictada por 
ía Municipalidad de Olivos — la cual declara "obligatorios para 
los propietarios de inmuebles dentro del ejido del partido, el 
pago de la pavimentación, cordones de piedra en forma y pro- 
porción, une se determina en los artículos siguientes, constitu- 
yendo esta obligación un impuesto une se denominará de pavi- 
mentación" ( Art. > : qric cada propietario pagará el cordón y 
la mitad del costo del pavimento que se construya frente a su 
propiedad (Art. 2*)-; que dicho impuesto será satisfecho en 
efectivo al contado por los propietarios o por cuotas, etc. f Art. 
.V» ; y que en garantía del pago fiel impuesto de pavimentación 
quedarán afectadas las propiedades de acuerdo con lo dispuesto 
en la ley de contribución territorial (Art. 6."") : que del texto y 
contexto de la ordenanza resultaba que se trata de un im- 
puesto y que en esc carácter en virtud de la facultad que tiene 
la Municipalidad de Olivos, ésta lo habría creado, resultando 
también que ese impuesto afectaba a las propiedades que pagan 
contribución territorial (art. í»"í. pues establece que los bienes 
raices nielados al impuesto de pavimentación no podrán ser 
enajenados sin previa constancia j|e halwr sido satisfecho, como 
si se tratara del impuesto de contribución territorial. 

Une siendo asi la compañía del ferrocarril no estaba obli- 
gada a su |*ago en virtud de lo dispuesto en la ley nacional n 
hiero Goo-í v en el i ato celebrad* - en su mérito con el Kxmo. 
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señor Presidente «le la República, con fecha nueve de entro 
de 1909, en el que se establece que 'la empresa pagará hasta 
et 11? de enero de H147, 1111.1 contribución única igual al tres 
ir ciento del producto líquido de sus líneas, quedando exotie- 
por el mismo tiempo de todo otro impuesto nacional, pro- 
ineial y municipal ; que el impuesto de tres |>or cíenlo referido, 
será aplicado a la construcción o mantenimiento de tos puentes 
y caminos ordinarios de los municipios o departamentos cru- 
zados por la linea, en primer término de los caminos que con- 
' duzean a las estaciones, art 9," del contrato, Que Itajo este 
aspecto atento los términos de la ley 5.115 c|i su art. 8.", la 
demanda no |x>dia prosperar, habiendo incurrido los actores en 
plus pettth, pues con arreglo al art. .V de la ordenanza, el 
impuesto de pavimentación podía legarse al contado, con m 
descuento «le quince por ciento, o en treinta y seis, cuarenta y 
ocho o sesenta cuotas mensuales, con mas el interés del seis 
por ciento, cuya forma de {Kigo un pudo ser modificada al 
reglamentarse la ordenanza por la Intendencia, ni se le podía 
exigir una suma mayor (pie la eorres|Hindiente a las cuota* 
vencidas. según la opción que hiciera la empresa de treinta y 
seis. cuarenta y ocho o sesenta ctibtas mensuales. One sin 
fierjuicio de esas defensas oponía también la de iwonstitueio- 
nalidad de la ordenanza que esfahlecía el impuesto de pavi- 
mento, él míe costaba mucho mas o casi igual. que el mismo 
valor de la propiedad afectada, importando esto un des|tojn 
(pie está en contradicción om los principios y garantías acor- 
dadas jmr la Constitución Nacional en los artículos 4. \y y jS. 
desde que el poder de crear impuestos, estaba sujeto a "tros 
principio* que establecía la misma Constitución y no seria Justo 
que para abonarlos se hiciera recaer «obre el resto de los bienes 
del Ferrocarril, creados con fine- de un interés gener:d. supe- 
rior a los intereses lócale*^ .\rt. 31 Constitución Nacional). 
Oespués ili adiu ir ntra^ * '■üisidüfitcit tiles ¡¡«itnv el punto solicita 
d fecl'.azo fie la demanda, con costea, y en su defecto se resuel- 
va dt acuerdo con lo manifestará en la segunda parte, también 
con costas, 
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Corrido traslado del plano ncompañaiLo fin.- éoritestádo Vi 
fs. 23, por el apoderado de tos actores. quien manifiesta: que 
esc plano n» modifica alisolutaiuente tos hechos y el derecho 
de la demanda. Que las .cuentas visadas por la mu 11 ¡cu. ahilad 
eran la prueba del tral»ajo hecho en ta extensión corres|xm- 
dicnte o proporcional, sobre propiedades de la compañía, extre- 
mos que ésta no negaba, no teniendo porqué aceptar cualquier 
resultado o cálculo que «le ese plano y ubicación se extraiga. 
Después de refutar las defensas aducidas por la empresa, ter- 
mina solicitando se resuelva conforme a los términos de la 
demanda. 

Ahierta la cansa a prueba se produjo la <| llc expresa el 
certificado de fojas 94 vía. sobre cuyo mérito alegaron las 
partes y dictada la providencia de autos ha quedado consentida. 

Y considerando : 

1. " Que la demanda reclama el pago de la suma de vemtld 
mil quinientos sesenta y 1111 pesos con treinta y tres tienta 
moneda nacional, a que asciende el importe del pavimento cons- 
truido frente a las propiedades del Ferrocarril Central Argen- 
tino y respecto de cuyo monto, referente á mediciones ; pro- 
porción la empresa demandada lío formula objeción, ni contra- 
dice los resultantes de las cuentas que visadas |>or la autoridad 
municipal del lugar en que se celebró el contrato y debidamente 
autenticadas obran de fojas 36 a 41. por lo que delien conside- 
rarse las defensas opuestas, en cuanto se refieren a la exotie 
ración, a la forma de pago e ineonstitueioñalidad de la o 
nanza que dispuso la pavimentación. 

2. " Que respecto a la ineonstitueionalidad de la ordenanza, 
que por su naturaleza del>e ser considerada en primer término, 
la funda la empresa demandada en que el inqjorte del pavimento 
construido excede al del valor real de los inmuebles afectados, 
constituyendo esc hecho una anomalía o despojo en contradic- 
ción con los principios y garantías acordadas por la Constítu- 

Naeional en sus artículos 4, 17 y 28 y sostiene: "Por más 
íplio que sea el poder de crear impuestos, este poder debe 
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estar y está sujeto a otrt* ]>ririoi|>t<» que establece la misma 
Constitución en los artículos citados*'. 

O mío se oiiserva de los términos de la contestación y es un 
derecho indiscutido la municipalidad cómo autoridad local, está 
investida de la facultad de dieta r ordenanzas que ]k*t razón de 
progreso o Iwnelicio cotliun importen nn servicio público gen' 1 - 
ral. Denlro de pftas facultades la municipalidad puede <Ií>|hhht 
con la "Inervación de ciertas formalidades, aquellas obras que 
tiendan a obtener ése lieneficio eomi'm sin detrimento de ta pro- 
piedad o derecho privado. V asi cumplidas, como reconoce la 
empresa demandada en su escrito de contestación, las forma- 
lidades de práctica* se adjudica en licitación a los actores ia 
ejecución del pavimento cuyo eoliro se persigue. 

Kl mayor preció trae pueda corresponder j*or metro d»' 
pavimetitO al del valor real de la tierra, no puede dar margen 
a una defensa como I» sustentada, no sitio |K>rquc ese precio 
ha sido fijado en licitación pública, sino porque el valor ríe la 
tierra expuesta a fas oscilaciones de la plaza o al mayor o me- 
nor número de transacciones es ajeno en absoluto a esa cir- 
cunstancia accidenta] ni puede llegar a fijar el criterio de míe 
se film el mayor o menor valor del metro de tierra, puede ser 
mayor o menor el importe de un metro de pavimento construido, 
$? i¿iw Imjo este aspecto la defensa no puede admitirse, 
ni la ordenanza míe autorizó ta licitación de la construcción 
del pavimento repugna a los artículos 4. 17 y 28 de la Constt 
ilición Nacional, cuya aplicación no hacen al caso. 

4." <Jtic la segunda defensa de la empresa demandada se 
funda en Ja exoneración del pago de todo impuesto nacional. 

ial municipal une le acuerda la lev nacional X." foto 
y el art. i).* de su contrato «Ue corresponde al art. 8." de la 

Ku apoyo de esta defensa la empresa demandada sostiene 
que la ordenanza que dispuso la |>av ¡mentación de las caites, 
sobre las que dan frente terrenos de la empresa, establece en 
algunos de sus artículos que constituye la obligación de pagar 
un im puesto } que se denomina de pavimentación tari. \")\ que 
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"cada propietario pagará el cordón y la mitad riel costo i\« 
pavimento que se construya frente a su propiedad", tart. 2." ). 
que "dicho impuesto será satisfecho en efectivo al contado 
los propietarios o por cuotas, ctc*\ ( An. ,v*i : <|¿w "en líarantía 
del iKigo del impuesto de pavimentación, quedarán afectadas 
ki* propiedades de acuerdo con lo dispuesto en la ley de eon- 
trtliución UTritoriar'. íArt. 6. p ) ; y íjtie "tanto del texto como 
del contexto de la ordenanza resulta que se trata de un im- 
puesto". 

14 especio de !a exoneración del pago de impuestos por im- 
presas como la demandada, lia sido ampliamente discutido y 
el alcance de la ley. al amparo ríe la cual se trae la cuestan ha 
sido resuelta en diversos casos cu fonna desfavorable a la tesis 
sostenida. 

Que es cierto, como OTgWyc la demandada que las resolu- 
ciones tanto de las Kxmas. Cámaras como de la Suprema Corte 
de Justicia Nacional sólo deciden e) caso concreto sometido a 
su fallo y no obligan legalmente, sino en él, pero las reiteradas 
resoluciones recaídas sobre el particular escusan tratar la cues- 
tión con la extensión requerida, como si se tratara de un caso 
no ventilado. Kl subscripto comparte con la opinión venida en 
el sentido de sostener que las empresas de ferrocarril están 
obligadas al pago del afirmado construido ¡d frente ríe los in- 
muebles de su ptopiedad y que la ley Mitre no les exonera de 
esa obligación. 

Kl carácter de! servicio cuyo cobro se gestiona, [«ir mucho 
que en la ordenanza precitada se le denomine como ¡m¡>ucsto. 
no puede considerársele comprendido en la exoneración. porque 
no tiene el carácter de impuesto, cuyo significado no lia S'"*lp 
uniformemente interpretado y sti alcance, en relación a la preten- 
eión de la empresa no puede extenderse más allá del que esta- 
bleció la discusión dt la ley ni de lo que se entendía por 
impuesto, que Ti Míe. como se ha sostenido, carácter general, 
mientras que el servicio lime un caráeler particular, (pie paga 
el que ln rceilie. 

Kl servicio de] afirmado construido al amparo fie tina ley 
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ti ordenanza, que establece la obligación de pago al propietarw t 
de mi inmueble, concede un beneficio evidente y una mejora 
apreciante en su valor y en su importe, no es recurso que per- 
ciba el erario para su desenvolvimiento tal como del» enten- 
derse el concepto de la exoneración concedida pur la ley Mitre 
a las empresas ferroviarias, ley que tuvo en mira facilitar su 
extensión cmiw medida de progreso y de interés general sin 
concederle privilegios tan amplios para obtener trencf icios sin 
su concurso por la acción privada. 

Kn el caso recientemente resuelto ]**r la Suprema Corte de 
Justicia Nacional eri el que se trae como antecedente la discu- 
sión a que dio tuotivi la exoneración del pago del impuesto 
concedida a las empresas ferroviarias, se agrega: líe las pala- 
bras trascriptas se desprende que el |>ago de pavimentos debía 
conceptuarse la retribución de un servicio desde <|tie ai|ué). 
como el de alumbrado, barrido, aguas corrientes y cinaras, no 
se exige general e indistintamente a lodos los habitantes de un 
municipio pur el lieebn de serlo n de ¡poseer propiedades en él, 
tengan o no p-ivimcnlos y luz en ej frente de sus fincas, estén 
o no provistos de aguas corrientes en las mismas y de cloacas, 
sino a los r¡ »!e reciban tales servicios", 

* r*or otra parte tos conceptos impuestas, de la Constitución 
o sean los previstos en sus artículos 4," y 07. incisos 1." y 2." 110 
lian |*odido ser empleados en la aclaración con otros propósitos 
rpte el de acentuar el carácter de generales en los exceptuado* 
excluyendo los locales preindicados. a que quedaban, en su 
consecuencia sujetos los ferrocarriles.'* 

Es ésta, en mi concepto la interpretación lógica de la exo- 
neración concedida p>r la ley a las empresas ferroviarias, que 
no lia concedido otros privilegios al respecto, que la exonera- 
ción del pago de los impuestos establecidos p>r la Cons- 
titución. * 

$f Que con respecto :\ la defensa alegada por la empresa 
demnndada en lo referente a ta flus petitio, por exigirse la 
totalidad de la deuda cuando la ley establece diversas formas 
de pago es inadmisible. 
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Según el art. 3° de fe ordenanza, que obra en el contrato 
que en testimonio corre de i». 47 a 68, el afirmado construido 
puede ser satisfecho en efectivo, al contado dentro de los 
quince días siguientes al del recibo por la intendencia, de cada 
cuadra pavimentada y acordonada, con descuento del 15 ojo 
en este caso o en un término de 36, 48 o 60 cuotas mensuales, 
con más el interés del 6 o|o anual" y el art. 4.* de la misma 
blece : "Dentro de los ocho días siguientes al del recibo de 
cuadra por la intendencia, deberán los vecinos interesados 
formular ante ella los reclamos que creyeran conveniente 
respecto a las medida» de la parte que les corresponda abonar 
para lo cual la intendencia suministrará los informes necesa- 
rios, vencido cuyo término la intendencia, dará por aprobadas 
aquéllas y entregará visadas al empresario las cuentas respec- 
tivas para su cobro." 

El art. 5." del decreto reglamentario dictado por la inten- 
dencia en uso de las atribuciones conferidas en el art. &.° de la 
ordenanza, no contrarían los términos de esta y sólo se limita 
a establecer que "Desde el comienzo del trabajo de cada 
dra y hasta el «lia de su entrega a la intendencia, los vi 
que opten por pagar su importe a plazos deberán manifesté 
asi al intendente municipal, por escrito: si asi no lo hacen se 
les considerará conformes en pagarlo al contado con el des- 
cuento fijado en el art. 3.* de la ordenanza «le pavimentación 
y se visarán las cuentas en ese concepto".. 

Dados pues los términos de la ordenanza y su reglamen- 
tación los empresarios R Cesari y Cía. han ejercitado el dere- 
cro acordado en su contrato de concesión y desde que, no hay 
constancia de que la empresa demandada hiciera la opción, 
conforme a las disposiciones del decreto, es evidente que la 
objeción resulta extemporáneamente formulada. 

Para estar dentro de los limites de la defensa ta empresa 
deudora ha <lebido en su oportunidad formular fes reclama- 
ciones y reservas consiguientes, en relación a la obligación que 
le imponía la ordenanza, cuya ignorancia no te es dado alegar, 
reclamaciones que no ha interpuesto según el informe de fojas 




rALw» i» w cowi mmm. 



33 vta. y 34 y desde que conforme a la disposición del art. 917 
del Código Civil, tenía la obligación de explicarse, haciendo 
la opción o las observaciones que considerara de su derecho. 

Por estos fundamentos, y las concordantes del alegato de 
fs. <j8 t falto: condenando a la empresa del Ferrocarril Central 
Argentino a i»agar a los señores P. Cesan y Cía. en el término 
de diez días, la suma de veintidós mil quinientos sesenta y un 
pesos con treinta y tres centavos moneda nacional, a que as- 
cienden las cuentas de pavimento que obran dé fs. 36 a 41, sus 
intereses desde el dia de la interposición de la demanda a 
estilo de Banco y las costas del juicio (art. 221 del Cúd. de 
Procedimientos). 

Regulo los honorarios del doctor Ríos en la suma de nove- 
cientos pesos mlil, y los derechos procuratorios del apoderado 
Bidart en la de trescientos |>esos de igual moneda. 

Notifique el empleado del Castillo, cupiese, remugase los 
sellos y oportunamente, archívese. — Jerónimo Baterino. — 
Ante mí: Víctor Sandullo. 

ACUKRDO m US CAMARA MUMÜRA 1-N Ul CIVIl. 

En Buenos Aires, capital de la República Argentina, a 
nueve de noviembre de mil novecientos quince, reunidos los 
señores vocales de la Exma. Cámara primera de apelaciones en 
lo civil, en su sala de acuerdos, para cunocer del recurso 
interpuesto en los autos caratulados "P. Cesari y Cía. contra 
Empresa Ferrocarril Central Argentino, cobro de pesos", res- 
pecto de la sentencia corriente a fojas 127. el tribunal estable- 
ció las siguientes cuestiones: 

,;Rs nula la sentencia recurrida? 

2* Caso negativo, ¿es arreglada a derecho? 

Practicado el surten, resultó que la votación debía tener 
lugar en el orden siguiente : señores vocales doctores Giménez 
Zapiola, Wi liams, Basualdo, Juárez Celniaii. de la Torre. 

A la primera cuestión, el doctor Giménez Zapiola. dijo: 

Ninguno de los dos motivos de nulidad que se invocan en 
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la expresión de agravios, puede fundar este recurso, y pocas 
palabras me liastarán para demostrarlo, 

La ley nacional en que se apoyan las defensas del deman- 
dado, excluye a las empresas demandadas del pago de impues- 
tos municipales y la ordenanza de pavimentación califica de 
impuesto el gravamen rcs|)ccl¡vo. Partiendo de tan simples 
premisas, el recurrente sostiene que el señor Juez de primera 
instancia ha fallado apartándose del texto expreso de la ley 
y con violación del precepto del articulo 217 del código de 
procedimientos, al declarar que las cuentas de pavimentación 
que se cobran en este juicio. 110 constituyen el ini|)ortc de un 
impuesto. 

El error es manifiesto. La ley indicada ¡K>r el demandado, 
exonera del pago de impuestos municipales, y a los jueces les 
i «cuín lie considerar cuándo hay impuesto en el concepto de la 
ley. La denominación de la ordenanza no puede coartar este 
criterio. Ks una cuestión de interpretación, que constituye, pre- 
cisamente, uno de los puntos de la litis, y sostener que el juez 
no puede apartarse de la denominación de la ordenanza, signi- 
fica dar |>or resuelto lo que es la liase esencial del pleito. 

La otra observación relativa a la nulidad, no es más fun- 
dada que la primera. Consiste en que el inferior no lia resuelto 
la defensa que se hace reposar en que el camino pavimentado 
conduce a la estación, y está comprendido, por lo tanto, entre 
los que deben costearse con el tres por ciento que la empresa 
paga en virtud de la ley. La afirmación no es exacta. Al resol- 
ver el juez que la empresa no está exonerada del pago de tos 
pavimentos que se construyen en el frente de sus terrenos, 
implícitamente resuelve que. en et caso, la circunstancia de 
tratarse de un camino de acceso a ta estación, no basta para 
librarla de tal obligación y que el tres por ciento que en deter- 
minado concepto debe abonar la empresa, nada tiene que hace/ 
con las cuentas de afirmados, que importan la retribución de 
un servicio especial. 

Voto. pues, negativamente, en la cuestión planteada. 

Los señores vocales doctores Williams. Hasualdo, Juárez 
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Colman y de la Torre, por razones análogas a las expuestas por 
«J señor vocal doctor Giménez Zapio'i, votaron en igual 
sentida 

A la segunda cuestión, el señor vocal, doctor Giménez Za- 
piola. dijo; 

El punto relativo a la exoneración del i>ago de impuestos 
municipales, tía quedado resuelto en reiterados fallos de este 
tribunal y especialmente en el (pie dio lugar a la reunión rjtí 
las Cámaras en pleno, con fecha 10 de agosto del corriente 
año. "Municipalidad de la Capital cj. Ferrocarril del Sud. s¡. 
cobro ejecutivo de pesos" (Boletín Judicial del 24 de agosto 
de 1915). 

En esos fallos se ha resuelto aceptar la jurisprudencia 
sentada por la Suprema Corte de Justicia Nacional, acerca 
de lo que debe entenderse por "impuesto municipal" a los 
efectos de la exoneración prevista en la ley invcKada [ior e> 
demandado. 

No es. pues, el caso de volver sobre esta cuestión, y menos 
tratándose del cobro de afirmados, respecto de los cuales con- 
curren circunstancias que caracterizan de un modo más pre- 
ciso, los elementos que definen la tasa tí retribución de servi- 
cios, en oposición a la noción científica del impuesto. Si nece- 
sario fuera, me remitiría, también sobre esto, a mi voto en la 
causa "Ferrocarril Buenos Aires al Pacífico contra Tardito" 
confirmada por la Suprema Corte con fecha 30 de diciembre 
de 1911. 

La segunda defensa del demandado consiste en la jftm 
pettiio que le atribuye a la demanda y reposa t-n la ilegalidad 
del decreto reglamentario. Esc decreto, en la |>aric impug- 
nada, se limita a establecer el término dentro del cual debe 
efectuarse la opción y no me parece que se aparte de Ins pr«»- 
pósitos de la ordenanza ni (pie im]K>rte una alteración de la 
prerrogativa concedida por la misma a los propietarios. 

Y. la tercera, por último, debe ser. también desestimada, 
como con acierto lo resuelve el señor juez de primera instancin. 
Se sostiene qUc el "impuesto" tjne se cobra es inconstitucional. 
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porgue existe tina desproporción considerable entre el valor ile 
los terrenos y el im(x>rtc de los pavimentos. dcspro|>orción que 
convierte el impuesto en una verdadera confiscación. La im- 
pugnación reposa, como se ve. en una base errónea. No se 
trata de un impuesto, sino de la retribución de un servicio, y 
con lo único que tiene que guardar relación eí importe de los 
afirmados, es con la calidad del servicio mismo, cuya retribu- 
ción directa se persigue, Ninguna consideración relativa al 
valor de las tierras giodria ser óbice para limitar !a facultad 
del Estado para decretar la realización fie obras exigidas por 
las necesidades públicas y que de inmediato están destinadas a 
ltcncficiar. precisamente, a los mismos propietarios de esas 
tierras. Rl argumento que se hace reposar en el valor de éstas, 
es además, erróneo \k>t otro concepto. K] pavimento se incor- 
pora en cierto modo a la propiedad y el precio de los terrenos 
del»e tomarse, no antes de las obras, sino después de construi- 
das éstas, aumentándolo projiorcionalmciHc con el valor de los 
mismos pavimentos. 

Dando por reproducidos los fundamentos concordantes 
de la sentencia, voto afirmativamente en la cuestión planteada. 

Los señores vocales doctores Williams, Hasualdo. Juárez 
Cclman y de la Torre, por análogas razones a las expuestas 
por el señor vocal doctor Giménez Za piola, votaron en igual 

seni ido. 

Con lo (¡ne terminó el acto, quedando acordada la siguicn- 
ía sentencia. — Hasitaldo. — Giménez Ztipiola. — Williams, — 
dé la T orre. — Juárez Celman. — Ante mí : Jorge L. Dupuis. 

Ks copia fiel fiel acuerdo origina) que. redactado por mi 
existe en el libro respectivo, — Jorge L. Dupnis, 

Ruine* Alrat. «tavitmbif 9d« tWS. 

Y vistos: Por lo que resulta de la votación de que instruye 
el acuerdo precedente, se confirma, con costas, la sentencia ape- 
lada, fijándose en doscientos pesos m|u, los bonoraríos del 
doctor Ríos en esta instancia, y en sesenta los derecbos procú- 
ratenos de Hidarl; y siendo equitativas las regulaciones de 
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primera instancia, se confirman igualmente. — Dev. y Rcj>. 
los sellos. — Benjamín Basualdo. — Giménez '/.apiola. — 
Benjamín WiUiams, Jortfe de ta Torre. — Totnás Juárez Ccl- 
man. — Ante mi : Jorge L. Dupnis. 

DICTA ti EN HH SKXOR PROCURADOR r.fiN'KRAi, 

Buooi Alrtf . Febrero 18 4* 1916. 

Suprema Corte: 
La cuestión debatida en este juicio relativa a la exonera- 
ción que establece el art. 8.* de la ley 53' 5- versa sobre una 
-ia que ya lia sitio tratarla extensamente en los numeroso- 
casos producidos acerca de ella, habiendo sido resuelta por una 
reiterada y uniforme jurisprudencia fie V. K. Trátase, en 
efecto, de establecer el distingo en los conceptos de impuestos 
y de servicios. Y, teniendo en cuenta que. con arreglo a las 
prescripciones «pie informan a ambas imposiciones, atentos los 
conceptos emitidos en ta discusión parlamentaria que precedió 
a la sanción de la ley. en lo que atañe a la referida exonera- 
ción del art. S.'citado, que definen y especifican claramente 
lo que es servicio e impuesto, evidenciando aquello a que la 
ley se refiere, y de acuerdo, además, a las decisiones constan- 
tes de V. K. cu los casos ocurridos al respecto, en que. tomando 
como base los principios técnicos y los preceptos constitucio- 
nales, y mencionando los argumentos expuestos en los debates 
respectivos del Congreso, lian arritado a una conclusión que 
dilucida explícitamente la cuestión en debate, teniendo en 
cuenta todo ello. digo, me abstengo de entrar en con s Ule rae io- 
nes que resultarían redundantes. Rastn decir que. a lo que la 
ley se refiere es a los impuestos en general, esto es. a los im- 
puestos de la Constitución, no a ios servicios, y que l"s impues- 
tos tienen un carácter general, en tanto que el servicio tiene 
un carácter particular, que lo j>aga quien lo recibe y en pro- 
porción a* su aprovechamiento. Y bien, en el caso suh judüe, 
se trata del ]>ago de pavimentos: que es la retribución de un 
servicio, como el de barrido, aguas corrientes y cloacas, que. 
como lo ha expresado V. R.. no se exige general e indistinta- 
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meiile a todos los habitantes de un municipio i»nr et hedió de 
serlo o de ixjseer propiedades en él, tengan o no pavimentos y 
luz en el frente de sus fincas, y estén o no provistos de aguas 
corrientes en las (ursinas, y de cloacas, sino a-Jos que reciban 
tales servicios. 

En cuanto a la inconstitucionalidad que se alega, diciendo 
que hay gran desproporción entre el valor de los terrenos y el 
importe de los pavimentos, cabe observar que tratándose de un 
servicio, y no de un impuesto, como queda enunciado, sólo es 
cxigible una relación entre el importe de dichos pavimentos 
ctm la calidad y forma del servicio, eí que está establecido para 
la ejecución de obras de interés y necesidad públicos, resul- 
tando (pie quienes los pagan obtienen un beneficio inmediato, 
compensando la retribución pagada con et aumento del valor 
de la propiedad servida, y qiíe es. jx>r 16 demás, el precio que 
detie tenerse en cuenta en la valuación de la tierra, desde que 
se efectúa una incorporación al fundo, del afirmado que lo 
pavimenta y que lo beneficia. 

En atención a lo expuesto y jurisprudencia de V. E. (tomo 
115, |Kigs. 174 y ifjtfj tomo 116. pág. 2ño; tomo 120. pág. 375), 
pido a V. El se sirva confirmar la sentencia apelada. 

/?. (7. Parara. 
Fallo de la corte suprema 

Buenos AJrti, Julio 35 *e IM8. 
Y vistos : los seguidos ¡wr íns señores P, Césari y Cía. 
contra la (impresa del Ferrocarril Central Argentino sobre 
cobro de pesos por construcción de pavimentos. 

Y considerando: 

1," Que siendo impugnada en este juicio la ordenanza que 
dispuso la construcción del fia vi mentó, como contraria a los 
artículos 4. 17 y jft de la Constitución Nacional y los privile- 
gios que funda en el artículo K," de la ley 5315 y habiéndose 
pronunciado la justicia ordinaria a, favor de la validez de esa 
ordenanza, procede el recurso extraordinario de apelación fie- 
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«lucido para ante esta Corte (art. 14. incisos 2 y 3 de la ley 48, 
y 6* de la ley N." 40551, según lo reiteradamente resuelto. 

2. Que la constitucíonalidad o inconstitucionalídad de tina 
ordenanza municipal que dispone la construcción de afirmólos, 
no puede dejicnder del valor de los inmuebles afectados a su 
|*ago, porque en tal supuesto, todos los sistemas tributarios, 
en mayor o menor grado estarían en pugna con ta Constitu- 
ción Nacional, como quiera que la igualdad absoluta es impo- 
sible, como lo lia declararlo esta Corte (Fallos, tomo 105, pág. 
285 ) sentando en malcría de igualdad de impuestos la doctrina 
de que no obsta a dicho requisito la posibilidad de que los bie- 
nes afectados por el gravamen, no cien, en el hecho, rendi- 
mientos normales por causas dependientes o independíenles 
de los une deben alwiiar el impuesto. Y en el caso es]»ecial 
sub-jndke, es de aplicación la consideración precedente, aun- 
que el valor del inmueble pudiera no estar en relación con la 
mejora, efectuada |w>r razones de progreso general, ya que 
el valor está sujeto a constantes oscilaciones y no podría dar 
|)or sí solo una regla fija para apreciar la conslitucionalidad 
del impuesto, bastando al efecto la proporcionalidad uniforme 
del gravamen impositivo ( Fallos, tomo 04, |>ág. 305. conside- 
rando 4.": tomo 102. pág. 370: tomo 117. pág. 22 1. 

.V £?"<■* r 11 cstc caso no 5V trata, además, de una exacción 
sin compensaciones directas o indirectas, para aquéllos a quie- 
nes afecta, sino de la retribución de un servicio por una mejora 
que beneficia a la cosa gravada, cuyo valor, como se ha dicho 
en Ta sentencia recurrida "debe tomarse no antes de las obras, 
sino después de construidas éstas, aumentándolo proporcional- 
n lente con el valor de los mismos pavimentos'*. 

4." Que la circunstancia que el inmueble sobre que recae 
el pago del servicio no sea susceptible de venderse porque 
forma parte integrante de una vía férrea, no puede enervar 
el derecho de la Municipalidad para poner en ejecución una 
ordenanza sobre construcción de afirmados, porque el terreno 
está incorporado al patrimonio de la empresa imlcpendicnlc- 
mente de su destino actual. 
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5 " Que la ordenanza fie que se trata no es repugnante a 
la Constitución Nacional, fx>rque las municipalidades no son 
más que delegaciones de los jMjdcres provinciales, circunscrip- 
tas a fines y límites administrativos que la constitución ha 
previsto como entidades del régimen provincial y sujetas a 
su propia legislación (Constitución Nacional, artículo 5.") 
l»ara lo cual ejercen también facultades impositivas y oexten- 
sivas en la parte de poder que para este objeto le acuerdan las 
constituciones y leyes provinciales, en uso de un derecho pri- 
mordial fie autonomía (Fallos, tomo 04, pág. 421, consideran- 
dos 4" y 5,"; tomo 114, pág. 382). 

6." Que la ordenanza cuya inconstitucional idad se im- 
pugna ha sido dictada en beneficio común para la ejecución 
«le una obra naturalmente encuadrada dentro del régimen mu- 
nicipal (Fallos, tomo 117, página 281), 

7. Que dados los términos de las sentencias 'de fojas 1,27 
y 105 y lo resuelto en casos análogos, es ajeno al presente 
recurso y está fuera de la jurisdicción de apelación de esta 
Corte, todo lo relativo a la interpretación de la ordenanza de 
tpie se trata, debiéndose aceptar la que le han dado los tribu- 
nales locales en uso de facultades propias y exclusivas y corres- 
pondiendo únicamente decidir si tal interpretación se halla o 
no en conflicto con las disposiciones constitucionales epte sirven 
de base al recurso (Fallos, tomo 102, pág. 379). 

Por estos fundamentos, los concordantes de la sentencia 
apelada y lo resuelto por esta Corte en casos análogos relativos 
a la interpretación de la ley 5315 (Fallos, tomo 122, pág. iot 
y jurisprudencia allí citada) se confirma la sentencia arlada 
en la parte que ha |X«l¡do ser materia del recurso. Notifiques*; 
origina! y devuélvase reponiéndose el |>apel ante el juzgado Je 
origen. 

.V Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Figueroa Alcorta. 
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Doña María Cigena de Cowalán Mendilaharsu, en autos can 
el Gobierno Nacional, sobre ejecución de sentencia. Re- 
curso de hecho. 

i 

Sumario : Una sentencia que se limita a declarar cómo ha <k 
determinarse la indemnización ordenada |>or un fallí 
ejecutoriado, no tiene carácter de definitiva a los fines 
del recurso del artículo 3 de Iú ley 4055. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DE SKÑOtt PROCURADOR CEXlCRAr, 

BuNOt Aliti, Abrlt 24 dt 1916. 

Suprema Corte: 

La resolución transcripta en el informe de la Kxnia. 
Cámara no puede considerarse una sentencia definitiva, a los 
efectos <le la apelación que acuerda él artículo 3. inciso 1.* de 
la ley 4055, i>ur cuanto no |x>ne fin al pleito, sino que resuelve 
una incidencia relativa a la forma en <jue deben liquidarse los 
perjuicios que el Gobierno Nacional ha sido condenado a pagar. 
V. Ét ha resuelto en otros casos, que para que haya lugar el 
recurso a que se refiere el mencionado artículo, se requiere 
expresamente que la sentencia dictada por la Cámara de Ape- 
laciones, tenga el carácter de definitiva, vale decir que ponga 
termino definitivo al pleito o haga imposible su continuación 
I Fallos, tomo 109, i»ág. 331). 

Por ello, pido a V, E. se sirva declarar improcedente ta 
queja deducida, 

Julio fíotet. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

guen» AJftt, Julio 27 4* If 16. 

Autos y vistos: el recurso de hecho por ablación dene- 
gada de sentencia de la Cámara Federal de Apelación de la 
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Capital, interpuesto por el representante de doña Maria E. 
Cigcna de Corvalán Mendilaharsu en autos con el Gobierno 
Nacional 

Y considerando: 
Que la sentencia definitiva a los fines del recurso del 
artículo 3." de la ley NÚ» 4055 es Ja que pone fin al pleito o 
hace imposible sü continuación (Ley 2 in fine, título 22 t Par- 
tida J.'). 

Que la de fojas 256 no se encuentra en ese caso pues se 
limita a declarar que la indemnización debe determinarse por 
ía diferencia de precio de ta venta con el valor de U cosa e! 
día de la evicción, rjite en el caso es el que tenían las tierras 
el año mil novecientos cuatro. 

Que como consta en los autos pedidos para mejor proveer, 
el juicio tiene por objeto e 1 cnmpl i miento de la sentencia ejecu- 
toriada que mandó indemnizar a la parte demandante 3-554 
hectáreas de tierra que le faltan en la adjudicación que en ella 
se determina. 

Por ello, no se hace lugar a la queja deducida y repuesto 
el papel, archívese. Devuélvanse los autos pedidos para mejor 
proveer con testimonio de esta resolución. 

A. Brhmujo. — D. Palacio. — 

J. FlCUEKOA ALCOftTA. 



Criminal, contra Fernando Faura. por homicidio. 

Sumario: No causa agravio al procesado la pena de diez y 
siete años de presidio impuesta por ef delito de homicidio 
perpetrado con las circunstancias agravantes de preme- 
ditación y nocturnidad. 



Caso: Lo explican las piezas siguientes: 




SENTKXCIA DEL JUEZ LETRADO 

Suu Rom 4t T«iy. Octubi» 38 de 1915. 

Y vistos : Esta causa seguida contra Fernando Faura. es- 
pañol, de cuarenta y dos años, con nueve de residencia en el 
país, soltero, lée y escribe, empleado del Ferrocarril Pacífico, 
en la estación Cayupan y domiciliado en et mismo punto, por el 
delito de homicidio, de la que resulta : 

Que el día 13 de Marzo, ano en curso, .siendo próxima- 
mente las once y media pasado meridiano, encontrándose Pan- 
taleón Pedro Faverin sentado en su oficina de la Estación 
Cayupan y en momentos rjiie el sereno de la empresa y men- 
cionada oficina, le dalia cuenta que el guarda Fernando Faura 
que en esc instante debía salir con un tren de carga fallaba a 
tal delier — en esos mismos momentos — entra Fernando 
Faura con un revolver en la mano y sin mediar palabras le 
apunta a Pantaleón Pedro Faverin que (pieria sin vida en la 
silla en que estaba sentado. 

Y considerando: 

1. " Que se encuentra plenamente probado el hecho de que 
se trata, o sea el fallecimiento de Pedro Pantaleón Faverin 
por las distintas ci instancias de autos, informe de fs. 7, y parti- 
da de defunción de ts. 20. 

2. " Que se encuentra igualmente probado que el autor de 
la muerte de Faverin es el procesado Fernando Faura, tant(> 
por su propia indagatoria de fs. if* vía. y ratificación de fs. 29 
vta.. como por la declaración de José Rubio, fs. 3, y demás 
circunstancias concordantes «le la causa. 

3. * Que clausurado el sumario y pasados los autos a un 
fiscal especial el Dr. Pedro K. Pico |x>r estar con licencia el 
titular y ser el suplente de ese funcionario defensor del pre- 
venid -i. se expide aquel ministerio a fs, 31 vta. solicitando para 
e! reo diez, años de presidio, costas y accesorios legales, com- 
prendiendo el caso en ta disposición del articulo 17. inciso I.* 
ley de reformas al Código Penal, solicitando et mínimun de 
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pena ]>or haberse cometido el hecho en estado de ebriedad; 
jior su parle la defensa sostiene que debe absolverse al reo por 
haber estado totalmente ebrio y colocado en la eximente del 
un. 81, inciso t, n Código Penal. 

O ue sin que se haya producid» prueba alguna, ni nin- 
guna otra diligencia judicial por las partes, llega esta causa 
para .sentencia. 

5." Qnc correspondiendo al infrascripto hacer la califica- 
ción legal del hecho, él está comprendido como lo sostiene la 
acusación fiscal en él artículo 17. inciso r.° de la ley de Refor- 
mas al Código Penal, y que tratándose de homicidio simple, 
sin atenuantes ni agravantes para el caso, por cuanto si bien 
resulta que el procesado ha procedido en estado de ebriedad 
parcial, resulta también de autos la agravante de que el proce- 
sarlo días antes del hecho adquirió el revólver, existiendo pre- 
mi ncionc.s vehementes de que fuera para perpetrar el hecho 
ocurrido: que por ello es de aplicación el artículo 53 del Cidígu 
Penal. 

Por estos fundamentos, y con arreglo a lo dispuesto por 
el art. 6.° fie la ley de reformas ya citada, fallo condenando a 
Fernando Faura al término medio de Ja pena fijada por el 
articulo 17. inciso I." de la ley 418", de Reformas, o sea, a diez 
y siete años y medio de presidio, accesorios y costas procesales, 
debiéndosele computar el tiempo de prisión preventiva sufrida 
en ta forma que dispone el artículo 49 del Código Penal. Notí- 
fiquesc. insértese en el registro de sentencias y a los efectos de 
lo dispuesto ]M>r el articulo 691 del Código de Procedimientos 
en lo Crimnal. elévese el proceso a la Bxma. Cámara de Ape 1 
cípnes en la forma de estilo. — Setvro González. — Ante mí: 
Jt>sc AI. de la Cámara. 

SENTRN'CIA HE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

ta Plata. Mino W di 

Vistos y considerando: 
I. listan probados el delito y la persona de su autor, el 
procesado Femando Faura. por el acta de. inspección de fs. 1 
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y 2. informe médico ele fs. 7, certificado de defunción de fs. 20, 
declaraciones de testigos y demás actuaciones. 

II. Aunque a la vista de la declaración de José Rubio, fs. 
3 y 4. se inclina el ánimo a juzgar como que el delito ha sido 
perpetrado con alevosía, no [Hiede echarse en olvido que esta 
circunstancias que lo califica, hasta el extremo de fijarle ta 
ley por pena, la de muerte (sub-inciso a) inc. art 17, ley 
4189. Delitos contra la vida», debe estar siempre y en todos 
los casos perfectamente caracterizada, y que en el siib judice 
dicho Rubio es el único testigo presencial, careciéndose de otros 
elementos de juicio al resjxícto, por to que la calificación del 
delito (inc. 1." del art. 17 citado) hecha en la sentencia de 
fs. 35. es la que corresponde. 

IIL Tilmrcio Fierro, el compañero de diversión de Faura, 
desde algunas horas antes hasta el momento del flecho delic- 
tuoso, dice que a pesar de las frecuentes libaciones que había 
hecho Faura, no aparentó encontrarse ebrio, fs. 10 vta. 

Que ha estado bebiendo, también el testigo José C. Iháñcz 
ío afirma, fs. la. y así lo asevera ta policía, según sus averi- 
guaciones, fs. 5 y 6. Pero ni la misma policia. ni Ibáñez, ni 
ningún otro, saben tampoco que Faura haya estado realmente 
ebrio. 

IV. Mientras bebieron en la fonda de Marchissio, Faura 
mostró resentimientos contra Favcriit, su víctima, porque te 
había dicho que los hombres rio eran muñecos, según declara 
Ibáñez. fs. 12 ; y a juzgar por los infon .es de la policía, de esto 
mismo es testigo Fermín Boraoti. fs. 5 vía. y 6. V este hecho 
prohado así. a más de otros, de más o menos importancia, como 
el de la adquisición de líalas para el revólver, por Faura. días 
antes, fs. 6, 12 y 12 vta.. si no explica el delito que poco después 
perpetró, neutraliza por to menos cuanto se aduce sobre la em- 
briaguez, porque en la hipótesis de su posibilidad, ha debuto 
prudentemente evitarla, ya que estaba armado y tan prevenido 
su ánimo en contra de Faverín. a quien por otra parte tenia 
que ver en seguida, ¡jara poder entregarse a las funciones de 
empleo en el ferrocarril, como le vió, sucediendo inconti- 
iti el desgraciado suceso. 
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V. Hay la agravante del inciso 13, art. 84 del Código 
Penal, por la alarma producida, como consecuencia de la hon 
(II y 30 p. m.) en que tuvo lugar el delito, y de consiguiente 
ha debido elevarse la pena det término medio en que la ha 
fijado et a quo. Empero, habiendo apelado solo el reo, no es 
posible aumentar esta pena (art. 693 del Código de Procedi- 
mientos). 

Por estos fundamentos y tos de la sentencia de fs. 35 en 
lo que no se oponen se la confirma. Devuélvase. — R. Guido 
Laiailc. — Jasé Marcó. — Antonio L. Marcenara. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aire*, julio 27 de tm. 

Vistos y considerando: 

Que está plenamente comprobado el homicidio perpetrado 
en la persona de Pantaleón Pedro Faverín ¡*>r el informe peri- 
cial de fojas 7, i>artida de defunción de fojas 20 y demás dili- 
gencias del sumario instruido por las autoridades policiales del 
Territorio Nacional de la Pampa, en cuya jurisdicción fué 
cometido. 

Que está igualmente comprobada la responsabilidad del 
procesado Fernando Faura como autor del delito, tanto por 
su propia indagatoria (fs. 16 vta.) y su ratificación ante el 
juez del crimen del territorio (fs. 29 vta.) como por la decla- 
raron de fojas 3 y antecedentes concordantes del proceso. 

Que el único fundamento que se invoca para pedir la 
modificación de ta sentencia recurrida y la consiguiente reduc- 
ción de la pena que por ella se impone al procesado, tiene por 
fundamento el estado de ebriedad en que se dice se encontraba 
Faura cuamto cometió el delito. 

Que si bien es verdad que el procesado ha ingerido bebidas 
alcohólicas la noche del suceso en distintas y sucesivas opor- 
tunidades, no está probado que estuviera ebrio. No hay al 
respecto, más antecedentes que la manifestación del propio 
procesado, quien en su indagatoria se ha contraído casi exclu- 
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aframente, a dejar constancia de que la noche en que cometió 
el homicidio se encontraba en estado de ebriedad completa. 

Que de las manifestaciones adudidas. como de todo el 
contexto de la indagatoria, se desprende el propósito de Faura 
de invocar la ebriedad en descargo de su culjiabilidad por. el 
homicidio; mientras es de observarse, entre tanto, que Tiburciü 
Fierro cu süi declaración de fs. y vta., dice sobre el particular, 
que Faura "no aparentaba encontrarse en estado de ebriedad" 
euando se separaron (fojas 10 vta.). 

Qik estos antecedentes, relacionados con los resentimien- 
tos de Fanra, para con la víctima, según las declaraciones tic 
los testigos José Carmen Itiáñez í f s. ii j y Fermín Bordoli 
(fs; 14 1 ; las manifestaciones del procesado en el acto de con 
sumar el delito { fs. 3 ) ; la arlquisición de proyectiles de revól- 
ver dos lluras y media anles del hecho (fs. 23 vía. ) y la oculta- 
ción subsiguiente, llevan al convencimiento de que et procesad' 
110 se encontraba ebrio cuando diú muerte a Faverín. y qu«- 
por el contrario, ha obrado con premeditación. 

Qü? dados estos antecedentes, la pena de 0éi y siete año- 
y medio de presidio que se ha impuesto por este delito :i 
Femando Faura. es la que corresponde en el más favorable de 
tos casos, con arreglo a los dispuesto en el ari. 17. inciso 1." de 
la ley 4i8f), sin que sea |»>sihle elevarla no obstante las agra- 
vantes de premeditación y nocturnidad, por lio haber sido ape- 
lada por el Ministerio Fiscal. 

Por ello y sus fundamentos concordantes, se confirma la 
sentencia arlada de fojas 45. con costas. Notifiques? original 
y devuélvanse los autos. 

A. Bermejo. — D. E. Palacio, — 
J. Fjcl'ERoa Amorta. 



Don Ignacio Oyttcht. ñutirá la provincia de Santiago del listero, 
por tocación de servicios profesionales 

Sumario: t." No puueden aceptarse en juicio las acciones y 
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execciones deducidas en una reconvención, cuantía no se 
justifican en el término de prueba. 

2." Estando comprobado que se prestaron servicios y 
que éstos no han sido remunerados, el precio que corres- 
ponde pagarse por ellos, a falta de convenio expreso, debe 
ser fijad*) ¡>or arbitros. 

Cuín: Resulta del siguiente; 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bucnoi Aírt», Julio 29 d« I91«. 

V vistos: los seguidos por el el señor Ignacio Oyuela con- 
tra la provincia de Santiago del listero, por locación de servi- 
cios profesionales, de los i¡ne resulta; 

Que a fojas uj y con los documentos que acompaña, el 
actor demanda a la provincia de Santiago del Kstero por cobró 
de la suma de cuarenta mil pesos, o la míe fijen arbitros en, 
caso ile disconformidad, fundado en que el siete de enero de 
mil novecientos once el gobierno de aquella provincia dictó un 
decreto designando al actor para formar parte de una comisión 
a la que el mismo decretó encomendaba la misión de solucionar 
el litigio de límites interprovinciales pendiente con la provincia 
de Tucuman. 

Que el actor aceptó el cargo que se le confería, y con 
motivo de haber renunciado el ingeniero Alejandro Gaueedo, 
el actor fué designado por decreto de marzo 17 de 191 1 para 
integrar la comisión que debia realizar gestiones análogas ante 
el gobierno i le Salta, cargo que también aceptó, iniciando los 
trabajos preliminares del caso para reunir tos antecedentes y 
elevarlos al gobierno de la provincia a fin de que sirvieran de 
base en el arreglo de la cuestión de limites. 

Que al efecto indicado el actor se trasladó a la capital de 
Santiago del Estero para recopilar los antecedentes necesarios 
y recibir las instrucciones que le debían ser suministradas por 
él Ministerio General y ixir la Dirección de Geodesia y el Ar- 
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chivo, conforme a to establecido en el artículo 2." del decreto 
de enero 7 de [911 a que se ha hecho referencia. 

Que recibí Has las instrucciones del caso, hizo un estudio 
de las actas capitulares existentes en el Archivo General de la 
Provincia, buscando y determinando el origen histórico de la 
fundación de Santiago del Estero, a fin de fijar la lrn**a que 
debía servir de limite n ta misma con las de Tucumán y Salta. 

Que al efecto fué necesario establecer cuáles eran los terri- 
torios que primitivamente constituían la (ioI*ernación del Tu- 
cumán, cuya capital fundó Núñcz del Pradu en la ciudad del 
Barco, y trasladó posteriormente — en \j de marzo de 1654 — 
a la ciudad de Santiago. 

Qu( también fué necesario establecer los límites de la 
gol>crnación de Santiago que comprendió primitivamente a las 
provincias de Córdoba. Tucumán, Salta, Catamarca. Jujny y 
la Kioja. y según las sucesivas desmembraciones hasta 1814 en 
que fl director Posadas formó la provincia de Salla con Jujuy 
reparándolas de la del Tucumán que continuó unida a la de 
Santiago. 

Que para establecer hasta dónde fué ejercida la soliera nia 
de la provincia de Santiago, ha debido estudiar todas las ane- 
xiones y desmembraciones operadas, tratando de ubicar los 
territorios que se asignaba» a cada provincia, confusamente, 
puesto que los limites nunca se trazaron sobre el terreno, y la 
extensión jurisdiccional solo puede ser conocida por los actos 
aclminístrativos o de policía ejercidos en épocas anteriores. 

Que el estudio de las actas capitulares ha sido completado 
con el de las leyes y decretos sobre ventas de tierras y las 
respectivas mensuras, y fué necesario levantar un plano catas- 
tral dje toda la zona litigiosa front eriza con Salta y Tucumán, 
y ubicar titulo |*>r título, en una extensión de más de tres- 
cientos kilómetros, las superficies de cam|X) vendidas jK>r el 
gobierno de Santiago del Kstero y que constituyen actos de 
posesión y de dominio ejercitados sobre la zona cuya jurisdic- 
ción se discute. 

Que el plano catastral a que se ha hecho referencia tiene 
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|x>r base las mensuras particulares de más de quinientas pro- 
piedades, cuyos títulos ha sido necesario consultar y estudiar ai 
efecto — y en él se demuestra que la provincia de Santiago del 
Kstcro ha ejercido sobre las tierras discutidas, actos de dominio 
eminente y de posesión material que las colocan dentro de sus 
limites jurisdiccionales. 

Que completado el estudio de las cuestiones de hecho y 
de la parte técnica y legal, el actor conjuntamente con el doctor 
M, Gorostiaga. redactó un memorial dirigido al gobierno de la 
provincia de Santiago, en el que se detallan los elementos que 
permiten sostener el derecho de aquella provincia ante los 
gobiernos de Tueumán y Salta. 

Que a pedido del golicrnador. el memorial de referencia 
fué elevarlo al gobierno de la provincia, conjuntamente con los 
planos y antecedentes que le servían de fundamento, con lo 
que la comisión quedaba cumplida, y la provincia de Santiago 
en situación de proceder al arreglo de sus límites trazando en 
el terreno ta línea respectiva. 

Que al desempeñar esa comisión, ha practicado trabajo* 
inherentes a su profestón, cuyo valor debe ser determinado 
por arbitros I Código Civil, articulo 1627» en virtud de no 
haberse estipulado la remuneración, (pie él estima en cuarenta 
mil pesos, y ha recibido seis mi) para atender los gastos de viajes, 
planos, copias, reunión de antecedentes, y que esta suma está 
excluida de la estimación que hace de sus servicios. 

Que en la oportunidad del caso se condene a la provincia 
de Santiago del Estero a abonarle el importe de sus honorarios 
por los servicios profesionales prestados, y que estima en la 
cantidad ya establecida, con más sus intereses y costas. 

Oue dándose |>or acreditada la competencia de esta Corle 
< fojas 25 i se corrió traslado de la demanda a la provincia de 
Santiago del Estero, quien la contesta a ffjas 48: pide el re- 
chazo de la acción, con costas y deduce reconvención para que 
el actor devuelva la suma cuya liquidación presentará durante 
la prueba, sus intereses y costas. 

Que de la exposición de hechos que hace e! actor admite 
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como exacto solamente su nombramiento para formar parte 
de la comisión encargada de celebrar el tratado de límites coi* 
la provincia de Tucumán, pues todos los demás son inexactos. 

Que el actor no acompaña a la demanda la ley de ]a pro- 
vincia, citada en el preámbulo del decreto~de enero 7 de 191 r, 
que es fundamental, pues ella solamente autoriza al Poder Eje- 
cutivo ¡jara nombrar comisiones que celebren arreglos o trata- 
dos con las provincias vecinas, sobre los limites cuestionados, 
y |x»r eso el decreto de enero 7 de icjii establece que se nombra 
al doctor Carlos Salas y al actor, para celebrar con el gobierno 
de Tucumán la convención o tratado de límites a que se refiere 
la lev de agosto 19 de 1910, 

Que nombrado el actor |>ara celebrar los acuerdos con la 
provincia de Tucumán. y posteriormente con la de Salta, 
correspondía que los comisionados hubiesen negociado con las 
lilailas provincias las convenciones de tratados de limites, y 
las hubieran sometido a la aprobación de la Legislatura de 
Santiago, sejíún asi lo establece la ley N\° 259. 

Que el actor 110 lia cumplido esa misión ni dado principio 
a ella; pues anunció al gobierno de la provincia en 191 3 que 
bahía terminado su comisión y que asi constaba de una memo- 
ria explicativa que fué sometida al gobierno de la demandada 
a pedido del mismo, pero el actor presentó una memoria jurí- 
dica que contenia un resume» de los datos puestos a su dispo- 
sición t>or las oficinas administrativas de la provincia de San- 
tiago, con un plano en que habían sido reproducidos sistemáti- 
camente los píanos parciales que el mismo gobierno había 
entregado al secretario de la comisión de que el actor formaba 
parte. 

Que el gobierno de la demandada se apercibió de que dicha 
comisión hahia quedado acéfala |tor el fallecimiento del vocal 
doctor Salas y que había asumido el cargo de éste el doctor 
Manuel Gorostiaga que aparece firmando con el actor el memo- 
rial a <pie se ha hecho referencia, sin estar autorizado pan 
intervenir en la cuestión, pues carecía de nombramiento, y 
además, «pie el actor no había siquiera comenzado a cumplir 
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su comisión, que consistía en celebrar tratados con Tnciimán y 
Salta no obstante que en el documento número 7 agregatlo a 
la demanda reconoce qnc el gobierno de Tucumán había nom- 
brado dos iKTsonas para que en representación de su provin- 
cia celebrasen el acta* 

Que en presencia de tales hechos el Poder Ejecutivo de 
Santiago dictó el decreto de 10 de juüo de 191 5* desaprobando 
la memoria presentada por el actor y desconociendo la inter- 
vención que en ella tomata el doctor Corostiaga. 

Que en él citado decreto se declara que la memoria presen- 
tada por el actor no importa el cumplimiento de la ley X." 250 
y del decreto de 7 de enero «le 191 1 : haciéndose constar asi- 
mismo que el actor ha recibido la suma de siete mil pesos como 
anlici|>o de honorarios y "«> para gastos de viajes y plano:., 
copias y reunión de antecedentes, y se desestima la referida 
memoria, sin perjuicio de los derechos que correspondan a la 
provincia por devolución de las sumas entregadas. 

Que fundando la reconvención, el representante de la 
demandada manifiesta, que los hechos expuestos, el reconoci- 
miento del actor de halwr recibido seis mil pesos, y el decreto 
de 10 de julio de 1915. justifican suficientemente la contra- 
demanda: y que no habiendo el actor prestado los servicios 
ijiic se obligó a prestar, no tiene derecho a remuneración. 

Que nu tiene isntrucciones expresas del gobierno de la 
provincia l*ara manifestar su conformidad o disconformidad 
con la continuación de la obra encomendada al actor, pero 
entendiendo éste que fu misión ha terminado con la presenta- 
ción del memorial que sirve de base a su demanda, debe darse 
por terminado el contrato de locación de servicios que rige 
las relaciones fie las partes, quedando en libertad la provincia 
de Santiago del Kstero para proceder como convenga a sus 
intereses. 

Que habiendo pedido y obtenido el actor Úh anticipo de 
honorarios para celebrar tratados tic límites con las provincias 
de Salta y Tucuinán, y no habiéndolos celebrado, debe enten- 
derse que lia hecho abandono voluntario de la obligación que 
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le incumbía, y que debe a la provincia las sumas que lia reci- 
bido por una función que no lia desempeñado. 

Que en cuanto al memoria], no esiá obligada la provincia 
a pílgáirlo por no haberle sido especialmente encargado al actor, 
y los tratados de límites con Salta y Tucmnán del fían ser nego- 
ciados directamente, sin necesidad de nuevas discusiones » 
escritos, pues el objeto de las o «misiones era sus|jcuder los 
debates y tenm'nar ejecutivamente las cuestiones, y pide en 
consecuencia, el rechazo de la demanda, con costas, y se haga 
Jugar, también con costas, a la reconvención deducida. 

Que corrido traslado a la reconvención í fojas 51 > el actor 
expone que para fundar el rechazo de la demanda y la recon- 
vención, la provincia de Santiago invoca el decreto dictado por 
el gobierno de la misma en julio 10 de t§$$ fecha nriiy poste- 
rior a la iniciación fie este juicio, decreto en el que. el gobier- 
no de la demandada loma vista de la memoria presentada dos 
años ames, para desestimarla y reclamar las sumas que por 
anticipo y pago de gastos recibieran los comisionados. 

Que ese decreto es un acto unilateral qué 110 puede modifi- 
car ni cancelar derechos emergentes de una convención per- 
fectamente celebrada en virtud fiel nombramietiiH emanado 
del Poder Kjccuttvo de la provincia de Santiago del listero, y 
la aceptación del ador. 

Que en el mismo decreto se hacen apreciaciones sobre el 
valor técnico de los trabajos efectuados, sin tener en cuenta 
que no es la provincia de Santiago la autoridad que debe re- 
solver sobre puntos ya sometidos a ta decisión judicial. 

Que de los siete mil pesos cuya devolución se pretende, el 
actor sólo ba recibido seis mil. como debe constar cu los reci- 
1k>s que subscribió, y en consecuencia ta provincia de Santiago 
incurre en una plus féttifo reclamando una suma mayor que 
la que le ha entregado, y además, las recibió, como ya lo ha 
dicho, para atender los gastos requeridos por el estudio de las 
cuestiones «¡ue se le encomendaron, y por tanto la provincia 
carece de derecho para reclamarlos. 

Que si no se llrgó .1 concluir tratados erni las provincias 
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de Tucumán y Salta, éflo se delie a que éstas no aceptaron la 
invitación <le la de Santiago del Estero "de nombrar comisio- 
nes mixtas que determinaran las diferencias o puntos concre- 
téis de divergencia que pudieran someterse a la decisión arbitral 
en el caso de no arribarse a un avenimiento directo, con el fin 
de que su* acuerdos, en uno o en otro sentido, fueran llevados 
a la aprobación del Congreso Nacional"*. 

Que los miembros de las comisiones designadas por el 
gobierno de Santiago del Kstcro lucieron los estudios enume- 
rados en la demanda, poniéndose en condiciones de discutir v 
defender sus derechos, y ello no oenrió por haberse negado a 
aceptar la discusión las provincias de Tucumán y Salta, y i>or 
tfcntti solicita que se rechace la reconvención con costas, y se 
haga lugar a la demanda, también con costas. 

Que recibida esta causa a prueba (fojas 571 las partes 
han producido la que se expresa en el certificado de fojas 197. 
después de la cual presentaron los alegatos ele fojas 202 y 216. 

Y considerando: 
i." Que el contrato de locación de servicios entre las par- 
tes está suficientemente probado en autos, y el reconocimiento 
de la demandada í fojas 48 > hace innecesario analizar la prue- 
Ita rendida jwr el actor para acreditar ese extremo. 

Que tos servicios cuya prestación se alega están igual- 
mente prolwdos. — La parte demandada reconoce, cu efecto, 
(i§. 49» que el actor ' presentó una memoria jurídica que con- 
tenía un resumen de los datos puestos a su disposición por las 
oficinas administrativas de la provincia de Santiago, con un 
plano en que habían sido reproducidos sistemáticamente los 
planos freíales que el mismo gobierno había entregado al 
secretario de la comisión de que formaba parte el actor". — La 
divergencia, 110 radica, pues, en los servicios mismos, sino en 
la importancia que el actor les atribuye y que la demandada 
les niega- 

3¿ Qnc aún cuando el decreto de fojas 3 se funda en la 
conveniencia "de arreglar las viejas cuestiones de limites in- 
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terprovinciales «mí las provincias de Tucumán. Salta. Córdoba 
y Catamarca'', y esa misión acrece cometida a las comisiones 
mimbradas, lu circunstancia dé que los arreglos no se hayan 
llevado a efecto por causas extrañas a los comisionados, 
implica que las gestiones se hayan omitido, pues su prestación 
consta de autos, prescindiendo de la eficacia de las mismas con 
relación al objeto que se tüvo en vista. El resultado podrá ser 
un factor determinante para establecer el cuamtum de la remu- 
neración, pero. salvo convención en contrario, no autoriza a 
negar el j>ago. 

4. " Que en efecto, y aparte de las consideraciones (expues- 
tas, está también demostrado, que si los convenios aludidos no 
llegaron a celebrarse, fue debido a causas y circunstancia 
ajenas al radio de acción de los comisionados y a la misión de 
las comisiones instituidas, pues en el mensaje fiel gobernador 
de Santiago agregado a fojas 85 de autos ingina segunda» 
se afirma que la designación de comisiones mixtas para dirimir 
las mistiones de limites, no se efectuó porque h\ propuesta del 
gobierno de Santiago no fué aceptada. 

5. " Que las manifestaciones del mensaje enunciadas en el 
considerando anterior están Corroboradas con lo declamado so- 
bre el particular |mr Ins señores Manuel Argaúarás y Gregorio 
Riso Patrón, quienes contestando la pregunta tercera del pliego 
de fojas 115. manifiestan (fojas 118 vta, y 1 líí vta. respecti- 
vamente* que el temperamento de designar comisiones mixta* 
fué propuesto por el gobierno de Santiago y no aceptado por 
las demás provincias, 

6. " Que del documento agregado a fojas 18 de ñutos, re- 
sidía adéri ás. que los antecedentes reunidos en la memoria 
inserta a fojas 5K fueron considerados útiles \mr el gobierno 
de la demandada, pues con motivo de un conflicto surgido con 
las autoridades de Tucumán, se pidió al actor que las pusiese 
a disposición de un comisionado especial para que éste sumi- 
nistrara al Gobierno de la Nación los antecedentes del caso. En 
el documento de referencia, suscripto por el gobernador de 
Santiago, se expresa al final: "Será conveniente, en vista de 
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que fes estudios de límites que le fueron confiados y que s„> 
hallan terminados según me (comunican; los eleve al gobierno 
para su conocimiento", manifestación i|iie importa ei infirmar 
las conclusiones precedentemente establecidas. 

7, Que (lidias conclusiones concuerda n con las contenidas 
en el documento de fojas 15. reconocido a fojas 104 vta., con la 
declaración prestarla por el señor Santiago K. Córvala» a fojas 
104: con el documento de fojas 1 10 reconocido a fojas 120. — 
antecedentes lodos, que llevan al convencimiento de que el actor 
prestó servicios ni gobierno de la provincia de Santiago a fin 
de pn>curnr los arreglos de límites eon las provincias de Tucu- 
ináti y Salta, en la medida y forma consignadas en el documento 
de fojas 58.— consistiendo en consecuencia, dichos servicios, en 
la memoria jurídica y los planos t t tic ha presentado el actor v 
í|iie la parte demandada reconoce. 

8," Que en cuanto a la reconvención, la provincia de San- 
tiago de ¿Stero persigue la restitución de la suma de siete mil 
pesos que dice ha entregado al actor (fojas 501. fundándose 
en que esa suma se le anticipó en eoneeplo de lmiuirarios. v 
im habiendo desempeñado el señ'-r f Huela la misión que se le 

con fiara, delie devolverlos. 

o." Que contestando la reconvención, el actor reconoce 
haber recibido la suma de §éis¡ mil pesos, pero niega que le 
fueran dados como anticipo de honorarios, y manifiesta f|Ue se 
le entregaron "para atender los gastos (pie el estudio de las 
cuestiones encomendadas requería" (fojas 54 ), 

10." Que la tínica prueba producida 1*t fa provincia de 
Santiago para acreditar el fundamento de la rec-m vención, con- 
siste en los informes testimoniados a fs. 187 y 188 de autos, en 
el primero de los cuales consta una entrega de cinco mil pesos 
hecha al actor, y otra de dos mil pesos hecha conjuntamente 
al actor y al ingeniero Valentín Virasoro. de cuya suma aquél 
reconoce liaber recibido la mitad, pues el resto, dice. !o perci- 
bió el señor Virasoro. circunstancia ajuc debe admitirse, pues 
un se ha demostrado que los dos mil pesos a une se refiere la 
orden de pago indicada en el citado informe, hayan sido Ínte- 
gramente percibidos |ior el señor O vuela. 
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11. " Que en el documento dé fojas 187 no se menciona el 
concepto de esos anticipos, y si bien es cierto que el informe 
de fojas 188 atribuye a esas entregas de dinero el carácter de 
"anticipo de honorarios", cabe observar que esa manifestación 
no se funda en antecedente alguno que sea distinto de los que 
consigna el documento de fojas 187, y en consecuencia apa- 
rece como simple opinión personal del funcionario que lo subs- 
cribe, emitida con posteridad a ía fecha de la notificación de la 
demanda ( fojas jo y 31 ). 

12. '* Que según lo establecido y resuelto por esta Corto 
I Fallos, tomo 21. ]ág. 454 j no pueden aceptarse en juicio las 
acciones y excepciones deducidas en una reconvención, cuando 
no se justifican en el término de prueba, y por tanto, para 
que la reconvención sttd lite hubiese podido prosperar, supuesta 
su procedencia, habría debido demostrarse el abandono volun- 
tario de la misión encomendada al señor Oyuela y que los fon- 
dos de referencia fueron efectivamente entregados en concepto 
de anticipins puesto que el t>u\ts probandi incumbe en esle caso 
al actor (Fallos, tomo i : 2¿ pág, jo¿: tomo 16. pág. tomo 
:*), pág. 85. entre otros). 

Que la precedente conclusión no afecta a los derechos 
que crea tener la provincia de Santiago del Estero respecto de 
la suma clemandada. toda vez que el actor afirma haberla reci- 
bido para gastos, y en consecuencia aquella puede hacer uso 
de las acciones del caso a fin de que se justifique su inversión. 

14." Que con forme a lo resuelto por este tribunal en casos 
análogos f Fallos, tomo 105. pág. 144; tomo 107. pág. 123; tomo 
100. pág. 4001 estando comprobado que se prestaron servicios 
y éstos no han sido remunerados, el precio que corresponde 
pagarse |¡or ellos, a falta de convenio expreso, debe ser fijado 
por arbitros, según lo establecido en el articulo 1627 del Có- 
digo Civil. 

Por estos fundamentos sc declara que la provincia de 
Santiago del Kstcm debe abortar al actor la suma que fijen 
arbitros por los servicios que se determinan en el considerando 
7-". dejando a salvo su derecho para ejercitar las acciones 
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correspondieule> respecto a la limpión de los seis mil pesos 
que el señor Ornela reconoce haber recibido para gastos. Las 
costas se pagarán en el unten causado atentas las conclusiones 
expresadas. Molifiqúese con el original y repóngase el pa|Krl, 

A. B KM Mí- jo. — XíCANTiH G. Dtt 
S6i%á, - J). E. Palacio. — 

J, I-J'-.l'KROA Ai.corta. 



('omisión di B omento de Cañada de Gómez, contra ci ferroca- 
rril Vcniral Argentino, sobre cobra de pesos 

Sumario; |,a exetictón ele impuestos a (fue se refiere el art. 8." 
«le la ley 5.^15. tlb o impremir a los servirios de carácter 
municipal cómo son los de alumbrado y riego. 

Caso: l,o e*pliran las pieza* Mgnienler.: 

HÜNTKN'CIA IHX SIÍXOK JtMCZ EX I.O CIVIL V COMÍÍHCIAI, .* 

Rom rio, Octubre 24 de I'.'! 4. 

V vi>tiw: í ; .l juicio seguido por la Comisión de Fomento 
de C'anatla de Gómez contra la Empresa del l ? . C. C. Argentino, 
sobre cobro de pesos del que resulta: íjuc con fecha 31 de 
marzo del año pasado se presentó el procurador A nucí Miranda 
en representación de la parle aetora e\puiietido que la empresa 
aludida adeuda a dicha comisión de fomento jmm" concepto de 
riego y alumbrad" desde el mes de enero de 10,12 a marzo de 
1913 la suma de un mil novecientos veintiún jjesos con cinco 
centavos moneda nacional. \ntr cuya suma entabla demanda 
contra la referida empresa, pidiendo se le condene a! pago de 
la misma con costas. Corrido traslado de la demanda a la em- 
presa, ésta ío evacúa por intermedio de su apoderado don Mugo 
l ; iTgusou. quien pide el recluí/' 1 de la acción con costas en 
virtud de estar exenta del pago de la contribución que se le 
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exige, puesto que dicha empresa se lia acogido a la ley 5315. 
la cual en su articulo 8." exonera a las empresas de todo im 
puesto, nacional, provincial y municipal. Abierta a prueba la 
cansa se produjo por parte del demandado la que corre a fs. 
36 y después de datlStirado el término de prueba se [lasaron los 
autos a las parte? para alegar de bien prolado, habiéndose 
presentado los memoriales de fs. 30 y 38. Se llamó autos con 
fecha veinte del corriente mes y ano. quedando así la causa en 
estado de fallo. 

Y considerando : 
Que por lo que respecta al carácter de servicio que revíst< 
el riego y alumbrarlo, es innegable, como asimismo sus di f eren- 
¡as fundamentales con los impuestos. Lo que caracteriza a 
slos últimos es la generalidad, proporcionalidad y el de ser 
permanentes, cualidades que no tienen tos servicios. Siendo 
así y estableciendo la ley 531$ en su art. 8." que las empresas 
están exoneradas de torio impuesto nacional, provincial p mu- 
nicipal, se deduce como lógica consecuencia míe dicha exone- 
ración 110 comprende el alumbrarlo y riego porque 110 son pro- 
piamente impuestos, sinii servicios municipales. 

Aparte de esta consideración deducirla ríe los términos 
mismos de la ley, existen otras fundadas en el espíritu quid 
informó dichas disposiciones. Kl pensamiento riel legislador 
está clara-iíente establecido en las palabras pronunciadas por 
el miembro informante de la comisión doctor Caries, quien al 
ser interrogado |>or el diputado Pera acerca ele cuáles eran los 
impuestos municipales de que se eximían a las empresas, mani- 
festó sin observación alguna por paite de sus colegas de la 
Cámara ríe Diputarlos: "... que los servicios de carácter comu- 
nal rjue beneficiasen a los ferrocarriles (jor lo mismo que tienen 
un carácter particular, los ferrocarriles particulares tendrán 
que abonarlos" í Véase Diario de Sesiones. C. de D. D. 11)07. 
I. pág- t-aorji. Además la Suprema porte de la Xaeión ha 
establecido uniformemente en numerosos fallos qtie el art, 8," 
de la ley 3.1 "5. no exonera a los ferrocarriles del pago de los 
servicios municipales. 
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Por estos fundamentos y tos concordantes del escrito de 
fs. 30 .1 38. fallo: Haciendo lugar a la acción instaurada, y 
condenando a la empresa demandada a alionar dentro del tér- 
mino de diez días a la Comisión de Fomento de Caftada de 
Gómez la suma reclamada, con costas. Regido en doscientos 
pesos los honorarios de! doctor Barbarich y en cien los del 
procurador Angel Miranda. Hágase salier, insértese y repón- 
gase el sellado. — tu Zcttóti Gomales. — Ante mí: Emilio 
Hobirosa. 

VCUliRPí) PK l.\ BXSJ \. CAMARA DE AI'tfl.UIOXKS 

Acuerdo: Kn la ciudad del Rosario de Santa Fe. a veinte 
de septiembre de 1915. reunidos cu acuerdo los señores vocales 
de la 3¡i* sala de la F.xma. Cámara de Apelaciones para dictar 
sentencia en el juicio seguido \-nw la Comisión de Fomento de 
Cañada de Gómez contra la Empresa del Ferrocarril Central 
Argentino, por el pago de servicios municipales, practicado el 
sorteo de ley a objeto de determinar el orden de la votación, 
resultó que ésta debía verificarse en la forma siguiente; doc- 
tores Fontanarrosa. López Zamora y líaigorri. 

Antecedentes. — Con el escrito de fs. 4 y con feclia 31 de 
marzo de 1913. se presentó ante el inferior, el procurador An- 
gel Miranda, entablando demanda ordinaria, en representación 
de la Comisión de Fomento de Cañada de Gómez, contra la 
empresa del Ferrocarril Central Argentino, por el pago de los 
servicios municipales de alumbrado y riego prestados a la 
estación míe dicha empresa tiene en Cañada de Gómez. 

Fundando su demanda expresa el actor que la empresa 
demandada Jé adeuda servicios de alumbrado y riego jtor los 
meses de enero de un 2, a marzo de njf.í. por un valor total de 
mil novecientos veintiún pesos cinco centavos moneda nacio- 
nal y que ha solicitado de la empresa deudora, reiterada C 
inútilmente et pago de esos servicios. Solicita en consecuencia, 
se le condene a pagar l<> adeudado por aquellos servicios con 
costas. 
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Citada a juicio la empresa demandada contesta la demanda 
l>or intermedio del procurador Hugo Kérguson. pidiendo el, 
rechazo de ésta, con costas, por no estar obligada de acuerdo 
con la ley 5315. a pagar los impuestos cuyo jwgo se reclama. 

Cita en a]wvo de (al pedido el arl. 8." de aquella lev v las 
palabras pronunciadas j^or el diputado Kmilio Mitfe respecto 
de la misma, que se consignan en el Diario de Sesiones de la 
Cámara de Diputados de la Nación. «írresjiondientc al año 
1 yo?, pág. 679, 

Abierta ía causa a prueba se produce |*>r la demandada 
la qiu» obra a fs, 24 y ¿5 y clausurado dicho periodo y habien- 
do^ alegado de bien probado por las fiarles, se llamó autos 
para sentencia a fs. 41 vta.. pronunciándose poco después el 
fallo recurrido, de fecha 24 deCíietuhrc del ano pasado 1 10J4L 
I>or el (|tie se hace lugar a la acción instaurada y se condena n 
la Kmpresa riel Ferrocarril Central Argentino a alionar a la 
actora. dentro fiel término dé diez días, la suma reclamada, 
con costas. 

Apelada esta sentencia y traídos los autos a este tribunal, 
se presentan por las parles los memoriales de fs. 51 y 54. 
pasando luego la causa a estudio y designándose por último 
el dia de hoy para celebrar este acuerdo. 

Con tales antecedentes la Sala de Tercer Turno llamada a 
entender, planteó y sometió a votación las siguientes cuestiones- 

I. ;Ks justa la sentencia apelada? 

II. (Qué resolución corresponde diciar? 

A la primera cuestión el vocal doctor Fontanarrosa. dijo: 
Darla la forma en que se ha tratado la litis. I.» que toca con 
siderar al tribunal es el alcance del art. 8." de la ley 5315. Toda 
la cuestión gira alrededor de éste, sosteniéndose por la em- 
presa demandada que ]*ir él está exenta del pago de los servi- 
cios que se cobran. lo que niega la parte demandante. 

Tal cuestión ha sido ya bastante debatida en los tribunal^ 
del pais, habiéndose establecido jurisprudencia por la Suprema 
Corte de la Nación, en el sentido de que la exención cíe im- 
puesto a que se refiere dicho articulo, no comprende a los ser- 
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vicios de carácter comunal como son los de alumbrado y riego 
cuyo pago se demanda en estos autos. Entre otros fallos de h 
Suprema Corte y para 110 referirnos sino a los últimos, en que 
se toman en consideración todos los argumentos hechos por 
la empresa en casos análogos, pueden citarse los que obran en 
tos volúmenes corrcsixmdiciilcs a diciembre de Í$Ü, págs. 43 
y 55 y diciembre do 1912. |>ág. 33 de la publicación Jurispru- 
dencia de los Tribunales Nacionales. 

V esta Cámara ha dado la misma interpretación al articulo 
de que me ocupo, la Primera Sala en los juicios seguidos por 
don Enrique Astengo. |*tr cobro de afirmados fallados con 
fecha 12 de marzo y 15 de diciembre de 1913; la Segunda 
Sala en el juicio de Rafael M. Gutiérrez con el Ferrocarril 
Córdoba y Rasado. Libro 8 ". pág. 2$o y. esta Sala Tercera en 
los juicios seguidos por la Municipalidad de esta ciudad contra 
«I Ferrocarril Central Argentino y por Rafael M. Gutiérrez 
contra el mismo Ferrocarril Central Argentino. T. a Inginas 
[14 y 188. . 

Además pienso también como la Suprema Corte que si 
existiesen unitivos de duda sobre el alcance de la exención 
acordada por el ari. 8." de la citarla ley 531 5. con arreglo a la 
doctrina y a la jurisprudencia, se impondría la interpretación 
restrictiva de esta disposición legal, lo que nos llevaria a la 
misma conclusión. 

Omitiendo -tras consideraciones que repulo innecesarias 
en razón de tratarse de una cuestión muy debatida ya. pienso 
que la empresa demandada 110 está exenta |x>r la ley citada. 
»lel pago de servieius de carácter comunal y por tanto que e* 
justa la semencia apelada que condena a aquella a efectuar el 
pago que demanda la Comisión de Fomento de Cañada 'te 
Gómez. 

Voto, pues, por la afirmativa en la primera cuestión plan- 
teada. 

tos doctores López Zamora y liaigorri. por análogas razo- 
ne* adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión el vocal doctor Fontanarrosa. con- 
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tinuaiulo. dijo: Dado el resultado de la votación anterior, lo 
que corresponde es confirmar enn cosías el fallo recurrido 
Voto en esc sentido. 

Los doctores Lope* Zamora y Baigóiri, adliirieron al íoto 
precedente. 

Con lu pié terminó el acuerdo, firmando los señores vo- 
cales, por ante nú, de que din fe. — .V. Oscar Pantanarrosa. — 
A. lé}es Zamora. R líait/orri. — Afítc mi : Hriberto Artas. 

Concuerda con su original que obra en el libro de senten- 
cias civiles, al que me remito, doy fe. Para ser agregada a \m 
amo* expido la presente copia, que sello y firmo en secretaria, 
a veinte de septiembre de mil novecientos quince. — Enheno 
Artas. 



SENTENCIA 

Rolirlo, Scptitmbrc 20tfe 1015. 

Y vistos: ?or el mérito qüc "frece el acuerdo que ante- 
cede; la Sula de Tercer Turno, resuelve: Confirmar, con eos- 
las, la sentencia apelarla de fecha 24 de octubre de 1014. y qm 
-•lira de fojas 43 a -45. Regúlame los honorarios del doetor 
llarfiarich y procurador Miranda, en las sumas de cíen y cin- 
cuenta pe^s moneda legal, respectivamente. Hágase saber, re- 
póngase y bajen. — X. Oscar Fontanar rosa. — A. kófas ?<»- 
mora. — ti. fitiii/orri. — Ante mí: lir'tbcrto Arias. 

PA1.I.O Olí LA CORTK SUPREMA 

Bueno* Afín, Julio 29 de 1*6 

Y vistos; 

Para conocer del recurso extraordinario interpuesto y con- 
cedí 1 lo en los presentes autos seguidos fior la Comisión de Fo 
mentó de Cañada de Oómcz, provincia de Santa Fe, contra la 
Empresa del Ferrocarril Central Argentino, |>or cobro de ser- 
vicios municipales, 

Y considerando : 

Oite la sentencia Apelada de fojas 46 en cuanto establece 
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que la exención de impuestos a que se refiere el artículo 8 de 
la ley X." 5315, no comprende a los servicios de carácter muni- 
cipal como son los de alumbrado y riego a que so refiere la 
demanda de fojas 4, está de acuerdo con lo resuelto y estable- 
cido jxir esta Corte ett repetidos fallos. Tomos 1x3, 1%. 165; 
114. pág, ti 5, jííijís. 174 y iSr. ; nf>. pág. 266; 118. pá|. 
aíSS; no. j»ág. i_>- entre otros. 

íJiiL- en los fáUqs mencionados esta Corte después «le estn 
diar dvtcnid:micnie los antecedentes legislativos y demás funda- 
n enl-is aducidos en favor de la tesis sostenida pnr la empresa 
del ferrocarril en dichas causas para apreciar el verdadero 
alcance que corresponde dar a la disposición del artículo 8." de 
la ley citada, ha declarado y resuelto que ella no exime a las 
empresas de ferrocarriles que lo han alegado de la obligación 
de pagar los servicios municipales del carácter que comprende 
Ja presente litis: habiéndose declarado también qne los concep- 
tos "una retribuí ión única fie 3 0" contenida en dicho artículo 
8 >c reitere a los verdaderos impuestos, tributos u cargas públi 
cas sancionados para hacer frente a los gaslos generales de la 
administración. Tomo t-'o, página ,1"-'. 

Que fijado así por esta Corte en forma tan clara y precisa 
el alcance de la exención a que alude la recordarla disjiosición 
del artículo 8." y tratándose como se trata en el presente caso 
del cobro de servicios municipales corresponde mantener el 
sentido de esa. cláusula legal como lo tiene reconocido la juris- 
prudencia antes recordada. 

Por ello v sus fuudameiitf >s se con firma con costas la sen- 
tí neia apelada de fojas 46. en la parte que lia podido ser nía- 
lefia del recurso. \Ylifiqiicse original y devuélvanse, previa 
reposición de sellos. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D, E. I 'alacio. — 

J. Flf.UEkOA Al. CORTA, 
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Dan José Massonc. ?n autos c>>u don Manuel A. Tafia, por 
injurias, [nádente sobre competencia 

Sumario : La Corle ¡Suprema no está llamada a dividir, inter- 
pretando una Constitución de tina provincia, si nn jüicip 
por in junas es de la o >nipeteneia de los tribunales ordina- 
ria p del jurado de la misma. 

CaSO/l Lo explican las pieza* siguientes : 

lUCTAMI-N DKt. SlíÑllR I'KOCI'KADOH r.RXKKAI. 

Bueno» Air«9. febrero 17 de 1916 

Suprema Curie: 

Kl recurso extraordinario <jue se deduce cMá fundado en 
la violación del artículo 18 de la Constitución Nacional, por 
cuanto la decisión apelada sujeta al apelante a una jurisdicción 
míe no es la tme. según dice, te corres|>onde. conforme a b 
dispuesto en la constitución de la provincia. IV esto se des 
prende <pte aquella decisión no lia contrariado derecho alguno 
que se fundara en el mencionado articulo iH. como alega el 
aislante al sostener que lia sido sacado de sus jueces naturales 
por el hecho de habérsele j migado por los írihimales ordinarios, 
v 110 en juicio pur jurados, autorizado por la constitución de 
la provincia de Buenos Aires, desde míe ello no implica el 
desconocimiento del derecho de ser juzgado por los jueces de 
la constitución;; ajarte de <«je. la cuestión de sí deben o no 
estar ya establecidos los jurados en la provincia de Buenos 
Aires, es ajena a los limites y naturaleza del presente recurso. 

La apelación interpuesta no se halla encuadrada, piu>. 
dentro de los términos del artículo 6." de la ley 405? > sn corre- 
lativo el 14 de la ley 48. 

K11 atención a to expuesto, pido a V. E. se sirva 110 hacer 
lugar al recurso deducido. 

R- G. f*arer,t. 
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fallo de la corte suprema 

Bumoi Airti, julio 39 de I9J0, 

\ istos y considerando: 

Oue según !•> expresa tf | recurrente a fojas 14, d auto 
apelado al resolver que el señor Mazzonc sea juzgado i>or los 
jueces ordinarios de la proyíncia contrariamente a lo estable 
cido |M«r los artículos n y 231 de la Constitución de la misma, 
qiie I-* someten a otro juez distinta dicta decisión contra la 
validez del privilegio, dereetto o garantía del articulo 18 de la 
Constitución. (|iie establece que nadie puede ser sacado de lo> 
jueces designados por la ley antes .Id IriIio de la cansa, ni 
juzgado por coniisiones especiales. 

Que esta Corte Suprema no está Mamada a decidir si el 
easo es de la competencia de los tribunales ordinarios de la 
provincia de líuenos Aires o del jurad., de la misma : (Fallos, 
tomo 1 10, página r$j y otros) y más aun teniendo en cuenta 
que dichas ¿Hsposiei'.nes no lian sido impugnadas como contra- 
rias a una cláusula de la Constitución, tratado o ley del 
C< mgresi 1; 

Qne pi-r otra paite c! artículo 18 dé la Constitución, al 
establecer que ningún babiiautc de la Nación puede ser sacado 
de los jueces designados |xir la ley antes del lieeh.i de la causa, 
lia entendido prescribir las leyes c.r post facto y los juicios por 
omisiones expresamente noml>ra«las para el caso sacando al 
acusado ríe la jurisdicción perniaíiénte de los jueces naturales 
(Mira someterlos a tribu na les o jueces accidentales o de cir- 
cunstancias: y tales garantías no pueden estimarse violadas 
cuando los jueces de una provincia determinando sobre su 
propia eompeteneia aplican sus leyes y establecen de entre 
ellos el compéleme para conocer del caso que se les somete 
1 t allos, tomo 17. jiág. 2J; tomo ¡14, (¡ág¿ #j y otrosí. 

Por ello y conforme con lo dictaminado \ntr el señor Pro- 



«A FAUOS DE LA CORTE SUPREMA 

"y TI.'- * 

curador General, se declara no haticr lugar al recurso. Notifi- 
ques? original y devuélvase al tribunal de su procedencia. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — D. K. Palacio. — 

J. FlilUEItOA Al.CllRTA. 

m >t \s 

lín seis de julio se declaró improcedente ta queja imer- 
I tuesta por Francisco A y bar contra la Cámara Federal de t*n 
Plata ñor reíanlo de justicia en virtud de lo dispuesto en el 
articulo 5." de la ley 4053. según el cual ta Corte consecra 
los recursos por retardo o denegación de justicia, en l* »s caso-, 
a que hacen referencia los artículos anteriores de ta precitada 
lev y dichos casos son los susceptibles de una tercera instancia, 
entre los ijuc 110 se encuentra el del recurrente. 



Kn trece del mismo se declaró oten denegado el rccürs * 
interpuesto de hecho jwir Agttstin líarectó cu el proceso «jue 
se le siguió jMir humicidio. por cuanto la resolución de la 
Suprema Corté de ta Provincia de Tíllenos Aires, se bahía 
limitado a declarar improcedentes los recursos deducidos para 
ante ella, sin contener decisión alguna qtie autorice el recurso 
extraordinario del articulo 14. ley 4S. pues habíase concretad** 
a Ta interpretación y aplicación de las leyes de procedimientos, 
librada exclusivamente a los tribunales locales, la míe no puede 
:r revisada por la Corte Suprema, como lo ha declarad- » reite- 
radamente, siendo de notarse, además <|ue oportunamente no 
se hizo ninguna cuestión de carácter federal. 



Kn ta misma fecha, se declaró igualmente hicn denegado 
el recurso interpuesto por " The Paulatina Develr>pment Cor- 
poraíion Limited" en los autos de su quiebra. | opine aun 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



Mmfctáa *jne el Superior Trilmna] tic la Kioja. al denegarle 
I;. apelación direeta de la resolución <1cl inferior, se pronuncie 
definitivamente sobre el fondo de la cuestión planteada, en 
sentido contrario n los priyile^bs que Ic acuerdan, entre otros, 
tos arts. 20. ji y 25 «le la ley \\ MX- S . «,„ tf \ mn si()o invocados 
y denegados jwr la sentencia de primera instancia, delie u- 
nersc presente que dicha ley forma parte del Código fie Couicr- 
eio. por su naturaleza y porque así lo declara expresamente el 
artículo y, de la misma, y en tnl concepto, v según lo reite- 
radamente resuello por la Corte Suprema, h interpretación 
y aplicación del derecho coiftün por los tribunales de provincia, 
np da lugar al recurso extraordinario de la lev número 4 ft. 
con arreglo al artículo 1$ de la misma. 



Ku quincé del niisino fué denegado d recur>o interpuesto 
por tíon *José Teodosio Uro en autos con Oregorto Gbn¿álé2, 
sohre reivindicación, por cnanto l;i cuestión solire mejor flere- 
cho al dominio de la tierra reivindicada ha sido disentida y 
resuelta por aplicación de las disposiciones del Código Civil, 
extrañas al recurso extraordinario interpuesto según el articulo 
I.S «le la ley nacional de jurisdicción y competencia de 1803. y 
mu- lampoeo puede motivar ese recurso la invocación def ar- 
ticulo 17 de la Constitución extemporáneamente aducida al 
interjH merlo, desde que la decisión se liasa en la anlerioridad 
que atlíbnye a uno de los litigantes respecto a h adquisición 
del titulo y de la posesión. 



Ihm tienuiw C, VÜlctjas contra don Francisca GhssohK sobre 
cobro di tesos. Contienda de competencia 

Sumario: jurisdicción h.ca! concurrente >e entiende pro- 
rrognda citando se opone una excepción que impnrta reeo- 
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imcerla. |>or referirse al fondo <lel asunto, cual CS cu el 
caso la tic falta de (íersoncria en el demandado. 

GúíO: Iji explican las piezas siguientes: 

Al to UKL .U KZ KN Líí CIVIL V OiMHtUA]. 

Li Pial*. Octvbf* 6 de 1015. 

Autos y vistos: Considerando : 

1. " Que citado y emplazado ni forma el demandado, se 
présenlo a fojas o oponiendo Ja excepción de falta de pcrs«» 
m-na en el demandado. cxeet>c¡ón que fué sustanciada y 
resuelta a fojas 19 y siguientes por el juzgado, i|ue importa 
la aceptación por |«rle de Ciiizzoní de la competencia del in- 
frascripto. 

2. " Que según lo establece el Código de Procedimientos 
vigente en la provincia en sus artículos 97 y ij8. tas excc|ício- 
nes. entre las míe se encuentra en primer término, la incompe- 
tencia de jurisdieción. solo pueden ponerse como articulo pre- 
vio a un mismo tiempo y en el mismo esentoi no pudiunl» 
deducirse después sino coMp defensa general al contestar la 
demanda iart.,100. del mismo Código t. 

Que en el presente caso, aceptada como lia sid" p >>r 
r'.uzziini, ta jurisdicción del infrascripto, no puede ahora des- 
conocer esa jurisdicción, ya sea por medio de excepciones n 
ya sea por la vía de cuestiones de cotiuxieucia. 

Por estos fundamentos, y no obstante lo dictaminado \»*r 
el Ministerio Fiscal cu su precedente vista, llágase ^aln-r al 
seiior Juez Federal. i|Ue el ínf rascript" 1. manteniendo su cotn- 
petenaá le inviia para míe en caso de dar por tratada la 
conliemla remita los antecedentes a la Suprema Corte Nacio- 
nal. Repónganse las fojas. — RÓdáfa Cuecen. \nte mi: 
". R. Manilo. 

lUCTAMIÍX RKL SK.ÑOk ¡'KOLlkAIIOR lU-NKBAL 

Bucm» Aire*, julio M 4* «16. 

Suprema Curte: 
í.a cuestión de competencia suscitada en estos autos, y 
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*[i>f :t V. K. corresponde dirimir de acuerdo con !-> órese ripió 
en el art. 9 tic la ley 4055, del>e resolverse en el sentido 'le no 
hacer lugar a la inhibitoria empl< ada con el fin ile separar üi¿l 
conocimiento del presente asunto al señor Juez dé lo Civil de 
la ciudad de La Unta y atribuirlo al señor Juez Federal de 
esa sección. 

Con arreglo al articulo t_' de la ley 48, se reputa prorro- 
gada la jusridieeión federal siempre que el demandado con- 
teste la demanda, sin oponer la cxcc|H'ión de declinatoria, y 
en el caso sul>-judice. resulta qué esta excepción no ha sido 
formulada en la oportunidad en que dehió serlo, ele acuerd « 
con el artículo too del Código de Procedimientos de l;i pro- 
vincia, según el cual la incompetencia sólo puede alegarse 
cómo defensa previa, de suerte qtte el litigante aiic no lo hiciera 
en ese momento, no tendrá en afielante derecho para oponerla, 
kesulta de ello rjne. atenta la citada prescripción del Código 
de Procedimientos de la provincia. |a competencia dé los jue- 
ces locales i[iteda aceptada por el hecho fie 110 aducir la excep- 
ción de incompetencia, como dilatoria, y es esta circunstancia 
la (jtte tiene cu vista el art. u* inc. 4." de la ley 4*. para con- 
siderar prorrogada la jurisdicción federal, a estar a la doc- 
trina (pie surge del misino artículo, en la interpretación que. 
V. K. le ha dado 4 Fallos, tomo 108. pág. 308». 

Por lo expuesto y jurisprudencia citada, pifio a V. K, se 
sirva declarar competente para conocer del presente asunto al 
señor Juez en lu civil fie la cuida H de Mi Mata, ante cuyo 
Juzgado tramita. 

íaito B o W . 

I'AIJ.O ÜI* t.A CORTE SUPREMA 

Suene» Alfcl, A*osfo I ót 19l£. 

Autos y vistos; I/js ile contienda fie competencia entre 
Un juez fie primera instancia en lo civil y comercial fie 
ríala y el federal de la misma ciudad para conocer fie Uña 



ttrtO 
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(Jen anda por cobro de pesos interpuesta por üpn Henigno 
C. Villegas contra don Franeisci > GÚzzoni, y 



Considerando: 

íuc atm cuando en el escrito corriente a fojas «j. atitqjs 
seguidos ame el Juez «1c primera instancia de lia Piala. 
Gnzzoiii manifiesta (pie no contesta la demanda, GjJGttC una 
excepción que importa recntuteer la jurisdicción del juez ante 
quien se te demanda, por cuanto se refiere al fondo del asunto 
y n<> a la competencia de aqué! t l-'allos. ionio 62; pilona 4221 
Por ello y conforme con lo dictaminado y pedido por 
íl señor Procurador (ítueral se declara juez competente al 
mario de diclia ciudad y en su mérito y previa rcjjosición 
sellos, remítansele los autos, avisándose por oficio al .fue/ 
eral. Noli fíqil esc original. 

A. Hkrmi-.io. — Nicanor G. »el 
Solar. - p, E. PaiXcjo, - 

J. FlCl'KKOA AíXORTA. 



fresa constructora del Palacio del Conyrcso "Pablo Hcsaiui 
e hilos", contra el Poder Kjccntiro JvWoJhi/. sobre inter- 
dicto de obra nueva. 

Sumario: Kn una demanda sobre amparo en la posesión y re- 
tención de la obra del Congreso y materiales existentes en 
la misma, tío pueden con>iderarse como una reclamación 
aun el Poder Ejecutivo y la denegación de parle de este 
que exige el art. 1." de la ley 395-2 a los fines en él prc 
vistos, la manifestación del demandante consintiendo en 
' la extracción de los materiales a costa del goliierno ni la 
nota de la dirección de arquitectura comunicando que con 
lal fecha daría cumplimiento al decreto del Poder Kj! 



PE JUSTICIA 

altivo que ordenaba el retiro a c 
teriales de la referencia. 

Caso*, tp explican las piezas siguientes: 

M TO D$L SI-ÑOR JVM FIÍIíKRAI. 

_ 

BufUM Alt*», junio b de 

Téngase jwr presentado y por |kh*ic a ilon Garlea 15 
en la representación (pie invoca en cuanto el poder fuere fea" 
tante t y resultando del decreto de! Poder Ejecutivo de marz 
33 del año en curso, cuya ce i¡iia Corre agregada a fs. . . qúlef se 
lian llenado los extremos exigidos |>or el art. 1." de la ley nú- 
mero ¿952. así lo declara el juzgado estableciendo que el caso 
es rte su competencia. 

Atento [o si ¡licita d*^ ei) el petitorio 3." del escrito que ante- 
cede en el que se pide el amparo en la posesión en que sostiene 
estar la empresa Pablo Besana" e hijos y de la que teme ser 
despojada por el P. K. de !a Nación, lo que evidencia que el 
interdicto que se interpone es el de retener; señalansc d 
acuerdo con lo dispuesto en el art. 332 de la ley mim. 50. . 
audieneia del día 12 del corriente a las tíos p. ni. para «me las 
partes comparezcan al juicio verbal prescripto en la expresada 
disposición legal, — Kmplaeese al efecto al 1*. EL librándose 
oficio af Ministerio de ( íbras Públicas al que*sc adjuntarán 
enpias de la demanda y notifiquesc en el día' al señor pro- 
dór fiscal a los efectos del art. 333 de la citada lew 50. — 
s. 

SKNTlvNCf A OK I. V CAMARA PFJ>KRAI. 1>K APKJ.ACloXKS 

Bumoi Air**, jutio 20 dt tftfi. 

Vistos y considerando: 

One el objeto de estas actuaciones es que oportunamente 
5 deje sin efecto el decreto del poder Kjccutivo Nacional de 
o 37 del corriente año. por el cual se manda retirar a costa 
a empresa "Pablo Resana e hijos'", los materiales y enseres 
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innecesarios para la construcción del Patee,., 
existentes entre el muro de «te y ta verja sobre a cali, i .«os. 

ramta-nios que se encuentran detente .le los trame* de 
tetad, en ,B« *> revestimiento de ,-iedra esta f-g^V 
,n.c. con» lo observa el PMM * a C -" n " 

¿„ ^precedente dietnmen. no se han llenad" «í^«^ 
,W,Vr L reqíriaaw exigidos ñor el art. .." * ^ M W 
Wc que no resulta del escrito .le U. « <l"c recurrentes 
uva,, .clamad-, ante el P. R. de lo que ellos consulenm un 
«íavi.. a sns derechos y que el P. E. haya desoldó o desest,- 

fcS* ley «. * antoría a .«reares a 
pedir anqaro a sus derechos ante los «t"*** 1 *^ 
virtud de acto." de los representantes de ta persona jnnd,.., 
lleta Nación. cando el P. K.. I»revia rectan,acK.n en ftxm 

eutor reclama. Mientras exista ta P»^t'"'-'- * * 

términos v plazos «¡jados por la ley. de que el 1 . E-.*^» 
salvo los 'derechos que se pretenden lesionaos, no se ha pro 
£1¿ caso contencioso coya dilucidación de.» ser somend; 

a la justicia federal. c„,v,.- 

Phr ello, ele acucrd, lo expuesto y pedido |K» el Se, 
Procúradór fiscal de Cámara se declara one ™ * ™«> 
I no aparecen llenados los requisitos el arUeuU, . 

■> de la lev W- V q«t PP* tanto » rt * r T°¡ 

hura, a la* demanda deducida, quedando as, revocado el 

auto de foja* ti m Notifiqnese. devuélvase v *f 

fojas en primera instancia, - * Urd^nam - Dimfd 6*. 

lut. - £ V. kfáctéó. — Marcelino kscalado. 

PALLO PE LA CORTE SUPREMA 

B«*«i AilH. At«t» 3 4*. 1*6. 

Que COiijO excedió,, al principio general de que 1* 
Nación .10 puede ser llevada a juicio sin la venia del Congrí 
¡a lev autoriza esas demandas con el dohlc reqtnsito de que se 
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ra de acciones civiles deducidas contra la Nación en su 
er tle persona jurídica y además que se acreditara que 
precedido la reclamación de los derechos controvertidos 
el Poder Kjccutivo y su denegación j»or parle de éste ( Ley 
3952, artículo i.")- 

Que como lo hace constar la sentencia apelada, ese segundo 
requisito no ha sido llenado en el caso, omitiéndole asi. el 
cumplimiento de una disposición legal de orden público, según 
ln declarado ]»or esta Corle { Tallos, tomo 118. \ú&iya 436)'. 

Que los derechos controvertidos en esta causa son los de 
mparo en la posesión y retención de la obra del Congreso y 
'ateríales existentes en la misma y míe sv dicen deseonocidos 
el decreto que motiva !a demanda. 
Que ni la manifestación de la empresa consintiendo en 
la extracción de materiales a costa del Gobierno, que precedió 
al decreto de 2$ de mayo (!) ya que se a hule en el mismo, ni 
la nota de fojas 7. de la Dirección General de Arquitectura (2)r 
únicos documentos con que se inicia la demanda, puede juz- 
garse que importen, contó se pretende en el memorial ile fojas . 
la reclamación ante el Poder Ejecutivo y la denegación por 
de éste, que deben preceder a las acciones judiciales v 
sin las que los jueces no pueden darles curso. 

Que las palabras que se transcriben en el mismo memorial, 
de un señor senador en ta discusión de la ley de que se trata. 
110 son los que determinaron su alcance y significación, como 
consta en t;i forim que cu definitiva se dio ni articulo t." v las 
rnáuif' távtoni • del miembro in forman* 1 para fundarlo (Dia* 
rio de $e$Um< • rkj . Mónorahlí í>cnado. de |f)oo. páj*. 321 1, 
Q\v. c -'iio ¡ :.«/.« ti 1 1. . ¡i 1.: di--i ii«t parlan** ntaría,' 





H'í l-I.IO AH !■ F .1 Oirffi-if.p (Vi - tul dr Aifiu'4*Hutt f rrtrdfii 

■ 1 K-ii-.^f n <>r , 11 ttta -t ; - '.1 hinmfM l\.M.. f'.-í i» e h>\, « y tvo -ni. i vt ncín del 
E-itMh#tm O. ik-í-i Hr OoHciflo lat « xpti : <■» • t ; i ; [t s ■, ■ ■ r t u les i' ateiíplf» 
y tottftt «mi el t/rrtiin t¡e| jiitrl" n. \\;\ - <■ h het btl rcltii m 

i1\ "Sí>íi.ifr« l'ililn R^nm r I p|-p- - (V fu* tintín cr>n I* ramrifiFCt/n r«ftfH4« 
ta mi OfidM 3"¡j' i-l irliin de .'ti tt.n!i'"t y nui. rl*Íe»*< h- rlí* di I Palmeta drt Cqh- 
greta, coiitiirrc» a l'its <luc rl tftuttfh t, <1 - j u . n ,1 u-, :> ,t\ ¡, m . rorieoffirí can el 
tcAor »ícnh*ini i ¡ji ri. 1 I ét £• hii -i r- >. dj r * un p| n nU. i - ii 1 1 1 ; t« m i l ít'ercto 
Vn < 5 " ■■ . i' mu nt. :t[,)iirnii)i ii t'i ti* rmi icm r«i« 
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la exigencia de la reclamación previa ante el Poder Ejecutiva 
ct una garantía que se da en favor de la Nación, a fin de <\w 
no sea llevada a los tribunales antes de que se le hayan facili- 
tado todos los medios para la resolución del asunto y evitar 
pleitos en caso de que resol viere favorablemente (Diario de 
Sesiones del Honorable Senado. 1900, páginas 227 y 228). 

Por estos fundamentos, se confirma la resolución apelada 
de fojas 25. — Notifiqtiese y devuélvase, debiendo reponerse 
los sellos ante el juzgado de origen. 

A. Bermejo. — NrcANot G. W5L 
Somk. — D. E. Palacio. — 
J. FicuEroa Alcorta. 



Don Felipe Yofrc y Carlos Rodrigues Btchart: incidente sobre 
cobro de honorarios eu los autos seguidos por don Ber~ 
nardo P. de Iturraspe contra ta provincia de Santa Fe. 
sobre indemnización de daños y perjuicios. 

Sumario : No apareciendo vicio alguno en el procedimiento 
observado durante la substanciación de la ejecución» es 
improcedente la nulidad deducida. 

iso: En el juicio seguido por don Bernardo P. de Jturras|»e 
contra la provincia de Santa Fe. sobre daiíos y perjuicios, 
fueron regulados los honorarios de los doctores r?eli|>e 
Yofre y Carlos Rodríguez Etchart como patrocinantes 
del actor, en la suma de veinticinco mil pesos, y para su 
cobro se formó incidente por separado. 

Formadas las actuaciones respectivas, prosiguiéronse 
basta el embargo de- un bien y su tasación por |>critos para 
el remate. 

En este estado se hizo parte el nuevo representante 
de la provincia, pidió la nulidad de lo actuado, refiriendo 
en su escrito todas las actuaciones del expediente princt- 
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1*1 y del presente para llegar a la conclusión de que los 
actuales ejecutantes, substituyendo al señor (tur raspe* 
carecían de acción contra la provincia; teniéndola tan 
sólo contra éste, tanto más que no existía condenación en 
costas contra la provincia ejecutada, en el juicio principal. 
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hiM Airtf, AfMtO S #• 11)6- 

'I engásele en el carácter que invoca en virtud del poder 
acompañado, que le será devuelto bajo testimonio en autos y 
por constituido domicilio, hágase saber los días señalados para 
las notificaciones. Atento el estado del juicio y considerando 
además : 

Que con fecha 2 de Septiembre del año 1915 y a solicitud 
de partes se mandó librar oficio al señor Juez Federal de 
Santa Fe para que hiciera notificar al señor Gobernador de 
la Provincia que debía depositar en el Banco de la Nación * 
la orden de esta Corte, la suma de veinticinco mil pesos mo- 
neda nacional destinados al pago de los honorarios regulados 
y adeudados a tos doctores Yofre y Rodríguez Etchart por 
los comuneros de la Merced de Arrascaeta en los presentes 
autos seguidos contra la referida Provincia. Fojas 8 vuelta. 

Que este oficio fué librado con fecha 9 de Septiembre y en 
él se expresa textualmente : "En los autos caratulados I turras- 
pe don Bernardo contra el Gobierno de Santa Fe, dirijo a 
V. S. el presente a solicitud de parte y por disposición de la 
Corte Suprema con el fin de que se sirva notificar al señor 
Gobernador de esa Provincia que de la suma que la misma 
adeuda y debe abonar a la parte actora, retenga y deposite, 
dentro del tercer día, bajo apercibimiento de ejecución y em- 
irgo, en él Banco de la Nación Argentina a la orden de este 
il y como perteneciente al juicio ante-dicho, veinticinco 
pesos moneda nacional que la parte de 1 turraspe adeuda 
tualmente a los doctores Felipe Yofre, Ricardo Yofre y Carlos 
Rodríguez Etchart* 1 , oficio que fué notificado a) señor Goher- 
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«ador 4c la Provincia como consta de las diligencias de fojas 
(autos principales). Que vencido el término señalado sin 
te hubiera dado cumplimiento al depósito ordenado y ha- 
efectivo el apercibimiento decretado, a solicitud de las 
misma» partes, se mandó trabar embargo en el inmueble de- 
nunciado en el escrito de fojas 2, con fecha 25 de Noviembre 
del mismo año. diligencia que fué también practicada por in- 
termedio del mismo señor Juez Federal de Santa Fe, como 
consta de fojas 1 1 a fojas 14. con fecha 3 de Diciembre. 

Que citada la provincia de remate en la persona de su 
He en el juicio con fecha 14 de Febrero del co- 
rriente año, fojas 17 vuelta, y no Habiéndose opuesto excepción 
alguna, se pronunció con fecha i? de Abril último ta sentencia 
de trance y remate, fojas 22. la que ha quedado consentida 
y en cuyo cumplimiento se ha mandado practicar por los pe- 
ritos nombrados por el Gobierno y los ejecutantes la tasación 
del inmueble embargado con fecha 9 de Mayo. Fojas 28 
vuelta. 

Que de estos antecedentes resulta que soto se trata, en el 
caso, de hacer efectivo el i>ago de tos honorarios adeudados 
por los sucesores de Arrascaeta en bienes que éstos deben per- 
cibir del Gobierno de la Provincia, de la indemnización que 
les ha sido acordada en este juicio, sin qtie aparezca vicio 
alguno en el procedimiento observado durante la substancia- 
ción de ta ejecución, todo lo que hace improcedente la nulidad 
deducida, 

■ Por ello asi se declara y corran los autos según su estado. 
Repóngase el papel. 

Nicaxor G. rrtíL Solar. — D, E. 
Palacio. — J. Fkh'Kihia 
AlcoéTa. 



Doña Amj,Ui Giannonc de Atjuirre, contra don Bseqmél Ta- 
fanera, hijo, por defraudación. — Contienda competencia. 
Sumario', En las causas criminales su conocimiento corespon- 
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de al juez del lugar donde se cometió el delito incriminado, 
reside el querellado, y, en el caso, se halla ubicada la 
cosa de cuya compra y venta emerge el delito de defrau- 
dación imputado; aunque en otro lugar se hubieran rea* 
Matado los actos preparatorios del delito. 

Cuso: Lo explican tas piezas siguientes: 



vista nsc.u. 

Señor Juez: 

i." A mérito de las constancias del exhorto diligenciado 
que obra de fs. 5 a 16. del contenido de las dos escrituras púi 
hl ¡cas que se mencionan en el oficio de fs. 16, de las cuales 
acompaño copia simple y en virtud de loé fundamentos de 
legal que paso a aducir corresponde que el juzgado se 
competente para entender en la querella promovida 
l*or doña Angela C. de Aguirre contra don Ezcquiel Tabanera 
(hijo) por defraudación ante el juzgado de instrucción del ¿ 
fuero ordinario de la Capital Federal a cargo del doctor 
Eduardo F. Newton, se avoque el conocimiento de dicho pro- 
ceso y libre exhorto a aquel magistrado para que se inhiba de 
seguir entendiendo en él y remita a U. S- tos autos, debiendo 
en el exhorto insertarse íntegramente la presentación fiscal de 
fs. 3 y su proveído, la íceseme vista y la resolución que U. S, 
expida sobre ella, todo conforme al artículo 273 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal. 
* 2. Ks sabido qitc la competencia se determina con arre- 
a los hechos expuestos en la denuncia o querella que 
al proceso. 

De la demanda criminal interpuesta por la señora de Agui- 
rre contra Tabanera. testimoniada de fs. 10 a 14 resulta en 
síntesis: que aunque ella imputa al querellado el delito de 
estafa o defraudación, consistente en haber Tabanera compra- 
do un campo para la querellante, su señora madre y él, ha* 
lierlo después vendido por un precio superior al que en 
ad pagó y guardándose la diferencia, engañando a 1» 
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Hante al decirle que lo había vendido por el mismo precio de 
compra. 

.V Es también sabido que el juez competente ¡«ira conocer 
de un delito, es el del lugar en que él se ha perpetrado. 

Veamos entonces dónde se ha cometido el delito, a ser 
ciertos los hechos imputados a Tabanera. 

Según la querella, el delito fué preparado por Tabanera 
para cometerlo, vendiera o no el campo; el acusado pro|iuso 
"empeñosa y sugestivamente" el negocio a sus víctimas y les 
redactó una "forma insinuante de aceptación". Es forzoso con- 
cluir, pues, que según la querellante, hubo en el procesado el 
propósito de delinquir desde los primeros hechos que consti- 
tuyen el desarrollo de los sucesos, de modo que debemos ver 
desde sus primeros pasos fa iniciación y el desenvolvimiento 
del delito. 

4." Aquél había comenzado con [a proposición dolosa del 
negocio de la compra del campo, hecha en carta del 6 de Abril 
de 1008 <fs. 5). 

Esa carta no indica el lugar donde lia sido escrita o fe- 
chada. |>cro |*or esa misma circunstancia en relación con la de 
(pie el destinatario vivía en ese entonces en la Capital Federal 
y por su mismo contenido. |»rece que ella fué escrita allá: 
admitámoslo asi. 

í-a respuesta aceptación del negocio debió darse en la Ca- 
pital Federal también, antes de partir la querellante para Eu- 
ropa y después de regresado Tabanera a Mendoza, según se 
desprende de la mentada carta : Admitamos que Talonera tío 
se impuso de la respuesta en Mendoza, sitio en la Capital 
Federal, en sti subsiguiente viaje allí, donde según la querella 
se otorgó el poder para negociar el crédito hipotecario contra 
AIsina, 

El campo que iba a adquirir Tatancra está situado en el 
departamento San Rafael de esta provincia y la compa la hizo 
en esta ciudad de Mendoza, el 8 de Junio de iyo8. por escritura 
ante el notario Al vara, por la suma de $ 2(kí)Ro, según afirma 
la querella y corrobra la escritura, de cuyo valor Tabanera 
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¡»a^> S ft-gSo al contado, nr^í cu Mendoza, al firmarse ta escri- 
titra y el resto en dos pagares hipotecarios a tino y dos años 
de plazo, firmados también ora en Mendoza y pagaderos aoi 
ujuaimentc, según se desprende del acto notarial mencionado. - 
En carta fechada en San Rafael (Mendoza) el 22 de 
junio de iyo8, enviada a ICuropa, Tabanera comunica a Agui- 
rre cpie ha comprado el camp» aunque pagando un poco más 
de lo «pie esperaba y en otra carta fechada el 31 del misino ^ 
mes, también en San Rafael (de Mendoza) dirigida igualmente 
a Kurtqja. Tahaiiera bablándoles de las perspectivas halagüeñas . 
ilel negocio les dice incidentalmcntc míe el campo to -compró 
a $ 80 la hectárea. 

Con fecha 13 de octubre de 1908, desde Buenos Aire* 
(carta de fs. 7), Tabanera escribe a Aguirre diciéndole «pie 
ha tenido, por las razones «pie explica. <jue deshacerse dd 
campo, vendiéndolo por el precio de compra ($ ffo la hectárea, 
según la carta del 31 de julio), pero de la misiva, donde le 
habla de regresar a Mendoza para escriturar se infiere que el 
trato, concertado talvez verbalmeiitc o por instrumento pri- 
vado, no había sido otorgado aún en la forma definitiva de 
ley, forma que aparece cumplida ij días después, con la escri- 
tura de venta a Manen por pesos 75.000. pasada en esta ciudad 
de Mendoza, ante el mismo notario Alvarez. con fecha 31 de 
octubre de 1906. Resulta de esa escritura que Tabanern vendió 
el campo |>or la suma mencionada, percibió en el misino acto 
de la escrituración $ 25.000 al contado en -efectivo y recibió 
por el resto pagarés hipotecarios a seis y nueve meses d¿ 
l>)azo. fechados en Mendoza a la orden de Tabanera y paga- 
deros en Mendosa. 

5." He expuesto suscintamente los hechos que constituirían 
el desarrollo del delito tal cual ellos resultan de la querella v 
de los documentos con que ha sido instruida. Cabe preguntar 
nuevamente ahora: ¿dónde se habría cometitlo el delito? jen 
qué jurisdicción territorial? SÍ el delito imputado a Tabanera 
consiste, como lo hemos visto, en la estafa o defrauda* 
tillante de haberse aquél guardado para sí la diferencia 
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entre el precio real de compra y el de venta del campo, enga- 
ñando a la señora de Aguirre al hacerle creer que tal dife- 
rencia 110 habla existido por haber él comprado el campo en el 
mismo precio en que lo vendió, resulta evidente e indiscutible 
que el delito se habría cometido allí, donde Tahonera percibió 
esa diferencia de precio o sea en jurisdicción de la provincia 
de Mendoza, 

ó." De las dos cartas escritas de la Capital Federal y de 
las demás circunstancias del proceso, no resulta que aquéllas 
hayan sido dirigidas desde allí por algún motivo especial a ase- 
gurar la comisión del delito mismo. Por el contrario, de ellas 
aparece qtie fueron escritas en la Capital Federal por mero 
accidente : la primera, por haberse encontrado Tabanera casual- 
mente ese dia en Buenos Aires con el representante del dueño 
del campo, y la segunda por haberse hallado Tabanera transi- 
toriamente en Buenos Aires cuando la escribió: pudiendo haber 
escritas igualmente, con la misma o mayor eficacia |iara 
buscados, en Mendoza, como .lo fueron las otras, y 
haberlo sido también en un wagón del ferrocarril 
ite sus viajes de Mendoza a la Capital Federal o vice- 
versa; sin embargo, en este último caso nadie liabria podido 
sostener seriamente que por tal circunstancia el delito se habría 
cometido en jurisdicción de la justicia federal, que es la que 
la ejerce sobre las lineas de ferrocarriles intcrprovinciales. 

7." Admitamos, no obstante, por mera hipótesis, ([lie esas 
cartas fueron escritas desde la Capital Federal por una razón 
conducente al delito : aun así, resultaría, con ta primera; que 
en la Capital Federal se propuso y obtuvo la aceptación del 
negocio, y con la segunda, que en la Capital Federal se exterio- 
rizó el iHTopósito de delinquir, al transmitir a la tefiora de 
Aguirre a Europa la noticia falsa y dolosa, según la querella, 
de haber vendido el campo por el mismo precio de compra, 
procurándose así, el engaño a la víctima y la consiguiente con- 
formidad o silencio suyo, el ^aprovechamiento ilícito de los 
beneficios de la operación ; todo ello es en la hipótesis de que 
el engaño 110 se hubiera cometido desde Mndoza mismo (San 
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Rafael i. como corresponde entenderlo, con la carta de 31 de 
¿utio, donde se comunicaba im precio de compra superior al 
míe resulta de la escritura respectiva. 

Pero ni la propuesta y aceptación del negocio, ni la exte- 
riorización palpable del propósito delictuoso, importan la comi- 
sión del cielito misino: el 13 de octubre de 1908, fecha.de la 
segunda carta escrita desde la Capital Federal. Tal«mera no 
ixwlía aun haber defraudado a la señora de Aguirre. por la 
sencilla razón de que no bahía vendido aún el campo, ni per- 
cibido su precio. La venta la formalizó 17 días después, acá 
en Mendosa, donde concertara anteriormente ¿I con Manen, y 
acá en Mendoza t»ercibió la parte de precio en dinero, percibió 
los pagarés a su orden, transmisibles en propiedad por simple 
endoso y aeá debió lógicamente percibir el valor de ellos a su 
vencimiento, desde que eran pagaderos en Mendosa. Ast pues, 
si extremando demasiado los argumentos pudiera admitirse 
•pie el delito empezó a prepararse y a cometerse en la Capital 
Federal, es más claro que la tus det día qnc el delito se eonstm^ 
en jurisdicción de la provincia de Mendoza, y es entonces la 
justicia itcl crimen de Mendoza la comnetente para entender 
en él, según la jurisprudencia de los tribunales. Espíritu det 
art. 15 Código de Procedimientos Criminales de la Capital; 
Malagarriga y Sasso, T. U% fs. fa. art. S. C. tí., t. 93. 
pág. 252 : t. 69. pág. 228; t. 71. pág, 298; 1. 63, pág. 37" : t. i.'i 
pág. 295 i t. 35. pág. 224 ; t 24. pág, 450 ; t. 73, pág. 87 ; t. 89. 
pág. 174: C. Com. de la Capital, t. 07. pág. 85; t. 87. pág. 213: 
t. 77. pág. 47: t. 73- l«*íí- 240: t. 15. pág. 370; t. oA pág. 85; 
S. C. Rs. As.. Serie II- t. 3. pág. 395= €• Fed. de I-a Plata, t. 5. 
1»ag. 318; C. Fed. de la Capital, t. 3- pág- »74- 

8." Además, es menester tener en cuenta otros fundamen- 
tos igualmente decisivos en favor de la competencia de ta jus- 
ticia provincial: el inmueble mediante cuya compra-venta se 
habría cometido el delito, está situado en esta provincia: el 
domicilio de Tabanera era en 1908. es ahora y ha sido siempre 
en esta provincia, hecho éste absolutamente público y notorio. 
<|ite surge además, de tas mismas cartas acomunadas por la 
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querella, ele iuckJo c¡uc es acá donde el querellante tiene sus 
medios eficaces de defensa, la acción púbiiea su mayor interés 
cu el castigo del delito, si lo hubiere, y la justicia sus medios 
más idóneos para el descubrimiento de la verdad. 

El delito que se imputa a Tabanera se habría cometido 
mediante operaciones de tierras, cuyo periodo de especulación 
en que se produjeron, ha variado de intensidad en los distintos 
puntos de la República, de modo que se trata en cierta manera, 
de hechos de apreciación local, cuya verdad puede aparecer 
verosímil en ciertos lugares c inverosímil en otros, según los 
fenómenos de cada medio ambiente, lo que hace equitativo y 
justo que sean juzgados \v >r los jueces del lugar en que se pro- 
dujeron. 

Que los tribunales de la Capital Federal continúen enten- 
diente en este proceso, importaría a mi juicio un avance de 
ellos sobre la jurisdicción de la provincia, en desmedro de sus 
facultades inalienables para administrar justicia. — Mendoza, 
abril 16 de 1915. — M. A. Zntuaga. 

AUTO DEL JUEZ DEt, CRIMEN* 

Autos y vistos: Téngase por resolución el precedente dic- 
tamen fiscal, y en atención a las consideraciones legales en él 
aducidas, el juzgado se declara competente para entender en 
la causa promovida ¡>or dona Angela O, de Aguirrc contra don 
Ezeqiricl Tabanera (hijo), por el delito de defraudación. En 
consecuencia diríjase exhorto al señor Juez de Instrucción do 
la Capital Federal, doctor Newton, pidiéndote se inhiba de 
intervenir en dicha causa y la remisión de los antecedentes 
que sobre el fiarticular existan cu ese juzgado, debiendo trans- 
cribirse en aquél, la presentación del señor agente fiscal de 
fs. 3, el dictamen del mismo funcionario, corriente a fs. 33 y 
la presente resolución. — C. M. lichegaray, 

UTO )>KL SEÑOR Jl'irz 1*K INSTRUCCION 

Bueao» Alrtl, Mijo 10 de 1416. 

Autos y vistos: Las presentes actuaciones para resolver 
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sobre la inhibitoria propuesta por el señor Juez del Crimen de 
la provincia <|e Mendoza doctor Carlos M. Ecliegaray. en ta 
cansa seguida ante el suscripto contra don Ezequicl Tabancra 
(hijo} P° r 'a señora Angela Giamionc de Agnirrc. imputándole 
el delito t!c defraudación, y 

Considerando : 

Oue si bien es cierto que el señor Juez exhortan 
extenso auto que se transcribe lia declarado su competencia i 
mérito de las consideraciones allí aducidas, ello no es menos 
cierto también que habiéndoselo propuesto al suscripto |K>r 
el defensor del procesado Talianera la incompetencia por de- 
clinatoria, con fecha 2 de septiembre de 1914, fué resuelta por 
el juzgado rechazándola y ordenando seguir adelante el pro- 
ceso, estableciéndose: que se imputa al querellado Rzcqi 
Talonera el delito de defraudación consistente cn hal*er com 
prado en sociedad con los cs|x>sos Aguirre Giannone y Mag- 
dalena J. de (fiannone un campo que se escrituró a nombre 
del querellado y se re|>art¡ría entre los compradores por partes 
iguales. La propuesta de la compra, se ejecutó por carta fecha- 
da en la Capital Federal, en 6 de abril de 1908, y la autoriza- 
ción |)ara efectuarla, se recibió inmediatamente, después 
lo cual con fecha 13 de octubre del mismo año, cscri¡ 
querellado, desde esta ciudad, la carta de fs. 4 del expedí 
principal, en la que refiere haberse visto obligado a ven 
dicho campo, por el precio de compra, habiendo dcsculriei 
posteriormente tos querellantes, que el precio de compra, como 
el de venta, de dicho inmueble, no fué el mismo que les 
manifestó Tabancra, lo que ha dado motivo a la iniciación de 
esta querella. Que nuestra ley procesal atribuye jurisdicción a 
los jueces del tugar donde se comete el delito, para i tugar a 
su autor o autores. Art. 25, inc. i.° del Cor. de Proes. en lo 
Criminal. Que no obstante existir el inmueble, objeto del delito 
imputado, en la provincia de Mendoza, éste, caso de existir, 
se habría preparado y cometido cu el territorio de la Capital 
Federal. Que cu caso de duda, rcsjxeclo a la jurisdicción de Ta 
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jurisdicción, el art 36 de) Código citado establece que seria 
competente el juez <juc prevenga en la causa. Que esta reso- 
lución fué apelada por ante la Exilia. Cámara <le lo Criminal, 
Ta cual la confirmó por sus fundan .entos en fecha de octu- 
bre del mismo año 1914. 

Por todas esas mismas consideraciones que se reproducen 
en el presente auto, resuelvo: no hacer lugar a la inhibitoria 
propuesta por el Señor Juez del Crimen de la provincia de 
Mendoza, doctor Carlos M. Kcliegaray. debiendo a los efectos 
ele fo dispuesto ]>or el articulo 50 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal coi n tunearse íntegra esta resolución, invitándole 
caso de no estar conforme con ella, se sirva elevar a la Supre- 
ma Corte Nacional todas las actuaciones, a fin de oue este 
alto tribunal, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 43. 
inciso 3," del citado Código dirima la respectiva contienda de 
competencia. 

llágase sal>er a (juienes eorresjioiida. — Nwton. — 

Ante mí: .4, Garda Ramt. 

FALLO DE LA CORTE SU TREMA 

tana» Airo. Agoil* 3 é* 1116. 

Autos y vistos: Los de contienda de coi 11 |>ct ene ta entre 
un juez del crimen de ta ciudad de Mendoza y otro de im* 
tnicción de la Capital para conocer en el juicio íjíie. por ej 
delito de defraudación ha promovido doña Angela Ct i almone- 
de Aguirre contra don Kzcquiel Tabanera ítirjo'i, y 

Consídcrant o : 

Que Tabanera ¡ene su domicilio en Mendoza y allí está 
ubicada la propiedad de cuya compra y venta emerge el delito 
de defraudación que se le imputa; actos que fueron definiti- 
vamente ejecutados en dicha ciudad, aunque se dicen conve- 
nidos o preparados en la Capital (Fallos, tomo página 252 1. 
Que todo lo practicado aqni y a que se refieren los doeu- 
itns privados que en copia autorizada obran a fojas 5 y 
siguientes de la contienda y que originales fueron presentado* 
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con la denuncia, úvhvn estimarse como preparatorios del delito 
imputado y que tuvo su desenlace o fué consumado en Men- 
doza, como ípicda dicho (Fallos, tomo 35, pág. 224; tomo 89. 
pág. 174 1- 

Ql\c siendo improrrogable la jurisdicción criminal (art. 
19 del Código de la materia) y corrcsixmdiendo el juzgamiento 
del hecho al juez del lugar donde se hubiere cometido, corres- 
ponde en el presente caso conocer el juez de Mendoza, cotí 
arreglo a lo dispuesto en el artículo antes citado y a lo reite- 
radamente resuelto por esta Corte. 

Por ello y oído el señor Procurador General asi se declara, 
y en su mérito remítanse los autos a dicho juez de Mendoza, 
aivsándosc por oficio al de instrucción de la Capital. Kotifí- 
quese original. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlCUEROA Al.CORTA. 



Ihw Francisco Üastialmru {sus herederos), cu autos cotí Pedro 
y José Terré. sobre reivindicación. Recurso de hecha. 

* 

Sumario : No procede el recurso extraordinario del art. 14. lev 
48 contra una sentencia de un superior tribunal d= justicia 
que, interpretando el Código Civil, crea según el recu- 
rrente, para la transmisión de los inmuebles, la forma del 
instrumento público. 110 autorizada |>or la ley. en tugar de 
la de la escritura pública establecida por el articulo 1184 
del referido código, y que también según el recurrente 
"ha derogado, so pretexto de interpretarlas, otras dispo- 
siciones del Código que establecen que las nulidades abso- 
lutas no son susceptibles de confirmación, y que los do- 
cumentos privados firmados a ruego, no tienen valor 
jurídico alguno"; sin que el fallo afielado baya resuelto 
ninguna de las cuestiones federales a que se refiere ef 
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articulo 14 de 1» citada ley, ni se pretende que alguna da- 
dlas haya sido discutida en el pleito (art. 15. ley 48». 

Caso: I*o explican las piezas siguientes. 

DICTAMEN D£r, SEÑOR PKOCUK\n01l t'.EXKRAl. 

BhcüM Ais*», Julio S dt 1916. 

Suprema Corte ; 
Kl presente litigio lia versado sobre cuestiones de orden 
civil, resueltas con arreglo a disposiciones del Código respe- 
tivo, per lo cual no es procedente el recurso extraordinaria 
que sl' deduce contra la sentencia definitiva dictada en los 
autos, en atención a lo dispuesto por el artículo [5 dé la lev 
48, <|iie excluye del expresado recurso los casos en que se trate 
de la interpretación o aplicación que lucieren los tribunales de 
provincia de los códigos civil. i>enal, de comercio y de minería. 

No obsta a esta conclusión las decisiones ele V. E. que el 
intcrpnncnte menciona, por cuanto el cas*» íii/j lile 110 se ase- 
meja a ninguno de los que dieron motivo a diebas decisiones. 
Kn el caso contenido en el ionio 68. pág. 238. se iratnlxi de la 
invalidez de disposiciones «leí Código de Comercio» que fueron 
declaradas por el tribunal inferior contrarias a la Constitución 
Nacional, jur lo que el recurso extraordinario encuadraba 
dentro del inciso art. 14. ley 48: en el caso contenido en el 
tomo 112. pág. se babía |>uesto en cuestión la inteligenei:i 
de los arts. 7 y 17 de la Constitución Nacional y art. 4." de l*i 
ley 44., pnr lo que el recurso estaba comprendido en el inciso 
del mismo articulo, y es de observar que en el litigio se 
habían suscitado cuestiones de orden federal que autorizaban 
el ejercicio de las atribuciones de apelación de esta Corte 
Suprema. 

La impugnación que hace el recurrente de la sentencia 
a|*elaila, al sostener que la solución dada a las cuestiones plan- 
teadas, importa la anulación de los preceptos del Código Civil 
'en que apoyara su defensa, no es admisilile. ]x»rquc no bast í 



Vt JUSTICIA DK LA NACION BH 

que In pane alegue esa anulación, que puede lio ser sino la 
interpretación y aplicación <kl texto legal. <le acuerdo con el 
criterio del tribunal i|itc dictó la sentencia, y es necesario |>ara 
la admisión del recurso. (|iie en el pleito se liaya puesto en 
cuestión la validez de la ley del Congreso, y la decisión sea en 
contra de su validez, según los temimos del art. 14, i." de la 
ley jN. De otra manera, la jurisdicción de apelación de esta 
Corte Suprema se extendería hasta el examen de la correcta 
i* incorrecta aplicación de las disposiciones legales en que los 
tribunales inferiores funden sus sentencias, lo cual tto entra 
en las funciones que le ha't sido deferidas, que están circuns- 
criptas a los casos enumerados en el citarlo art. 14. 

ífor lo expuesto, pido a V. K. se sirva declarar bien den 
irado el recurso. 

Julw Bofél 

I AI.LO m T A LfiRTK SUPREMA 

Bfirno* Airei , A* naío 5 dr 19 6. 

— 

Autos y vistos: l\! recurso de queja por apélactóñ dene- 
gada, interpuestn por los herederos de don Ernesto Gast ta- 
buró contra sentencia de la Cámara de Apelación 2. a Circuns- 
cripción de la Ciudad del Rosario de Santa Fe. en fa causa 
por reivindicación contra Pedro y José Terré y otros. 

Considerando : 

Ouc según cn* presa el recurrente a fs. u> del recurso *'la 
Cámara a <jno no se ha limitado en su fallo a interpretar v 
aplicar la ley de fondo; sino que pir el contrario lia destruido 
disposiciones del Código Civil, como la contenida en el inciso 
i." del art. 1184 del Código que establece la forma de la escri- 
tura pública para la transmisión de los inmuebles, y lia creado 
otra forma, la del instrumento público no autorizado por la 
ley. declarando su f icientemente válida una supuesta transfe- 
rencia hecha en instrumento público, pero no en escritura 
pública*' ; y agrega que "también ba derogado, so pretexto de 
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interpretarlas, otras disposiciones del* Código que establean 
rnie las nulidades absolutas no son susceptibles de confirma- 
ción, y que los documentos privados firmados a niego no tie- 
nen valor jurídico alguno'*. 

Que como antecedente de lo expuesto, el misino recurrente 
a fojas l de la apelación ante la Cámara dice: '"Felizmente el 
fallo de V. K. lia venido a herir de muerte principios funda- 
mentales del derecho común, cuya custodia e integridad han 
sido reservadas en última instancia a la Suprema Corte Nacio- 
nal. ]>ara garantir la unidad de la doctrina institucional y de 
la legislación míe nos rige*'. No es menester cpic el falló de 
V. E. se produzca en términos sacramentales contra una cláu- 
sula de la Constitución o de leyes nacionales. |xmmc la proce- 
dencia del recurso surge, de la propia naturaleza fiel caso en 
-l«e de hecho resulte herido el derecho por armellas garantido"; 

en apoyo de lo pretendido los fallos tic esta Corle míe se 
registran en los tomos 68, y 112. páginas Jj8 y 32. respeti- 
vamente. 

Que planteado v considerado asi el recurso extraordinario 
interpuesta, es de observarse míe con arreglo a lo dispuesto 
jor el artículo 14 de la ley de jurisdicción y cnni|ietcncia mi- 
cro 48 y ft." de la 4055 una vez radicado un juicio ante los 
ibunale¿ de provincia, será sentenciad y fenecido en la 
nrisdicción provincial, y sólo podrá arlarse a la Corte: Supre- 
ma de las sentencias definitivas pronunciadas por los tribu- 
nales superiores de la provincia en los casos expresados en 
dicho artículo. 

Que según lo expresa el recurrente, e! fallo apelado no 
ha resuelto ninguna de las cuestiones federales a que "¿ refiere 
el artículo 14 ni se pretende que alguna de ellas haya Sido 
discutida en el pleito, limitándose a impugnar ínter lactaciones 
de disposiciones del Código Civil y apreciación de documentos 
hechos |Hjr el tribunal del Rosario <|iie el recurrente entiende 
míe han sido destniídas; y con arreglo a lo dispuesto por el 
articulo 15. la interpretación d aplicación míe los trifuinales de 
provincia hicieren de los códigos Civil, Penal. Comercial y de 
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Minería lío dará ocasión al recurso extraordinario por el hecho 
ríe ser leyes del Congreso, en virtud de lo dispuesto en el inciso 
1 1 . articulo f>7 (Je la Constitución ( Fallos, tomo 62; páginas 274 
y 2jt) y otros ) . 

Que los casos de jurisprudencia que se invocan en apoyo 
•le la procedencia del présenle recurso, son diversos del actual. 
Kn efecto: en dichos casos se discutieron y resolvieron cues- 
tiones de carácter federal y no de simple interpretación y 
aplicación de cckligos comunes, por lo que esas resoluciones 
pudieron ser examinadas y resuellas por esta Corte, en la parte 
une fueron materia de recurso. 

Por utlo y conforme con lo expuesto y pedido por e! 
señor Procurador General se declara bien denegado dicho 
recursn. Molifiqúese original previa reposición de sellns archí- 
vese, devol viéndose los autos principales al tribunal de su 
procedencia con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. 



!hm Francisco Capono, contra don /ose Traga n t. sobre sobre 

daños y perjuicios. 

Sumario: No procede el recurso del artículo 14. ley 4S contra 
una sentencia de la Cámara de Ablaciones de la Capital, 
ipie fundada en disposiciones del Código Civil, declara la 
- responsabilidad del recurrente por un accidente «xniTrido 
a un menor en los talleres de éste, y .desestima una de- 
fensa del mismo fundada en la ley N". 9/188 sobre acci- 
dentes del traliajo, en virtud de tratarse de una ley <fc 
fecha posterior a la del suceso, cuestión ésta última, sobre 
rctroactividad de las leyes, ajena al recurso ordinario. 

Caso- Lo explican las piezas signantes: 
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ACUERDO DK IA CAMARA 2.* DE APKLACtONKS ES U> VI VII, 

En Buenos Aires. Capital de la República Argentina, a 
dos de Mayo de mil novecientos dieciseis» retiñidos los señores 
Vocales de la Exina. Cámara 2* de Apelaciones en lo Civil, 
en su safa de acuerdos para conocer del recurso interpuesto 
en los autos caratulados "Capano don Francisco contra Traga nt 
don José, daños y perjuicios", respecto de la sentencia de 
fs. 85 el tribunal planteó la siguiente cuestión: 

; Es arreglada a derecho la sentencia apelada? 
Practicado el sorteo resultó que la votación debía tener 
lugar en el orden siguiente : Señores Vocales Doctores Zapiola. 
Pico. Beltrán. Hclgucra, Gigcna. 

Kl señor Vocal doctor Zapiola, dijo: Me parece evidente, 
la responsabilidad que en el caso corresponde al demandad", 
ya por haber violado la disposición del art. 1." de la ley 5291, 
al admitir en sus talleres a un menor de catorce años, sin 
autorización del defensor de menores o ya |Jorque su depen- 
diente, el capataz José Viertes, encargado ile la máquina que 
causó el daño, permitió que el menor Capano intentara la 
peligrosa operación de colocar con el motor en movimiento, 
la polea salida de su sitio, tart. 1113 del Código Civil I cuando 
era a él ó en todo caso al mecánico que se dice existía en el 
tablccimiento» a quien correspondía efectuar tal operación, 
Kl señor Juce de la causa declara la rcs|>onsabilidad del 
demandado a quien condena a pagar la cantidad de veinte mil 
|>esos en lieueficio exclusivo de la victima, privando al padr¿ 
de la misma, de la administración de esa suma, administración 
que entrega al señor defensor de menores. Ambas partes apelan 
fie la sentencia ; el actor, en cuanto no se condena al demandado 
al pago de la cantidad de cuarenta y cinco mil pesos que se 
pidió en la demanda, y en cuanto se le priva de la adm ilustra- 
ción de la suma que se fija en concepto de daños y perjuicios, 
y el demandado, en cuanto al monto de la cantidad fijada y en 
cuanto se prescinde del juramento estima torio. 

La responsabilidad del demandado, está a mi juicio fuera 
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ríe cuestión, desde que el mismo manifiesta en su expresión 
de agravios < fs. mi que está dís|juesto a pagar la cantidad 
que corres|wnda con arreglo a la ley 9688, promulgada el 11 
de octubre de 1915. No resta, entonces, sino resolver y decidir 
si es o no equitativa la cantidad fijada por el señor juez de 
primera instancia. 

Desde luego, de1>e desestimarse el ofrecimiento del de- 
mandado, de pagar la indemnización que corresponda con 
arreglo a la ley sobre accidentes del trabajo, y esto, por la 
sencilla razón de no poderse aplicar una ley promulgada el 1 1 
de octubre de 1915. a un accidente ocurrido el 20 de abril de 
1914. desde míe las leyes disponen para lo futuro, no tienen 
efecto retroactivo, ni pueden alterar los derechos ya adquiridos 
íart. 3> del Código Civil). 

has pretensiones del actor, son por lo demás de todo pumo 
exageradas y por mi parte considero que es aun elevada la 
apreciación del señor Juez de primera instancia, por más que 
se trate de un horrible accidente, míe ha tenido tan deplorables 
consecuencias, Y apreciando el caso con el criterio con que el 
tribunal ha resuelto' otras causas en que se trataba de reparar 
perjuicios ocurridos iwr accidentes de menor importancia v de 
menores consecuencias, y ' teniendo precisamente en cuenta, 
que el pobre niño cuya fotografía obra a fs. 78, no sólo ha 
quedado de todo punto inutilizado para el trabajo, sino para 
desempeñar |>or si mismo las más indispensables funciones de 
la vida, opino que la cantidad fijada por el señor Juez de pri- 
mera instancia pudría reducirse a la de doce mil pesos nací, 
nales, que servirá de base al juramento eslima torio que delie 
prestar el actor en cumplimiento de lo dispuesto i>or el art. 220 
del Código de Procedimientos. 

Y en cuanto a la apelación interpuesta por el actor 
razón de privársele por la sentencia de la administración «le la 
cantidad fijada como indemnización del daño y perjuicio cau- 
sados, opino que ella debe dejarse sin efecto en esa parte ya 
que tal cuestión no ha formado ¡lartc de la litis cottlsstatto. ni 
propuesta siquiera a la decisión del juez a quo en primera 
instancia. 
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Pero el señor Asesor de Menores, sostiene en esta instan- 
cia la sentencia sobre tal punto, y tal circunstancia me indu*.- 
a proponer que la cantidad que en definitiva fije et tribunal, 
sí »s que acepta la condenación propuesta, sea depositada en 
el Banco de la Nación Argentina a nomlire del menor Juan 
Capano y a usuras pupi lares, cuyos intereses \nv\rh mirar el 
padre para el sostenimiento de dicho menor, sin perjuicio de 
Ja acción que pueda deducir el señor asesor de menores si es 
que insiste en que aquel debe ser privado de la administración. 
Voto en tal sentido. 

Los señores vocales doctores Pico. Rcltrán. Ilelgucra. 
Gigcna. se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto, quedando acordada la siguien- 
te sentencia. — Bdtrán, — Zapiofa, — Pico, — fíttgiicra. — 
Cujcna. — Ante mí : A'. F, Olmedo. 

Es copia fiel del acuerdo que obra en las inginas 309 a 
312 del libro N T ." 5 de Acuerdos de la Exma. Cámara '0 dé 
Apelaciones en lo Civil. — /í. f. Olmedo. 

SÜXTKNCI/1 

Bunios Air». Miyo 2 4* 19H. 

Y vistos: 

Por el mérito que ofrece el acuerdo qué precede, se re fur- 
nia la sentencia apelada, en cuanto a la condenación que con 
tiene, reduciéndose a doce mil pesos ta cantidad que fija cu 
concepto de danos y perjuicios, cantidad dentro de la cual se 
difiere la actor el juramento cstímatorio. Déjase sin efecto la 
sentencia en la parte por la cual priva al padre de la victima 
de la administración de la cantidad fijada y en cuanto acuerda 
esa administración al señor Defensor de Menores; debiendo 
una vez cumplida la sentencia depositarse esa misma cantidad 
a nombre del menor y a usuras pupilares. cuyos intereses per- 
cibirá el padre para atender al sostenimiento de su hijo, sin 
|ter juicio de la acción que pueda deducir el señor asesor de 
menores, si es que insiste en que debe ser privado de la admi- 
nistración. Y siendo elevadas las regulaciones que la sentencia 
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contiene, ¿c reducen a mil pesos los honorarios del rtoctor De 
Tomaso y a' ciento cincuenta bw del doctor Maturana. Regu- 
lanse en cien pesos los honorarios del itoctor De Tomaso en 
esta instancia y en igual suma los del doctor Maturana. Repón- 
ganse los sellos. — Bal tazar S, Britrán. — )os¿ AI. Zd piola. — 
Paulino Pico. — V. Helgucra. — Aimliano Gif/nta. — Ante 
mí: fí. / ; . Olmedo, 

ijk'Taui-n of-r. siíSoh i'i(i«ciKAi«m r.KNiími, 

Butnoi Ato», jil'o u d* 1»16. 

Suprema Corte: 
ha invocación hecha por el recurrente de la ley 968K. 
sobre accidentes del trabajo, cuya aplicabilidad fuera desesti- 
mada por la sentencia recurrida. 110 puede motivar el recurso 
extraordinario que autoriza el artículo 14 de la ley 48. míe. 
al aludir a las leyes del Congreso lia entendido referirse a la* 
leyes especiales dictadas por el (xwlcr legislador, desde que. 
dicho recurso excluye la interpretación o aplicación de la legis- 
lación común cuino base del mismo tart. 15 siguiente». 

Kn el presente caso se trata de una ley míe no es en efecto 
de las previstas en el citado articulo 14 toda vez (pie por su 
naturaleza no está destinada a establecer la supremacía de la 
organización institucional de la Nación, sino que regla relacio- 
nes privadas de las |iersonas. cuyos principios básicos los sus 
tenta el Código Civil, de uno de cuyos tópicos deriva la im- 
plantación de las normas que impone la ley de referencia 
L'statuir sobre los danos y |>er juicios ocasionados en las 
ciones y circunstancias que menciona- Forma, pues, esa 
parte integrante del Código Civil, y como tal. constituye 
teria extraña al recurso extraordinario fiara ante V. E. 

Kn atención a lo expuesto, pido a V. fe se sirva no 
lugar al recurso deducid". 

Julio BóM. 
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Butnoi Alrtl, Afvito 8 dt 1116. 

Vistos y considerando: 

Que ta acción de <lafios y |>erjnicios cuya indemnización se 
persigue en la den; anda de fojas 3, y las defensas invocada-! 
la contestación de fojas II, tiemn sus respectivos fundá- 
is en los preceptos de derecho civil que allí se mencionan 
expresamente para derivar la obligación que el actor atribuye 
al demandado y (pie éste desconoce. 

Que planteada la lilis en los términos expuestos, la sen- 
tencia de fojas 85 lia considerado y resuelto una cuestión regida 
jior el derecho común, ya que no había ley especial alguna cuya 
validez fuese susceptible dé cuestionarse, ni cláusula de ella 
interpretada y dividida en las condiciones requeridas a efecto 
de autorizar el recurso extraordinario para ante esta Cortij. 

Que la sentencia de fojas 1 18. no ha resuelto una cues- 
tión distinta, pues al desestimar la defensa invocada por el 
demandado en la expresión de agravios, no lo hace porque des- 
conozca la validez de la ley número o/>88, ni porque interpre- 
tando algunas de sus cláusulas Je atribuya inteligencia diversa 
de la que le da el recurrente. Desestima el ofrecimiento del 
demandado de |>agar la indemnización que corresponde con 
arreglo a la ley citada sobre accidentes del trabajo, en virtud 
de prescripciones del Código Civil, que interpreta y aplica, 
sobre la retroactividad de las leyes. 

Que del propio memorial presentado por el recurrente 
( fojas 136} se desprende que la cuestión planteada tiene asi- 
mismo (Kir objeto provocar una decisión de esta Corle res- 
pecto del principio de la no retroactividad de las leyes qiis 
consagra el Código Civil, y esta materia es ajena al recurso 
ordinario, según lo reiteradamente resuelto, en cuanto no 
se aplique a las causas |K nales que ha tenido en vista el pre- 
cepto constitucional rcsin-elivo (artículo 15. ley número 48' 
Fallos, tomo 108. p;íg, 380, y otrosí. 

Por los fundamentos expuestos y lo pedido por el señor 






Procurador General se declara nu haber lugar al recurso. Noti- 
fimicsc con el original y devuélvase. Repulgase el papel ante 
el juzgado de origen. 



A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D, E. Palacio. — 
J. Figueroa Alcorta. 



Sociedad Cent-ral Cinematográfica Limitada, solicita el em- 
bargo v secuestro de la película denominada "La última 
representación de tjala del circo Wolfson o circo de la 
muerte". 



Sumario : No tiene carácter tíc definitiva a los efectos de auto- 
rizar t'l recurso extraordinario del art. 14, ley 48, una 
decisión <le una Cártiara ele Apelaciones que ordena el 
levantamiento de un e n ibargo "sin [jer juicio de lo que 
corresponda resolver en presencia de los justificativos que 
se ofrecen por el actor". Siendo el embargo una incidencia 
procesal, no puede dar lugar a la intaucia extraordinaria 
de ablación. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



AUTO DEL JUKZ EN LO CIVIL 



1 Aira, M*ye 24 de 19». 

Autos y vistos : 

De conformidad a lo solicitado a fs. 11 y a lo dispuesto 
Ctl los artículos 9, 10 y 11 de la ley 7092: decretase el secuestro 
y suspensión de la representación de la cinta cinematográfica 
denominada "La última representación de gala del circo Wolf- 
son o circo de la muerte* 1 , en los locales en que se anuncie su 
exhibición y que en el momento de* la diligencia se indicará por 
el señor José Cruz en representación de la Sociedad General 
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Cinematográfica Limitada, al oficial <lc justicia del juzgado, 
don Miguel Odcra, quien queda facultado para hacer uso de 
la fueria publica y allanar los domicilios, habilitándose tos días 
v Iteras que en cada caso fuera necesario para su cumplimiento; 
sirviendo el presente de suficiente despacho; todo tajo la re», 
ponsabilidad y caución juratoria del peticionante que deberá 
prestar en forma ante el actuario en el acto de ta notificación. 
Al otro sí: de acuerdo con lo resuelto, líbrense los exhorto» 
que se solicitan. — J. C, Lagos. — Ante mi : A. C. Barraquero. 

AUTO'OK LA CM-ÁBA 2. a DE APELACIONES EN U3 CIVIL 

BwMt Aiftt, |uiio4 dt im. 

Y vistos: Considerando: ' 

Que el documento de fs. 3 sólo contiene una afirmación 
del interesado y en consecuencia no constituye !a prueba nece- 
caria para justificar los extremos exigidos por el artículo 11 
de la ley N* 7092. 

Que tampoco se han llenado los requisitos necesarios para 
la aplicación de los artículos 10 y 12 de la ley referida. 

Que la naturaleza del incidente sobre levantamiento de 
embargo preventivo, no consiente las dilaciones de un término 
de prueba que mantendría en suspenso los derechos acordado* 
por la posesión mientras se completan los recaudos con que 
debió pedirse. Tales recaudos constituyen todo el fundamento 
del derecho para pedir emtargo, el cual no puede mantenerse 
mientras no se hallen agregados a los autos. 

Por esto se revoca el auto apelado, debiendo levantarse 
el secuestro decretado, sin perjuicio de lo que corresponda 
resolver en presencia de los justificativos que se ofrecen por 
el actor. Devuélvase y repóngase la foja. — Bettrén. — Tapióla. 
— Pico. — ~ Ante mi : Ricardo F. Olmedo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Vistos y considerando : 
Que el artículo 14 de la ley 48 a que hace referencia 
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el articulo 6." de la ley 4055 y qitc legisla sobre el recurso 
extraordinario preceptúa expresamente "que solo podrá ape- 
larse a la Corte Suprema ríe las sentencias definitivas pro- 
nunciadas |Hir los tribunales superiores de provincia*' y en los 
casos (Uic sus tres incisos enumeran. 

Que el levantamiento del embargo que motiva el recurso, 
ha sido decretado por la Cámara 2. a de Apelaciones en lo Civil 
de la Capital "sin perjuicio efe lo que corresponda resolver en 
presencia de los justificativos que se ofrecen por el actor", lo 
que significa desde luego, que esa resolución no tiene carácter 
de definitiva a los efectos de autorizar el recurso extraordina- 
rio (Fallos, tomo 114. pág. 45; tomo 119, pág. 200 1. 

* Que el embargo de que se trata es una mera incidencia 
procesal, según lo ha declarado esta Corte (Fallos, tomo 117. 
]>ág. 416; tomo j i8, pág. 601 que no puede dar lugar a la ter- 
cera instancia extraordinaria de , apelación. 

Que ]K>r lo demás, el auto de fojas 42 se funda en que el 
actor no ha probado los extremos exigidos por el artículo Xi 
de la ley 7002. decisión en que se resuelve una cuestión de 
hecho, ajena al recurso interpuesto, porque no se ha discutido 
la validez de esa ley ni la inteligencia tic ninguna de sus cláu- 
sulas, ni dictádose resolución contraria a la interpretación que 
le da el recurrente (Fallos, tomo 122, |>ág. 436 y jurispruden- 
cia allí citada). 

(Jue supuesta la circunstancia de que el auto de fs. 42 
contenga pronunciamiento sobre cuestiones no decididas en 
primera instancia, es ese un punto de derecho procesal que 
está fuera de la jurisdicción apelada de esta Corte (Faltos, 
tomo i 22, pág. 32 y otros 1 !. 

Por lo expuesto se declara improcedente el recurso. Noti- 
ftquesc original y devuélvase, reponiéndose el papel ante el 
juzgado de origen. 

A. Bkrmkjo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlGUKROA ALCOKTA. 
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on Manuel I. Carrea, en autos ton la Municipalidad de h 
Capital, sobre cobro de pesos. Recurso de hecho. 

Sumario; No procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48. en un caso en cine no se ha planteado por el recu- 
rrente durante el pleito ninguna de las cuestiones federales 
de que se hace mérito en la referida disposición legal, y en 
que se ha invocado una garantía constitucional al interpo- 
nerse el recurso para ante la Corle Suprema. 

Sí La garantía de la inviolabilidad de la defensa en 
juicio no puede reputarse violada cuando éste se ha segui- 
do con todos los trámites marcados \*>t las leyes de proce- 
dimientos, no impugnados como contrarios a dicha ga- 
rantía. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

niCTAMBS DEL SIvSoR PROCURADOR f.KNKRAL 

Butaoi Aire», Ftb«n> 17 de l»i6. 

Suprema Corte: 
Mi recurso extraordinario no es procedente en el caso de 
autos, por cuanto no ha sido materia del pleito la cláusula 
constitucional que se invoca por primera vez al deducirse el 
présenle recurso, v la sentencia definitiva dictada por la fcxma. 
Cámara de Apelaciones ha aplicado exclusivamente las dispo- 
siciones de la legislación común que lian sido debatidas en el 

,lt,g por ello y en atención a lo dispuesto en el artículo de 
U lev 405S v artículos 14 y 15 * h ley 48, ) jurisprudencia 
constante de V. E. (entre otros fallos, tomo 120. paginas > 32, 
259 y 323; tomo m Inginas 34 Y 399). so" cíto no se haga 
lugar a la queja deducida. 

R. G. Par era. 
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lWl.I.O ntí LA CORTJv SUPREMA 

Buenas Artes, A no si o 8 de 1016. 

Autos y vistos: Til recurso de queja imr apelación dene- 
gada interpuesto por don Manuel I. Correa contra sentencia 
tle la Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil en el juicio 
seguido por la Municipalidad de la Capital contra dicho Corroa 
por cobro de pesos, y 

Considerando : 

<Jue el recurrente ;il apelar del fallo referido expresa cate- 
bóricamente { f s, 270,): "Mi recurso no lo fundo precisamente 
en ninguno de los incisos del articulo 14 expresado, sino en el 
articulo 18 de la Constitución Nacional que necesaria y lógica- 
mente autoriza también dicho recurso, y en efecto, el recurso 
míe intcriKuigo rio emana propiamente del litigio en si mismo 
sino de la sentencia recaída en él, en que, por no haberse hecho 
mérito sobre antecedentes probatorios de importancia, me ha 
privado de una prueba eficaz para la solución del litigio en 
favor de mis derechos. He ahí, Kxnio. Señor, entiendo que la 
defensa de ese derecho en juicio haya sido violada encontrán- 
dome asi habilitado a recurrir el fallo de V, K. para ante el 
tribunal que debe decidir en definitiva de toda cuestión 
punto regido por la Constitución Nacional". 

Qt\c ello demuestra suficientemente que el recurrente no 
ha planteado t u el pleito ninguna de las ctiestiones federales 
de que hace mérito el artículo 14 de la ley de jurisdicción y 
eoirqjcteneia X." 48 y 6." de la 405 > ; y en cuanto a la invoca- 
ción del artículo 18 de la Constitución, al apelar de la sentencia, 
delie estimársele tardía según lo reiteradamente resuelto t>or 
esta Corte. 

Que por otra parte no puede reputarse violada la defensa 
en juicio cuando, éste entre otros motivos, se ha seguido con 
tod»s los trámites marcados |»or las leyes de procedimier 
que no han sido impugnadas conío contrarias a dicha garantía. 

Que además, la inteligencia de la ley número 328.1, de que 
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se hace mérito en el escrito de queja, se refiere a Otro juicio 
que definitivamente fué resuelto según lo expresa el recu- 
rrente y no al presente [»r cobro de ]>csos procedentes de hono- 
-arios en dicho juicio, siendo además de notarse entre otra* 
instancias que dicha ley es local como lo expresa el mismo 
Correa en el folleto presentado a fojas 222. ingina 4. 

F*or ello y conforme con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se declara bien denegado el mencionado 
recurso. Notiftquesc original y previa reposición de sellos archí- 
vese, devolviéndose tos autos principales al tribunal de su 
procedencia con testimonio de esta resolución. 

A, Bermejo. — Nicanor G. del 

SbtiARi — D. E. Palacio. — 

J. FlGUEROA A f. CORTA. 



Ferrocarril Central Argentino, en autos eon los señores Quüict 
Hermanos, por entrega de carga, daños y perjuicios: sohre 
competencia. Recurso de hecho. 

, * 

Sumario : 1." Una cansa sobre relardo en el transporte de mer- 
caderías puede ser de la competencia de la justicia nacio- 
nal, no obstante estar regida por el derecho común, si 
surte el fuero federal por la distinta nacionalidad o ve- 
" cindad de los litigantes. 

2." No procede él recurso extraordinario del art. 14. 
ley 48. contra una resolución de los tribunales locales eme 
nó hace lugar a la excepción de incompetencia de jurisdic- 
ción, f utulada en no haberse justificado los extremos exi- 
gidos por '..1 lev respecto a la cxcej>c¡ón i*>r razón de la 
distinta vecindad de las partes y los hechos que ^jdrían 
justificarla, invocados al deducirla. Es de la apreciación 
Lxctusiva de los tribunales locales la interpretación y apli- 
cación de sus leyes procesales respecto a loa efectos del 
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silencio de las partes sobre la vecindad y nacionalidad que 
se atribuyan las partes, como es lo que se refiere a la pro- 
duccióu ile las pruebas ofrecidas en segunda instancia y 
al resultado de las mismas. 

Casa: Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Bucnoi Alrn, Afflsto 10 é% Tftte. 

Autos y vistus: Kl recurso de hecho \*ir apelación dene- 
gada interpuesto |w*r la Empresa del Fenocártíjj Central Ar- 
gentino de sentencia del Superior Tribunal de Justicia de Santa 
Fe t." Circunscripción judicial, en la causa promovida por 
Qnilici Unos., sobre daños y perjuicios. 

Y considerando: 

Que no hasta que una causa sea regida por el derecho 
común como ocurre con la presente relativa al retardo en el 
transporte de mercaderías ]>ara que se diga excluido el fuero 
federal. |>ormic éste procede también por la calidad de las 
partes, cuando se invoca, entre otros casos ta distinta naciona- 
lidad o vecindad fie los litigantes. 

Que las disposiciones que se citan del Código Civil y el de 
Comercio relativas al lugar en que deben cumplirse las obliga- 
ciones no afectan cu manera alguna el deslinde de las jurisdic- 
ciones judiciales entre la Nación y las provincias determinado 
en el articulo loo de la Constitución y en las leyes del Con- 
greso dictadas en conformidad con ella. 

One como le» ha resuello esta Corte en diversos fallos "el 
nrl. 205 del Código de Comercio se refiere a la autoridad judi- 
cial local, dentro del orden jurisdiccional establecido por la 
Constitución y leyes orgánicas, que no ha |>odido ni entendido 
ir. ( Fallos, tomo 113, página 235. y jurisprudencia citada 
en el considerando 3." de ese fallo). 

Que no olistante lo que precede el recurso extraordinario 
interpuesto y denegado |x>r el tribunal de Santa Fe no procede 
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en el caso porque la decisión arlada concluye fundándose en 
puntos de hecho y de proelra extraños a ese recurso según lo 
reiteradamente resuelto. 

Que, en efecto, consta en los autos remitidos a solicitud 
del señor Procurador General, que la parte recurrente pidió y 
, obtuvo en segunda instancia que el tribunal abriera ja causa a 
prueba "a fin de acreditar, decía, ]x>r medio de confesión *> 
juramento de la contras-irte los hechos alegados por ta em- 
presa al oponer la excepción de incompetencia de jurisdicción" 
(fojas 48. 55 y vuelta). 

Que el último fundamento de la sentencia hace constar 
que no se han justificado en manera alguna los extremos exigi- 
dos por la ley respecto a la excepción por razón de (a distinta 
vecindad de las partes y los hechos que t*odriau justificarla 
invocados al deducirla (Considerando V. fojas 63 vuelta |> 

Que es de la apreciación exclusiva del tribunal local la 
interpretación y aplicación de sus leyes procesales respecto a 
los efectos del silencio de los actores acerca de la aseveración 
de la empresa sobre la vecindad y nacionalidad argentina de 
las partes como en lo que se refiere a la producción de la.? 
pruebas ofrecidas en segunda instancia y al resultado de la* 
mismas. ( Fallos, lomo 48. página 4S0: tomo 101, página 4-*4: 
Ifiivn 1 13. página B) y otros). 

Por esto»; fundamentos, oído el señor Procurador General, 
se declara no haber lugar al recurso. Molifiqúese original y 
repuesto el papel archívese devolviéndose los auHw principales 
con testimonio de esta resolución. 

A, Brrmkjo. — Nicanor G. del 
Solar. — !). K. Palacio. — 

J. FlGUfiftOA AlA'OltTA. 



Domingo Toro Zetaya formulando denuncia contra el Juez Fe- 
deral de Mendoza, doctor Pedro t. Lucero y solicitando 
la instrucción de sumario. 
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Sumario: Corresponde a la superintendencia que la ley 7099 
atribuye a las Cámaras Federales el conocimiento de de- 
nuncias contra los Jueces Federales, sobre irregularidades 
en el dcscmjicño del cargo. 

Citstf : Kl doctor Ton» Zelaya se presentó ante la Corte Supre- 
ma denunciando al juez de sección doctor Pedro T. Luce 
como autor de bechos graves, sobre los cuales pedia se 
• instruyera un sumario. — Decía que en el juicio seguido 
por don Luis 1*. Tomba contra don Domingo Tomba, por 
utilidad de escritura, al dictar sentencia, el juez federal 
liabia afirmado un hecho falso, cual era el de haber tenido 
a la vista para un cotejo de firmas, ciertos documentos 
privados, cuando éstos, en la fecha que expresaba el juez 
haberlos tenido a la vista, se encontraban en la oficina de 
correos de Mendoza. Que en el rx|>edicnte, seguido contra 
don Juan A. Rabazzini, éste recusó al juez federal por 
tener vinculaciones con los actores, con el letrado de ellos 
y con el propio secretario, recusación que el juez deses- 
timó sin abrir a prueba el incidente, siéndole revocado el 
auto por la Cámara Federal, que ordenó la apertura a 
prueba, en cuyas circunstancias et juez se excusó de en- 
tender en et asunto, por lo que aquel tribunal resolvió en 
definitiva la incidencia, declarando "que la excusación 
del juez doctor Lucero sin abrir a prueba el incidente de 
su recusación, importaba, legalmente, la aceptación de las 
causales de impedimento invocadas por el recurrente, 
señor Rabazzini'*. En el juicio Banco Francés con María 
F. «le 'lomba y Mario A. Tomba. se produjeron Ires inci- 
dentes los cuides fueron resueltos con costas en enntra de 
la representada por el denunciante, habiendo declarado en 
un incidente, que se trataba de una acción real y en airo 
que la acción era personal; obteniendo el señor juez fede- 
ral; dos meses después, del Banco Francés un crédito por 
la suma aproximada de tres mil ijcsi» con la firma del 
secretario, señor Silva. 
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DICTAMEN DEL SENO* PROCURAllOK (lEXliRAL 

hNH Aifn. AvwtO 4 de 1916. 

Suprema Corte: 
La denuncia que se formula contra el )wz federal tU 
Mendoza, debe ser sometida a la Exina. Cámara Federal dé 
la capital, a la <juc corresponde el ejercicio de la súperinten- 
tendencia sobre los funcionarios de su circunscripción, según 
k> preceptúa el art. 2. inciso 4. ley 7099, y lo tiene rcsue>' 
V. K. en diversos casos (Fallos, tomo 117, pág. 3&1 : tomo 119. 
pátina 176,). 

Pido a V. K. así se siria resolverlo. 

Julio Botet. 

t m 

RESOLUCION* DE LA CORTE SUPREMA 

1 

Buenot Alftt. Agotte 10 de Mí. 

Atento lo dispuesto en el artículo 2° de la ley 7099, modi- 
ficatorio del ar*. 11 de la ley N." 4°55- lo resuelto |»r esta 
Corte en casos análogos (Fallos, tomo 114, pag. 190; 115. pa- 
ginas 17 y 67; 117, pag. 381) y lo dictaminado por el señor 
Procurador General, pasen a la Cámara Federal de A|ic1acin- 
nes de la Capital a sus efectos. Repóngase el pa|>el. 

A. Hiíkmiíjo, — Nicanor C. DEL 
Solar. — D. Iv, Palacio. — 
T. Ficueroa Alcorta. 



Pon Ramón O. Lcgitteamón y Jtiau Ai. fíehíti contra A f . Car 
!os Alvares, por calumnias c injurias tirares vertidas po 
intermedio del diario "La Libertad". 

Sumario: No puede decirse violada la garantía constitucional 
de la inviolabilidad de la defensa tu juicio, eti un caso en 
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fué citado a juicio c intervino en él con toda la amplitud 
consagrada |ior las leyes procesales respectivas, según se 
hace constar en ta sentencia arlada. 

El articulo 828 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal de la provincia de Ernte Ríos, que autoriza la 
declaración de rebeldía del acusado por calumnia, que deja 
transcurrir los términos legales sin hacer uso de su dere- 
cho, iio cs violatorio de la garantía consagrada ]ior el 
artículo 'i 8 de la Constitución Xacional, de la inviolabili- 
dad de la defensa en juicio. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

UVI-RlHí ni; l.\ IX.MA. S.VÍ.A KN W CRIMINA!, mil, SUl'EKIUR 
TkrtlLW'AL Itfi JUSTICIA 

En la ciudad de 1 'araná. Capital de la provincia de Entre 
Ríos, a los treinta y un dias del mes de diciembre del año mi. 
novecientos quince, reunidos cu el salón de acuerdos los seño- 
res miembros de la Exma. Sala en lo Criminal del SuperiÓ 
Tribunal de Justicia, a saber: presidente el doctor Luis J. Cano 
y vocales los doctores .Manuel Á. Crespo y Emilio Keviriego. 
integrando este último ]»or excusación del doctor Manuel J, 
Acebal, fué traído para resolver el juicio caratulado: "Lcgui- 
zamón Ramón O. y Ttelotti Juan M. contra el diario. "La" 
Libertad *, por injuria y calumnia", venido a conocimiento de 
la .sala en virtud del recurso de ajielacióu interpuesto |>or el 
querellado y concedido en relación y en ambos efecto*. 

Practicado el sorteo de ley. resultó que la votación se baria 
en este orden; iloctores Cano. Reviricgo y Crcsi*>. 

Estudiados los autos la Sala planteó las siguientes cues- 
tiones a resolver: 

1. " ^Existe nulidad: 

2. * Caso negativo. ,;es arreglarla a derecho la sentencia 
recurri<ta que condena a N. Carlos Alvafcz ¡tor los delitos de 
calumnia e injuria a sufrir la pena de dos años y tres meses de 
I renitencia ría? 



* < 
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Sobre la primera cuestión el señor vocal doctor Cano, 
dijo: Iniciada la querella por los señores Ramón O. Legutza- 
irón y Juan B. Hcloiti contra el autor de la publicación acu- 
sada y habiéndose constatado que lo era el nombrado Cario* 
Alvares se le mandó dar intervención jior auto de fs, 84 a 87, 
pero los querellantes se opusieron sosteniendo que otra per- 
sona era la autora de la publicación y dedujeron recurso de 
apelación para ante el Superior, recurso que fué resuelto en 
contra de sus prctencioiiei. 

Citado el querellado por edictos se presenta a fs. 116. i¿u. 
122 a 124 ludiendo se le dé intervención a su defensor el ductor 
Miguel j. Kuiz y como el a qtto resolviera de conformidad a 
.solicitado, los querellantes dedujeron recurso de apelación, 
irso que como el anterior fué resuelto en contra. fs> 1-7 




ílasta ese momento han sido los mismos acusadores los 
han obstaculizado el trámite regular de la causa por sil 
oposición a lo que era de estricta justicia. 

Corrido traslado de la querella al acusado, éste se pre- 
senta pidiendo se tenga por nombrado defensor al doclur Kuiz 
y así se resuelve corriéndole el traslado decretado, fs. 149 y 
siguiente. 155 y 163 vía. Como el defensor no evacuara dicho 
astado, previos los trámites del caso se dejó sin efecto su 
miramiento designándose otro de oficio, pero el Superior 
revocó esa resolución estableciendo que rio correspnndia el 
nombramiento de defensor de oficio sino la declaración de 
rebeldía, fs*. 178. 

lía jados los aillos, el a qim hizo la declaración de rebel- 
día que fué con fin rada por el Superior, fs. 182 a io,,t. Tosté- 
nórmente se abre la cansa a prueba, se produce ésta per los 
querellantes y vencido el término de ley. aquéllos presentan su 
alegato, se llama autos para sentencia y se dicta el fallo con- 
denatorio, notificándose de lodo al acusado en los estrados del 
juzgado, con excepción de la sentencia definitiva, fs. 198 a 230 
De la relación de las constancias de la causa resulta que 
.esta querella criminal por calumnia e injuria nó ha habido 
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juicio propiamente dicho por cnanto ti acusado no contestó el 
escrito de querella, no habiéndose tratado la litis coate statio. 
1.a rebeldía del querellado declarada por el a t¡no en atención 
a lo resuelto por el Superior y a to dispuesto por el art, 828 
del Proe. Criminal 110 impedía a mi juicio que se Ic nombrara 
defensor de oficio, y no habiéndose adoptado esc tempera- 
mento se ha impedido el libre ejercicio de la defensa consa- 
grada por el artículo t8 de la Cnnstitución Nacional, arts. 34 
y 55 <íé la Constitución provincial y art. 15 del Proc. Criminal. 

Siendo inviolable la defensa en inicio de la persona y de 
los derechos» estando expresamente consagrado en la ley que 
nadie puede ser condenado sin defensa, el fallo condenatorio 
dictado en este oqiedici.te es insanablemente nido, porque 
implica ta violación de un precepto imperativo de la Constitu- 
ción y de la ley adjetiva. 

La prcscri|>ción del art. 828 del Proc» Criminal armonizada 
emi et art. 15 del mismo Código» permite la declaración de re- 
beldía del acusado \*ot calumnia que deja transcurrir los tér- 
minos legales sin hacer uso de su derecho, pero admite también 
i.\ nombramiento de defensor de oficio después de ta rebeldía, 
desde que nadie puede ser condenado sin defensa, y desde que 
el juez debe aplicar en primer término bajo pena de nulidad, 
ta Constitución, Tratados y Leyes Nacionales y la Constitución 
de la Provincia, — Artículo 18 de la Ley Orgánica de los Tri- 
bunales. * 

Tratándose de procesos en que está interesada la vindicta 
pública, la ley adjeitva ha dicho que la declaración de rebeldía 
no paralizará el sumario; pero si la rebeldía fuera declarada 
durante el plenario, se suspenderá el curso de la cansa hasta 
ta presentación o aprehensión del procesado, arts. 790, 791. 
7 f >2 >' ¡kh del Cód. de Procs. Criminales, y estas disposiciones 
son perfectamente lógicas desde que la rebeldía del reo impide 
o restringe la defensa que está ampliamente garantizada por 
la Constitución. 

En los juicios de carácter privado como el presente, hecha 
la declaración de rebeldía y entendiéndose las ulterioridades 
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del juicio con los estrados del juzgado, forzosamente hay que 
suspender ta causa o nombrar un defensor de oficio al acusado, 
porque. para que la causa pueda abrirse a prueba es necesario 
que el querellado conteste la acusación. Arls. 828 y 831 del Có- 
digo citado. 

En el caso sub judke 110 se ha procedido en esa forma, 
sino que ateniéndose el señor juez a quo a la disposición ais- 
lada del art. 828 citado sin armonizarlo con los demás de dicho 
Código y las pertinentes de la Constitución Nacional y Provin- 
cial, lia seguido el expediente sin que hubiera juicio propiamen- 
te dicho y lia condenado al reo sin oirlo y sin defensa, puc-í 
na pueden considerarse que los escritos presentados por el 
querellado importen defensa desde que no puede entenderse 
como tal sino la exposición escrita o verla! según lo establece 
ley. directamente presentada como tal defensa. — Art. 15 
Criminal. 

Voto en consecuencia por la afirmativa en la cuestión 
itesta y porque se declare la nulidad de la sentencia sin 
as al juez por encontrar excusable el error. 
Sobre la misma cuestión el señor vocal doctor Ucviriego, 
dijo: En mi opinión la nulidad no procede. 

Por resolución de ís. 184 a 185. en efecto, el querellado 
fué declarado en rebeldía, de acuerdo a lo dispuesto en el art. 
828 del Cód. Proc. en lo Criminal, siendo confirmado tal pm- 
ntinciamicnlo por esta Sala a fs. 193 y vta : de suerte que se 
de una cuestión pasada en autoridad de cosa juzgada, 
sobre la que no cabe ya argüir de nulidad en los procedimiento* 
fundado en que el acusado no ha sido oído en juicio por culpa 
de su defensor e inconstitucionalidad del artículo citado, como 
se alegó en el informe m vocc, fs. 242 vta. 

Si el querellado no contestase la acusación dentro del tér- 
mino o aliandonase el juicio posteriormente, el juez a soli- 
tud del acusador lo declarará en rebeldía, entendiéndose las 
íoridades fiel juicio con los estrados del tribunal, dice el 
artículo en cuestión ; y es lo que se ha hecho en el caso sub 
iudicc. La apertura a prueba decretada a fs. 198, después de 
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la declaración de rebeldía, se halla conforme con la ley y el 
art. 831 fjtie prescribe ese trámite 110 contradice la disposición 
del 828. "Si la querella fuere por calumnia? dice el £31. con- 
testada |)or el- acusado en el plazo establecido en el articulo 827. 
se abrirá la causa a prueba en la forma y con arreglo a lo 
dispuesto en los artículos anteriores"; lo que no quiere decir 
que cuando falte la contestación no podrá abrirse a prueba, 
pues cabalmente si ésta corresponde ''en la forma y con arre- 
glo a lo dispuesto cti tos artículos anteriores", es evidente que 
el precepto corresponde también al caso de rebeldía por in- 
cont estación de la querella o abandono del juicio» previsto en 
el art. 828» Uno de los principios que rigen la interpretación 
de la ley es que debe tratarse de armonizar las disposiciones 
que aparentemente se contradigan, porque no cabe suponer ' 
que el legislador baya querido contradecirse consigo mismo. 
Aparte de la consideración que dejo aducida de hallarse 
ie y ejecutoriada la declaración ile rebeldía del acusado, 
pienso que el art. 828 no es contrario a los preceptos consti- 
tucionales, y |M>r tamo, que no existe óbice alguno en su apli- 
cabilidad al caso ocurrente. El art. 18 de la Constitución . 
Nacional establece que "es inviolable ta defensa en juicio de 
la persona y de los derechos'' y concordante con esta regla el 
art. 35 de la Constitución de la Provincia establece que "a todo 
procesado le será garantizada la defensa en juicio por sí o por 
medio de letrado y consentida la representación por apoderado : 
le estará igualmente garantizada la producción de prueba, en 
todas las instancias con arreglo a la ley asi como el uso de los 
merfos oficiales compulsorios para conseguir la presencia de 
personas o cosas que necesite para la eficacia de su defensa" 
Y bien pues, cuando el art. 828 del procedimiento penal auto- 
riza la declaración de rel>eldia del querellado, mandando que 
se entiendan tas ulterioridadcs del juicio con los estrados, si 
aquél no contestase la acusación dentro del término o abando- 
nase el juicio posteriormnete, en manera alguna priva al acu- 
de! derecho de defensa. Lo que importa esta garantía 
istttucional es solamente asegurar al anisado la oportunidad 
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el medio eficaz de defensa ; no el establecer que cuando re- 
lie a esa defensa o la obstruye haya de ser imposible et 
-miento del delito y la imposición de la pena en que esté 
incurso. Las leyes procesales, que es materia reservada a la 
soberanía de las provincias, pueden licitamente reglar las for- 
mas y trámites del proceso penal, mientras con ello no se impida 
el ejercicio esencial de la garantía de defensa; y si, como 
ocurre en nuestro caso con el procedimiento en los jnicios de 
calumnia e injuria ta ley brinda al querellado ta oportunidad y 
y el medio de defenderse ampliamente rindiendo la prueba que 
haga su derecho farts. 827 y 839 a 831 ). no puede sostenerse 
que la dechración de rebeldía y demás sanciones del art. 828. 
cuando aquél deja de ejercitar tales derechos, violen la ga- 
rantía que establece la carta fundamental. En el sistema de 
nuestras instituciones políticas, donde no hay derechos aliso- 
lutos f Alcorta "Garantías constitucionales" Cap. II), tal es 
la doctrina que sobre la materia enseñan nuestros constitncio- 
naltstas {González. Vedia). El Dr. González escribe en su 
*' Manual" estas palabras que resumen el comentario al respecto: 
*"AI declarar que ta defensa en juicio es inviolable, no quiere 
la Constitución que haya de tener el acusado libertad para 
alterar a su capricho las reglas comunes de los procesos sin" 
que su libertad de defensa no sea coartada por las leyes hasta 
impedirle producir ta prueba de su inocencia o de su derecho 
o ponerlo en condición desigual a los demás'' ; y la Suprema 
Corte de la Nación ha declarado que el art. 18 de la Consti- 
tución no tiene otro alcance y significado que garantir al liti- 
gante mismo la libertad de defenderse por si. |xto no cuando 
trata de hacerlo por terceros, pudiendo, en tal caso, las leyes, 
determinar las condiciones que éstos deben reunir para desem- 
peñar tales funciones (tomo 83. pág. 325). 

Es verdad que según el art. 15 del Cód. de Procs. citado, 
nn podrá dictarse en ningún caso, sentencia condenatoria sin 
que preceda juicio conforme a la ley vigente, durante el cual 
haya hecho su defensa et reo; como también que no se entenderá 
|ior defensa, sino la exposición escrita o verbal, según lo esta- 
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blezca la ley, directamente presentada como tal defensa. Pero 
a esa regla de carácter general hace excepción e[ precepto 
especial del art. 828. estableciendo para los delitos de calumnia 
c injuria, que por ser eminentemente de interés privado, tanto 
que la acusación y |>or ende la aplicación de la pena, hállanse 
subordinadas a la voluntad del damnificado, no requieren como 
condición síirr tjna non la defensa del acusado, por sí o por mi 
defensor, y el legislador ha podido asimilar el procedimiento 
en estos casos a las contiendas de índole ci il, a diferencia de 
los delitos de acción pública en los cuates ha entendido de 
absoluta necesidad la presentación de una defensa. 

Por esto voto negativamente en la primera cuestión. 
Sobre la misma cuestión el dfíctor Crespo, dijo; La Consti- 
tución Nacional al decir que es inviolable la defensa en juicio 
de la persona y de los derechos, se refiere a toda clase de 
asunto^ ya sean civiles, comerciales o crimínales, sin hacer 
distinciones: y sin embargo en los procedimientos en mate 
civil y comercial existe la relxldia. necesaria jxara poder regu 
lanzar Ja tramitación y término de los juicios, y esas pres 
cripciones de la ley minea han sido declaradas ni siquiei 
atacadas de nulidad, I,n mismo pues ocurre en lo criminal, 
especialmente en los juicios particulares como son los de 
calumnia e injuria en que no interviene el ministerio público 
y en los míe si bien debe garantirse la defensa, debe ésta ser 
reglada por la ley con sus trámites y términos precisos para 
evitar demoras injustificadas o menoscabar en sus derechos 
al acosador míe va buscando vindicarse de imputaciones ca- 
lumniosas o injuriosas más ipie el castigo del nnercllado. 
derechos tan sagrados unos comí* otros. 

Xiicstra eoustitución provincia! tiene dos artículos per- 
tinentes, el 12, que se refiere a los detitos por la prensa y el 
35 que es general para lodos. Respecto a los primeros Hice 
el art. última }>artc. en ambos casos el procedimiento 
f ante el juez o ante el jurado» será siempre sumario y la ley 
ríe lo reglamenta fijará un término breve para su duración 
iiiemliriido 1 comisión de ta convención que habria acusa 
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ción, defensa y prueba, en los términos necesarios, que fijara 
la ley, al establecer las reglas calecíales del juicio; y el se- 
gnndo, el 35. que garante la defensa y prueba en los juicios, 
pero sujeto to<to a la ley, de modo que es ésta la que debe 
reglamentar y limitar en lo necesario esas garantías de acuerdo 
con la misma constitución. Así por ejemplo en la prueba, si 
la de testigo se ofrece después de tos diez días de la apertura 
del término, ya no se admite, art. 551 Cód, de Procs., ni se 
admite en segunda instancia, salvo casos excepcionales, art. 
fj6o; pues de igual manera y con esa misma facultad, ha esta- 
blecido para los juicios de delitos públicos, ta defensa en la 
forma que lo prescribe el artículo 15 como disposición genera), 
y la limitación del art. 828 en los juicios particulares de ca- 
lumnia c injuria. 

Salta más la previsión y justicia del art. 828. en este caso, 
en que evidentemente el querellado y su defensor, lian estado 
obstaculizando el juicio y rehuyendo la contestación de la 
Ha, llegando el defensor basta afielar del auto del juez 
braba defensor de oficio, después de haberse acordado 
lino al querellado y al defensor por éste nombrado. 
Por estas breves consideraciones y las del vocal doctor 
ev i riego, a que adhiero, voto también por la negativa. 
Sobre la segunda cuestión el señor vocal doctor Cano, 
i mió diciendo: Atento lo resuelto por la mayoría y fie jando 
salvo mi opinión sobre la nulidad del fallo apelado y de la 
improcedencia de la condena por esa causa, paso n tratar del 
ondo del asunto. 

Las imputaciones que se hacen al doctor LcgUizamón y 
r Belotti en las publicaciones acusadas importan verda- 
deros delitos previstos y rcprimulos |ior el Código Penal y 
por ende acusables por el Ministerio público. Se les ha atri- 
buido la defraudación de la suma de once mil pesos fie propie- 
dad de la institución "Círculo de Obreros de Paraná" de la 
que itno era el director y el otro secretario ; el uso indebido en 
beneficio propio por tres días de otra suma de 
misma sociedad ; y se les ha hecho al propio tiem| 
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cioncs de estafadores, ladrones y otras que perjudican consi- 
dcrablemente la fama, honorabilidad y crédito de los agraviados. 

Vo habiéndose producido pnieba alpina para demostrar 
la verdad de las imputaciones, deben ellas considerarse calum- 
niosas e injuriosas como lo demuestra el a quo en el fallo; y 
siendo más grave el delito de calumnia, las injurias deben 
estimarse como circunstancia agravante de acuerdo con lo 
dispuesto ¡>or el art. 8f> del Código Penal. 

Existen en mí concepto fas atenuantes de haber transcu- 
rrido más de la mitad riel tiempo necesario para la prescrip- 
ción del delito, desde Ja fech en que se entabló la acusación 
hasta el presente; y el halicr eo sido condenado sin defensa, 
no obstante habérsele acdrdfuw todos los términos legales jara 
la defensa* y la pinol*, tries, 7 n y n.<\ art. 83 del Código citado, 
por lo que la |*na debe reducirse al mínimnn de la establecida 
por el art. 21 de la ley 4f8o o sea. tth año de penitenciaría. 

Voto pues por la afirmativa en esta cuestión debiendo 
reformarse la sentencia en el sentidn que dejo expresado. 

Los señores vocales dtietorcs Reviriego y Crcs|>o adhi- 
rieron al v«»to precedente por análogas consideraciones. 

Con lo qu e terminó el acto, quedando acordada la siguiente 
semencia. — Cano, — Crespo. — . Üevmego,-^4Mé mt- Anací 
Forsiati. 



Y vistos : 



SKXTKNC1A 

Ptful, Dkkafrft 31 df ttIS 



Por los fundamentos del acuerdo que precede, por mayo- 
ría no se hace lugar a la nulidad deducida, y por unanimidad 
se reforma la sentencia recurrida condenándose al querellado 
don X. Carlos Alvares, por calumnias c injurias, a sufrir la' 
pena de un año de penitenciaría, accesorios legales v costas. 

llágase saber, piiulíqiicsc y bajen. — Luis Can\ ~ Ma- 
nucí A. Crespo. — UmiHo Rcviri&go. — Ante mí: Angel For 
ziati . 
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FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

SiMMf AJrtt. A|«t« 12 de lt)6. 

Vistos y considerando : 

Que el recurso se funda en que vi articulo 8»8 del Código 
de Procedimientos de ía provincia dv líntre Ríos es violatorin 
de los preceptos contenidos en el artículo 18 de la Constitución 
y la aplicación de aquél en el caso, aínda ti prweso, que se h'i 
seguido en primera instancia sin ser nido el acusado por la 
rebeldía decretada (fs. 262 y otras). 

Que la sentencia apelada lince constar que el demandado 
fué citado a juicio e intervino en él con toda la amplitud con- 
sagrada por las leyes procésale* de la provincia ; y si a pesar 
de todo "el querellado y su defensor han estado obstaculizando 
el juicio y rehuyendo la contestación de la querella, llegando 
el defensor hasta apelar del auto fiel juez que nombraba defen- 
sor de oficio, después de haWse acordado término al quere- 
llado y al defensor por éste nombrado" ( fojas 258 111 fffle) 
«Jebe imputarse asimismo el procedimiento que impugna de 
seguir en rebeldía dicha primera instancia, lo que no le impidió, 
como se hace ennstar también apelar fiel fallo dictado en su 
contra y atacarlo de nulidad en segunda instancia» por ser el 
artículo S28 del Código de Procedimientos que le fué aplicado 
contrarío a la garantía constitucional ya dicha. 

Que en esta condición, no puede decir que no ha interve- 
nido en el juicio con toda la extensión necesaria para alegar y 
ofrecer proltanzas en igualdad de condiciones a lodos los lemas, 
en casos análogos; y en esto es en lo que consiste precisamente 
la garantía acordada por vi referid" articulo t8 de la Cons- 
titución. 

Que el artículo 828 del Código de Procedimientos de 
Ríos, que se impugna y que regla el procedimiento, no 
; estimarse como contrario a la garantía de que se trata 
y que está consagrada en la disposición constitucional antes 
citada y si dicho artículo ha sido mal aplicado (jomo se pre- 
tende, por los tribunales locales, ello no constituye por sí mismo 
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un punto ijue pueda ser revisado p*>r esta Corte según Ta 
reiteradamente resuelto t Fallos, tomo 121, página #/> y otros). 

Por lo expuesto y fumín mentí w concordantes de la sen- 
tencia apelada y conforme con lo dictaminado y pedido por 
el señor Procurador (¡enera! se la confirma cu la parto que ha 
materia del recurso. Norifícpicse original, repóngase el 
1 y devuélvase. 

Xk WoK C. mi. Soi..\k. — D. K. 
f*M,.vcio. — J. I : í<'.vi:roa 
Ai.cort.y. 



Bttcchi v <*n autos con Alfredo 77uW. sobre cobro ríe 

pesas. Recurso f/i* hecho 

Sumario: Para la procedencia del recurso extraordinario pre- 
visto por el artículo 14. ley 48. no basta citar 1111 precepto 
constitucional: se requiere rjtte la decisión del pleito de- 
penda de la inteligencia f|iie se dé a la cláusula constitu- 
cional invocada. La pretensión de que el atlto apelado 
desconoce derechos garantidos ]>or la ley fundamental, 
aducida después ele pronunciado aquél, no puede suplir 
el requisito ¡tara la .procedencia de este recurso* de que 
las cuestiones federales a qitc se refiere el expresado 
artículo 14. de la ley 48 hayan sido promovidas durante 
el pleito y resueltas por la sentencia recurrida. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTA MliN DKI. SKÑOR PROCURADOR GENKRAt 

BtHMt Airtt, Jmío 7 4<t 416. 

Suprema Corte: 

La alegación que aduce id recurrente de que la sentencia 
apelada ha contrariado los derechos que le acordara el art. 18 
ríe la Constitución en cuanto garante la inviolabilidad de la 
defensa en juicio, no pticdc fundamentar el recurso extraordi- 
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nario para ante esta Corte Suprema, en razón de que tal vio- 
lación de la garantía constitucional referida no se lia produ 
cido en el presente caso porque el recurrente no ha dejado de 
*er oído y ha podido ejercitar ampliamente sus derechos, y la 
instancia de que hace mérito que la Rsma, Cámara se ha 
jnunciado sobre el fondo de la cuestión en debate habiendo 
declarado nula la sentencia de primera instancia t>or lo que 
no ha habido primeramente un pronunciamiento del juez 
a qno. se del» a la forma y manera en que se sustanció el 
juicio y al orden procesal determinado y no ha violado la 
IhWad de la defensa fie los derechos que se ventilaran en 
. Siendo que la inviolabilidad do la defensa, que consagra el 
artículo 18 de la Constitución, como V. K. lo ha declarado rei- 
teradamente, importa que el litigante del* ser oído y ejercitar 
stts derechos en la forma y con tas solemnidades establecidas 
por las leyes comunes di- procedimiento (Fallos, tomo 03. pá- 
gina 102: tomo too. pág. 4°**: tomo 121, |)ág. 285». 

Por lo demás, la invocación de la cláusula constitucional 
que si" hace al deducir el presente recurso, no puede motivarlo, 
desde que íal cuestión 110 ha sido materia del pleito, habiendo 
al respecto, declarado V. K. en reiterados faltos que son extem- 
poráneas las alegaciones de esa índole que se formulen al 
inteq>oncr el recurso extraordinario, f Fallos, tomo 100. página 
85; tomo 115. pág. 80: tomo 121. pág. 80). 

Por lo expuesto y jurisprudencia citada, pido a V. E. *e 
sirva 110 hacer lugar a la queja deducida. 

Julio Rotct. 

FALLO D£ LA CORTE SUPREMA 

IMHI 4feM, Aceite U * «16 

Vistos y considerándó ; 
Que con arreglo a lo reiteradamente resuelto por esta 
Corté. para la procedencia del recurso extraordinario previsto 
por el articulo 14 de la ley número 48. no bosta citar un pre- 
cepto constitucional: se requiere que ta decisión del pleito 

■ dé a la cláusula constitucional 



dependa de la intclig< 



qlli 



ada ( FaHifc, tomo 115. ingina 341 ; tomo 122, página 257; 
tomo 123. ingina 143 y otros). 

Que el recurso que la ley da contra las sentencias de las 
Cámaras de Ablaciones y Tribunales Superiores de Provincia 
* artí etilos 14 de la ley 48 y jle la ley 405 5 V delie tener como 
antecedente las cuestiones promovidas y sustentadas dentro del 
pleito., y rleeididas en la sentencia final de que se recurre* en 
un sentido contrario al derecho Invocado por el litigante que 
interpone la apelación extraordinaria. 

Que la circunstancia de pretenderse por el interesado, en 
el caso stth iitc. que el átlfo fie fojas I ~J le <1eseonoce derechos 
que dice le están garantidos por la Constitución, cuando esa 
pretensión se aduce recién después de la sentencia, no puede 
suplir la exigencia legal requerid.), pues el fallo de !a Cámara 
Comercial nada ha resuelto que no fuera sometido a su juicio 
por Jas partes ( Fallos, tomo 75. página 404). 

Oue por lo demás» no es exacto que se haya limitado al 
recurrente la libertad de defensa: |xir el contrario ha jtodido 
defenderse con toda la amplitud que admiten las leyes de 
procedimientos, y en consecuencia no hay en el caso la trans- 
gresión t|t!c expresa de las garantías consagradas por el articulo 
iR de la Constitución (Fallos, tomo 121. página 285 1. 

Por ello y atento !o dictaminado y pedido por el señor 
Procurador General, se declara bien denegado el recurso, fíe- 
puesto el papel, arcíhvcse. devolviéndose los autos remitidos 
|ior vía de informe con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 

Sof.VK, - TV F, pAt.ACTO. — 



%pQ¡\Ía Árgeniinq de Novcfnicum Nicolás Mitnmm kh Ltda.. 
contra el Gobierno Naciamtf, por indemnización de dañas 
y perjuicios, 

nmario: Todo aquel que por sus hechos o sin derecho, causa 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

daño a otro, aun cuando no baya procedido con temeridad 
o malicia, está obligado a repararlo. 
Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

SEKTENCfA m-L JlXt FEDERAL 

Bueno* Alm, Abril 31 dt 1915. 

Y v'Uos ti prest ntc juicio iniciado |K»r don Etfitóírilo 
Scotti en representación de la Conipañía Argentina de Nave- 
gación Nicolás Miliaimvich Ltda. ¡>or dañi* y perjuicios con- 
tra el Gobierno Nacional. 

Resultando : 

Que según se afirma en el escrito de demanda, el vapor 
ivadavia" de propiedad de la compañía actora se encon- 
el dia 12 de febrero de 1911 haciendo operaciones de 
en la cabecera snd de la Dársena Snd frente al fiíiljKtn 
rro 2. 

Que se empleaba para la carga y descarga uno de lus guin- 
ches eléctricos del puerto y que ese dia el gninchero giró el 
guinche con toda imprudencia, el que agarró el cstrobo i|iie 
sostiene uno de los pnlos del vapor girando con tnl fuerza que 
lo rompió. 

Dicho palo cayó snhrc el v.jmr con su arboladura y oca- 
Sionó una serie de desperfectos sin producir desgracias per- 
sonajes. .Afirma asi eme el hecho ocurrió con toda evidencia 
|>or culpa exclusiva del guinchen» quien no sólo hizo una mala 
maniobra con el guinche sino que la efectuó también con toda 
violencia. 

La eomiiañía levantó una protesta que presentó al I". E. 
Nacional con una solicitud reclamando el pago de la averia y 
el Gobierno después de oir a la oficina fiel puerto, rio hizo 
lugar al reclamo desestimándolo definitivamente por decreto 

dt* julio di- un t. 

Sostiene la actora que la responsabilidad del Gobierno 
surge de la función industrial que desempeña explotando el 
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puerto, y furnia la demando en el artículo 1100 y concordantes 
cid Código Cívit. estimando el monto de la indemnización en 
la suma fie un mil pesos moneda nacional, refiriéndose al 
detalle de perjuicios sufridos que se halla agregado al expe- 
diente administrativo. Acreditado él fuero según el auto tic 
noviembre o de i<;ir que la Kxma. Cámara confirmó, el señor 
Procurador Fiscal contestó la demanda según consta a fs. 15 
y líi. í\1 señor fiscal sostiene que e! hecho se produjo debido 
a qué el vapor "Kivadavia*' se movió del lugar en que se hallaba 
amarrado, enganchándose las jarcias del pido mayor en la 
pluma del guinche ipie estaba en ese momento en movimiento; 
que dicho |>alo era viejo y se encontralta en mal estado Ío (pie 
explica su poca resistencia" al chocar cotí el guinche, y que 
siendo todo ello asi, es inadmisible ta .responsabilidad del Go- 
bierno desde ipie no hay culpa del guinehero, 

Al contrario, afirma, la culpa es del persona! del vapor 
"líivadavia" en virtud de haberse movido éste de su posición 
originaria y fundándose en el art. I I ti del Código Civil, pide 
el rechazo de la acción con costas. 

Abierta la causa a prueba y producida la que menciona el 
certificado de fs, 52 vía., las partes alegaron sobre su mérito 
llamándose autos para semencia, previa reposición, en octubre 
24 de 19 14. 

<> 

V considerando : 

Que el hecho origvii de esta acción hállase reconocido i>or 
el ador y demandado quienes difieren, sin embargo, en lo refe- 
rente a la forma en que se produjo o a la causa que ío deter- 
minó, pinitos éstos primordiales para la averiguación en cuanto 
(unirán señalar la res|«iusabilidad fiel vapor o del demandado. 

(lile prescindiendo de tas constancias del sumario admi- 
nistrativo que determinaron el decreto de junio 2 de 1911. por 
ser ellas notoriamente deficientes a juicio del subscripto y no 
tener un valor proditorio absoluto desde quue provienen de 
las dependencias del Poder Kjerutívn cuya rcs]K)nsabJ1idarl 
din-eta o indirecta del accidente comprometía o jwidía compro- 
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tiKtcr. debe observarse que: a) se halla constatado en autos 
y el mismo presentante de la demandada lo ha reconocido, 
que al chocar el guinche con el palo mayor del "Rivadavia" 1» 
quebró; 1>) que np ha acreditado el señor procurador fiscal en 
forma fehaciente, «me el "Rivadavia" que se hallaba ancladt: 
y ocupado en o|ieraeioncs de carga y de descarga se moviera. 
Al cNcepcionarsc así ha debido probar su defensa, máxime 
cuando 1n presunción de eme el barco rio su movió resulta del 
hecho acreditado de que se hallaba ocupado en operaciones de 
carga y descarga ; el el testigo Salvador Falivene, libre de 
tacha, declara a fs. 50 que el hecho se produjo por una manio- 
bra equivocada del guinchero. Ksa declaración única corro- 
lxirada \*>t los antecedentes que constan en autos. |*>r la 
presunción favorable antes señalada y por hallarse la afirma- 
ción de movimiento del buque improbada no puede ser dese- 
chada como h> sostiene el señor fiscal; dt que jKtr íiltimn la 
misma afirmación expresada en la contestación de la demanda 
referente al mal estado del pato mayor destruido ha sido con- 
trarrestada por el dictamen j>ericia1 de fs. 51. en el que termi- 
nantemente, se afirma que se hallaba en buenas condiciones. 

Que es evidente pues que el accidente se produjo por tifla 
mala maniobra del guinchero y que el perjuicio sufrido por 
la actora es imputable a la demandada conforme al art. iu 
del Código Civil, no concurriendo siquiera la circunstancia del 
pretendido mal estado del |>alo quebrado de donde el señor 
procurador fiscal, contrariamente a lo dictaminado jjor el perito. 
so«ticne su falta de resistencia. 

Eli cuanto al monto del perjuicio teniendo en cuenta más 
que lo dictaminado por el perito nombrado ]>or el Juzgado, lo 
demandado y proltado en este* autos en el que se ha hecho 
cuestión propiamente del palo mayor destruido y sólo simple 
referencia a los otros prejuicios especificados en la reclamación 
administrativa y 110 protiados en la estación o|x>rttina de 
litigio, no obstante la estimación más elevada del perito Ro- 
mano, del*? limitar su apreciación en todo caso — hallándola 
razonable sobre el valor de! palo nuevo, a la cantidad que 
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<|Uc ultra a 
m de tres- 



misma empresa Milianovieh fijó en la r 
fs. 24 ("expediente administrativo}, es d> 
cientos cincuenta pesos moneda nación* 

Por tanto definitivamente juzgand fallo; dedanintló la 
responsabilidad del dohierno Nacional conforme al art. non, 
del Código Civil imr la rotura del (Kilo mayor del vajtor "Ri- 
vadavía M de la empresa actora. a c|iiieii deberá alionarle por 
concepto de toda indemnización la stima de trescientos cincuenta 
pesos moneda nacional, más sus intereses desde la fecha de 
la demanda, con costas. Hágase sa1>er, repóngase e insértese. 
— T. Arias. 

SKNTF.XCIA OE CAMAKA ll-DI-HAi, Dlí AI'KI. U'IOÍÍ IÍS 



Vistos en ablación estos autos seguidos por ta Con 1 pañí a 
Argentina de Navegación Nicolás Milianovich contra el C-o- 
bierno Nacional, sobre indemnización de daños y perjuicios, 
y siendo arreglada a derecho la sentencia de fs. 6i« se la con- 
firma i*or sus fundamentos, con costas. Noli fúmese, devuél- 
vase y repónganse las fojas en el juzgado de su procedencia — 
.1. Ürdinarram. — Daniel Goytia, — /. .V. Matienzo. — Mar- 
cclmo Esta fa da . 

m 

FALLO DÉ LA CORTE SUPKMA 

Bmhm Alrt« t Aftotio 12 41 »«• 

Vistos y considerando : 

Que no se ha puesto en cuestión la obligación del Gobierno 
Nacional de repara- los perjuicios ocasionados por hechos de 
los empleailos de la administración en las operaciones de carga 
v descarga de embarcaciones en el puerto. 

Que tampoco se ha puesto en dmla íjue el vapor "Riva- 
davia". sufrió deterioros motivados por el guinche qne mane- 
jaba el encargado del mismo. 

Que este hecho impone desde luego la obligación de repa- 
rar el daño, salvo otte se pruebe alguna de las cansas míe en 
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PALIO* DC LA COSTE SL'PUHA 

derecha eximen de responsabilidad ( Fallos, tomo 20. |Ktg, 114). 

Que en el caso, el representante del (iobiernu ha alegado 
que la avería en el palo mayor de la embarcación fué ocasio- 
nada por halwrse éste movido de su sitio ilutante la operación 
de íii carga, y ¡jorque se encontraba además en nial estado de 
conservación, lo i|itc no se ha comproliado. 

Por ello y fundamento!; concordantes de la sentencia ape- 
lada, se la confirma. Notifimiesc original y devuélvase. 

A. Rkrmejo. — Nicanor G. dei. 
Solar, — n. Tv Palacio. — 
J. Ficurroa Ai.corta. 



!h)u Arturo Ihwiítt/nwc. entra doña Tthsa López de flasa- 
rilbasa, por reducción de arrendamientos: reposición de! 
sellado de ittt contrato y payo de tntdta. 

Sumario: Las alegaciones luchas al inlvr|>otier el recurso 
extraordinario del articulo 1 j. ley 4K. son extcui|Hir;meas 
a los fines del mismo. 

Caso; l,o explican las piezas sigilientes: 

FALLO l* 1 ™ LA CORTE SüPRF.MA 



A ir*», A«Ml« 17 ÜfctM. 



Visto* v considerando: 



Que la sentencia de la Cámara r. de Ablación en lo 
de ta Opila! corriente a fojas 275 ha sido traída a la 
ívisión de esta Corte por el recurso extraordinario previ i' o 
en el inciso .V\ artículo 14 de la ley número 48 y (V* <\"la 
ley 405?. 

jQnc no consta en autos que. en el pteii- <. o sea, con ante- 
rioridad a la sentencia de fojas 275 míe le puso término, se 
haya invocado por el apelante algún titulo, derecho, privilegio 
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o exención fundado en alguna cláusula de la Constitución, 
tratad" o ley ■ ferial del Congreso <¡ue haya sido denegado, 
como lo exige el inciso j." articulo 14 de la ley 48. 

Qfíe las alegaciones hechas al interponer el recurso a 
fojas 280 son extcmiíoráiicss a los fines del mismo (Fallos, 
tomo 75, págs. 183 y 404: ffM- l*K- '4^; "2. ,n8 >- 

Por ello y !o reitera hincnte resuelto (Fallos, tomo lio. 
págs. ¡¿8 y .140; fctmio lió. pág. ji v otrosí, oído el señor 
Procurador General se dictara improcedente el recurso. Noti- 
fiquese y devuélvase flélíiétidb reponerse el papel ante el tri- 
bunal de su procedencia. 

A. Jíkrmkjo. — Nicanor G. nEt 
Solar. — D. R Palacio. — 

J. FlCt'KROA AlXORTA. 



AbraUam L. Hahiiut. contra don Emilio C. Labore, por cum- 
plimiento de contrato; sobre reposición del sellado de 
documento y patfo de multa. 

Sumaria: 1.» En la instancia extraordinaria autorizada por el 
art. 14. ley 48 no corresfwnde examinar el alcance de la 
disposición de una ley especial que sirve de fundamento 
a la sentencia apelada, cuando el recurrente no ha basa-" 
en dicha disposición legal, derecho, privilegio o exenci 
alguna. 

2." Es arreglada a derecho la sentencia que. de acuerdo 
coít lo dispuesto en el art. 10 in fine de la ley 4927. ordena 
la reposición del sello e impone la multa corres pontlicntt 
en un boleto de compra-venta, que importa un contrato 
de sociedad celebrado en esta capital y sujeto |mr razón 
del lugar a la jurisdicción nacional. 
Cuso- Kn explican las piezas siguientes; 
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hmi Alr*t. JaU* 13 U 1»6. 

Autus y vistos; 

Importando el documento de fojas ¿ a fojas 5. además ríe 
un boleto de compra-venta, un contrato ríe sociedad, entre tos 
que lo suscriben en virtud de lo establecido en Iris cláusulas 
5 * y fV del mismo. 

Por ello y atento lo dispuesto en el artículo 19 i» fine de 
la ley 4927, repóngase con un sello de cien pesos, impunR-nilnst- 
a cada uno de sus firmantes la multa de mil pesos moneda 
nacional ( art. Oo ley citada), que deberán depositar dentro 
del tercero dia en el Banco de la Xación Argentina a la orden 
del Consejo Nacional de Educación, y remítanse los autos a 
primera instancia, a efecto de rpic se cumpla esta resolución. 
Rep. el sello, — Giménez Zupfoh. — Hlliimns. — Btisitaldn, 
Ante mi: Jfírgc Sauce, 

DICTAMEN* SEÑOR l'ROt rttAOOR nENKM.U, 

■ ■■m i Aira. AfciU S 4c iü« 

Suprema Corte: 

Se ha suscitado en el pleito una cuestión acerca de la in- 
teligencia de un articulo de la ley nacional 4927, y la decisión 
apelada ha sido contraria al derecho que el recurrente fundara 
en dicha ley. IVir tamo el recurso deducido es procedente con 
arreglo al articulo 14 inciso $*> de la ley 48. 

En cuanto al fondo del asunto, es de aplicación al coso 
suh judice lo pn-seripto en el art. 19 in fine de la citarla ley 
!9¿7> por cuanto el documento que corre de fojas 3 a 5 
contiene un contrato de sociedad, celebrado entre los (|ite lo 
suscriben en los términos consignados en las cláusulas 5* y 6.*. 
de manera, que la imposición de la multa decretada por la sen- 
tencia recurrida, se ajusta a la disposición legal citada. Delio 
agregar qne dicho documento está comprendido en las pres- 
cripciones de la ley nacional, por el hecho de haber sido ex- 
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tendido en esta capital, y de requerirse ante sus tribunales el 
cumplimiento íle las obligaciones estipuladas. 

Por ello pido a V. E. se sirva confirmar la sentencia 
apelada. 

Julia Rotct. 

FALLO PE LA COtTE SUPREMA 

fc.no. Alm, AfCilO IT 4* 1116. 

Vastos y considerando: 
Que contra la sentencia de la Cámara tí* de Apelación 
en to*Civ¡1 de la Capital (fojas ion según la f|iie importando 
vi Hocttmétitó de fojas 3 a fojas 5 un contrato de sociedad en- 
tre li>s que l.i suscriben y atento lo dispuesto en el artículo 10, 
íif fbw de la 4^27 ordena su rcj»osición con un sello de cien 
pe** imponiendo una multa de mil pesos a cada uno de sus 
firmantes, se lia interpuesín para ante esta Corte el recurso 
extraordinario del inciso 3;», artículo 14 de la ley 4* >' ó,- de 
la ley 4055. 

Que 110 es del caso examinar el alcance del articulo 19 
de la ley 11". 4<J27 que sirve de fundamento a la sentencia 
aaílp q»c el recurrente no ha Imsado en el mismo, derecho, 
privilegi" " exención alpina ( Fallos, tomo 121 págs. fjo y 188). 

Que en enante* al artículo r,° de la ley invocado oportu- 
namente ( fojas t/>>. no exime al recurrente de la reposición 
y multa impuestas, desde que. según lo declarado por el tri- 
Ínmal se trata de un cimtrato de sociedad celebrado en esta 
Capital y sujeto |Hir razón del lugar a la jurisdicción nacional. 

Tur ¿tío y di- conformidad qoñ 1» pedido por el señor Pro- 
curador C.encraí se confirma la resnlneión apelada en la |>artc 
que lia poilidn ser materia del recurso. Notifíquesc y devuél- 
vase, debiendo reponerse el pa|iet ante el tribunal de su 
procedencia. ¿ 

A. Biíkmejo. — Nicanor C, DEL 
Solar. — D. E. Palacio. — 
T- Figubkoa Ai. corta. 
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Fisco N achual, contra la Compañía de Navegación Nicolás 
Mikanovkh, por cobro de pesos; sobre perención de li 
instancia. 

ario: Importando la demanda la suma tic diiñí mil qui- 
nientos noventa y un pesos, procede el recurso autorizado 
por el art. 3. inciso 2. d de la ley 4055. 

2* La providencia de "autos" dictada después de con- 
testada la demanda, importa una citación especial a lás 
partes para dictar sentencia intcrlocntoria o definitiva, 
y la inacción de éstas después de pronunciada aquélla 
no suj>nne abandono de la causa <|iic juslif í<|iie lina de- 
claratoria de perención de la instancia. 

Caso: I«o explican las piezas simientes; 

SENTENCIA DfiL JUEZ FKDKRAf. 

ButHM Airtl, Ochibic 30 it 1*15. 

Y vistos: para resolver el incidente de perención de 
'nstancia : 

Y considerando: 

Que. según resulta de las constancias del presentí" juicio, 
éste lia estado paralizado desde el día 7 de Octubre de 19,13. 

Que la circunstancia de que el juzgado al tener ]M>r con- 
testada la demanda a fs. 9, llamara ' r MüÍO$*' f 110 implica en 
manera alguna ¡tic quedara cerrada toda discusión y que las 
partes no pudieran presentar escritos para urgir el procedi- 
miento. 

Qtte por el contrario, si e! juzgado no dicta en esos casos 
'Ktción alguna, a las parles les corresponde instar el pro- 
'miento y |>cdir la apertura de la cansa a prucfai que se^ 
declarara de pnro derecho. 
Que las sentencias de la Suprema Corte a que se hace 
referencia en el escrito de fojas it. no son de aplicación al 
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caso jfííí /lírfiVi-, por cuanto dichas resoluciones se refieren a 
juicios que se paralizaron después del llamamiento tic "Autos 
para definitiva', es decir, cuando ya iip era dable a las partes 
instar el prmcdimiciito. pues éste estaba terminado, según tó 
establece esa jurisprudencia. 

Por ello y de acuerdo con lo establecido en el artículo l." 
de la ley 4550, resuelvo; dcelarar perimtda la instancia en esto; 
autos, con costas at act^r. Xoti fúmese y archívese. Re», el sello. 
— T. Añas. 

SKNTliSClA m: LA CAMARA l-'J-UERAI. «K APKLAC10MÍS 

Bueoot Airti. DkiMrtrt 2i dt 1915. 

Vistos y considerando: 

Que en los presentes autos se ejercita i*ir ¿1 Gobierno Na- 
cional acción por resarcimiento de danos y perjuicios emer- 
gentes (fel choqué de un buque de propiedad de la compañía de 
navegación Nicolás Mihanovich. contra un Ikvvm luminosa 
ubicada en el Canal Sud de entrada al Puerto de la Capital. 

fjno la acción irstaurada se prescribe en el término de 
un año (arts. 1100. «leí Código Civil y Código de Comer- 
cio), y por lauto la pererición de la instancia se pmduce po 
paralización del jjrocedíwicuto durante el mismo lapso d 
ticm|*«. según ln establecí- el arttenln 1." de la ley 4550, 

(jtte estos autos han estado paralizados florante un tiempo 
mayor que el determinado por la ley para considerar i>erimida 
la instancia, como lo demuestra el sefteír Juez a tput en la 
sentencia apelada. 

Por ello y sus fundamentos se confirma con costas la 
sentencia de fojas 12. Notifiquesc y devuélvase. — i'illa- 
f afíc¡ ._ f) tt „ict Coytia. — /. y. MáticttéQ* — Mura lina 
catada. 

TfÁtlÚ DR T.A tORTC SUTRHMA 

Bvfiiot Alm, Apilo 11 ü 1ÍI6. 

íjne demandándose la suma de diez mil quinientos noven 
ta y un pesos con veintinueve centavos moneda nacional de 
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acuerdo con la planilla de fojas 2^3 expediente administra- 
tivo, el recurso autorizado por ct artículo 3.* inciso 2." de la 
ley 4055. es procedente en mérito dé le» resucito por esta Corte 
en el fallo del tomo 98, página 394 y otros. 

Que en cuanto al fondo es de observarse que en el caso, 
la providencia <le autos ( fojas 9 ). fué dictada y notificatla en 
7 de octubre del año 1913, y la declaratoria de perención de la 
instancia fué solicitada en 2*t de junio de 1915 (fojas 10 1. 

Que en atención al tiempo transcurrido, la sentencia ape- 
lada aplicando el articulo i.° de la ley número 4550, hizo lugar 
a dicha petición por cuanto se trata de una acción prescrip- 
tible en el término de un año. 

Que ta providencia de autos en el sub judicc. después de 
contestada la demanda iui|>ortn una citación especial a las 
partos [tan dictar sentencia interlr teutona o definitiva con 
arreglo a lo dispuesto en los artículos R?, 89 y 911 de la ley 
nacional de procedimientos. 

Que en tal condición no puede suponerse abandono de 
la causa cíe parte de un litigante, ni atribuirse a éste negligen- 
cia en la tramitación, que justifique una declaratoria de per en 
ción de la instancia 1 Fallos, tumo ni, i»ág. 387: tomo 120 
página 140), 

Por dio se revoca la sentencia apelada de fojas 15. Noti- 
fiquese original y devuélvase, reponiéndose ti papel ante el 
'bttnal de su origen. 

A, BERMEJO. — Nicanor G. del 
Solar. — D. F„ Palacio, — 
J. Figueroa Alcorta, 



Actuaciones contra Mauricio /,. í 4 nna. pnr complicidad cu la 
deserción del soldado voluntario fiatid Anací Luna, competencia. 

rio : No Hay contienda de competencia en condiciones de 
er resuelta por la Corte Suprema en un caso en que. 
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declarada su incom|>ctencia i>or un juez de instruccii 
militar, no insiste en ella al serle devuelto el expediente 
por él «tro juez a quien consideró competente y que, a 
su vez. se declara sin jurisdicción para conocer del hecho 
(Art. *>.•. inc. d. ley 4055 y art. 161 cód. de justicia militar). 

Caso: Lo explican las piezas signantes: 

DICTA M 1* N PEI, SEÑOR I'KOCLKAlXJR C.EXKRAJ. 

BiMROt Alin. AtHtO iétVK. ' 

Suprema Cnrle: 
Encontrando complicado a un particular en 1111 delito mi- 
íitar cometido por un soldado voluntario del ejército, 1111 juez 
fie instrucción de ese fuero, reputando pe el juzgamiento de 
ese particnlar 110 compete a su autoridad, se dirige al jefe del 
regimiento a que pertenece el soldado procsado, et que lo 
remite al juez federal respectivo. Éste Juez, previa vista fiscal, 
declara a su vez la incompetencia de su jurisdicción en el caso, 
devolviendo el cxiicdiente a su remitente. 

Rl Juez de Instrucción referido, en lugar de observar 
reglas que el propio código de justicia prescribe, las (jtte le 
lilíligau a pronunciarse nuevamente insistiendo o nó sobre su 
incompetencia, y remitiendo los antecedentes a la autoridad 
llamada íi dirimir la contienda negativa planteada en tal situa- 
ción, se dirigí- nuevamente al jefe del regimiento, éste al jefe 
militar de) personal y luego el Ministro di- la Guerra a V. E. 

Tal actitud del juez instructor militar de la referencia, ha 
estorbado que la contienda se produzca cri la manera que co- 
rresponde por derecho, y p*»r ende, que ella caiga en lo pros- 
cripto por el art. 161 del Código de justicia militar, y sobre 
todo de lo que estatuye el inc É deí art. 9" <1e la ley 4055, 
correlativo a la mencionada disjjosición. 

Pido, en consecuencia que. no considerando trabada la 
contienda negativa de jurisdicción entre el tribunal y el Juez 
Federal de que se trata en la manera y forma qne corresponde 



V. K. se abstenga de pronunciarse a mérito «le lo dicho y de 
la jurisprudencia mentada al respecto. 

JttUo Botet. 

RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA 

Butaw AirM, AfWtO 1» dt Ifl6 

Atento lo dictaminado por el señor Procurador General 
devuélvanse estas actuaciones a la justicia militar para «jue, en 
vista de la resolución del scílor Juez letrado del territorio de 
Formosa de fojas ¿i vuelta se pronuncie rcs|x*cto a la proce- 
dencia o improcedencia de su propia jurisdicción en el caso 
fart. 9. inciso d>. ley N." 4055 y art íút, Código «le justicia 
militar ). 

A. BKRMPjo— • D. E. Palacio. — 

J. FlCUEROA ALCORTA. 



Procurador Fisco!, con Ira David Krisdri, sahrc anidación de 

carta de ciudadanía 

Sumario: Una sentencia rmc aiii'la una caria de ciudadanía, 
por considerar falsa y nula ia iufonuaciÓTi de lestijfos pro- 
ducida ¡tara obtener la carta, no puede ser revisada por 
la Corle Suprema en la instancia extraordinaria del ar- 
ticulo 14, ley 48. 

Caso : !o explica el siguiente : 

1 

FALLO DE LA CORTK, SUPREMA 

•utnot Altn, Ag*»ts I» 4t 1916. 

Y vistos : 

1**1 recurso extraordinaria de ablación interpuesto por 
David Krisdri. contra sentencia «le la Cámara Federal de 
Plata que anula las actuaciones y la caria «le ciudadanía 
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otorgada cu su mérito |H>r el Juzgado Federal de Bahía l*lí 
en cuatro de mayo del afio mil novedctitttS ochbí y 

Considerando: 

Qué el tecufretttc al apelar de la sentencia snk» expresa. 
"Que considerando il coi npart cíenle la sentencia de ese tribu- 
nal, contraria a la Constitución Nacional, por dársele validez 
a una ley especial del Congreso, cual !;l numen. 4 «44 >" «fc 
íiCücrcíp con la (liSppsiCióti del artículo 14. incisa $? de la le 
4055 (ley número 4&) venia a h^erpofícr él recurso de apela- 
ción para ante la Corte Suprema Nacional" < foja* '"5>- 

Oue tu. basta referirse a la Constitución en términos gene- 
rales cpmq lo lia Hecho el apelante m secunda instancia y ln 
repite aliora. sin expresar el articulo o cláusula del misino en 
que ampara un derecho míe le haya sido desconocido, para 
declarar procedente el recurso i-xiruordmari» interpuesto, se- 
gún lo reiteradamente resuelto (Fallos. Huno 114, página lóf ; 

tomo i2i. página 138*. 

Oue en cí pleito. o sea. con ftíitc^íoriclád a la résoktck' 
apelada de la Cámara Federal ile l.a Plata, no ka sido ph 
teada la euestióii que se menciona, como lo requiere el tncL 
3. '. articulo 14 de la ley N." 4- l'¿> r j> líl procedencia del rccwr 
extraordinario previsto en el mismo, 

One tampoco expresa nada sobre el particular en el me- 
morial de fojas 111 presentad" ante esta Corte. 

One, por otra parte, la sentencia apelada se hasa en 
falsedad y nulidad de la información de fs. t y 2. [Jara cwi 
gnir la carta de ciudadanía, porque uno de los dos testigos 
dicka información declara qUC el recurrente Krisdri, es 
SfOpa de buenos antecedentes, cuando según el informe oV foj 
4<j y 50 resulta lo contrarío; y el otro presta una declaración 
que no se refiere a persona determinada : y nulas las actuacio- 
nes para conceder la carta de ciudadanía es también nula ésta 
y sin ningún valor ífs. 00). 

nciamicnlo basado en los luchos qu 



cuma v en 



I proini 

la apreciación de la pruclía a que 



hace refei 
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no puede ser revisado Ctl la présenle instancia extraordinaria 
( Fallos, tomo 62. pág. 274 y otros >. 

Por ello y oido el señor Procurador C.eneral. se declara 
no haber lugar al recurso. Xotifíqucse orinal y devuélvase, 
reponiéndose los seJlo* ante el tribunal de su procedencia, 

A. Iíkrmujo. — Nicanor UEt. 
Solar. — D. % Paí.vcio. 



MumcipaUdad del Rosario de Santa Fe contra las empresas 
de ferrocarriles fusionados Central Argentino y Buenos 
Aires y Rosar io. sobre cobro de impuestos. 

Sumario: 1." Los juicios por cobro de impuestos son de la 
competencia ile los tribunales lóenle* res|icciÍvos de las 
provincias rriyas leve* ti ordenanzas bayan establecido di- 
dios ini|Hiestos. todo ello sin perjuicio del recurso del 
artículo 14. ley 48. 

2." Kl artículo S." de la ley 5^5 no exime a las em- 
presas ferroviarias de la obligación de alionar los servicios 
de pavimento, alumbrado, limpieza y barrido. 

Caso : Ante el Juez de lo Civil y Comercial de la Tercera No- 
minación de la ciudad del Rosario se presentí» la Muni- 
cipalidad de la misma ciudad demandando a ta empresa 
de los ferrocarriles fusionados Central Argentina y Híte- 
nos Aires y Rosario por cubro de la suma <le sesenta y 
cuatro mil novecientos veintisiete pesos moneda nacional 
importe de impuestos adeudados por la demandada. 

I T na vez citada de remate, la ejecutada se exeepeionó 
diciendo que no cstalja obligada a pagar ningún impuesto 
conforme lo establece el articulo 8." de la ley 5315. excep- 
ción que fué rechazada por el Juez invocando los nume- 
rosos antecedentes judiciales y la constante jurisprudencia 
de la Corte Suprema en casos análogos. 
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A|jelado csfe pronunciamiento |Kira ante la Cámara 
de Apelaciones de la segunda circunscripción, la empresa 
dcmaurlada reprodujo sus defensas 1 Risadas en la exención 
de impuestos que le acordaba la ley y dijo ríe incompeten- 
te a la justicia íocaíí |»"r tratarse de un ferrocarril nacional. 
Esta defensa fué igualmente rtebasada ni confirmar la 
sentencia «je lí insuinria en virtud ríe la incompetencia 
de la justicia Nitral para intervenir en litigios sobre im- 
puestas locales, 

MlTAMI'N OKI. SEÑOR l'ltí PC l'M.MMUÍ l.KNKKAL 

ButMl AhTil B «f 1116. 

Suprema Corte: 

Procede el recurso interpuesto a mérito de estar encua- 
drado dentro de los términos del art. 14. inc. .V de la lev 48. 

Ha sido denegado el fuero federal invocarlo por el recu- 
rente y la sentencia apelada ha contrariado, asimismo, el derc- 
clio (jue arjuél fundara en la ley 5315 puesta en cuestión en el 
presente juicio. 

En cuanto al fondo del asunto, dos cuestiones principales 
se ventilan en el pleito. L'na es relativa a la procedencia o im- 
procedencia riel fuero federal, acerca de lo cual cal» expresar 
qjtiCj tratándose riel cobro de con tribu liciones locales, es a la jus- 
ticia ordhiatia a quicu compete el conocimiento de este juicio. 
No procede, pues, la excepción ríe incompetencia opuesta, ya que 
son impuestos municipales establecidos por las ordenanzas res- 
pectivas y |H>r leves provinciales, los que jKrtcnecen al régimen 
impositivo de las provincias, ríe cuya facultad están inves- 
tidas i)e acuerdo con el art. 105 fie la Constitución Nacional, 
como que entre los derecbos correspondientes a la autonomía 
ríe las provincias, las que comprenden como delegaciones suyas 
a la municipalidad, están las de imponer contribuciones y efec- 
tuar la ficreepción de las mismas, sin la ingerencia de ninguna 
autoridad extraña que restrinja la efectividad de esos derechos. 
Y el carácter tributario, eminentemente local de la deuda cuyo 
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ra se |>crs¡gtic justifica la comjteicncia exclusiva de Ta juris- 
dicción provincial para entender en el progenie asunto, rromo 
94- Rg- ,153; t'»mu 114, pág. 282; lomo 121, púg. 74». 

En lo que se refiere a la exoneración <1c impuestos que 
alega el demandado conforme a lo dispuesto en el art, 8 de h 
l«y 5315- me bastará reeoírdar la reitera<la jurisprudencia sen- 
tada ¡mr este tribunal en casos análogos. (Estableciendo el 
aleauee del citado artículo, en los i|ue ha declarado epie los 
impuestos ittunk ¡pales fie cuyO iwigo están exoneradas las em- 
presas ferroviarias no son los provenientes de los servicios 
comunales de limpieza, barrido, afirmado, etc., y que éstus deben 
ser pagados [ior los ferrocarriles. ( Fallos, tomo 113, |ág. 1ÍV4: 
tomo 114, pág. 298: i¿o. pág. 372: 121. pág. 74». 

En atención a lo expuesto, pido a V. I\, se sirva confirmar 
la sentencia apelada, 

Julio HitM. 



FALLO DE LA CORTE fL'PREMA 

Buenot Aire*. Atollo 19 de 19 C 

Vistos y considerando: 

' Jue la demanda ejecutiva dedueida a f'tjas ^ de estos 
autos ]n*r la Municipalidad del Rosario de Santa l~e contra las 
empresas de los ferrocarriles fusionados Central Argentino y 
Buenos Aires y «osario, es dirigida a obtener el pago de los 
impuestos ]nr los servicios que expresa. 

(Jue citadas de remate las empresas demandadas Opusieron 
tan solo la excc|xjióti fundada en que i>or lo dispuesto en el 
articulo X de In ley 5315 no estaban obligadas at pago de ios 
i 1 11 pu esto s recl ai 1 ra dos; 

Que esto tío obstante habiéndose alegado posteriormente 
a la sentencia de ti* instancia la inconi|>etcncia de jurisdicción 
fundada en el articulo 2.'. inciso fc? de la ley núm, 4K procede 
observar que con arreglo a los artículos 104 y to? de la Cons- 
titución, artículo 2." de la ley número 48 y a lo reiteradamente 
resuelto, los juicios por cobro de impuestos son de la compe- 



DE JUSTICIA DK LA NACION 

/ 

tcncia de los tribunales locales respectivos de las provincias 
cuyas leves u ordenanzas hayan establecido dichos impuestos, 
tckb ello sin perjuicio del recurso extraordinario del artículo 
14 de la ley 48 (Fallos, tomo f 14. pág. 298 i. 

One por lo qitc bacc al fondo de la causa la interpretación 
del articulo 8 de ta lev 5^15 (pie lia dado en la sentencia de 
íojiis 180 está ele acuerdo con lo resuelto también por esta 
Corte en reiterados rasos análogos y entre ellos en I** Otte se 
registran en el tomo \2<>. página $72 y jurisprudencia en él 
citada. 

Por ello y de conformidad con l<< pedido por el señor Pro- 
curador (jeiieral. se confirma la sentencia apelada de fojas 180 
en ta |>arte que ha sirio materia del recurso. Xotifíqitcsc origi- 
nal y repuestos --ellos devuélvanse. 

A. Bermkjo. — Nica ¡en* G. l>Et 
SotAR, — D. E. Paíactó; — 

J. FfC.UfiROA Al-CORTA. 



Duiui María del Carril de Unte, eu autos con doña Iijnacút 
del Carril de Orlotesky y otros, por dcscmiocimicnlo ItCK 
ditario. Recurso de heetw. 

Sitnu¡ri*>: La ley X.' J505. errando el Registro Civil es de 
carácter local, y su interpretación y aplicación 110 pueden 
fundar el recurso extraordinario del artículo 14. ley 48. 
Tampoco puede fundarlo la cosa juzgada. suWdinada á 
condiciones regidas por el derecho común. 

Caso: Lo explican la-* piezas siguientes: 

hin \MKS PEI. SEÑOR i'itocrHAnoK CK.VKRAL 

Rus no» Airit, AfOfto 4 df 1916 

Suprema Corte: 
Durante la tramitación del presente juicio, solo se ha 
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puesto en cuestión disposiciones de l;i legislación común, sin 
que en manera alguna haya entrado a debatirse acerca de clan- 
de la Constitución o leyes del Congreso, como lo exige 
. 14 de la ley 48. al establecer los casos en <|iie es proce- 
el recurso extraordinario para ante V. V,. 
No ca|>c admitir que la ley de registro civil, invocada por 
los actores, determine un caso de procedencia del expresado 
recurso, desde 0,11c dicha ley río es fie las comprendidas cri la 
enunciación del art. 14 citado. t |ue se refiere. ;t las leyes espe- 
ciales del Congreso, de aplicación general en el país, siendo 
<|iie la ley invocada no se halla involucrada en tal concepto 
por ser de orden local, y en consecuencia, las decisiones sobre 
mi interpretación o alcance, constituye materia extraña al 
recurso extraordinario, segíin lo dispuesto en el artículo 15 
de la recordada ley 48. 

Por lo expuesto, pido a V. R se sirva.no hacer lugar a 
la queja deducida, 

Julio Rí>lrt. 



kaj.io ni: h.\ coktk sri'Ki:M \ 

BtitiMt Alrtt Afoito 83 «t Itlt. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que para fundar el recurso extraordinario del artículo 
14 de la ley número 48 interpuesto y denegado, se alega que la 
sentencia apelada de la Cámara Segunda de Apelación en lo 
Civil de la Capital, es vi ola torta de principios sancionados por 
los artículos que cita del Código Civil y tamfiién «le las dispo- 
siciones comprendidas en el capítulo YÍ1I de la ley 150.5 crean- 
do el Registro Civil. 

Que la interpretación y aplicación ríe los principios del 
ligo citado 110 pueden fundar el recurso extraordinario 
itcrpucsto. hallándose en el mismo caso las disposiciones de 
la ley mañero 15^5 que es de carácter l«ieal 1. Artículo 15. ley 
número 48: Fallos, tomo 48. pág. 71 : 50, pág. 312: no. página 
373 y otrosí. 
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One |Mir lo demás la cosa juzgada, en que se funda la sen- 
li-iicúi recurrida, está suliordinada a condicionen regidas |K>r el 
derecho CQihün y por lo mismo extraños al recurso extraordi- 
nario interpuesto con arreglo a to reiteradamente resucito 
t Faltos, tomo 108. pág. 100: na. pág. 1^; 113 pj& 4^7' 

Por ello y ¿le conformidad eon lo expuesto y pedido |>or 
el Señor (Vn-nrador (iciieral. se ■ lee la ra l»u-n dentado el re 
curso, y repuesto el papel archívese. Devuélvanse los autos 
remitidos j>or vía di- informe ton testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 

Solar. — D. K. Palacio. — 
J. FlCirEROA Ai.cokta, 



Municipalidad de la Capital, ra autos cttn don' Manad Atjmrre 
tsu sucesión) sobre expropiación, fícenrso (fe hecho. 

Samarlo : Incorporada a una ley local tle expropiación, la na- 
cional N." \St) reviste ésta aquel carácter y su interpre- 
tación y aplicación 110 pueden motivar el recurso extraor- 
dinario del articulo 14. ley 48. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTA M 1% N 01' I, SKÑOH l'KOCL'RAOOR C.IÍN I-RAI. 

•hchu AliM, julio 22 4* VM. 

Suprema Corte: 

Kl recurso que se trae a continúenlo de V. K. no es pro- 
cedente, en razón de qne no ha sido objeto del pleito trabado, 
cuestión albina de las previstas en el articulo n de la ley 4055 
y su correlativo el 14 de la ley 48. 

feas cuestiones que plantea el recurrente al fundar la ape- 
lación extraordinaria para ante V. E M nO pueden dar margen 
a la procedencia da la misma, desde que no tienen tltUI relación 
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directa c inmediata con las cuestiones di' hiuJigencía o alcance 
fie artículos de la Constitución o leyes de la Xación en debate 
(art. 15 de la ley 48 

Solamente luiu sido «ilijuli 1 dd pleito cuciislíones relativas 
al cumplimiento ile una ley de c&raeter locáj, lio habiéndose 
hecho más míe aplicar los procedimientos fijados jnir la (ey 
nacional fie expropiación : medidas ijue. cmno tortas las de 
orden procesal, constituyen materia extraña al recurso extraor- 
dinario para ante \\ K. 1 articulo 15 citado >. 

Itn atención a lo expuesto, pido a V, K. se sirva declarar 
bien denegado el recurso deducirlo, ordenando la devolución de 
los autos al tribunal de origen. 

Julio BtítCt 

h'M.W DE LA cor Ti* sri-KKMA 

Bm«M Airo Agosto 22 sá* IS16. 

Autos y vistos, considerando: 

■ 

tjlie para nltidar la ijueja por denegación del recur^» di! 
articulo 14 de la ley jS y 6." de la lev 4055) eontra sentencia 
J e la Cámara L* de Apelación en jo Civil dr la Capital, se 
ega míe *e han desconocido derechos fundados en las rtU'io 
'ones de la li-y de expropiación N." 180. y qtte la decisión de 
Cántara pugna también con la disposición de los articulas fj 
y lo di- la Constitución. 

Que la solución del punto resuelto a fojas J¿Q de los autos 
remitidos por vía de informe 110 depende de la inteligencia *\iw 
pudiera darse a los artículos de la Constitución míe se citan y 
no puede por ello motivar el recurso deducirlo como tampoco 
los de la ley número 180, de expropiación, qtte incorporados a 
una ley local revisien el msimo carácter como se ha hecho cons- 1 
tar en los fallos de esta Corte del tomo 121. página 400 y tomo 
123. página 103. 

h r ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General $c declara bien denegad" el recurso. Xoti- 
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fíijuesc y archívese devolviendo-- los autos remitidos por vía 
ric informe cotí tcétiíiiíonio dé esta resolución. 

A. IjKkm kjo, — Nicanor íí, DEJÉ, 
Soi.ar. — D, E. Palacio. — 
J. Fn.rcROA Alconta. 



Don Guillermo ). Ilruumanu ( su caucnrsá), Cmitkiidfi tftf 

competan 'ta 

Sumario : Concursad ti tercer iKyseedor Úe un mtntieblc hipo- 
teeado. corresponde al Jtíea del cxíncilisb el conocimiento 
del juicio sobre ejecución del referido inmueble. 

Caso : Resulla del siguiente, 

PAlLG w. la corte srniEM a 

BmiM Air**. AftOf to -2 é* I *¡ft- 

Vistos: los de contienda de competencia cutre »» Jfi»* *Jé 
primera instancia de ta C&pitai > "tro íb «G"'' 1 ' categoría de la 
ciudad de Mercedes, provincia de Unenos Aires, para conoce| 
de la ejecución de un inmueble tli propiedad del eoncttrSg civil 
de acreedores de don r.nillcrnio J; Hcinemanii. y 

Considerando: 

One la ejecución se «¡guio por él Banco Hipotecario Suizo 
Argentino contra su deudor don Hclcodoro Montarcc, y fa- 
ltado el juicio, mandando llevar aquélla adelante por no haber 
dicho ileudor opuesto excepción alguna legitima ni legado el 
crédito, comparecieron el ejecutante, el ejecutado y el tercer 
poseedor Heinemann. para intervenir en la tasación del inniue- 
ble, a los fines de su venta en remate, intervención, la fíe los 
dos últimos, (pie quedó sin efecto por no haber ocurrido a 
juzgado como fué ordenado, a ratificar lo |jedtdó a fojas 30 
vuelta, 32 y 33- 
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Que ello pásala en Agosto y de 1914. y la continuación de 
los trámites pata la venta del inmueble hipotecado se concretó 
al ejecutado Montare**, el 10 de diciembre riel mismo año 
(fojas citadas l. 

Que el 20 de dicho mes, aparece Heinemann promoviendo 
su concurso civil de acreedores en la ciudad de Mercedes, pro- 
vincia ile Buenos Aires, y cu 1 ni* rito de ello y |>or ejecutarse 
un bien que pertenece al mencionado concurso, como tercer 
poseedor, se sostiene que corresponde conocer en los procedi- 
mientos de la referencia a este Juzgado ríe Mercedes. 

Que. como queda antes expresado se trata en el caso dé 
la venta y entrega ríe un bien perteneciente al concurso, a 
instancia riel acreedor hipotecario, y no del juicio contra Mon- 
taren que terminó en la manera ya dicha; y aunque así no 
fuera, sería siempre necesario en el presente oir al tercer posee- 
dor como lo pidió el Banco ejecutante a fs. 08. 74 y 76. autos 
de la Capital. 

Que en esta condición y dada la intervención en ti caso 
del síndico del concurso, pedida p>r el mismo acreedor, los 
procedimientos a tal objeto débcu seguirse ante el Juzgado de 
aquél, por tratarse de un juicio universal que atrae todas las 
acciones contra el concursado y sus bienes y a mérito ríe los 
fundamentos expresados en los fallos de esta Corle Suprema, 
tomo 50. piig. 110: lomo <>7. pág. 154; Lomo 114, pág, T48: 
t< -un» 12\, |jíijí. y oin«>. 

[\.r lo expuesto y oído el señor Procurador deneral se 
declara Juez eonipeiente para conocer ríe la venta y entrega en 
su caso dt la propiedad gravada en garantía del crédito que 
cobra il Banco Hipotecario Suizo Argentino, al de la ciudad 
de Mercedes, provincia de Bueno* Aires. En consecuencia, 
remítansele los autos, previa reposición de sellos, avisándose 
por oficio al Jue;á de la Capital N'otifíquesc original. 

A. ííi-rmkjo. — Nicanor O. DEL 
Solar, — l>. K. Palacio. — 
J, F mu: ro\ Alcokta. 
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Isidora Harrias de Oí. su concurso. Contienda de compcteiu iú 



Sumario: Concursado él tercer poseedor de 1111 inmueble hipe 
tecado en garantía rfe un crédito, corresponde al Juez de 
concurso el OOflOCintiento del juicio |>or cobro de ese crédito. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO DEL JITJ! KN LO CIVIL 

Aiitf , Abtll 10 «t ÍSIfi 

Y vistas : estos autos p;ira resolver ta cuestión plantea! 
a fojas 2^. Considerando: 1.a presente ejecución dirigida con- 
tra el señor Juan H. Gil>ert lia sido sometida a la jurisdicción 
de los tribunales ordinarios de la Capital en virtud de lo con- 
venido por la cláusula sexta del contrato testimoniado a fs. 3, 
que es ley de las parte* íart. 1197 del Código Civil). 

Al ser citado de remate el deudor, la sticicdad ejecutan 
tuvo conocimiento de la existencia de nn tercer poseedor con- 
tra quien se decretó la intimación de pago del crédito " abandono 
del inmueble que prescribe el art, 3163 del Código citado. Kn 
este estado y por estar concursada la señora Isidora fiarnos 
ílc Cá — tercer poseedor — el señor sindico del concurso pro- 
mueve esta cuestión de eompetenria que fundamenta en lo 
dispuesto en el artículo 715 del Cód. fie Proes. Ahora bien; 
de los términos precisos de la ley sustantiva se desprende qtie 
el ejecutante, en presencia de 1111 tercer poseedor, debe in 
marlc en la forma ordenada en el art. 3103 del Código Ci 
Es una nueva incidencia. É\ juicio no por eso se desplaza ya 
que el ejecutado sigue siendo íiníca y exclusivamente el señor 
Oiliert. Las medidas solicitadas contra la sentirá tlarrios de Cá 
no implican sino la continuación fie la ejecución iniciada contra 
aquél. Y ríe la circunstancia accidental de hallarse concursado 
el tercer poseedor, no se sigue necesariamente la incompetencia 
-Id infrascripto, porque — dado el carácter especial del de 
de hifHrfeea - la acción no va contra la persona sino contra 
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el inmueble, que persigue y pese a todos los traspasos. Tan 
asi, que ti acreedor un puede solicitar condenaciones personales 
contra el tercer poseedor, y en caso de negativa de éste a 
pagarla deuda hijMeeuria o a t andón a r el inmueble deberá per 
suytiír su venta (art. 3105, Código Civil). Es más: dé ninguna 
de las cláusulas del contrato testimoniado a fs. 3, cuyas dis- 
posiciones rigen el suh jutidice, mi- infiere que la sociedad ores 
tamisla baya aceptado la subrogación, sin su anuencia, de su 
deudor. Pnr modo que, la presente ejecución no importa en 
fornia alguna un juicio contra la actual detcnladora del in- 
mueble, concretándose la incidencia a llenar las exigencias de 
ta ley civil que no varían — malgrado la circunstancia de estar 
concursad»» el tercer |>oscíeílor, — la competencia de este juz- 
gado plenamente aceptada por las partes en la escritura hipote- 
caría glosada. Por estos fundamentos, y lo dictaminado por el 
señor agente fiscal a fs. 31 vta, resuelvo no hacer lugar a la 
remisión de estos autos al señor juez exhortante doctor 
Diógcncs Diez Gótne¿, a quién sé hará saber en la forma de 
estilo. Notifique el empleado de la Cruz. Kep. las fojas. 
Insértese. — R. Bmtgr. - Ante mi: Adolfo fónv.?»». 




WCTAMi'x Tin. smñoíí i-Moi'i-K r.i;xi.w\i. 

Bueno* Airo. Junio 15 de ¡910- 

Suprcma Corte: 

A. V. E. corrcs|mnde dirimir la contienda de competencia 
traba 'i. a oii estos autos» conforme a lo dispuesto en el art. o 
¿ d de la ley 4055. 

Ivs pues compílente para conocer fiel juicio ele que se 
ta el señor Juez de Mercedes, a mérito de que ante sn juris- 
Cción tramita el concurso civil formado contra la señora 
IVarrios de Cá. que es tercer poseedor del inmueble gravado con 
la lVÍ|K»tecn que garante el cobro de la deuda que se persigue 
De modo que el ejecutante del lió dirigir su acción, una vez 
conocida la pertenencia del inmueble, contra dicha señora, ha 
biéndose decretado al efecto la intimación de pago del crédito o 
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abandono del inmueble que determina el art, $163 dd Código 
Civil, después de haber empleado los medios pertinentes en 
la ejecución con su deudor inmediato, el cual* ya queda des- 
ligado de e*le juicio ijiiv resulta si'|»iiir>t- contra el tercer 
|ii íséedór. 

Aln ira bien, como contra ola última se llalla forittádb un 
concurso civil de acreedores, ealie recotdar que, en razón de 
su carácter universal, ese juicio atrae tudas las acciones ac- 
tivas y pasivas relativas al concursado. |#« »r cuya virtud, en la 
jurisdicción fifi juey i¡uc entiende en el mismo dclje acumularse 
la ejecución de qúe se trata. 

Ks de observarse además, que la jurisdicción a que corres- 
|»nnle la tramitación del juicio, mi afecta las reglas fijadas |x»r 
el Código GtviL cotí respecto a la situación del tereer poseedor 
y s>il<> se vincula con lo relativo a la competencia del tribunal 
que debe entender en el juicio respectivo. h> míe esiá subordi- 
nado al principio de la universalidad del juicio de concurso 
civil según la consideración expresada. 

I'or lo expuésto y jurisprudencia de V. K. i Tomo 07, 
pág. j 54 : tomo i iS. pág. .14; tomo 121. pág. KSi, pido a V. F. 
se sirva declarar competente al señor de 1" civil ile la ciudad 
de Mercedes, para conocer de la presente causa. 

FALLO ní LA CORTE SUPREMA 

Butilo! AifM, Afeito 23 4t M> 

Y vistos: los de coiuieuda de competencia traliada etttre 
un señor Jijéis de Primera Instancia en lo Civil de la Capital y 
otro de igual clase fie la ciudad de Mercedes, provincia de 
Buenos Aire- para conocer fie la ejecución de un liieu del 
concurso de dona Isidora llarrios de Cá. 

V considerando: 

One en la ejecución seguida ]M»r el I lauco Suizo Argentino 
contra don Juan 11. ínlu.-rt >obre cnliro hipou-cario, d juez d 
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la Capital libró exhorto al de la ciudad de Mercedes a fin de 
que intimara a doña Isidora Barrios de Cá. tercer udquirentc 
del liien hipotecado, para que pagara el crédito hipotecario o 
hiciera abandono «Jet inmueble, oponiendo cu su caso las 
excepciones que pudieran cor responderle, a lo que el requerido 
contestó trabando contienda de competencia |xir ser ti Jiieis del 
concurso seguido contra la señora mencionada. 

Que como lo ha resuelto esta Corte en mérito de lo dis- 
puesto en el artículo 12. inc. t." de la ley de jurisdicción y 
competencia número 48 y de la jurisprudencia constante, es 
ya un principio incontestable que corresponde a los jueces de 
provincia el conocimiento dé los juicios de concurso y sus inci- 
dencias incluyendo las contestaciones referentes a bienes, «/h; 1 
hallándose en posesión del fallido aparezcan formar parte tic 
la masa (Fallos, tomo 50. paginas no. 122 y 1281. 

Que no se ha puesto en cuestión en el caso la competencia 
del Juez de Mercedes, provincia de Buenos Aires, fiara conocer 
del juicio de concurso de doña Isidora liarnos de Cá ni tam- 
icen que ésta bahía adquirido por compra hecha a don Juan FS. 
Oibert el ¡mnueble hipotecado a tav.-r de) Banco Suizo Argén- 
tino el que aparece formar pane de la masa de sus bienes. 

Que por consiguiente deben acumularse al juicio universal 
todas las acciones que afecten a los bienes fiel concursado. 

Por estos fundamentos y lo dictaminado por el señor Pro- 
curador General, se declara competente a! señor Juez de lo 
Civil fie la ciudad de Mercedes, provincia de Hítenos Aires, 
para conocer de las reclamaciones del Manco Hipotecario Suizo 
Argentina contra la concursada duna Isidora liarnos de" Cá 
y el inmueble hipotecado. Remítansele en consecuencia los autos, 
previa reposición de sellos, avisándose oficio al señor Juez 
de la Capital, 

A. BEkXtlijo. — Xicwoh <*,. 111:1. 
Soj,\k. — D. K. Palacio, — 

J. FlGUEROA Amorta. 



